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ESTUDIOS

La equivalencia en el ordenamiento educativo español y su confusión 
con la homologación, el reconocimiento y la convalidación: 

Reflexiones al hilo de los estudios de criminología

Consuelo de los Reyes MaRzal Raga

Prof. Derecho Administrativo 
Universidad de Valencia. Estudio General.

abstRaC

Las distintas declaraciones de equivalencia proclamadas sobre los 
estudios y títulos de criminología permiten interrogarse sobre la confor-
mación de la equivalencia, como instituto diferenciado de la homologa-
ción, el reconocimiento y la convalidación. 

La ambivalencia legislativa y jurisprudencial que se advierte para 
cada una de estas figuras nos sugiere la formulación de criterios doctri-
nales capaces de dotar de coherencia interna al ordenamiento jurídico y 
de facilitar la tarea al aplicador del Derecho.

Sumario: I. Las declaraciones de equivalencia relativas a los estudios y títulos 
propios de criminología y sus implicaciones académicas y profesionales: 1. La decla-
ración de equivalencia del Diploma Superior de Criminología y sus efectos profesio-
nales. 2. Los efectos académicos del Diploma Superior de Criminología. 3. La de-
claración de equivalencia de los Títulos Propios de Criminología.–II. Precisiones 
conceptuales sobre la declaración de equivalencia, la homologación, el reconocimien-
to y la convalidación: 1. La Equivalencia. 2. La Homologación. 3. El Reconoci-
miento de títulos. 4. La Convalidación.–III. A modo de conclusión.

La definición de los estudios de criminología como enseñanzas universitarias 
oficiales y la consecuente creación del título de Licenciado ha seguido un largo y si-
nuoso camino en el que la declaración de equivalencia, en su más amplia expresión, 
se ofrece como herramienta angular del sistema.

El estudio de este proceso es ocasión propicia para formular un ensayo sobre el 
alcance de la denominada «declaración de equivalencia» y su ambivalente utilización 
legislativa y jurisprudencial, al tiempo que nos permite aventurar ciertos principios 
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generales que pueden perfilar dicha categoría jurídica por oposición a otras, como por 
ejemplo la convalidación académica o la homologación y el reconocimiento de tí-
tulos, cuyo uso indistinto traduce una deficiente técnica legislativa que produce una 
preocupante inseguridad al aplicador del Derecho. 

La conformación de categorías jurídicas con perfiles propios que proponemos 
revela, para cada una de las instituciones jurídicas analizadas, ciertos elementos so-
bresalientes capaces de garantizar la coherencia interna del ordenamiento jurídico 1. 
Pero además, el estudio permite mostrar el substrato constitucional que sustenta los 
distintos pronunciamientos normativos, anclados en un régimen de distribución de 
competencias que pivota entre el título estatal relativo a las bases de régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas y régimen estatutario de sus funcionarios (art. 
149.1.18 CE) y la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homolo-
gación de títulos académicos y profesionales, y normas básicas para el desarrollo del 
artículo 27 de la Constitución a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones 
de los poderes públicos en esta materia (art. 149.1.30 CE).

 i.  las declaraciones de eQuivalencia relativas a los estudios 
y títulos propios de criminología y sus implicaciones 
acadÉmicas y profesionales

Varias son las declaraciones de equivalencia relativas a los estudios y títulos de 
criminología, con un distinto alcance académico y profesional. En su evolución po-
demos advertir un inicial conjunto de pronunciamientos normativos necesarios para 
dotar de efectos profesionales a los estudios universitarios no oficiales de criminología; 
y poco después el reconocimiento de efectos académicos a tales estudios y a los Títulos 
Propios en criminología expedidos por las Universidades, al objeto de permitir el 
acceso a las recién creadas enseñanzas de Licenciado universitario en criminología.

 1.  la declaración de equivalencia del diPloma suPerior de 
criminología y sus efectos Profesionales 

Dos son las disposiciones generales por las que se declara la equivalencia a 
efectos profesionales entre los Diplomas de Criminología expedidos por las Universi-
dades o sus centros adscritos y el Título Oficial de Diplomado Universitario.

La primera de ellas es la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 24 de 
noviembre de 1978 («BOE» de 13 de febrero de 1979), por la que se declaran equi-
valentes determinados Diplomas Superiores de Criminología al Título de Diplomado 
universitario, a los únicos efectos de tomar parte en las pruebas selectivas para el in-

1 El concepto de institución, como dirá de CastRo, F., Derecho Civil de España, Civitas, Madrid, 1984, p. 
563; se refiere a las «líneas constructivas del plan de organización social». En la noción de institución jurídica exis-
te un conjunto normativo presidido por una idea organizativa, y podría definirse como núcleo o figura jurídica es-
table que viene delimitada por el conjunto de normas que regulan el modo en que han de ser realizadas las respec-
tivas relaciones.
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greso en los Cuerpos Especiales Masculinos y Femeninos de Instituciones Penitencia-
rias. Y complemento de ésta a la vez que derogatoria en cuanto se oponga, se dicta la 
Orden de 19 de noviembre de 1996 («BOE» de 27 de noviembre), por la que se declara 
equivalente el Diploma Superior de Criminología al Título de Diplomado Universitario, 
a los solos efectos de tomar parte en las pruebas de acceso a los Cuerpos, Escalas y 
categorías de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad dependientes de las distintas Admi-
nistraciones Públicas, para cuyo ingreso se exija el Título de Diplomado Universitario 
o equivalente. 

La importancia de estos pronunciamientos normativos desde la perspectiva ma-
terial se encuentra fuera de toda duda, pues con ellos se faculta que la formación 
especializada en materia criminológica, ausente entonces de la ordenación académica 
oficial, pueda desarrollarse en el correspondiente ámbito de la función pública por 
quienes carecen de los requisitos de titulación que a tal fin se exigían para el acceso 
a los Cuerpos clasificados como grupo B, que no era otro que el Título de Diplomado 
universitario o equivalente, de conformidad con el entonces vigente artículo 25 de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

Ambas disposiciones declaran la equivalencia de unos títulos académicos no 
oficiales aun expedidos por Universidades o institutos universitarios, a los que se dota 
de efectos profesionales en orden al acceso a determinados Cuerpos de la función 
pública. No obstante, y como se dirá en el apartado siguiente, no se trata de una de-
claración de equivalencia sino más bien de una convalidación de estudios, pues no 
existe una relación entre dos títulos oficiales –que a nuestro parecer es lo que permite 
diferenciar la declaración de equivalencia de otras categorías como la convalidación– 
sino entre una determinada formación académica que se sanciona con un título no 
oficial aun expedido por la Universidad o sus centros dependientes, y el título univer-
sitario oficial de Diplomado universitario. 

La imposibilidad de referir dicha formación a una titulación universitaria oficial, 
que no nace como tal hasta la publicación del Real Decreto 858/2003, de 4 de julio, 
por el que se establece el título universitario oficial de Licenciado en Criminología y 
las directrices generales propias de los planes de estudios conducentes a su obtención; 
así como la conveniencia de que dicha especialización despliegue sus efectos en el 
ámbito de la función pública para cuyo acceso se exige la titulación universitaria de 
Diplomado, reclaman un pronunciamiento suficiente que el legislador moldea a través 
de la declaración de equivalencia, aunque con ello desdibuja innecesariamente los 
límites de la institución cuya conformación teórica defendemos más adelante.

En esencia, nos encontramos ante la regulación de las condiciones de acceso a 
determinados Cuerpos de la función pública, con objeto de dar satisfacción a las 
necesidades profesionales transitorias que surgen ante la ausencia de titulaciones 
universitarias oficiales y específicas para el ámbito de la criminología 2. 

2  Nótese el amplio abanico de posibilidades profesionales que se ofrecen en el ámbito de Criminología, 
dado que la formación multidisciplinar permite intervenir tanto en las esferas de prevención como de reacción. En 
el ámbito policial mediante su intervención en las tareas de investigación, planificación o asesoramiento, y muy 
concretamente en relación a las instituciones de menores y las oficinas de atención a las víctimas (menores, mujeres, 
personas mayores). En el ámbito penitenciario es muy importante su conocimiento científico para el tratamiento, 
evaluación y pronóstico del delincuente. 

Para mayor precisión sobre los distintos ámbitos profesionales en que se manifiesta la formación criminológi-
ca, véase el estudio que contiene el Libro Blanco sobre el Título de Grado en Criminología, pp. 37 y ss..
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En evitación de la declaración de equivalencia, al legislador le hubiera bastado 
con regular los requisitos específicos para el acceso a esos u otros concretos Cuerpos 
de la función pública incluyendo entre aquellos la superación de las enseñanzas de 
criminología que conducen al Diploma Superior de Criminología; al igual que recoge 
la exigencia de poseer la titulación universitaria correspondiente –en este caso Diplo-
mado universitario– o cualquier otro requisito o condición de acceso a la función 
pública que cumpla con los principios constitucionales de igualdad, mérito y capa-
cidad (art. 103 CE). Pero, ciertamente, esta opción comportaría el despropósito de 
necesitar una Ley especial para regular el acceso a cada uno de los Cuerpos cuyos 
requisitos de titulación –que son muchos– no encontrasen acomodo en la concreta 
ordenación del sistema educativo.

Consecuentemente, el legislador salva dicho impedimento mediante la exigencia 
de una determinada titulación para el acceso a la función pública o «su equivalente», 
de modo que con dicha expresión queda garantizada la reserva de Ley en este ámbito 
y a su vez incorpora una cláusula legal de habilitación reglamentaria que abre un 
sinfín de posibilidades en la adopción de la correspondiente declaración de equiva-
lencia.

Ya la STS de 31 de mayo de 2006 (Aranz. 5946), en relación con el alcance de 
esta equivalencia, y ante la pretensión de que los títulos exigidos para el acceso a la 
función pública clasificada como Grupo B tuvieran la consideración formal de Diplo-
mado Universitario con exclusión de aquellos que sólo gocen del mero reconoci-
miento de su equivalencia, declaró que dicha clasificación no suponía una lista tasada 
de títulos académicos concretos sino a completar con las titulaciones que de manera 
concreta menciona la explícita adición de la expresión «o equivalente», lo cual admite 
una pluralidad de situaciones.

En efecto, la variedad de situaciones que justifican la equivalencia y su mejor 
adecuación a las circunstancias de tiempo y lugar amparan sobradamente la remisión 
reglamentaria para la declaración de equivalencia de aquellos títulos que han de 
exigirse en el acceso a la función pública aunque, por otra parte, no podemos esconder 
el alto grado de oportunidad de que pueden gozar las distintas declaraciones de equi-
valencia, sin perjuicio de su derivación a control de la legalidad ordinaria, en orden 
a determinar qué títulos se declaran equivalentes y cuál será el alcance que para cada 
uno de ellos disponga la correspondiente declaración (STC 99/87).

Con todo, parece conveniente poner de manifiesto que la elección de la decla-
ración de equivalencia frente a la regulación de los requisitos de acceso a la función 
pública para facilitar el acceso a determinados Cuerpos sin poseer la titulación exigida 
con carácter general, esconde un ejercicio perverso de la potestad reglamentaria de 
la Administración que permite burlar la estricta reserva de Ley en este ámbito. Y con-
viene también recordar que el título constitucional que ampara la intervención estatal 
para la declaración de equivalencia –no sin advertir que la primera de las disposiciones 
es preconstitucional– se encuentra en la regulación de las bases del régimen estatutario 
de los funcionarios públicos, cuya competencia exclusiva del Estado deriva del artículo 
149.1.18 CE.

En cuanto a la declaración de equivalencia que recogen las citadas disposiciones 
generales para el Diploma Superior de Criminología, a nuestro juicio, lejos de escla-
recer su alcance y efectos vienen a empañar la recta conformación de dicha categoría 
y evidencia el grado de confusión que pretendemos poner de manifiesto. 
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Pese al uso de la expresión «declaración de equivalencia» y la imposibilidad 
de homologación de títulos que se proclama por remisión al Real Decreto 1954/94, 
de 30 de septiembre, sobre homologación de títulos a los del Catálogo de títulos uni-
versitarios oficiales, ambas disposiciones se adentran en el análisis de los contenidos 
académicos de la formación criminológica que conduce a la obtención del Diploma 
Superior de Criminología para con el título oficial de Diplomado universitario sin que, 
como dirá la Sentencia del TSJ de Madrid de 3 de mayo de 1999, con ello se tenga 
derecho a la obtención de la Diplomatura. 

Se advierte en estos pronunciamientos la ausencia de una relación jurídica entre 
títulos y se da buena muestra de que la operación jurídica que permitirá alcanzar los 
efectos pretendidos por la correspondiente declaración de equivalencia exige la previa 
comprobación de los contenidos (asignaturas, materias ...) impartidos en el curso de 
criminología y su correspondencia para con aquellos que sustentan la obtención del 
título oficial de Diplomado universitario; o lo que es lo mismo, se efectúa un «juicio 
de equivalencia» entre una determinada formación y un título universitario oficial en 
abstracto. Así, la Orden de 1978 se referirá a «los estudios» cursados en los Institutos 
de Criminología de las Universidades de Valencia y Complutense de Madrid que 
conducen a la obtención del Diploma Superior de Criminología, en el bien entendido 
sentido de que tales estudios son los que concretamente vienen impartiendo tales 
Universidades, cuya equivalencia se declara por ser notoria su relevante importancia 
para la Administración de las instituciones penitenciarias y el carácter universitario de 
dicha especialización en materia criminológica.

Y con mayor amplitud, la Orden de 1996 concretará la tipología de estudios o 
enseñanzas a que se contrae la equivalencia –ampliada ya a todas las Universidades 
españolas– por referencia a tres concretos requisitos académicos que deben cumplir 
los estudios de criminología para gozar de la equivalencia declarada: la posesión del 
Título de Bachiller, la evaluación positiva en el Curso de Orientación Universitaria o 
la superación de las pruebas de acceso para mayores de veinticinco años; que tales 
estudios tengan una carga lectiva mínima de mil ochocientas horas o una duración de 
al menos tres cursos académicos 3; y que el correspondiente Diploma Superior en 
Criminología haya sido expedido por una Universidad, centro dependiente de ésta o 
legalmente autorizado 4.

3 Sobre la conformidad a Derecho de la carga lectiva que se exige para la equivalencia, véase la Sentencia 
de la Audiencia Nacional de 17 de julio de 2007 (Aranz. 236837), por la que se resuelve la impugnación formulada 
contra la Orden Ministerial ECI/4171/2004, que se declara ajustada a Derecho, sin que la carga lectiva que se exige 
para declarar la equivalencia del Diploma Superior de Criminología pueda tacharse de arbitraria o contraria al 
principio de igualdad sino muy al contrario, razonable y ajustada a Derecho.

Y también la Sentencia del TSJ de Madrid de 9 de junio de 2004 (Aranz. 215182), por la que se niega la 
equivalencia de determinado Título de Especialista en Criminología al de Diplomado universitario conforme a la 
Orden de 19 de noviembre de 1996, pues tales estudios no han tenido una carga lectiva de 1800 horas (sino tan sólo 
de 250 horas), ni una duración mínima de tres cursos académicos.

4 En relación con la autorización de los centros docentes y el control de los requisitos que deben reunir para 
que los títulos merezcan una valoración de equivalencia con los de naturaleza universitaria, véase la Sentencia del 
TSJ de Madrid de 26 de mayo de 2004 (Aranz. 227244), por la que se negaba la condición de centro autorizado a 
la Escuela de Criminología de Cataluña, a los efectos de dotar de equivalencia a los estudios conducentes al Diplo-
ma Superior de Criminología. No obstante, la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Bar-
celona de 31 de julio de 2006 (Aranz. 43819), declaró autorizada a la Escola de Criminología de Cataluña y, en 
consecuencia, la titulación expedida puede considerarse equivalente a los efectos de la Orden de 19 de noviembre 
de 1996.
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 La justificación material de ambas disposiciones reglamentarias es bien conocida 
y muestra el camino seguido por los estudios de Criminología para su incorporación 
en el sistema educativo nacional como enseñanzas universitarias oficiales. Pero es 
precisamente el alcance profesional de la equivalencia proclamada lo que justifica 
que el título universitario sobre el que recaiga se identifique en la disposición como 
Diplomado universitario, sin remisión a especialidad académica alguna. 

Como es sabido, el Catálogo de Títulos Oficiales –instrumento vigente en el mo-
mento en que se aprueban las disposiciones que analizamos– no recoge en su elenco 
ningún Título de Diplomado universitario sino que todos y cada uno de los títulos se 
corresponden con las distintas ramas del saber incorporado a la Universidad (Diplo-
mado en Ciencias Económicas, en Fisioterapia ...). 

Ahora bien, el acceso a los Cuerpos Especiales de Instituciones Penitenciarias y 
a los Cuerpos, Escalas y categorías de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que los 
correspondientes instrumentos de gestión de personal clasificaban como Grupo B 
exigían la posesión del título universitario de Diplomado o equivalente (art. 25), y 
precisamente a esos solos efectos se resuelve equiparar una determinada formación 
criminológica con aquella que de ordinario se sanciona con la obtención del Título 
de Diplomado universitario.

 2.  los efectos académicos del diPloma suPerior de criminología 

También la superación de los estudios que conducen a la obtención del Diploma 
Superior de Criminología expedido por los correspondientes Institutos universitarios 
goza de efectos académicos oficiales en orden al acceso a la Universidad. Así se recoge 
en la Orden Ministerial de 16 de marzo de 1979 («BOE» de 21 de mayo), por la que 
se establece el acceso directo a la Universidad de los Diplomados Superiores en Cri-
minología que se hallen en posesión del Título de Bachiller superior o equivalente. 

 La eficacia académica de los citados estudios de criminología se proyecta ahora 
en orden a sustituir la realización de la prueba de acceso a la Universidad, al amparo 
de la Disposición Transitoria 11.2 de la Ley 14/70, de 4 de agosto, General de Educa-
ción y Financiamiento de la Reforma Educativa. 

La disposición, en efecto, omite toda referencia a expresión «declaración de 
equivalencia» pues lo que acuerda es la exención de uno de los requisitos académicos 
que de ordinario se exigen para el acceso a la Universidad, sin necesidad de declarar 
la equivalencia u homologación del Diploma Superior de Criminología. 

Acertadamente a nuestro juicio, y en aplicación de la regulación transitoria con-
tenida en la Ley 14/70, General de Educación, se reconocen ciertos efectos acadé-
micos a la superación de una determinada formación previa con el fin de facilitar el 
acceso a la Universidad. En definitiva, se exime de la conocida prueba de selectividad 
en sus distintas variantes cuando se hubieren superado determinados estudios porque, 
como dirá la Orden ministerial, el nivel universitario de los cursos de Criminología 
que imparten los Institutos universitarios en su condición de centros de investigación 
y especialización de las correspondientes Universidades justifica el reconocimiento 
de los efectos que la superación de la prueba de acceso a la Universidad produce. La 
disposición reconoce ex lege tales efectos a los Diplomas expedidos por las Universi-
dades de Valencia y Complutense de Madrid, y autoriza a la Dirección General de 
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Universidades para resolver sobre las solicitudes que se presenten por los Institutos 
Universitarios de Criminología existentes o que se creen en el futuro.

En este caso, y aunque la disposición que analizamos es anterior a la Constitución, 
conviene destacar que el título competencial en que encontraría anclaje constitucional 
es el relativo a la regulación de las condiciones para la obtención, expedición y ho-
mologación de títulos académicos y profesionales a que se refiere el artículo 149.1.30 
CE, por oposición a la regulación de las condiciones de acceso a la función pública 
en que se amparan las disposiciones generales anteriormente citadas (art. 149.1.18 
CE). Así, dado el alcance académico del pronunciamiento que analizamos, la poten-
cial colisión entre títulos competenciales –atendiendo a la teleología de los títulos en 
lid– debe resolverse a favor del educativo por ser el más específico en este caso (SSTC 
153/85, 49/84 y 190/00).

En orden a su eficacia, la disposición merece ciertas precisiones de calado. La 
primera, que el único requisito académico que se entiende suplido con la posesión 
del Diploma Superior en Criminología es la realización de la prueba de acceso, pues 
en todo caso se exige estar en posesión del Título de Bachiller superior o equivalente, 
como bien dirá la Sentencia del TSJ de Murcia de 12 de julio de 2005 (Aranz. JUR 
2007\6800) al declarar insuficiente el Título Propio de Especialista universitario expe-
dido por la Universidad de Alicante tras superar el Curso Superior en criminología a 
los efectos de su equiparación formal a una Diplomatura universitaria, por no exigirse 
titulación previa para su acceso.

Por otra parte, dicha declaración sólo goza de eficacia directa para los Diplomas 
de las Universidades de Valencia y Complutense de Madrid; haciéndose necesaria 
expresa autorización para los títulos expedidos por las demás Universidades, que se 
concederá por la Dirección General de Universidades tras ponderado «juicio de equi-
valencia» en cada caso 5. 

Y desde la perspectiva material, se trata de un pronunciamiento amplio pues 
admite el acceso a la Universidad sin constreñir el ámbito académico a las enseñanzas 
vinculadas con la formación adquirida tras la obtención del Diploma Superior en 
Criminología. Así, curiosamente, la jurisprudencia llega a admitir el acceso a la Fa-
cultad de Medicina sin necesidad de realizar prueba alguna a quien acreditó la pose-
sión del Diploma Superior en Criminología, además del Título de Bachiller (Sentencia 
del TSJ de la C. Valenciana de 25 de abril de 2001, Aranz. 301766).

 3.  la declaración de equivalencia de los títulos ProPios de 
criminología

Un segundo estadío en la declaración de equivalencia proclamada sobre los Tí-
tulos de Criminología se produce tras el Real Decreto 858/03, de 4 de julio, por el que 

5 Dicha autorización fue denegada, por ejemplo, a los Diplomados en Criminología por la Universidad de 
Córdoba. Sobre el alcance de dicha denegación, véase la Sentencia del TSJ de Andalucía (sede de Sevilla) de 15 de 
febrero de 2001 (Aranz. 184556), cuya recurrente, sin estar en posesión del título de Bachiller Superior y sin haber 
superado las pruebas de acceso a la Universidad pero con el título de Diplomada en Criminología que obtuvo en 
Córdoba, se matriculó en el primer curso de la Facultad de Derecho de la Universidad de Córdoba, continuando en 
tal situación en los dos cursos posteriores, momento en el cual la Universidad de Córdoba advirtió la ausencia de 
condiciones académicas para el acceso sin superar la correspondiente prueba.
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se crea el Título universitario oficial de Licenciado en Criminología y se fijan las di-
rectrices generales propias de los planes de estudios conducentes a su obtención.

 Las nuevos estudios oficiales de criminología se configuran como enseñanzas 
universitarias de segundo ciclo, por lo que al objeto de facilitar la implantación del 
correspondiente Título de Licenciado, la Orden del Ministerio de Educación 
ECI/4171/2004, de 13 de diciembre, establece una profusa relación de Títulos propios 
de las Universidades españolas en materia de criminología que se declaran equiva-
lentes al Título de Diplomado Universitario a los solos efectos de permitir el acceso a 
las enseñanzas conducentes al Título de Licenciado en Criminología 6, no obstante la 

6  Nótese la variopinta relación de Títulos Propios que la disposición declara equivalentes, así como su 
elevado grado de implantación en las Universidades españolas. Se declaran equivalentes los siguientes: De la Uni-
versidad de Alicante: Primer ciclo de Detective Privado conforme al Plan de estudios de 10 de julio de 2001; Título 
Propio de Primer ciclo en Criminología conforme al Plan de estudios de 10 de julio de 2001; Título Propio de Primer 
ciclo en Detective Privado conforme al Plan de estudios de 29 de septiembre de 2005; y Título Propio de Primer 
ciclo en Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 29 de septiembre de 2005. De la Universidad Autónoma 
de Barcelona: Graduado en Prevención y Seguridad Integral conforme al Plan de estudios aprobados los días 28 de 
junio y 16 de julio de 1999. De la Universidad de Barcelona: Graduado en Investigación Privada conforme al Plan 
de estudios de 10 de mayo de 2001; Graduado en Investigación Privada conforme al Plan de estudios de 14 de julio 
de 1995; Graduado en Criminología y Política Criminal conforme al Plan de estudios de 14 de julio de 1995; Diplo-
ma Superior en Criminología (plan de estudios 1986/1987), siempre que los titulados hayan superado el curso de 
nivelación de conocimientos de 15 de junio de 2006; Diploma Superior en Criminología (plan de estudios 
1992/1993), siempre que los titulados hayan superado el curso de nivelación de conocimientos de 15 de junio de 
2006; y Diploma en Investigación Privada (planes de estudios 1986/1987 y 1992/1993), siempre que los titulados 
hayan superado el curso de nivelación de conocimientos de 15 de junio de 2006. De la Universidad de Cádiz: Ex-
perto en Criminalidad y Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 21 de mayo de 2004. De la Universidad 
Católica San Antonio de Murcia: Diploma Superior en Criminología conforme al Plan de estudios de 25 de febrero 
de 1998. De la Universidad Complutense de Madrid: Diploma Superior en Criminología cuyos planes de estudios 
aprobados en las fechas que recoge la disposición; Especialista (Diploma Superior en Criminología) cuyos planes de 
estudios fueron aprobados en las fechas que recoge la disposición. De la Universidad Europea Miguel de Cervantes: 
Diploma en Criminología y Seguridad conforme al Plan de estudios de 6 de mayo de 2005. De la Universidad Jaume 
I de Castellón: Graduado en Seguridad y Ciencias Policiales conforme al Plan de estudios de 10 de junio de 2004. 
De la Universidad de Córdoba: Experto en Ciencias de la Criminalidad y de la Seguridad conforme al Plan de estu-
dios de 4 de junio de 2004; Detective Privado conforme al Plan de estudios de 27 de marzo de 1996. De la Univer-
sidad de Granada: Experto Universitario en Criminalidad y Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 15 de 
septiembre de 2004. De la Universidad de Las Palmas de Gran Canaria: Titulado Superior en Ciencias Criminológicas. 
De la Universidad de Málaga: Experto en Criminalidad y Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 21 de 
junio de 2004. De la Universidad Miguel Hernández de Elche: Graduado en Seguridad y Ciencias Policiales confor-
me al Plan de estudios de 2 de mayo de 2007. De la Universidad de Murcia: Estudios Superiores en Criminología 
conforme al Plan de estudios de 15 de octubre de 2001. De la Universidad de Oviedo: Titulado Universitario en 
Criminología conforme al Plan de estudios de 24 de abril de 2003. De la Universidad del País Vasco: Título Propio 
de Pregrado en Ciencias Criminológicas conforme al Plan de estudios de 27 de octubre de 2005. De la Universidad 
Rey Juan Carlos: Título Propio de Grado en Estudios Superiores de Seguridad conforme al Plan de estudios de 12 de 
julio de 2004. De la Universidad de Salamanca: Diploma en Criminología conforme al Plan de estudios de 28 de 
marzo de 1996. De la Universidad de San Pablo-CEU: Diplomado Superior en Criminología conforme al Plan de 
estudios de 9 de junio de 2001. De la Universidad de Santiago de Compostela: Graduado en Ciencias Criminológi-
cas y de la Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 20 de junio de 2005. De la Universidad de Sevilla: 
Experto Universitario en Criminalidad y Seguridad Pública conforme al Plan de estudios de 16 de julio de 2004 y la 
nueva denominación Diploma de formación especializada en Criminalidad y Seguridad Pública aprobada el 25 de 
julio de 2007. De la Universidad de Valencia: Graduado en Criminología conforme al Plan de estudios de 30 de 
junio de 1997; Graduado en Ciencias de la Seguridad conforme al Plan de estudios de 27 de septiembre de 2005; 
Diploma de Graduado en Criminología (planes de estudios 1975/1976 y 1985/1986), siempre que los titulados hayan 
superado el curso de nivelación de conocimientos aprobado, para este título por el Consejo de Gobierno de 31 de 
enero de 2006; Diploma Superior en Criminología (plan de estudios 1990/1991), siempre que los titulados hayan 
superado el curso de nivelación de conocimientos aprobado, para este título, por el Consejo de Gobierno de 31 de 
enero de 2006. De la Universidad de Vigo: Graduado universitario en Ciencias Policiales conforme al Plan de estu-
dios de 16 de marzo de 2006; Graduado Universitario en Detective Privado conforme al Plan de estudios de 22 de 
julio de 2003. 
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posibilidad de que la Dirección General de Universidades declare otras equivalencias 
si se cumplen las condiciones que la propia disposición establece en relación con las 
enseñanzas (carga lectiva mínima o naturaleza de los centros docentes, por ejemplo) 
y las circunstancias personales de los interesados (titulación académica previa e inicio 
de los estudios con anterioridad a la aprobación del título oficial, entre otros) 7.

A nuestro juicio, y como más adelante precisamos, el pronunciamiento contenido 
en la Orden Ministerial ECI/4171/2004 no es en puridad una equivalencia sino una 
convalidación, por cuanto el ámbito sobre el que se predica la igualdad o «juicio de 
equivalencia» recae sobre las asignaturas o contenidos que conducen a un Título 
propio de las Universidades para con aquellas que conducen al Título de Diplomado 
Universitario, con el único fin de acceder al segundo ciclo de la Licenciatura de Cri-
minología. 

En este sentido, la declaración de equivalencia que contiene la disposición ana-
lizada se adentra en el conocimiento del contenido curricular de los correspondientes 
Títulos Propios de las Universidades, sobre los cuales efectúa un «juicio de equiva-
lencia» que concluye con su equiparación a la formación que ofrecen los estudios de 
Diplomado Universitario y precisamente por ello se trata de una convalidación entre 
enseñanzas o estudios, pues ninguno de los Títulos propios de las Universidades goza 
de reconocimiento oficial en todo el territorio nacional y como hemos dicho, tampoco 
existe en el Catálogo oficial de títulos universitarios ningún Título de Diplomado en 
abstracto, sino por remisión a cada una de las especialidades.

Avala nuestra hipótesis la doctrina fijada en la STS de 15 de marzo de 1984 
(Aranz. 1458), al declarar conforme a Derecho la convalidación entre los Diplomas y 
Títulos expedidos por Centros Estatales de cualquier Ministerio que exijan cursos de 
duración superior a un año y para cuyo ingreso se haya exigido el Título de Bachillerato 
Superior o equivalente –junto a otras condiciones que no son de aplicación al caso– y 
los estudios del primer ciclo de la Facultad de Ciencias de la Información, Sección 
Periodismo 8. La resolución judicial, certeramente a nuestro parecer, califica de con-
validación la equiparación entre determinados Diplomas y Títulos que, aun oficiales 

7 Junto a la declaración de equivalencia de los Títulos propios, la Orden ECI/4171/2004 de 23 de diciembre 
regula las condiciones mínimas requeridas para la declaración de otras equivalencias que permitan el acceso a la 
Licenciatura de Criminología, cuyas solicitudes se resolverán por la Dirección General de Universidades a solicitud 
de las Universidades que hayan impartido títulos en materia de Criminología. Tales títulos deben tener una carga 
lectiva máxima de 180 créditos y haberse impartido en una Universidad Pública o en un centro universitario inte-
grado en una Universidad privada como centro propio, o adscrito a una pública. Además, para la admisión a la Li-
cenciatura en Criminología los interesados que tengan un título de estas características deberán cumplir los siguien-
tes requisitos: estar en posesión del Título de Bachiller o equivalente y haber iniciado estudios de criminología con 
anterioridad a la aprobación por el Gobierno del correspondiente título oficial en el ámbito de la Criminología. 

También podrá declararse la equivalencia al título de Diplomado Universitario a los efectos de acceso, siem-
pre que se cumplan los requisitos indicados anteriormente excepto en lo que se refiere a la carga lectiva máxima, 
mediante la superación de un curso de nivelación de conocimientos que podrá ser organizado tanto por las Univer-
sidades que tengan efectivamente implantadas las enseñanzas oficiales de Criminología como por aquellas que, en 
el ámbito de la criminología hubieren impartido Títulos propios de una duración de al menos tres años académi-
cos.

8 La pretensión deducida era que se convalidasen los estudios del primer ciclo de la Facultad de Ciencias de 
la Información, Sección de Periodismo, y la concesión del correspondiente certificado, en virtud de lo dispuesto en 
el Decreto de 20 de julio de 1974, que otorgaba el derecho a tal convalidación a todos los periodistas inscritos en 
el Registro Oficial correspondiente.
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carecen de efectos académicos en todo el territorio nacional, y la superación del 
primer ciclo de los estudios universitarios correspondientes 9.

Por otra parte, conviene resaltar ciertas diferencias para con la declaración de 
equivalencia del Diploma Superior de Criminología analizada en el apartado anterior, 
pues en este caso la equiparación se produce entre Títulos Propios y no con estudios 
no oficiales organizados o impartidos por Universidades o centros autorizados; de 
modo que la aprobación del Plan de estudios del correspondiente Título propio por el 
órgano universitario competente facilita el control sobre los contenidos curriculares, 
del que no necesariamente han de gozar los estudios que conducen a dicho Diploma 
Superior, ni tampoco los Diplomas y Títulos expedidos por Centros Estatales de cual-
quier Ministerio a que se refería la mencionada STS de 15 de marzo de 1984. 

  En todo caso, la competencia estatal para esta declaración de equivalencia se 
encuentra en la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homolo-
gación de títulos académicos y profesionales que recoge el inciso primero del ar-
tículo 149.1.30 CE, pues la regulación de los requisitos para el acceso a las enseñanzas 
universitarias no es sino una de las condiciones que en potencia conducen a la ob-
tención, expedición y homologación de títulos oficiales.

 ii.  precisiones conceptuales sobre la declaración de 
eQuivalencia, la homologación, el reconocimiento y la 
convalidación

La ambivalencia que se advierte en el uso legislativo y jurisprudencial de la de-
nominada «declaración de equivalencia» y su confusión con otras categorías jurídicas, 
como la homologación y el reconocimiento de títulos o la convalidación académica, 
son una constante en nuestro ordenamiento de la que hemos dejando buena muestra 
al hilo de los estudios de criminología 10.

9 Un breve apunte sobre el concepto de «título oficial» y su distinción para con los «títulos propios» que las 
Universidades pueden establecer en uso de su autonomía, puede consultarse en gonzález Miguel, R., «Homologa-
ción, convalidación y reconocimiento de títulos y estudios extranjeros en España», Revista de Derecho de la Unión 
Europea, nº 12, 2007, pp. 88-90.

10 Buena muestra del indistinto uso jurisprudencial de las expresiones convalidación, homologación y equi-
valencia son, por ejemplo, las SSTS de 29 de junio de 1995 (Aranz. 5019), de 31 de mayo de 1995 (Aranz. 3886), 
de 12 de mayo de 1995 (Aranz. 3855) y de 17 de enero de 1995 (Aranz. 425). 

También la doctrina se ha manifestado sobre la imprecisión de tales expresiones, buscando un cierto orden 
en su configuración. Véase RequeRo ibáñez, J. L., «Reconocimiento y Homologación de titulaciones extranjeras. 
Análisis jurisprudencial», en Aspectos jurídicos del sistema educativo, Cuadernos de Derecho Judicial, Vol. 17, 1993, 
pp. 87-145; quien amparándose en lo dispuesto en el artículo 1º del Convenio entre España y la URSS sobre equi-
valencia y reconocimiento mutuos de certificados y títulos académicos, de 26 de octubre de 1990, en la línea tra-
zada por el artículo 32 de la LORU, sostiene que respecto de las titulaciones superiores extranjeras, el Decreto 
1676/69 y su normativa de desarrollo se referían exclusivamente a la convalidación, del mismo modo que el anterior 
Decreto de 7 de octubre de 1969 hablaba de «conmutar» o de «concesión de validez»; mientras que el Real Decre-
to 86/87 y la normativa de desarrollo (OOMM de 9 de febrero de 1987 y de 5 de junio de 1992) optaban por refe-
rirse a la homologación, de modo que el acto o acuerdo de homologación, que encierra un contenido levemente 
distinto respecto de la tradicional convalidación, es el criterio actualmente imperante, no solo a partir del Real De-
creto 86/87 sino también en normas sectoriales.
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Así se justifican las precisiones conceptuales que, en busca de sólidas bases 
científicas para la delimitación de cada una de las figuras, avanzamos en los siguientes 
apartados.

 1. la equivalencia

En aras a fijar algunos elementos conformadores de la declaración de equiva-
lencia, un primer criterio hermenéutico para el análisis se encuentra en la legislación 
educativa; ámbito sectorial cuya directa vinculación con el ensayo que proponemos 
resulta evidente. 

Para el Real Decreto 1272/03, de 10 de octubre, por el que se regulan las condi-
ciones para la declaración de equivalencia de títulos españoles de enseñanza superior 
universitaria o no universitaria a los títulos universitarios de carácter oficial y validez 
en todo el territorio nacional, la declaración de equivalencia es la equiparación de un 
título determinado con alguno de los Títulos o Grados académicos que se establecen 
en el artículo 37 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades 
(LOU), esto es, Diplomado Universitario, Arquitecto Técnico, Ingeniero Técnico, Li-
cenciado, Arquitecto o Ingeniero; los que les sustituyan de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 88.2 de dicho cuerpo legal; o con alguno de los títulos universitarios 
específicos de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional establecidos por 
el Gobierno e incluidos en el Registro de Títulos universitarios oficiales en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 34 de la LOU (art. 2), como es el caso de los Títulos univer-
sitarios de Graduado y de Máster 11. 

También el artículo 36 de la LOU –bien que a los efectos de fijar el alcance com-
petencial del Estado en orden a la regulación de las condiciones de obtención, expe-
dición y homologación de títulos académicos y profesionales de acuerdo con el ar-
tículo 149.1.30 CE– nos ofrece elementos suficientes para la delimitación de las 
distintas categorías que analizamos al disponer que el Gobierno, previo informe del 
Consejo de Universidades, regulará los criterios generales a que habrán de ajustarse 
las Universidades en materia de convalidación y adaptación de los estudios cursados 
en centros académicos españoles o extranjeros; las condiciones para la declaración 
de equivalencia de títulos españoles de enseñanza superior universitaria o no univer-
sitaria a aquellos a que se refiere el artículo 35; las condiciones de homologación de 
títulos extranjeros de educación superior; así como las condiciones para validar a 
efectos académicos la experiencia laboral o profesional. Termina el precepto decla-
rando que el Gobierno regulará el régimen de convalidaciones entre los estudios 
universitarios y las otras enseñanzas de educación superior a las que se refiere el ar-
tículo 3.5 de la Ley Orgánica 2/06, de 3 de mayo, de Educación (LOE), que son las 
enseñanzas artísticas superiores, la formación profesional de grado superior, las ense-
ñanzas profesionales de artes plásticas y diseño de grado superior y las enseñanzas 
deportivas de grado superior.

Dicha previsión, en orden a la delimitación de las distintas categorías que pre-
tendemos ofrecer, ha de completarse con la definición de los denominados Títulos 
propios de las correspondientes Universidades como aquellos que carecen de los 

11 Este mismo concepto se encuentra en otras disposiciones como, por ejemplo, el Real Decreto 1194/82, 
de 28 de mayo, por el que se equiparan determinados títulos expedidos por los Conservatorios de Música.
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efectos que las disposiciones legales otorgan a los títulos que tienen carácter oficial y 
validez en todo el territorio nacional (art. 34.3 LOU). 

De lo anterior podría colegirse un incipiente criterio legal por el cual la declara-
ción de equivalencia exige correspondencia entre dos o más títulos oficiales; mientras 
que la homologación se extiende también a una determinada formación o conjunto 
de enseñanzas extranjeras; y la convalidación a materias, asignaturas o estudios totales 
o parciales de unas enseñanzas.

A nuestro juicio, la recta conformación de la declaración de equivalencia exige 
una correspondencia entre dos o más títulos académicos y profesionales que gocen 
de efectos oficiales en España (art. 36.1 b LOU), dada la expresa exclusión que recoge 
la legislación universitaria en orden a los efectos que han de desplegar los Títulos 
Propios de las Universidades (art. 34.3 LOU) 12. Y por otra parte, la convalidación debe 
reservarse para las operaciones de equiparación entre los estudios o enseñanzas cur-
sadas (art. 36.1 a y d LOU); la homologación de títulos se producirá siempre que in-
tervenga un título o unas enseñanzas extranjeras cualquiera que sea la operación ju-
rídica que se practique sobre las mismas (art. 36.1 c LOU); y el reconocimiento de 
títulos comporta la existencia de una profesión titulada en los términos que acuña el 
artículo 36 CE 13.

La equivalencia, en efecto, adquiere un perfil propio si se define como aquella 
declaración legislativa o administrativa en virtud de la cual un título oficial –del que 
se dirá es equivalente a otro– puede producir además de los propios, los efectos aca-
démicos y/o profesionales de aquel 14. Se trata de una declaración susceptible de dotar 

12  Véase, por ejemplo, la STS de 10 de octubre de 2005 (Aranz. 8486), en que se dispone la improcedencia 
de declarar la convalidación de enseñanzas no oficiales que conducen a la obtención de Títulos propios de las 
Universidades, precisamente por carecer de efectos oficiales. La resolución, que recoge nuestras aportaciones en 
cuanto al fondo de la cuestión, es prueba evidente de la imprecisión terminológica que apuntamos.

13  Para el TC la profesión titulada queda reservada a la posesión de concretos títulos académicos (STC 83/84). 
Con más exactitud, las profesiones tituladas existen cuando se condicionan determinadas actividades a la posesión 
de concretos títulos académicos, entendiendo por tales la posesión de estudios superiores y la ratificación de dichos 
estudios mediante la concesión del oportuno certificado o licencia (STC 42/86), cuyo rango superior identifica el TC 
con los títulos universitarios. Frente a aquellas actividades profesionales cuyo ejercicio puede eventualmente some-
terse a requisitos de habilitación distintos del título académico universitario, el TC dirá que «la sujeción a determi-
nadas condiciones o el cumplimiento de ciertos requisitos para ejercer una determinada actividad laboral o profe-
sional es cosa bien distinta y alejada de la creación de una profesión titulada». 

Así se pronuncia el TC, por ejemplo, en relación con la convocatoria de pruebas para la habilitación de guías 
y guías-intérpretes de turismo (STC 122/89) al destacar que las actividades de guía de turismo no son profesiones 
tituladas y no requieren un título profesional específico, por lo que la habilitación impugnada no es sino una licen-
cia de acreditación de ciertas aptitudes y conocimientos relacionados con la actividad turística cuyo otorgamiento 
está directamente vinculado al interés público en la ordenación del turismo que corresponde tutelar a la Comunidad 
Autónoma en su territorio. Y en el mismo sentido, la STC 330/94 en relación con la actividad de los corredores de 
seguros; la STC 118/96 en relación con el título de transportista; y la STC 154/05 respecto de las habilitaciones para 
el ejercicio de la actividad de seguridad privada y de un diploma de detective privado; no obstante la condena a 
España declarada en la STJCE de 16 de enero de 2006 (C-514/03) por introducir en la regulación de las empresas de 
seguridad privada condiciones no conformes con la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios, así 
como contrarias a la normativa comunitaria en materia de reconocimiento mutuo de diplomas profesionales. 

En relación con el control a que se someten las profesiones tituladas frente a las que no lo son, véase la STC 
111/93 en cuanto declara que la existencia de profesiones tituladas perfila la posibilidad de diversos grados de 
control estatal de las actividades profesionales según sea mayor o menor la importancia constitucional de los inte-
reses que con su ejercicio se ponen en juego. Cuanto más relevancia social tuvieran dichos intereses mayor sería el 
nivel de conocimientos requeridos para el desempeño de la actividad profesional que sobre ellos incidiera y, lógi-
camente, mayor habría de ser el grado de control estatal sobre los mismos.

14 En orden a la naturaleza jurídica de la declaración de equivalencia, nótese el distinto medio de impugna-
ción según se trate de un acto normativo –legislativo o reglamentario– o un de un acto administrativo. En el primer 
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a un título de determinados efectos de que carecía en su inicio o tenía limitados, y de 
la cual surge una relación jurídica entre dos o más títulos de manera que los efectos 
de uno puedan anudarse al otro con el alcance que la propia declaración determine. 
Dicha relación jurídica es unidireccional pues la declaración recae sobre un título 
respecto de otro; o lo que es lo mismo, produce una relación no sinalagmática entre 
ambos porque lo que se pretende es dotar de efectos a aquel título que no los tiene o 
los tiene en menor grado, quedando inalterado el primero. 

Con esta declaración se obtiene la equiparación de un título correspondiente a 
determinadas enseñanzas con otro título de los que la legislación educativa o profe-
sional contempla; atendiendo a que cabe la posibilidad de que el título cuya equiva-
lencia se insta ya goce de efectos oficiales y validez en todo el territorio nacional. Los 
títulos declarados equivalentes surtirán los mismos efectos académicos y habilitarán, 
en su caso, para el ejercicio profesional, de acuerdo con la normativa vigente para el 
grado académico o título de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional 
con el que se equiparen. 

En este sentido, la equivalencia que definimos a modo de ensayo nada tiene que 
ver con la función de presupuesto de la convalidación o de la homologación; opera-
ción jurídica de la que también se distingue porque, como más adelante precisamos, 
ésta tiene como finalidad dotar de carácter oficial y validez en todo el territorio na-
cional a los títulos extranjeros que carecen en origen de la misma, mientras que la 
equivalencia lo es entre títulos oficiales con validez en todo el territorio.

Adentrándonos en su alcance y eficacia, la declaración de equivalencia de títulos 
despliega sus efectos en el ámbito académico y/o en el ámbito profesional, en los 
términos que la propia declaración disponga. 

En ocasiones se vincula con el ingreso, pertenencia o integración en determinados 
Cuerpos de la función pública para los que se exige la posesión de una determinada 
titulación o su equivalente, y entonces la extensión de efectos profesionales aparece 
diluída en la regulación de las condiciones de acceso a los distintos Cuerpos de la 
función pública, que no es sino un ámbito profesional más, donde la equivalencia de 
los títulos surte efectos únicamente para la clasificación en los grupos que el derogado 
artículo 25 de la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de la Función pública 
establecía, y ahora recoge el artículo 76 de la Ley 7/07, de 12 de abril, por la que se 
aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público 15.

El título competencial que ampararía la disposición en este caso no es el relativo 
a educación (art. 149.1.30 CE) sino el de regulación de las bases de régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios a que 
se refiere el artículo 149.1.18 CE. Por el contrario, cuando la equivalencia no se vin-
cula al acceso a la función pública sino a los efectos académicos y profesionales de 
los títulos, la competencia exclusiva del Estado aparece unida a la «regulación de las 
condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos» (art. 149.1.30 CE), 
resolviéndose la superposición de títulos constitucionales de atribución de competen-

caso, las posibilidades se contraen al recurso de constitucionalidad, si la equivalencia se declara por Ley, o al control 
de la potestad reglamentaria en otro caso. Si la equivalencia se reconoce o deniega a través de un acto administra-
tivo, podrá ser objeto de recurso contencioso-administrativo de conformidad con la Ley 29/98, de 13 de julio, regu-
ladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

15 Sobre las equivalencias a efectos de ingreso o clasificación en los Cuerpos de la función pública, véanse 
la STC 99/87; y las SSTS de 17 de enero de 1995 (Aranz. 425), de 29 de junio de 1995 (Aranz. 5019), de 31 de mayo 
de 1995 (Aranz. 3886), y de 12 de mayo de 1995 (Aranz. 3855). 
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cias a favor del más específico en cada caso, atendiendo a la teleología de los títulos 
en colisión (SSTC 153/85, 49/84, 197/96, 190/00 y 154/05) 16. 

El Alto Tribunal, no obstante las evidentes dificultades para el deslinde entre la 
regulación educativa y el título constitucional de «seguridad pública» resuelta en la 
STC 154/05 17; o con el título relativo a la «función pública» conforme al artículo 
149.1.18 CE, proclama una cierta independencia entre la regulación de los requisitos 
de acceso a la función pública –y más concretamente los relativos a la titulación– y 
la ordenación del sistema educativo, al declarar que «ni la Ley 30/1984, en su artículo 
25, modifica la LORU, ni altera el sistema y categoría de grados académicos ni tam-
poco establece esta última una vinculación con respecto a la primera. Se trata, en 
efecto, de distintos campos de aplicación y nada impide al legislador valorar el Título 
de Doctor para el acceso a la Función Pública no docente de modo distinto a su va-
loración intraacadémica, pues los criterios también son diferentes siempre, claro está, 
que no se produzca una discriminación injustificada o no razonable» (SSTC 99/87 y 
388/93) 18.

Expuestos los distintos elementos que a nuestro juicio confieren sustantividad 
propia a la equivalencia, advertimos que son muchas las disposiciones legislativas y 
los pronunciamientos jurisprudenciales que empañan dicha precisión terminológica 
y dificultan la fijación de un criterio rector homogéneo para cada una de las institu-
ciones. 

Por ejemplo, la LOGSE, al regular los requisitos de acceso a los Cuerpos docentes 
de la función pública admitió la ausencia de la titulación exigida con carácter general 
para el ingreso en un Cuerpo cuando el Gobierno determinase «las equivalencias» 
correspondientes (Disposición Transitoria 5.ª 3 in fine) y aunque ahora la LOE no con-

16 En relación con la superposición entre los títulos competenciales, véase aja FeRnández, E., «La distribución 
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en España: balance y perspectivas», Revista del 
Centro de Estudios Constitucionales, nº 4, 1989, pp. 233-254; quien tras analizar los diversos sentidos de la «materia» 
en la distribución de competencias, defiende una interpretación en sentido objetivo y no finalista. El elemento cen-
tral para una clasificación de las competencias es la función, especificada cuando sea preciso por el tipo de inter-
vención pública. Las competencias estatales reconocidas en el artículo 149.1.18 CE suponen un límite material y no 
funcional respecto a las competencias institucionales exclusivas de las CCAA, porque la legislación básica del Esta-
do tiene su complemento en la legislación de desarrollo y no en las exclusivas.

Sobre la superposición entre función pública y educación, véase, por ejemplo, la correspondencia entre la 
Ley 30/84 y el Real Decreto 1272/03, de 10 de octubre (BOE de 24 de octubre), por el que se regulan las condicio-
nes para la declaración de equivalencia de títulos españoles de enseñanza superior universitaria o no universitaria a 
los títulos universitarios de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional; según resulta de los términos de 
la Disposición Adicional Primera al establecer que se considerará equivalente al Título de Diplomado Universitario, 
el haber superado los tres primeros cursos completos de los estudios conducentes a la obtención de cualquier Título 
oficial de Licenciado, Arquitecto o Ingeniero, o el primer ciclo correspondiente a dichos estudios, siempre que este 
primer ciclo contenga una carga lectiva mínima de 180 créditos.

17 Véase el conflicto relativo a los Diplomas de Detective Privado a que se refiere la STC 154/05, dictada en 
resolución de la colisión entre el título «seguridad pública» (art. 149.1.29 CE) y «enseñanza» (art. 149.1.30 CE) 
respecto de los requisitos de habilitación, formación y acreditación del personal de seguridad privada.

18 En orden a la aplicación del criterio finalista para resolver la colisión entre títulos, véase la STC 388/93 
que, en aplicación del artículo 149.1.30 CE frente al artículo 149.1.18 CE, declaró la inconstitucionalidad y nulidad 
de un precepto de la Ley 4/93, de 10 de marzo, de la Función pública de la Comunidad de Cantabria, que permitía 
crear Cuerpos o Escalas a extinguir para integrar en ellos como funcionarios a personal hasta entonces laboral sin 
poseer la titulación académica exigible para cada nivel, violándose de ese modo el artículo 149.1.30 CE, que atri-
buye al Estado la competencia exclusiva para la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homolo-
gación de títulos académicos y profesionales.

En el mismo sentido se pronunció la STC 82/93, de 8 de marzo, que declaró la inconstitucionalidad y nulidad 
de un precepto de la Ley Valenciana 2/90, de Coordinación de policías locales.
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tiene un pronunciamiento excepcional similar, a nuestro juicio la ausencia de titula-
ción a que se refería la disposición elimina de raíz el recurso a la declaración de 
equivalencia como mecanismo para establecer la equiparación pretendida. Asimismo, 
la Disposición Adicional Primera de la LOGSE utilizaba la expresión equivalencia en 
relación con los efectos académicos que deban darse a los años cursados según los 
planes de estudios de las enseñanzas que se extinguen cuando con propiedad, si-
guiendo las precisiones que nosotros proponemos, la disposición debió referirse a 
convalidaciones pues la operación que se autoriza incide en las enseñanzas (años, 
cursos, ciclos) declaradas a extinguir y no en los títulos a que pudieran conducir su 
superación. 

Y como se ha expuesto, también los distintos pronunciamientos relativos a la 
equivalencia de los Diplomas Superiores de Criminología en el acceso a la función 
pública policial o penitenciaria, o en el acceso a los estudios universitarios oficiales 
muestran la constante imprecisión en el uso de la declaración de equivalencia; pues 
ni las citadas Órdenes de 24 de noviembre de 1978 y de 19 de noviembre de 1996, 
ni la Orden ECI/4171/2004 recogen equivalencias entre títulos oficiales –que es el 
elemento conformador de la equivalencia– sino entre una determinada formación 
académica o un título no oficial, y el Título oficial de Diplomado universitario.

 2. la Homologación.

La homologación de títulos, segunda de las categorías analizadas, aparece cons-
titucionalmente reconocida en relación con la competencia exclusiva del Estado para 
la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales (149.1.30 CE) 19. 

El Real Decreto 285/04, de 20 de febrero, por el que se regulan las condiciones 
de homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros de educación su-
perior, define la homologación a un título del Registro de títulos universitarios oficiales 
como el reconocimiento oficial de la formación superada para la obtención de un 
título extranjero, equivalente a la exigida para la obtención de un título español de los 
incluidos en el citado Registro. La eficacia de dicha homologación se producirá desde 
la fecha en que sea concedida y se expida la correspondiente credencial, a los 
mismos efectos del título español con el cual se homologa en todo el territorio na-
cional (arts. 3 y 4). 

Pero también, el citado reglamento reconoce la homologación de aquellos 
Grados académicos en los que se estructuran los estudios universitarios en España, 
que se define como el reconocimiento oficial de la formación superada para la obten-
ción de un título extranjero, equivalente a la exigida para la obtención de un Grado 
académico inherente a cualquiera de los niveles en que se estructuran los estudios 
universitarios españoles y no a un título concreto; surtiendo los efectos del Grado 
académico español con el cual se homologa (art. 4). 

19 Sobre el alcance competencial de la homologación de títulos, véase souviRón MoRenilla, J. M.ª y PalenCia 
HeRReRón, F., La nueva regulación de las Universidades. Comentarios y análisis sistemático de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, Comares, Granada, 2002, pp. 374-380.
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El propio texto justifica la homologación en la atención a dos finalidades con-
currentes. Una se refiere a los titulados en el extranjero, a quienes permite ver reco-
nocida en España su formación; y la otra afecta al conjunto de la sociedad española 
y está dirigida a que la incorporación de estos titulados se realice con las debidas 
garantías, en pie de igualdad con las exigencias requeridas a los titulados por el sis-
tema educativo nacional. Por ello, dirá el texto en su exposición de motivos, el sistema 
que se diseña concibe la homologación no como una absoluta identidad en cuanto 
a las denominaciones o contenidos de los programas formativos, sino como una 
equiparación entre la formación sancionada por el título extranjero y la que propor-
ciona el que puede ser el correspondiente español de los que recoge el Registro de 
Títulos universitarios oficiales, y también a un Grado académico de los previstos en 
el artículo 37 de la LOU. En ambos casos, se busca dar respuesta a la movilidad, pero 
sin duda, con la homologación a un Grado académico puede conseguirse de manera 
más rápida.

En el ámbito de las enseñanzas universitarias, el artículo 36.1 c) LOU recoge 
entre las competencias cuya regulación corresponde en exclusiva al Estado, la 
homologación de títulos o de enseñanzas extranjeras a un título español; en cohe-
rencia con las precisiones conceptuales que proponemos para esta categoría jurí-
dica. 

También el Real Decreto 86/87, de 16 de enero, por el que se regulaban las con-
diciones de homologación de los títulos extranjeros de educación superior –vigente 
hasta el 4 de septiembre de 2004– definía con meridiana claridad la homologación 
de títulos extranjeros como el reconocimiento en España de la validez oficial a los 
efectos académicos de los títulos de educación superior obtenidos en el extranjero 
(art. 1). Y en el mismo sentido se pronuncia el Real Decreto 104/1988, de 29 de enero, 
sobre homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros de educación 
no universitaria al declarar que los títulos, diplomas o estudios extranjeros podrán ser 
objeto de homologación a los títulos españoles de educación no universitaria y los 
estudios extranjeros podrán ser objeto de convalidación por cursos del sistema edu-
cativo español (art. 1). 

En estos términos, a nuestro juicio, la homologación comparte con la equivalencia 
su correspondencia entre títulos –uno de los cuales al menos ha de ser extranjero–, 
creando así una relación jurídica no sinalagmática entre dos o más, que exige una 
confrontación con las enseñanzas que conducen a su obtención. Pero además, y éste 
también es un importante elemento distintivo, la homologación es capaz de conferir 
a una determinada formación extranjera –conduzca o no a la obtención de títulos– los 
efectos de que podrían gozar los títulos españoles. 

Desde esta perspectiva, la homologación supone la constatación de que un título 
o unas enseñanzas extranjeras, conduzcan o no a un título, se ajustan a las condi-
ciones que el Estado ha fijado para la obtención de un título español con validez 
oficial en todo el territorio nacional, por referencia a uno o varios títulos españoles 
o a las Directrices Generales aprobadas para dicho título. Como dirá la STS de 4 
de enero de 2006 (Aranz. 88), la homologación exige también «un juicio sustantivo 
de equivalencia» 20. Se adentra en el contenido del título o de las enseñanzas, los 

20 La exigencia jurisprudencial de un «juicio de equivalencia» para obtener la homologación es pacífica-
mente admitida. Véase, por ejemplo, la STS de 4 de enero de 2006 (Aranz. 88), que confirma la denegación de la 
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compara con un modelo oficial cuantitativa y cualitativamente así como en las atri-
buciones profesionales que puede comportar si es que los efectos han de alcanzar el 
ámbito profesional; y en función de esa comparación los homologa o no a un título 
español aunque en todo caso, la decisión sobre la procedencia o no de la homolo-
gación es materia propia de legalidad ordinaria, careciendo de relevancia constitu-
cional en orden al derecho de igualdad y no discriminación (STS de 14 de noviembre 
de 1997, Aranz. 8376).

Ahora bien, no obstante los principios rectores expuestos, encontramos varias 
disposiciones generales que desdibujan los límites de la homologación que hemos 
conformado. 

Así, el Real Decreto 49/04, de 19 de enero, sobre homologación de planes de 
estudios y títulos de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, define 
la homologación como el proceso y el acto por el que el Gobierno comprueba 
que el título corresponde a un plan de estudios previamente homologado por el 
Consejo de Universidades, y que se cumplen los requisitos sobre medios y recursos 
adecuados para que la Universidad pueda impartir tales enseñanzas de acuerdo 
con la certificación expedida al efecto por la Comunidad Autónoma correspon-
diente, de conformidad con el artículo 4.3 de la LOU (art. 2). En este caso, a 
nuestro parecer, la disposición amplía el ámbito objetivo de la homologación y 
recoge una definición más coherente con la operación de Verificación de títulos 
que instaura la vigente legislación universitaria tras el desarrollo del Espacio Eu-
ropeo de Educación Superior que exige la implantación de la Declaración de 
Bolonia en España.

También el Real Decreto 1564/82, de 18 de junio, por el que se regula la homo-
logación de títulos no universitarios anteriores a la LOGSE, empaña en cierto modo 
las precisiones conceptuales que hemos avanzado al disponer que los documentos 
que acrediten conocimientos académicos o habiliten para el ejercicio de una profesión 
y que carecen de validez en todo el territorio nacional por no reunir las condiciones 
exigidas en dicho texto, podrán ser homologados por el Estado siempre que se cum-
plan las condiciones generales establecidas por la legislación estatal y en todo caso, 
por especialidades de enseñanzas y de acuerdo con los respectivos Planes de estudios 
(art. 5). Dicha definición omite la referencia a un título extranjero como presupuesto 
habilitante de la homologación que defendemos pero por contra, el artículo 6 del 

homologación de los estudios cursados en el sistema educativo francés por el Título español de Profesora Superior 
de Violín expedido conforme al Plan de 1966 al declarar, en atención al informe emitido por la Comisión de Exper-
tos, que no es que «en materia de homologación de títulos extranjeros no tenga que hacerse un juicio sustantivo de 
equivalencia entre los estudios o títulos que han de ser contrastados con esa finalidad». La Sentencia precisamente 
viene a reconocer que esa equivalencia es el presupuesto o factor decisivo de la homologación porque, en definiti-
va, lo que hace es confirmar la denegación administrativa que fue decidida en función de no haberse llegado a un 
resultado favorable en ese juicio de equivalencia.

Véase asimismo la STS de 3 de mayo de 2006 (Aranz. 2142). Y también la Sentencia de la Audiencia 
Nacional de 7 de febrero de 2002 (Aranz. 44089), por la que se confirma la resolución administrativa denegatoria 
de la homologación de la Licence d’enseignement obtenida en el Institut Jaques-Dalcroce de Ginebra al Título espa-
ñol de Profesor Superior de Pedagogía Musical porque la homologación que se solicita no acredita correspondencia 
entre títulos en los términos prevenidos en el Real Decreto 104/88. El informe de la Comisión de expertos concluía 
que se pretendía la homologación al título español superior (el de Profesor Superior de Música) de un título extran-
jero que no se acredita como el superior en el país e Instituto de origen, pues el título que habilita para las clases 
superiores de los Conservatorios en Suiza es el Diplome, que es un complemento superior de formación a la Licen-
ce d’enseignement, y sólo respecto de éste podría obtenerse la homologación al Título de Profesor Superior que se 
solicita.
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mismo cuerpo legal recoge con total acierto la convalidación de estudios parciales o 
totales y la declaración de equivalencia de los títulos correspondientes.

Jurisprudencialmente, la homologación de títulos de enseñanza superior se ana-
liza partiendo de la distinción entre aquellos supuestos en que se produce de modo 
automático 21; supuestos en los que es necesaria una prueba de conjunto para acreditar 
la coincidencia entre los conocimientos cuya homologación se solicita y la del título 
español correspondiente; y aquellos otros en los que no cabe la homologación ni aun 
mediante la superación de una prueba teórico-práctica, por falta de identidad entre la 
formación obtenida y la correspondiente al título español cuya homologación se pre-
tende 22. 

También encontramos pronunciamientos jurisprudenciales en los que se deniega 
la homologación de estudios cuando no se acredita la obtención de la correspondiente 
titulación en cuyo caso, como bien dirá la STS de 10 de julio de 2001 (Aranz. 7745), 
se trata de una convalidación de los estudios acreditados, que no autoriza el ejercicio 
de la actividad profesional titulada 23; y aquellos otros en que se declara la imposibi-
lidad de homologación de títulos cuyas enseñanzas dejaron de impartirse en España, 
pues la homologación ha de hacerse por referencia a las actuales titulaciones 24.

21  Sobre la homologación automática véase, por ejemplo, la STS de 16 de febrero de 2006 (Aranz. 826), 
dictada en resolución de la impugnación formulada contra la Orden Ministerial de 30 de mayo de 1994, por la que 
se homologa el Título de Ingeniero de Construcciones obtenido por un ciudadano de nacionalidad italiana en una 
Universidad Argentina al Título español de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos. La resolución judicial declara 
procedente la homologación automática realizada por la Administración, en atención a la documentación que obra 
en el expediente, sin necesidad de articular prueba de conjunto.

22 Véase, por ejemplo, la STS de 17 de noviembre de 2005 (Aranz. 7805), en que se deniega la homologación, 
que no cabe ni siquiera mediante la superación de prueba teórico-práctica, pues falta equivalencia en cuanto a la 
formación y ejercicio profesional del instante.

23 La STS de 10 de julio de 2001 (Aranz. 7745), por la que se deniega la homologación de determinados 
estudios musicales cursados en el Conservatorio Estatal de Música de Benevento (Italia), por no acreditar suficiente-
mente haber obtenido titulación italiana alguna. La ratio decidendi de la resolución judicial mantiene la distinción 
que legislativamente apunta el Real Decreto 104/88 entre la homologación y la convalidación, por referirse aquella 
a títulos y ésta a estudios, fallando en favor de la convalidación de los estudios acreditados por el recurrente, sin que 
ello autorice a la homologación a los efectos de ejercer actividad profesional titulada.

La citada resolución judicial, tras profundizar en el concepto de título a los efectos de valoración de su con-
tenido, toma como referencia la Directiva 89/48/CEE y la Directiva 92/51/CEE, y declara que estando vigente el Real 
Decreto 104/88, no se aprecia infracción porque dicha disposición regula la homologación de aquellos títulos, di-
plomas o estudios extranjeros a los títulos españoles cuyo expediente –en la medida en que no resultaba aplicable 
Tratado o Convenio Internacional ni tabla de equivalencia– se sometió a informe de la correspondiente Comisión de 
expertos en la materia propia de los estudios de que se trata, en aplicación del artículo 10 del Real Decreto 104/88 
y de la Orden Ministerial de 14 de marzo de 1988; y al dictaminar que era improcedente la homologación por no 
acreditar suficientemente haber obtenido alguna titulación italiana, no se vulneran las disposiciones contenidas en 
el Real Decreto 104/88 sino que se ajustan a lo previsto en el artículo 10, razones todas ellas que desvirtúan la 
alegada vulneración por infracción e inaplicación del artículo 1.1.

24 Véanse las SSTS de 17 de noviembre de 2005 (Aranz. 7763) y de 10 de noviembre de 2005 (Aranz. 7772), 
en las que se reitera la necesidad de previa superación de una prueba de conjunto sobre conocimientos básicos para 
la homologación de títulos en aplicación de la jurisprudencia consolidada, cuya doctrina mantiene la imposibilidad 
de homologación de títulos cuyas enseñanzas dejaron de impartirse en España, que debe ahora referirse a los actua-
les títulos, con el alcance que nuestra normativa interna acorde con lo que las Directivas Comunitarias y los Conve-
nios Internacionales dispongan. Por ello, la homologación exige que la Administración lleve a cabo un control de 
equivalencia del título extranjero respecto del título español al que se pretende homologar. 

Y en el mismo sentido se pronuncian, por ejemplo, las SSTS de 20 de julio de 2004 (Aranz. 5255), 15 de 
marzo de 2005 (Aranz. 3507), 31 de julio de 2006 (Aranz. 8552) y 12 de junio de 2007 (Aranz. 6401), referidas a 
otro tipo de especialidades, como médicos o ingenieros.
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 3. el reconocimiento de títulos

Al igual que la equivalencia y en cierta medida la homologación, el reconoci-
miento se predica de los títulos académicos y profesionales. No obstante, en aras a su 
conformación como instituto diferenciado, a nuestro juicio dicha expresión debería 
reservarse para los títulos extranjeros que refrendan profesiones tituladas cuya apre-
ciación, en todo caso, corresponde al juez nacional 25. 

Dicha consideración encontraría acomodo en la regulación comunitaria, pues 
precisamente para el reconocimiento de títulos correspondientes a profesiones titu-
ladas fueron transpuestas a nuestro ordenamiento interno la Directiva 89/48/CEE del 
Consejo, de 21 de diciembre de 1988, relativa al reconocimiento de los títulos de 
enseñanza superior que sancionan formaciones profesionales de una duración mínima 
de tres años; y la Directiva 92/51/CEE del Consejo, de 18 de junio de 1992, que abarca 
los niveles correspondientes a las demás formaciones en la enseñanza post-secundaria 
y asimiladas a ésta, y el correspondiente a la enseñanza secundaria de corta o larga 
duración, completado en su caso por una formación o ejercicio profesional 26.

Se consigue así una figura con perfiles propios, pues el reconocimiento de títulos 
a los efectos del ejercicio de las consideradas como profesiones tituladas no tiene por 

25 Para la aplicación de las Directivas 89/48/CEE y 92/51/CEE, el juez nacional debe apreciar si la profesión 
se encuentra o no regulada en su Derecho interno.

Sobre la cuestión, véase la jurisprudencia del TJCE, en concreto la Sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 
8 de julio de 1999, Fernández de Bobadilla (C-234/97, Rec, p. I-4773), en relación con el reconocimiento de títulos 
que enfrentaba a una restauradora española poseedora de títulos extranjeros y al Museo Nacional del Prado, decla-
rando el Tribunal que no resulta contraria a Derecho comunitario la exigencia de título nacional o extranjero homo-
logado contenida en un Convenio colectivo cuando se trata de profesiones no reguladas, siempre y cuando se res-
pete la jurisprudencia comunitaria sobre reconocimiento de títulos.

Véase también, por ejemplo, la STS de 15 de julio de 1991 (Aranz. 7511) en relación con lo que la resolución 
califica como homologación de títulos extranjeros iberoamericanos para el ejercicio profesional odontólogo; aunque 
a nuestro juicio se trata de un reconocimiento de títulos.

26 La transposición de tales Directivas se hizo mediante Real Decreto 1665/91, de 25 de octubre, sobre Re-
conocimiento de títulos de enseñanza superior de nacionales de Estados miembros que exijan una formación supe-
rior mínima de tres años; y mediante Real Decreto 1396/95, de 4 de agosto, por el que se regula un segundo sistema 
general de reconocimiento de formaciones profesionales de los Estados miembros de la Unión Europea y de los 
demás Estados signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.

Para el Real Decreto 1396/95 el título es aquel expedido por Autoridad competente de un Estado miembro 
que acredite que el titular supera un ciclo de estudios postsecundarios de una duración mínima de tres años en una 
Universidad, Centro de Enseñanza Superior o Centro del mismo nivel de formación y que posee las cualidades y 
cualificaciones profesionales requeridas para acceder a la profesión regulada en dicho Estado miembro, siempre que 
la formación se adquiera principalmente en la Comunidad Europea o el titular tenga una experiencia profesional de 
tres años acreditada por el Estado miembro que haya reconocido el título, teniendo en cuenta que el ámbito de 
aplicación se refiere a los Estados miembros de la Comunidad Económica Europea que pretendan ejercer en España 
por cuenta propia o ajena una profesión regulada y los interesados deberán estar en posesión del título obtenido en 
dicho Estado. 

Una breve referencia al reconocimiento y posterior homologación de los títulos de enseñanza superior en 
villaRino saMalea, G., «Aspectos polémicos del derecho a la educación», Actualidad Administrativa, nº 31, 1997, 
pp. 676-679. 

Véanse también sánCHez díaz, J. L., «El reconocimiento de Títulos extranjeros de educación superior. Especial 
referencia a los Títulos de médico especialista», Aspectos jurídicos del sistema educativo, op. cit., pp. 240-253; 
PeRtek, J., «Reconnaissance des diplomes organisée par des Directives», Juris-Classeur Europe, fase 720, 1998-3; del 
valle PasCual, J. M., «Introducción al problema del reconocimiento de Títulos europeos», La Ley: Revista jurídica 
española de doctrina, jurisprudencia y bibliografía, nº 2, 2000, pp. 1654-1661; y vilá Costa, B., «Comentario de la 
Jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas», Revista Jurídica de Catalunya, n° 2, 2000, pp. 
255-282.
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qué suponer equivalencia ni homologación de títulos. En este sentido se muestra muy 
ilustrativa la STS de 3 de mayo de 2006 (Aranz. 2142) al resolver el recurso interpuesto 
por quien en posesión del Bachelor of arts expedido por la Universidad de Londres 
pretendía la homologación de ese título con el de Licenciado en Filología Clásica; 
declarando el Tribunal que una cosa es la homologación académica de estudios rea-
lizados en el extranjero, que es la pretensión deducida por el recurrente y denegada 
por la Administración, y otra cosa distinta es el acceso a las actividades de una profe-
sión regulada, que es lo que le fue concedido por la Administración ya que la actuación 
administrativa a este respecto va encaminada a verificar, no ya que la titulación obte-
nida en otro Estado miembro corresponda con los títulos que en España permiten el 
acceso a las profesiones reguladas sino a examinar cada solicitud individualmente, 
según las condiciones establecidas en la Directiva y en función de la actividad profe-
sional concreta que el interesado desee ejercer. Por el contrario, dirá la resolución 
judicial, la homologación de títulos extranjeros requiere la correspondencia sustancial 
entre una formación y otra, sin perjuicio de que pueda optar a convalidar ante la 
Administración universitaria los contenidos o concretas asignaturas que sí sean homo-
logables 27.

Como podrá apreciarse, la resolución judicial es sólo un botón de muestra de las 
imprecisiones que venimos denunciando en el uso de la homologación y la convali-
dación, pero sostiene el recurso al reconocimiento de títulos cuando de profesiones 
tituladas o reguladas conforme a nuestro Derecho interno se trata (art. 36 CE).

 4. la convalidación

En cuanto a la última de las expresiones que analizamos, la convalidación, a 
nuestro juicio debe reservarse para la equiparación de estudios o enseñanzas totales 
o parciales; esto es, de asignaturas o materias de un curso, o de todos los estudios que 
comprenden el curso académico o el ciclo o grado de estudios correspondiente, pero 
en ningún caso se predica de los títulos oficiales que refrendan la superación de en-
señanzas. 

En efecto, la independencia que preside la convalidación respecto de otras cate-
gorías es tal que puede producirse sobre estudios totales que no conducen a la obten-

27 En el mismo sentido se pronunciaba la STS de 27 de octubre de 2005 (Aranz. 8151), por la que se decla-
ra ajustado a Derecho el reconocimiento del Título de Laurea de Dottore in Ingegneria Civile (Ind. Idraulica) expe-
dido por el Politécnico de Milán, a efectos del ejercicio en España de la profesión de Ingeniero de Caminos, Canales 
y Puertos; en atención a la coincidencia entre las materias sobre las que se ha recibido formación y las actividades 
que con el título correspondiente podrían realizarse en cada uno de los países, resultando que analizados separada-
mente ambos títulos, debe concluirse que el primero tiene una duración superior a tres años que faculta para ejercer 
en Italia la misma profesión que se corresponde con la de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, y que los estu-
dios acreditados responden al contenido de las materias troncales relacionadas en las Directrices generales de los 
planes de estudio aprobados por Real Decreto 1425/91, de 30 de agosto, correspondientes a la Ingeniería que nos 
ocupa, aun cuando pueda haber carencias perfectamente superables en la formación de origen, al no haber como 
es lógico una total igualdad de asignaturas.

Véanse también la STS de de 16 de mayo de 2006 (Aranz. 2436), sobre reconocimiento del Título de Bachelor 
of Science with Distinction Yacht and Small Craft Design y Master of Science in Maritime Engineering Science with 
Distinction por el Título de Ingeniero Naval a efectos de ejercicio profesional; y la Sentencia de la Audiencia Nacio-
nal de 3 de julio de 2006 (Aranz. 195175), en relación con el reconocimiento a efectos del ejercicio en España de 
la profesión de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos respecto del Diploma de Licenciatura expedido por la 
Universidad Politécnica de La Marche (Italia).
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ción de título alguno; mientras que la homologación y también la equivalencia siempre 
actúan por referencia a un título, aun en potencia. De este modo puede ofrecerse un 
elemento conformador de la convalidación por oposición a la acuñada equivalencia, 
a la homologación y al reconocimiento de títulos.

Cuestión distinta es que la convalidación sea condición para la obtención, expe-
dición y homologación de títulos; o lo que es lo mismo, que pueda actuar como un 
prius en la obtención, expedición u homologación de títulos. Pero en nada ha de in-
cidir al objeto de una posterior declaración de equivalencia de títulos más allá de 
eximir (por convalidación) de la superación de determinados estudios, materias, asig-
naturas, grados o ciclos que, en otro caso, habrían de cursarse. 

Esta hipótesis metodológica que aventuramos encuentra anclaje legislativo en la 
literalidad del citado artículo 36.1 e) de la LOU, que recoge la convalidación como 
mecanismo que despliega su eficacia sobre determinados estudios, frente a la equiva-
lencia de títulos y a la homologación. Y también en el mencionado Real Decreto 
285/04, por el que se regulan las condiciones de homologación y convalidación de 
títulos y estudios extranjeros de educación superior, que define la convalidación como 
el reconocimiento oficial de la validez a efectos académicos de estudios superiores 
realizados en el extranjero, hayan finalizado o no con la obtención de un título, res-
pecto de estudios universitarios españoles parciales que permitan proseguir dichos 
estudios en una Universidad española (art. 3). Y en coherencia con dicha definición, 
el artículo 4.2 dispone que la convalidación tiene los efectos que correspondan a la 
superación de los estudios parciales respecto de aquellos que se concedan en el sis-
tema educativo español.

También el artículo 6 del citado Real Decreto 1564/82 se refiere a la convalida-
ción por referencia a estudios parciales o totales; y en el mismo sentido, aun referido 
a estudios extranjeros, se pronuncia el artículo 1 del Real Decreto 104/88.

En orden a los efectos que ha de desplegar, la convalidación se muestra como 
herramienta indispensable para la resolución de las situaciones transitorias que surgen 
con la implantación de determinadas enseñanzas oficiales o con la creación ex novo 
de titulaciones oficiales, universitarias o no.

En el primer caso permite que los alumnos de enseñanzas extinguidas o decla-
radas a extinguir puedan incorporarse a los nuevos niveles educativos, facilitando así 
la continuación de los estudios sin necesidad de reiterar aquellas enseñanzas ya cur-
sadas conforme al sistema que se extingue; y también a otros sistemas educativos 
españoles o extranjeros. En este sentido encontramos múltiples disposiciones norma-
tivas –casi tantas como ramas del saber o especialidades académicas– por las que se 
establece el correspondiente cuadro de convalidaciones, sin perjuicio de que pueda 
instarse por el interesado cualquier otra. 

Pero también la convalidación permite reconocer efectos a una determinada 
formación académica que el legislador, en ejercicio de la libertad de configuración 
del sistema educativo, decide sancionar en adelante con un título oficial. Se facilita 
entonces la necesaria permeabilidad entre los sistemas educativos que el legislador 
concibe en el tiempo para la mejor satisfacción del interés general.

No obstante la aportación doctrinal que ofrecemos, la imprecisión terminológica 
que justifica toda nuestra exposición también se descubre en el ambivalente uso de la 
convalidación.
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Encontramos, así, pronunciamientos jurisprudenciales por los que se resuelve la 
declaración de equivalencia de determinados estudios cursados en centros experimen-
tales cuando, en realidad, tratándose de estudios o enseñanzas, propiamente son 
convalidaciones. En este sentido se pronunciaba la STC 93/85 al declarar la compe-
tencia exclusiva del Estado conforme al artículo 149.1.30 CE para la «equivalencia» 
de los estudios realizados en un centro de enseñanza experimental con los que puedan 
realizarse en los centros que no ostentan dicha condición, si bien posteriormente el 
Alto tribunal modificará el criterio al declarar que la competencia del Estado para la 
equivalencia de los estudios realizados en centros experimentales no vendrá definida 
por el régimen general o experimental de los centros de enseñanza sino por su relación 
con las enseñanzas mínimas (STC 38/92) 28.

La razón de este cambio en la doctrina jurisprudencial, como podrá advertirse, 
no es otra que el correcto entendimiento de los títulos constitucionales de distribución 
de competencias entre los distintos centros de poder. Si la regulación incide sobre las 
condiciones de obtención, expedición u homologación de títulos académicos y pro-
fesionales se trata de una competencia normativa exclusiva del Estado conforme al 
primer inciso del artículo 149.1.30 CE. Si por el contrario afecta a las enseñanzas 
–aunque no olvidamos que su satisfactoria superación es una de las condiciones de 
obtención de los títulos– el régimen competencial es el de compartición entre el Estado 
y las CCAA, sustentado en la correspondencia entre bases estatales y desarrollo auto-
nómico, o lo que es lo mismo en este ámbito, currículo académico común estatal y 
complemento autonómico, conforme al segundo inciso del artículo 149.1.30 CE. 
Cuestión distinta es que las experiencias educativas realizadas exijan, a efectos de 
homologación de los títulos correspondientes si fuere el caso, la aprobación previa 
del Estado, mediante el establecimiento de un régimen de aprobaciones singulares 
como mecanismo compatible con la naturaleza del objeto de la autorización. Y en 
sentido contrario, que la realización por el Estado de experimentaciones educativas 
sobre materias de su competencia en todo el territorio nacional, entendemos, no in-
vade las competencias de las CCAA.

28 La STC 93/85 no sólo interpreta el artículo 149.1.30 CE en el sentido expuesto sino que, principalmente, 
establece la atribución competencial para las Convalidaciones a favor del Estado, con independencia del carácter 
experimental o no de los centros que imparten la titulación que se convalida. Más tarde, la STC 38/92, dictada en 
resolución del conflicto positivo de competencia en relación con el Real Decreto 942/86, de 9 de mayo, por el que 
se establecen normas generales para la realización de experimentaciones educativas en centros docentes, declara la 
competencia exclusiva a favor del Estado pues dirá, a él corresponde la de fijar las enseñanzas mínimas y la de or-
denación general del sistema educativo, con independencia del régimen, general o experimental, de las enseñan-
zas. 

Véase también la Sentencia de la Audiencia Nacional de 25 de enero de 1995 (La Ley Juris 1166419), dictada 
en resolución de la impugnación formulada contra la Orden de 8 de abril de 1992, por la que se establece la relación 
de Módulos Profesionales y Ciclos formativos de Artes Plásticas y Diseño autorizados con carácter experimental. La 
resolución declara que el artículo 59.2 de la LOGSE reserva al Gobierno «la fijación de los requisitos de acuerdo 
con los que podrán realizarse las experimentaciones que afecten a las condiciones de obtención de titulaciones 
académicas y profesionales. Esta atribución competencial no es vulnerada por la Orden impugnada ya que, volvemos 
a repetir, no establece nuevas experimentaciones, sino que precisamente en cumplimiento de lo establecido en 
aquella Ley Orgánica y en el Real Decreto 986/91, de 14 de junio, por el que se aprueba el calendario de la nueva 
ordenación del sistema educativo, se limita a relacionar los Módulos Profesionales impartidos hasta entonces al 
amparo de una normativa anterior a dicha Ley Orgánica y a posibilitar la prolongación de su impartición hasta la 
implantación con carácter general de los correspondientes Ciclos Formativos de Grado medio y de Grado superior 
establecidos en aquélla». En tal sentido, dispone además la derogación de determinadas Órdenes –de 21 de octubre 
y de 7 de noviembre de 1986– en cuanto a la iniciación de Módulos experimentales distintos de los incluidos en su 
Anexo I (Disposición Derogatoria).
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También las disposiciones relativas a la equivalencias de los estudios y títulos de 
criminología que hemos expuesto en los apartados anteriores son buena muestra de 
la imprecisión terminológica que venimos apuntando, al calificar como equivalencia 
lo que en nuestra opinión se adecúa a la categoría que definimos como convalidación, 
por incidir sobre los estudios o enseñanzas –cualquiera que sea el centro docente en 
que se impartan– y no sobre los títulos académicos y profesionales a que podría con-
ducir su satisfactoria superación.

Además, como podrá advertirse, el supuesto de hecho que ampara las declara-
ciones de equivalencia sobre los estudios y títulos de criminología responde a la si-
tuación fáctica que hemos descrito para la convalidación: satisfacer la permeabilidad 
del sistema educativo nacional o las necesidades profesionales vinculadas a la pose-
sión de determinados conocimientos sancionados en el tiempo con un título univer-
sitario oficial.

 iii. a modo de conclusión

Las declaraciones de equivalencia proclamadas sobre los estudios y títulos de 
criminología que a modo de ejemplo hemos expuesto, permiten interrogarse sobre la 
conformación de la equivalencia, por oposición a otras figuras como la homologación, 
el reconocimiento o la convalidación.

La hermenéutica legal y jurisprudencial manejada al hilo de tales declaraciones 
muestra la imprecisión técnica en el uso de las distintas categorías, y suscita la formu-
lación de ciertos criterios doctrinales suficientes para la recta delimitación de cada 
una de las figuras.

A nuestro juicio, la equivalencia es una declaración legislativa o administrativa 
que exige correspondencia entre dos o más títulos académicos y profesionales que 
gocen de efectos oficiales en España. Se crea así una relación jurídica unidireccional 
en virtud de la cual un título oficial –del que se dirá que es equivalente a otro– puede 
producir además de los propios, los efectos académicos y/o profesionales del otro.

La homologación se proyecta sobre títulos extranjeros pero se extiende también 
a una determinada formación; mientras que el reconocimiento debe reservarse para 
los títulos extranjeros que refrendan profesiones tituladas (art. 36 CE), cuya apreciación 
en todo caso corresponde al juez nacional.

La convalidación académica comporta también un «juicio de equivalencia» que 
recae sobre estudios o enseñanzas totales o parciales (asignaturas, materias, ciclos ...), 
pero en ningún caso se predica de los títulos oficiales que refrendan la superación de 
enseñanzas. Se ofrece así como herramienta imprescindible para la correcta implan-
tación y desarrollo del sistema educativo general, aunque también en otros ámbitos 
como por ejemplo la función pública o el ejercicio de profesiones tituladas en el marco 
de la economía de mercado que reconoce la Constitución (art. 38 CE).
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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recursos de inconstitucionalidad 

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 4138-2010, en relación con la ley 
orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de 
modificación de las leyes orgánicas del 
tribunal constitucional y del poder judi-
cial. (publicado en el «boe» núm. 165 de 
8 de julio de 2010.)

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 4223-2010, en relación con la ley 
orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de 
modificación de las leyes orgánicas del 
tribunal constitucional y del poder judi-
cial. (publicado en el «boe»núm. 165 de 
8 de julio de 2010.)

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 4224-2010, en relación con la ley 
orgánica 1/2010, de 19 de febrero, de 
modificación de las leyes orgánicas del 
tribunal constitucional y del poder judi-
cial. (publicado en el «boe»núm. 165 de 
8 de julio de 2010.)

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 4523-2010, en relación con diversos 
preceptos de la ley orgánica 2/2010, de 
3 de marzo, de salud sexual y reproductiva 
y de la interrupción voluntaria del emba-
razo. (publicado en el «boe»núm. 165 de 
8 de julio de 2010.)

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 4541-2010, en relación con diversos 
preceptos de la ley orgánica 2/2010, de 
3 de marzo, de salud sexual y reproductiva 
y de la interrupción voluntaria del emba-
razo. (publicado en el «boe»núm. 165 de 
8 de julio de 2010.)

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 1065-2010, en relación con diversos 
preceptos de la ley 10/2009, de 30 de 
diciembre, de modificación del decreto 
legislativo 1/2005, de 10 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de las 
leyes 7/1985, de 17 de julio y 4/1996, 
de 31 de mayo, de cajas de ahorros de 
galicia. (publicado en el «boe»núm. 166 
de 9 de julio de 2010.)

DISPOSICIONES GENERALES
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TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias 

SENTENCIA de 14 de mayo de 2010, de 
la sala tercera del tribunal supremo, por 
la que se declara la nulidad únicamente 
del apartado e) de la instrucción pri-
mera.1, del acuerdo del consejo de mi-
nistros, de 16 de febrero de 2007, que 
aprueba las instrucciones por las que se 
determinan el procedimiento para auto-
rizar la entrada, residencia y trabajo en 
españa de extranjeros en cuya actividad 
profesional concurran razones de interés 
económico, social o laboral, o relativas 
a la realización de trabajos de investi-
gación y desarrollo, o docentes, que re-
quieran alta cualificación, o de actua-
ciones artísticas de especial interés 
cultural. («boe»núm. 171 de 15 de julio 
de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 248/2007, interpuesto por la Con-
federación Sindical de Comisiones 
Obreras, la Sala Tercera (Sección Quinta) 
ha dictado sentencia, en fecha 14 de 
mayo de 2010, que contiene el siguiente 
fallo:

fallamos

Que estimando en parte el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto 
por la representación procesal de la Con-
federación Sindical de Comisiones 
Obreras, contra el Acuerdo de Consejo 
de Ministros de 16 de febrero de 2007, 
que aprueba las Instrucciones por las que 
se determinan el procedimiento para au-
torizar la entrada, residencia y trabajo en 
España de extranjeros en cuya actividad 
profesional concurran razones de interés 
económico, social o laboral, o relativas a 

la realización de trabajos de investiga-
ción y desarrollo, o docentes, que re-
quieran alta cualificación, o de actua-
ciones artísticas de especial interés cul-
tural, debemos acordar lo siguiente:

1. Se declara nulo únicamente el 
apartado e) de la instrucción primera.1, 
y, en consecuencia, las previsiones de las 
instrucciones referidas al mismo.

2. En lo demás, se desestima el re-
curso contencioso-administrativo, de-
clarándose conforme a derecho el 
acuerdo impugnado, salvo el citado 
apartado e).

3. No se hace imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que 
deberá insertarse por el Consejo Ge-
neral del Poder Judicial en la publica-
ción oficial de jurisprudencia de este 
Tribunal Supremo, definitivamente juz-
gando lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.

Presidente: Excmo. Sr. don Mariano de 
Oro-Pulido y López.–Magistrados: Ex-
cmos. Sres: Don Jesús Ernesto Peces Mo-
rate; don Rafael Fernández Valverde; don 
Eduardo Calvo Rojas; doña Maria del 
Pilar Teso Gamella.

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Organización 

ORDEN EHA/1813/2010, de 23 de junio, 
por la que se modifica la orden de 2 de 
junio de 1994, por la que se desarrolla la 
estructura de la agencia estatal de admi-
nistración tributaria. (publicada en el 
«boe»núm. 164 de 7 de julio de 2010.)
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MINISTERIO DE jUSTICIA

Demarcación y planta judicial 

REAL DECRETO 819/2010, de 25 de 
junio, por el que se crean y constituyen 
132 juzgados, se constituyen 2 juzgados 
y se crean 16 plazas de magistrado en 
tribunales superiores de justicia y au-
diencias provinciales correspondientes a 
la programación del año 2010 y 50 plazas 
de adscripción territorial. («boe»núm. 
167 de 10 de julio de 2010.)

La Ley 38/1988, de 28 de diciembre, 
de Demarcación y de Planta Judicial, en 
su artículo 20.1 faculta al Gobierno para 
modificar el número y composición de 
los órganos judiciales establecidos en 
dicha ley, mediante la creación de Sec-
ciones y Juzgados. Así, al amparo de esta 
habilitación legal, corresponde al go-
bierno impulsar la política de constitu-
ción de nuevos órganos judiciales, con la 
finalidad de que la planta judicial sea 
idónea para atender las necesidades de la 
Administración de Justicia, y garantizar 
así a los ciudadanos la efectividad de la 
protección judicial de sus derechos.

En el Plan Estratégico de Moderniza-
ción de la Justicia (2009-2012), aprobado 
por el Consejo de Ministros en su reunión 
del día 18 de septiembre de 2009, se re-
coge un incremento de la planta judicial 
en dicho periodo así como la mención a 
la creación de la figura de juez de ads-
cripción territorial. De este modo, me-
diante este real decreto que contiene 150 
nuevas unidades judiciales correspon-
dientes a la programación del año 2010, 
se establecen 16 plazas de magistrado en 
órganos colegiados, se constituyen 134 
juzgados, y se crean 50 plazas de juez de 
adscripción territorial.

En concreto, el presente real decreto 
recoge la dotación de las nuevas plazas 

de magistrado tanto en los Tribunales Su-
periores de Justicia como en las Audien-
cias Provinciales, la creación de la sec-
ción décima de la Audiencia Provincial 
de Alicante y la creación y constitución 
de juzgados.

En relación con las Audiencias Provin-
ciales y la dotación de nuevas plazas de 
magistrado, la creación de la nueva sec-
ción y la composición de la misma, se ha 
tenido en cuenta lo dispuesto en el 
artículo 81 de la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial y en los 
artículos 14.2 y 20.3 de la Ley 38/1988, 
de 28 de diciembre, y en consecuencia 
se modifican los anexos IV –Tribunales 
Superiores de Justicia– y V –Audiencias 
Provinciales– de dicha Ley.

En cuanto a los juzgados, se continúa 
el reforzamiento de la jurisdicción mer-
cantil, con la creación de nuevos juz-
gados de lo mercantil y la transformación 
de juzgados de primera instancia, en fun-
cionamiento, en determinados partidos 
judiciales que en estos momentos com-
patibilizan las materias de lo mercantil 
con las del resto del orden jurisdiccional 
civil, en juzgados de lo mercantil exclu-
sivos.

Con base en el artículo 20.1, párrafo 
segundo de la Ley 38/1988, de 28 de di-
ciembre, que autoriza al Gobierno, previo 
informe del Consejo General del Poder 
Judicial y previa audiencia de las Comu-
nidades Autónomas afectadas, a trans-
formar los juzgados de una clase en juz-
gados de clase distinta, mediante el pre-
sente real decreto se transforman los 
juzgados de primera instancia número 7 
de Almería, número 9 de Córdoba, nú-
mero 14 de Granada, número 10 de San-
tander, número 8 de León, número 6 de 
Girona y número 7 de Tarragona, en fun-
cionamiento y que actualmente compati-
bilizan la materia de lo mercantil, en 
juzgados de lo mercantil número 1 de 
Almería, número 1 de Córdoba, numero 
1 de Granada, número 1 de Santander, 

Boletín núm. 2114–Pág. 32



– 1717 –

           

número 1 de León, número 1 de Girona 
y número 1 de Tarragona. Como conse-
cuencia mediante este real decreto se 
establece asimismo, y con la finalidad de 
mantener el mismo número de juzgados 
de primera instancia de los partidos judi-
ciales de Almería, Córdoba, Granada, 
Santander, León y Tarragona para evitar 
disfunciones en su funcionamiento, la 
creación de los juzgados de primera ins-
tancia número 9 de Almería, numero 11 
de Córdoba, número 19 de Granada, nú-
mero 12 de Santander, número 10 de 
León, y número 9 de Tarragona. Asi-
mismo, se modifica el número y la deno-
minación de los juzgados de primera 
instancia número 9 de Almería, número 
11 de Córdoba, número 19 de Granada, 
número 12 de Santander, número 10 de 
León, y número 9 de Tarragona, creados 
por el presente real decreto, en juzgados 
de primera instancia número 7 de Al-
mería, número 9 de Córdoba, número 14 
de Granada, número 10 de Santander, 
número 8 de León, y número 7 de Tarra-
gona, y se modifica el número y la deno-
minación del juzgado de primera ins-
tancia número 7 de Girona, en funciona-
miento, en juzgado de primera instancia 
número 6 de Girona.

Respecto al resto de los órdenes juris-
diccionales, se crean y constituyen 
nuevos juzgados teniendo en cuenta el 
volumen actual de litigiosidad. Así, de 
acuerdo con esta adaptación de la planta 
judicial, este real decreto modifica los 
anexos VI –Juzgados de Primera Instancia 
e Instrucción–, VII –Juzgados de lo Penal–, 
VIII –Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo–, IX –Juzgados de lo Social– X 
–Juzgados de Vigilancia Penitenciaria–, 
XII –Juzgados de lo Mercantil– y XIII –Juz-
gados de Violencia sobre la Mujer– de la 
Ley 38/1988, de 28 de diciembre.

La Ley Orgánica 1/2009, de 3 de no-
viembre, complementaria de la Ley de 
reforma de la legislación procesal para la 
implantación de la nueva Oficina judi-
cial, por la que se ha modificado la Ley 

Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, con objeto de regular en su 
artículo 347 bis la figura de los «jueces 
de adscripción territorial». Esta figura 
contribuye a la agilización de la Justicia 
y la mejora de los estándares de calidad, 
por cuanto con ella se pretende evitar, en 
lo posible, la interinidad en el ejercicio 
de las funciones jurisdiccionales y poten-
ciar su desempeño por miembros de la 
Carrera Judicial, lo que redundará en una 
mejora en la calidad del servicio pú-
blico.

Asimismo la disposición adicional 
quinta de la Ley 4/2010, de 10 de marzo, 
para la ejecución en la Unión Europea 
de resoluciones judiciales de decomiso, 
adiciona el artículo 2 bis a la Ley 
38/1988, de 28 de diciembre, relativo a 
dichas plazas de juez de adscripción te-
rritorial en los Tribunales Superiores de 
Justicia. Por tanto, en virtud de lo dis-
puesto en este último artículo, mediante 
este real decreto se adapta en conse-
cuencia el anexo IV –Tribunales Supe-
riores de Justicia– de la Ley 38/1988, de 
28 de diciembre, recogiéndose las 50 
plazas de juez de adscripción territorial 
que se crean dentro de la programación 
del año 2010.

Este real decreto ha sido informado por 
el Consejo General del Poder Judicial y 
las comunidades autónomas afectadas.

En su virtud, a propuesta del Ministro 
de Justicia y previa deliberación del Con-
sejo de Ministros en su reunión del día 25 
de junio de 2010, dispongo:

Artículo  1. Objeto.

Este real decreto tiene como objeto:

Concretar y a) adecuar la planta ju-
dicial a las necesidades judiciales exis-
tentes, mediante la creación de 16 plazas 
de magistrado en órganos colegiados, la 
creación y constitución de 132 juzgados 
y la constitución de 2 juzgados.
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Modificar la b) planta judicial pre-
vista en los anexos IV –Tribunales Supe-
riores de Justicia–, V –Audiencias Provin-
ciales–, VI –Juzgados de Primera Instancia 
e Instrucción–, VII –Juzgados de lo Penal–, 
VIII –Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo–, IX –Juzgados de lo Social–, X 
– Juzgados de Vigilancia Penitenciaria–, 
XII –Juzgados de lo Mercantil– y XIII –Juz-
gados de Violencia sobre la Mujer–, de la 
Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de De-
marcación y de Planta Judicial.

Adecuar c) el anexo IV –Tribunales 
Superiores de Justicia– de la Ley 38/1988, 
de 28 de diciembre, a lo establecido en 
su artículo 2 bis, en lo relativo a las 50 
plazas de juez adscripción territorial que 
se crean en el presente real decreto.

Artículo  2. Modificación de la planta 
judicial.

Se amplía la planta judicial de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 
20.4 de la Ley 38/1988, de 28 de di-
ciembre. Los anexos IV, V, VI, VII, VIII, IX, 
X, XII y XIII quedan modificados en los 
aspectos referidos en el anexo del pre-
sente real decreto permaneciendo inalte-
rado en los restantes términos.

Artículo  3. Dotación de plazas de 
magistrado en Tribunales Superiores de 
Justicia.

Se dotan cuatro nuevas plazas de ma-
gistrado en los Tribunales Superiores de 
Justicia que a continuación se rela-
cionan:

Una plaza de a) magistrado para la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Cata-
luña.

Una b) plaza de magistrado para la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña.

Dos c) plazas de magistrado para la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 

del Tribunal Superior de Justicia de Ga-
licia.

Artículo  4. Dotación de plazas de 
magistrado en Audiencias Provin-
ciales

Se dotan doce nuevas plazas de magis-
trado en Audiencias Provinciales:

Una plaza de a) magistrado para la 
sección 1.ª de la Audiencia Provincial de 
Almería.

Una b) plaza de magistrado para la 
sección 5.ª de la Audiencia Provincial de 
Granada.

Una c) plaza de magistrado para la 
sección 2.ª de la Audiencia Provincial de 
Santa Cruz de Tenerife.

Una d) plaza de magistrado para 
cada una de las secciones 15.ª, 20.ª y 22.ª 
de la Audiencia Provincial de Barce-
lona.

Una e) plaza de magistrado para la 
sección 1.ª a la Audiencia Provincial de 
Girona.

Una f) plaza de magistrado para la 
Audiencia Provincial de Alicante.

Una g) plaza de magistrado para 
cada una de las secciones 1.ª, 2.ª y 3.ª de 
la Audiencia Provincial de Navarra.

Una h) plaza de magistrado para la 
sección 6.ª de la Audiencia Provincial de 
Vizcaya.

Artículo  5. Creación y composición 
de nueva sección en Audiencia Provin-
cial.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 81 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial y el 
artículo 14.2 de la Ley 38/1988, de 28 de 
diciembre, con la plaza dotada en el 
artículo 4.f) de este real decreto y con las 
dos creadas en el artículo 4.d) del Real 
Decreto 1207/2009, de 17 de julio, por 
el que se crean y constituyen 106 juz-
gados, se constituye un juzgado y se 
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crean 28 plazas de Magistrado en Tribu-
nales Superiores de Justicia y Audiencias 
Provinciales correspondientes a la pro-
gramación del año 2009, se crea la sec-
ción 10.ª de la Audiencia Provincial de 
Alicante.

La composición de la nueva sección 
en la Audiencia Provincial de Alicante 
será de un Presidente y dos magistrados.

Artículo  6. Creación y constitución 
de juzgados.

Conforme a lo 1. dispuesto en los 
artículos 20.1, 41, 42, 44, 45, 46 bis y 46 
ter de la Ley 38/1988, de 28 de dici-
embre, se crean y se constituyen los si-
guientes juzgados:

37 Juzgados de a) Primera Instancia:

Número 9 de Almería.

Número 11 de Córdoba.

Número 19 de Granada.

Número 8 de Marbella.

Número 5 de Fuengirola.

Números 20 y 21 de Zaragoza.

Número 24 de Palma.

Número 12 de Santander.

Número 10 de León.

Número 9 de Salamanca.

Número 15 de Valladolid.

Número 7 de Albacete.

Número 7 de Guadalajara.

Número 8 de Terrassa.

Número 8 de Lleida.

Número 9 de Tarragona.

Número 13 de Alicante.

Número 4 de Benidorm.

Número 6 de Denia.

Número 7 de Elche.

Número 6 de Orihuela.

Número 4 de Torrevieja.

Número 9 de Castellón.

Número 6 de Gandía.

Número 6 de Torrent.

Número 7 de Badajoz.

Número 13 de A Coruña.

Número 14 de Vigo.

 Números 97, 98, 99, 100 y 101 de 
Madrid.

Número 6 de Fuenlabrada.

Número 14 de Murcia.

Número 7 de Logroño.

7 Juzgados de b) Instrucción:

Número 8 de Córdoba.

Número 5 de Badalona.

Número 5 de Mataró.

Número 8 de A Coruña.

Número 6 de Alcalá de Henares.

Número 6 de Fuenlabrada.

Número 6 de Móstoles.

 44 Juzgados de c) Primera Instancia 
e Instrucción:

Número 5 de Ayamonte.

Número 5 de Linares.

Número 2 de Fraga.

Número 2 de Barbastro.

Número 5 de Huesca.

Número 4 de Siero.

Número 8 de Inca.

Número 8 de Manacor.

Número 9 de Arrecife.

 Número 8 de San Bartolomé de Tira-
jana.

Número 8 de Telde.

Número 9 de Arona.

Número 5 de La Orotava.

Número 7 de Palencia.

Número 6 de Segovia.
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Número 6 de Zamora.

Número 7 de Ciudad Real.

Número 7 de Toledo.

Número 4 de Torrijos.

Número 8 de Manresa.

Número 6 de Blanes.

Número 3 de Balaguer.

Número 4 de Amposta.

Número 5 de Tortosa.

Número 4 de Novelda.

Número 4 de Vila Joyosa.

Número 5 de Nules.

Número 7 de Alzira.

Número 5 de Carlet.

Número 7 de Lliria.

Número 4 de Massamagrell.

Número 7 de Paterna.

Número 4 de Quart de Poblet.

Número 4 de Betanzos.

Número 4 de Aranjuez.

Número 8 de Collado-Villalba.

Número 8 de Getafe.

Número 8 de Majadahonda.

Número 6 de Navalcarnero.

Número 9 de Torrejón de Ardoz.

Número 7 de Lorca.

Número 7 de San Javier.

Número 5 de Tudela.

Número 4 de Tolosa.

1 Registro Civil d) Exclusivo:

Número 1 de Tarragona.

18 Juzgados de e) lo Penal:

Número 2 de Motril.

Número 14 de Málaga.

Número 15 de Sevilla.

Número 28 de Barcelona.

Número 4 de Vilanova i la Geltrú.

Número 6 de Girona.

Número 5 de Tarragona.

Número 4 de Orihuela.

Número 4 de Pontevedra.

Números 5 y 6 de Alcalá de Henares.

Número 5 de Getafe.

 Números 33, 34, 35, 36 y 37 de Ma-
drid.

Número 6 de Móstoles.

 5 Juzgados de lo f) Contencioso-Ad-
ministrativo:

Número 4 de Valladolid.

Número 2 de Ciudad Real.

Números 33 y 34 de Madrid.

Número 6 de Bilbao.

10 Juzgados de g) lo Social:

 Número 10 de Las Palmas de Gran 
Canaria.

Número 6 de Santander.

Número 2 de Benidorm.

Número 4 de Badajoz.

 Número 3 de Santiago de Compos-
tela.

Número 4 de Ourense.

Número 4 de Pontevedra.

Número 41 de Madrid.

Número 3 de Cartagena.

Número 8 de Murcia.

 4 Juzgados de h) Vigilancia Peniten-
ciaria:

Número 10 de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, con sede en El Puerto 
de Santa María.

Número 11 de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, con sede en Se-
villa.

Número 5 de la Comunitat Valenciana, 
con sede en Valencia.

Boletín núm. 2114–Pág. 36



– 1721 –

           

Número 3 de la Comunidad Autónoma 
de Galicia, con sede en Lugo.

3 Juzgados de lo i) Mercantil:

Número 3 de Oviedo.

Números 9 y 10 de Barcelona.

3 Juzgados de j) Violencia sobre la 
Mujer:

Número 1 de Gijón.

Número 1 de Alcobendas.

Número 1 de Alcorcón.

Conforme a lo 2. dispuesto en los 
artículos 41 y 43.2 de la Ley 38/1988, de 
28 de diciembre, se constituyen los si-
guientes juzgados:

Juzgados de a) Primera Instancia e 
Instrucción:

Número 4 de Pozuelo de Alarcón.

Juzgados de lo b) Social:

Número 5 de Donostia-San Sebas-
tián.

Artículo  7. Creación de 50 plazas de 
juez de adscripción territorial en Tribu-
nales Superiores de Justicia.

Se crean, con base en lo dispuesto en 
el artículo 2 bis de la Ley 38/1988, de 28 
de diciembre, un total de 50 plazas de 
juez de adscripción territorial en Tribu-
nales Superiores de Justicia que a conti-
nuación se relacionan:

Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, Ceuta y Melilla: 9 plazas.

Tribunal Superior de Justicia del Prin-
cipado de Asturias: 1 plaza.

Tribunal Superior de Justicia de Aragón: 
1 plaza.

Tribunal Superior de Justicia de Illes 
Balears: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias: 4 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Can-
tabria: 1 plaza.

Tribunal Superior de Justicia de Castilla 
y León: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Cas-
tilla-La Mancha: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Cata-
luña: 7 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de la Co-
munitat Valenciana: 5 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Extre-
madura: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de Ga-
licia: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de la Co-
munidad de Madrid: 6 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de la Re-
gión de Murcia: 2 plazas.

Tribunal Superior de Justicia del País 
Vasco: 3 plazas.

Tribunal Superior de Justicia de La 
Rioja: 1 plaza.

Artículo  8. Efectividad de las plazas 
de magistrado en órganos colegiados, 
de las plazas de juez de adscripción 
territorial en Tribunales Superiores de 
Justicia, inicio de actividad de la nueva 
sección en Audiencia Provincial y en-
trada en funcionamiento de los juzga-
dos.

El 1. juzgado de primera instancia 
número 10 de León entrará en funciona-
miento el día 30 de septiembre de 
2010.

Los 2. juzgados de primera instancia 
número 9 de Almería, número 11 de Cór-
doba, número 19 de Granada, número 12 
de Santander, y número 9 de Tarragona 
entrarán en funcionamiento el día 30 de 
diciembre de 2010.

 De 3. conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 20.5 de la Ley 38/1988, de 
28 de diciembre, las fechas de efectividad 
de las plazas de magistrado en órganos 
colegiados, de las plazas de juez de ad-
scripción territorial en Tribunales Superi-
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ores de Justicia, el inicio de actividad de la 
nueva sección en la Audiencia Provincial 
de Alicante, así como la de entrada en 
funcionamiento de los juzgados, a excep-
ción de los mencionados en los apartados 
anteriores, será fijada por el Ministro de 
Justicia, oído el Consejo General del Poder 
Judicial, y publicadas en el «Boletín Oficial 
del Estado».

Artículo  9. Transformación de juz-
gados.

Los juzgados de primera instancia nú-
mero 7 de Almería, número 9 de Córdoba, 
número 14 de Granada, número 10 de 
Santander, número 8 de León, número 6 
de Girona y número 7 de Tarragona, en 
funcionamiento, se transforman en juz-
gados de lo mercantil número 1 de Al-
mería, número 1 de Córdoba, número 1 
de Granada, número 1 de Santander, nú-
mero 1 de León, número 1 de Girona y 
número 1 de Tarragona.

Artículo  10. Modificación de denom-
inación de juzgados.

Con base a lo dispuesto en el artículo 
27.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial se realizan las 
siguientes modificaciones en el número y 
denominación de determinados juz-
gados:

Los juzgados de 1. primera instancia 
número 9 de Almería, número 11 de Cór-
doba, número 19 de Granada, número 12 
de Santander, número 10 de León y 
número 9 de Tarragona, cuya entrada en 
funcionamiento tendrá lugar el mismo 
día que el de la efectividad de la transfor-
mación citada en el artículo anterior, 
modifican su denominación en juzgados 
de primera instancia número 7 de Alm-
ería, número 9 de Córdoba, número 14 
de Granada, número 10 de Santander, 
número 8 de León y número 7 de Tarra-
gona.

El 2. juzgado de primera instancia 
número 7 de Girona, en funcionamiento, 

modifica su denominación en juzgado de 
primera instancia número 6 de Girona.

Artículo  11. Fecha de efectividad 
transformación y modificación de de-
nominación.

La 1. fecha de efectividad de la trans-
formación y de la modificación de de-
nominación del juzgado de primera in-
stancia número 8 de León será el día 30 
de septiembre de 2010, que a su vez 
coincide con la de entrada en funciona-
miento del juzgado de primera instancia 
número 10 de León.

La 2. fecha de efectos de la transfor-
mación y de la modificación de denomi-
nación de los juzgados de primera in-
stancia número 7 de Almería, número 9 
de Córdoba, número 14 de Granada, 
número 10 de Santander y número 7 de 
Tarragona será el día 30 de diciembre de 
2010, que a su vez coincide con la de 
entrada en funcionamiento de los juz-
gados de primera instancia número 9 de 
Almería, número 11 de Córdoba, número 
19 de Granada, número 12 de Santander 
y número 9 de Tarragona.

La 3. fecha de efectividad de la trans-
formación del juzgado número 6 de Gi-
rona y de la modificación de denomi-
nación del juzgado de primera instancia 
número 7 de Girona será el día 30 de 
diciembre de 2010.

Artículo  12.Relaciones de puestos 
de trabajo del personal al servicio de la 
Administración de Justicia.

Las 1. relaciones de los puestos de la 
nueva sección de la Audiencia Provincial 
de Alicante y de los juzgados de nueva 
creación y constitución serán determi-
nadas con arreglo la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial y en el 
Reglamento Orgánico del Cuerpo de Sec-
retarios Judiciales, aprobado mediante el 
Real Decreto 1608/2005, de 30 de dici-
embre, así como la normativa aplicable a 
los funcionarios de los Cuerpos de 
Gestión Procesal y Administrativa, de 
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Tramitación Procesal y Administrativa y 
de Auxilio Judicial.

Las 2. relaciones de los puestos de 
trabajo de los juzgados a que se refiere el 
artículo 9 del presente real decreto serán 
revisadas y aprobadas según lo dispuesto 
en los Reglamentos Orgánicos de cada 
Cuerpo.

Disposición transitoria única. Asuntos 
pendientes de los juzgados transfor-
mados.

Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 
tercero del artículo 20.1 de la Ley 
38/1988, de 28 de diciembre, cuando el 
juzgado, en funcionamiento, que se 
transforma tenga procedimientos pen-
dientes conservará su competencia sobre 
éstos hasta su conclusión.

Disposición final primera. Título Com-
petencial.

El presente real decreto se dicta al am-
paro de lo dispuesto en el artículo 

149.1.5.ª de la Constitución, que atribuye 
al Estado la competencia exclusiva en 
materia de Administración de Justicia.

Disposición final segunda. Habilita-
ción.

Se faculta al Ministro de Justicia del 
departamento para adoptar en el ámbito 
de su competencia cuantas medidas exige 
la ejecución de este real decreto.

Disposición final tercera.Entrada en 
vigor.

El presente real decreto entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 25 de junio de 
2010.

JUAN CARLOS R.

 El Ministro de Justicia,
 FRANCISCO CAAMAÑO DOMÍNGUEZ
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ANEXOS 

 ANEXO IV 
Tribunales Superiores de Justicia 

 

ANDALUCIA (Compuesto por siete salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  GRANADA 
 1 Presidente 
 11 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  MALAGA 
 1 Presidente 
 8 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  SEVILLA 
 1 Presidente 
 19 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL DE  GRANADA 
 1 Presidente 
 8 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL DE  MALAGA 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL DE  SEVILLA 
 1 Presidente 
 11 Magistrados 

 

TOTAL 71 Magistrados 

 

JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 9 

 

ARAGON (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 6 Magistrados 
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 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 3 Magistrados 

 TOTAL 16 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 1  

 ASTURIAS (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 8 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 11 Magistrados 

 TOTAL 24 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 1 

 ILLES BALEARS (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 1 Magistrado 

 TOTAL 12 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2 

 CANARIAS (Compuesto por cinco salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
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SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  LAS PALMAS DE 
GRAN CANARIA 

 1 Presidente 
 6 Magistrados 

SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  SANTA CRUZ DE 
TENERIFE 

 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL DE  LAS PALMAS DE GRAN CANARIA 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 

SALA DE LO SOCIAL DE  SANTA CRUZ DE TENERIFE 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 

 TOTAL 25 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 4 

 CANTABRIA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 3 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 3 Magistrados 

 TOTAL 11 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 1 

 CASTILLA Y LEON (Compuesto por cinco salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  BURGOS 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE  VALLADOLID 
 1 Presidente 
 10 Magistrados 
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 SALA DE LO SOCIAL DE  BURGOS 
 1 Presidente 
 3 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL DE  VALLADOLID 
 1 Presidente 
 7 Magistrados 

 TOTAL 32 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2  

 CASTILLA-LA MANCHA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 8 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 

 TOTAL 18 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2 

 CATALUÑA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 25 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 25 Magistrados 

 TOTAL 57 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 7 

 COMUNITAT VALENCIANA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
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 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 20 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 12 Magistrados 

 TOTAL 39 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 5  

 EXTREMADURA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 

 TOTAL 12 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2 

 GALICIA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 18 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 17 Magistrados 

 TOTAL 42 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2 

 MADRID (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
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 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 49 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 20 Magistrados 

 TOTAL 74 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 6  

 MURCIA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 7 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 3 Magistrados 

 TOTAL 15 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 2 

 NAVARRA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 5 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 1 Magistrados 

 TOTAL 13 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 0 

 PAIS VASCO (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 4 Magistrados 
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 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 11 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 9 Magistrados 

 TOTAL 27 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 3  

 LA RIOJA (Compuesto por tres salas) 

 SALA DE LO CIVIL Y PENAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrados 
 SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 1 Presidente 
 1 Magistrados 
 SALA DE LO SOCIAL 
 1 Presidente 
 2 Magistrado 

 TOTAL 7 Magistrados 
 JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 1 
 

 TOTAL NACIONAL:495 Magistrados 

 TOTAL NACIONAL JUECES DE ADSCRIPCIÓN TERRITORIAL: 50  
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ANEXO V 
AUDIENCIAS PROVINCIALES 

 PROVINCIA MAGISTRADOS JURISDICCIÓN 
       SEDE 

 ANDALUCIA 
 ALMERIA .................................................................. 10 
 CADIZ ....................................................................... 16 Partidos Judiciales 1, 4, 6, 9, 10, 11, 13 y 14 
            ALGECIRAS .................................................. 4 Partidos judiciales 3, 5 y 8 
            CEUTA .......................................................... 3 Partido judicial 12 
            JEREZ DE LA FRONTERA ........................... 4 Partidos judiciales 2, 7 y 15 
 CORDOBA ............................................................... 10 
 GRANADA ................................................................ 17 
 HUELVA ................................................................... 9 
 JAEN ......................................................................... 9 
 MALAGA ................................................................... 27 Partidos Judiciales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 
            MELILLA ......................................................... 3 Partido Judicial 8 
 SEVILLA .................................................................... 31 

 143 
 ARAGON 
 HUESCA ................................................................... 4 
 TERUEL .................................................................... 3 
 ZARAGOZA ............................................................... 18 

 25 
 ASTURIAS 

 OVIEDO .................................................................... 19 Partidos Judiciales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12,   13, 14, 15, 
16 y 18 

            GIJON ............................................................. 7 Partidos judiciales 8 y 17 
 26 
 ILLES BALEARS 
 PALMA ………………….............................................. 20 

 20  
 CANARIAS 
 LAS PALMAS DE GRAN CANARIA ............................ 24 
 SANTA CRUZ DE TENERIFE ..................................... 20 

 44 
 CANTABRIA 
 SANTANDER .............................................................. 12 

 12 
 CASTILLA Y LEON 
 AVILA ........................................................................... 3 
 BURGOS ...................................................................... 10 
 LEON ............................................................................ 10 

 PALENCIA ................................................................... 5 
 SALAMANCA .............................................................. 5 
 SEGOVIA .................................................................... 3 
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 PROVINCIA MAGISTRADOS JURISDICCIÓN 
       SEDE 

 SORIA ......................................................................... 3 
 VALLADOLID .............................................................. 12 
 ZAMORA ..................................................................... 4 

 55 
 CASTILLA-LA MANCHA 
 ALBACETE ................................................................... 6 
 CIUDAD REAL ............................................................. 8 
 CUENCA ...................................................................... 3 
 GUADALAJARA ........................................................... 3 
 TOLEDO ...................................................................... 7 

 27   
 CATALUÑA 
 BARCELONA .............................................................. 89 
 GIRONA ...................................................................... 15 
 LLEIDA ........................................................................ 7 
 TARRAGONA .............................................................. 13 

 124 
 COMUNITAT VALENCIANA 
 ALICANTE/ALACANT................................................. 25 Partidos Judiciales 1, 2, 3, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 
   Ámbito nacional en Marca Comunitaria 
            ELCHE/ELX ..................................................... 6 Partidos judiciales 4, 8 y 13 
 CASTELLON DE LA PLANA/CASTELLO .................. 12 
 VALENCIA ................................................................... 43 

 86 
 EXTREMADURA 
 BADAJOZ ..................................................................... 7 Partidos Judiciales 3, 5, 6, 7, 8 y 12 
            MERIDA ............................................................. 4 Partidos judiciales 1, 2, 4, 9, 10, 11, 13 y 14 
 CACERES .................................................................... 6 

 17 
 GALICIA 
 A CORUÑA .................................................................. 17 Partidos Judiciales 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12 y 14 
            SANTIAGO DE COMPOSTELA ....................... 4 Partidos judiciales 2, 10 y 13 
 LUGO .......................................................................... 6 
 OURENSE ................................................................... 6 
 PONTEVEDRA ............................................................ 13 Partidos Judiciales 1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12 y 13 
            VIGO ................................................................. 7 Partidos judiciales 3 y 10 

 53   
 MADRID 
 MADRID ..................................................................... 120 

 120 
 MURCIA 
 MURCIA ....................................................................... 14 Partidos Judiciales 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 
            CARTAGENA .................................................... 4 Partidos judiciales 2 y 11 
 18 
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 PROVINCIA MAGISTRADOS JURISDICCIÓN 
       SEDE 

 NAVARRA 
 PAMPLONA/IRUÑA ...................................................... 12 

 12 
 PAIS VASCO 
 VITORIA-GASTEIZ ..................................................... 7 
 DONOSTIA-SAN SEBASTIAN .................................... 12 
 BILBAO ....................................................................... 21 

 40 
 LA RIOJA 
 LOGROÑO ................................................................... 5 

 5 

 TOTAL.................... 827 

 

 

 

ANEXO VI 
JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCIÓN 

 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

ANDALUCIA 

ALMERIA 
 1 8 6  - 
 2 - -  2 
 3 - -  3 
 4 - -  3 
 5 - -  5 
 6 - -  1 
 7 - -  5 
 8 - -  1 
 TOTAL   34 

 CADIZ 
 1 - - 5 
 2 - - 3 
 3 4 4 -  
 4 5 4 - 
 5 - - 2 
 6 - - 4 Servidos por Magistrados 
 7 6 5 - 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 8 - - 4 
 9 - - 3 Servidos por Magistrados 
 10 - - 5 Servidos por Magistrados 
 11 - - 2 
 13 - - 2 
 14 - - 2 
 15 - - 1 
 TOTAL  61 

  

CORDOBA 
 1 - -  2 
 2 - -  1 
 3 - -  2 
 4 - -  1 
 5 - -  3 
 6 - -  2 
 7 - -  3 
 8 10 8  - 
 9 - -  1 
 10 - -  2 
 11 - -  2 
 12 - -  2 

 TOTAL      39 

GRANADA 
 1 - - 2 
 2 - - 2 
 3 18 9 - 
 4 - - 5 Servidos por Magistrados 
 5 - - 2 
 6 - - 2 
 7 - - 3 
 8 - - 1 
 9 - - 2 
 TOTAL     46   

 HUELVA 
 1 - -  2 
 2 7 5  - 
 3 - -  3 
 4 - -  2 
 5 - -  5 
 6 - -  2 
 TOTAL      26 

 JAEN 
 1 6 4  - 
 2 - -  2 
 3 - -  2 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 4 - -  3 
 5 - -  1 
 6 - -  5 
 7 - -  2 
 8 - -  2 
 9 - -  2 
 10 - -  3 
 TOTAL      32 

 MALAGA 
 1 - -  3 
 2 - -  5 
 3 19 14  - 
 4 - -  3 
 5 5 4  -   
 6 8 5  - 
 7 - -  5 
 9 - -  2 

 10 - -  3 
 11 - -  1 
 12 5 5  - 
 TOTAL      87 

SEVILLA 
 1 - - 2 
 2 - - 1 
 3 - - 4 
 4 - - 3 
 5 - - 3 
 6 27 21 - 
 7 - - 2 
 8 - - 2 
 9 - - 4 
 10 - - 2 
 11 - - 4 
 12 - - 7 Servidos por Magistrados 
 13 - - 2 
 14 - - 3 
 15 - - 2 
 TOTAL     89 

ARAGON 

 HUESCA 
 1 - -  2 
 2 - -  1 
 3 - -  2 
 4 - -  5 Servidos por Magistrados 
 5 - -  2 
 6 - -  2 
 TOTAL      14 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

TERUEL 
 1 - - 2 
 2 - - 1 
 3 - - 3 Servidos por Magistrados 
 TOTAL     6  

 ZARAGOZA 
 1 - -  2 
 2 - -  1 
 3 21 12  - 
 4 - -  1 

 5 - -  2 
 6 - -  1 
 7 - -  2 
 TOTAL      42 

ASTURIAS 

 ASTURIAS 
 1 - -  1 
 2 - -  2 
 3 - -  1 
 4 - -  7 Servidos por Magistrados 
 5 - -  2 
 6 - -  4 
 7 - -  1 
 8 11 5  - 
 9 - -  2 
 10 11 4  - 
 11 - -  1 
 12 - -  3 
 13 - -  3 
 14 - -  1 
 15 - -  1 
 16 - -  1 
 17 - -  1 
 18 - -  1 
 TOTAL      63 

ILLES BALEARS 

 ILLES BALEARS 
 1 - -  3 Servidos por Magistrados 
 2 - -  8 
 3 24 12  - 
 4 - -  8 Servidos por Magistrados 
 5 4 4  - 
 6 - -  2 
 7 - -  2 
 TOTAL      67 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

CANARIAS 

 LAS PALMAS 
 1 - -  9 Servidos por Magistrados 
 2 16 8  - 

 3 - -  6 
 4 - -  3 
 5 - -  8 Servidos por Magistrados 
 6 - -  8 Servidos por Magistrados 
 7 - -  2 
 8 - -  4 
 TOTAL      64 

 SANTA CRUZ DE TENERIFE 
 1 - -  4 
 2 - -  1 
 3 10 5  - 
 4 - -  2 
 5 - -  2 
 6 - -  1 
 7 6 4  - 
 8 - -  5 
 9 - -  2 
 10 - -  3 
 11 - -  3 
 12 - -  9 Servidos por Magistrados 
 TOTAL   57 

CANTABRIA 

 CANTABRIA 
 1 - - 6 Servidos por Magistrados 
 2 - -  2 
 3 11 5  - 
 4 - -  1 
 5 - -  1 
 6 - -  2 
 7 - -  2 
 8 - -  3 
 TOTAL      33 

CASTILLA Y LEON   

 AVILA 
 1 - - 1 
 2 - - 2 
 3 - - 4 Servidos por Magistrados 
 4 - - 1 
 TOTAL     8 

 BURGOS 
 1 7 4 - 
 2 - - 2 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 3 - - 2 
 4 - - 2 
 5 - - 1 
 6 - - 1 
 7 - - 1 
 TOTAL     20 

 LEON 
 1 - - 1 
 2 9 5 - 
 3 - - 2 
 4 - - 8 Servidos por Magistrados 
 5 - - 2 
 6 - - 1 
 7 - - 1 
 TOTAL     29 

 PALENCIA 
 1 - -  7 Servidos por Magistrados 
 2 - -  1 
 3 - -  2 
 TOTAL      10 

 SALAMANCA 
 1 9 4 - 
 2 - -  2 
 3 - -  1 
 4 - -  2 
 5 - -  1 
 TOTAL      19 

 SEGOVIA 
 1 - -  6 Servidos por Magistrados 
 2 - -  1 
 3 - -  1 
 4 - -  1 
 TOTAL      9  

 SORIA 
 1 - - 1 
 2 - - 1 
 3 - - 4 Servidos por Magistrados 

 TOTAL     6  

 VALLADOLID  
 1 15 6  - 
 2 - -  2 
 3 - -  1 
 TOTAL      24 
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  PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

ZAMORA 
 1 - -  1 
 2 - -  6 Servidos por Magistrados 
 3 - -  2 
 4 - -  1 
 5 - -  1 
 TOTAL      11 

CASTILLA-LA MANCHA 

 ALBACETE 
 1 7 3  - 
 2 - -  1 
 3 - -  2 
 4 - -  3 
 5 - -  1 
 6 - -  2 
 7 - -  1 
 TOTAL      20 

 CIUDAD REAL 
 1 - -  3 
 2 - -  7 Servidos por Magistrados 
 3 - -  2 
 4 - -  2 
 5 - -  2 
 6 - -  1 
 7 - -  3 
 8 - -  3 
 9 - -  1 
 10 - -  1 
 TOTAL      25  

 CUENCA 
 1 - - 4 Servidos por Magistrados 
 2 - - 2 
 3 - - 2 

 4 - - 2 
 TOTAL     10  

 GUADALAJARA 
 1 7 4   -  
 2 - -  1 
 3 - -  1 
 TOTAL      13 

 TOLEDO 
 1 - -  2 
 2 - -  2 
 3 - -  6 Servidos por Magistrados 
 4 - -  5 Servidos por Magistrados 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 5 - -  7 Servidos por Magistrados 
 6 - -  4 
 7 - -  2 
 TOTAL      28 

CATALUÑA 

 BARCELONA 
 1 - -  7 Servidos por Magistrados 
 2 - -  8 Servidos por Magistrados 
 3 7 4  - 
 4 8 5  - 
 5 - -  5 
 6 - -  7 Servidos por Magistrados 
 7 - -  5 
 8 - -  2 
 9 - -  5 
 10 7 5  - 
 11 58 33  - 
 12 - -  6 
 13 8 5  - 
 14 - -  9 Servidos por Magistrados 
 15 8 4  - 
 16 - -  7 Servidos por Magistrados 
 17 7 5  - 
 18 - -  6 Servidos por Magistrados 
 19 - -  8 Servidos por Magistrados 
 20 - -  4 
 21 - -  9 Servidos por Magistrados 
 22 - -  5 
 23 - -  3 
 24 - -  8 Servidos por Magistrados 
 25 - -  5 Servidos por Magistrados 
 TOTAL   273 

 GIRONA 
 1 - -  8 Servidos por Magistrados 
 2 6 4  - 
 3 - -  4 
 4 - -  1 
 5 - -  4 
 6 - -  2 
 7 - -  6 
 8 - -  4 
 9 - -  1 
 TOTAL      40 

 LLEIDA 
 1 - -  1 
 2 - -  3 
 3 - -  2 
 4 8 4  - 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 5 - -  2 
 6 - -  1 
 7 - -  1 
 TOTAL      22 

TARRAGONA 
 1 - -  8 Servidos por Magistrados 
 2 6 4  -  
 3 - -  4 
 4 - -  3 
 5 - -  1 
 6 8 6  - 
 7 - -  5 
 8 - -  1 
 TOTAL      46 

COMUNITAT VALENCIANA 

ALICANTE/ALACANT 
 1 6 3  -  
 2 - -  4 
 3 13 9  - 
 4 6 3  -  
 5 - -  4 

 6 - -  4 
 7 - -  3 
 8 7 5  - 
 9 4 5  - 
 10 - -  4 
 11 - -  4 
 12 - -  2 
 13 4 5  - 
 TOTAL      95 

 CASTELLON/CASTELLO 
 1 9 6  - 
 2 - -  1 
 3 - -  5 
 4 - -  5 
 5 - -  5 Servidos por Magistrados 
 TOTAL      31 

 VALENCIA 
 1 - -  7 Servidos por Magistrados 
 2 6 3  -  
 3 - -  4 
 4 6 3  -  
 5 - -  6 Servidos por Magistrados 
 6 28 21  - 
 7 - -  5 
 8 - -  7 Servidos por Magistrados 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 9 - -  5 
 10 - -  4 
 11 - -  4 
 12 - -  5 
 13 - -  4 
 14 - -  7 Servidos por Magistrados 
 15 - -  4 
 16 - -  4 
 17 - -  4 
 18 - -  3 
 TOTAL      140 

EXTREMADURA 

 BADAJOZ 
 1 - -  2 
 2 - -  3 
 3 - -  1 

 4 - -  4 Servidos por Magistrados 
 5 7 4  - 
 6 - -  1 
 7 - -  2 
 8 - -  1 
 9 - -  1 
 10 - -  2 
 11 - -  3 
 12 - -  1 
 13 - -  2 
 14 - -  1 
 TOTAL      35 

 CACERES 
 1 - - 7 Servidos por Magistrados 
 2 - - 2 
 3 - - 2 
 4 - - 4 Servidos por Magistrados 
 5 - - 2 
 6 - - 1 
 7 - - 1 
 TOTAL     19 

GALICIA 

 A CORUÑA 
 1 - -  4 
 2 6 3  -  
 3 5 3  -  
 4 13 8  - 
 5 - -  2 
 6 - -  3 
 7 - -  2 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

 8 - -  1 
 9 - -  1 
 10 - -  3 
 11 - -  1 
 12 - -  1 
 13 - -  2 
 14 - -  2 
 TOTAL      60 

LUGO 
 1 - - 2 
 2 - - 1 

 3 5 3 -  
 4 - - 2 
 5 - - 2 
 6 - - 2 
 7 - - 1 
 8 - - 1 
 9 - - 1 
 TOTAL     20 

OURENSE 
 1 6 3 -  
 2 - - 1 
 3 - - 1 
 4 - - 1 
 5 - - 2 
 6 - - 2 
 7 - - 2 
 8 - - 1 
 9 - - 1 
 TOTAL     20 

 PONTEVEDRA 
 1 - -  3 
 2 - -  3 
 3 14 8  - 
 4 5 3  - 
 5 - -  2 
 6 - -  3 
 7 - -  3 
 8 - -  2 
 9 - -  4 
 10 - -  2 
 11 - -  3 
 12 - -  2 
 13 - -  2 
 TOTAL      59 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

MADRID 

 MADRID 
 1 - -  2 
 2 - -  9 Servidos por Magistrados 
 3 - -  6 
 4 6 6  -  
 5 5 4  -  
 6 7 6  - 
 7 - -  4 
 8 - -  4 
 9 - -  8 Servidos por Magistrados 
 10 - -  8 Servidos por Magistrados 
 11 101 54  - 
 12 - -  8 Servidos por Magistrados 
 13 - -  6 Servidos por Magistrados 
 14 - -  7 Servidos por Magistrados 
 15 - -  8 Servidos por Magistrados 
 16 - -  7 Servidos por Magistrados 
 17 - -  7 Servidos por Magistrados 
 18 6 6  - 
 19 - -  6 Servidos por Magistrados 
 20 - -  7 Servidos por Magistrados 
 21 - -  4 
 TOTAL      302 

MURCIA 

 MURCIA 
 1 - -  3 
 2 6 5  - 
 3 - -  4 
 4 - -  7 Servidos por Magistrados 
 5 - -  2 
 6 14 9  - 
 7 - -  2 
 8 - -  6 
 9 - -  4 
 10 - -  2 
 11 - -  7 
 TOTAL      71 

NAVARRA 

 NAVARRA 
 1 - -  2 
 2 - -  2 
 3 - -  5 
 4 8 5  - 
 5 - -  2 
 TOTAL      24 
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 PARTIDO  PRIMERA  
 PROVINCIA JUDICIAL  INSTANCIA INSTRUC. PRIMERA INSTANCIA E INSTRUCCION 
 NUMERO 

PAIS VASCO   

ALAVA 
 1 - - 2 
 2 8 4 - 
 TOTAL     14  

GUIPUZCOA 
 1 - -  4 
 2 - -  2 
 3 - -  4 
 4 - -  3 
 5 8 6  - 
 6 - -  5 
 TOTAL      32 

VIZCAYA 
 1 - - 4 
 2 6 5 - 
 3 - - 4 
 4 15 11 - 
 5 - - 2 
 6 - - 6 Servidos por Magistrados 
 TOTAL     53 

LA RIOJA 

 LA RIOJA 
 1 - -  2 
 2 - -  3 
 3 7 3  - 
 TOTAL      15 

CIUDAD DE CEUTA 

 CEUTA 
 12 - - 6 Servidos por Magistrados 
 TOTAL     6 

CIUDAD DE MELILLA 

 MELILLA 
 8 - - 5 Servidos por Magistrados 
 TOTAL     5 

 

 TOTAL NACIONAL     2374 
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ANEXO VI 
REGISTROS CIVILES 

REGISTRO CIVIL Número de 
Juzgados 

MADRID (Registro Central) ........................... 2 

MALAGA ........................................................ 1 

SEVILLA ........................................................ 1 

ZARAGOZA .................................................. 1 

PALMA …………………................................. 2 

LAS PALMAS DE GRAN CANARIA ............. 1 

SANTA CRUZ DE TENERIFE ……………… 1 

VALLADOLID ................................................ 1 

BARCELONA ................................................ 3 

TARRAGONA …………………………………. 1 

ALICANTE/ALACANT ................................... 2 
VALENCIA ..................................................... 3 
A CORUÑA ................................................... 1 

VIGO …………………………………………… 1 

MADRID ........................................................ 5 

MURCIA ........................................................ 1 

BILBAO ......................................................... 1 

 TOTAL  ............................... 28 

 

 

ANEXO VII 
JUZGADOS DE LO PENAL 

 

PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

ANDALUCIA      

ALMERIA 1   5 

CADIZ 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3, 5 y 8 

4 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 4, 6, 9, 10, 11, 13 y 14 

5 

 7 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 7 y 15 

3 

 12 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 12 

2 

CORDOBA 8   5 

Boletín núm. 2114–Pág. 62



– 1747 –

           
 

PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

GRANADA 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 

6 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4 y 9 

2 

HUELVA 2   4 

JAEN 1   4 

MALAGA 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 

14 

 8 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 8 

2 

SEVILLA 6   15 

ARAGON      

HUESCA 4   1 

TERUEL 3   1 

ZARAGOZA 3   9 

ASTURIAS      

ASTURIAS 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4, 7, 15 y 16 

2 

 8 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
8 y 17 

3 

 10 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
1, 2, 3, 5, 6, 10, 11, 12, 14 y 18 

4 

 13 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
9 y 13 

1 

ILLES BALEARS      

ILLES BALEARS 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1 y 6 

1 

 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 3, 4 y 7 

8 

 5 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 5 

2 

CANARIAS      

LAS PALMAS 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 1  

2 

 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 4, 5, 6, 7 y 8 

6 

 3 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción al partido judicial número 3 1 

SANTA CRUZ DE TENERIFE 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 2, 3, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12 7 

 4 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 4 y 5 1 

CANTABRIA      

CANTABRIA 3   5 
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PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

CASTILLA Y LEON      

AVILA 3   1 

BURGOS 1 
  

3 

LEON 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 2, 3, 5, 6 y 7 

2 

 4 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 4 

1 

PALENCIA 1 
  

1 

SALAMANCA 1 
  

2 

SEGOVIA 1 
  

1 

SORIA 3 
  

1 

VALLADOLID 1 
  

4 

ZAMORA 2 
  

1 

CASTILLA-LA MANCHA      

ALBACETE 1 
  

3 

CIUDAD REAL 2 
  

3 

CUENCA 1 
  

2 

GUADALAJARA 1 
  

1 

TOLEDO 4 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción al partido judicial número 4 1 

  
5 extiende su jurisdicción a los partidos judicial 1, 2, 3 y 5 

2 

 
CATALUÑA      

BARCELONA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2 y 8 

3 

 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
3 y 22 

3 

 4 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 4 

2 

 5 extiende su jurisdicción al partido judicial  
número 5 

1 

 6 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 6 

2 

 11 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 7, 10, 11, 12, 16, 17, 18, 20, 23 y 25 

28 

 13 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
13 y 19 

4 

 14 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
9, 14 y 21 4 

 15 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
15 y 24 3 
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PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

GIRONA 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 1 2 

 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 6 

LLEIDA 4   3 

TARRAGONA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2 y 8 2 

 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 4 y 6 5 

 7 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
3, 5 y 7 1 

COMUNITAT VALENCIANA      

ALICANTE/ALACANT 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 3, 5, 6, 7, 10, 11 y 12 8 

 4 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 4  3 

 8 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 8 3 

 9 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1 y 9 3 

 13 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción al partido judicial número 13 1 

CASTELLON/CASTELLO 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
1, 2, 4 y 5 4 

 3 extiende su jurisdicción al partido judicial 
número 3 1 

VALENCIA 2 extiende su jurisdicción al partido judicial  
número 2 1 

 4 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción al partido judicial número 4 1 

 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
5, 6, 7, 9, 11, 12, 13, 15, 16, 17 y 18 15 

 8 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 3, 8 y 10 1 

 14 artículo 269 LOPJ 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  1 y 14  1 

EXTREMADURA     

BADAJOZ 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 4, 13 y 14 2 

 5 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
3, 5, 6, 7, 8 y 12 2 

 11 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 9, 10 y 11 1 

CACERES 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 5, 6 y 7 2 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 3 y 4 1 
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PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

GALICIA      

A CORUÑA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 10 y 13 

2 

 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
3 y 9 

2 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 14 

6 

LUGO 3 
  

2 

OURENSE 1 
  

2 

PONTEVEDRA 3 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 3 y 10 

3 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12 y 13 

4 

MADRID      

MADRID 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2, 4, 13 y 14 

6 

 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
3, 6, 17 y 18 

6 

 10 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
8, 9, 10, 16 y 20 

5 

 11 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 5, 7, 11, 12, 15, 19 y 21 

37 

MURCIA      

MURCIA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2 y 11 

3 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales  
4 y 9 

2 

 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 3, 5, 6, 7, 8 y 10 

5 

NAVARRA      

NAVARRA 4 
  

5 

PAIS VASCO      

ALAVA 2 
  

2 

GUIPUZCOA 5 
  

5 

VIZCAYA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
2 y 5 

2 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
1, 3, 4 y 6 

7 
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PROVINCIA 
SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

  NUMERO DE 
JUZGADOS 

LA RIOJA      

LA RIOJA 3 
  

2 

   
  

  

CENTRAL DE LO PENAL     1 

    

  TOTAL................................... 383 

 

 

ANEXO VIII 

JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 

PROVINCIA 

SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

 NUMERO DE 
JUZGADOS 

ANDALUCIA    

ALMERIA 1  3 

CADIZ 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

3, 5 y 8 2 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 4, 6, 9, 10, 11, 13, 14 4 

 7 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

2, 7, y 15 1 

CORDOBA 8  5 

GRANADA 3  5 

HUELVA 2  3 

JAEN 1  3 

MALAGA 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 7 

SEVILLA 6  14 
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PROVINCIA 

SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

 NUMERO DE 
JUZGADOS 

ARAGON    

HUESCA 4  1 

TERUEL 3  1 

ZARAGOZA 3  5 

ASTURIAS    

ASTURIAS 8 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

8 y 17
2 

 10 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16 y 18 
6 

ILLES BALEARS    

ILLES BALEARS 3  3 

CANARIAS    

LAS PALMAS 2  6 

SANTA CRUZ DE TENERIFE 3  4 

CANTABRIA    

CANTABRIA 3  3 

CASTILLA Y LEON  
 

 

AVILA 3 
 

1 

BURGOS 1 
 

2 

LEON 2 
 

3 

PALENCIA 1 
 

1 

SALAMANCA 1 
 

2 

SEGOVIA 1 
 

1 

SORIA 3 
 

1 

VALLADOLID 1 
 

4 

ZAMORA 2 
 

1 
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PROVINCIA 

SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

 NUMERO DE 
JUZGADOS 

CASTILLA-LA MANCHA  
 

 

ALBACETE 1 
 

2 

CIUDAD REAL 2 
 

2 

CUENCA 1 
 

1 

GUADALAJARA 1 
 

1 

TOLEDO 5 
 

3 

CATALUÑA    

BARCELONA 11  
17 

GIRONA 2  
3 

LLEIDA 4  
2 

TARRAGONA 6  
3 

COMUNITAT VALENCIANA    

ALICANTE/ALACANT 3 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 2, 3, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 4 

 8 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

4, 8 y 13 1 

CASTELLON/CASTELLO 1  
2 

VALENCIA 6  
10 

EXTREMADURA  
 

 

BADAJOZ 4 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 2, 4, 9, 10, 11, 13 y 14 2 

 5 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

3, 5, 6, 7, 8 y 12 2 

CACERES 1  
2 

Boletín núm. 2114–Pág. 69



– 1754 –

           
 

PROVINCIA 

SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

 NUMERO DE 
JUZGADOS 

GALICIA    

A CORUÑA 2 
extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

2, 10 y 13 2 

 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

 3 y 9  1 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 12 y 14 4 

LUGO 3  2 

OURENSE 1  2 

PONTEVEDRA 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

3 y 10 2 

 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 12 y 13 3 

MADRID  
 

 

MADRID 11 
 

34 

MURCIA    

MURCIA 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

2 y 11 1 

 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 8 

NAVARRA    

NAVARRA 4  3 

PAIS VASCO  
 

 

ALAVA 2 
 

3 

GUIPUZCOA 5 
 

3 

VIZCAYA 4 
 

6 

LA RIOJA    

LA RIOJA 3  2 
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PROVINCIA 

SEDE EN 
PARTIDO 
JUDICIAL 
NUMERO 

 NUMERO DE 
JUZGADOS 

CIUDAD DE CEUTA    

CEUTA 12 extiende su jurisdicción al partido judicial 

número 12 de Cádiz 2 

CIUDAD DE MELILLA    

MELILLA 8 extiende su jurisdicción al partido judicial 

número 8 de Málaga 3 

CENTRALES DE LO 
CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO  extiende su jurisdicción a toda España 12 

 
TOTAL................................... 244 

 

 

 

 ANEXO IX 

 JUZGADOS DE LO SOCIAL 

 NUMERO 
 PROVINCIA DE 
 SEDE JUZGADOS 

 ANDALUCIA 
 ALMERIA.............................................................. 4 

 CADIZ................................................................... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 4, 9, 13 y 14 
            ALGECIRAS ............................................. 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3 ,5 y 8 
            CEUTA ..................................................... 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 12 
            JEREZ DE LA FRONTERA ...................... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2 ,6 ,7 ,10, 11 y 15 
 CORDOBA............................................................ 4 

 GRANADA............................................................ 7 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 
            MOTRIL .................................................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4 y 9 
 HUELVA............................................................... 3 

 JAEN.................................................................... 4 

 MALAGA............................................................... 13 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 
            MELILLA .................................................. 1 extiende su jurisdicción al partido judiciales 
 número 8 
 SEVILLA.............................................................. 11 
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 NUMERO 
 PROVINCIA DE 
 SEDE JUZGADOS 

 ARAGON 
 HUESCA.............................................................. 1 

 TERUEL............................................................... 1 

 ZARAGOZA.......................................................... 7 

 ASTURIAS 
 OVIEDO................................................................ 6 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 3, 5, 6, 10, 11, 14 y 18 
            AVILES ..................................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4 ,7 ,15 y 16 
            GIJON ....................................................... 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 8 y 17 
            MIERES .................................................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 9, 12 y 13 
 ILLES BALEARS 
 PALMA……………………..................................... 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 3, 4 y 7 
            CIUTADELLA DE MENORCA ................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1 y 6 
            EIVISSA ..................................................... 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 5 

 CANARIAS 
 LAS PALMAS DE GRAN CANARIA ................... 10 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 5, 6, 7 y 8 
            ARRECIFE .............................................. 2 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 1  
            GALDAR .................................................. 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 4 
            PUERTO DEL ROSARIO ........................ 1 artículo 269 LOPJ 

extiende su jurisdicción al partido judicial número 3  

 SANTA CRUZ DE TENERIFE ........................... 7 

 CANTABRIA 
 SANTANDER....................................................... 6 

 CASTILLA Y LEON 
 AVILA................................................................... 1 

 BURGOS.............................................................. 3 

 LEON.................................................................... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 3, 5 y 6 
            PONFERRADA......................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4 y 7 
 PALENCIA........................................................... 2 

 SALAMANCA....................................................... 2 

 SEGOVIA............................................................. 1 

 SORIA.................................................................. 1 

 VALLADOLID....................................................... 4 

 ZAMORA............................................................... 2 
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 NUMERO 
 PROVINCIA DE 
 SEDE JUZGADOS 

 CASTILLA-LA MANCHA 
 ALBACETE.......................................................... 3 

 CIUDAD REAL .................................................... 3 

 CUENCA.............................................................. 1 

 GUADALAJARA................................................... 2 

 TOLEDO............................................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 3, 5, 6 y 7 
            TALAVERA DE LA REINA ....................... 1 Artículo 269 LOPJ 

extiende su jurisdicción al partido judicial número 4 
 

CATALUÑA 
 BARCELONA....................................................... 33 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 7, 9, 10, 11, 12, 14, 16, 17, 18, 20, 21, 23 y 25 
            GRANOLLERS ......................................... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3, 5 y 22 
            MANRESA ................................................ 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2 y 8 
            MATARO ................................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4 y 6 
            SABADELL ................................................ 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 13 y 19 
            TERRASSA ............................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 15 y 24 
 GIRONA................................................................ 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 
            FIGUERES ................................................ 1 extiende su jurisdicción al partido judicial 
 número 1 
 LLEIDA................................................................. 2 

 TARRAGONA....................................................... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 4 y 6 
            REUS ......................................................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2 y 8 
            TORTOSA .................................................. 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3, 5 y 7 
 
 COMUNITAT VALENCIANA 
 ALICANTE/ALACANT ........................................ 7 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 3, 5, 6, 7, 10, 11 y 12 
            BENIDORM ............................................. 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1 y 9 
            ELCHE/ELX ............................................. 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 4, 8 y 13 
 CASTELLON DE LA PLANA/CASTELLO .......... 4 

 VALENCIA........................................................... 17 

 EXTREMADURA 
 BADAJOZ............................................................. 4 

 CÁCERES............................................................. 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 3, 5, 6 y 7 
            PLASENCIA  ......................................................... 1 artículo 269 LOPJ  

extiende su jurisdicción al partido judicial número 4 
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 NUMERO 
 PROVINCIA DE 
 SEDE JUZGADOS 

 GALICIA 
 A  CORUÑA ......................................................... 5 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 4, 6, 7, 8 y 14 
            FERROL ................................................... 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3 y 9 
            SANTIAGO DE COMPOSTELA ............... 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2 ,5 ,10 ,11 ,12 y 13 
 LUGO.................................................................... 3 

 OURENSE............................................................ 4 

 PONTEVEDRA.................................................... 4 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2, 4, 5, 8, 9, 12 y 13 
            VIGO ......................................................... 5 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 

 1 ,3 ,6 ,7 ,10 y 11 
 

MADRID 
 MADRID................................................................ 41 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 5, 7, 11, 12, 15, 19 y 21 
            ALCALA DE HENARES ............................ 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 2 ,4 ,13 y 14 
            GETAFE .................................................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 8 ,9 ,10 ,16 y 20 
            MOSTOLES .............................................. 2 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3 ,6 ,17 y 18 
 MURCIA 
 MURCIA................................................................ 8 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9 y 10 
            CARTAGENA ............................................ 3 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
  2 y 11  
 NAVARRA 
 PAMPLONA/IRUÑA............................................. 4 

 PAIS VASCO 
 VITORIA-GASTEIZ.............................................. 4 

 DONOSTIA-SAN SEBASTIÁN ............................ 5 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 1, 2, 5 y 6 
            EIBAR ...................................................... 1 extiende su jurisdicción a los partidos judiciales 
 3 y 4 
 BILBAO................................................................ 10 

 LA RIOJA 
 LOGROÑO............................................................ 3 
  

 TOTAL.................... 348 
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ANEXO X 

JUZGADOS DE VIGILANCIA PENITENCIARIA 
 

 
Número 

Juzgados 
Vigilancia 

Penitenciaria 

Número 
Juzgado 

Penal 
Ordinario

Con jurisdicción en las provincias: 

ANDALUCIA       

 3  - Cádiz 

 4  - Málaga, Granada, Jaén y Almería 

 4  - Sevilla, Huelva y Córdoba 

ARAGON       

 2  - Zaragoza, Huesca y Teruel 

ASTURIAS       

 1  - ámbito de la provincia 

ILLES BALEARS       

 1  - ámbito de la provincia 

CANARIAS       

 1  - Las Palmas 

 1  - Santa Cruz de Tenerife 

CANTABRIA       

 1 - ámbito de la provincia 

CASTILLA Y LEON       

 1  - Burgos y Soria 

 1  - Zamora, Valladolid, Segovia y Avila 

 1 - León 

 1 - Palencia 

CASTILLA-LA MANCHA       

 1  - Ciudad Real y Albacete 

 1  - Toledo, Cuenca y Guadalajara 

CATALUÑA       

 5  - Barcelona y Girona 

 1  - Lleida y Tarragona 
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Número 

Juzgados 
Vigilancia 

Penitenciaria 

Número 
Juzgado 

Penal 
Ordinario

Con jurisdicción en las provincias: 

COMUNITAT VALENCIANA       

 2  - Alicante/Alacant 

 2  - Valencia  

 1  - Castellón/Castelló 

EXTREMADURA       

 1  - Cáceres y Badajoz 

GALICIA       

 3  - A Coruña, Lugo, Ourense y Pontevedra 

MADRID       

 6  - ámbito de la provincia 

MURCIA       

 1  - ámbito de la provincia 

NAVARRA       

 1 - ámbito de la provincia 

PAIS VASCO       

 1  - Alava, Guipúzcoa y Vizcaya 

LA RIOJA       

 - 1 ámbito de la provincia 

CIUDAD DE CEUTA       

 1  - ámbito de la ciudad autónoma 

CIUDAD DE MELILLA       

 - 1 ámbito de la ciudad autónoma 

TOTAL .......................... 50 2 
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ANEXO XII 
JUZGADOS DE LO MERCANTIL 

  Número  
  Juzgados  
  Mercantiles Jurisdicción 
  

 ANDALUCIA 
 ALMERIA  1 Ámbito provincial 
 CADIZ  1 Ámbito provincial 
 CORDOBA  1 Ámbito provincial 
 GRANADA  1 Ámbito provincial 
 HUELVA  1 Ámbito provincial 
 JAEN  1 Ámbito provincial 
 MALAGA  2 Ámbito provincial 
 SEVILLA  2 Ámbito provincial 

 ARAGON 
 HUESCA  1 Ámbito provincial 
 TERUEL  1 Ámbito provincial 

 ZARAGOZA  2 Ámbito provincial 

 ASTURIAS 
 OVIEDO  3 Ámbito provincial 

 ILLES BALEARS 
 PALMA  2 Ámbito provincial 

 CANARIAS 
 LAS PALMAS DE GRAN CANARIA  2 Ámbito provincial 
 SANTA CRUZ DE TENERIFE  1 Ámbito provincial 

 CANTABRIA 
 SANTANDER  1 Ámbito provincial 

 CASTILLA Y LEON 
 AVILA  1 Ámbito provincial 
 BURGOS  1 Ámbito provincial 
 LEON  1 Ámbito provincial 
 PALENCIA  1 Ámbito provincial 
 SALAMANCA  1 Ámbito provincial 
 SEGOVIA  1 Ámbito provincial 
 SORIA  1 Ámbito provincial 
 VALLADOLID  1 Ámbito provincial 
 ZAMORA  1 Ámbito provincial 

 CASTILLA-LA MANCHA 
 ALBACETE  1 Ámbito provincial 
 CIUDAD REAL  1 Ámbito provincial 
 CUENCA  1 Ámbito provincial 
 GUADALAJARA  1 Ámbito provincial 
 TOLEDO  1 Ámbito provincial 
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  Número  
  Juzgados  
  Mercantiles Jurisdicción 
  

 CATALUÑA 
 BARCELONA  10 Ámbito provincial 
 GIRONA  1 Ámbito provincial 
 LLEIDA  1 Ámbito provincial 
 TARRAGONA  1 Ámbito provincial 

COMUNITAT VALENCIANA 
 ALICANTE/ALACANT  2 Ámbito provincial (Nacional como  
 Juzgado de Marca Comunitaria) 
 Extiende su jurisdicción partidos 
 1, 2, 3,  5, 6, 7, 9, 10, 11 y 12 
 
 ELCHE/ELX  1  Art. 269 LOPJ. 
  Extiende su jurisdicción partidos 
   4, 8 y 13 

 CASTELLON DE LA PLANA/CASTELLO 1 Ámbito provincial 
 VALENCIA  3 Ámbito provincial 
 EXTREMADURA 
 BADAJOZ  1 Ámbito provincial 
 CACERES  1 Ámbito provincial 
 GALICIA 
 A CORUÑA  2 Ámbito provincial 
 LUGO  1 Ámbito provincial 
 OURENSE  1 Ámbito provincial 
 PONTEVEDRA  2 Extiende su jurisdicción a los partidos  

    1, 2,4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13 
 
 VIGO 1  Art. 269 LOPJ 

    Extiende su jurisdicción al partido 3 
 MADRID 
 MADRID  12 Ámbito provincial 
 MURCIA 
 MURCIA  2 Ámbito provincial 
 NAVARRA 
 PAMPLONA/IRUÑA   1 Ámbito provincial 
 PAIS VASCO 
 VITORIA-GASTEIZ   1 Ámbito provincial 
 DONOSTIA-SAN SEBASTIAN   1 Ámbito provincial 
 BILBAO   2 Ámbito provincial 
 LA RIOJA 
 LOGROÑO   1 Ámbito provincial 
 CIUDAD DE CEUTA 
 CEUTA   1 Ámbito Ciudad Autónoma 
 CIUDAD DE MELILLA 
 MELILLA   1 Ámbito Ciudad Autónoma 

  
TOTAL ..........................  88 

Boletín núm. 2114–Pág. 78



– 1763 –

           

 ANEXO XIII 
 JUZGADOS DE VIOLENCIA SOBRE LA MUJER 

 PROVINCIA JUZGADOS JUZGADOS 
 SEDE EXCLUSIVOS COMPATIBLES 

 ANDALUCIA 
 ALMERIA.............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            BERJA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EL EJIDO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            HUERCAL-OVERA ................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PURCHENA .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ROQUETAS DE MAR ...............................  - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VELEZ RUBIO ........................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VERA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CADIZ................................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALGECIRAS .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ARCOS DE LA FRONTERA ...................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BARBATE .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CHICLANA DE LA FRONTERA ................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EL PUERTO DE SANTA MARIA ................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            JEREZ DE LA FRONTERA ........................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            LA LINEA DE LA CONCEPCION ............... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUERTO REAL .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ROTA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN FERNANDO ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN ROQUE ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANLUCAR DE BARRAMEDA ................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            UBRIQUE .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CORDOBA.............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            AGUILAR DE LA FRONTERA ..................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BAENA ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CABRA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LUCENA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONTILLA.................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONTORO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PEÑARROYA-PUEBLONUEVO .................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            POSADAS .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            POZOBLANCO ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PRIEGO DE CORDOBA .............................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUENTE GENIL ........................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 GRANADA................................................................ 2  - Ámbito Partido Judicial 
            ALMUÑECAR ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BAZA ............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GUADIX ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            HUESCAR ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

            LOJA ............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOTRIL ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ORGIVA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTA FE ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
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 PROVINCIA JUZGADOS JUZGADOS 
 SEDE EXCLUSIVOS COMPATIBLES 

 HUELVA...............................................................  1 - Ámbito Partido Judicial 

            ARACENA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            AYAMONTE .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA PALMA DEL CONDADO ..................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOGUER .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALVERDE DEL CAMINO ....................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 JAEN.................................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALCALA LA REAL .................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ANDUJAR ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BAEZA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CAZORLA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA CAROLINA .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LINARES ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MARTOS ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            UBEDA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLACARRILLO ...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 MALAGA............................................................... 3  - Ámbito Partido Judicial 
            ANTEQUERA ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ARCHIDONA ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            COIN .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ESTEPONA ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            FUENGIROLA ...........................................  1 - Ámbito Partido Judicial 
            MARBELLA ............................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            RONDA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORREMOLINOS ...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORROX .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VELEZ-MALAGA ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 SEVILLA................................................................. 4  - Ámbito Partido Judicial 
            ALCALA DE GUADAIRA ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CARMONA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CAZALLA DE LA SIERRA ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CORIA DEL RIO .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            DOS HERMANAS ....................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ECIJA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ESTEPA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LEBRIJA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

            LORA DEL RIO ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MARCHENA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MORON DE LA FRONTERA ........................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            OSUNA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANLUCAR LA MAYOR ............................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            UTRERA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 ARAGON 
 HUESCA..................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BARBASTRO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BOLTAÑA ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            FRAGA ............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            JACA ................................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONZON .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
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 PROVINCIA JUZGADOS JUZGADOS 
 SEDE EXCLUSIVOS COMPATIBLES 

 TERUEL............................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALCAÑIZ .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CALAMOCHA ........................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 ZARAGOZA.......................................................... 2 - Ámbito Partido Judicial 
            CALATAYUD ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CASPE ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            DAROCA ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EJEA DE LOS CABALLEROS .................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA ALMUNIA DE DOÑA GODINA ............. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TARAZONA................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
  ASTURIAS 
 OVIEDO................................................................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            AVILES ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CANGAS DE ONIS .................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CANGAS DEL NARCEA ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CASTROPOL ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GIJON.......................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            GRADO ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PILOÑA ……………................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LANGREO................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LAVIANA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LENA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LLANES ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALDES …………….................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MIERES ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PRAVIA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SIERO ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TINEO ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLAVICIOSA ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 

 ILLES BALEARS 
 PALMA ………………….......................................... 2  - Ámbito Partido Judicial 

  CALVIA ………………………………………. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CIUTADELLA DE MENORCA ..................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EIVISSA ....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            INCA ............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MAO ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MANACOR ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 CANARIAS 
 LAS PALMAS DE GRAN CANARIA ......................... 2  - Ámbito Partido Judicial 
            ARRECIFE .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ARUCAS ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUERTO DEL ROSARIO .............................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN BARTOLOME DE TIRAJANA ................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            SANTA LUCÍA DE TIRAJANA ....................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTA MARIA DE GUIA DE GRAN .............. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TELDE ............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 SANTA CRUZ DE TENERIFE .......................... 2  - Ámbito Partido Judicial 
            ARONA .................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            GRANADILLA DE ABONA .................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GÜIMAR ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
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 PROVINCIA JUZGADOS JUZGADOS 
 SEDE EXCLUSIVOS COMPATIBLES 

            ICOD DE LOS VINOS ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA OROTAVA ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LOS LLANOS DE ARIDANE .................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUERTO DE LA CRUZ .......................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN CRISTOBAL DE LA LAGUNA ........ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN SEBASTIAN DE LA GOMERA ....... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTA CRUZ DE LA PALMA ................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALVERDE .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 

 CANTABRIA 
 SANTANDER....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            CASTRO-URDIALES ............................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LAREDO ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MEDIO CUDEYO ...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            REINOSA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN VICENTE DE LA BARQUERA .......... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTOÑA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORRELAVEGA ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 

  CASTILLA Y LEON 
 AVILA.................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ARENAS DE SAN PEDRO ........................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            AREVALO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PIEDRAHITA ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 BURGOS............................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ARANDA DE DUERO ................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BRIVIESCA ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LERMA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MIRANDA DE EBRO .................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SALAS DE LOS INFANTES ........................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLARCAYO .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 LEON....................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ASTORGA ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CISTIERNA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA BAÑEZA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PONFERRADA ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAHAGUN .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLABLINO ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 PALENCIA................................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CARRION DE LOS CONDES ....................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CERVERA DE PISUERGA ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 SALAMANCA............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BEJAR ........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CIUDAD RODRIGO ....................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PEÑARANDA DE BRACAMONTE ................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VITIGUDINO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 SEGOVIA................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CUELLAR ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTA MARIA LA REAL DE NIEVA ............. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SEPULVEDA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 SORIA.................................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALMAZAN ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BURGO DE OSMA .................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
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 VALLADOLID....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            MEDINA DE RIOSECO ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MEDINA DEL CAMPO .............................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 ZAMORA............................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BENAVENTE ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUEBLA DE SANABRIA ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORO ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLALPANDO .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 CASTILLA-LA MANCHA 
 ALBACETE............................................................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALCARAZ ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALMANSA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CASAS-IBAÑEZ ......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            HELLIN ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA RODA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLARROBLEDO ...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CIUDAD REAL ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALCAZAR DE SAN JUAN ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALMADEN ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ALMAGRO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            DAIMIEL ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MANZANARES ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUERTOLLANO .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TOMELLOSO .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALDEPEÑAS ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLANUEVA DE LOS INFANTES ............... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CUENCA.................................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOTILLA DEL PALANCAR .......................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN CLEMENTE .......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TARANCON .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
 GUADALAJARA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOLINA DE ARAGON .................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SIGÜENZA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 TOLEDO................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ILLESCAS ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            OCAÑA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ORGAZ ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            QUINTANAR DE LA ORDEN ........................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TALAVERA DE LA REINA ............................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORRIJOS ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 CATALUÑA 
 BARCELONA....................................................... 5  - Ámbito Partido Judicial 
            ARENYS DE MAR .................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BADALONA .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            BERGA ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CERDANYOLA DEL VALLES .................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CORNELLA DE LLOBREGAT .................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EL PRAT DE LLOBREGAT ....................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ESPLUGUES DE LLOBREGAT ................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GAVA ......................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            GRANOLLERS .......................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
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            IGUALADA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            L'HOSPITALET DE LLOBREGAT .............. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            MANRESA ................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            MARTORELL ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MATARO .................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            MOLLET DEL VALLES .............................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            RUBI ........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SABADELL ................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            SANT BOI DE LLOBREGAT ...................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANT FELIU DE LLOBREGAT ................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            SANTA COLOMA DE GRAMENET ............ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TERRASSA ................................................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            VIC .............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILAFRANCA DEL PENEDES .................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILANOVA I LA GELTRU ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 GIRONA.................................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            BLANES ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            FIGUERES .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA BISBAL D'EMPORDA ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            OLOT .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PUIGCERDA ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            RIPOLL ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANT FELIU DE GUIXOLS ......................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTA COLOMA DE FARNERS ................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 LLEIDA.................................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            BALAGUER ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CERVERA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LA SEU D'URGELL ...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SOLSONA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TREMP ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VIELHA E MIJARAN ..................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 TARRAGONA........................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            AMPOSTA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EL VENDRELL .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            FALSET ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GANDESA ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            REUS ............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            TORTOSA ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALLS ............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 

  COMUNITAT VALENCIANA 
 ALICANTE/ALACANT.......................................... 2  - Ámbito Partido Judicial 
            ALCOY/ALCOI.......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BENIDORM .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            DENIA ...................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ELCHE/ELX............................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ELDA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            IBI ............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            NOVELDA ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ORIHUELA............................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            SAN VICENTE DEL RASPEIG/SANT VICENT - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORREVIEJA............................................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
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            VILLAJOYOSA/VILA JOIOSA, LA.............. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLENA..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CASTELLON DE LA  PLANA/CASTELLO DE....... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            NULES........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SEGORBE ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLARREAL/VILA-REAL............................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            VINAROS..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 VALENCIA................................................................ 4  - Ámbito Partido Judicial 
            ALZIRA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CARLET........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CATARROJA ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GANDIA........................................................ 1 - Ámbito Partido Judicial 
            LLIRIA........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MASSAMAGRELL......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MISLATA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONCADA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ONTINYENT ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PATERNA ....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            PICASSENT ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            QUART DE POBLET ..................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            REQUENA..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAGUNTO/SAGUNT...................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SUECA........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORRENT ...................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            XATIVA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

  EXTREMADURA 
 BADAJOZ............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALMENDRALEJO ..................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CASTUERA .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            DON BENITO ............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            FREGENAL DE LA SIERRA ..................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            HERRERA DEL DUQUE ........................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            JEREZ DE LOS CABALLEROS ................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LLERENA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MERIDA ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONTIJO ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            OLIVENZA .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLAFRANCA DE LOS BARROS ............. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILLANUEVA DE LA SERENA ................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ZAFRA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 CACERES................................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CORIA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LOGROSAN ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            NAVALMORAL DE LA MATA ...................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PLASENCIA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TRUJILLO .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALENCIA DE ALCANTARA ....................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

  GALICIA 
 A CORUÑA ............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ARZUA ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BETANZOS .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 

Boletín núm. 2114–Pág. 85



– 1770 –

           
 

 PROVINCIA JUZGADOS JUZGADOS 
 SEDE EXCLUSIVOS COMPATIBLES 

            CARBALLO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CORCUBION ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            FERROL ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MUROS ......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            NEGREIRA ................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            NOIA .............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ORDES .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ORTIGUEIRA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PADRON ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            RIBEIRA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SANTIAGO DE COMPOSTELA ..................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 LUGO.......................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            A FONSAGRADA  ........................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BECERREA ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CHANTADA ..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONDOÑEDO ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MONFORTE DE LEMOS ................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SARRIA ............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VILALBA ........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VIVEIRO ........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 OURENSE............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            A POBRA DE TRIVES ............................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BANDE ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CELANOVA ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            O BARCO DE VALDEORRAS ................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            O CARBALLIÑO ......................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            RIBADAVIA ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VERIN ........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            XINZO DE LIMIA ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 PONTEVEDRA....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            A ESTRADA ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CALDAS DE REIS ....................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CAMBADOS ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CANGAS ...................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LALIN ............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MARIN .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            O PORRIÑO ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial  
            PONTEAREAS .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            REDONDELA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TUI ................................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VIGO .............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            VILAGARCIA DE AROUSA ............................ - 1 Ámbito Partido Judicial 

 MADRID 
 MADRID..................................................................... 11  - Ámbito Partido Judicial 
            ALCALA DE HENARES ................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALCOBENDAS .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ALCORCON ................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            ARANJUEZ .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ARGANDA DEL REY ..................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            COLLADO VILLALBA ..................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
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            COLMENAR VIEJO ........................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            COSLADA ....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            FUENLABRADA .............................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            GETAFE .......................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            LEGANES ....................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            MAJADAHONDA ............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOSTOLES ..................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            NAVALCARNERO ........................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            PARLA ............................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            POZUELO DE ALARCÓN ............................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN LORENZO DE EL ESCORIAL ................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TORREJON DE ARDOZ .................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            TORRELAGUNA .............................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            VALDEMORO .................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 

 MURCIA 
 MURCIA................................................................ 2  - Ámbito Partido Judicial 
            CARAVACA DE LA CRUZ ......................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            CARTAGENA ............................................. 1 -  Ámbito Partido Judicial 
            CIEZA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            JUMILLA .................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            LORCA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MOLINA DE SEGURA................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            MULA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            SAN JAVIER ................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TOTANA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            YECLA .......................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 NAVARRA 
 PAMPLONA/IRUÑA................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            AOIZ/AGOITZ............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            ESTELLA/LIZARRA..................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TAFALLA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TUDELA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 

 PAIS VASCO 
 VITORIA-GASTEIZ................................................... 1  - Ámbito Partido Judicial 
            AMURRIO..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
 DONOSTIA-SAN ...................................................... 1  - Ámbito Partido Judicial 
            AZPEITIA ....................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BERGARA..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            EIBAR ............................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            IRUN.............................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            TOLOSA........................................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
 BILBAO..................................................................... 2  - Ámbito Partido Judicial 
            BALMASEDA ................................................. - 1 Ámbito Partido Judicial 
            BARAKALDO ................................................. 1 - Ámbito Partido Judicial 
            DURANGO..................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GERNIKA-LUMO............................................ - 1 Ámbito Partido Judicial 
            GETXO........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
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 LA RIOJA 
 LOGROÑO............................................................... 1 - Ámbito Partido Judicial 
            CALAHORRA............................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 
            HARO........................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

  CIUDAD DE CEUTA 

  CEUTA ..................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

   CIUDAD DE MELILLA 

  MELILLA ................................................................... - 1 Ámbito Partido Judicial 

 TOTAL.................... 106 357 

CORRECCIóN DE ERRATAS del Real De-
creto 819/2010, de 25 de junio, por el 
que se crean y constituyen 132 juzgados, 
se constituyen 2 juzgados y se crean 16 
plazas de magistrado en tribunales supe-
riores de justicia y audiencias provinciales 
correspondientes a la programación del 
año 2010 y 50 plazas de juez de adscrip-
ción territorial. («boe» núm. 171 de 15 
de julio de 2010.)

Advertida errata en el Real Decreto 
819/2010, de 25 de junio, por el que se 
crean y constituyen 132 juzgados, se 
constituyen 2 juzgados y se crean 16 
plazas de Magistrado en Tribunales Supe-
riores de Justicia y Audiencias Provin-
ciales correspondientes a la programa-
ción del año 2010 y 50 plazas de juez de 
adscripción territorial, publicado en el 
«Boletín Oficial del Estado» número 167, 
de 10 de julio de 2010, se procede a 
efectuar la oportuna rectificación:

En la página 60598, en el sumario de 
la disposición, donde dice: «… y 50 
plazas de adscripción territorial…», debe 
decir: «… y 50 plazas de juez de adscrip-
ción territorial».X

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

Impuesto sobre Sociedades 

REAL DECRETO 897/2010, de 9 de julio, 
por el que se modifica el reglamento del 
impuesto sobre sociedades, aprobado por 
el real decreto 1777/2004, de 30 de 
julio, en materia de las obligaciones de 
documentación de las operaciones vincu-
ladas. (publicado en el «boe» núm. 164, 
de 7 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE TRABAjO E INMIGRACIóN

Convenios de trabajo 

ORDEN TIN/1827/2010, de 6 de julio, por 
la que se desarrolla, en relación con los 
acuerdos colectivos de empresa sobre ju-
bilación parcial, lo dispuesto en la dispo-
sición transitoria segunda del real de-
creto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el 
que se adoptan medidas extraordinarias 
para la reducción del déficit público. (pu-
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blicada en el «boe» núm. 165 de 8 de 
julio de 2010.) 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

Organización 

ORDEN PRE/1814/2010, de 2 de julio, 
por la que se modifica la orden 
pre/3581/2007, de 10 de diciembre, 
por la que se establecen los departamentos 
de la agencia estatal de administración 
tributaria y se les atribuyen funciones y 
competencias. (publicada en el «boe» 
núm. 164, de 7 de julio de 2010.)

REAL DECRETO 868/2010, de 2 de julio, 
por el que se crea el observatorio del 
empleo público. (publicado en el «boe» 
núm. 170, de 14 de julio de 2010.)

Seguridad Social. Régimen Especial de 
los Funcionarios Civiles del Estado 

CORRECCIóN DE ERRORES de la Orden 
PRE/1744/2010, de 30 de junio, por 
la que se regula el procedimiento, control 
y seguimiento de las situaciones de inca-
pacidad temporal, riesgo durante el em-
barazo y riesgo durante la lactancia na-
tural en el régimen especial de la segu-
ridad social de los funcionarios civiles del 
estado. (publicada en el «boe»  núm. 175, 
de 20 de julio de 2010.)

COMUNIDADES AUTóNOMAS

comunidad autónoma de cataluÑa 

LEY 19/2010, de 7 de junio, de regulación 
del impuesto sobre sucesiones y dona-
ciones. (publicada en el «boe» núm. 165, 
de 8 de julio de 2010.)
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CONSEjO GENERAL DEL PODER jUDICIAL 

Nombramientos 

ACUERDO de 30 de junio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se nombran 
jueces sustitutos para el año judicial 
2009/2010, en el ámbito de los tribu-
nales superiores de justicia de castilla-la 
mancha y extremadura. (publicado en el 
«boe» núm. 164 de 7 de julio de 2010.)

ACUERDO de 6 de julio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se nombra a 
doña cristina hernández canossa jueza 
sustituta de los juzgados de salamanca, 
béjar, ciudad rodrigo, peñaranda de bra-
camonte y vitigudino (salamanca). (publi-
cado en el «boe» núm. 166 de 9 de julio 
de 2010.)

REAL DECRETO 856/2010, de 25 de 
junio, por el que se nombra presidente de 
la sala de lo contencioso-administrativo 
de la audiencia nacional a don diego cór-

doba castroverde. (publicado en el «boe» 
núm. 170 de 14 de julio de 2010.)

magistrados 

Nombramientos 

REAL DECRETO 857/2010, de 25 de junio, 
por el que se nombra presidente de la sala 
tercera del tribunal supremo a don josé 
manuel sieira míguez. (publicado en el 
«boe» núm. 170 de 14 de julio de 2010.)

Situaciones 

REAL DECRETO 761/2010, de 7 de junio, 
por el que se declara la jubilación volun-
taria por edad, de don ruperto molina 
vázquez. (publicado en el «boe» núm. 
168 de 12 de julio de 2010.)

REAL DECRETO 760/2010, de 7 de junio, 
por el que se declara la jubilación volun-
taria por edad, de don augusto méndez de 
lugo y lópez de ayala. (publicado en el 
«boe» núm. 174 de 19 de julio de 
2010.)

AUTORIDADES Y PERSONAL

NOMBRAMIENTOS, SITUACIONES E INCIDENCIAS
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comunidades autónomas 

Nombramientos 

ACUERDO de 6 de julio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se nombra a 
doña irene nadal gómez magistrada su-
plente de la audiencia provincial de las 
illes balears. (publicado en el «boe» núm. 
166 de 9 de julio de 2010.)

ACUERDO de 13 de julio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se nombran 
magistrados suplentes y jueces sustitutos 
para el año judicial 2009/2010, en el 
ámbito de los tribunales superiores de 
justicia de andalucía, ceuta y melilla, 
castilla-la mancha, galicia, las illes ba-
lears y país vasco. (publicado en el «boe» 
núm. 174 de 19 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA 

Nombramientos 

ORDEN jUS/1849/2010, de 28 de junio, 
por la que se publica el acuerdo de con-
sejo de ministros de 11 de junio de 2010, 
por el que se nombra a don santiago 
abascal conde vocal del consejo consul-
tivo de la agencia española de protección 
de datos. (publicada en el «boe» núm. 
167 de 10 de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1879/2010, de 28 de junio, 
por la que se procede al cumplimiento de 
la resolución dictada en relación al pro-

ceso selectivo, convocado por orden 
jus/3337/2008, de 10 de noviembre. 
(publicada en el «boe» núm. 169 de 13 
de julio de 2010.)

Destinos 

ORDEN jUS/1829/2010, de 23 de junio, 
por la que se resuelve parcialmente la con-
vocatoria de libre designación, efectuada 
por orden jus/1075/2010, de 24 de 
marzo. (publicada en el «boe» núm. 165 
de 8 de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1923/2010, de 6 de julio, 
por la que se resuelve la convocatoria de 
libre designación, efectuada por orden 
jus/1750/2009, de 15 de junio, para el 
cuerpo de secretarios judiciales. (publi-
cada en el «boe» núm. 172 de 16 de julio 
de 2010.)

ORDEN jUS/1924/2010, de 7 de julio, 
por la que se resuelve el concurso de mé-
ritos para la provisión de puestos de tra-
bajo, convocado por orden jus/757/2010, 
de 15 de marzo. (publicada en el «boe» 
núm. 172 de 16 de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1945/2010, de 25 de junio, 
por la que se resuelve la convocatoria de 
libre designación, efectuada por orden 
jus/1076/2010, de 19 de abril. (publi-
cada en el «boe» núm. 174 de 19 de julio 
de 2010.)
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Situaciones 

RESOLUCIóN de 14 de junio de 2010, de 
la dirección general de los registros y del 
notariado, por la que se jubila a don fran-
cisco josé florán fazio, registrador de la 
propiedad de reus n.º 1. (publicada en el 
«boe» núm. 168 de 12 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de 1 de julio de 2010, de la 
Dirección General de los Registros y 
del Notariado, por la que se jubila al 
notario de Motril, don josé Manuel 
Misas Barba. (Publicada en el «BOE» 
núm. 168 de 12 de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1881/2010, de 30 de junio, 
por la que se declara en situación de ex-
cedencia voluntaria en la carrera fiscal 
por cuidado de hijos a doña laia ladrón 
pijuan. (publicada en el «boe» núm. 169 
de 13 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de 3 de julio de 2010, de la 
dirección general de los registros y del 
notariado, por la que se jubila al notario 
de sevilla, don manuel lópez iñiguez. (pu-
blicada en el «boe» núm. 169 de 13 de 
julio de 2010.)

Reingresos 

ORDEN jUS/1880/2010, de 30 de junio, 
por la que se acuerda su reingreso al ser-
vicio activo en la carrera fiscal a doña 
luisa fraga lópez. (publicada en el «boe» 
núm. 169 de 13 de julio de 2010.)

Bajas 

ORDEN jUS/1946/2010, de 2 de julio, 
por la que se acuerda declarar la pérdida 
de la condición de funcionario de carrera 
de don fpsm. (publicada en el «boe» 
núm. 174 de 19 de julio de 2010.)

OPOSICIONES Y CONCURSOS 

CONSEjO GENERAL DEL PODER jUDICIAL 

Letrados al servicio del Tribunal Supremo 

ACUERDO de 6 de julio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se convoca 
concurso para la provisión de plazas de 
letrado al servicio del tribunal supremo. 
(publicado en el «boe» núm. 171 de 15 
de julio de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA 

Cuerpo Nacional de Médicos Forenses 

ORDEN jUS/1833/2010, de 30 de junio, 
por la que se corrigen errores en la 
orden jus/1724/2010, de 17 de junio, 
por la que se publica la relación definitiva 
de aprobados del proceso selectivo para 
ingreso, por el sistema general de acceso 
libre, en el cuerpo nacional de médicos 
forenses. (publicada en el «boe» núm. 
165 de 8 de julio de 2010.)
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Funcionarios de las Administraciones 
Públicas 

ORDEN jUS/1834/2010, de 30 de junio, 
por la que se declara desierto puesto de 
trabajo de libre designación, convocado 
por orden jus/1075/2010, de 24 de 
marzo. (publicada en el «boe» núm. 165 
de 8 de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1896/2010, de 6 de julio, por 
la que se convoca la provisión de puestos de 
trabajo por el sistema de libre designación. 
(publicada en el «boe» núm. 171 de 15 de 
julio de 2010.)

Carrera Fiscal 

ORDEN jUS/1859/2010, de 18 de junio, 
por la que se convocan para su provisión 
destinos vacantes en la carrera fiscal. 
(publicada en el «boe» núm. 168 de 12 
de julio de 2010.)

Cuerpos de Gestión Procesal  
y Administrativa, Tramitación Procesal y 
Administrativa y Auxilio Judicial de la 
Administración de Justicia 

ORDEN jUS/1885/2010, de 22 de junio, 
por la que se publican los tribunales cali-
ficadores únicos de los procesos selectivas 
para ingreso en los cuerpos de gestión 
procesal y administrativa, tramitación 
procesal y administrativa, acceso promo-
ción interna y libre, y auxilio judicial, ac-
ceso libre, de la administración de justicia. 
(publicada en el «boe» núm. 169 de 13 
de julio de 2010.)

ORDEN jUS/1900/2010, de 7 de julio, 
por la que se convoca concurso específico 
para la provisión de puestos de trabajo en 
el ámbito territorial gestionado por el mi-
nisterio de justicia. (publicada en el «boe» 
núm. 171 de 15 de julio de 2010.)

Registros de la Propiedad, Mercantiles y 
de Bienes Muebles 

RESOLUCIóN de 30 de junio de 2010, de 
la dirección general de los registros y del 
notariado, por la que se anuncian regis-
tros de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles, vacantes, para su provi-
sión en concurso ordinario n.º 280. (pu-
blicada en el «boe» núm. 169 de 13 de 
julio de 2010.)

Cuerpo de Gestión Procesal y Adminis-
trativa de la Administración de Justicia 

ORDEN jUS/1897/2010, de 7 de julio, 
por la que se se convoca la provisión 
de puestos de trabajo por el sistema de 
libre designación, en las secretarías de 
gobierno y en los servicios comunes ge-
nerales, entre funcionarios del cuerpo de 
gestión procesal y administrativa de la 
administración de justicia. (publicada en 
el «boe» núm. 171 de 15 de julio de 
2010.)

Cuerpo de Secretarios Judiciales 

ORDEN jUS/1898/2010, de 7 de julio, por 
la que se convoca la provisión de puestos de 
trabajo por el sistema de libre designación, 
para el cuerpo de secretarios judiciales. 
(publicada en el «boe» núm. 171 de 15 de 
julio de 2010.)
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ORDEN jUS/1899/2010, de 7 de julio, 
por la que se convoca concurso específico 
de méritos para la provisión de puestos de 
trabajo del cuerpo de secretarios judi-
ciales. (publicada en el «boe» núm. 171 
de 15 de julio de 2010.)

Notarías 

RESOLUCIóN de 13 de julio de 2010, de 
la dirección general de los registros y del 
notariado, por la que se convoca concurso 
para la provisión de notarías vacantes. 
(publicada en el «boe» núm. 174 de 19 
de julio de 2010.)

Carreras Judicial y Fiscal 

ACUERDO de 8 de julio de 2010, de la 
comisión de selección, prevista en el ar-
tículo 305 de la ley orgánica 6/1985, 

de 1 de julio, del poder judicial, por el que 
se publica la relación de aspirantes que 
han superado el primer ejercicio del pro-
ceso selectivo convocado por acuerdo de 9 
de marzo de 2010, se asignan los oposi-
tores a examinar y las vacantes a proveer 
a los correspondientes tribunales califica-
dores y se anuncia la fecha de comienzo 
del segundo ejercicio. (publicado en el 
«boe» núm. 175 de 20 de julio 
de 2010.)

comunidades autónomas 
Comunitat Valenciana 

ACUERDO de 21 de junio de 2010, del 
pleno del consejo general del poder judi-
cial, por el que se convoca la provisión de 
la presidencia del tribunal superior de 
justicia de la comunitat valenciana. (pu-
blicado en el «boe» núm. 164 de 7 de 
julio de 2010.)
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CONSEjO GENERAL DEL PODER 
jUDICIAL

Audiencias Provinciales

ACUERDO de 19 de mayo de 2010, del 
pleno del consejo general del poder judicial, 
por el que se atribuye a la sección segunda 
de la audiencia provincial de barcelona el 
conocimiento con carácter exclusivo de las 
cuestiones de competencia de índole penal 
entre los juzgados de la provincia y a la 
sección tercera de la citada audiencia pro-
vincial el conocimiento con carácter exclu-
sivo de los recursos interpuestos contra las 
resoluciones de los juzgados de menores de 
la mencionada provincia. («boe» núm. 165, 
de 8 de julio de 2010.)

El artículo 80.3 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, tras la reforma operada 
por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de 
diciembre, prevé que «en todo caso, y 
previo informe de la correspondiente Sala 
de Gobierno, el Consejo General del 
Poder Judicial podrá acordar que el cono-
cimiento de determinadas clases de 
asuntos se atribuya en exclusiva a una 
Sección de la Audiencia Provincial, que 
extenderá siempre su competencia a todo 
su ámbito territorial aun cuando exis-
tieren secciones desplazadas. Este 

acuerdo se publicará en el «Boletín Ofi-
cial del Estado».

La Audiencia Provincial de Barcelona 
se encuentra dividida en veintidós Sec-
ciones. Once están adscritas al orden ju-
risdiccional civil y once al orden jurisdic-
cional penal.

Las ventajas que implica la asunción 
de materias específicas por unos mismos 
Magistrados dentro del mismo orden ju-
risdiccional son indudables. La sucesiva 
promulgación de importantes leyes como 
la Concursal y la de Medidas de Protec-
ción Integral contra la Violencia de Gé-
nero, con creación de órganos novedosos, 
como los Juzgados de lo Mercantil, y las 
modificadoras de la legislación procesal 
civil, penal, penitenciaria, etc, vienen a 
abundar en la necesidad de abogar por 
las ventajas de las especializaciones en 
las distintas materias, para conseguir una 
mayor calidad y celeridad de la Adminis-
tración de Justicia en general.

La carga que para las Secciones Se-
gunda y Tercera de la Audiencia Provin-
cial de Barcelona, respectivamente, su-
pone el conocimiento con carácter exclu-
sivo de las cuestiones de competencia de 
índole penal entre los Juzgados de la Pro-
vincia y de los recursos interpuestos 
contra las resoluciones de los Juzgados de 
Menores también de la mencionada pro-

OTRAS DISPOSICIONES
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vincia, en sí misma considerada, no su-
pone una inversión en el módulo de en-
trada de dichas Secciones, debiéndose 
aprobar las compensaciones propias, por 
vía de reparto, por la Sala de Gobierno 
del Tribunal Superior de Justicia de la Co-
munidad.

La efectividad de las medidas que se 
acuerdan habrá de ser del siguiente día a 
la publicación del presente Acuerdo en el 
Boletín Oficial de Estado, habida cuenta 
que estas Secciones ya conocen con ex-
clusividad por vía de reparto de las mate-
rias indicadas.

Dicha especialización contribuirá sin 
duda positivamente al mejor funciona-
miento de la jurisdicción penal en la Co-
munidad Autónoma de Cataluña y, en 
concreto, en la provincia de Barcelona.

Por las consideraciones expuestas, el 
Pleno del Consejo General del Poder Ju-
dicial, en su reunión del día de la fecha, 
oídos los Magistrados que integran las 
Secciones Penales de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, con el parecer e 
informe favorable de la Sala de Gobierno 
del Tribunal Superior de Cataluña, y en 
ejercicio de las atribuciones que le con-
fiere el artículo 80.3 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, ha adoptado el si-
guiente Acuerdo:

1.º Atribuir, en virtud de lo previsto 
en el artículo 80.3 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, a la Sección Segunda de 
la Audiencia Provincial de Barcelona el 
conocimiento con carácter exclusivo de 
las cuestiones de competencia de índole 
penal que se susciten entre los Juzgados 
de la referida provincia.

2.º Atribuir, en virtud de lo previsto 
en el artículo 80.3 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, a la Sección Tercera de la 
Audiencia Provincial de Barcelona, el co-
nocimiento con carácter exclusivo de los 
recursos interpuestos contra las resolu-
ciones de los Juzgados de Menores de 
dicha provincia, a los que hace referencia 
la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 

reguladora de la Responsabilidad Penal 
de los Menores.

3.º Las anteriores medidas se adoptan 
sin perjuicio de que las Secciones Se-
gunda y Tercera de la Audiencia Provin-
cial de Barcelona deban seguir cono-
ciendo, por vía de reparto, de otros 
asuntos ordinarios, en la cuantía que se 
apruebe por la Sala de Gobierno del Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña.

4.º La adopción de estas medidas no 
supone que en el futuro no pueda atri-
buirse en exclusiva el conocimiento de 
las citadas materias a otra u otras Sec-
ciones de esta misma Audiencia.

5.º Las Secciones de la Audiencia 
afectada continuarán conociendo de 
todos los asuntos que estuviesen ya repar-
tidos a las mismas, hasta su conclusión 
por resolución definitiva, en las materias 
que son objeto de la medida de especia-
lización que se adopta.

6.º Las presentes medidas producirán 
efectos desde el día siguiente a la publi-
cación de este Acuerdo en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Publíquese el presente Acuerdo en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 19 de mayo de 2010.–El Pre-
sidente del Consejo General del Poder 
Judicial, José Carlos Dívar Blanco.

Tribunales Superiores de Justicia

ACUERDO de 24 de junio de 2010, de la 
comisión permanente del consejo general 
del poder judicial, por el que se publica el 
acuerdo de la sala de gobierno del tri-
bunal superior de justicia de andalucía, 
ceuta y melilla, relativo a la modificación 
de las normas de reparto de la sala de lo 
social. (publicado en el «boe» núm. 166, 
de 9 de julio de 2010.)
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MINISTERIO DE jUSTICIA

Bienes muebles. Financiación

RESOLUCIóN de 21 de junio de 2010, de 
la dirección general de los registros y del 
notariado, por la que se aprueban las mo-
dificaciones introducidas en el modelo de 
contrato de arrendamiento financiero de 
bienes muebles, y sus anexos para ser 
utilizado por la entidad «finanzia banco 
de crédito», con letras de identificación 
«l-fZ». (publicada en el «boe» núm. 168, 
de 12 de julio de 2010.)

Recursos

RESOLUCIóN de 28 de junio de 2010, de 
la dirección general de relaciones con la 
administración justicia, por la que se em-
plaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo, procedimiento 
ordinario n.º 2/000600/2010-gg, inter-
puesto ante la sala de lo contencioso-
administrativo, sección segunda, del tri-
bunal superior de justicia de la comunitat 
valenciana. («boe» núm. 168, de 12 de 
julio de 2010.)

Ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, Sección Segunda, del Tribunal Su-
perior de Justicia de la Comunitat Valen-
ciana, doña MPGS ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedimiento 
ordinario número 2/000600/2010-GG, 
contra Resolución de 15 de marzo de 2010, 
de la Directora General de Relaciones con 
la Administración de Justicia, por la que se 
desestima el recurso de alzada interpuesto 
contra Acuerdo de 19 de noviembre 
de 2009, del Tribunal Calificador de las 
pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo 
de Gestión de la Administración de Justicia, 
turno de promoción interna, convocadas 

por Orden JUS/3338/2008, de 10 de no-
viembre de 2008 («BOE» del 20).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 49 de la Ley Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, de 13 de julio de 1998, 
para que puedan comparecer ante la refe-
rida Sala en el plazo de nueve días.

Madrid, 28 de junio de 2010.—La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIóN de 28 de junio de 2010, de 
la dirección general de relaciones con la 
administración justicia, por la que se em-
plaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo, procedimiento 
ordinario n.º 2/000611/2010-gg, inter-
puesto ante la sala de lo contencioso-
administrativo, sección segunda, del tri-
bunal superior de justicia de la comunitat 
valenciana. («boe» núm. 168, de 12 de 
julio de 2010.)

Ante la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo, Sección segunda, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana, don VAC ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedimiento 
ordinario número 2/000611/2010-GG, 
contra Resolución de 31 de marzo de 2010, 
de la Directora General de Relaciones 
con la Administración de Justicia, por 
la que se desestima el recurso de alzada 
de 5 de febrero de 2010, interpuesto contra 
Acuerdo de 18 de diciembre de 2009, 
del Tribunal Delegado en la Comunidad 
Valenciana de las pruebas selectivas para 
ingreso en el Cuerpo de Gestión de la 
Administración de Justicia, turno de pro-
moción interna, convocadas por Orden 
JUS/3338/2008, de 10 de noviembre 
(BOE del 20).
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En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 28 de junio de 2010.—La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

RESOLUCIóN de 29 de junio de 2010, de 
la dirección general de relaciones con la 
administración justicia, por la que se em-
plaza a los interesados en el recurso con-
tencioso-administrativo, procedimiento 
ordinario n.º 908/2010, interpuesto ante 
la sala de lo contencioso-administrativo 
del tribunal superior de justicia de anda-
lucía con sede en málaga. («boe» núm. 
168, de 12 de julio de 2010.)

Ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía, con sede en Málaga, 
doña MICR ha interpuesto el recurso 
contencioso-administrativo, procedi-
miento ordinario número 908/2010, 
contra Resolución de 31 de marzo de 
2010, de la Directora General de Rela-
ciones con la Administración de Justicia, 
por la que se desestima el recurso de 
alzada interpuesto contra Acuerdo de 13 
de enero de 2010, del Tribunal califi-
cador único de las pruebas selectivas 
para ingreso en el Cuerpo de Tramita-
ción Procesal y Administrativa, turno de 
promoción interna, convocadas por 
Orden JUS/3339/2008, de 10 de no-
viembre, («BOE» del 20).

En consecuencia, esta Dirección Ge-
neral ha resuelto emplazar a los intere-
sados en el mismo, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 

Reguladora de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, de 13 de julio de 
1998, para que puedan comparecer ante 
la referida Sala en el plazo de nueve 
días.

Madrid, 29 de junio de 2010.—La Di-
rectora General de Relaciones con la Ad-
ministración de Justicia, Caridad Her-
nández García.

Subvenciones

RESOLUCIóN de 8 de julio de 2010, de la 
secretaría de estado de justicia, por la 
que se convocan subvenciones para las 
asociaciones profesionales de secretarios ju-
diciales. (publicada en el «boe» núm. 175, 
de 20 de julio de 2010.)

grandeZas y títulos del reino

Anuncios

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos), sobre solicitud de sucesión en 
el título de barón de san calixto. (publi-
cado en el «boe» núm. 169, de 13 de julio 
de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos), sobre solicitud de rehabilita-
ción en el título de marqués de la torre de 
las sirgadas. (publicado en el «boe» 
núm. 169, de 13 de julio de 2010.)

Boletín núm. 2114–Pág. 98



– 1783 –

           

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos) sobre solicitud de sucesión en 
el título de marqués de chinchilla. (publi-
cado en el «boe» núm. 171, de 15 de julio 
de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos) sobre solicitud de sucesión en 
el título de marqués de la vega inclán. 
(publicado en el «boe» núm. 171, de 15 
de julio de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos), sobre solicitud de sucesión en 
el título de duque de vistahermosa, con 
grandeza de españa. (publicado en el 
«boe» núm. 173, de 17 de julio de 
2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos), sobre solicitudes de sucesión 
en el título de marqués de guadalcanal. 
(publicado en el «boe» núm. 174, de 19 
de julio de 2010.)

ANUNCIO de la Subsecretaría (división de 
tramitación de derechos de gracia y otros 
derechos), sobre solicitud de sucesión por 
distribución en el título de conde de casa 
galindo, con grandeza de españa. (publi-
cado en el «boe» núm. 175, de 20 de julio 
de 2010.)

MINISTERIO DE DEFENSA

Recursos

RESOLUCIóN 160/38150/2010, de 11 
de junio, de la jefatura de enseñanza de la 
guardia civil, por la que se emplaza a los 
interesados en el procedimiento ordinario 
245/2010, promovido ante el tribunal 
superior de justicia de madrid. (publicada 
en el «boe» núm. 163, de 6 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN 431/38153/2010, de 29 
de junio, de la dirección general de per-
sonal, por la que se emplaza a los intere-
sados en el procedimiento ordinario 
612/2010, promovido ante la audiencia 
nacional, sala de lo contencioso-adminis-
trativo, sección quinta. (publicada en el 
«boe» núm. 165, de 8 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN 160/38155/2010, de 23 
de junio, de la jefatura de enseñanza de la 
guardia civil, por la que se emplaza a los 
interesados en el procedimiento ordinario 
510/2010, promovido ante el tribunal 
superior de justicia de madrid. (publicada 
en el «boe» núm. 169, de 13 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN 431/38156/2010, de 5 de 
julio, de la dirección general de personal, 
por la que se emplaza a los interesados en 
el procedimiento ordinario 664/2010 
promovido ante la audiencia nacional, 
sala de lo contencioso-administrativo, 
sección quinta. (publicada en el «boe» 
núm. 172, de 16 de julio de 2010.)
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MINISTERIO DE TRABAjO 
E INMIGRACIóN

Recursos

Resolución de 21 de junio de 2010, de la 
secretaría general técnica, por la que 
se acuerda la remisión del expediente 
administrativo correspondiente al 
recurso contencioso-administrativo n.º 
1/234/2010, interpuesto ante la sala 
tercera de lo contencioso-administrativo 
del tribunal supremo, sección cuarta y se 
emplaza a los interesados en el mismo. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de 25 de junio de 2010, de 
la secretaría general técnica, por la que 
se acuerda la remisión del expediente 
administrativo correspondiente al 
recurso contencioso-administrativo nº 
1/128/2010, interpuesto ante la sala 
tercera de lo contencioso-administrativo 
del tribunal supremo, sección cuarta, y se 
emplaza a los interesados en el mismo. 
(publicada en el «boe» núm. 169, de 13 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de 5 de julio de 2010, de la 
secretaría general técnica, por la que 
se acuerda la remisión del expediente 
administrativo correspondiente al  
recurso contencioso-administrativo n.º 
1/235/2010, interpuesto ante la sala 
tercera de lo contencioso-administrativo 
del tribunal supremo, sección cuarta, y se 
emplaza a los interesados en el mismo. 
(publicada en el «boe» núm. 171, de 15 
de julio de 2010.)

MINISTERIO DE INDUSTRIA, TURISMO 
Y COMERCIO

Recursos

RESOLUCIóN de 2 de julio de 2010, de la 
subsecretaría, por la que se acuerda la 
remisión del expediente administrativo 
correspondiente al recurso contencioso-
administrativo n.º 132/2010, interpuesto 
ante la sala de lo contencioso-adminis-
trativo del tribunal supremo, sección ter-
cera, y se emplaza a los interesados en los 
mismos. (publicada en el «boe» núm. 174, 
de 19 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

Recursos

RESOLUCIóN de 29 de junio de 2010, de 
la secretaría general técnica, por la que 
se acuerda la remisión del expediente ad-
ministrativo correspondiente al recurso 
contencioso-administrativo 73/2010-a, 
procedimiento abreviado, interpuesto ante 
el juzgado central de lo contencioso ad-
ministrativo n.º 8 de madrid y se emplaza 
a los interesados en el mismo. (publicada 
en el «boe» núm. 168, de 12 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de 5 de julio de 2010, de la 
secretaría general técnica, por la que se 
acuerda la remisión del expediente admi-
nistrativo correspondiente al recurso con-
tencioso administrativo 1/274/2010, 
interpuesto ante la sala tercera de lo con-
tencioso administrativo del tribunal su-
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premo, sección séptima, tramitado con-
forme al procedimiento especial para la 
protección de los derechos fundamentales 
de la persona, y se emplaza a los intere-
sados en el mismo. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de 5 de julio de 2010, de la 
secretaría general técnica, por la que se 
acuerda la remisión del expediente admi-
nistrativo correspondiente al recurso con-
tencioso administrativo 1/273/2010, 
interpuesto ante la sala tercera de lo con-
tencioso administrativo del tribunal su-
premo, sección séptima, tramitado con-
forme al procedimiento especial para la 
protección de los derechos fundamentales 
de la persona, y se emplaza a los intere-

sados en el mismo. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE SANIDAD Y POLÍTICA 
SOCIAL

Recursos

RESOLUCIóN de 23 de junio de 2010, de 
la secretaría general técnica, por la que 
se emplaza a los interesados en el proce-
dimiento ordinario n.º 1523/2009, pro-
movido por laboratorios servier, sl. (pu-
blicada en el «boe» núm. 168, de 12 de 
julio de 2010.)
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jURISPRUDENCIA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

sentencias

PLENO. SENTENCIA 31/2010, de 28 de 
junio de 2010. recurso de inconstitucio-
nalidad 8045-2006. interpuesto por no-
venta y nueve diputados del grupo parla-
mentario popular del congreso en relación 
con diversos preceptos de la ley orgánica 
6/2006, de 19 de julio, de reforma del 
estatuto de autonomía de cataluña. fun-
ción y contenido constitucional del estatu-
to de autonomía: estatuto de autonomía y 
sistema de fuentes; bloque de constitucio-
nalidad, valor interpretativo del estatuto de 
autonomía; fundamento de la autonomía; 

derechos fundamentales y derechos estatu-
tarios; sistema institucional autonómico, 
organización territorial y gobierno local; 
poder judicial; delimitación del contenido 
funcional y material de las competencias; 
relaciones de la generalitat de cataluña 
con el estado y la unión europea; acción 
exterior; financiación autonómica y local; 
reforma del estatuto de autonomía. efica-
cia jurídica del preámbulo; nulidad parcial 
e interpretación de preceptos legales. votos 
particulares. (publicada en el «boe» 
núm. 172, de 16 de julio de 2010.)
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TRIBUNAL SUPREMO

sentencias

SENTENCIA de 9 de marzo de 2010, de la 
sala tercera del tribunal supremo, por la 
que se declara la nulidad de pleno derecho 
de diversas determinaciones del plan na-
cional de asignación de derechos de emisión 
de gases de efecto invernadero, 2008-2012, 

que fue aprobado por real decreto 
1370/2006, de 24 de noviembre. («boe» 
núm. 163, de 6 de julio de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo número 1/2007, interpuesto por la 
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entidad mercantil «Cementos del Mar-
quesado S.A.», la Sala Tercera (Sección 
Quinta) ha dictado sentencia, en fecha 9 
de marzo de 2010, que contiene el si-
guiente fallo:

FALLAMOS

Que, con estimación del recurso con-
tencioso-administrativo interpuesto por el 
Procurador don Antonio Ortega Fuentes, 
en nombre y representación de la entidad 
«Cementos del Marquesado, S.A.», contra 
el Real Decreto 1370/2006, de 24 de no-
viembre, por el que se aprobó el Plan 
Nacional de Asignación de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero, 
2008-2012, debemos declarar y decla-
ramos:

Primero.–Que son nulas de pleno de-
recho las siguientes determinaciones del 
indicado Plan Nacional de Asignación de 
derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero, 2008-2012:

a) El Inciso del párrafo quinto del 
apartado 5.F.a) en el que se establece: 
«En general, y con objeto de determinar 
los datos más representativos de la insta-
lación, se utilizará la misma metodología 
que para los nuevos entrantes del periodo 
2008-2012, que se detalla posterior-
mente. En el caso de ampliaciones de 
capacidad de producción de una instala-
ción existente, se aplicará la misma me-
todología que para los nuevos entrantes 
exclusivamente a la ampliación de capa-
cidad computable».

b) La exigencia, contenida en el 
cuarto párrafo del apartado 7.C (nuevos 
entrantes), de plantear la solicitud de 
asignación de derechos de la reserva 
dentro de los seis meses anteriores a la 
entrada en funcionamiento de la instala-
ción, así como la no admisión a trámite 
de las solicitudes que se presenten con 
una antelación superior a dichos seis 
meses.

c) La imposición, contenida en el 
párrafo quinto del mismo apartado 7.C, 
de presentar las solicitudes de asignación 
de nuevos entrantes durante los seis 
meses inmediatamente anteriores a la 
fecha de entrada en funcionamiento pre-
vista en la autorización.

d) La exigencia de adjuntar a las soli-
citudes de asignación de nuevos entrantes, 
contenida en el inciso segundo del párrafo 
quinto del propio apartado 7.C, una decla-
ración jurada de que en el momento de 
solicitar la asignación la instalación cuenta 
con todos los permisos y licencias admi-
nistrativos exigidos por la normativa apli-
cable estatal, autonómica y local, adjun-
tando copia compulsada de los correspon-
dientes permisos y licencias.

Segundo.–Que la instalación de la en-
tidad demandante «Cementos del Mar-
quesado, S.A.», que obtuvo autorización 
para le emisión de gases de efecto inver-
nadero por resolución, de fecha 23 de 
marzo de 2005, de la Consejería de 
Medio Ambiente de la Junta de Anda-
lucía, debe figurar en el listado de insta-
laciones presumiblemente incluidas 
dentro del ámbito de aplicación de la Ley 
1/2005 legitimadas para solicitar asigna-
ción gratuita de derechos de emisión con 
cargo al Plan Nacional de Asignación 
2008-2012, contenido en el anexo A del 
referido Plan Nacional de Asignación.

Tercero.–Que no ha lugar a formular 
expresa condena al pago de las costas 
procesales causadas.

Así por esta nuestra sentencia, cuya 
parte dispositiva y preceptos anulados se 
publicarán en el «Boletín Oficial del Es-
tado», lo pronunciamos, mandamos y fir-
mamos, debiéndose hacer saber a las 
partes, al notificársela, que contra ella no 
cabe recurso ordinario alguno.–Presidente: 
Excmo. sr. don Mariano de Oro-Pulido y 
López; Magistrados excmos. sres.: Don 
Jesús Ernesto Peces Morate; don Rafael Fer-
nández Valverde; don Eduardo Calvo 
Rojas; doña María del Pilar Teso Gamella.
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SENTENCIA de 25 de mayo de 2010, de 
la sala tercera del tribunal supremo, por 
la que se declara la nulidad de los artículos 
3.1 y 5 del real decreto 324/2008, de 29 
de febrero, por el que se establecen las 
condiciones y el procedimiento de funcio-
namiento y participación en las emisiones 
primarias de energía eléctrica. («boe» 
núm. 163, de 6 de julio de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo número 35/2008, interpuesto por la 
entidad mercantil «Iberdrola Generación, 
S.A.», la Sala Tercera (Sección Tercera) ha 
dictado sentencia, en fecha 25 de mayo 
de 2010, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Primero.–Rechazar el planteamiento 
de cuestión de inconstitucionalidad ante 
el Tribunal Constitucional de la disposi-
ción adicional decimosexta de la Ley 
54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico, en la redacción introducida por 
la Ley 17/2007, de 4 de julio.

Segundo.–Estimar parcialmente el re-
curso contencioso-administrativo inter-

puesto por la representación procesal de 
la entidad mercantil «Iberdrola Genera-
ción, S.A.», contra el Real Decreto 
324/2008, de 29 de febrero, por el que se 
establecen las condiciones y el procedi-
miento de funcionamiento y participación 
en las emisiones primarias de energía 
eléctrica, del que declaramos nulos el ar-
tículo 3, apartado 1, y el artículo 5, en el 
inciso que admite que «el ejercicio de las 
opciones podrá hacerse por [...] diferen-
cias», en los términos fundamentados.

Tercero.–No efectuar expresa imposi-
ción de las costas procesales ocasionadas 
en el presente recurso contencioso-admi-
nistrativo.

Cuarto.–Ordenamos la publicación de 
este fallo en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

Así por esta nuestra sentencia, que 
deberá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgado lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Pedro José Yagüe Gil.–Manuel Campos 
Sánchez-Bordona.–Eduardo Espín 
Templado.–José Manuel Bandrés Sán-
chez-Cruzat.–María Isabel Perelló 
Doménech.–Rubricados.
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ministerio de economía 
y hacienda

MODIFICADO EL REGLAMENTO 
DEL IMPUESTO DE SOCIEDADES 
EN MATERIA DE OPERACIONES 
VINCULADAS

•  Desaparece la obligación de docu-
mentar las operaciones vinculadas 
cuando el volumen total de las efec-
tuadas con la misma persona o entidad 
no supere los 250.000 euros. 

•  Se mantiene la obligación de docu-
mentar las operaciones con paraísos 
fiscales, con personas físicas en estima-
ción objetiva y las transmisiones de ne-
gocios, carteras, inmuebles o intangi-
bles. 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto por el que se modifica el 
Reglamento del Impuesto sobre Socie-
dades en materia de las obligaciones de 
documentación de las operaciones vin-
culadas. El Gobierno da cumplimiento, 
de este modo, al mandato contenido en 
la disposición adicional única del Real 
Decreto Ley de Medidas para el Impulso 
de la Recuperación Económica y del Em-
pleo, también conocido como Pacto de 
Zurbano, aprobado el pasado 9 de abril, 
que fijaba un plazo de tres meses para 

modificar la regulación de las obliga-
ciones de documentación.

El citado Real Decreto Ley supuso un 
primer paso en la simplificación de las 
obligaciones documentales derivadas de 
la realización de operaciones vinculadas, 
al eximir expresamente de tal obligación 
a aquellas empresas cuya cifra de ne-
gocio durante el ejercicio fiscal no supe-
rara los ocho millones de euros, siempre 
y cuando el importe conjunto de las ope-
raciones vinculadas realizadas por la em-
presa en dicho período no superara los 
cien mil euros.

Umbral mínimo de 250.000 euros 

El Real Decreto aprobado hoy da un 
paso más en esa voluntad de simplifica-
ción al establecer un umbral mínimo de 
250.000 euros por debajo del cual, con 
carácter general, no resulta necesario 
cumplir con las obligaciones de docu-
mentación exigidas por el Reglamento 
del Impuesto sobre Sociedades, con inde-
pendencia del tamaño de la empresa y 
del carácter interno o internacional de las 
operaciones. 

Esta regla general está limitada por al-
gunas excepciones muy específicas, de 
forma que la exoneración no será efectiva 
cuando dichas operaciones se formalicen 
con personas o entidades residentes en pa-
raísos fiscales, con personas físicas que 

– 1817 –

CONSEjO DE MINISTROS

VIERNES, 9 DE jULIO DE 2010

Boletín núm. 2114–Pág. 133



– 1818 –

           

tributen bajo el régimen de estimación ob-
jetiva o en aquellos supuestos en los que 
se transmitan negocios, carteras, inmuebles 
o se realicen operaciones con intangibles. 
En estos casos se mantiene la obligación de 
documentar las operaciones.

En la práctica, la nueva regulación li-
berará a una gran mayoría de las em-
presas de reducida dimensión de cumplir 
con las obligaciones formales relacio-
nadas con las operaciones vinculadas 
que realicen en su actividad empresarial 
habitual.

Otras operaciones 

Como consecuencia del Real Decreto 
aprobado hoy, dicha exoneración se ex-
tenderá también a las operaciones que se 

realicen entre agrupaciones de interés 
económico o uniones temporales de em-
presas (UTEs) para cualquier operación 
que realicen con una entidad del mismo 
grupo fiscal al que pertenezcan sus miem-
bros. También será efectiva para las enti-
dades de crédito integradas a través de un 
Sistema Institucional de Protección (SIP), 
en las operaciones que tengan relación 
con el cumplimiento del referido sis-
tema.

Retroactividad a febrero de 2009 

El nuevo marco jurídico aprobado hoy 
será aplicado con carácter retroactivo 
desde el 19 de febrero de 2009, por ser 
la fecha a partir de la cual resultan exigi-
bles las obligaciones documentales.
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MINISTERIO DE jUSTICIA

El ministro de Justicia anuncia que el 
Consejo de Ministros aprobará este mes 
el proyecto de Ley del Registro Civil

La reforma plantea un cambio de mo-
delo «a través de una base de datos creada 
a partir de fichas personales, con un có-
digo de identificación que nos permitirá 
acceder en cualquier momento y lugar a 
nuestra historia civil», ha afirmado Fran-
cisco Caamaño 6 de julio de 2010 

El ministro de Justicia, Francisco Ca-
amaño, ha adelantado hoy en el Senado 
que el proyecto de Ley del Registro Civil 
será aprobado este mismo mes de julio en 
Consejo de Ministros para su remisión a 
las Cámaras. 

En su intervención, Francisco Ca-
amaño, ha explicado que el citado pro-
yecto de ley plantea «un cambio pro-
fundo de concepción» del Registro Civil, 
para dejar atrás el actual formato de he-
chos inscritos en libros dispersos por toda 
la geografía española e implantar un 
nuevo modelo basado en el registro de 
personas, «a través de una base de datos 
creada a partir de fichas personales, con 
un código de identificación que nos per-

mitirá acceder en cualquier momento y 
lugar a nuestra historia civil». 

Según ha afirmado, el nuevo registro 
será, además, un registro desjudiciali-
zado, que operará como una organiza-
ción administrativa cuyas resoluciones 
finales serán sometidas a control judicial, 
«superándose, así, –ha señalado– la com-
pleja situación actual en la que se pro-
duce una singular combinación entre 
expediente administrativo y judicial, difí-
cilmente compatible con una concepción 
moderna y rigurosa del principio de se-
paración de poderes».

El ministro de Justicia ha insistido en 
que este proyecto de ley no es una re-
forma, «sino un cambio de modelo», por 
lo que exige un atento estudio que per-
mita una transición progresiva y orde-
nada. «El salto de un registro de hechos a 
un registro de personas, de un registro de 
libros a un registro electrónico, de un 
registro de acceso rogado a otro de ac-
ceso directo, es de tal relevancia para la 
institución y el servicio que presta a los 
ciudadanos, que hemos querido exa-
minar con detenimiento todas y cada una 
de las observaciones recibidas por los 
órganos consultados», ha añadido Fran-
cisco Caamaño.

ACTUALIDAD

– 1819 –

Boletín núm. 2114–Pág. 135



– 1820 –

           

Anuncios

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se anuncia 
la licitación pública para la contratación del 
proyecto de organización, tratamiento téc-
nico y gestión de los fondos bibliográficos 
de la aepd y del programa informático 
soporte. (publicada en el «boe» núm. 171, 
de 15 de julio de 2010.)

Resoluciones

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
resolución del procedimiento sancionador 
ps/00156/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 163, de 6 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00093/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00326/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
resolución del procedimiento sancionador 
ps/00741/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 163, de 6 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00291/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

AGENCIA ESPAñOLA DE PROTECCIóN DE DATOS
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00073/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00074/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00075/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00076/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00077/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00078/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00079/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00080/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00081/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00082/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00083/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00084/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00085/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 163, de 6 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00061/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 166, de 9 de 
julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del recurso de revisión 
rv/00006/2010 . (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/04113/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03448/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/02665/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00596/2009. (publicada en el 
«boe» núm. 167, de 10 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00483/2009. (publicada en el 
«boe» núm. 167, de 10 de julio de 
2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00087/2010. (publicada en el 
«boe» núm. 167, de 10 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00611/2010. (publicada en el 
«boe» núm. 167, de 10 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00191/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03977/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/00242/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00144/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00316/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del recurso de reposición 
rr/00195/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del recurso de reposición 
rr/00214/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
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sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00145/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00306/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01274/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/1946/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01892/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 

la resolución del procedimiento 
td/00015/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00012/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00013/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00014/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
resolución del procedimiento sancionador 
ps/00537/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00256/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 167, de 10 
de julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01836/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 167, de 10 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00069/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 168, de 12 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00093/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 168, de 12 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00094/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 168, de 12 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública. n.º expediente ti/00065/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 168, de 12 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
ap/00020/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 169, de 13 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00762/2009. (publicada en el 
«boe» núm. 169, de 13 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00757/2009. (publicada en el 
«boe» núm. 169, de 13 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00092/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 171, de 15 
de julio de 2010.) (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial del acuerdo 
de apertura del período de información 
pública n.º expediente ti/00095/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 171, de 15 
de julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/04019/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 171, de 15 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/01135/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 171, de 15 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03728/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 171, de 15 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01657/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01910/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03491/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00335/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 174, de 19 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/00992/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se procede 
a la publicación oficial de extracto de la 
resolución del procedimiento sancionador 
ps/00674/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03053/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/01739/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00131/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03400/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00190/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 174, de 19 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/00806/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/02197/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/02033/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00072/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00994/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00258/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00096/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto 
del acuerdo de inicio del procedimiento 
sancionador por imposibilidad de notifica-
ción en su domicilio ps/00358/2010. 
(publicada en el «boe» núm. 174, de 19 
de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento sancio-
nador ps/00455/2009. (publicada en el 
«boe» núm. 174, de 19 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
ap/00077/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/00733/2007. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/03390/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
ap/00068/2009. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00031/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
td/00102/2010. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de la Agencia Española de 
Protección de Datos por la que se pro-
cede a la publicación oficial de extracto de 
la resolución del procedimiento 
e/00172/2008. (publicada en el «boe» 
núm. 174, de 19 de julio de 2010.)
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ACUERDO de la Secretaría General del 
consejo general del poder judicial, de 2 
de julio de 2010, por el que se modifica la 
fecha del acto público de apertura de 
ofertas económicas del procedimiento 
abierto para la contratación de los tra-
bajos necesarios para la elaboración de un 
plan de sistemas de información para el 
consejo. (publicado en el «boe» núm. 164, 
de 7 de julio de 2010.)

ACUERDO de la Secretaría General del 
consejo general del poder judicial, de 7 
de julio de 2010, por el que se hace pú-
blica la adjudicación del contrato de 
arrendamiento y mantenimiento de 
equipos de reprografía para las sedes del 
consejo. (publicado en el «boe» núm. 175, 
de 20 de julio de 2010.)

MINISTERIO DE jUSTICIA

subsecretaría

ANUNCIO de la junta de Contratación por 
el que se adjudica definitivamente el con-
trato de un servicio de mantenimiento de 
equipos applera instalados en los labo-
ratorios de biología del instituto nacional 
de toxicología y ciencias forenses. (publi-
cado en el «boe» núm. 163, de 6 de julio 
de 2010.)

ANUNCIO de la junta de Contratación por el 
que se adjudica definitivamente el contrato de 
un servicio de mantenimiento de equipos 
varian y agilent instalados en los labora-
torios de química del instituto nacional de 
toxicología y ciencias forenses. (publicado en 
el «boe» núm. 163, de 6 de julio de 2010.)
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RESOLUCIóN de 5 de julio de 2010 de la 
Subsecretaría de justicia por la que se 
hace publica la adjudicación definitiva por 
procedimiento negociado de las obras de 
adecuación de local para almacén archivo 
del instituto nacional de toxicología de 
barcelona. (publicada en el «boe» núm. 
165, de 8 de julio de 2010.)

ANUNCIO de la junta de Contratación por el 
que se adjudica definitivamente el contrato 
de un servicio de asistencia técnica a los 
tribunales calificadores de los procesos se-
lectivos de acceso a los cuerpos de la admi-
nistración de justicia. (publicado en el «boe» 
núm. 173, de 17 de julio de 2010.)

ANUNCIO de la junta de Contratación por 
el que se adjudica definitivamente el con-
trato de un servicio de edición y distribu-
ción de cuestionarios de examen para las 
pruebas selectivas de acceso a los cuerpos 
al servicio de la administración de justicia 
derivadas de la oferta de empleo público 
para el año 2010. (publicado en el «boe» 
núm. 173, de 17 de julio de 2010.)

RESOLUCIóN de 30 de junio de 2010, de 
la Subsecretaría de justicia por la que 
se anuncia la licitación del contrato de 

servicios de consultoría sobre instala-
ciones de inmuebles judiciales de varias 
comunidades. (publicada en el «boe» 
núm. 173, de 17 de julio de 2010.)

ACUERDO de la junta de Contratación por 
el que se adjudica el suministro de consu-
mibles de impresora y de fax para los 
servicios centrales del ministerio de jus-
ticia. (publicado en el «boe» núm. 173, 
de 17 de julio de 2010.)

ANUNCIO de la junta de Contratación por 
el que se convoca licitación pública para 
la contratación de un servicio de mudanza 
y guardamuebles para los órganos judi-
ciales dependientes de la gerencia territo-
rial de órganos centrales. (publicado en 
el «boe» núm. 174, de 19 de julio de 
2010.)

RESOLUCIóN de 30 de junio de 2010, de 
la subsecretaría de justicia por la que se 
anuncia la licitación del contrato de servi-
cios de consultoría para el control de los 
trabajos de conducción y mantenimiento 
de instalaciones en los edificios depen-
dientes de la gerencia de órganos cen-
trales de la administración de justicia. 
(publicada en el «boe» núm. 175, de 20 
de julio de 2010.)
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RESOLUCIÓN (1ª) de 1 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 
 Se deniega la autorización por concurrir impedimento de ligamen. En el momento 
de celebración subsistía el anterior matrimonio de la interesada, cuyo divorcio en Cuba no ha 
obtenido el exequatur. 
  
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil Consular de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 16 de julio de 2007 Don R., nacido en Argentina el 27 de marzo de 1985 
y de nacionalidad argentina y Doña E., nacida en S. el 4 de noviembre de 1982 y de nacionalidad 
española, solicitan autorización para contraer matrimonio civil. Adjuntan como documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado de estado civil y volante de empadronamiento de la 
interesada y certificado de nacimiento, certificado de estado civil y volante de empadronamiento 
del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que es su 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebra la entrevista en audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal no se opuso 
a la autorización del matrimonio. Con fecha 30 de julio de 2007, la Juez Encargada del Registro 
Civil dicta auto autorizando la celebración del matrimonio. 
 
 3. Con fecha 12 de septiembre de 2007 comparece en el Registro Civil la 
interesada aportando copia de la resolución de 27 de junio de 2007 dictada por el Encargado 
del Registro Civil Consular de La Habana de la que se desprende que la interesada y Don O., 
habían contraído matrimonio el 23 de junio de 2005 en Cuba, según la Ley Local. El 11 de 
noviembre de 2006 el señor P. presentó en el Consulado Español en H. impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio. Los interesados en este matrimonio fueron  
oídos en audiencia reservada manifestando la interesada su deseo de desistir de dicha 
inscripción de matrimonio. Por ello mediante el auto mencionado anteriormente el Encargado 
del Registro Civil Consular deniega la inscripción del matrimonio a petición de la cónyuge 
española al no existir consentimiento por su parte. 
 
 4. El Ministerio Fiscal a la vista de la documentación aportada, deniega la 
autorización del matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil de S. dicta un nuevo auto 
con fecha 18 de octubre de 2007, anulando el dictado anteriormente, mediante el cual deniega 
la autorización del matrimonio, por existir impedimento de ligamen, y no constando que ninguno 
de los interesados haya presentado demanda de divorcio. 
 
 5. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección  General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la autorización del matrimonio. 
 
 6. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso y la 
confirmación del auto apelado. La Juez Encargada del Registro Civil, remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
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Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. Dispone el artículo 61 del Código Civil que el matrimonio produce efectos civiles 
desde su celebración. Para el pleno reconocimiento de los mismos será necesaria su 
inscripción en el Registro Civil. El matrimonio no inscrito no perjudicará los derechos adquiridos 
de buena fe por terceras personas. De la documentación aportada se desprende que Doña E. 
contrajo matrimonio con Don O. en fecha 23 de junio de 2005, conforme a la ley cubana, dicho 
matrimonio le fue denegado su inscripción consular. El primer matrimonio de un ciudadano 
español, es en principio válido y produce efectos desde el momento de la celebración, como 
señalaba el artículo 70 de la Ley de Registro Civil y confirma hoy el artículo 61 del Código Civil. 
La circunstancia de que tal matrimonio no esté inscrito implicará una dificultad de su prueba y 
del pleno reconocimiento de sus efectos, pero no puede provocar la grave consecuencia de 
estimar que el contrayente no esté casado. Por el contrario, la inscripción sigue siendo 
obligatoria y su falta no puede redundar en beneficio de uno u otro contrayente, sino 
solamente, en su caso, en el de terceros de buena fe, procediendo por tanto a estimar que 
concurre el impedimento de ligamen. 
 
 III. Hasta que no se obtenga ante el Juez de Primera Instancia español (cfr. art. 
955 de la LRC de 1881), el exequatur u homologación judicial para el documento en el que se 
formalice el divorcio ante notario extranjero, para el ordenamiento español subsiste el primer 
matrimonio de la interesada y queda impedida la inscripción del segundo por existir, al menos 
formalmente, impedimento de ligamen (cfr. arts. 955 LEC, 46-2º Cc y 83 y 265, II, RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 1 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de Q. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Q. el 19 de febrero de 2008 
Doña R., de nacionalidad española, nacida el 26 de julio de 1988 en V., y el Sr. L., de 
nacionalidad marroquí, nacido el 2 de julio de 1979 en K. (Marruecos), iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: De la promotora, DNI, volante de empadronamiento en D. y certificación de 
nacimiento; y, del promotor, pasaporte marroquí, copia literal del acta de nacimiento, certificado 
de soltería, volante de empadronamiento en Q. y certificado de empadronamiento en G. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos la madre de la 
promotora y una prima del promotor, que expresaron su convencimiento de que el matrimonio 
proyectado no incurría en prohibición legal alguna, y ese mismo día, 19 de febrero de 2008, se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
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 3. El Ministerio Fiscal nada opuso a la pretensión de los solicitantes y el 15 de abril 
de 2008 el Juez Encargado, considerando que se trataba de un matrimonio de complacencia, 
dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
se contradijeron en datos accesorios que el Juez Encargado valoró como esenciales y que se 
ha vulnerado la presunción de buena fe.  
  
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación por sus propios fundamentos del auto recurrido, y el Juez Encargado ratificó la 
resolución apelada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Manifiestan que se ven 
de viernes a domingo alternativamente en las poblaciones en las que uno y otro residen y que 
pernoctan en los respectivos domicilios pero se aprecian discrepancias sobre aspectos 
fundamentales de dichos encuentros: ella refiere que él vive sólo y él que comparte piso con su 
amigo Jaime y que, cuando va ella, coinciden los tres y no pasa nada; él indica que ella vive 
con sus hijas y con sus padres y ella que también con su hermano y él dice que por sus 
ocupaciones solo puede ir a la mezquita los viernes -día que pasan juntos- en tanto que ella 
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señala que generalmente no acude a la mezquita. Se aprecia igualmente un desconocimiento 
de numerosos datos de carácter personal, familiar y laboral que no se justifica fácilmente entre 
personas que declaran que se han relacionado durante un tiempo -año y medio- que puede 
estimarse suficiente para un amplio conocimiento recíproco. Así ella le echa a él cuatro años 
más de los que tiene, ignora el nombre de sus cinco hermanos, los estudios que ha cursado, la 
localidad (M.) en la que trabaja y los ingresos que percibe; “supone que enviará algo de dinero 
a sus padres” y sabe que ha intentado legalizar su  situación en España en varias ocasiones, 
en tanto que él indica que es la primera vez que lo intenta. Todo ello lleva a la convicción de 
que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª)  de 1 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 

Se deniega la autorización por concurrir impedimento de ligamen. Subsiste el 
anterior matrimonio del contrayente español, cuyo divorcio en Marruecos no ha obtenido el 
exequatur. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 15 de octubre de 2007 
Don M., de nacionalidad española, nacido el 11 de mayo de 1966 en dicha ciudad, y la Sra. H., 
de nacionalidad marroquí, nacida el 29 de diciembre de 1979 en N. (Marruecos), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, DNI, certificación de nacimiento, fe de vida y estado y 
volante de empadronamiento; de la promotora, pasaporte marroquí, ficha personal de estado 
civil, certificado administrativo de residencia en B. (Marruecos) y traducciones de testimonio 
adular de estado civil y de escritura de repudio compensado; y certificación de nacimiento de 
una hija común. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos dos amigos, que 
expresaron su pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición legal alguna. Se libró oficio a la Brigada de Extranjería y Documentación de la 
Policía para que informara sobre el estado civil de los interesados, con el resultado de que el 
promotor estaba casado con la Sra. F., y el 27 de noviembre de 2007 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, visto el informe emitido por la Brigada de Extranjería, se 
opuso a la celebración del matrimonio, y el 19 de diciembre de 2007 la Juez Encargada, 
considerando que se trataba de un matrimonio de complacencia, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
está divorciado en virtud de sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia de N. y que 
la prueba irrefutable de que quieren formar una familia es la hija que tienen en común; y 
presentando, como prueba documental, sentencia de divorcio, certificación de que la sentencia 
es firme y certificado de identidad de persona entre el divorciado M., nacido en F. el 2 de enero 
de 1965, y él.  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 46, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil;15 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 83, 240, 246, 247, 265 y 
354 del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones, entre otras, de 19-3ª de abril, 14-4ª 
de mayo y 5-2ª y 31-8ª de octubre de 2001 y 1-2ª y 19-1ª de febrero, 15-1ª de junio y 4 de julio 
de 2002; 20-3ª y 24-3ª de octubre de 2005; 27-1ª de octubre de 2006, 4-3ª de 6 de junio de 
2007 y 4-4ª de julio de 2008. 
 
 II. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana marroquí y un español, que adquirió la nacionalidad por residencia el 
24 de junio de 1987 renunciando a su anterior nacionalidad marroquí, resulta de la documental 
obrante en el expediente que el promotor español celebró matrimonio en el extranjero el 16 de 
agosto de 1995. Aunque, al parecer, este matrimonio fue disuelto conforme a la legislación 
local, para que la sentencia de divorcio extranjera pueda producir efectos en España como 
requisito previo a su inscripción en el Registro Civil español, competente por afectar el hecho a 
un español (cfr. art. 15 LRC), ha de solicitarse su reconocimiento ante el Juzgado de Primera 
Instancia competente por razón de domicilio, a fin de obtener el oportuno exequatur (cfr. arts. 
955 LEC, 46-2º Cc y 83 y 265, II, RRC). 
 
 III. Sin homologación judicial de la sentencia de divorcio, el matrimonio anterior del 
interesado subsiste para el ordenamiento español y la celebración de este matrimonio queda 
imposibilitada, por existir, al menos formalmente, impedimento de ligamen.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 1 de junio de 2009, sobre  cambio del nombre 
propio. 
 
 
                  No puede autorizarlo el Encargado si no hay habitualidad en el uso del nombre 
pretendido, que en este caso no puede apreciarse por la corta edad del interesado, pero lo 
concede la Dirección General por economía procesal y por delegación. 
 
     En el expediente sobre cambio de nombre propio remitido a este  Centro en trámite de 
recurso en virtud del entablado por los promotores contra el auto dictado por la Juez Encargada 
del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 4 de agosto de 2004, 
Don C. y Doña A., solicitaba para su hija menor adoptada T., nacida en M. el 8 de mayo de 
2001, el cambio de su nombre propio por Claudia, ya que es el nombre que había utilizado 
siempre. Adjuntaban como documentación: DNI, inscripciones de nacimiento de los 
promotores, inscripción de nacimiento de la menor, copia del auto por el que se constituía la 
adopción, certificado de empadronamiento y libro de familia. 
 
 2. Ratificados los promotores, comparecieron dos testigos que manifestaron que 
les constaba que era cierto lo expuesto por los solicitantes. El Ministerio Fiscal se opuso a lo 
solicitado. La Juez Encargada mediante auto de fecha 17 de noviembre de 2004, deniega el 
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cambio de nombre pretendido ya que no se aportaba acreditación alguna que justificara la 
habitualidad del nombre que se pretendía. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interpusieron recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando se aprobase el expediente promovido, 
alegando que la menor atiende al nombre de Claudia desde los cuatro meses de edad. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesó la desestimación del recurso 
interpuesto. La Juez Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil; 205, 206, 209, 210 y 
365 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 6-2a-3a-4a de febrero de 
2004; 19-4ª de diciembre de 2007; 14-4ª de febrero de 2008; 2-5ª de marzo, 9-1ª, 3ª y 5ª  y 10-3ª de febrero de 
2009. 
 

II. Se pretende por los interesados el cambio del nombre de su hija adoptiva 
“Tatiana”, nacida en 2001 por el de “Claudia”. Por la Juez Encargada se dictó auto el 17 de 
noviembre de 2004, denegando el cambio por no estar acreditada la habitualidad de su uso. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC).  
 
 IV. En el presente caso, por razón de la corta edad que al tiempo de la solicitud del 
cambio de su nombre tenía la hija, no es posible entender que se haya generado una 
habitualidad de uso del nombre “Claudia” propuesto por los padres y ello significa que la 
competencia para aprobar el expediente excede de la atribuida al Encargado y corresponde a 
la general del Ministerio de Justicia (cfr. art. 57 LRC y 205 y 209, último párrafo RRC) y hoy, por 
delegación, a esta Dirección General (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre). 
 
 V. Conviene en todo caso examinar la cuestión acerca de si el cambio intentado 
pudiera ser acogido por esta otra vía. Se ha seguido la necesaria fase de instrucción del 
expediente de la competencia del Ministerio ante el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 
RRC) y razones de economía procesal aconsejan ese examen (cfr. art. 384 RRC), ya que sería 
superfluo y desproporcionado con la causa exigir la reiteración formal de otro expediente 
dirigido al mismo fin práctico.  
 
 VI. La cuestión apuntada merece una respuesta afirmativa, porque se estima que 
el cambio propuesto no perjudica a terceros y que concurre justa causa para autorizar que el 
nombre de la hija, que tenía atribuido al tiempo de su adopción, sea cambiado por el que los 
adoptantes proponen,“Claudia”, que es por el que estos la vienen designando.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y dejar sin efecto el auto apelado. 
 2º. Autorizar, por delegación del Sr. Ministro de Justicia (Orden JUS/3770/2008, de 2 de 
diciembre), el cambio del nombre inscrito "Tatiana" por "Claudia", no debiendo producir esta 
autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento y 
siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días desde la notificación, conforme a lo que 
dispone el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 1 de junio de 2009, sobre imposición de nombre 
propio. 
 
 
 No es admisible “Josemaría”,  que debe inscribirse como “José-María” 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra calificación del Juez Encargado del Registro Civil 
de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 22 de febrero de 2005 comparece en el Registro Civil de M. Don A. a 
fin de promover la inscripción de su hijo nacido el 6 de febrero de 2005 en M. manifestando que 
el nombre propio elegido es el de JOSEMARIA. El Juez Encargado mediante providencia de 22 
de febrero de 2005 informa al interesado que es inadmisible el nombre elegido para el menor 
por tratarse de dos nombres JOSÉ Y MARÍA, que no pueden ser unidos, instando al interesado 
para que elija otro nombre y que pasados tres días sin hacerlo, se procederá a inscribir al 
menor con imposición del nombre del Encargado. 
 
 2. Notificado el interesado, éste manifiesta que elige como nombre para su hijo el 
de JOSÉ MARÍA, recurriendo el hecho de no poder imponer al mismo como único nombre el de 
JOSEMARIA. 
 
 3. Notificado el Ministerio Fiscal, éste no se opone al recurso. El Juez Encargado 
del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil; 192 y 193 del Reglamento del 
Registro Civil; la Circular de 2 de  julio de 1980; y las Resoluciones, entre otras, de 18-1ª de 
diciembre de 2002; 6-1ª de marzo y 17-2ª de mayo de 2003; 27-2ª de mayo de 2004; 11-2ª de 
julio de 2007; y 6-5ª de abril de 2009. 
 
 II. El artículo 192 del Reglamento del Registro Civil establece, como regla de 
simple mecánica registral, que cuando se impongan dos nombres propios simples, éstos se 
unirán por un guión. Teniendo en cuenta que, tanto en el sentir popular como por aplicación de 
las reglas gramaticales españolas, "José" y "María" son dos nombres propios independientes y 
uno y otro han de escribirse con mayúscula inicial, no es posible admitir la pretensión de que se 
inscriba al nacido con el nombre "Josemaría", cualesquiera que sean las razones de la 
solicitud, porque las mismas no pueden justificar una desviación de las reglas registrales ni de 
la ortografía castellana. 
 
 III. Ha de tenerse presente que esta conclusión en nada limita el derecho de los 
padres para elegir para sus hijos los nombres que crean más convenientes, ya que, en rigor, no 
se rechazan los nombres escogidos, sino que, dejando a salvo el uso social, se impone sólo en 
el Registro Civil su grafía más correcta. 
 

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 1 de junio de 2009, sobre  nombre propio. 
 

 
 Tras la modificación del artículo 54 de la Ley del Registro Civil por la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las 
personas, es admisible "Anabel", contracción del compuesto “Ana-Isabel”. 
 

En el expediente de cambio de nombre propio remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el Juez Encargado del 
Registro Civil de T. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de T. el 12 de noviembre de 2004, 
Doña A., solicitaba el cambio de nombre por el de ANABEL por ser el utilizado habitualmente. 
Adjuntaba como documentación: Certificación literal de nacimiento, certificado de 
empadronamiento y documentación oficial donde aparece el nombre de ANABEL. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se opuso a lo solicitado. El Juez 
Encargado dictó auto con fecha 19 de noviembre de 2004 desestimando lo solicitado. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, alegando que el nombre solicitado es un antropónimo inglés con 
sustantividad propia. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. El Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC), en la redacción dada 
por la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa 
al sexo de las personas; y 192, 205, 206 y 210 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones de 2-3ª de octubre de 2007; 26 de abril y 4-3ª de septiembre de 2008. 
 

II. Se pretende por la interesada autorización para cambiar el nombre, “Ana-Isabel” 
que consta en la inscripción de su nacimiento por el de “Anabel” que viene usando 
habitualmente. Por el Juez Encargado se dictó auto el 19 de noviembre de 2004 denegando la 
solicitud por estar afectado el nombre propuesto por las limitaciones que establece el artículo 
54 LRC. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. En el presente caso el nombre propuesto por la interesada estaba, efectivamente, 
afectado por una de las limitaciones establecidas por el artículo 54, como era la relativa a los 
nombres familiares o coloquiales que no hubiesen adquirido sustantividad. Razón por la cual 
hubo de dictarse el auto denegatorio.  
 

IV. Ahora bien, con posterioridad al auto apelado, ha sido suprimida dicha 
limitación por la antes citada Ley 3/2007, de 15 de marzo, y son ahora admisibles los 
diminutivos y variantes familiares y coloquiales de los nombres originales, incluidas las 
contracciones de dos nombre simples, por lo que, actualmente, el cambio pretendido reúne 
todos los requisitos exigidos para su admisión, de acuerdo con la nueva redacción del artículo 
54 LRC. 
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Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º.   Estimar el recurso. 
 2º. Autorizar el cambio del nombre “Ana Isabel” por “Anabel”, usado 
habitualmente, no debiendo producir esta autorización efectos legales mientras no se inscriba 
al margen del asiento de nacimiento y siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta 
días desde la notificación, conforme a lo que dispone el artículo 218 del Reglamento del 
Registro Civil. El Encargado que inscriba el cambio deberá efectuar las comunicaciones 
ordenadas por el artículo 217 del mismo Reglamento. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª)  de 1 de junio de 2009, sobre cancelación de 
inscripción de nacimiento. 
 
 

        A los efectos de la opción a la nacionalidad española prevista en el artículo 
20.1b) del Código civil, en la redacción dada por Ley 36/2002, se consideran nacidos en 
España a los nacidos en Cuba antes de la descolonización en 1898.  

 
 En las actuaciones sobre cancelación de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la  
interesada, contra auto dictado por el encargado del Registro Civil consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil del Consulado General de H. el 10 
de septiembre de 2007, la ciudadana cubana B., nacida en H. el 8 de octubre de 1917, solicitaba la 
adquisición de la nacionalidad española y la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil 
español por ser hija de padre originariamente español nacido en España. Aportaba la siguiente 
documentación: Certificación de nacimiento y carné de identidad de la interesada, certificación de 
nacimiento, partida de bautismo y certificación de matrimonio del padre de la solicitante, inscripción 
de nacimiento del abuelo paterno, partida de bautismo de la abuela paterna y certificación de 
matrimonio de ambos.  
 

2. El 10 de marzo de 2008 se realizó en el Registro Civil del Consulado General de 
España en H. la inscripción de nacimiento de la promotora con marginal de opción a la 
nacionalidad española en virtud del artículo 20.1b) del Código Civil. 
 

3. A instancia de la encargada del Registro Civil consular, el 7 de julio de 2008 se 
procede a instruir expediente para la anulación de la inscripción marginal de opción a la 
nacionalidad española y la cancelación total de la inscripción de nacimiento por haber tenido 
acceso al registro en virtud de título manifiestamente ilegal, dado que el nacimiento del padre de la 
interesada en Cuba antes de la descolonización no es en sí mismo suficiente para considerar que 
era originariamente español y nacido en España. 
 

4. Notificada la interesada y previo informe favorable del órgano en funciones de 
ministerio fiscal, la encargada del Registro Civil consular dicta auto el 11 de marzo de 2008 
ordenando la anulación de la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española así como 
la cancelación total de la inscripción de nacimiento por considerar que dicha inscripción se realizó 
de forma indebida. 
 

5. Notificada la resolución a la interesada y practicada la cancelación, se presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando la respuesta 
emitida el 17 de septiembre de 2007 por la DGRN a una consulta del consulado de H. relativa a 
la consideración o no de Cuba como territorio español antes de la descolonización. Al mismo 
tiempo se reclamaba la concesión de la nacionalidad española de la promotora no por opción 
sino por origen. 
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6. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, éste considera 
la resolución recurrida ajustada a derecho. El encargado del Registro Civil consular se ratifica 
en su decisión y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15,16, 26 y 95 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 94, 163, 164, 297 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); consulta 
de 17 de septiembre de 2007 y resoluciones 20-1ª de julio de 2004, 15-1ª de junio de 2005 y 
29-2ª de marzo de 2006. 
 

II. La interesada, nacida en Cuba en 1917, solicitó y obtuvo la inscripción de su 
nacimiento en el Registro Civil español con marginal de opción a la nacionalidad española en 
virtud del artículo 20.1b) C.c. por ser hija de español de origen nacido en Cuba en 1889, 
cuando era territorio español. Posteriormente, la encargada del Registro acordó de oficio 
instruir expediente para anular la inscripción marginal de opción a la nacionalidad española y 
cancelar la inscripción de nacimiento de la interesada por haber sido ésta inscrita en el citado 
Registro Civil en virtud de un título manifiestamente ilegal, dado que no cabe considerar al 
padre de la interesada como nacido en España. Dicho auto de 11 de julio de 2008, constituye 
el objeto del presente recurso. 
 

III. Fundamenta la recurrente su pretensión en que la redacción originaria del 
artículo 17 del Código civil establecía que tenían la condición de españoles las personas 
nacidas en territorio español, entendiendo que dicha circunstancia concurría en su padre al 
haber nacido éste en 1889 en Cuba, provincia española de ultramar, que en aquella fecha, 
afirma, era territorio español. Así planteado el problema, la cuestión se centraría en determinar 
si la expresión “territorio español” es equivalente a “España” a los efectos de poder optar a la 
nacionalidad española por la vía del artículo 20.1b) del Código civil. 
 

IV. Hay que recordar al respecto que, ciertamente, el Tribunal Supremo en su 
sentencia de 7 de noviembre de 1999 (sala de lo contencioso-administrativo) elaboró una 
doctrina jurídica sobre el concepto de “territorio español” a propósito de la interpretación del 
artículo 22.2a) del Código civil, que permite la reducción del plazo legal de residencia necesario 
para adquirir la nacionalidad española a un solo año respecto del que “haya nacido en territorio 
español”. El debate jurídico se centraba en la correcta interpretación de la expresión “territorio 
español” utilizada por tal precepto, que se presentaba como concepto que comprende y abarca 
antiguos territorios coloniales. La cuestión fue dilucidada en la citada sentencia precisando con 
gran rigor los conceptos de “territorio español” y “territorio nacional”, llegando a la conclusión de 
que sólo éste se circunscribe al territorio metropolitano, en tanto que aquél admite dos 
acepciones, una amplia y otra restringida, de forma que en su acepción amplia (la restringida 
se confunde con el concepto de territorio nacional) incluye todos aquellos espacios físicos que 
estuvieron bajo la autoridad del Estado español y sometidos a sus leyes, ya sean colonias, 
posesiones o protectorados. La consecuencia que el Tribunal Supremo alcanza de ello es que 
el Sahara español (que era el territorio colonial objeto de la sentencia en el caso que se 
debatía), “era, pese a su denominación provincial, un territorio español – es decir, sometido a la 
autoridad del Estado español – pero no un territorio nacional”. Basándose en tal diferenciación 
y en el hecho de que el artículo 22.2a) del Código civil habla, no “del que haya nacido en 
territorio nacional”, sino “del que haya nacido en territorio español”, entiende que el nacido en el 
antiguo territorio del Sahara español durante el periodo de dominación española del mismo 
cumple tal requisito, por lo que puede acceder a la nacionalidad española mediante residencia 
legal abreviada de un año. Estas consideraciones cabría extenderlas por identidad de ratio a 
las denominadas “provincias de Ultramar”, entre las que, efectivamente, figuraba Cuba y a las 
que con tal calificativo se refería el artículo 89 de la Constitución de la Monarquía española de 
30 de junio de 1876, vigente a la fecha del nacimiento del padre de la promotora. 
 

V. No obstante lo anterior, conviene precisar que los nacidos en los antiguos 
territorios coloniales no adquirieron, por el mero hecho del nacimiento en ellos, la calidad de 
españoles de origen, es decir, por atribución automática iure soli, como en un principio pudiera 
pensarse de la lectura aislada del artículo 17 del Código civil en su redacción originaria.  
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VI. Pues bien, en el presente caso, el padre de la recurrente habría adquirido la 

nacionalidad española no por la vía del ius soli sino por filiación, como hijo de padre nacido en 
la provincia de Valencia en 1841 y nieto de españoles naturales de la misma localidad, según 
consta en la partida parroquial de nacimiento aportada, por lo que la interesada sí puede 
acogerse al derecho de opción establecido en el artículo 20.1b) del Código civil al darse por 
acreditada la doble condición de hija de español de origen y nacido en España. 
 

Esto significa que la inscripción de su nacimiento no se practicó con base en un 
título que pueda calificarse como manifiestamente ilegal y, en consecuencia, no resultaba 
procedente su cancelación registral. 
 

VII. En lo que se refiere a la petición de la interesada de acceder a la nacionalidad 
española de origen, hay que señalar que ello supone una modificación en el recurso de la 
causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la anulación de la cancelación 
de su inscripción de nacimiento en la que constaba la obtención de la nacionalidad española 
por medio del ejercicio del derecho de opción reconocido en el artículo 20 Cc, mientras que en 
el recurso lo que plantea es el reconocimiento de la nacionalidad española de origen al estimar 
que en el momento de su nacimiento su padre era español. Dejando aparte el hecho de que 
esta circunstancia no ha quedado acreditada, la resolución de la cuestión basada en esta 
última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro sobre ese 
punto. Por tanto, dado que el auto emitido se refiere únicamente a la cancelación de la 
inscripción realizada, el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho auto y la 
resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si procede o no 
dicha cancelación. 
 

No obstante, cabe advertir a la promotora que conforme a la disposición adicional 
7ª, apartado 1º, de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, (BOE de 27 de diciembre de 2007) 
podrán optar a la nacionalidad española aquellas personas cuyo padre o madre hubiese sido 
español de origen, siempre que formalicen su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la citada disposición (el 28 de diciembre de 2008). En relación con este 
derecho, la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado establece, en la directriz séptima, que las personas que hubiesen optado a la 
nacionalidad española no de origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, podrán ahora acogerse igualmente a la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 a fin de obtener la nacionalidad española de 
origen, formalizando una nueva declaración de opción durante el plazo de vigencia de la citada 
disposición. Estos interesados estarán exentos de aportar la documentación ya presentada que 
sirvió de base para obtener la nacionalidad española no originaria.  

 
  Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º.  Estimar el recurso en lo que se refiere a la cancelación de la inscripción. 
 2º. Revocar el auto apelado y dejar sin efecto la cancelación de la inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de opción a la nacionalidad española de la solicitante en el 
Registro Civil del Consulado General de España en La Habana. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 2 de junio de 2009, sobre autorización de matrimonio. 
 
 
                   No ha lugar a su resolución por haber decaído su objeto. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Don A. nacido el 26 de 
marzo de 1971 en Armenia y de nacionalidad armenia, y Doña M. nacida el 1 de julio de 1966 en 
V., iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Se 
acompañaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, certificado de estado civil y 
certificado de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, certificado de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio y certificado de empadronamiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto, comparecen dos testigos que 
manifiestan que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se celebra la 
entrevista en audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio. El Juez Encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 2 de 
febrero de 2008 deniega la autorización del matrimonio al faltar consentimiento matrimonial.  
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del auto apelado. 
El Juez Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.  
 
 5. Con fecha 6 de noviembre de 2008 los recurrentes contrajeron matrimonio 
canónico, acreditándolo con la certificación literal de matrimonio, siendo registrado dicho 
matrimonio en el Registro Civil de M. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 22 y 225 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 16 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y la Resolución de 13-3ª de octubre de 2006. 
 
 II. Los interesados solicitaron autorización para contraer matrimonio mediante escrito 
dirigido al Registro Civil de M. Dicha autorización les fue denegada por el Encargado del Registro 
Civil de M. mediante auto de fecha 2 de febrero de 2008 Los interesados interponen recurso con 
fecha 5 de febrero de 2008 ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, para 
posteriormente con fecha 6 de noviembre de 2008 contraer matrimonio canónico, siendo inscrito 
dicho matrimonio en el Registro Civil de M. con fecha 7 de noviembre de 2008.  
 
 III. Examinada la tramitación del expediente hay que señalar que, una vez que se 
dictó el citado auto, se notificó a los interesados y se presentó por estos el recurso, la competencia 
para conocer y resolver corresponde a la Dirección General, la cual, ahora se encuentra en la 
situación de resolver un recurso y pronunciarse sobre la procedencia o no de autorizar un 
matrimonio que ya se ha celebrado canónicamente y que se encuentra inscrito en el Registro Civil 
de M.  
 
 IV. No obstante lo que antecede y vista la documentación complementaria 
aportada al expediente (certificado literal de matrimonio) y en aras del principio de economía 
procedimental que rige en materia registral que obliga a evitar dilaciones o trámites superfluos 
o desproporcionados con la causa (cfr. art. 354.II RRC), procede acordar el archivo del 
expediente por carencia sobrevenida de su objeto al haber obtenido los recurrentes la 
satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 
RRC).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, no ha lugar a resolver el recurso presentado, por haber decaído su objeto, 
acordándose el archivo de las actuaciones. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 2 de junio de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 
 
 Se inscribe el matrimonio porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 31 de julio de 2007, Don A. nacido en República Dominicana el 19 de 
junio de 1982, presentó en el Consulado español en S. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en República Dominicana el 21 de mayo de 2007 con 
Doña A., nacida en España el 20 de julio de 1981 y de nacionalidad española. Adjuntan como 
documentación: Certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y 
certificado de nacimiento, certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. Con fecha 17 de 
marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, por existir serias dudas de que ambos contrayentes vayan a convivir como pareja 
una vez que el ciudadano dominicano se encuentre en España. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio 
adjuntando pruebas documentales como fotografías, correos electrónicos, facturas telefónicas, 
etc. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que una vez examinado el expediente y estudiado el escrito del recurso, ya que se han 
aportado numerosos documentos probatorios de la relación, no se opone a la decisión de 
inscribir el matrimonio. El Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, informando que a la vista 
de las pruebas aportadas  no se opone a la inscripción del matrimonio. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
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 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio. Así coinciden en como y donde se conocieron, gustos, aficiones, 
etc. Por otra parte presentan numerosas pruebas de su relación, como señala tanto el 
Ministerio Fiscal como el Encargado del Registro Civil Consular que a la vista del recurso 
presentado y de la documentación aportada, que demuestra que la relación se ha mantenido 
en el tiempo, no se oponen a la inscripción del matrimonio. 

 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante tal opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubi, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 CC) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en República Dominicana el 21 de mayo de 2007 entre Don A. y Doña A. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (3ª) de 2 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la 
encargada del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 4 de enero de 2008, 
Don F., nacido el 2 de enero de 1952 y de nacionalidad española, y la ciudadana marroquí A., 
nacida el 10 de mayo de 1980, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Aportaban la siguiente documentación: DNI, inscripción de nacimiento, 
inscripción de matrimonio anterior con marginal de divorcio y fe de vida y estado del solicitante; 
pasaporte, partida de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de residencia de la 
interesada. 
 
 2. Ratificada la solicitud, se celebró entrevista en audiencia reservada con ambos 
solicitantes por separado. 
 
 3. El ministerio fiscal se opuso a la autorización. La juez encargada dictó auto el 6 
de marzo de 2008 denegando la solicitud de autorización del matrimonio por falta de verdadero 
consentimiento matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, se presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del 
auto.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
al mismo. La encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de  30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de 
octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 
2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª  y 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª 
de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril 
y 19-2ª de diciembre de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que el matrimonio proporciona al extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega a la convicción de 
que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero 
consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso presente de solicitud de autorización para la celebración de un 
matrimonio civil en España entre un español y una ciudadana marroquí, del trámite de 
audiencia resultan un conjunto de hechos que llevan a la conclusión de que el matrimonio que 
se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. El 
interesado no sabe el día ni el mes de nacimiento de su pareja ni conoce a la familia de ésta, 
hasta el punto de que afirma que ella vive sola en N., cuando la realidad es que convive con su 
madre y dos hermanos desde hace varios años. La solicitante, por su parte, tampoco sabe 
mucho de la familia de él, a la cuál no conoce y, si bien la razón que alegan ambos al respecto 
es que el promotor no tiene mucho contacto con sus familiares, sorprende que su pareja no 
conozca al menos el nombre del hijo de su anterior matrimonio. Y por último, aunque no sería 
un elemento determinante por sí solo, sí conviene señalar la diferencia de edad (28 años) entre 
los solicitantes.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 2 de junio de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil.  
 
 
  Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio, remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados contra auto de la 
encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 9 de noviembre de 
2007, Don J., nacido el 17 de febrero de 1945 y de nacionalidad española, y la ciudadana 
marroquí F., nacida el 11 de noviembre de 1967, solicitaban autorización para contraer 
matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes documentos: Partida de nacimiento, certificado de 
estado civil, certificado de residencia y pasaporte del solicitante; inscripción de nacimiento, 
declaración de estado civil, certificado de empadronamiento, inscripción de matrimonio anterior 
con marginal de divorcio y DNI del interesado. 
 

2. Ratificados los promotores, se practicó el trámite de audiencia reservada por 
separado a los mismos. 
 

3. La juez encargada del Registro Civil dictó auto el 25 de enero de 2008 
denegando la autorización por falta de verdadero consentimiento matrimonial. 
 

4. Notificados el ministerio fiscal y los promotores, éstos interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del auto. 
 

5. Del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emitió informe desfavorable. 
La encargada del Registro Civil de M., remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
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de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 238, 
245, 246, 247, del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 
31 de enero de 2006 y las resoluciones, entre otras, 19-2ª y 25-1ª de julio, 5-2ª y 3ª de 
septiembre, 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de diciembre de 2006; 6-3ª 
y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio, 12-1ª de septiembre, 28-
6ª de septiembre, 1-3ª de octubre y 18-1ª de diciembre de 2007; 31-3ª de enero 11-2ª y 5ª y 
14-1ª y 2ª de julio, 25-4ª y 5ª de septiembre, 7-6ª y 30-2ª de octubre y 16-1ª de diciembre de 
2008; 14-1ª de enero, 4-3ª de febrero y 12-4ª de marzo de 2009. 
 

II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 
 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos-
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc). 
 

III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

IV. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre un español y una 
ciudadana marroquí y los hechos comprobados por medio de esas declaraciones 
complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas no revelan 
grandes contradicciones o desconocimiento de datos que pudieran considerarse de 
importancia a los efectos de poder deducir una utilización fraudulenta de la institución 
matrimonial, sin que pueda afirmarse, por tanto, de forma concluyente la existencia de 
simulación. 
 

V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y autorizar la celebración del matrimonio solicitado.  
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RESOLUCIÓN (5ª) de 2 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de T. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de T. el 7 de septiembre de 
2007 el Sr. V., de nacionalidad india, nacido el 14 de abril de 1978 en B. (India), y Doña A., de 
nacionalidad española, nacida el 26 de enero de 1987 en Valencia iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: De la promotora, DNI, certificación de nacimiento y certificado de 
empadronamiento; y, del promotor, pasaporte indio, certificación de inscripción de nacimiento, 
certificado de empadronamiento y certificados negativo de antecedentes penales y de 
capacidad matrimonial. 
 
 2. Dado que el interesado no hablaba el castellano se dispuso, con carácter previo 
a la incoación del expediente, que se citara a un intérprete jurado, con cuya asistencia se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada el 19 de octubre de 2007 y ratificaron la 
solicitud e hicieron declaración jurada de estado civil el 12 de noviembre de 2007, fecha en la 
que también compareció como testigo una prima del promotor, que manifestó que no conocía 
la existencia de impedimento legal alguno para la celebración del matrimonio. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que cabía razonablemente deducir que se 
trataba de un matrimonio de complacencia, se opuso a la autorización y el 12 de diciembre de 
2007 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por entender que el desconocimiento mutuo 
que había puesto de manifiesto la audiencia reservada evidenciaba la ausencia de verdadero 
consentimiento matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando 
que se les permita contraer matrimonio y alegando que no hubo ningún motivo para que él no 
realizara la audiencia en español, que se le dio la opción de comparecer asistido de intérprete y 
que él aceptó el ofrecimiento, porque no quería que hubiera malentendidos en un asunto tan 
serio.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, se opuso a la estimación del recurso y el Juez 
Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
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3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional indio resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, 
según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia es la inexistencia de una lengua común que permita la 
comunicación y, en este caso, no consta que la haya. Tras comprobarse que no hablaba ni 
entendía el castellano, el interesado hubo de comparecer asistido por intérprete, él manifiesta 
que se entienden bien, porque ella habla un poco de inglés, y ella que no hay problema con el 
idioma porque él entiende algo el español y ella entiende algo de inglés. Declaran que fueron 
presentados en diciembre de 2006 por una pareja compuesta por una amiga de ella y por un 
amigo, también indio, de él, que por entonces residía en T. (Tarragona) desde donde se 
trasladó en octubre de 2007 directamente a T., según ella, después de pasar un tiempo en A., 
según él; que conviven desde hace tres meses con la familia de ella, añadiendo él que le paga 
un alquiler a la madre; y, al enumerar a los componentes de la unidad familiar, ella cita a su 
madre, al cónyuge de ésta, a su hermanastra y a su propia hija, de 22 meses; y él, a la madre 
de ella, al cónyuge de ésta y a la hija y a la nieta de ambos, volviendo a poner de manifiesto 
que desconoce que ella es madre cuando señala, en otro momento de la entrevista, que 
ninguno de los dos tiene hijos. A mayor abundamiento el interesado refiere que recoge 
naranjas y que, cuando se casen, tenga papeles y pueda trabajar en otro sitio, comprarán una 
casa. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad 
que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para facilitar estancia regular en 
España al ciudadano extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 2 de junio de 2009, sobre certificado de capacidad 
matrimonial. 
 
 
 Se deniega su expedición porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre expedición de certificado de capacidad para contraer 
matrimonio remitido a este Centro en trámite de recurso, en virtud del interpuesto por la 
interesada contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 7 de junio de 2007 
Doña M., de nacionalidad española, nacida el 18 de mayo de 1959 en L., solicitaba certificado 
de capacidad matrimonial para contraer matrimonio con el Sr. R., de nacionalidad marroquí, 
nacido el 11 de enero de 1977 en M. (Marruecos). Acompañaba la siguiente documentación: 
Propia, DNI, certificaciones de nacimiento, de matrimonio, con asiento marginal de separación, 
y de defunción del cónyuge, declaración jurada de estado civil y certificados de 
empadronamiento en T. y en S.; y, del interesado, copia literal de acta de nacimiento, 
certificados administrativos de soltería y de residencia en su ciudad natal y del Consulado 
General de Marruecos en L. sobre inexistencia de edictos en ese país y tarjeta de identidad 
nacional y pasaporte marroquíes.  
 
 2. La solicitud fue ratificada por la promotora ese mismo día y por el interesado el 
18 de julio de 2007 en el Registro Civil Consular de R., fecha y lugar en que también fue oído 
en audiencia reservada. El 26 de octubre de 2007 se celebró la entrevista con la interesada y el 
30 de octubre de 2007 compareció como testigo un compañero suyo, que expresó su 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en prohibición alguna.  
 
 3. El Ministerio Fiscal no se opuso a la celebración del matrimonio y el 30 de 
noviembre de 2007 el Juez Encargado del Registro Civil, considerando que no existía auténtico 
consentimiento, dictó auto disponiendo denegar la expedición del certificado de capacidad. 
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, dada la 
fuerza del vínculo sentimental que establecieron y mantienen a través del Messenger, 
decidieron casarse, que el Encargado no valoró adecuadamente las presunciones y, 
fundamentalmente, que a ella el matrimonio le supondría la pérdida automática de la pensión 
vitalicia de viudedad de la que es beneficiaria; y presentando, como prueba documental, 
fotocopia de su pasaporte, billetes de avión y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso 
a la expedición del certificado de capacidad matrimonial, y el Juez Encargado informó que a su 
juicio se debía confirmar el auto recurrido y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 3-3ª de marzo, 26-4ª de octubre, 3-5ª de noviembre de 
2005; 26-5ª de mayo, 13-4ª y 26-4ª de junio, 18-2ª y 3ª y 25-2ª de diciembre de 2006; 26-4ª de 
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enero, 9-5ª de febrero, 30-3ª de abril, 10-6ª , 29-4ª de mayo y 22-6ª de junio, 21-8ª de 
septiembre, 13-5ª, 22 y 29 de diciembre de 2007. 
 
 II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. Instrucción de 
9 de Enero de 1995, norma 5ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, VII. b), siendo, pues, 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen 
o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos 
en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, que 
no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia 
matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio puede 
proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar -ni contribuir, como en este caso, a la autorización- 
un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano,  la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En este proyectado matrimonio entre una ciudadana española y un nacional 
marroquí resultan del trámite de audiencia determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el propósito perseguido al celebrar el matrimonio no se corresponde con los fines 
propios de la institución matrimonial. Manifiestan que contactaron en enero de 2006 en Internet, 
ampliando ella que fue en un chat en el que es posible conocer a gente de todas las edades, 
aunque no puede precisar si la página está en inglés o en español -supone que en inglés, 
porque hay personas de muchas nacionalidades-. Se advierten importantes contradicciones en 
las declaraciones de ambos sobre aspectos esenciales de la relación aducida. Así, él refiere 
que ella ha ido a verlo en dos ocasiones, abril de 2006 y enero de 2007, y ella que se 
encontraron personalmente por primera vez en abril de 2007 y que volvió de vacaciones en 
verano, concretamente viajó el 1 de julio de 2007 y se quedó casi veinte días en la casa de la 
familia del interesado que, entrevistado el 18 de julio de 2007, no menciona tan reciente 
encuentro. Él refiere que es futbolista aficionado y ella que se dedica profesionalmente a dicho 
deporte, que se gana bien la vida, aunque allí los sueldos de los futbolistas no son como los de 
aquí; que no recuerda el equipo al que pertenece porque son nombres muy raros y que lo ha 
visto entrenar pero no jugar, ya que la temporada no había empezado cuando ella estuvo (en 
abril, julio y octubre de 2007). Por otra parte, consta que, a la incoación de este expediente, la 
promotora está empadronada en dos municipios y que en el escrito de interposición del recurso 
consigna como domicilio el de Telde que figura en su DNI y no el aducido de S. A lo que 
antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una 
significativa diferencia de edad entre ambos.  
 
 VI. A la vista de lo que antecede se considera que existe base suficiente para 
apreciar que no hay una voluntad de contraer matrimonio con los fines propios de esta 
institución. Su deducción no es ilógica ni arbitraria y siempre ha de tenerse en cuenta que, por 
razones de inmediación, las personas que han presenciado las manifestaciones de los 
interesados son quienes más fácilmente han podido valorarlas y formar su convicción respecto 
de ellas.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (7ª) de 2 de Junio de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de O. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de O. el 28 de mayo de 2007 el 
Sr. N., de nacionalidad argelina, nacido el 26 de marzo de 1979 en D. (Argelia), y Doña M., de 
nacionalidad española, nacida el 1 de diciembre de 1943 en O., iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, pasaporte argelino caducado, partida de nacimiento, certificados 
negativos de matrimonio y de antecedentes penales y certificado de empadronamiento en G.; 
y, de la promotora, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con notas marginales de 
separación y de divorcio, declaración jurada de estado civil y certificado de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos un hijo de la 
interesada y un amigo, que manifestaron que les constaba la certeza de los hechos de la 
solicitud, y ese mismo día, 28 de mayo de 2007, se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que en el trámite de audiencia no se había 
acreditado mutuo conocimiento de datos esenciales, se opuso a la pretensión de los 
solicitantes, y el 14 de agosto de 2007 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por apreciar 
que no existía auténtico consentimiento matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
su relación se desarrolló a lo largo de dos años en los que han ido juntos de vacaciones y han 
convivido los fines de semana, que actualmente tienen un domicilio común y que el 
consentimiento, tal como aparece regulado en el Código Civil, no viene referido a conocimiento 
bastante sino al hecho de asumir los derechos y deberes que el matrimonio comporta; y 
presentando, como prueba documental, facturas de una agencia de viajes y certificados 
individuales de empadronamiento en el mismo domicilio.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación de la resolución recurrida, y el Juez Encargado ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
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 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LE C). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional argelino resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de la institución matrimonial. Se advierten 
contradicciones en las declaraciones de ambos relativas al tiempo que dura su relación, 
manifestando él que se conocieron en septiembre de 2005, fecha en la que no acredita 
domicilio en España, y ella que a principios de enero de 2006; y a la forma en que comunican 
cuando están separados: se ven los fines de semana -ella-, por vía telefónica -él-. Se aprecia 
igualmente un notorio desconocimiento de datos de índole personal, familiar y laboral que no 
se justifica fácilmente entre personas que alegan que se han relacionado durante un tiempo 
que puede estimarse suficiente para un razonable conocimiento mutuo. Así, ella no sabe los 
nombres de los padres de él ni a qué se dedican e ignora si tiene o no hijos, los nombres de 
sus hermanos y si llegó a España con o sin visado. Y él tampoco sabe prácticamente nada de 
ella: si ha estado o no casada, si trabaja o no, ni su dirección, que ambos refieren al futuro 
domicilio conyugal; ni los nombres de algunos de sus hijos y de todos sus hermanos. A lo que 
antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una 
apreciable diferencia de edad entre ambos, concretamente 35 años. Todo ello lleva a la 
convicción de que el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para finalidades que 
no son las propias de la institución matrimonial.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 3 de junio de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil Central. 
 

 
 
 



 26

H E C H O S 
 
 1. Don M. nacido en Gambia el 7 de abril de 1982, y de nacionalidad española, 
presentó ante el Registro Civil Central hoja de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado el 1 de septiembre de 2004 en Gambia con Doña M., nacida en Gambia 
el 13 de enero de 1987 y de nacionalidad gambiana. Aportaban como documentación 
acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio, certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia con 
los interesados. Mediante auto de fecha 23 de octubre de 2007 la Juez Encargada del Registro 
Civil Central deniega la inscripción de matrimonio ya que se trata de un matrimonio nulo por 
simulación. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso volviendo a solicitar 
la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que impugna 
el mismo e interesa la confirmación del auto apelado. La Juez Encargada ordena  la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc, y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Gambia, 
entre un gambiano nacionalizado español y una gambiana y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La 
interesada desconoce la fecha de nacimiento del interesado, dice que éste nació en España, 
no sabe cuando adquirió la nacionalidad española, desconoce cual es su trabajo. El interesado 
desconoce el domicilio y teléfono de la interesada. Difieren en los nombres de los padres de 
cada uno y en el lugar de nacimiento. Hay pues base para llegar a la convicción, de que no hay 
consentimiento verdadero y de que estamos ante uno de los supuestos, frecuentes de 
personas que buscan emigrar a España y que contraen matrimonio con un ciudadano español 
con el único fin de conseguir el ingreso en territorio español. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Civil Central quien por su inmediación a los hechos son los que más fácilmente 
pueden apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en 
momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría 
desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, 
del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se 
estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 3 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 19 de noviembre de 
2007 el Sr. Y., de nacionalidad marroquí, nacido el 29 de marzo de 1983 en C.(Marruecos), y 
Doña M., de nacionalidad española, nacida el 19 de agosto de 1977 en V., iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, traducción de acta  en extracto de nacimiento, certificado de 
empadronamiento en V., volante de empadronamiento en M. y pasaporte marroquí; y de la 
promotora, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento en M., fe de vida y estado 
y DNI. 
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 2. Ratificada la solicitud por ambos, se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada y comparecieron dos testigos, que manifestaron que no conocían impedimento legal 
alguno que se opusiera a la celebración del matrimonio.  
 
 3. El 21 de noviembre de 2007 la Juez Encargada, considerando que las 
audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la inexistencia de real consentimiento 
matrimonial, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución a los promotores, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que en las entrevistas personales 
pudo haber cierta confusión porque el interesado no tiene un conocimiento exhaustivo del 
idioma español, que las dificultades de comunicación en la pareja se van superando con los 
amigos comunes que traducen y que desde el principio surgió entre ellos una atracción que ha 
desembocado en una voluntad firme de contraer matrimonio. 
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación por sus propios fundamentos del auto recurrido, y el Juez Encargado informó que 
no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución 
apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
  
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
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determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de la institución matrimonial. Se advierten 
contradicciones en las declaraciones de ambos relativas a circunstancias importantes de la 
relación aducida: si se conocieron en C. hace un año o en B. hace cuatro meses, si decidieron 
contraer matrimonio hace tres meses o hace uno, si no sabe quien asistirá a la boda -él- o si 
irán la prima y la hermana de ella y los amigos de él -ella- o si él no conoce personalmente a 
los padres de ella y ha hablado por teléfono con la madre -ella- o si los ha visto un par de veces 
-él-, aunque, preguntado por el nombre de la madre, responde que no lo sabe. Se aprecian 
otros muchos desconocimientos de datos personales, familiares y laborales. Así ella indica que 
él, que dice no trabajar y tener dos hermanos, trabaja como escayolista y “cree” que tiene 
cuatro hermanos. Y él refiere sobre ella, empleada en “N”, con tres hermanos y sin amigos, que 
vende ropa y tiene dos hermanos y una amiga llamada M. a la que él conoce. Por otra parte, 
consta que el promotor se empadronó en M. quince días antes de iniciar este expediente, sin 
causar baja en su domicilio anterior, y no consta que se encuentre en España en situación de 
estancia regular. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está siendo 
instrumentalizado para finalidades que no son las propias de la institución matrimonial.  
  
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 3 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 No es inscribible el matrimonio celebrado en Mauritania por quien luego adquirió la 
nacionalidad española porque no hay certificación del Registro local y porque en el expediente 
del artículo 257 del Reglamento no se ha acreditado la celebración en forma del matrimonio. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra acuerdo del Juez 
Encargado del Registro Civil Central.  
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de V. el 18 de noviembre de 
2005 Don B., de nacionalidad española de origen declarada con valor de simple presunción el 
20 de agosto de 2003 y nacido en E. (Sahara Occidental) el 12 de febrero de 1964, solicitaba la 
inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio, celebrado en Z. (Mauritania) el 25 de 
mayo de 1987 con la Sra. K., de nacionalidad mauritana, nacida en Z. el 20 de mayo de 1969. 
Acompañaba, como documentación acreditativa de su solicitud: Acta de matrimonio redactada 
sobre declaración y testifical el 15 de julio de 2005; propia, testimonio del  DNI, certificación 
literal de nacimiento y certificado individual de empadronamiento; y pasaporte mauritano de la 
interesada.  
 
 2. Ratificada la solicitud por el promotor, se formó el oportuno expediente, se 
informó de su incoación a la interesada y se dio traslado de las actuaciones al Ministerio Fiscal, 
que informó que estimaba que procedía que se acordara conforme a lo solicitado. El 3 de 
noviembre de 2006 el Juez Encargado del Registro Civil de V. remitió el expediente al Registro 
Civil Central, en el que tuvo entrada el 1 de diciembre de 2006. 
 
 3. El 31 de enero de 2008 el Juez Encargado del Registro Civil Central dictó 
acuerdo denegando la inscripción del matrimonio, con el razonamiento jurídico de que no 
quedaba suficientemente acreditada la celebración del matrimonio ni las demás circunstancias 
que permitirían apreciar si se habían cumplido los requisitos legalmente exigidos. 
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 4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que todos los documentos que presentó 
están legalizados por las autoridades competentes y solicitando que se proceda a la inscripción 
del matrimonio. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo apelado y el Juez Encargado del 
Registro Civil Central informó que a su juicio no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que aconsejaron dictar la resolución impugnada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
    FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 9 y 65 del Código civil; 15, 16, 23, 27, 35, 69 y 73 de la Ley 
del Registro Civil; 81, 85 , 256 y 257 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 
4-2ª de junio de 2001; 9-2ª y 24-2ª de mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de 
febrero, 31-5ª de mayo y 2-2ª de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005 y 17-3ª de 
marzo de 2008. 
 
 II. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de que 
adquirieran la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RRC), si se cumplen los requisitos en cada caso exigidos.  
 
 III. Al estar el promotor domiciliado en España, la competencia para decidir la 
inscripción corresponde al Registro Civil Central (cfr. art. 68,II RRC), y el asiento ha de 
practicarse, bien a partir de certificación del registro extranjero expedida por autoridad o 
funcionario del lugar de celebración (cfr. arts. 23 LRC y 85 y 256-3º R RC), bien mediante el 
expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento, “en el que se acreditará 
debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de impedimentos”. 
 
 IV. El interesado, de nacionalidad española de origen declarada con valor de 
simple presunción el 20 de agosto de 2003, solicita que se inscriba en el Registro Civil español 
un matrimonio civil celebrado en Mauritania el 25 de mayo de 1987, inscripción que es 
denegada por el Registro Civil Central, porque no se aporta un certificado literal de matrimonio 
sino un documento mauritano que recoge una declaración, hecha por el padre y avalada por 
dos testigos el 15 de julio de 2005, en la que manifiestan que el 25 de mayo de 1987 
contrajeron matrimonio B. y K., sin precisar circunstancias tales como lugar y hora de 
celebración, autoridad que intervino, estado civil de los contrayentes, etc.; y porque, en 
consecuencia, no queda suficientemente acreditada la celebración de dicho acto. 
 
 V. Por las razones que se han hecho constar en los fundamentos jurídicos 
precedentes, el documento aportado para acreditar la existencia del matrimonio no puede 
considerarse título válido para la inscripción en el Registro español siendo, por tanto, correcta 
la decisión de denegarla adoptada por el Registro Civil Central. Un acta de matrimonio 
redactada dieciocho años después sobre declaración y testifical no puede sustituir válidamente 
a un acta de celebración, en la que constan todas aquellas circunstancias del matrimonio que 
han de permitir apreciar que se cumplieron los requisitos legalmente exigidos y todos los datos 
de los que la inscripción da fe. Lo anterior no ha de impedir que, si llegan a suministrarse 
pruebas, sea factible reiterar el expediente y obtener, bien la inscripción, bien la anotación del 
matrimonio. 
 

 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 3 de junio de 2009, sobre cambio de nombre propio. 
 
 
 No hay justa causa para cambiar “Marcos-Antonio” por “Marco- Antonio”. 
 
 En el expediente de cambio de nombre remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra el auto del Juez Encargado del Registro 
Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de L el 3 de febrero de 2003, Don 
Marcos A., solicitaba el cambio de nombre por el de MARCO ANTONIO, ya que es el que 
utiliza habitualmente. Adjuntaba como documentación: Certificado de nacimiento, certificado de 
bautismo y diversa documentación donde aparece el nombre de MARCO A. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. El Juez 
Encargado del Registro Civil, mediante auto de fecha 10 de mayo de 2004 desestima lo 
solicitado. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto apelado. El 
Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil; 205, 206, 209, 210 y 
365 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 8-2ª y 25-4ª de 
marzo, 13-1ª, 20-2ª, 21-2ª y 27-3ª de mayo de 2002; 5-4ª de noviembre de 2003; 24 de julio de 
2004; y 30-3ª de enero de 2006. 
 
 II. Uno de los requisitos exigidos para el éxito de todo expediente de cambio de 
nombre propio, ya sea de la competencia del Encargado del Registro Civil del domicilio, ya 
corresponda a la competencia general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa causa 
en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC). A estos efectos es doctrina constante 
de este Centro Directivo que la justa causa no concurre cuando la modificación, por su escasa 
entidad, ha de estimarse objetivamente como mínima o intrascendente porque ningún perjuicio 
real puede producirse en la identificación de una persona por el hecho, tan frecuente en la 
sociedad española actual, de llegar a ser conocida, personal y familiarmente, con un apócope, 
contracción, deformación o pequeña variación del nombre oficial correctamente escrito.  
 
 III. Esta doctrina es de directa aplicación al caso presente en el que se ha 
intentado el cambio mínimo de “Marcos-A.” a “Marco-A.”, porque, de un lado, la modificación es 
evidentemente mínima al suponer sólo supresión de una letra que apenas altera la grafía y 
fonética del nombre oficial correcto y, de otro, “Marcos” es grafía correcta castellana.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 3 de junio de 2009, sobre  caducidad del expediente. 
 
 
 Es conforme a derecho la que se decreta pasados tres meses desde que un 
expediente se paralice por culpa del promotor, con informe favorable del ministerio fiscal y 
previa citación al promotor. 
 
 En el expediente sobre declaración de caducidad de un expediente de adquisición 
de nacionalidad por opción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra auto de la encargada del Registro Civil de R. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de R. el 25 de septiembre de 
2001, Doña V., nacida el 6 de mayo de 1959 y de nacionalidad española obtenida por 
residencia en 1999, solicita el ejercicio del derecho de opción a la nacionalidad española en 
nombre de sus hijos menores de edad V. y, nacidos, respectivamente, en 1994 y 1996. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Inscripción de nacimiento con marginal de concesión de 
nacionalidad española en 1999 y DNI de la promotora, inscripciones de nacimiento y 
pasaportes suecos de sus hijos y certificado de empadronamiento. 
 
 2. .Ratificada la promotora y a instancia del ministerio fiscal, es requerida para que 
justifique su situación matrimonial, la guarda y custodia sobre sus hijos que afirma tener 
atribuida y la conformidad del padre de los menores con la solicitud realizada. 
 
 3. Notificado a la interesada el requerimiento el 5 de marzo de 2002, comparece 
en el Registro Civil el 16 de diciembre de 2003 aportando copia de la sentencia de separación 
matrimonial y del convenio regulador y manifestando que no ha podido localizar a su exmarido, 
por lo que no puede acompañar la conformidad del mismo. 
 
 4. El ministerio fiscal informa que, dado el tiempo transcurrido desde que se 
notificó el requerimiento a la promotora y la paralización del expediente por causa imputable a 
la misma, procede declarar la caducidad del mismo, sin perjuicio de reiterar su pretensión en 
un nuevo expediente. 
 
 5. Notificada la promotora, manifiesta que le ha sido imposible localizar al padre y 
que es ella quien ejerce la patria potestad de hecho. 
 
 6. Mediante auto de 19 de abril de 2004, la encargada del Registro Civil de R. 
declara caducado el expediente. 
 
 7. Notificada la promotora, interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que su exmarido nunca ejerció sus obligaciones como 
padre y que está ilocalizable, por lo que resulta aplicable el artículo 156.4 del Código civil que 
establece que, en defecto, por ausencia, incapacidad o imposibilidad de uno de los padres, la 
patria potestad será ejercida por el otro exclusivamente. 
 
 8. Notificado el ministerio fiscal, informa que procede confirmar el acuerdo 
recurrido. La encargada del Registro Civil emite informe ratificándose en la decisión anterior y 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 20 y 23 del Código civil (Cc); 354 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, de 28 de abril de 2003; 7-1ª de enero y 30 
de julio de 2004; 21-2ª de junio de 2005; 24-6ª de noviembre de 2006; 30-4ª de enero, 16-5ª de 
febrero y 20-6ª de julio de 2007; 16-4ª de septiembre y 28-8ª de noviembre de 2008. 
 
 II. La promotora, con nacionalidad española adquirida por residencia, inició 
expediente en solicitud de la nacionalidad española por opción en nombre de sus dos hijos 
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menores de edad. Requerida por el Registro Civil el 5 de marzo de 2002 para que aportara  
determinada documentación relativa a su situación matrimonial y la conformidad del padre de 
sus hijos con la solicitud planteada, no comparece hasta el 16 de diciembre de 2003, alegando 
que no ha sido posible hasta el momento localizar a su exmarido. A instancia del ministerio 
fiscal y previa notificación a la interesada, la juez encargada del registro dictó auto el 19 de abril 
de 2004 declarando la caducidad del expediente. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso. 
 
 III. Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa del 
promotor, el ministerio fiscal podrá pedir que se declare su caducidad, previa citación al 
interesado (art. 354 RRC). En el caso analizado transcurrió un año y más de nueve meses 
entre la notificación y la comparecencia de la promotora en el registro aportando 
documentación. Las alegaciones formuladas en el recurso no justifican esa dilación en el 
tiempo, pues pudo comparecer antes y exponer las razones que le impedían obtener la 
documentación requerida o haber iniciado un procedimiento para la obtención de la patria 
potestad en exclusiva que habría supuesto la interrupción del plazo de caducidad del artículo 
354 RRC. De otro lado, antes de dictarse el auto apelado, consta que se cumplieron los 
trámites previstos para que pudiera declararse la caducidad del expediente, por lo que procede 
en consecuencia confirmar ésta, sin perjuicio de la posibilidad de reiterar la pretensión por 
parte de la promotora mediante un nuevo expediente si concurren los requisitos necesarios.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 4 de junio de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 
 
 No se admite el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por la letrada que actúa en nombre del interesado o bien el citado 
recurso sea ratificado por éste último. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, mediante representante legal, contra 
auto de la Encargada del Registro Civil Consular en Q. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña V., nacida en Ecuador el 10 de julio de 1975, presentó en el Consulado 
General de España en Q. impreso de declaración de datos para la trascripción de su matrimonio 
celebrado el día 22 de noviembre de 2006 en  Ecuador, según la ley local, con Don A. nacido en 
Ecuador el 25 de septiembre de 1971 y de nacionalidad ecuatoriana. Aportaban como 
documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos para la inscripción del 
matrimonio, certificado de matrimonio local; certificación de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción del matrimonio, el Encargado del 
Registro Civil Consular mediante auto de fecha 13 de marzo de 2008 ya que los datos objetivos 
hacen razonable deducir la imposibilidad de que el consentimiento prestado sea en realidad 
matrimonial, y apuntan a una simulación de matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, el interesado, mediante representante 
legal, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando 
la inscripción del matrimonio. 
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 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe presentado. La Encargada del Registro Consular ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 24, 26 y 95 de la Ley de 
Registro Civil y 16 y 348 del Reglamento de Registro Civil, y las resoluciones 18-1ª de marzo 
de 1994, 7 de marzo de 1996, 27-1ª de febrero, 16 de mayo y 11 de julio de 1997, 23-1ª de 
junio de 1998, 11 de noviembre de 1999, 14-2ª de septiembre de 2004, 23-1ª de mayo y 4-4ª 
de noviembre de 2005; 27-3ª de noviembre de 2006; y 15-4ª de febrero de 2007. 
 
 II. La admisibilidad del presente recurso requerirá la acreditación fehaciente de la 
representación alegada por la letrada que suscribe el escrito de interposición o bien la 
ratificación de éste último por parte de la representada. En efecto, los procuradores y abogados 
pueden asistir a los interesados en los expedientes gubernativos con el carácter de apoderados 
o como auxiliares de éstos. En el presente caso la abogada actuante lo hace en el primer 
concepto, pero no acredita la representación que ejerce. No se podrá, por ello, dar trámite al 
recurso entablado por una  tercera persona, aunque sea un letrado que dice actuar en 
representación de los interesados y cuyo poder no consta auténticamente (cfr. art. 1280-5º Cc). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, no procede admitir el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por la letrada que actúa en nombre del interesado o bien el citado 
recurso sea ratificado por ésta última. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 4 de junio de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 
 
                 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, mediante representante legal, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 4 de enero de 2007, Doña A. nacida en Colombia el 29 de junio de 
1966, presentó en el Consulado español en B., impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 22 diciembre de 2006 con Don P., 
nacido en España  el 30 de agosto de 1946. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria 
de datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 31 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio. 
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El Encargado 
del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio, así coinciden en como y dónde se conocieron, gustos, 
enfermedades que padece cada uno, etc. Por tanto, aunque como informa el Encargado del 
Registro Consular es posible la falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de 
dicha institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para afirmarlo con suficiente 
grado de certeza.  

 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante tal opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
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judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 CC) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Colombia el 22 de diciembre de 2006 entre Don P. y Doña A. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (3ª) de 4 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 26 de junio de 2007 la Sra. A., de nacionalidad colombiana, nacida en C. 
(Colombia) el 29 de septiembre de 1978, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder 
el día 9 de abril de 2007 en su ciudad natal, según la ley local, con Don E., de nacionalidad 
española, nacido en B. el 6 de junio de 1947. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento, fe de vida y 
estado y pasaporte; y, propia, pasaporte colombiano, certificado de movimientos migratorios y 
registro de nacimiento. 
 
 2. El 31 de julio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de S. el 5 de septiembre de 2007. 
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio y el 26 de febrero 
de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la falta de motivación del 
auto acarrea indefensión, que el contacto entre ellos es permanente desde que ella regresó 
voluntariamente a su país en el año 2002, que ella tiene una hija que va a cumplir seis años 
cuyo padre le dice que es él y que el instructor ha errado a la hora de valorar los elementos en 
presencia; y presentando, como prueba documental, resguardos de remesas. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
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de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC ), requiere que por medio de 
la calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue 
a la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la 
ley española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, 
para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 9 de abril de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y, del 
trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Manifiestan que se conocieron en 1999 en la población natal de él y que al mes empezó su 
relación pero se advierten contradicciones sobre la forma en que la continuaron: él declara que 
han mantenido comunicación viviendo juntos por temporadas, ella que por teléfono e Internet; 
él que no necesitaban viajar para verse, ella que él no puede ir por motivos médicos; él que 
han convivido algo más de seis años en P., ella que un año en B.; él que decidieron casarse 
hace nueve meses en casa, ella que “al ver que se vencieron sus papeles”. Y en el expediente 
consta que ella regresó a Colombia en mayo de 2002, que no volvieron a encontrarse y que, 
cinco años después, contrajeron matrimonio por poder. Se aprecia igualmente desconocimiento 
mutuo, que no se justifica fácilmente entre personas que aducen haberse relacionado 
habitualmente durante un tiempo -ocho años- que permite un amplio conocimiento recíproco. 
Ninguno indica con precisión la fecha de nacimiento del otro, los dos ignoran los respectivos 
ingresos y él refiere que ella, que dice tener un estanco, trabaja en un archivo. No se acredita 
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la alegación de que han comunicado con regularidad durante todo ese tiempo y tampoco que él 
le esté prestando ayuda económica desde 2002, porque los resguardos de remesas aportados 
corresponden a dos ordenantes y porque ella no figura como beneficiaria hasta junio de 2007. 
A mayor abundamiento la interesada es consciente de que la inscripción del matrimonio le 
permitirá residir nuevamente en España y, cuando se le pregunta si el enlace obedece a ese 
fin, contesta afirmativamente. A lo que antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí 
solo no determinante, que hay una considerable diferencia de edad entre ambos, 
concretamente treinta y un años.   
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 4 de junio de 2009, sobre  nombre propio. 

 
 

 Tras la modificación del artículo 54 de la Ley del Registro Civil por la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las 
personas, es admisible "Chrissi", variante de “Cristina”. 
 

En el expediente de cambio de nombre propio remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el Juez Encargado del 
Registro Civil de L. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de enero de 2005 Doña C., exponía que al 
practicarse su inscripción de nacimiento se le impuso el nombre de CRISTINA, que dicho 
nombre está en discordancia con el que utiliza habitualmente que es CHRISSI, por lo que 
solicita el cambio de nombre. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento y 
diversa documentación donde aparece el nombre de CHRISSI. 
 
 2. Ratificada la interesada, comparecen dos testigos que manifiestan que siempre 
han conocido a la interesada con el nombre de CHRISSI. El Ministerio Fiscal se opuso a lo 
solicitado. El Juez Encargado dictó auto con fecha 28 de marzo de 2005 desestimando lo 
solicitado ya que el nombre pretendido no ha alcanzado sustantividad propia. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar el cambio de nombre. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al recurso. El Juez Encargado del 
Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC), en la redacción dada 
por la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa 
al sexo de las personas; y 192, 205, 206 y 210 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones de 2-3ª de octubre de 2007; 26 de abril y 4-3ª de septiembre de 2008. 
 

II. Se pretende por la interesada autorización para cambiar el nombre, “Cristina” 
que consta en la inscripción de su nacimiento por el de “Chrissi” que viene usando 
habitualmente. Por el Juez Encargado se dictó auto el 28 de marzo de 2005 denegando la 
solicitud por estar afectado el nombre propuesto por las limitaciones que establece el artículo 
54 LRC. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 

expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LCC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. En el presente caso el nombre propuesto por la interesada estaba, efectivamente, 
afectado por una de las limitaciones establecidas por el artículo 54, como era la relativa a los 
nombres familiares o coloquiales que no hubiesen adquirido sustantividad. Razón por la cual 
hubo de dictarse el auto denegatorio.  

 
IV. Ahora bien, con posterioridad al auto apelado, ha sido suprimida dicha 

limitación por la antes citada Ley 3/2007, de 15 de marzo, y son ahora admisibles los 
diminutivos y variantes familiares y coloquiales de los nombres originales, por lo que, 
actualmente, el nombre pretendido reúne los requisitos exigidos para su admisión, de acuerdo 
con la nueva redacción del artículo 54 LRC y como se aprecia también la concurrencia de justa 
causa y no consta que pueda seguirse perjuicio para terceros, es procedente la autorización 
del cambio solicitado. 

 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso. 
 2º. Autorizar el cambio del nombre “Cristina” por “Chrissi”, usado habitualmente, 
no debiendo producir esta autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del 
asiento de nacimiento y siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días desde la 
notificación, conforme a lo que dispone el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. El 
Encargado que inscriba el cambio deberá efectuar las comunicaciones ordenadas por el 
artículo 217 del mismo Reglamento. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 4 de junio de 2009, sobre  rectificación de error. 
 
 
 No procede por no estar acreditado el error que se denuncia. 
  
 En expediente sobre rectificación de errores en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la promotora contra auto de la  Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil Central Doña A., expone que al 
practicarse su inscripción de nacimiento figura el nombre de ANA ISABEL cuando lo correcto 
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es ANA MARÍA ISABEL, por lo que solicita se rectifique dicho error. Adjunta como 
documentación: Certificado de nacimiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se opuso a lo solicitado. La Juez 
Encargada dictó auto con fecha 2 de febrero de 2005 desestimando lo solicitado ya que no se 
puede imponer más de dos nombres simples en el Registro Español 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la rectificación del error. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 2, 23, 54 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil; 12, 213 y 342 
del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 7-3ª y 4ª y 26 de 
septiembre de 2000; 29-2ª de octubre de 2001; 5-3ª de noviembre de 2003; 9-1ª y 20-4ª de 
febrero de 2004; 25-4ª de junio y 3-4ª de septiembre de 2007. 
 
 II. Se pretende por la promotora que sea rectificado por erróneo el nombre “Ana-
Isabel” que se hizo constar en la inscripción de su nacimiento por el Registro Civil, por entender 
que el correcto es el de “Ana-María-Isabel”. Por la Juez Encargada se dictó auto denegando la 
rectificación. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. El nombre propio de una persona es en su inscripción de nacimiento una 
mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) por lo que, si se demuestra que ha sido consignado 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93.1 
de la Ley o, en su caso, en el 94.1, siempre que, además, no esté afectado por las limitaciones 
establecidas en las normas que regulan su imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC). 
 

IV. De otro lado hay que tener en cuenta que en materia de errores registrales la 
regla general es que su rectificación ha de obtenerse mediante sentencia recaída en juicio 
ordinario (cfr. art. 92 LRC). Además, obviamente, para que pueda rectificarse un error del 
Registro, es necesario que quede acreditada su existencia y, esto, no ha sido probado en el 
presente caso, puesto que según se deduce del expediente no se produjo error registral al 
practicarse la inscripción de nacimiento de la recurrente, sino que al estar afectado el nombre 
por la limitación impuesta por el artículo 192 RRC, el Encargado adecuó el nombre a lo 
dispuesto en este precepto, según el cual “no se podrán imponer más de dos nombres simples 
o de uno compuesto”. De otro lado, en estos casos de rectificación de errores que pueden 
tener apoyo en el artículo 94.1 LRC, es necesario el dictamen favorable del Ministerio Fiscal y, 
aquí, el emitido no lo ha sido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 4 de junio de 2009, sobre  declaración sobre 
nacionalidad española. 
 
 
 No es española iure soli la nacida en España hija de padres nigerianos. 

 
 En el expediente sobre declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores 
contra auto de la juez encargada del Registro Civil de V. 



 41

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de V. el 12 de enero de 2005, R. y 
E., ambos mayores de edad y de nacionalidad nigeriana, solicitaron la declaración, con valor de 
simple presunción, de la nacionalidad española de su hija I., nacida el 15 de octubre de 2004 en V. 
Aportaban como documentos probatorios de la pretensión: Certificados de empadronamiento, 
inscripción de nacimiento de la menor en el Registro Civil español, libro de familia y permisos de 
residencia de los padres.  
 
 2. Ratificados los promotores y previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la 
encargada del Registro Civil de V. dictó auto el 19 de enero de 2005 por el que se denegaba la 
solicitud realizada. 
 
 3. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

 4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a la estimación del mismo. La encargada del Registro Civil se ratificó en la decisión adoptada y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos el artículo 7 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos 

del niño de 20 de noviembre de 1.989, ratificada por España el 30 de noviembre de 1.990; los 
artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 337 y 338 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones 20-3ª de marzo y 28-3ª y 4ª de octubre de 
2003; 8-4ª de marzo de 2004; 21-1ª de septiembre y 18-5ª de noviembre de 2005; 16-4ª de 
mayo y 20-4ª de octubre de 2006; 12-4ª de marzo, 2-8ª y 9-2ª de abril y 27 de octubre de 2007. 

 
II. Se pretende por este expediente que se declare con valor de simple presunción 

(cfr. art. 96-2º LRC) que tiene la nacionalidad española una persona nacida en España en 
2004, inscrita como hija de padres nigerianos, nacidos fuera del territorio español. Al estar 
determinada la filiación de la nacida, su eventual nacionalidad española de origen sólo podría 
fundarse en lo establecido por el artículo 17.1c) del Código civil (cfr. art. 17-3º Cc. en su 
redacción dada por la Ley 51/1.982, de 13 de Julio), que atribuye esa nacionalidad a “los 
nacidos en España de padres extranjeros (…) si la legislación de ninguno de ellos atribuye al 
hijo una nacionalidad”. 

 
III. En el presente caso está suficientemente acreditado, de acuerdo con el 

conocimiento adquirido por este centro de la legislación nigeriana, que son nigerianos los 
nacidos en el extranjero cuando uno de los padres es nigeriano, sin que la inscripción del 
nacimiento en la sección consular de la embajada pueda funcionar como condición 
indispensable para la atribución de la nacionalidad nigeriana. Dicha inscripción actuará, 
posiblemente, como requisito formal para el reconocimiento de la nacionalidad ya atribuida ex 
lege y que los padres pueden hacer efectiva en cualquier momento, pero no como elemento 
determinante para la atribución de la nacionalidad. Por consiguiente, no concurre el supuesto 
de hecho previsto para la atribución de la nacionalidad española iure soli en el citado artículo 
17.1c) del Código civil, que está previendo el caso de que el nacido en España no tenga otra 
nacionalidad iure sanguinis, evitando con esta norma situaciones de apatridia originaria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 5 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

       Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de C. (Colombia). 
 

H E C H O S 
 
 1. Don E. nacido en Colombia el 20 de septiembre de 1968 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 13 de octubre de 2006 con Doña M. nacida en España el 26 de octubre 
de 1958. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de 
divorcio de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 7 de marzo de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
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adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una española y un colombiano y del trámite de audiencia reservada practicada 
a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en el 
momento en que iniciaron su relación sentimental, en cuando y donde decidieron contraer 
matrimonio, en si han convivido o no antes del matrimonio. El interesado dice que contrajeron 
matrimonio el 13 de octubre de 2006 y ella que el 13 de agosto de 2006. Ambos desconocen  
el número y nombres de los hermanos de cada uno. Discrepan en gustos, aficiones, si han 
tenido o no enfermedades, etc. Desconocen los teléfonos de cada uno. La interesada 
desconoce la empresa en la que él trabaja y el salario que percibe, por otra parte el interesado 
tampoco sabe el sueldo que ella tiene. No presentan prueba alguna de su relación.Todo ello 
hace pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino 
otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 5 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de T. (Toledo). 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de T. el 27 de diciembre de 
2007 el Sr. M., de nacionalidad congoleña, nacido el 4 de abril de 1965 en K. (República 
Democrática del Congo), y Doña I., de doble nacionalidad española y ecuatoguineana, nacida 
el 21 de enero de 1966 en M. (Guinea Ecuatorial), iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: Del 
promotor, declaración jurada de estado civil, volante de empadronamiento; certificados de la 
Embajada de la República Democrática del Congo en España de inscripción consular, de 
nacimiento, de existencia de edictos en ese país y de soltería; y NIE; y, de la promotora, 
declaración jurada de estado civil, certificaciones sucesivas de empadronamiento en A. y en G., 
certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y DNI. 
  
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada, comparecieron dos testigos, que manifestaron que no existía impedimento legal 
alguno a la celebración del pretendido matrimonio, y se dispuso la publicación de edictos en T. 
y en G. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, apreciando simulación, se opuso a lo solicitado por los 
promotores y el 4 de abril de 2008 el Juez Encargado dictó auto denegatorio por considerar, a 
la vista del desconocimiento y de la falta de relación que había puesto de manifiesto el trámite 
de audiencia, que no existía verdadero consentimiento matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
no entienden que el desconocimiento de dos o tres datos pueda truncar la felicidad de dos 
personas y que la denegación se ha basado en presunciones que han desplazado a pruebas 
contundentes; y presentando documentación laboral e inmobiliaria de uno y otro solicitante.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y enumerando las 
contradicciones que había puesto de manifiesto la audiencia reservada, interesó la 
desestimación del recurso y el Juez Encargado ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
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apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana de doble nacionalidad ecuatoguineana y española, adquirida por 
residencia, y un nacional congoleño resultan del trámite de audiencia determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende contraer persigue una 
finalidad distinta de la propia de esta institución. Manifiestan que se conocieron hace un año en 
la calle, sin que nadie los presentara, que iniciaron la relación hace cuatro meses y que no 
convivirán hasta después de casados, pero se advierte contradicción en cuestión tan 
fundamental como el domicilio conyugal que él fija en la población en la que ella reside en tanto 
que ella señala que no saben donde vivirán. Se aprecia igualmente un mutuo desconocimiento 
de datos personales y familiares básicos, incluso de identidad: él no sabe cómo se apellida ella, 
ni la fecha ni el lugar de su nacimiento, salvo que fue en Guinea, ni los nombres de sus padres; 
y ella tampoco da lugar de nacimiento de él, salvo el país, dice que habla el idioma y le gusta la 
comida “de su país”, sin mayores concreciones, e indica que camina mucho, en tanto que él 
refiere que hace algo de gimnasia en su casa. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para finalidades que no son las propias 
de la institución matrimonial.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 5 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de C. (Colombia). 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña S. nacida en Colombia el 14 de octubre de 1978 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 16 de marzo de 2007 con Don J. nacido en España el 7 de septiembre 
de 1969. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 31 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
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 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en el 
tiempo que hace que se conocieron y en cuando comenzaron su relación sentimental. Ambos 
manifiestan que se comunican por teléfono e Internet todos los días, sin embargo la interesada 
no sabe el número de teléfono del interesado y no presentan pruebas de ello. Discrepan en los 
regalos que se hicieron y en el motivo de ello. El interesado tan sólo ha viajado una vez a 
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Colombia. La interesada no sabe cual es la profesión de él y tampoco la empresa para la que 
trabaja, por su parte el interesado no sabe cual es la profesión de ella aunque en la actualidad 
no trabaja. La interesada manifiesta que es su deseo contraer matrimonio para adquirir la 
nacionalidad española en un menor tiempo de residencia. No presentan prueba alguna de su 
relación.Todo ello hace pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta 
institución sino otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 5 de junio de 2009, sobre nombre propio. 
 
 

 No es admisible el nombre "Kuocheang-Michael" por infringir la prohibición de 
consignar más de dos nombres simples o uno compuesto. 
 

En el expediente de cambio de nombre propio remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto dictado por el Juez Encargado del 
Registro Civil de A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Por comparecencia en el Registro Civil de A., el 9 de diciembre de 2004, Doña B. y 
Don Y., mayores de edad, casados y con domicilio en A., solicitaban para su hijo Kuo Cheang, el 
cambio de nombre por el de “Kuocheang-Michael” por ser el utilizado habitualmente por el mismo 
en sus relaciones familiares y sociales. Acompaña los siguientes documentos: Certificado de 
nacimiento del menor con el nombre de “Kuo-Cheang”, certificado de empadronamiento y 
fotocopia del Libro de Familia con el nombre de “Kuocheang-Michael”. 
 
 2. Ratificados los promotores, el Ministerio Fiscal se opuso en su informe emitido el 1 
de febrero de 2004 al cambio de nombre por dar lugar la petición a que ostente tres nombres. El 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 15 de febrero de 2005 por no 
existir justa causa. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores del expediente, 
éstos presentan recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando  que 
le nombre de “Kuocheang” no es nombre compuesto y que el nombre de “Michael” agregado al 
primero es un nombre con sustantividad propia  y que no induce error al sexo. Acompañan partida 
de bautismo y boletín de calificación escolar. 
  
 4. De la tramitación del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesó la 
desestimación del mismo. El Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de A., informa 
favorablemente al mismo a tenor de la nueva documentación aportada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC), en la redacción dada 

por la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa 
al sexo de las personas; y 192, 205, 206 y 210 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones de 29 de noviembre de 2003; 4-4ª de febrero de 2004; 16-3ª de marzo, 25-4ª de 
junio y 3-4ª de setiembre de 2007. 
 

II. Se pretende por los interesados autorización para cambiar el nombre de su hijo, 
“Kuo Chean” que consta en la inscripción de su nacimiento por el de “Kuocheang-Michael” que 
viene usando habitualmente. Por el Juez Encargado se dictó auto el 15 de febrero de 2005 
denegando la solicitud por estar afectado el nombre propuesto por las limitaciones que 
establece el artículo 54 LRC. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 

expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. En el presente caso, el hijo a quien afecta el cambio, fue inscrito con un nombre 
compuesto que consta de dos vocablos cuya unión ahora se propone para añadirle el de 
“Michael”, con lo que el nombre resultante tropieza con la prohibición impuesta por el artículo 
192 RRC, según el cual “no se podrán imponer más de dos nombres simples o de uno 
compuesto”.  

 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 

reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª)  de 5 de junio de 2009, sobre nombre propio. 
 
 
 Tras la modificación del artículo 54 de la Ley del Registro Civil por la Ley 3/2007, 
de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las 
personas, es admisible el cambio de “Josefa” por “Pepa”. 
 

En el expediente sobre cambio de nombre propio en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
auto del Juez Encargado del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de M. el 21 de junio de 2005 Don J., 
promovía la inscripción de nacimiento de su hija PEPA, nacida en M. el 19 de junio de 2005. 
 
 2. Mediante providencia el Juez Encargado del Registro Civil, requiere al promotor, 
manifestando que el nombre solicitado es una variante familiar y que elija otro nombre para la 
nacida. Notificado el interesado, éste elige para su hija el nombre de JOSEFA. 
 
 3. El Juez Encargado mediante auto de fecha 21 de junio de 2005 inscribe a la 
menor con el nombre de JOSEFA. 
 
 4. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado manifestando que PEPA, no lesiona la dignidad de quien lo lleva, y 
que dicho nombre tiene sustantividad propia. 
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 5. Notificado el Ministerio Fiscal,  éste se adhiere al mismo. El Juez Encargado del 
Registro Civil  remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC), en la redacción dada 
por la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa 
al sexo de las personas; y 205, 206, 209 y 210 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones de 19-5ª y 6ª de abril, 11-4ª y 17-2ª y 3ª de mayo, 26-6ª de octubre de 2007; 25-2ª 
de marzo de 2008; y 9-5ª de febrero de 2009. 
 

II. Uno de los requisitos exigidos para el éxito de todo expediente de cambio de 
nombre propio, ya sea de la competencia del Encargado del Registro Civil del domicilio, ya 
corresponda a la competencia general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa causa 
en la pretensión y que no se cause perjuicio a terceras personas (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 
210 RRC) y, obviamente, que el nombre propuesto no esté afectado por alguna prohibición 
legal (cfr. art. 54 LRC). 

 
III. Esta última circunstancia era de directa aplicación al nombre “Pepa” que, como 

diminutivo y variante familiar de “Josefa”, se hallaba afectado por la prohibición contenida en el 
citado artículo 54 LRC, razón por la cual el cambio pretendido fue correctamente denegado por 
el Juez Encargado. Pero al haber sido suprimida dicha limitación por la antes citada Ley 
3/2007, de 15 de marzo, son ahora admisibles los diminutivos y variantes familiares y 
coloquiales de los nombres originales, por lo que no hay razón impeditiva para autorizar el 
nombre propuesto que es el que pretenden atribuir a la hija sus progenitores. Se aprecia, por 
último, la existencia de justa causa y con el cambio no se considera que pueda seguirse 
perjuicio para terceras personas. 
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso. 
 2º. Autorizar el cambio del nombre “Josefa” por “Pepa”, no debiendo producir esta 
autorización efectos legales mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento y 
siempre que así se solicite en el plazo de ciento ochenta días desde la notificación, conforme a 
lo que dispone el artículo 218 del Reglamento del Registro Civil. El Encargado que inscriba el 
cambio deberá efectuar las comunicaciones ordenadas por el artículo 217 del mismo 
Reglamento. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN de 6 de junio de 2009, sobre  cambio de nombre propio. 
 
 
 No son admisibles como nombres propios aquellos que pueden inducir a confusión 
por ser habitualmente usados como apellidos. 
 
 En el expediente sobre cambio de nombre propio remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto del Juez Encargado del Registro Civil 
de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de M. Doña L., expone que fue inscrita 
como MARÍA DE LOS LLANOS, que el nombre que utiliza habitualmente es LLANOS, por lo que 
solicita el cambio de nombre. Adjunta como documentación: Certificado de nacimiento, volante de 
empadronamiento y diversa documentación donde aparece el nombre de Llanos. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal no se opone a lo solicitado. El Juez 
Encargado mediante auto de fecha 22 de abril de 2005 desestima lo solicitado ya que el nombre 
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de LLANOS por sí solo y para una mujer no se hubiera admitido en la inscripción de nacimiento  al 
poder confundirse con un apellido. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que LLANOS es un nombre habitual en Albacete y que no 
se presta a confusión. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal,  éste se adhiere al mismo. El Juez Encargado del 
Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 54, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil; 205, 206, 209, 210 y 
365 del Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones, entre otras, de 16-1ª de marzo de 
2004; 18-1ª de octubre de 2005; 15-4ª de enero y 19-8ª de noviembre de 2008; y 19-1ª de 
enero de 2009. 
 

II. El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para autorizar en 
expediente el cambio del nombre propio inscrito por el usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 
RRC), siempre que exista justa causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 
210 RRC) y siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su 
imposición (cfr. art. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, por 
la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que ya inicialmente debería ser 
rechazado. 

 
III. Esta última circunstancia es la que obliga a denegar el expediente por el que se 

intenta el cambio del nombre propio de la interesada “María de los Llanos” a “Llanos”, puesto que 
están prohibidos por ley los nombres que puedan hacer confusa la identificación (cfr. art. 54, II, 
LRC) como sucede con aquellos que son conocidos habitualmente como apellidos, que es lo que 
sucede con el propuesto por la promotora. Coincide, por tanto, el auto apelado con la doctrina que 
viene manteniendo esta Dirección General, que no hace sino aplicar la prohibición contenida en el 
artículo 54 LRC. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 8 de junio de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 
 
 

Se deniega su inscripción porque  hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto del Encargado del Registro 
Civil Consular en B. 
 

HECHOS 
 
 1. Con fecha 14 de mayo de 2007, Don J. nacido en Colombia el 12 de marzo de 1961 
y de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en B., impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 5 mayo de 2007 con 
Doña K., nacida en Colombia el 11 de enero de 1985 y de nacionalidad colombiana. Adjuntan 
como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  
de estado civil del interesado. 
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 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada 
con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. Con fecha 23 
de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción 
del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías, videos, etc. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El Encargado del 
Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar en la 
medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos lleguen 
a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el expediente 
previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por 
separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre ellos, la 
ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben adoptarse 
cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado 
en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si concurren los 
requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 Cc) y 
esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a la 
convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
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razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Colombia 
entre un español de origen colombiano y una colombiana y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en 
el medio de comunicación utilizado en su relación, en el número de veces que el interesado ha 
ido a Colombia. La interesada desconoce el número de teléfono de él a pesar de que 
mencionan que se comunican por teléfono. La interesada dice que él vive en Canarias pero 
desconoce su dirección, también manifiesta que vive con su padre, hermano y madrastra 
mientras que él asegura que vive solo. Tampoco sabe con exactitud el salario del interesado. 
Llama la atención el hecho de que el interesado tenga una hija de cuatro meses cuando ambos 
declaran que han mantenido una relación continuada desde octubre de 2006.Todo ello hace 
pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros 
muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria entender 
que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del Registro 
Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y 
formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 8 de Junio de 2009, sobre rectificación de errores. 
 
 
 Se rectifica por expediente en una inscripción de defunción el dato sobre el último 
domicilio del difunto, aunque sin especificación del piso. 
 
 En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de defunción, remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de  fecha 4 de octubre de 2004, Don B. expone que en la 
inscripción de defunción de Don A. se observa un error en el domicilio del interesado ya que 
consta P., cuando debería ser P., por lo que solicita la rectificación de dicho error. Adjunta 
como documentación: Certificado de defunción del señor M. 

 
 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez Encargada del Registro 
Civil dicta auto con fecha 26 de enero de 2005 denegando la rectificación solicitada. 

  
 3. Notificado el interesado, éste  interpone recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la rectificación del error. 

 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa 
que procede la rectificación del error mediante lo dispuesto en el artículo 92 de la Ley de 
Registro Civil. La Juez Encargada del Registro Civil da traslado del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 26 y 93 de la Ley del Registro Civil; 12, 137, 342 y 358 del 

Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 21 de septiembre de 2000; 8-2ª de octubre 
de 2001; y 10-2ª de julio de 2002. 
 

II. El último domicilio del difunto es en una inscripción de defunción una mención 
de identidad (cfr. art. 12 RRC), por lo que, si se demuestra que ha sido consignado 
erróneamente, cabe su rectificación en expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93-1º 
de la Ley. 
 

III. A la vista de las pruebas presentadas con el escrito del recurso (DNI, 
certificado de empadronamiento y domicilio fiscal a efectos del impuesto sobre bienes 
inmuebles) -que deben ser admitidas por el interés público subyacente: cfr. art. 358, II, RRC, a 
lo que se une el hecho de que, solicitada información, resulta que en P. no existe plaza que 
lleve el nombre de F. y sí en S., hay que estimar que ha quedado suficientemente acreditado el 
error que se denuncia. Únicamente conviene advertir que la designación del domicilio 
comprende la calle y su número, pero no la indicación del piso (cfr. art. 137, reglas 4ª y 5ª, 
RRC). 
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 

1º.  Revocar el auto apelado. 
 2º. Ordenar que se rectifique la inscripción de defunción debatida para hacer 
constar que el domicilio último del difunto era la P. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 8 de junio de 2009, sobre rectificación de errores en 
inscripción de nacimiento. 
 
 
 1º. Se confirma la denegación porque no resulta probado el error en el primer apellido 
inscrito. 
 
 2º. Por economía procesal y por delegación, la Dirección General de los Registros y  
del Notariado aprueba un expediente de cambio de apellido por concurrir justa causa y no existir 
perjuicio de tercero. 
 
 En expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 14 de septiembre de 2004, Don M., expone que en 
las inscripciones de nacimiento de sus hijos D. y A. se ha inscrito como apellido A., en lugar de 
E., por lo que solicita la rectificación de dicho error. Adjunta como documentación: Certificado 
de nacimiento de sus hijos, certificado de su nacimiento y volante de empadronamiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La Juez Encargada del Registro 
Civil, mediante auto de fecha 23 de noviembre de 2004 deniega la rectificación del error 
solicitado ya que no se ha acreditado tal error. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
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 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se ratifica en su anterior informe. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 59, 60 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 206, 
209 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, de 1-2ª, 16-
1ª y 26-1ª de abril y 9-1ª, 29-1ª y 2ª de mayo y 3-3ª y 7-4ª de junio de 2003, 24 de julio de 2004, 
14-2ª de marzo de 2005; 18-3ª de abril y 11-7ª de diciembre de 2008. 
 
 II. Se pretende por el interesado que en la inscripción de nacimiento de sus hijos 
D. y A. se rectifique el apellido “A.”, que se ha hecho constar en aquella por entender que el 
correcto es “E.”. Por la Juez Encargada se dictó auto el 23 de noviembre de 2004 por el que se 
denegaba la rectificación instada. Este auto constituye el objeto del presente recurso.  
 
 III. El apellido de una persona es una mención de identidad en su inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 12 RRC) por lo que, si se demuestra que ha sido consignado 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º 
de la ley. Pero en este caso no consta acreditada su existencia. 
 
 IV. Conviene no obstante examinar si la pretensión deducida pudiera ser acogida 
por la vía distinta de un expediente de cambio de apellido de la competencia general del 
Ministerio de Justicia (cfr. arts. 57 LRC y 205 RRC) y hoy, por delegación (ORDEN 
JUS/3770/2008, de 2 de diciembre), de esta Dirección General. Es oportuno considerar este 
punto de vista porque se ha seguido la necesaria fase de instrucción del expediente ante el 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y porque razones de economía procesal 
aconsejan dicho examen (cfr. art. 354 RRC), dado que sería superfluo y desproporcionado con 
la causa exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo fin práctico. 
 
 V. La respuesta debe ser afirmativa, porque el cambio de apellido, tratándose de 
un cambio mínimo, para el que existe justa causa y concurren los requisitos exigidos por el 
artículo 57 LRC en relación con el 58.I LRC, con apoyo, además, en el principio de unidad 
familiar, que se quebraría si no hubiese identidad entre el apellido de los hijos y del padre con 
los consiguientes inconvenientes que se seguirían para los menores, pues bien, en atención a 
todo ello procede en el presente caso autorizar el cambio pretendido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso. 
 2º. Autorizar el cambio del apellido “A. i” que se hizo constar en la inscripción de 
nacimiento de sus hijos, por “E.”, no debiendo producir esta autorización efectos legales 
mientras no se inscriba al margen del asiento de nacimiento y siempre que así se solicite en el 
plazo de ciento ochenta días a partir de la notificación, conforme a lo que dispone el artículo 
218 del Reglamento del Registro Civil. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 8 de junio de 2009, sobre rectificación de error en el 
apellido. 
 
 
 No prospera el expediente al no haberse acreditado el error denunciado. 
 

En el expediente de rectificación de error inscripción de nacimiento remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil Central. 
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H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de noviembre de 2004, Doña M., nacida en Irán el 
9 de agosto de 1964 y de nacionalidad española, expone que al practicarse su inscripción de 
nacimiento se hizo constar como apellidos M. D., M., en lugar de M. M., por lo que solicita la 
rectificación de dicho error. 
 
 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El Juez Encargado del Registro 
Civil, mediante auto de fecha 3 de enero de 2005 deniega la rectificación del error solicitado ya 
que no se ha acreditado tal error. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto apelado. El 
Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 109 del Código civil (Cc); 53, 55, 57 y 60 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 194, 199, 205, 206, 342 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción 
de 23 de mayo de 2007; y las Resoluciones de esta Dirección General, entre otras, 22-3ª de junio, 
27-1ª de noviembre de 2006; 15-5ª de febrero, 21-2ª de septiembre,15-2ª de octubre, 28-2ª de 
diciembre de 2007; 10-2ª y 5ª y 13-1ª de octubre de 2008. 
 

II. La interesada, nacida en Irán en 1964, solicitó se inscribiese su nacimiento en el 
Registro Civil tras haber adquirido por residencia la nacionalidad española. En la inscripción se le 
hicieron constar los apellidos “M. D. M.”, y ella considera que los correctos son “M. M.”. Por el Juez 
Encargado se dictó auto de 3 de enero de 2005, denegando la rectificación. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso. 
 

III. Al extranjero con filiación determinada que adquiere la nacionalidad española han 
de consignarse, en principio, en su inscripción de nacimiento en el Registro Civil español los 
apellidos fijados por tal filiación, según las leyes españolas, que se sobreponen a los usados de 
hecho (cfr. art. 213, regla 1ª, RRC). Por esto han de reflejarse en la inscripción de nacimiento 
dichos apellidos según resulten de la certificación extranjera de nacimiento acompañada, siempre 
y cuando no afecten a principios de orden público de nuestro sistema de atribución de apellidos y 
salvo que el interesado haga uso de la facultad que le confiere el artículo 199 RRC. 
 

IV. En materia de errores registrales la regla general es la de que su rectificación ha 
de obtenerse a través de la vía judicial ordinaria (cfr. art. 92 LRC) y,  en todo caso, para que pueda 
rectificarse un error del Registro, es necesario que quede acreditada su existencia y, esto, no ha 
sido probado en el presente caso, puesto que en la inscripción se hicieron constar los apellidos 
que constaban en la certificación aportada, con adición del que en la documentación aportada 
figuraba como materno. 
 

V. No obstante lo que antecede, ha de quedar a salvo a la interesada el expediente, 
distinto, de cambio de apellidos de la competencia del Ministerio de Justicia (cfr. arts. 57 LRC y 
205 y 207 RRC), -hoy, por delegación, de esta Dirección General (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 
de diciembre)- que se instruye en el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC), y que puede ser 
autorizado si se acredita que concurren los requisitos exigidos legalmente. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 8 de junio de 2009, sobre inscripción fuera de plazo 
de nacimiento. 
 
 
 Por el conjunto de pruebas presentadas se concluye que el nacimiento acaeció en 
Melilla. 
 

     En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo del 
encargado del Registro Civil de M. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Doña M. y Don T., 
ambos de nacionalidad marroquí, exponen que el 14 de diciembre de 1988 Doña M. dio a luz 
en el hospital comarcal de M. un niño siendo su padre Don T., que le impusieron el nombre de 
A., que dicho nacimiento no fue inscrito a su debido tiempo en el Registro Civil de M. por creer 
los progenitores que al ser extranjeros no tenían derecho a ello, los interesados contrajeron 
matrimonio islámico en Marruecos el 8 de diciembre de 1976. Por todo ello solicitan la 
inscripción de nacimiento fuera de plazo de su hijo A. Adjuntan como documentación: Acta de 
matrimonio de los promotores, certificados de nacimientos de los promotores, certificados de 
residencia de los promotores, certificado del alumbramiento del menor y certificado negativo de 
nacimiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil de M. mediante auto de fecha 21 de enero de 2008 deniega lo 
solicitado por los interesados ya que el nacimiento de A. consta inscrito en B. y tiene pasaporte 
marroquí. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso alegando que el pasaporte del 
interesado coincide con el certificado del alumbramiento en la fecha de nacimiento y en los 
datos de la madre, siendo imposible que la madre haya dado a luz simultáneamente en dos 
sitios diferentes, por lo que puede afirmarse que la persona que queda reflejada en el 
pasaporte es la misma que la reflejada en el certificado del alumbramiento. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al recurso interpuesto ya que el 
interesado figura inscrito en Marruecos. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 170, 
191 311 a 316  del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Instrucción de 7 de Octubre de 
1.988, y las Resoluciones, entre otras, de 7 de enero de 2003; 20-2ª de abril de 2004; 27-2ª de 
enero, 22-1ª de marzo y 24 de septiembre de 2005; 13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de 
julio de 2006; 17-5ª de mayo y 8-2ª de octubre de 2007. 
 
 II. Un nacimiento acaecido dentro del territorio español o que afecte a españoles 
ha de ser inscrito en el Registro Civil español competente (cfr. art. 15 LRC), siendo la vía 
registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el 
expediente a que alude el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil que está desarrollada en 
los artículos 311 a 316 del Reglamento. 
 
 III. Se pretende por el recurrente la inscripción de su nacimiento fuera de plazo, 
respecto del cual está determinado el lugar y también la fecha en que acaeció, puesto que, así 
resulta de la certificación expedida por el Hospital Comarcal de M. en la que se hace constar 
que Doña. M. (también conocida como M.) dio a luz a un varón en dicho centro a las 16,40 
horas del día 14 de diciembre de 1988.  
 



 57

 El artículo 15 LRC establece que constarán en el Registro Civil español los hechos 
inscribibles acaecidos en territorio español, aunque afecten a extranjeros, como sucede en el 
presente caso. En este caso, ha de tenerse por acreditado a la vista de la mencionada 
certificación e informe de la Policía, que el nacimiento del interesado acaeció en M. y, por ello, 
ha de ser inscrito en el Registro en que acaeció, con los datos acreditados que resulten del 
expediente, sin que el hecho de que  conste inscrito el mismo nacimiento en un Registro Civil 
extranjero suponga en modo alguno un obstáculo legal para la inscripción en el Registro Civil 
español, al extremo de estar legalmente previsto como uno de los títulos formales de 
inscripción en nuestro Registro “la certificación de asientos extendidos en Registros 
extranjeros” (cfr. art. 23 LRC). 

 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 

reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 

 2º. Ordenar que se inscriba el nacimiento acaecido en M. el 14 de diciembre de 
1988, de don A. con los demás datos comprobados en las actuaciones. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 8 de Junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 28 de enero de 2008 
Doña S., de nacionalidad española, nacida el 28 de mayo de 1979 en S., y el Sr. A., de 
nacionalidad marroquí, nacido el 3 de enero de 1984 en T. (Marruecos), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: De la promotora, declaración jurada de estado civil, certificación de nacimiento, 
fe de vida y estado, certificado de empadronamiento y pasaporte; y, del promotor, declaración 
jurada de estado civil, copia literal del acta de nacimiento, certificado de soltería y pasaporte 
marroquí. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, el 7 de febrero de 2008 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada, al promotor con asistencia de intérprete, y comparecieron 
dos testigos, uno de los cuales manifestó que desconocía si la interesada era soltera o 
divorciada y el otro que no sabía el estado civil de ninguno de los dos. 
 
 3. El Ministerio Fiscal dio el Visto y Conforme y el 31 de marzo de 2008 la Juez 
Encargada considerando que no se cumplían los requisitos legalmente establecidos, dictó auto 
denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la inexistencia en el auto de una motivación clara dificulta formular alegaciones sobre su 
contenido.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugnó el recurso e 
interesó la confirmación de la resolución apelada, y la Juez Encargada ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, 
según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia es la inexistencia de una lengua común que permita la 
comunicación y, en este caso, no consta que la haya. La interesada manifiesta que él sabe 
inglés, “holandés” y “marroquí”; ella inglés, portugués y un poco de “marroquí”; y que entre ellos 
hablan en inglés y en “marroquí”. Y el interesado, que hubo de comparecer asistido por 
intérprete, indica que conversan en español, inglés y árabe, idiomas estos dos últimos que ella 
habla un poco. Declaran que se conocieron hace dos años en Holanda, a donde ella había ido 
de vacaciones con un amigo común, pero se aprecian discrepancias sobre aspectos relevantes 
de la relación aducida: si la iniciaron a los dos días o a las tres semanas, si mantuvieron 
contacto diario por Internet o comunicaban cada tres o cuatro días y también por teléfono, o si 
decidieron casarse un mes antes de que él viajara a España o tan pronto como llegó. Se 
aprecia igualmente un desconocimiento de numerosos datos de carácter personal, familiar y 
laboral que no se justifica fácilmente entre personas que declaran que se han relacionado 
durante un tiempo -dos años- que puede estimarse suficiente para un amplio conocimiento 
recíproco. Así ella ignora si él es asalariado o trabaja en un negocio familiar y sitúa en Holanda 
al hermano que vive en la misma población de ella y al que dice conocer porque “ha venido 
alguna vez”; y él, por su parte no sabe si ella, que refiere que el pasado verano tuvo un local de 
copas con una amiga, ha trabajado alguna vez y desconoce también que, además del dinero 
que le dan su familia y él, dispone de ahorros. No se justifican fácilmente entre personas sin 
obligaciones laborales que comparten el día a día las contradicciones referentes a aspectos de 
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la vida en común: el 7 de febrero de 2007 ella refiere que ve a sus hijos casi todos los meses y 
que en diciembre viajó a Portugal para pasar con ellos las navidades y él que en los tres meses 
que llevan juntos ella no los ha visto y que desconoce la frecuencia con la que los ve; y él dice 
que el domicilio común, cuya dirección desconoce, es de alquiler, en tanto que ella indica que 
la vivienda es de un amigo que no le cobra alquiler. A mayor abundamiento, ella afirma que él 
“solo” ha venido para contraer matrimonio y poder volver juntos a Holanda y él ratifica que tras 
la boda “se marcharán a vivir” a Holanda, añadiendo que, no obstante, solicitará la tarjeta de 
residencia por si con el tiempo le da por abrir “aquí” un garaje. Todo ello lleva a la convicción 
de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España y, por ende, en el Espacio Económico 
Europeo, del promotor extranjero. 
  
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 8 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 No es inscribible el matrimonio celebrado en el extranjero por quien luego adquirió 
la nacionalidad española porque no hay certificación del Registro local y porque en el 
expediente del artículo 257 del Reglamento no se ha acreditado la celebración en forma del 
matrimonio. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra acuerdo del Juez 
Encargado del Registro Civil Central.  
 

H E C H O S 
 
 1. El 4 de noviembre de 2005 Don Y., de nacionalidad española declarada con 
valor de simple presunción el 19 de enero de 2004 y nacido en A. (Sahara) el 6 de enero de 
1951, y la Sra. O., de nacionalidad marroquí, nacida en E. (Sahara) el 1 de enero de 1956, 
comparecieron en el Registro Civil de A. solicitando la inscripción en el Registro Civil español de su 
matrimonio, celebrado fuera de España e inscrito en el Registro Civil de E. Acompañaban, como 
documentación acreditativa de su solicitud: Acta de confirmación de matrimonio desde 1975 
redactada el 5 de diciembre de 1998 sobre declaración del promotor, que se identifica como Y., 
y de testigos; y extractos de actas de nacimiento de la interesada y de cuatro hijos comunes.  
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, el Juez Encargado del Registro Civil de A. 
acordó remitir las actuaciones al Registro Civil Central, en el que tuvieron entrada el 16 de 
diciembre de 2005. 
 
 3. El 26 de diciembre de 2006 la Juez Encargada del Registro Civil Central libró 
exhorto al de Arrecife a fin de que se requiriera al solicitante para que aportase certificado de 
matrimonio expedido por el Registro Civil del lugar de celebración y certificados de su anterior 
matrimonio y de defunción de su cónyuge y para que rellenara el impreso de declaración de 
datos. Notificado el promotor, compareció, manifestó que Y. y Y. son la misma persona, que se 
casaron en el año 1975, que por entonces los matrimonios celebrados por los nómadas en el 
desierto ante un Imán no se inscribían y que, por tanto, no puede aportar ningún certificado; y 
presentó fotocopia compulsada del acta de confirmación de matrimonio que ya obraba en el 
expediente y la hoja de datos, con los espacios reservados a hora, día y mes de celebración 
del matrimonio sin cumplimentar. 
 
 4. El 18 de junio de 2007 el Juez Encargado del Registro Civil Central dictó 
acuerdo denegando la inscripción del matrimonio, con el razonamiento jurídico de que ni 
constaba la existencia del matrimonio por certificación del Registro local ni quedaban 
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suficientemente acreditadas su celebración ni las demás circunstancias que permitirían 
apreciar si se habían cumplido los requisitos legalmente exigidos. 
 
 5. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que los documentos presentados 
son suficientes conforme a la normativa española sobre Registro Civil y aportando, como 
prueba documental, un tercer ejemplar del acta de confirmación de matrimonio, un acta 
adicional al acta de matrimonio, levantada el 22 de octubre de 2007 sobre declaración del 
promotor, identificado como Y., en la que se precisa que el matrimonio tuvo lugar a las 14 
horas del 1 de octubre; un acta de defunción de su esposa, S. hija de B. hijo de K., el 30 de 
junio de 1976, redactada sobre declaración y testifical el 24 de octubre de 2007; y fotocopia del 
certificado de su primer matrimonio, celebrado al parecer el 24 de agosto de 1974 entre Y. y S. 
 
 6. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo apelado y el Juez Encargado del 
Registro Civil Central informó que a su juicio no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que aconsejaron dictar la resolución impugnada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 9 y 65 del Código civil; 15, 16, 23, 27, 35, 69 y 73 de la Ley 
del Registro Civil; 81, 85 , 256 y 257 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 
4-2ª de junio de 2001; 9-2ª y 24-2ª de mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de 
febrero, 31-5ª de mayo y 2-2ª de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005 y 17-3ª de 
marzo de 2008. 
 
 II. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de que 
adquirieran la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RRC), si se cumplen los requisitos en cada caso exigidos.  
 
 III. Al estar el promotor domiciliado en España, la competencia para decidir la 
inscripción corresponde al Registro Civil Central (cfr. art. 68,II RRC), y el asiento ha de 
practicarse, bien a partir de certificación del registro extranjero expedida por autoridad o 
funcionario del lugar de celebración (cfr. arts. 23 LRC,y 85 y 256-3º RRC), bien mediante el 
expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento, “en el que se acreditará 
debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de impedimentos”. 
 
 IV. El interesado, de nacionalidad española declarada con valor de simple 
presunción el 19 de enero de 2004, solicita que se inscriba en el Registro Civil español un 
matrimonio celebrado en el extranjero en el año 1975, inscripción que es denegada por el 
Registro Civil Central, porque no se aporta un certificado literal de matrimonio sino un 
documento marroquí de fecha 5 de diciembre de 1998 que recoge una declaración hecha por el 
promotor y avalada por testigos que manifiestan que están unidos en matrimonio desde 1975, 
sin precisar circunstancias tales como lugar y fecha de celebración, autoridad que intervino, 
estado civil de los contrayentes, etc.; y porque, en consecuencia, no queda suficientemente 
acreditada la celebración de dicho acto. 
 
  V. Por las razones que se han hecho constar en los fundamentos jurídicos 
precedentes, el documento aportado para acreditar la existencia del matrimonio no puede 
considerarse título válido para la inscripción en el Registro español siendo, por tanto, correcta 
la decisión de denegarla adoptada por el Registro Civil Central. Un acta de confirmación de 
matrimonio redactada veintitrés años después sobre declaración y testifical no puede sustituir 
válidamente a un acta de celebración, en la que constan todas aquellas circunstancias del 
matrimonio que han de permitir apreciar que se cumplieron los requisitos legalmente exigidos y 
todos los datos de los que la inscripción da fe. Tampoco constituye título válido la denominada 
acta adicional al acta de matrimonio, levantada el 22 de octubre de 2007 y presentada al 
interponer el recurso, en la que el promotor manifiesta la hora, el día y el mes -14 horas del 1 
de octubre- en que tuvo lugar el matrimonio de 1975. No se entra a examinar el estado civil del 
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interesado, que al parecer enviudó de un matrimonio anterior el 30 junio de 1976, en el 
momento de la celebración del matrimonio cuya inscripción solicita. 
 

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 9 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don E. nacido en Colombia el 2 de febrero de 1971 y de nacionalidad española, 
presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 8 de marzo de 2006 con Doña K. nacida en 
Colombia el 18 de marzo de 1980 y de nacionalidad colombiana. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado 
de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 29 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
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1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un colombiano nacionalizado español y una colombiana y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. El interesado se equivoca o no sabe la fecha de nacimiento de la interesada. Ambos 
coinciden en que han mantenido una relación telefónica pero discrepan en la frecuencia. 
Difieren en cuando decidieron contraer matrimonio, en donde piensan fijar su residencia, en si 
han pactado o no gastos familiares, estudios, ayuda económica, etc. Ella no sabe el número de 
teléfono de él aunque manifiestan que se comunican por teléfono. La interesada declara que el 
interesado trabaja en la construcción cuando el afirma que está en paro. Ella conoce que la 
inscripción del matrimonio le permitiría salir de su país y obtener la nacionalidad española y 
que contrae matrimonio con este fin. Todo ello hace pensar que el matrimonio proyectado no 
tiene los fines propios de esta institución sino otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 9 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

        Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña Y. nacida en Colombia el 4 de febrero de 1968 y de nacionalidad española, 
presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 12 de febrero de 2007 con Don I. nacido en 
Colombia el 2 de agosto de 1975 y de nacionalidad colombiana. Adjuntaban la siguiente 
documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado 
de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 9 de abril de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
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ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una colombiana nacionalizada española y un colombiano y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. El interesado se equivoca o no sabe la fecha de nacimiento de la interesada. El 
interesado no sabe el nombre de los padres de ella. Difieren en como y donde se conocieron, 
el modo y frecuencia de la comunicación, donde piensan fijar la residencia ya que él dice que 
en España y ella afirma que donde la vida lo permita. Discrepan en el número y nombre de los 
hermanos respectivos, en gustos y aficiones y sobre si padecen o no enfermedades. El 
interesado no sabe la empresa para la que ella trabaja, por otra parte éste afirma que aunque 
es arquitecto ahora está desempleado mientras que ella manifiesta que el interesado es 
arquitecto y que ahora está realizando unos planos desconociendo el salario que tiene. No 
coinciden los datos sobre su domicilio, teléfono, etc. Por otra parte, a la pregunta de cual será 
su actividad en España el interesado responde que ninguna conociendo que la inscripción del 
matrimonio le permitirá salir de su país y obtener la nacionalidad española. Todo ello hace 
pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros 
muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 9 de Junio de 2009, sobre declaración sobre 
nacionalidad española. 

 
 

No es español de origen el nacido en España de padre mauritano y madre 
argelina por no resultar acreditada la situación de apatridia de estos. 
 

En las actuaciones sobre solicitud de declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de J. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 6 de enero de 2008, presentado en el Registro Civil 
de J., Don R., de nacionalidad mauritana y Doña L. de nacionalidad argelina, ambos nacidos en 
el Sahara Occidental, solicitaban la nacionalidad española mediante el artículo 17-1-C del 
Código Civil para su hijo T., nacido en V. el 10 de septiembre de 2007.Adjunta como 
documentación: Certificado de nacimiento del menor, certificado de nacionalidad de los 
promotores, certificado de concordancia de nombre, libro de familia y certificado de 
empadronamiento. 
  
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal informa favorablemente. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 16 de junio de 2008 deniega lo solicitado 
por los interesados ya que no es posible declarar que el nacido ostenta la nacionalidad 
española al estar basada la pretensión en un certificado que en modo alguno puede servir para 
fundamentarla ya que no justifica la situación de apatridia del nacido. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española para su hijo 
alegando que desde la tramitación del expediente de declaración de nacionalidad española 
para su hijo, las circunstancias han cambiado ya que los promotores han obtenido la 
nacionalidad española por consolidación. 
 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que se opone 
al recurso. La Juez Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 17 del Código civil (Cc); 15, 23 y 67 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 342 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones  de 
3-4ª de junio de 2005; 6-1ª de junio de 2006, 5-1ª y 2ª y 6-4ª de julio de 2006. 

 
II. Se pretende por los interesados, uno con documentación argelina y otro 

mauritana, la declaración de la nacionalidad española de su hijo nacido en C. el 10 de 
septiembre de 2007, alegando la situación de apatridia de ellos, porque los respectivos 
documentos argelino y mauritano que ostentan no acreditan la nacionalidad por tratarse de 
meros documentos de viaje. Por la Juez Encargada del Registro Civil de J., el 16 de junio de 
2008, se dictó auto denegando la solicitud. Este auto constituye el objeto del recurso 
interpuesto el 2 de agosto de 2008, en el que alegan un cambio de circunstancias respecto de 
la nacionalidad de los padres, porque les ha sido declarada la nacionalidad española por 
consolidación por la Encargada del Registro Civil de Córdoba, aportando para acreditarlo 
sendos autos de fecha 12 de mayo de 2008. Por esta razón solicitan en el recurso que se 
conceda a su hijo la nacionalidad española. 

 
III. La petición que se formula en el recurso aunque imprecisa, parece significar 

una modificación del petitum inicial basado en la apatridia de los promotores, pero es obvio que 
la declaración que pretenden los interesados por haber adquirido la nacionalidad española, 
proporciona la posibilidad de que puedan ejercitar a favor del hijo, previa la pertinente 



 66

autorización por razón de su edad, el derecho de opción por la nacionalidad española, pero esa 
posibilidad no afecta a lo actuado hasta el momento en que se dicta el auto que se recurre y si 
la Juez Encargada calificó los hechos y documentos presentados por los promotores y dictó 
dicho auto bajo la base de que lo interesado por ellos era una declaración de nacionalidad 
española de origen por haber nacido su hijo en España sin que los padres le hubiesen podido 
atribuir nacionalidad alguna, es este hecho y circunstancias los que han de tenerse en cuenta 
al resolver, sin perjuicio de que los interesados pueden instar a favor de su hijo otras 
actuaciones. 

 
IV. Para que hubiese podido prosperar la pretensión de los padres tendría que 

haberse acreditado la apatridia y esto no consta en el expediente mas que por la simple 
declaración de los propios interesados que, además, se encuentran en posesión de pasaportes 
en los que consta la nacionalidad argelina y mauritana respectiva de ellos. Se une a esto que, 
según el conocimiento adquirido por este Centro Directivo de las legislaciones mauritana y 
argelina, los padres transmiten iure sanguinis a sus hijos su propia nacionalidad. 

 
V. De otro lado, esta Dirección General, tiene conocimiento de que la nacionalidad 

española concedida a los promotores por el Registro Civil de C. ha sido objeto de impugnación 
por el Ministerio Fiscal. 

 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 9 de junio de 2009, sobre caducidad del 
expediente. 

 
 
 Dictada la resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia, el 
plazo, de caducidad, para cumplir los requisitos del artículo 23 del Código civil es de seis meses 
contados desde la notificación de dicha resolución.  
 
 En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de adquisición 
de la nacionalidad española por residencia remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de M., Doña E., nacida en Colombia, 
solicita la nacionalidad española para su hija N., nacida en Colombia el 18 de enero de 1996 y 
residente en España desde 1998. Aporta como documentación: Hoja declaratoria de datos, 
certificado de nacimiento de la menor, volante de empadronamiento y contrato de trabajo de la 
promotora. 

 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal interesa se proceda a acceder a lo 
solicitado. Mediante auto de fecha 24 de junio de 2005, la Juez Encargada del Registro Civil 
acuerda elevar el expediente al Ministerio de Justicia para la concesión de la nacionalidad por 
residencia a N. 
 
 3. Mediante resolución de 28 de marzo de 2007 la Dirección General de los 
Registros y del Notariado acuerda la concesión de la nacionalidad española a N., advirtiendo 
que tal concesión no producirá efectos legales hasta que compareciendo ante el funcionario 
competente declare en su caso la renuncia a la nacionalidad anterior, preste juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución y a las Leyes españolas y se 
inscriba como español en el Registro Civil, transcurridos 180 días de dicha notificación si no se 
han cumplido los requisitos la concesión se entenderá caducada. 
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 4. Mediante auto de fecha 15 de abril de 2008, la Juez Encargada del Registro 
Civil declara la caducidad del expediente por permanecer paralizado por tiempo de tres meses 
por culpa de la promotora 
 
 5. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando sea revocado el auto. 
 
 6. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 21 y 23 del Código Civil (Cc); 354 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 27-3ª de febrero, 19-4ª de noviembre de 2004; 25-
1ª, 2ª, 3ª, 4ª de enero, 8-2ª, 17-3ª de febrero de 2006; 27-3ª de marzo, 9-4ª de junio y 17-2ª de 
diciembre de 2008.   
 
 II. Se pretende por la recurrente que sea dejado sin efecto el auto por el que la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. declaró la caducidad del expediente de nacionalidad 
por residencia tramitado por aquella en representación de su hija, menor de catorce años. 
Dicha nacionalidad le fue concedida por resolución de este Centro Directivo de 28 de marzo de 
2007. Las citaciones dirigidas a la promotora fueron devueltas por el servicio de correos. Por la 
Juez Encargada, el 15 de abril de 2008, se dictó el auto mencionado declarando la caducidad y 
acordando el archivo de las actuaciones. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Dispone el apartado 4 del artículo 21 Cc que “las concesiones por carta de 
naturaleza o por residencia caducan a los ciento ochenta días siguientes a su notificación, si en 
este plazo no comparece la interesada ante funcionario competente para cumplir los requisitos 
del artículo 23”. En el presente caso, la notificación a la interesada de la resolución de 
concesión de la nacionalidad española por residencia se intentó por escritos dirigidos al 
domicilio por ella facilitado en fechas de 24 de mayo y 19 de octubre de 2007, siendo devueltas 
por el servicio postal, según consta en el expediente. No se alegan en el recurso causas que 
pudieran justificar que la interesada dejara transcurrir el plazo establecido en el artículo 21.4 Cc 
y como dicho plazo es de caducidad hay que concluir con la confirmación del auto apelado. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 9 de junio de 2009, sobre autorización de matrimonio 
civil. 
 
 
 Se autoriza porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 25 de enero de 2008 
Don F., de nacionalidad española, nacido el 11 de octubre de 1959 en H., y la Sra. S., de 
nacionalidad marroquí, nacida el 10 de noviembre de 1978 en C. (Marruecos), iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, DNI, certificaciones de nacimiento y literal de 
matrimonio con inscripción marginal de divorcio, volante de empadronamiento y fe de vida y 
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estado; y, de la promotora, pasaporte marroquí, extracto de partida de nacimiento, fe de 
soltería y certificado administrativo de residencia en F. (Marruecos). 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se libró oficio a la Brigada de Extranjería y 
Documentación de la Policía para que informara sobre el estado civil de los interesados, con el 
resultado de que la interesada había sido expulsada del territorio nacional el 15 de diciembre 
de 2005 con prohibición de entrada en España durante tres años y de que, solicitada por los 
promotores en fecha 29 de enero de 2008 la revocación de la orden de expulsión ya ejecutada, 
había sido denegada por la Delegación del Gobierno. El 5 de marzo de 2008 comparecieron 
como testigos dos amigos, que manifestaron su pleno convencimiento de que el matrimonio 
proyectado no incurría en prohibición legal alguna, y se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía autorizar el matrimonio y el 2 de abril 
de 2008 la Juez Encargada, considerando que los hechos comprobados eran lo 
suficientemente clarificadores como para deducir de ellos la existencia de simulación, dictó 
auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
en el trámite de audiencia no se había profundizado en las circunstancias personales y 
familiares y en el recíproco conocimiento como para poder deducir la ausencia de auténtico 
consentimiento matrimonial.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, se adhirió 
al recurso e interesó la revocación del auto y la Juez Encargada ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y 
las Resoluciones, entre otras, de 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de 
diciembre de 2006; 6-3ª y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio, 
28-6ª de septiembre, 1-3ª de octubre y 18-1ª de diciembre de 2007; y 31-3ª de enero de 2008. 
 
 II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil existe un trámite esencial e imprescindible (cfr. Instrucción de 9 de Enero de 1995, norma 
3ª), como es la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos - 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero - en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
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 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En este proyectado matrimonio entre un nacional español y una ciudadana 
marroquí los hechos comprobados no son lo suficientemente clarificadores como para deducir 
de ellos, sin sombra de duda, la existencia de simulación. Si bien las entrevistas realizadas a 
los promotores no fueron exhaustivas, sus respuestas resultan conformes con las preguntas 
que formuladas y, en su conjunto, el trámite de audiencia no revela contradicciones 
significativas ni desconocimiento de datos que pudieran considerarse de importancia para 
alcanzar la plena convicción de que existe una utilización fraudulenta de la institución 
matrimonial.  
 
 VI. Si se tienen en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en casos de duda, no poner trabas a la 
celebración del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución de 9-2ª de Octubre 
de 1993, "ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o 
de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de elegir la primera alternativa".  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso y revocar el auto apelado.  
 2º. Declarar que no hay obstáculos para que la Juez Encargada autorice el 
matrimonio. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 9 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 26 de noviembre de 
2007 Doña M., de doble nacionalidad española y argentina, nacida en B. (Argentina) el 6 de 
noviembre de 1956, y el Sr. J., de nacionalidad dominicana, nacido en S. (Republica Dominicana) 
el 26 de febrero de 1971, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: Del promotor, pasaporte 
dominicano, acta de nacimiento inextensa, certificado individual de empadronamiento, 
certificados expedidos por el Consulado General de República Dominicana en M. de estado 
civil y de domicilio, sobre declaración jurada propia, y sobre inscripción consular y publicación 
de edictos; y declaración jurada de estado civil; y de la promotora, DNI, certificado individual de 
empadronamiento, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripciones marginales 
de separación y de divorcio y declaración jurada de estado civil. 
  
 2. Ratificada la solicitud por ambos, compareció una testigo, que manifestó que 
conocía a los solicitantes en virtud de su relación de amistad y expresó su convencimiento de 
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que el matrimonio proyectado no incurría en ninguna prohibición legal, y el 13 de marzo de 
2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que de lo actuado cabía razonablemente 
deducir que no existía verdadero consentimiento matrimonial, se opuso a la autorización y el 14 
de abril de 2008 el Juez Encargado, habida cuenta de que las contradicciones y el 
desconocimiento de cuestiones fundamentales que el trámite de audiencia había puesto de 
manifiesto llevaban a la conclusión de que el matrimonio proyectado no perseguía los fines 
propios de esta institución, dictó auto denegatorio.  
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
cada uno ha acreditado conocer los datos y los aspectos importantes de la vida del otro, que 
conviven y que proyectan formar una familia y presentando, como prueba documental del 
contacto existente entre ambos, facturas de teléfono de la promotora. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, no desvirtuados por las alegaciones, interesó la 
desestimación del recurso y el Juez Encargado del Registro Civil informó que entendía que 
debía confirmarse la resolución recurrida y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
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 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana de doble nacionalidad argentina y española, recuperada el 21 de 
febrero de 1994, y un nacional dominicano resultan del trámite de audiencia determinados 
hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende contraer persigue 
una finalidad distinta de la propia de esta institución. Manifiestan que se conocieron al día 
siguiente de que él llegara a España, porque uno de los muchos amigos dominicanos de ella le 
dijo que un chico -el interesado- necesitaba alquilar una habitación, que ella le alquiló la 
habitación y que él “entró” en casa de ella como inquilino en marzo de 2007, añadiendo él que 
desde entonces le ha pagado cada mes 250 € y ella que desde que están saliendo -junio de 
2007- él le paga si puede y ella no le coge el dinero si ve que lo necesita porque, como no tiene 
“papeles”, no le dan trabajo y únicamente consigue “chapuzas”. Se advierte desconocimiento 
de datos personales y familiares relevantes que no se justifica fácilmente entre personas que 
manifiestan se han relacionado durante un tiempo -un año- que puede estimarse suficiente 
para un adecuado conocimiento recíproco. Así él dice que ella, que ha dejado de fumar, fuma y 
ella indica que las dos hijas menores de él, de 7 y 6 años, tienen 5 y 3 y que las dos mayores, 
que viven con sus respectivas madres, están con su abuela paterna. Con respecto al 
matrimonio él refiere que en su país ni tuvo el momento de casarse ni le interesaba y que aquí 
sí le interesa, “no exactamente por los papeles” sino porque son novios formales; y ella, por su 
parte, señala que ella facilita que él tenga la nacionalidad pero que “cree” que se quieren. Todo 
ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para 
regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 9 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 23 de enero de 2007 el Sr. A., de nacionalidad colombiana, nacido en S. 
(Colombia) el 30 de diciembre de 1984, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 17 
de noviembre de 2006 en P. (Colombia), según la ley local, con Doña D., de doble nacionalidad 
española y colombiana, nacida en M. (Colombia) el 2 de julio de 1967. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro de 
nacimiento, pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, de la 
interesada, certificación de nacimiento, fe de vida y estado, pasaporte y DNI. 
 
 2. El 31 de enero de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de M. el 28 de marzo de 2007 y nuevamente 
el 20 de junio de 2007, tras solicitar expresamente que se le facilitara el modelo de cuestionario 
aprobado por la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 7 de 
febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias 
de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
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4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 

Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la falta de motivación del 
auto le ocasiona indefensión. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 17 de noviembre de 2006 entre una ciudadana de doble nacionalidad colombiana y 
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española -adquirida por residencia el 8 de febrero de 2000- y un nacional colombiano y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaración de los interesados, su primer contacto se produjo por Internet, tomaron la 
decisión de casarse sin haberse visto y cuando ella viajó a Colombia para contraer matrimonio 
seguían sin conocerse directa y personalmente. Precisamente el hecho de que los 
contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio es uno de los factores que, según 
la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia. Se advierten contradicciones en aspectos relevantes de la 
relación aducida: si ese primer contacto fue el 2 de mayo de 2006 o a mediados de julio de 
2006, si comunicaban en el chat cada dos días o también por teléfono, casi siempre los fines 
de semana; o si fijarán su residencia en el actual domicilio de él en P. (Colombia) -él- o en 
Madrid, porque quiere estar con él -ella-. Se aprecia igualmente mutuo desconocimiento de 
datos personales y familiares relevantes: él no sabe el año en que ella nació y, sobre sí mismo, 
dice que es hijo único y que vive sólo en tanto que ella indica que él vive con sus padres y con 
sus hermanos, cinco, a los que cita por sus nombres. A lo que antecede se unen otros dos 
hechos, por sí solos no determinantes: que el interesado, que tiene familiares en España, ha 
solicitado visado con anterioridad y que hay una significativa diferencia de edad entre ambos.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 10 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 
 
                   Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, mediante representante legal, contra 
auto de la Encargada del Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña C. nacida en Perú el 4 de noviembre de 1971, presentó en el Consulado 
General de España en L. impreso de declaración de datos para la trascripción de su matrimonio 
celebrado el día 17 de febrero de 2007 en Perú, según la ley local, con Don A. nacido en Perú el 1 
de junio de 1968 y de nacionalidad española. Aportaban como documentación acreditativa de su 
pretensión: Hoja declaratoria de datos para la inscripción del matrimonio, certificado de matrimonio 
local; certificación de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción del matrimonio, el Encargado del 
Registro Civil Consular mediante auto de fecha 19 de marzo de 2008 deniega la inscripción del 
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matrimonio al no haber verdadero consentimiento matrimonial, siendo nulo tal matrimonio por 
tratarse de un acto simulado. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, el interesado, mediante representante 
legal, interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando 
la inscripción del matrimonio, aportando pruebas documentales como fotografías, 
comprobantes de envío de dinero, etc. 

 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe presentado. El Encargado del Registro Consular ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
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 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Perú 
entre una ciudadana peruana y un español de origen peruano y de las audiencias reservadas 
se desprenden determinados hechos objetivos que hacen pensar que se trata de un 
matrimonio simulado. Ambos coinciden en señalar que se conocieron en el año 1990, la 
relación duró un tiempo y luego se separaron. El interesado viajó posteriormente a España y a 
través del hermano de ella que vive en España volvieron a retomar la relación, sin embargo 
discrepan en cuando se dio esa circunstancia ya que ella dice que fue en 2005, mientras que el 
interesado dice que fue en 2003. El interesado desde el año 2001 en que viajó a España ha 
vuelto a Perú tan sólo para contraer matrimonio, manteniendo la comunicación por teléfono e 
Internet, de lo cual no aportan pruebas. La interesada afirma en un principio que no han vivido 
juntos para posteriormente manifestar que sí han vivido juntos. El interesado declara que ella 
tiene tres hijos y que el padre de los niños la ayuda económicamente mientras que ella dice 
que el padre de sus hijos no la ayuda y que no tiene contacto con sus hijos. El interesado 
manifestó que ella piensa viajar a España junto a sus tres hijos que, mientras ella trabaja, serán 
cuidados por la madre de ella que vive en España. Discrepan sobre los envíos de dinero ya 
que el interesado afirma que le envía mensualmente dinero mientras que ella dice que los 
envíos son esporádicos. Él manifiesta que es informático y que trabaja en una empresa de 
logística llamada O. y ella afirma que es chófer pero no sabe lo que transporta. Hay que 
destacar que la interesada tramitó en 2003 un visado de trabajo, para venir a trabajar a 
España, que le fue denegado. Todas estas circunstancias hacen pensar que no existe 
verdadero consentimiento matrimonial y que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros 
fines muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (2ª) de 10 de junio de 2009, sobre caducidad del 
expediente. 
 
 
 La declaración caducidad por causa imputable a los promotores exige su previa 
citación. 

 
 En las actuaciones sobre declaración de caducidad de un expediente de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el Juez Encargado del 
Registro Civil de M.. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de M., Doña B. nacida en Ecuador el 22 
de febrero de 1960, solicita la nacionalidad española por residencia, siendo su residencia legal en 
España desde el 17 de agosto de 2001. Aporta como documentación: Certificado de nacimiento, 
volante de empadronamiento y contrato de trabajo de la promotora. 
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 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal interesa se proceda a acceder a lo 
solicitado. La Juez Encargada del Registro Civil acuerda elevar el expediente al Ministerio de 
Justicia para la concesión de la nacionalidad por residencia a B. 
 
 3. Mediante escrito de fecha 15 de diciembre de 2006, la Dirección General de los 
Registros y del Notariado acuerda la devolución del expediente para que el solicitante haga 
constar su actual domicilio a fin de practicarse la oportuna información, la interesada deberá 
cumplimentar los trámites requeridos en el plazo máximo de tres meses, transcurridos los 
cuales se deberá declarar la caducidad del expediente, previo informe del Ministerio Fiscal. 
Comparece la promotora para facilitar el dato requerido. Se dirige un nuevo escrito por parte de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado manifestando que ante la imposibilidad de 
obtener el preceptivo informe, procede declaración de caducidad del expediente. 
 
 4. Mediante auto de fecha 26 de mayo de 2008, la Juez Encargada del Registro 
Civil declara la caducidad del expediente por permanecer paralizado por tiempo de tres meses 
por culpa de la promotora. 
 
 5. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando sea revocado el auto. 
 
 6. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de 
30-1ª de mayo y 14-3ª de junio y 16 de  diciembre de 2002; 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª 
de noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 27-4ª y 31-1ª de 
octubre de 2006; y 16-4ª de septiembre de 2008. 
 
 II. La interesada había promovido expediente de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia, el cual, una vez instruido por el Registro Civil de su domicilio fue 
elevado a esta Dirección General para la continuación de trámites y resolución. Por este Centro 
Directivo se dirigió escrito, de fecha 15 de diciembre de 2006, al citado Registro devolviendo el 
expediente con el fin de que por la interesada se facilitase su domicilio. A tal efecto compareció 
la promotora para facilitar el dato requerido, aportando volante de empadronamiento. Con 
fecha 22 de abril de 2008, se dirige nuevo escrito por esta Dirección General manifestando que 
ante la imposibilidad de obtener el preceptivo informe previsto en el artículo 222 RRC, según 
comunica la Dirección General de la Policía, procede que “previo informe favorable del 
Ministerio Fiscal y citación del interesado” se declare la caducidad del expediente. Por el Juez 
Encargado se dictó auto de 26 de mayo de 2008 declarando la caducidad y acordando el 
archivo de las actuaciones. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. El artículo 354 RRC establece que “transcurridos tres meses desde que un 
expediente o recurso se paralice por culpa del promotor o promotores, el Ministerio Fiscal y las 
demás partes, unánimemente, podrán pedir que se declare su caducidad, previa citación del 
promotor o promotores”. Pues bien, no consta en el expediente que, en este caso, entre la 
fecha del escrito de este Centro Directivo, 22 de abril de 2008, y la fecha en que se dicta el 
auto de declaración de caducidad, hubiese sido citada la promotora, como exige el precepto 
transcrito, razón por la cual debe prosperar el recurso. 
 
                    Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso y dejar sin efecto el auto apelado. 
 2º. Retrotraer las actuaciones para que sea citada la promotora con carácter 
previo a la declaración que proceda sobre la caducidad del expediente. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 10 de junio de 2009, sobre rectificación de error en el 
apellido. 
 
 
 No prospera el expediente al no haberse acreditado el error denunciado. 
 

En expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento remitido a este 
Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito dirigido al Registro Civil de L., Don M., manifiesta que según 
consta en el certificado de nacimiento y en virtud de resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 18 de abril de 1983, se procedió a la unificación de los apellidos 
correspondientes a su línea paterna F. y C. quedando configurado como F. –C., que en 
relación con el segundo apellido C. debería haber sido precedido de la preposición “de”, que es 
el que realmente le corresponde, por lo que solicita la rectificación del error. Adjunta como 
documentación: Certificado de nacimiento de su padre, certificado de defunción del mismo y  
certificado de bautismo. 

 
 2. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente ya que lo que se pretende es un 
cambio de apellidos y por otra parte no acredita que la partícula “de” le corresponde 
legítimamente. El Juez Encargado del Registro Civil, mediante auto de fecha 8 de mayo de 
2008 deniega la rectificación del error solicitado ya que lo que se pretende es un cambio de 
apellidos que no puede ser acordado por ese Registro Civil al carecer de competencia, 
habiéndose dado al interesado opción de cambiar el sentido de su expediente habiéndose 
negado a ello. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la rectificación del error. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto. El Juez 
Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 2, 57, 60 y 94 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 205, 206, 
217, 218, 342 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones de esta Dirección 
General, entre otras, de 22-2ª de junio de 2005; 27-4ª de marzo y 27-1ª de noviembre de 2006; 30-
5ª de enero, 15-5ª y 22-1ª de febrero, 1-5ª , 14-4ª de junio y 28-2ª de diciembre de 2007; y 11-5ª 
de abril y 21-5ª de mayo de 2008. 

 
II. Se pretende por el interesado que en la inscripción de su nacimiento sea 

rectificado su primer apellido “F. –C.” por considerarlo erróneo, alegando que el correcto es el 
de “F. de C.”. Anteriormente el propio interesado había promovido expediente de cambio de 
apellidos que le fue autorizado por este Centro Directivo mediante resolución de 18 de abril de 
1983, pasando el primero que entonces ostentaba, “F.” a “F. –C.”. Ahora por la vía de la 
rectificación de error registral pretende la intercalación  de la partícula “de” entre las dos 
palabras que forman este primer apellido. Por el Juez Encargado del Registro Civil de L. se 
dictó auto de 8 de mayo de 2008 denegando la rectificación instada. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso. 

 
III. Los apellidos de una persona son en su inscripción de nacimiento una mención 

de identidad (cfr. art. 12 RRC), por lo que, si se demuestra que han sido consignados 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93-1º 
de la Ley. 
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IV. La regla general en materia de errores registrales es que su rectificación ha de 

obtenerse mediante sentencia recaída en juicio ordinario (cfr. art. 92 LRC). Además, 
obviamente, para que pueda rectificarse un error del Registro, es necesario que quede 
acreditada su existencia y esto no se ha conseguido en el presente caso, puesto que no puede 
entenderse que el hecho de que ascendientes del interesado nacidos en el siglo XIX llevasen 
antepuesta la partícula “de” al apellido “C.” y que en descendientes de estos hubiese 
desaparecido, la causa estuviese necesariamente en un error del Registro. El propio 
interesado, como se ha dicho, promovió en 1982 el cambio de su primer apellido “F.” por el de 
“F. –C.” y no por el de “F. de C.” que ahora pretende, aduciendo que es incorrecto el que 
entonces solicitó como correcto y usado y que como tal se le autorizó. Según señala el 
Ministerio Fiscal en su informe -y se coincide con su criterio- está pretendiendo el promotor 
obtener por la vía de rectificación de error un nuevo cambio de apellidos, para lo que existe un 
expediente ad hoc. Pero, incluso la vía del expediente de cambio de apellidos, habiendo 
promovido el interesado uno anterior,  tendría el inconveniente de que los apellidos, aún 
cuando constituyan un derecho subjetivo de su titular, son al tiempo signos de identificación y 
diferenciación de las personas y, por ello, deben tener una estabilidad, quedando sustraídos 
del juego de la autonomía de la voluntad de los particulares, y se rompería este principio si se 
pretendiesen cambios sucesivos. 
  
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 10 de junio de 2009 matrimonio celebrado en el 
extranjero.  
 
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de Y. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don J., de nacionalidad española, nacido en J. el 21 de abril de 1943, y la Sra. M., 
de nacionalidad camerunesa, nacida en E. (Camerún) el 4 de septiembre de 1984, presentaron en 
la Sección Consular de la Embajada de España en Y. el acta del matrimonio que habían contraído 
el 1 de febrero de 2008 en D. (Camerún), según la ley local, para que fuera trascrita. Aportaban 
como documentación acreditativa de su pretensión: Acta de nacimiento y pasaporte camerunés de 
la promotora; y del promotor, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con asiento marginal 
de divorcio, DNI. y pasaporte. 
 
 2. El 9 de abril de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada y el 14 
de abril de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de Y., a la vista de las 
contradicciones y del escaso conocimiento mutuo de los contrayentes que aquéllas habían 
puesto de manifiesto, resolvió denegar la inscripción del matrimonio. 
 

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que se comprenden, se aman 
profundamente y desean formar una familia y que no encuentra ni una sola razón para que se 
les deniegue su derecho a convivir. 
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que informó 
que estimaba que no se cumplían los requisitos legales para la inscripción del matrimonio, y el 
Encargado del Registro Consular, considerando que las alegaciones formuladas no habían 
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desvirtuado los fundamentos de la resolución apelada, la confirmó y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC.), requiere que por medio de 
la calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue 
a la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la 
ley española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, 
para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Camerún el 2 de febrero de 2008 entre un nacional español y una ciudadana camerunesa y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Uno 
de los factores que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como 
determinante para presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de 
que los contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio y, según consta por las 
declaraciones de los interesados, durante la primera estancia de él en Camerún se conocieron 
personalmente, decidieron casarse y contrajeron matrimonio. Discrepan sobre los idiomas que, 
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además del propio, habla cada uno, manifestando el interesado que él alemán, inglés y algo de 
francés y ella inglés y algo de francés y la interesada que ella inglés y él alemán e italiano y, en 
consecuencia, no consta que tengan una lengua común que les permita comunicarse. 
Coinciden en señalar que el hermano de ella, vecino de él, le enseñó una foto de ella y le dio 
su número de teléfono pero se contradicen sobre si su primer contacto telefónico precedió en 
tres meses -ella- o en diez -él- a la celebración del matrimonio. El promotor indica que se han 
relacionado por teléfono y por carta dos veces por semana, aunque, preguntados por las 
respectivas direcciones, uno y otro proporcionan únicamente la población y él incluso duda 
sobre las menciones de identidad de M. en la entrevista reseña A. como nombre, M. como 
primer apellido y N. como segundo apellido, en el escrito de interposición del recurso la llama 
A. a secas y A. en alguna de las quejas que formula ante varias instituciones. A lo que 
antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una 
considerable diferencia de edad entre ambos, concretamente 41 años.   
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 

                 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado.  

 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 10 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio otorgado en el extranjero. 
 
 
     1º. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” pero, aunque la forma sea válida, para 
poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo. 
 
                 2º. Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el certificado 
de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio coránico celebrado en Marruecos 
entre una marroquí y un español, marroquí de origen. 

 
En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 

trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. El 5 de agosto de 2005 Don H., de nacionalidad española, nacido el 26 de 
enero de 1948 en N. (Marruecos), presentó en el Registro Civil Central impreso de declaración 
de datos para la trascripción del matrimonio coránico que había celebrado el 16 de junio de 
2005 en B. (Marruecos), según la ley local, con la Sra. S., de nacionalidad marroquí, nacida el 
4 de junio de 1980 en S. (Marruecos). Acompañaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Acta de matrimonio local, certificaciones de nacimiento propia y literal de defunción 
de su cónyuge, DNI suyo y de sus cuatro hijos y escrito del Ayuntamiento de S. informando de 
que, al haber fallecido su esposa, no tiene a nadie que se pueda hacer cargo de sus hijos. 
 

2. El 3 de agosto de 2006 se libró exhorto el Registro Civil de T., donde el 6 de 
agosto de 2006 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el promotor que, en el curso 
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de la misma, facilitó el domicilio y el teléfono de contacto de la interesada, que fue oída en el 
Registro Civil de M. el 8 de mayo de 2007. El 25 de junio de 2007 el Registro Civil Central interesó 
que se requiriera al promotor a fin de que aportara el certificado de capacidad que tuvo que 
obtener en su día para contraer matrimonio en Marruecos y el 26 de noviembre de 2007 presentó 
copia de un escrito que le habían entregado en el Registro Civil de T., aclarando que el expediente 
instado no era de capacidad para contraer matrimonio sino de inscripción de un matrimonio ya 
celebrado.  
 

3. El 13 de diciembre de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil Central dictó 
acuerdo denegatorio, por considerar que el matrimonio se había celebrado como si ambos 
contrayentes fueran marroquíes y que, por tanto, el promotor no había tramitado ni presentado 
el certificado de capacidad que la legislación local exige en los supuestos de matrimonio entre 
marroquí y extranjero.  
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la denegación 
se basa en una interpretación tan sorprendente como errónea del artículo 252 del Reglamento 
del Registro Civil. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido, y la Encargada del Registro 
Civil Central informó que a su juicio no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, para la resolución del recurso.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos  45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 

Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en Munich el 5 de septiembre de 1980 (BOE 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 
14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008. 
 

II. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 49-II Cc) pero, aunque la forma 
sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los 
requisitos legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 Cc), comprobación 
que puede hacerse mediante la calificación de la “certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración” (cfr. art. 256 nº 3 RRC) en las condiciones establecidas por 
dicho precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  
 

III. En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio coránico 
celebrado en Marruecos el 16 de junio de 2005 entre una ciudadana marroquí y un español, 
que obtuvo la nacionalidad española por residencia el 2 de julio de 1991 renunciando a su 
anterior nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales 
validez y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español se ha 
casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el certificado de capacidad, 
obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las autoridades españolas no pueden examinar la 
cuestión del mismo modo porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de “facto”, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los tratados 
internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 Cc). Por tanto, 
para el ordenamiento jurídico español, se trata de un matrimonio de español celebrado en el 
extranjero con contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por parte de la 
ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reconocer 
como título inscribible la mera certificación de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo 
de la posible extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del Registro 
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Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza 
con la excepción reconocida en el artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los 
casos en él contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del presente 
recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de obtener certeza sobre la 
capacidad matrimonial del contrayente español. Y ello debe mantenerse tanto si se considera 
que el citado artículo 252 del Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o 
ad intra para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual se 
“interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros que exigen el certificado de 
capacidad matrimonial, como si se entiende que, partiendo de la condición de español del 
contrayente, no se han observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la 
forma prevista por la lex loci.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 12 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 No se admite el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por el  letrado que actúa  en nombre de los interesados o bien el citado 
recurso sea ratificado por éstos últimos. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, mediante representante legal, 
contra acuerdo emitido por el Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en 
S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 13 de abril de 2007, Doña D. nacida en República Dominicana el 20 de 
noviembre de 1968 y de nacionalidad española, presentó impreso de declaración de datos para la 
transcripción de su matrimonio celebrado en República Dominicana el 21 de diciembre de 2006 
con Don W. nacido en República Dominicana el 13 de febrero de 1974 y de nacionalidad 
dominicana. Aportaban como documentación: Acta de matrimonio local, acta de nacimiento, 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio de la contrayente y certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del contrayente. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con los interesados. El 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. dictó acuerdo con fecha 
10 de abril de 2008, denegando la inscripción del matrimonio por existir serias dudas de que 
ambos contrayentes vayan a vivir como pareja una vez que el ciudadano dominicano se 
encuentre en España, razones avaladas por las audiencias efectuadas al ciudadano 
dominicano y a la ciudadana española. 
 
 3. Notificado a los interesados, éstos, mediante representante legal, interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del 
matrimonio. 

 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la inscripción del matrimonio. El 
Encargado del Registro Civil Consular remite toda la documentación a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 24, 26 y 95 de la Ley de 
Registro Civil y 16 y 348 del Reglamento de Registro Civil, y las resoluciones 18-1ª de marzo 
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de 1994, 7 de marzo de 1996, 27-1ª de febrero, 16 de mayo y 11 de julio de 1997, 23-1ª de 
junio de 1998, 11 de noviembre de 1999, 14-2ª de septiembre de 2004, 23-1ª de mayo y 4-4ª 
de noviembre de 2005; 27-3ª de noviembre de 2006; y 15-4ª de febrero de 2007. 
 
 II. La admisibilidad del presente recurso requerirá la acreditación fehaciente de la 
representación alegada por el letrado que suscribe el escrito de interposición o bien la 
ratificación de éste último por parte de los representados. En efecto, los procuradores y 
abogados pueden asistir a los interesados en los expedientes gubernativos con el carácter de 
apoderados o como auxiliares de éstos. En el presente caso el abogado actuante lo hace en el 
primer concepto, pero no acredita la representación que ejerce. No se podrá, por ello, dar 
trámite al recurso entablado por una tercera persona, aunque sea un letrado que dice actuar en 
representación de los interesados y cuyo poder no consta auténticamente (cfr. art. 1280-5º Cc).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que no procede admitir el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por el letrado que actúa en nombre de los interesados o bien el citado 
recurso sea ratificado por éstos últimos. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 12 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 
 
                   Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña M. nacida en Perú el 8 de diciembre de 1945 y de nacionalidad española, 
presentó en el Consulado General de España en L. impreso de declaración de datos para la 
trascripción de su matrimonio celebrado el día 8 de agosto de 2006 en  Perú, según la ley local, 
con Don L. nacido en Perú el 23 de febrero de 1969 y de nacionalidad peruana. Aportaban como 
documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos para la inscripción del 
matrimonio, certificado de matrimonio local; certificación de nacimiento del interesado y certificado 
de nacimiento  y certificado de estado civil  de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción del matrimonio, el Encargado del 
Registro Civil Consular mediante auto de fecha 19 de marzo de 2008 deniega la inscripción del 
matrimonio al no haber verdadero consentimiento matrimonial, siendo nulo tal matrimonio por 
tratarse de un acto simulado. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, la interesada interpone recurso ante 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe presentado. El Encargado del Registro Consular ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 



 84

de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Perú 
entre un ciudadano peruano y una española de origen peruano y de las audiencias reservadas 
se desprenden determinados hechos objetivos que hacen pensar que se trata de un 
matrimonio simulado. Ambos señalan que se conocieron por Internet en 2005, sin embargo 
difieren en el momento en que comenzaron la relación como pareja, ya que ella dice que se 
inició once meses después de conocerse por Internet, él señala que fue a los tres meses. El 
interesado no sabe la fecha de nacimiento de ella. Discrepan y se contradicen sobre si ha 
habido convivencia antes del matrimonio. El interesado manifiesta que ella tiene dos hijos 
desconociendo nombres, edades y todo lo relacionado con ellos, añade que él tiene un hijo al 
que su pareja no conoce y que la interesada fue informada de esa circunstancia después del 
matrimonio, sin embargo posteriormente declaró que le había comentado a la interesada que 
tenía un hijo cuando ella fue a Perú. Por su parte la interesada declara que tiene dos hijos sin 
hacer mención de que él tuviera o no hijos. La interesada viajó a Perú pocos días antes de la 
boda, sin que haya constancia de otros viajes. A pesar de que manifiestan que se comunican 
por teléfono e Internet, el interesado no recuerda el número de teléfono de ella afirmando que 
él no tenía teléfono; la interesada da un número de teléfono que dice pertenece al interesado, 
en este sentido no aportan prueba alguna de que hayan mantenido comunicación en el tiempo. 
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Desconocen nombres y número de hermanos de cada uno. El interesado declara que ella no 
conoce a sus padres aunque posteriormente dice que fueron los dos a visitarlos a su casa. 
Discrepan en cuando y como tomaron la decisión de casarse. Por otro lado, y sin que sea 
determinante, existe una gran diferencia de edad entre ellos, ya que el interesado al momento 
de contraer matrimonio tenía 37 años y ella 60 años. No aportan prueba alguna de su relación. 
Todas estas circunstancias hacen pensar que no existe verdadero consentimiento matrimonial 
y que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 12 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 

       Se autoriza porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de C.. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 20 de agosto de 2003, 
Don O., nacido el 2 de julio de 1967, soltero, natural de P. y vecino de C., de nacionalidad 
española, iniciaba expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil con Doña 
E., nacida en D. (Colombia) el 17 de noviembre de 1975, soltera, y vecina de L., con pasaporte. 
Adjuntaban los siguientes documentos: Certificaciones literales de nacimiento, declaraciones 
juradas de estado civil, certificados de empadronamiento y fotocopia de los documentos de 
identidad de ambos. 
  
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebra la entrevista en audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la celebración del matrimonio. El Juez Encargado del Registro Civil de C. dictó auto en fecha 
27 de octubre de 2003 en el que no autoriza la celebración del matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados se interpuso recurso en fecha 22 de 
diciembre de 2003 presentan recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, volviendo a solicitar la autorización del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
desestimación del mismo. La Juez Encargada del Registro Civil ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246 y 247 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y 
las Resoluciones, entre otras, de 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de 
diciembre de 2006; 6-3ª y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio y 
28-6ª de septiembre, 1-3ª de octubre, 181ª de diciembre de 2007; y 31-3ª de enero de 2008. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual de solicitud de autorización de un matrimonio entre un 
español y una colombiana, los hechos comprobados no son lo suficientemente clarificadores 
para deducir de ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias 
reservadas no han revelado ninguna contradicción o desconocimiento básico de los 
contrayentes. La existencia de un expediente incoado por los mismos interesados ante el 
Encargado del Registro Civil de A y que culminó con una resolución desestimatoria de la 
autorización del matrimonio pretendido, no puede servir de base exclusiva para la denegación, 
cuando en el nuevo expediente no resultan indicios claros que indiquen la finalidad fraudulenta 
del matrimonio proyectado. Asimismo, como reiteradamente ha señalado este Centro Directivo, 
la situación irregular del ciudadano extranjero, puede servir como  indicio que en unión de otros 
permita deducir la finalidad fraudulenta del matrimonio, pero no puede fundamentar por sí sola 
la denegación de la autorización.  
 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado.  
 2º. Declarar que no hay obstáculos para que el Juez Encargado autorice el 
matrimonio. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 12 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 
 
 
 No es inscribible el matrimonio celebrado en Marruecos por quien luego se hizo 
español, porque no hay certificación del Registro marroquí y porque en el expediente del art. 
257 del Reglamento no se ha acreditado la celebración en forma del matrimonio. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 13 de marzo de 2004, Doña N., en calidad de hija de los interesados, 
presentó ante el Registro Civil Central, hoja de declaración de datos para la inscripción del 
matrimonio celebrado por el rito islámico, el 22 de diciembre de 1965, en Marruecos entre B., 
nacido el 1 de enero de 1943 en Marruecos y de nacionalidad española y Doña M., nacida en 
Marruecos en 1956 y de nacionalidad marroquí. Aportaban como documentación acreditativa de 
su pretensión: Certificado de nacimiento del interesado, certificado de nacimiento de la interesada, 
certificado de matrimonio y certificado de empadronamiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada. El 
Juez Encargado dicta auto con fecha 29 de octubre de 2004 denegando la inscripción de 
matrimonio, ya que no ha quedado suficientemente acreditada la celebración del matrimonio, 
así como el lugar y fecha en que tuvo lugar el mismo y el funcionario que lo autorizó. Además si 
hacemos caso del documento aportado a las actuaciones para inscribir el matrimonio este se 
celebra el 22 de diciembre de 1965 cuando la esposa tenía nueve años, y esto contradice lo 
manifestado por la esposa en audiencia reservada que dijo que había contraído dos 
matrimonios con anterioridad, uno cuando tenía 13 años y otro cuando tenía 16 años y ahora 
resulta que el matrimonio que se pretende inscribir tenía nueve años. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto recurrido. El Juez Encargado ordena  la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 9 y 65 del Código civil; 23, 35 y 73 de la Ley del Registro 
Civil; 85 y 256 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 4-2ª de junio de 2001; 
9-2ª  y 24-2ª de mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de febrero, 31-5ª de mayo y 2-
2ª de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005; 7-1ª de febrero y 13-1ª de noviembre 
de 2006; y 30-2ª de enero de 2007. 
 
 II. En el presente caso, el interesado, de nacionalidad española adquirida por 
residencia pretende inscribir un matrimonio que se celebró en Marruecos en 1965 sin embargo 
la inscripción que es denegada por el Juez Encargado por estimar que no está suficientemente 
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probada la celebración del acto cuya inscripción se solicita ni acreditados determinados datos 
de los que la inscripción hace fe. 
 
 III. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de adquirir 
la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español competente (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RCC), siempre, claro es, que se cumplan los requisitos en cada caso exigidos. Por 
esta razón ha de examinarse la cuestión sobre si cumple estas exigencias el matrimonio de los 
promotores celebrado, según se dice, en Marruecos en 1965. 
 
 IV. La competencia para decidir la inscripción corresponde al Registro Civil 
Central, por estar el promotor domiciliado en España. (cfr. art. 68,II RRC) y la vía registral para 
obtener el asiento ha de consistir bien en la certificación del Registro extranjero, expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración (cfr. arts. 23 LRC. y 85 y 256-3º RRC), bien en 
el expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento “en el que se acreditará 
debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de impedimentos”. 
 
 V. En el caso actual sólo se aporta un documento marroquí, en el que 
simplemente se certifica que el señor B. está casado con la señora M., pero no precisan 
circunstancias de celebración como hora y lugar de celebración del enlace (cfr. art. 35 LRC) ni 
los datos de quien autorizó el matrimonio. Por todo ello no es susceptible de inscripción, ni 
tampoco de la anotación prevista en el artículo 271 del Reglamento o, a través de un 
expediente con valor de presunción (cfr. art. 38-2º LRC) de la regulada por los artículos 335, 
339 y 340 del propio Reglamento. Por otra parte, según los documentos aportados, el 
matrimonio se celebró en 1965, cuando ésta tenía nueve años, y esto contradice lo 
manifestado por la interesada en audiencia reservada en la que manifestó que había contraído 
matrimonio dos veces una con 13 años y otra con 16 años, resultando que el tercer matrimonio 
que es el que se pretende inscribir tenía nueve años. Lo anterior no ha de impedir que, si llegan 
a suministrarse más pruebas, sea factible reiterar el expediente y obtener, bien la inscripción, 
bien la anotación del matrimonio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo impugnado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 12 de junio de 2009, sobre autorización de matrimonio. 
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de F. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de F., Don T., nacido el 6 de enero 
de 1987 en República Dominicana y de nacionalidad española y Doña J. nacida el 14 de abril de 
1975 en República Dominicana y de nacionalidad dominicana, iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: 
Certificado de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento del 
interesado y certificado de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento 
de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se publica Edicto, comparecen dos testigos que 
manifiestan que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en 
prohibición legal alguna. Se celebra la entrevista en audiencia reservada con los interesados. El 
Ministerio Fiscal se opone a la autorización del matrimonio. El Juez Encargado del Registro 
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Civil mediante auto de fecha 18 de diciembre de 2007 deniega la autorización del matrimonio 
ya que no existe consentimiento matrimonial. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos interponen 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice 
la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso 
interpuesto. El Juez Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso, informando que existe una falta de 
implicación en los trámites por parte del contrayente, quien en su comparecencia en el Registro 
Civil se mantuvo en un segundo plano en todo momento, esto unido al desconocimiento de los 
testigos de datos básicos acerca de la contrayente hizo crecer las sospechas de falta de 
libertad de consentimiento por parte del contrayente.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español de origen dominicano y una dominicana y los 
hechos comprobados son lo suficientemente clarificadores para denegar el matrimonio. La 
interesada desconoce el nombre del padre de él. Difieren en gustos, aficiones, salario que 
perciben; el interesado desconoce que ella tiene un hermano, no sabe el apellido del hijo de 
ella, no sabe que ella trabaja en el servicio doméstico. Ninguno de los dos sabe el teléfono del 
otro, ella desconoce la dirección del interesado. Discrepan en cuando iniciaron la relación 
sentimental, cuando decidieron contraer matrimonio, donde vivirán después del enlace, etc. Por 
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otra parte es muy significativo el informe del Juez Encargado del Registro Civil ya que en él se 
dice que el futuro contrayente no participa de forma positiva en las comparecencias en el 
Juzgado, manteniéndose siempre en un segundo plano, todo esto unido a que los testigos 
desconocen datos básicos de la contrayente como por ejemplo el nombre de la misma. Por 
todo ello ha de deducirse que el matrimonio proyectado no cumple requisitos propios de esta 
institución sino otros muy probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 12 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de E. el 7 de agosto de 2007 
Don P., de nacionalidad española, nacido el 18 de febrero de 1947 en V. y la Sra. S., de 
nacionalidad marroquí, nacida el 5 de enero de 1971 en O. (Marruecos), iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con asientos 
marginales de separación y de divorcio, certificación histórica de empadronamiento y 
declaración jurada de estado civil; y de la promotora, pasaporte marroquí, actas de nacimiento 
y de primer divorcio, certificados administrativos de estado civil y negativo de segundas 
nupcias, extracto de antecedentes penales y certificación histórica de empadronamiento. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron dos testigos, hermanas entre 
sí, una de las cuales manifestó que conocía a los solicitantes porque la contrayente vive con su 
hermana y la otra que porque la contrayente vivía antes con ella y que desde hace un año vive 
con el interesado; y el 20 de noviembre de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a lo solicitado, por entender viciado el 
consentimiento matrimonial, y el 29 de enero de 2008 la Juez Encargada, considerando que no 
resultaban cumplidos los requisitos legales, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos, mediante 
representante, interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
alegando que se entienden perfectamente en español, que viven juntos hace un año y que 
cada uno de ellos sabe lo necesario del otro y de su familia.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal y la Juez Encargada 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
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diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana marroquí resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, 
según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia es la inexistencia de una lengua común que posibilite la 
comunicación y, en este caso, no está acreditado que la haya: ella manifiesta que entiende 
“algunas palabras” en español y ambos que lo habla poco, añadiendo él que entre ellos hablan 
en español, despacio. Se contradicen acerca del tiempo que llevan viviendo juntos, declarando 
él que “casi un año, más o menos” y ella que un año y cuatro meses. Se advierte mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares que no se justifica fácilmente entre personas 
que declaran que se han relacionado durante un tiempo -dos años- que puede estimarse 
suficiente para un amplio conocimiento recíproco: ninguno conoce la población natal del otro, y 
ella no sabe cuántos hermanos tiene él e indica que le gustan los deportes (“verlos”), 
añadiendo él que le gustan porque ha sido deportista. A mayor abundamiento, el 
empadronamiento de ambos en domicilio común precedió escasamente en dos meses a la 
incoación de este expediente, no consta que el interesado residiera en E. en las fechas en que 
se alega haber iniciado primero la relación y después la convivencia, una de las testigos que 
comparece manifiesta que conoce a la promotora porque vive con su hermana y la propia 
interesada dice que actualmente está en paro por falta de “papeles” y que, cuando tenga “sus 
papeles”, trabajará. A lo que antecede se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no 
determinante, que hay una considerable diferencia de edad entre ambos, concretamente 24 
años. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad 
que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en España 
del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN de 13 de junio de 2009, sobre expedientes en general. 
 
 
 Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de manera principal. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado, por los 
interesados contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de G. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de mayo de 2007 Don M. y Doña F., ambos 
nacidos en el Sahara Occidental solicitan la nacionalidad española con valor de simple 
presunción para su hija M., nacida el 28 de mayo de 2007 en B. Aportan como documentación: 
Certificado de nacimiento de la menor, libro de familia y volante de empadronamiento 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de enero de 2008, deniega lo solicitado ya 
que de la documentación aportada  no concurren los requisitos previstos en el artículo 18 por 
cuanto la solicitante carece de título alguno que le otorgue la nacionalidad española, ni ha poseído 
por su corta edad utilizarlo durante el periodo necesario para gozar de la necesaria posesión de 
hecho de la nacionalidad española. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de 
simple presunción para su hija, alegando que no se ha aplicado correctamente lo recogido en 
el Código Civil, aplicándose el artículo 18 del mismo cuando lo correcto hubiese sido aplicar el 
artículo 17.1c) del Código Civil para los casos que habiendo nacido en España de padres 
extranjeros, careciesen de nacionalidad ambos progenitores o ninguno de ellos le atribuyese al 
menor una nacionalidad. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste informa que a la vista de la documentación 
aportada no se considera que concurren los requisitos previstos en el artículo 17 del Código 
Civil, por lo que interesa la desestimación del recurso interpuesto. La Juez Encargada remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 17 del Código civil (Ce); 218 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
(LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 
15-2a de diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 2006; 2-5a y 10-
3a de enero de 2007; y 27-4a de febrero de 2009. 
 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones que se declare con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de la hija de los promotores nacida en España en 2007. No 
especificaban estos en la solicitud en qué supuesto de los previstos en el Código civil apoyaban 
su petición, aunque era evidente que lo hacían en el del artículo 17.1,c), puesto que la solicitud 
está fechada el mismo día del nacimiento de la hija y se presentó el 19 de junio de 2007 
cuando la menor aún no tenía un mes de vida. Por esta razón había que excluir una solicitud de 
declaración de la nacionalidad española por consolidación con fundamento en el artículo 18 Ce, 
que, de entrada, exige una posesión y utilización continuada de la nacionalidad española 
durante diez años. No obstante, ha sido esto último lo que ha entendido el Ministerio Fiscal y la 
Juez Encargada del Registro Civil que se solicitaba, de ahí que el auto dictado por ésta el 9 de 
enero de 2008 denegara la declaración de nacionalidad de la hija por no concurrir los requisito 
exigidos por el artículo 18 Ce, auto, éste, que constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. En consecuencia, cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por los 
interesados, que era la declaración de nacionalidad española de origen de su hija, nacida en 
España, cuyos padres carecían de nacionalidad (cfr. art. 17.1,c Cc) y lo resuelto por el Registro 
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Civil, que ha sido denegar que la hija hubiese consolidado la nacionalidad española (cfr. art. 18 
Cc). La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la resolución y las 
pretensiones de los interesados, en tanto que en este caso se aprecia la existencia de una 
clara desviación entre la causa de pedir y la resolución dictada (cfr. arts. 16, 358-II RRC y 218 
LEC), por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del Registro Civil 
Consular, debiendo retrotraerse las actuaciones al momento oportuno para que se dicte nuevo 
auto sobre la solicitud de los interesados. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede revocar el auto y retrotraer las actuaciones para que se dicte nuevo 
auto en congruencia con lo solicitado por los interesados. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 15 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

       Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. (Colombia). 
 

H E C H O S 
 
 1. Don C. nacido en Colombia el 9 de septiembre de 1970 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 17 de febrero de 2007 con Doña M. nacida en Colombia el 21 de abril de 
1967 y de nacionalidad española. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de 
datos para la inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 26 de febrero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
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 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un colombiano y una española de origen colombiano y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Discrepan en como se conocieron, en donde y como decidieron contraer 
matrimonio, si han convivido o no antes del matrimonio, en los regalos que se han hecho. 
Difieren en gustos culinarios, aficiones, si se ayudan económicamente o no. El interesado no 
sabe en que empresa trabaja ella ni cual es su salario. No aportan prueba alguna de su 
relación. El interesado responde afirmativamente a la pregunta si contrae matrimonio para 
adquirir la nacionalidad española en un menor tiempo de residencia. Todo ello hace pensar que 
el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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Resolución (2ª) de 15 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 
 
 
                    Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de C. (Colombia). 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña E. nacida en Colombia el 13 de abril de 1967 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 19 de septiembre de 2006 con Don J. nacido en Colombia el 2 de junio 
de 1976 y de nacionalidad española. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de 
datos para la inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y pasaporte de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 1 de abril de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, C.c. y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
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celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación. 
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una colombiana y un español de origen colombiano y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Discrepan en el momento en que iniciaron su relación sentimental. Ambos coinciden 
en que han mantenido una relación telefónica pero difieren en la frecuencia, no aportando 
prueba alguna al respecto. También se contradicen en las fechas en que el interesado viajó a 
Colombia y el tiempo que estuvo en cada estancia. Difieren en si han convivido o no antes del 
matrimonio y por cuanto tiempo. Desconocen los números de teléfono de cada uno. La 
interesada no supo dar los nombres de algunos de los hermanos del interesado. La interesada 
dice que es estilista y trabaja de manera independiente, al respecto el interesado declara que 
ella es ama de casa. Ella desconoce los ingresos que él tiene. Discrepan en gustos culinarios y 
aficiones. No aportan prueba alguna de su relación. Todo ello hace pensar que el matrimonio 
proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy probablemente de 
carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
        Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 RESOLUCIÓN (3ª) de 15 junio de 2009, sobre inscripción de adopción 
constituida en el extranjero. 
 
 
 Requiere, si los adoptantes estaban ya entonces domiciliados en España, que se 
acompañe la declaración de idoneidad otorgada por la entidad pública española competente. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de adopción remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de C. 
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H E C H OS 

 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil Don R. l y Doña C. manifiestan que 
adoptaron a J., nacido en Perú el 9 de abril de 1993, estando inscrito su nacimiento en T. (Perú), 
que solicitan la inscripción de nacimiento de su hijo en P. donde viven habitualmente, así mismo 
solicitan una nueva inscripción de nacimiento en la que se contemple además de los datos del 
nacimiento las circunstancias personales de los padres adoptivos y la oportuna referencia al 
matrimonio de éstos. Aporta la siguiente documentación: Copia de la resolución de adopción, 
partida de nacimiento, volante de empadronamiento y fotocopia del libro de familia. 
 
 2. El Ministerio Fiscal se opone a inscribir la adopción internacional del menor visto 
que no se han observado los trámites legales establecidos por el ordenamiento jurídico español. 
La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 24 de septiembre de 2007, deniega 
la inscripción de nacimiento solicitada ya que los interesados no han presentado el certificado de 
idoneidad exigido. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso alegando que para la 
adopción del menor se han seguido todos los trámites legales requeridos por el Gobierno del Perú, 
y que se ha presentado certificado de idoneidad. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 9 del Código civil; 25 y disposiciones adicional 2ª y final 22ª 
de la Ley Orgánica del Menor 1/1996, de 15 de enero; 15, 16 y 23 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 19-2ª de noviembre de 
1998;y 21-1ª de diciembre de 2001; y 17-6ª de septiembre de 2007. 

 
II. Se pretende por los interesados la inscripción de la adopción de un menor 

nacido en 1993 en Perú, constituida en dicho país por sentencia dictada el 21 de febrero de 
2006 por el duodécimo Juzgado de Familia de L. Los adoptantes, unidos en matrimonio 
ostentan, el marido, la nacionalidad española y, la mujer, la peruana. El adoptado es sobrino de 
ésta. De otro lado, según resulta de las certificaciones de empadronamiento incorporadas al 
expediente, la residencia habitual del matrimonio se halla en la localidad cacereña de P., aún 
cuando a los efectos de la adopción fijaron su residencia en Perú. Acreditado su domicilio en 
España, por la entidad pública competente –Dirección General de Infancia y Familia de la Junta 
de E. - se emitió informe manifestando que no era posible formular declaración de idoneidad a 
posteriori de una adopción ya constituida y que ha sido resuelta como adopción nacional en 
Perú “ya que no puede ser considerada ni adopción nacional en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de E., ni adopción internacional en el sentido al que se refiere el Convenio de La 
Haya, pues tendría que haberse tramitado por los cauces previstos en dicho Convenio”. Por la 
Juez Encargada del Registro Civil de C. se dictó auto de 24 de septiembre de 2007 denegando 
la inscripción de la adopción por ser el adoptante español y estar domiciliado en España al 
tiempo de la adopción y no haber aportado el certificado de declaración de idoneidad a que 
estaba obligado por no hallarse incurso en ninguna de las excepciones que eximen de Dicha 
aportación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 

 
III. Tratándose de adopción constituida en el extranjero, la Ley Orgánica 1/1996, 

de 15 de Enero, de Protección Jurídica del Menor, en su disposición adicional 2ª dispone que 
“para la inscripción en el Registro español de las adopciones constituidas en el extranjero, el 
encargado del Registro apreciará la concurrencia de los requisitos del artículo 9.5 del Código 
Civil” y, según este artículo -en la redacción entonces vigente- no será reconocida en España 
como adopción la constituida en el extranjero “mientras la entidad pública competente no haya 
declarado la idoneidad del adoptante, si éste fuera español y estuviera domiciliado en España 
al tiempo de la adopción”. En este caso, como se ha indicado anteriormente, la entidad pública 
competente (la de la residencia habitual de los adoptantes) no ha emitido la declaración de 
idoneidad del adoptante español. 
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IV. Dado que, según resulta acreditado en las actuaciones, cuando se constituyó 

la adopción en Perú los adoptantes estaban domiciliados en España, no puede prescindirse 
para la inscripción de la aludida declaración española de idoneidad. El certificado de idoneidad 
debe acreditar la capacidad jurídica del solicitante, siempre con arreglo a la Ley material 
española (art. 9 nº 1 y nº 5-I Cc). El objetivo y finalidad de este requisito es el de evitar que 
personas no idóneas para ser adoptantes acudan a países que no controlan con rigor la idoneidad 
de los adoptantes e insten en tales países una adopción que, posteriormente, intentan que sea 
reconocida en España.  

 
En ausencia de este requisito se debe denegar el reconocimiento y, en 

consecuencia, la inscripción en el Registro Civil español (Resoluciones de 16-2ª de febrero de 
1998 y 16-3ª de febrero de 1998). En la exigencia de este requisito esta Dirección General ha 
sido rigurosa, aplicándolo incluso respecto de adopciones constituidas antes de la entrada en 
vigor de la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor, que lo introdujo, pero cuya 
inscripción se solicitaba después de su vigencia (vid. Resoluciones de 25-3ª de junio de 1999 y 
21-1ª de diciembre de 2001). No obstante, es cierto que este rigor queda atenuado por el 
reconocimiento de la posibilidad de que el certificado de idoneidad se obtuviese después de 
constituida la adopción en el extranjero, no siendo necesario que fuese previo (cfr. Resolución 
de 25-3ª de junio de 1999). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 15 de junio de 2009, sobre inscripción de filiación 
paterna no matrimonial. 
 
 
 No es inscribible sin la aprobación judicial el reconocimiento de un menor efectuado 
con oposición del representante legal. 
 
 En las actuaciones sobre reconocimiento de filiación paterna remitidas a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, con adhesión del Ministerio Fiscal, 
contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 4 de abril de 2007 en el Registro Civil de L. se levanta acta de 
reconocimiento mediante el cual Don V., de nacionalidad española, manifiesta que reconoce en 
este acto a todos los efectos legales como hijo suyo no matrimonial a N., nacida el 2 de 
noviembre de 2006 en S., prestando su consentimiento la madre de la menor Doña S., menor 
de edad, solicitando que en lo sucesivo la menor aparezca con los apellidos H. H. Aportan 
como documentación: Certificado de nacimiento de la menor, certificado de nacimiento de 
solicitante, libro de familia y volante de empadronamiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal no se opone a lo solicitado por el promotor. Con fecha 4 de 
junio de 2007 comparece en el Registro Civil de L., Doña B., manifestando que es la madre y 
representante legal de la menor S. y abuela materna de la menor objeto de reconocimiento N. y 
que según resolución de la Dirección General de Protección del menor de fecha 23 de marzo 
de 2007 ostenta la guardia y custodia de la menor N., comparece al objeto de manifestar su 
negativa al reconocimiento paterno pretendido por el señor V. Adjunta copia de la sentencia de 
otorgamiento de guardia y custodia. 
 
 3. Notificado el Ministerio Fiscal éste  se reitera en su anterior informe. Con fecha 
29 de junio de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil de L. dicta auto mediante el cual 
acuerda acceder a la práctica de inscripción marginal solicitada en el cual constará el 
reconocimiento y a la correspondiente actualización del libro de familia. 
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 4 Notificados los interesados, Doña B. interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el auto dictado por la Juez Encargada 
del Registro Civil de L. 
 
 5. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se adhiere al recurso interpuesto. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 120 y 124 del Código civil; 15, 16, 23, 27, 28 y 46 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 22 de 
diciembre de 2001 y 18-1ª de abril de 2002. 

 
II. Se pretende por este expediente la inscripción del reconocimiento paterno de 

una hija no matrimonial –N. -, nacida en S. el 2 de noviembre de 2006, inscrita con la sola 
filiación materna. A tal efecto los padres comparecieron el 4 de abril de 2007 ante el Encargado 
del Registro Civil efectuando el reconocimiento y consintiendo en éste la madre, menor de 
edad en esa fecha (17 años), solicitando al tiempo la correspondiente inscripción marginal en la 
de nacimiento de la reconocida. Ésta fue declarada en situación provisional de desamparo y 
con delegación de su guarda en su abuela materna, doña B., mediante resolución de 23 de 
marzo de 2007 dictada por la Dirección General de Protección del Menor y de la Familia de C. 
En comparecencia  ante la Encargada del Registro Civil efectuada el 4 de junio de 2007, la 
citada doña B., se opuso al reconocimiento. Por auto de la Juez Encargada, de 29 de junio de 
2007, se acordó, sin embargo, su inscripción marginal. Este auto, constituye el objeto del 
presente recurso interpuesto por la abuela de la reconocida. 
 

III. La filiación paterna no matrimonial queda determinada legalmente por el 
reconocimiento efectuado ante el Encargado del Registro Civil del que afirme ser padre del 
reconocido (art. 120-1-Cc y 49 LRC) y, si es menor de edad, el reconocimiento es eficaz si 
presta consentimiento el representante legal del menor o se aprueba judicialmente con 
audiencia del Ministerio Fiscal y del progenitor legalmente conocido. (cfr. art. 124,I Cc.). 

 
 IV. El artículo 124.I, Cc dispone que “la eficacia del reconocimiento del menor o 
incapaz requerirá el consentimiento expreso de su representante legal o la aprobación judicial 
con audiencia del Ministerio Fiscal y del progenitor legalmente conocido”. A la vista de este 
artículo, la cuestión que ha de examinarse es si la madre de la menor reconocida ostentaba la 
representación legal de ésta al tiempo de efectuarse el reconocimiento, en cuyo caso no se 
observa, a priori, que exista obstáculo para la anotación marginal solicitada o si, por el 
contrario, carecía de dicha representación, supuesto en el que el reconocimiento precisaría de 
la aprobación judicial con audiencia del Ministerio Fiscal y del progenitor legalmente conocido. 
 
 Según resulta del expediente, la Dirección General de Protección del Menor y la 
Familia (Consejería de Empleo y Asuntos Sociales del Gobierno de C.), con fecha de 23 de 
marzo de 2007, es decir, antes de que se efectuase el reconocimiento, dictó resolución 
declarando la situación provisional de desamparo de la menor N., delegando la guarda 
mediante acogimiento familiar, como función de tutela asumida por ministerio de la ley en la 
abuela materna, la citada doña B. La asunción de esa tutela atribuida a la entidad pública, y en 
este caso delegada, llevó consigo la suspensión de la patria potestad (cfr. art. 172.III, Cc). 
Consecuentemente, la madre de la menor reconocida no ostentaba la representación legal de 
ésta cuando consintió el reconocimiento, porque tal representación había sido delegadamente 
asumida por su abuela materna, la recurrente, que expresamente se ha opuesto al 
reconocimiento en la comparecencia antes mencionada. Por ello el reconocimiento que nos 
ocupa precisa de la aprobación judicial para que devenga eficaz. 
 
 V. No ha lugar, por lo que antecede, a un pronunciamiento sobre la conservación 
de los apellidos de la menor inscrita. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 15 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española 
 
 
                   1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 

 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C.. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Doña A. nacida el 28 de septiembre 
de 1982 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y documentación variada que 
prueba que su padre tenía la nacionalidad española. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1982 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC. 1/2000, de 
7 de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
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 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro 
Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 
16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que 
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acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular correspondiente 
(cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento 
que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo 
lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la 

Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC. y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores de la interesada, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nace después 
de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no haya 
podido acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no aporta título inscrito en el Registro ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose en posesión 
de documentación marroquí. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
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para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 15 de junio de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española. 
 
 
                   Se inscribe el nacimiento de la nacida en Venezuela en 1972 que ejercita la opción 
a la nacionalidad española prevista en el artículo 20. nº 1, b) del Código civil, redacción dada 
por Ley 36/2002, porque está acreditada suficientemente la filiación española de la solicitante. 
 

En expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo, previa opción a la 
nacionalidad española, remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por la 
interesada contra auto del Encargado del Registro Civil Consular de C. (Venezuela). 

 
H E C H O S 

 
 1. Con fecha 23 de noviembre de 2006 Doña M., nacida en C. (Venezuela) el 8 de 
enero de 1972 solicitó en el Consulado de España en C. la inscripción de su nacimiento ya que 
su padre Don F., nació en España en 1936 por tanto español y su madre Doña J., nació en 
Venezuela el 5 de marzo de 1949. Adjunta como documentación: Certificado de su nacimiento, 
certificado de nacimiento de su padre y certificado de nacimiento de su madre. 
 
 2. El Encargado del Registro Civil Consular mediante auto de fecha 17 de agosto 
de 2007, deniega lo solicitado por la interesada ya que aunque en la partida de nacimiento de 
la interesada figura como estado civil de la madre el de “divorciada” el resto de la 
documentación obrante en el expediente demuestra que en el momento de nacimiento de la 
interesada su madre estaba casada con Don L. con quien había contraído matrimonio el 8 de 
octubre de 1963 y de quien se separó el 19 de octubre de 1971, por lo que en el momento del 
nacimiento de la interesada no habían transcurrido 300 días desde la separación entre su 
madre y su marido circunstancia que hace entrar en juego la presunción de paternidad marital 
establecida en el artículo 116, esa presunción no puede ser desvirtuada por la mera 
declaración en contrario del supuesto progenitor. 
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 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española, aportando 
documentación relativa al procedimiento de separación y divorcio de su madre contra su 
marido. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
informando que debe estimarse el recurso interpuesto por la interesada. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I.- Vistos los artículos 20, 113, 116 y 120 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 386 de la Ley del 
Enjuiciamiento Civil (LEC); y las Resoluciones, entre otras, de 21-5ª de enero, 5 de mayo y 6-3ª de 
noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre de 2005; y 20-5ª de noviembre de 
2006; 31-4ª de mayo, 28-4ª de junio; y 14-5ª de noviembre de 2008. 
 

II. La interesada, nacida en Venezuela el 8 de enero de 1972 e inscrita en el 
Registro Civil local, pretende la inscripción de su nacimiento en el Registro español, previa 
opción a la nacionalidad española, alegando la nacionalidad española originaria de su padre 
don F., nacido en España en 1936. En dicha inscripción consta que fue presentada en el 
Registro por su madre, doña J., la cual, había estado casada con don L. de quien se divorció el 
19 de octubre de 1971. Como quiera que desde esta fecha hasta la de nacimiento de la 
interesada no habían transcurrido trescientos días y no se había acreditado la destrucción de la 
presunción de filiación matrimonial (cfr. art. 116 Cc), el Encargado denegó, mediante auto de 
17 de agosto de 2007, la inscripción de nacimiento solicitada. Dicho auto es el que constituye el 
objeto del presente recurso 
 

III. Para que la inscripción hubiese procedido, previamente, tenía que haber 
quedado destruida la presunción de paternidad matrimonial (cfr. art. 116 Cc), porque si la 
madre es casada y el alumbramiento ha tenido lugar antes de transcurridos trescientos días 
desde la separación legal o de hecho de los cónyuges, es obligado inscribir la filiación 
matrimonial dada la fuerza probatoria (cfr. art. 113 Cc) de la presunción de paternidad del 
marido de la madre del artículo 116 del Código civil y no constando en este caso la 
nacionalidad española del marido ni de la mujer, la nacionalidad de la nacida no podía ser la 
española y, por tanto, mientras no llegase a quedar desvirtuada la eficacia probatoria de tal 
presunción (cfr. arts. 386 LEC) - y con las solas declaraciones de la interesada y los 
documentos aportados inicialmente por ésta no podía darse por destruida- y no constara 
acreditada la paternidad del presunto padre biológico, no podía practicarse la inscripción en el 
Registro español por no afectar el hecho inscribible a una ciudadana española ni haber tenido 
lugar su nacimiento en España (cfr. art. 15 LRC). 
 

IV. Con el recurso, la interesada ha presentado documentación relativa al 
procedimiento de separación y divorcio seguido por su madre contra su marido y con dicha 
documentación se comprueba que fue iniciado por escrito de 3 de febrero de 1971 y que en 
esta fecha y, posiblemente antes, la separación de hecho ya existía. Estos documentos, 
aunque constaba su existencia, no fueron presentados por la promotora con el escrito de 
incoación del expediente, aportándolos ahora con el recurso. Por tanto, ha de estimarse 
correcto el auto recurrido que se atuvo, al tiempo de ser dictado, a los hechos acreditados y 
circunstancias alegadas en la solicitud por la interesada. 
 

V. Es cierto que los documentos o pruebas ahora adjuntados pudieron haberlo 
sido inicialmente, por lo que podrían ser rechazados, salvo que fuese de interés público su 
admisión (cfr. art.358 RRC), lo que se entiende concurre en el presente caso, en aras de que el 
Registro concuerde con la realidad extrarregistral. Por ello, conviene aplicar criterios de 
economía procesal con el fin de evitar la reiteración del expediente y, tomar en consideración 
dichos documentos (cfr. Art. 354.II RRC). En este sentido se pronuncia en su informe el 
Encargado del Registro actuante. 
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VI. De la documentación aportada se desprende que, aún cuando en la fecha que 
nace la promotora no habían aún transcurrido trescientos días desde que se decretó el divorcio 
de la madre de la interesada y de su marido, éstos se hallaban de hecho separados, al menos, 
desde que iniciaron el procedimiento judicial de divorcio el 3 de febrero de 1971, por lo que, 
desde entonces, había transcurrido sobradamente dicho periodo de tiempo y, 
consecuentemente, ha de darse por destruida la presunción de filiación matrimonial del artículo 
116 Cc. 
 

A este hecho se une el reconocimiento que don F., hizo de la interesada el 16 de 
diciembre de 1977, según consta en la certificación local de la inscripción de nacimiento de 
ésta. 
  
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y ordenar que se practique la inscripción de nacimiento de la 
recurrente con la marginal de la nacionalidad española por opción. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 15 de junio de 2009 declaración sobre la 
nacionalidad española. 
 
 
 Es español por aplicación del artículo 64 de la Ley del Registro Civil un menor 
nacido en España, porque al tiempo de su nacimiento la madre ostentaba la nacionalidad 
española. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil de D. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de D., Don M., nacido en F. (Sahara) 
y Doña K., nacida en S. (Sahara) y de nacionalidad española, manifiestan que tienen un hijo Y., 
nacido en I. el 28 de agosto de 2007, que cuando nació la nacionalidad de sus padres era 
saharaui, que con fecha 18 de abril de 2006, se dictó auto por el Encargado del Registro Civil de 
D. por el que declaró a Doña K. española de origen, por lo que solicitan la nacionalidad española 
de origen a su hijo Y. Adjuntan como documentación: Certificado de nacimiento del menor, 
certificado de nacimiento de la madre y volante de empadronamiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. La Juez 
Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 4 de julio de 2008 mediante el cual dispone que 
no procede declarar que el menor Y. ostenta la nacionalidad española de origen. 

 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad española para su hijo. 

 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al mismo. La Juez Encargada del 
Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 17 y 330 del Código civil (Cc); 64 y 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC), 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 

 
II. Se pretende por los interesados que a su hijo Y., nacido en España el 28 de agosto 

de 2007, le sea declarada la nacionalidad española de origen por ser hijo de madre española. A 
ésta le fue declarada la nacionalidad española, con valor de simple presunción, mediante auto del 
Encargado del Registro Civil de D. de 18 de abril de 2006, que causó asiento marginal en la 
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inscripción de su nacimiento con fecha 19 de diciembre de 2007, es decir con posterioridad al 
nacimiento de su hijo. Por la Juez Encargada del Registro Civil se dictó auto de 4 de julio de 2008 
denegando la declaración de nacionalidad interesada. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso. 

 
III La cuestión que plantea el expediente es la de determinar la fecha a partir de la 

cual la declaración de la nacionalidad española de la madre surte efectos, concretamente, si estos 
se producen con la resolución de la declaración de la nacionalidad (cfr. art. 64.III LRC) o cuando 
esa declaración es anotada en la inscripción de nacimiento de aquella. En el primer caso, como la 
declaración citada tuvo lugar antes del nacimiento del hijo, este sería iure sanguinis español de 
origen, pero no sucedería así en el segundo, en el que la nacionalidad española tendría que 
obtenerse para el nacido por la vía de la opción del artículo 20.1,a) Cc. 

 
IV. En el presente supuesto, aún cuando la inscripción de la nacionalidad española 

concedida antes del nacimiento del hijo, se haya practicado después de acaecido éste, sus efectos 
favorables han de retrotraerse al momento en que la declaración de la nacionalidad de la madre se 
produjo y, consecuentemente, ha de considerarse que el menor nació siendo hijo de madre 
española y, por esa razón, le corresponde iure sanguinis la nacionalidad española de origen a 
todos los efectos incluidos los relativos a la atribución de apellidos, respecto de los cuales, el 
cambio de los de la madre, afecta de manera automática a los hijos sujetos a patria potestad (cfr. 
art 217 RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 15 de junio de 2009, sobre declaración de 
nacionalidad española. 
 
 

No es admisible el recurso presentado una vez transcurridos 15 días hábiles desde la 
correcta notificación de la resolución. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto dictado por  la juez encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 8 de agosto de 2006, A. y 
C., ambos de nacionalidad colombiana, promovieron expediente para declarar con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de su hija J., nacida en M. el 18 de mayo de 2005. 
Adjuntaban la siguiente documentación: Certificado del consulado de Colombia en S. de que la 
menor no consta inscrita en la oficina consular, inscripción de nacimiento de la interesada, 
certificado de empadronamiento, pasaportes de los padres, tarjetas de residencia y libro de familia. 
 

2. Ratificados los promotores y previo informe favorable del ministerio fiscal, la encargada 
del Registro Civil de M. dicta auto el 19 de febrero de 2007 denegando la petición por no cumplir 
los requisitos del artículo 17.1c) del Código Civil. 
 

3. Notificada la resolución el 1 de marzo de 2007, se interpone recurso contra la misma 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado con fecha de entrada en el registro de 9 
de abril de 2007. 
 

4. La encargada del Registro Civil de M. dicta providencia por la que dispone la no 
admisión del recurso por haber sido presentado fuera de plazo. 
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5. Notificado el ministerio fiscal, informa que procede la estimación del recurso. La 
encargada del Registro Civil de M. remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 29 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343 y 355 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 10 de marzo, 8 de abril,  10-4ª  
y 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y  18-2ª de septiembre de 2003, 20-3ª de febrero de 2004, 
23-1ª de marzo y 28-6ª de noviembre de 2006, 25-3ª de junio y 9-8ª de diciembre de 2008 y 9-
7ª de febrero de 2009. 

 
II. Los promotores presentaron solicitud ante el Registro Civil de M. para solicitar la 

declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española de su hija, nacida en 
M. el 28 de mayo de 2005. La juez encargada del Registro Civil dicta auto el 19 de febrero de 
2007, denegando la solicitud realizada por considerar que la ausencia de nacionalidad de la 
niña se debe únicamente a la propia voluntad de los padres, que, deliberadamente, no la han 
inscrito en el consulado colombiano como hija de padres colombianos. El 1 de marzo de 2007 
se notificó la resolución a los interesados, que presentaron recurso con fecha de entrada en el 
registro el 9 de abril de 2007. No puede admitirse dicho recurso, toda vez que se presentó una 
vez transcurrido el plazo legalmente otorgado, habiéndose notificado el auto correctamente 
(consta diligencia extendida por el Registro Civil de M. firmada por el interesado) con entrega 
de copia literal del mismo donde consta la indicación del recurso procedente ante esta 
dirección general y el plazo de quince días hábiles para interponerlo. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la no admisión del recurso por haber sido interpuesto fuera de plazo y la 
confirmación, por tanto, del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (9ª) de 15 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio celebrado en el extranjero. 
 
 

        Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de S. el 3 de agosto de 
2007, Don S., nacido el 25 de julio de 1949 y de nacionalidad española, solicitó la inscripción en el 
Registro Civil español de su matrimonio con la ciudadana dominicana L., nacida el 20 de febrero 
de 1960, celebrado el día 14 de julio de 2007 en República Dominicana según la ley local. 
Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local, 
inscripciones de nacimiento, declaraciones de estado civil, acta de matrimonio anterior y sentencia 
de divorcio de la solicitante, pasaporte, libro de familia y acta de defunción de la cónyuge anterior 
del interesado. 
 
 2. Ratificados los promotores, se celebró trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dictó resolución el 2 de mayo de 2008 
denegando la inscripción solicitada por considerar que se trata de un negocio jurídico simulado. 
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4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que el matrimonio es verdadero. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que interesó la confirmación de la resolución recurrida. El encargado del 
Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª  y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-
4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de 
noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en República 
Dominicana el 14 de julio de 2007 entre un ciudadano español y una ciudadana dominicana. Del 
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trámite de audiencia reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que la inscripción de matrimonio solicitada no se ajusta a los 
requisitos legales. Uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de 
complacencia es el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del 
matrimonio y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso, dado que se conocieron 
personalmente el día antes de la boda. Por otro lado, son significativas las contradicciones 
observadas respecto al origen de la relación: mientras en el recurso se admite claramente que 
los promotores entraron en contacto a través de una hermana de ella que trabaja como 
limpiadora en el domicilio del solicitante, durante las entrevistas personales la interesada 
asegura que se conocieron por Internet y que después, casualmente, su hermana empezó a 
trabajar como empleada del hogar en casa del contrayente y se enteró de que éste chateaba 
con la compareciente. El interesado, por su parte, durante la entrevista reservada dice que 
conoció a la contrayente en Internet, no hace referencia en ningún momento al hecho de que 
su cuñada trabaja en su domicilio y no menciona que fuera ella quién los puso en contacto. 
Además, hay que tener en cuenta que parte de la familia de la interesada reside en España 
(según ella, dos hermanas y un sobrino y, según él, solo una hermana). Y, por último, difieren 
en la cantidad de dinero que el solicitante remite periódicamente a la contrayente. Todas estas 
circunstancias avalan la consideración de que el verdadero fin perseguido con el matrimonio es 
únicamente el establecimiento en España de la ciudadana dominicana.  
 

VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación y así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular. Esta conclusión, 
obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), 
si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la 
denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la resolución apelada. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 16 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 
 
                    Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular en I, (Pakistán). 
 

H E C H O S 
 
 1. Don I. nacido en Pakistán el 2 de enero de 1977, presentó en el Consulado 
General de España en I. impreso de declaración de datos para la trascripción de su matrimonio 
celebrado el día 20 de agosto de 2006 en Pakistán según la ley local, con Doña M. nacida en 
España el 30 de mayo de 1958. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: 
Hoja declaratoria de datos para la inscripción del matrimonio, certificado de matrimonio local; 
certificación de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y 
certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción del matrimonio, la Encargada del 
Registro Civil Consular mediante auto de fecha 10 de marzo de 2008 deniega la inscripción del 
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matrimonio al haberse detectado en las manifestaciones de los contrayentes discrepancias 
respecto al conocimiento de datos sobre su relación. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, el interesado interpone recurso ante 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que considera 
que existen elementos suficientes para la existencia de dudas fundadas acerca de la existencia 
de verdadero consentimiento matrimonial. La Encargada del Registro Consular ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
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 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Pakistán 
entre una española y un pakistaní y de las audiencias reservadas se desprenden determinados 
hechos objetivos que hacen pensar que se trata de un matrimonio simulado. Ambos coinciden 
en que se conocieron en 2002 en un locutorio propiedad del interesado, que en esos 
momentos estaba en España de manera ilegal, el interesado manifiesta que mantuvieron 
convivencia hasta que el interesado, según su versión, tuvo que volver a su país por el 
fallecimiento de una tía y mantuvieron el contacto por teléfono. Sin embargo llama la atención 
que a pesar de la convivencia el interesado no recuerde nada relacionado con los hijos de la 
interesada, ni siquiera el nombre de su hija menor que vivía con ella. En este sentido es de 
destacar que la interesada no manifiesta nada sobre dicha convivencia y tan sólo se refiera a 
un contacto telefónico como relación con el interesado. El interesado no sabe o se equivoca en 
la fecha de nacimiento de la interesada, también desconoce el nombre del hermano de la 
interesada, gustos, aficiones. El interesado manifiesta que trabaja en una empresa de 
transporte mientras que ella afirma que trabaja en un negocio de importación y exportación. 
Difieren en las veces que la interesada ha viajado a Pakistán. Por otra parte y sin que sea 
determinante, existe una gran diferencia de edad entre los interesados. Todas estas 
circunstancias hacen pensar que no existe verdadero consentimiento matrimonial y que se ha 
acudido al matrimonio persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC., si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 16 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don M., nacido el 21 de marzo de 
1976 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco libro de familia y 
pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el 
artículo 18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente. 
. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 
inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC 
(recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días del 
año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1976 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
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anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental diferencia es que el interesado 
nació con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. Además, nació fuera del territorio 
que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya 
acreditado la existencia de título inscrito en el Registro Civil español, ni está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 16 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
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 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don A. nacido el 1 de enero de 
1983 en R. solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción al haber nacido en 
territorio del Sahara español. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y documentación 
variada que prueba que su padre tenía la nacionalidad española. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
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del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1983 en R. 
(Marruecos) y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. 
dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es impugnado por 
letrada sin que se halle acreditada la representación. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
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de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
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municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a 
los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nace después 
de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, y además fuera del 
territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya 
podido acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose el promotor 
en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
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legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
  VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 16 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
      1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don H., nacido el 18 de 
septiembre de 1989 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y permiso 
de residencia. 
 

2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 

3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el 
artículo 18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1989 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
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ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
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correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
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 De otro lado, la documentación -certificado de nacimiento- que se aporta, 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 
RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe 
al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas 
integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
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con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 16 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 

 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Don M., nacido el 12 de diciembre 
de 1986 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1986 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
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origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado por letrada sin que conste poder en el expediente. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código civil, puesto que nació en 1986 y está en posesión de 
documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
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16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 16 de junio de 2009, sobre conservación de la 
nacionalidad española. 
 
 
 Procede la declaración de conservar la nacionalidad española  cuando no ha 
transcurrido el periodo de tres años previsto en el artículo 24.3 del Código civil. 
 

En las actuaciones sobre conservación de la nacionalidad española, remitidas a 
este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
acuerdo del Encargado del Registro Civil Consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 29 de febrero de 2008 en el Consulado General de España en S. 
Puerto Rico, se levanta acta de conservación de la nacionalidad española mediante la cual Don 
J., nacido en Cuba el 16 de enero de 1950 y de nacionalidad estadounidense, manifiesta que 
en virtud del artículo 24.1 del Código Civil desea conservar la nacionalidad española y solicita 
se inscriba al margen de su inscripción de nacimiento que consta en el Registro Civil de H.  
 
 2. Remitida toda la documentación al Registro Civil de H., el Encargado del 
Registro Civil del Consulado de España en H. mediante escrito de fecha 7 de abril de 2008 
informa que no cabe practicar la conservación de la nacionalidad solicitada ya que el certificado 
de nacimiento español del interesado es una inscripción de base practicada en fecha 14 de 
abril de 1969 que no prejuzga nacionalidad. El padre del interesado Don J., nació en H. en 
1926 e incurrió en pérdida de la nacionalidad española en 1946 sin que conste marginal de 
recuperación de la misma. 
 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la conservación de la nacionalidad española. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 24 del Código civil (Cc); 2, 15, 16, 23 y 46 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones 4-1ª de diciembre de 2000; 30-2ª de octubre de 2001; 7-5ª de septiembre y 9-1ª 
de diciembre de 2002; y 8-6ª de noviembre de 2006. 

 
II. Se pretende por el interesado, nacido en H. en 1950, que se haga constar 

marginalmente en su inscripción de nacimiento su declaración de conservación de la 
nacionalidad española que venía ostentando, según alega, por ser hijo de padre español. Para 
ello compareció ante el Encargado del Registro Civil Consular de su domicilio, el de S., 
manifestando que había adquirido la nacionalidad estadounidense en 2007 y declarando su 
voluntad de conservar la española a los efectos previstos en el artículo 24.1 Cc. Así consta en 
el acta extendida el 29 de febrero de 2008. Dicha acta fue remitida al Registro Civil de H. donde 
se hallaba inscrito el nacimiento del interesado. Por el Encargado de este Registro se remitió 
escrito señalando que no procedía practicar la citada declaración de conservación de la 
nacionalidad española, porque el certificado de nacimiento español del interesado es una 
“inscripción de base practicada en fecha 14/04/1969 que no prejuzga nacionalidad”. Este 
escrito de denegación constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. El Registro Civil hace prueba de los hechos inscritos (cfr. art. 2 LCR) y de las 
inscripciones aportadas al expediente resulta, en la del padre, que éste, don J., nacido en H. en 
1926, era hijo de padre cuya nacionalidad era la española. Igualmente en la inscripción de 
nacimiento del interesado figura la nacionalidad española de su padre; de ello cabe deducir su 
nacionalidad española. Por tanto, según resulta del propio Registro, el recurrente es, en 
principio, español y como las inscripciones hacen prueba de los hechos inscritos, y en este 
caso lo hacen de la nacionalidad, en tanto que la inscripción de nacimiento del interesado no 
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sea rectificada o cancelada respecto de dicho extremo -de lo que no hay constancia en el 
expediente que hasta ahora se haya producido-, procede que se haga constar marginalmente 
la declaración de conservación de la nacionalidad española formulada por el recurrente 
conforme a lo dispuesto en el artículo 24.1 Cc.  

 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:  
 1º. Estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado. 
 2º. Ordenar la anotación marginal en la inscripción de nacimiento del interesado de 
su declaración de conservar la nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 16 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio celebrado en el extranjero. 
 
 
 No es inscribible el matrimonio celebrado presuntamente en Marruecos en 1989 
por quien luego adquirió la nacionalidad española porque la certificación aportada como 
fundamento de la pretensión no acredita la efectiva celebración de aquél.  
 

En el expediente sobre inscripción de matrimonio, previa adquisición de la nacionalidad 
española, remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra acuerdo dictado por el encargado del Registro Civil Central. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 1 de septiembre de 

2006, Don A., nacido el 12 de enero de 1962 en Marruecos y de nacionalidad española adquirida 
en 2006, solicitaba la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio, celebrado en 1989 
en Marruecos, con la ciudadana marroquí J., nacida en 1975. Adjuntaba la siguiente 
documentación: Acta de confirmación matrimonial, e inscripción de nacimiento en Marruecos del 
interesado. 
 

2. El encargado del Registro Civil Central requirió al solicitante para que aportara 
certificado original del matrimonio con traducción y sello del traductor jurado. 
 

3. El interesado en comparecencia en el Registro Civil Central manifiesta que no 
posee acta matrimonial alguna y aporta como único documento justificativo un certificado en el que 
varios testigos declaran que el matrimonio que se pretende inscribir existe. 
 

4. El encargado del Registro Civil Central denegó la inscripción mediante auto de 22 
de junio de 2007 por no quedar acreditado el acto de celebración del matrimonio. 
 

5. Notificada la resolución al interesado, se interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 

 
6. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que confirmó 

el acuerdo recurrido. El encargado del Registro Civil Central se ratificó en la decisión inicial y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.  

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 9 y 65 del Código civil (Cc); 23, 35 y 73 de la Ley del Registro 

Civil (LRC); 85 y 256 del Reglamento del Registro Civil (RRC), y las resoluciones 4-2ª de junio 
de 2001, 9-2ª y 24-2ª de mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de febrero, 31-5ª de 
mayo y 2-2ª de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005; 13-1ª de noviembre de 2006; 
30-2ª de enero y 4-6ª de junio de 2007. 
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II. En el caso presente, el interesado, de nacionalidad española adquirida por 

residencia en 2006, solicita la inscripción en el Registro Civil español de su presunto 
matrimonio, celebrado en Marruecos en 1989, por transcripción de un acta de confirmación 
matrimonial expedida por el juez de asuntos notariales de T. (Marruecos) en la que unos 
testigos no identificados declaran que los promotores se unieron en matrimonio hace más de 
un año y que no se han separado desde esa fecha. El encargado del Registro Civil Central 
denegó la solicitud de inscripción porque la documentación aportada no certifica sobre el acto 
de la celebración del matrimonio ni el lugar, la hora o la autoridad ante la que se celebró, por lo 
que no es posible determinar si se cumplieron los requisitos específicos para su validez. 
 

III. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de adquirir 
la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español competente (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RCC) siempre, claro, que se cumplan los requisitos en cada caso exigidos. Por esta 
razón ha de examinarse si ese cumplimiento concurre en el presente caso. 
 

IV. La competencia para decidir la inscripción corresponde al Registro Civil Central 
por estar el promotor domiciliado en España. (cfr. art. 68,II RRC) y la vía registral para obtener 
el asiento ha de consistir, bien en la certificación del registro extranjero, expedida por autoridad 
o funcionario del país de celebración (cfr. arts. 23 LRC y 85 y 256-3º RRC), bien en el 
expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil “en el que se 
acreditará debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de 
impedimentos”. 
 

V. En el caso actual no hay certificación del Registro Civil marroquí y las pruebas 
presentadas en el expediente no justifican suficientemente tal “celebración en forma del 
matrimonio”. En el expediente se aporta una copia de acta notarial de confirmación del 
matrimonio instada por el esposo en la que un número no determinado de testigos declaran 
ante los adules que los interesados se unieron en matrimonio “hace más de un año” y que no 
se han separado desde entonces. No consta que las citadas personas intervinientes en el acta 
referida fuesen testigos presenciales del acto de celebración y, según el propio documento, su 
testimonio está basado exclusivamente en razones de vecindad y familiaridad. Tampoco 
constan datos sobre fecha (solo figura el año), hora, lugar y autoridad ante la que se celebró el  
supuesto matrimonio  (cfr. art. 35 LRC). Por todo ello tal matrimonio no es susceptible de 
inscripción, ni tampoco de la anotación prevista en el artículo 271 del reglamento o a través de 
un expediente con valor de presunción (cfr. art. 38-2º LRC) de los regulados por los artículos 
335, 339 y 340 del propio reglamento. Lo anterior no ha de impedir que, si llegan a 
suministrarse más pruebas, sea factible reiterar el expediente y obtener, bien la inscripción, 
bien la anotación del matrimonio. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 16 de Junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del 
encargado del Registro Civil de S. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 11 de marzo de 2008, 
Doña M., nacida el 22 de abril de 1949 y de nacionalidad española, y el ciudadano indio S., 
nacido el 10 de abril de 1976, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Aportaban la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de 
empadronamiento y certificado de nacimiento del solicitante; DNI, inscripción de nacimiento, 
certificado de empadronamiento e inscripción de matrimonio anterior con marginal de divorcio 
de la interesada. 
 
 2. Ratificada la solicitud, se celebró entrevista en audiencia reservada con ambos 
solicitantes por separado. 
 
 3. El ministerio fiscal se opuso a la autorización. El encargado del Registro Civil 
dictó auto el 8 de abril de 2008 denegando la solicitud de autorización del matrimonio por 
considerar que el solicitado es un matrimonio de conveniencia.  
 
 4. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, se presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del 
auto.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal. La encargada 
del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de  30-2ª de diciembre de 2005; 31-3ª de mayo, 
27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de 
octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 
2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª  y 30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª 
de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril 
y 19-2ª de diciembre de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor, asistido del secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que el matrimonio proporciona al extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el encargado llega a la convicción de 
que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero 
consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso presente de solicitud de autorización para la celebración de un 
matrimonio civil en España entre un español y una ciudadana marroquí, del trámite de 
audiencia resultan un conjunto de hechos que llevan a la conclusión de que el matrimonio que 
se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. No conocen 
a sus respectivas familias: ella solo conoce a uno de los hermanos de él, que vive en España, 
pero no sabe cómo se llama y él declara que solo sabe el nombre de una hija de ella (otros dos 
hijos de la interesada fallecieron) pero lo dice mal. En otro orden de cosas, ella dice que llevan 
tres meses viviendo juntos y que decidieron casarse, precisamente, cuando comenzaron la 
convivencia; sin embargo él responde que conviven desde hace tres semanas y cuando se le 
pregunta por el momento en que tomaron la decisión de casarse, repite que fue al inicio de su 
convivencia tres semanas atrás. Tampoco coinciden al señalar sus aficiones respectivas, pues 
mientras ella dice que le gusta leer e ir a la playa y que a su pareja le gusta el fútbol, el 
solicitante responde que él es aficionado a ver películas de la India y pasear y que a ella le 
gusta “sentarse en el bar” o “dar unas vueltas”. 
 

Por último, aunque no sería un elemento determinante por sí solo, sí conviene 
señalar también la notable diferencia de edad (27 años) entre los solicitantes.  
 
                    Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado, dejando a salvo la vía judicial 
ordinaria. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 17 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 29 de febrero de 2008, Doña A. nacida en Cuba el 5 de julio de 1963 
y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 4 de octubre de 2007 con Don 
J., nacido en Cuba el 26 de enero de 1969 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio de la interesada y 
certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 18 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado manifiesta que es marino mercante y que a veces se ausenta de su casa nueve 
meses, que ha visitado varios países como China, Vietnam, Rusia, Italia, etc., sin embargo la 
interesada a pesar de que afirma que conviven juntos en la casa de ella, no sabe decir con 
exactitud los países que el contrayente ha visitado por su trabajo, declarando que el interesado 
ha visitado España y alega que cree que Tenerife, que cree que ha ido a Roma pero que no se 
acuerda. Difieren en lo que respecta a las visitas a la madre de él porque él dice que no la ve 
nunca, ella afirma que van a verla casi todos los días. El interesado no sabe si ella tiene 
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problemas de salud porque dice que es tímida y que no habla mucho. Ambos manifiesta que no 
quieren hacerse fotos, al respecto ella dice que es divorciada y que no le hace ilusión hacerse 
fotos. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este 
Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se 
ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 17 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don U., nacido el 16 de julio de 
1972 en D. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Inscripción de nacimiento y diversa 
documentación que demuestra el arraigo de su familia en España. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
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simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1972 en 
D., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
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actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
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en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
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la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc, poseyendo además el promotor documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
   Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
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previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 17 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Don H., nacido el 24 de mayo de 
1981 en L. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de lazos de parentesco y diversa 
documentación que prueba que sus padres son pensionistas del Estado Español. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1981 en 
G., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
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Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la actuación registral 
instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal 
respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud 
administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante en el 
expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia que 
cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio, y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a 
los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nace después 
de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no haya 
acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro ni consta que en algún 
momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
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16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso interpuesto. 
2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 

gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 17 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Doña S. nacida el 4 de abril de 1970 
en V. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacionalidad, certificado de paternidad, 
certificado de concordancia de nombre y ficha familiar. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en 
V., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso, el cual es impugnado por escrito de fecha 
23 de junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC.1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
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artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 



 155

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC. y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de 
título inscrito ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc, encontrándose la interesada en posesión de 
documentación argelina. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (certificado de nacimiento, de 
paternidad, de concordancia y de nacionalidad), expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la 
cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
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suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico 
estatal internacionalmente reconocido. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
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para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 17 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Doña G. nacida el 1 de enero de 
1960 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y documentación 
acreditativa de que su padre es pensionista del Ministerio de Defensa. 
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 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez Encargada del Registro 
Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 18 del 
Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1960 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
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declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC.1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
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 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
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administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació fuera 
del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no 
haya podido acreditar los requisitos que establece el artículo 18 Cc. En efecto, no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el citado artículo 18 Cc, 
poseyendo la interesada, a mayor abundamiento, documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
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nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 17 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
                      Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio, remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados contra auto de la 
encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 18 de enero de 2008, 
Doña H., nacida el 10 de julio de 1987 y de nacionalidad española, y el ciudadano marroquí H., 
nacido el 25 de junio de 1978, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. 
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Adjuntaban los siguientes documentos: Partida de nacimiento, certificado de estado civil, 
certificado de residencia y pasaporte del solicitante; inscripción de nacimiento, DNI, declaración 
de estado civil y volante de empadronamiento de la interesada. 
 

2. Ratificados los promotores, se practicó el trámite de audiencia reservada por 
separado a los mismos. 
 
 3. La juez encargada del Registro Civil dictó auto el 3 de abril de 2008 denegando 
la autorización por falta de verdadero consentimiento matrimonial. 
 

4.- Notificados el ministerio fiscal y los promotores, éstos interponen recurso ante 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del auto y 
alegando el estado de gestación de la solicitante, acreditado mediante informe médico. 
 

5. Del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que emitió informe desfavorable. 
La encargada del Registro Civil de M., remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 238, 
245, 246, 247, del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 
31 de enero de 2006 y las resoluciones, entre otras, 19-2ª y 25-1ª de julio, 5-2ª y 3ª de 
septiembre, 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de diciembre de 2006; 6-3ª 
y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio, 12-1ª de septiembre, 28-
6ª de septiembre, 1-3ª de octubre y 18-1ª de diciembre de 2007; 31-3ª de enero 11-2ª y 5ª y 
14-1ª y 2ª de julio, 25-4ª y 5ª de septiembre, 7-6ª y 30-2ª de octubre y 16-1ª de diciembre de 
2008; 14-1ª de enero, 4-3ª de febrero y 12-4ª de marzo de 2009. 
 

II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 
 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos-
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc). 
 

III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

IV. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre una española y un 
ciudadano marroquí y los hechos comprobados por medio de esas declaraciones 
complementarias oportunas no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas no revelan 
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grandes contradicciones o desconocimiento de datos que pudieran considerarse de 
importancia a los efectos de poder deducir una utilización fraudulenta de la institución 
matrimonial, sin que pueda afirmarse, por tanto, de forma concluyente la existencia de 
simulación. Debe señalarse que los promotores ya habían planteado la misma petición en 
2006, con resultado negativo entonces. Sin embargo, en esta ocasión aportan un hecho nuevo, 
como es el estado de gestación de la solicitante, acreditado por informe médico, al tiempo de la 
tramitación del presente expediente. 
 

V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y autorizar la celebración del matrimonio solicitado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 17 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
                  Se autoriza porque no hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio, remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por el ministerio fiscal contra auto del 
juez encargado del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 18 de diciembre de 
2007, Don J., nacido el 10 de marzo de 1955 y de nacionalidad española, y el ciudadano 
ecuatoriano P., nacido el 21 de enero de 1981, solicitaban autorización para contraer 
matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes documentos: Inscripción de nacimiento, inscripción 
de matrimonio anterior con marginal de divorcio, certificado de empadronamiento, DNI y 
declaración de estado civil del solicitante español; inscripción de nacimiento, certificado de 
empadronamiento, pasaporte y declaración de estado civil del solicitante ecuatoriano. 
 

2. Ratificados los promotores, se practicó el trámite de audiencia reservada por 
separado a los mismos. 
 

3. Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el juez encargado del registro 
del Registro Civil de M. dictó auto el 13 de marzo de 2008 autorizando la celebración del 
matrimonio. 
 

4. Notificados los promotores y el ministerio fiscal, éste interpone recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la revocación del auto y la 
denegación de la autorización por considerar que falta auténtico consentimiento matrimonial. 
 

5. Del recurso se dio traslado a los promotores, quienes alegaron su auténtica 
voluntad de contraer matrimonio. El encargado del Registro Civil de M., remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 238, 
245, 246, 247, del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de enero de 1995 y de 
31 de enero de 2006 y las resoluciones, entre otras, 19-2ª y 25-1ª de julio, 5-2ª y 3ª de 
septiembre, 16-1ª de octubre, 3-1ª de noviembre, 21-2ª y 3ª y 28-2ª de diciembre de 2006; 6-3ª 
y 14-3ª de febrero, 30-4ª de abril, 10-2ª, 28-5ª de mayo, 9-4ª de julio, 12-1ª de septiembre, 28-
6ª de septiembre, 1-3ª de octubre y 18-1ª de diciembre de 2007; 31-3ª de enero 11-2ª y 5ª y 
14-1ª y 2ª de julio, 25-4ªy 5ª de septiembre, 7-6ª y 30-2ª de octubre y 16-1ª de diciembre de 
2008; 14-1ª de enero, 4-3ª de febrero y 12-4ª de marzo de 2009. 
 

II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil es trámite esencial la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor, asistido por el secretario, para cerciorarse de la inexistencia de 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC e Instrucción de 9 de enero de 1995, regla 3ª). 
 

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos-
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero-en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia del matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resulten para el extranjero. Si, a través de este 
trámite o de otros medios, el encargado llega a la  convicción de que existe simulación, no 
debe autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73.1º Cc). 
 

IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC 
 

V. En el caso actual se trata de autorizar un matrimonio entre un ciudadano 
español y un ciudadano ecuatoriano y los hechos comprobados por medio de las declaraciones 
complementarias no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de ellos, sin 
sombra de duda, la existencia de la simulación. Las audiencias reservadas no revelan grandes 
contradicciones o desconocimiento de datos que pudieran considerarse de importancia a los 
efectos de poder deducir una utilización fraudulenta de la institución matrimonial, sin que pueda 
afirmarse, por tanto, de forma concluyente la existencia de simulación. 
 

VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea 
declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de elegir la primera 
alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y autorizar la celebración del matrimonio solicitado. 
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RESOLUCIÓN (8ª) de 17 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de C. el 19 de noviembre de 
2007 la Sra. A., de nacionalidad brasileña, nacida el 28 de marzo de 1968 en G. (Brasil) y Don 
R., de nacionalidad española, nacido el 3 de febrero de 1965 en C., iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI y certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio; de la promotora, pasaporte, certificado de nacimiento, 
declaraciones hechas en Brasil por dos testigos de estado civil y de residencia anterior, 
certificados del Consulado General de Brasil en M. sobre inexistencia de edictos en ese país y 
de inscripción en el Registro de ciudadanos brasileños, y volante de empadronamiento; y 
volante conjunto de empadronamiento. 
 
 2. El 28 de noviembre de 2007 los promotores ratificaron la solicitud y efectuaron 
declaración jurada de estado civil y comparecieron como testigos un amigo de ambos y una 
hermana de él, que dijeron que les constaba que el matrimonio proyectado no estaba incurso 
en prohibición alguna que impidiera su celebración. El 18 de enero de 2008 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, visto que el acta de la audiencia reservada había puesto de 
manifiesto contradicción en dato tan fundamental como los hijos del contrayente, se opuso a la 
celebración del matrimonio, y el 1 de febrero de 2008 la Juez Encargada, considerando que  
había hechos comprobados suficientes para deducir la existencia de simulación, dictó auto 
denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
conviven desde mayo de 2006, que los dos manifestaron lo mismo y que la denegación se 
fundamenta en un error de transcripción o de interpretación de sus declaraciones.  
 
 5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, 
ratificando en todos los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y 
atendiendo a los propios fundamentos jurídicos de éste, no desvirtuados por las alegaciones, 
interesó la desestimación del recurso y la Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
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3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 R 
RC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana brasileña resultan, del trámite de audiencia 
y de la documental obrante en el expediente, determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia 
de esta institución. Se advierte contradicción en dato tan fundamental como los hijos de él, que 
se declara padre de una única hija, C., en tanto que ella le atribuye dos, A. y E., de 21 y 18 
años. Esta discrepancia, difícilmente justificable entre personas que aducen una relación 
durante un tiempo -más de año y medio- que puede estimarse suficiente para un amplio 
conocimiento mutuo, se trata de explicar en el recurso alegando que ella no se refería a los 
hijos de él sino a los de su hermano, alegación no corroborada por documental alguna. La 
afirmación compartida de que se conocieron el 22 de mayo de 2006, es modificada en el 
recurso, en el que se señala que lo que se inició en mayo de 2006 fue la convivencia, pese a 
que la presencia de ella en España, y concretamente en C., está acreditada solo a partir de 
febrero de 2007 y no se acredita, en cambio, que esté en situación de estancia regular. Todo 
ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para 
finalidades que no son las propias de la institución matrimonial.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (9ª) de 17 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 12 de marzo de 2008 
Don I., de nacionalidad española, nacido el 13 de mayo de 1952 en A., y la Sra. T., de 
nacionalidad china, nacida el 8 de diciembre de 1964 en Y. (China), iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
inscripciones marginales de separación y de divorcio y fe de vida y estado; y de la promotora, 
pasaporte chino, certificado de empadronamiento, actas notariales de nacimiento y de divorcio, 
certificado negativo de matrimonio posterior en el mismo registro y declaración jurada de 
estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por los promotores, comparecieron como testigos dos 
amigos de ambos, que expresaron su firme convicción de que no se hallaban incursos en 
impedimento ni prohibición legal para contraer matrimonio, y se libró oficio a la Oficina de 
Extranjería de la Policía Nacional a fin de que informara sobre la situación en España del 
contrayente extranjero, con el resultado de que le había sido denegada la autorización de 
residencia temporal inicial y, en consecuencia, se encontraba en situación irregular en el 
territorio nacional. El 13 de marzo de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada, a la interesada con asistencia de intérprete. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que había elementos que permitían 
determinar la ausencia de consentimiento válido, se opuso a la celebración del matrimonio y el 
14 de abril de 2008 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por entender que no concurrían 
los requisitos legalmente exigidos.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, 
mucho antes de pensar en casarse, ella tenía toda la documentación necesaria para legalizar 
su situación pero que, a pesar de ello, debía de volver a China para que su hermana la 
reclamara con un precontrato; y que desean contraer matrimonio para formalizar su relación 
inicialmente afectiva y después también de convivencia; y presentando, como prueba, 
documentación acreditativa de que él reside en la población de E., en una vivienda de la que es 
propietaria la hermana de ella, y certificado de empadronamiento de la interesada en A. entre el 
9 de noviembre de 2006 y el 7 de febrero de 2008. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Juez 
Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
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efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana china resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Uno de los factores que, 
según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un 
matrimonio es de complacencia es la inexistencia de una lengua común que posibilite la 
comunicación y, en este caso, no está acreditado que la haya porque ambos manifiestan que la 
interesada está aprendiendo castellano y porque en su comparecencia, asistida por intérprete, 
señala que él, natural de una población de C., nació al lado de M., en lugar que no sabe por 
desconocimiento del idioma o que conoce personalmente a cuatro de sus siete hermanos pero 
que no sabe pronunciar sus nombres en castellano. Los dos indican que, nada más llegar a 
España la interesada, fueron presentados por la hermana de ella, que regenta un restaurante 
chino, pero discrepan sobre aspectos relevantes de la relación aducida: si empezó, a la par que 
la convivencia, en marzo de 2007 o a los dos meses de haberse conocido -enero de 2007-  y 
más adelante, en agosto o septiembre de 2007, la convivencia; si la decisión de casarse la 
tomaron hace seis o siete meses o hace un año; si comparten domicilio con la hija menor de él, 
de 20 años, y con la madre de ella o si ésta última solo vive con ellos a veces. Además de los 
desconocimientos que ella atribuye al idioma, se advierten otros, incluso de identidad, que no 
se justifican fácilmente entre personas que declaran que se han relacionado a diario durante un 
tiempo -año y medio- que puede estimarse suficiente para un amplio conocimiento recíproco: 
ella, que no sabe el segundo apellido de él, dice que su nombre es Y. y su apellido T. y él que 
T. es el nombre y Y. el apellido, “cree” que su única hija se llama Y. y refiere que en M. viven su 
madre y dos de sus hermanas y que la tercera está en P., en tanto que ella cita como familiares 
residentes en España a su madre, a su hermana y a su cuñado. A lo que antecede se unen 
otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que, pese a la convivencia alegada, los dos 
se empadronaron conjuntamente en M., procedentes de municipios menorquines distintos, 
escasamente un mes antes de iniciar el expediente matrimonial y que consta que la promotora 
no se encuentra en España en situación de estancia regular. Todo ello lleva a la convicción de 
que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia, sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España de la ciudadana extranjera. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (10ª) de 17 de junio de 2009, sobre recurso. 
 
 

Obtenida la pretensión del interesado no procede resolver el recurso por haber 
decaído su objeto. 

 
En las actuaciones sobre declaración de pérdida de la nacionalidad española, 

remitidas a este Centro en trámite de recurso entablado por el interesado mediante 
representante legal, contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Ceuta. 

 
H E C H O S 

 
                  1. El interesado, Don M., nació en C. el 27 de agosto de 1975 de padre marroquí y 
madre española. Adquirió la nacionalidad española por ejercicio del derecho de opción en 
virtud de comparecencia de su madre ante el Encargado del Registro Civil de C. del día 7 de 
junio de 1982, renunciando en nombre de su hijo a la nacionalidad marroquí. 
 

                  2. La sección sexta de la Audiencia Provincial de C., con sede en C., libró 
testimonio al Registro Civil de C. por encontrarse el recurrente en situación de busca y 
captura en la ejecutoria 1/2002, habiendo sido hallado en territorio del Reino de Marruecos y 
denegándose su extradición por tratarse de un ciudadano de dicho país, inscrito en el 
Registro Civil del Estado Civil de F. 
 

      3. El 6 de mayo de 2008, en encargado del Registro Civil de C. dictó auto, 
notificado al interesado el 9 de mayo de 2008, acordando la pérdida de la nacionalidad 
española con arreglo a lo establecido en el artículo 24.3 del Código Civil, en la redacción que 
le dio la Ley 18/1990, de 17 de Diciembre. 
 

      4. El 30 de mayo de 2008 fue incoado, a solicitud del recurrente, un expediente 
registral de rectificación de errores solicitando la rectificación de la mención de nacionalidad 
marroquí de su madre en la inscripción de su nacimiento, sustituyéndola por la mención de 
nacionalidad española. Este expediente fue resuelto por auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de C. por el que se aprueba el expediente de rectificación de errores, 
acordando modificar la nacionalidad de su madre en el momento del nacimiento del 
recurrente, sustituyéndose por la nacionalidad española y haciéndolo constar el 2 de julio de 
2008 por nota marginal en la inscripción de nacimiento.  
 

      5. El 2 de junio de 2008, interpuso recurso de apelación contra el auto de 6 de 
mayo de 2008, con base en la falta de concurrencia de los requisitos legalmente establecidos 
para la pérdida de la nacionalidad española. 
 

      6. El día 3 de julio de 2008, el interesado incoa expediente de confirmación de su 
nacionalidad española a fin de que sea declarando con valor de simple presunción su 
nacionalidad española de origen, que se resuelve mediante auto de 25 de agosto de 2008 por 
el que se declara con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen, 
haciéndose constar mediante anotación al margen de la inscripción de nacimiento, extendida 
el 29 de agosto de 2008. 
 

       7. El 8 de septiembre de 2008 se presentó un escrito ante la DGRN solicitando el 
archivo de las actuaciones, seguido de otro escrito de aclaración del suplico del anterior 
solicitando el archivo de las actuaciones relativas al expediente de pérdida de la nacionalidad 
española. 
 

A estos antecedentes les son de aplicación los siguientes: 

 



 171

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 22 y 225 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; los artículos 17 
del Código civil en su redacción por la Ley de 15 de julio de 1.954; 24 del Código civil en sus 
redacciones dadas por Ley 18/1990, de 17 de diciembre y 36/2002, de 8 de octubre; 46 y 64 de 
la Ley del Registro Civil; 16 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil; y las Resoluciones 
2-5ª y 5-2ª de febrero, 21-1ª de marzo y 26-1ª y 2ª de abril y 18-6ª de mayo de 2002 y 13-3ª de 
octubre de 2006 y 25-1ª de febrero de 2008. 
 
 II. El recurso interpuesto tiene por objeto el auto del Encargado del Registro Civil 
de C. de 6 de mayo de 2008 recaído en expediente gubernativo 960/03 tramitado en dicho 
Registro en el que se acuerda “la pérdida de la nacionalidad española de opción de M. 
 
 El interesado nació en C. el 27 de agosto de 1975, hijo de padre marroquí y madre 
española, y adquirió la nacionalidad española durante su minoría de edad en virtud del ejercicio 
del derecho de opción a dicha nacionalidad, por estar sometido a la patria potestad de una 
española conforme al artículo 20 nº, a) del Código civil, en virtud de declaración por 
comparecencia de su madre ante el Encargado del Registro Civil de C. el 7 de junio de 1982, 
renunciando en nombre de su hijo a la nacionalidad marroquí que ostentaba.  
 

 El auto recurrido apoya su fallo en los siguientes hechos y fundamentos de 
Derecho:  

 
1º. El interesado ha venido utilizando el documento nacional de identidad marroquí 

número LF12166 desde el 5 de enero de 2002, siendo su nombre original el de E.  
 
2º. La Sección Sexta de la Audiencia Provincial de C., con sede en C., libró 

testimonio al Registro Civil de C. dado que el recurrente se encontraba en situación procesal de 
busca y captura en la ejecutoria nº 1/2002, había sido hallado en Marruecos y tras solicitarse su 
extradición, la misma fue denegada por el Ministerio de Asuntos y Cooperación del Reino de 
Marruecos por tratarse de un ciudadano de dicho país, inscrito en el Registro Civil del Estado 
Civil de F.  

 
 3º. Conforme al artículo 24-III del Código civil, redactado por la Ley 18/1990, de 17 

de diciembre, “En todo caso, pierden la nacionalidad española los españoles emancipados que 
renuncien expresamente a ella, si tienen otra nacionalidad y residen habitualmente en el 
extranjero”. 

 
4º. Recuerda el auto recurrido la doctrina de la Dirección General de los Registros 

y del Notariado recaída en la exégesis de dicho precepto, especialmente a partir de la 
Resolución de 14 de julio de 1994, en el sentido de que debe prevalecer un criterio restrictivo 
en su  interpretación a fin de no crear formas de pérdida al margen de la ley y porque un 
español de origen, sin contar con su voluntad, no puede ser privado de la nacionalidad (art. 
11.2 y 3 de la Constitución); 

 
5º. Aplicando la doctrina anterior al caso concreto, se concluye que “desde el año 

2002 y por ende, una vez alcanzada la mayoría de edad (y estando emancipado a tenor del 
artículo 314.1 Cc) ostentaba por voluntad propia otra nacionalidad, tenía otro nombre (E.) y 
residía habitualmente en Marruecos, de ahí que no pudiera concederse la extradición por dicho 
país al ser considerado nacional del mismo, concurriendo, de esta forma, todos los requisitos 
legales para entender que se ha producido la pérdida de la nacionalidad española adquirida por 
opción”. 

 
El auto de 6 de mayo de 2008 fue notificado al interesado el día 9 de mayo de 

2008, y contra el mismo se interpuso recurso de apelación ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, presentado el 2 de junio de 2008 en nombre de Don M., cuya 
extensa argumentación es de ver en los 36 folios de que consta y que figuran en el expediente 
remitido por el Registro Civil. En esencia se cuestiona la aplicabilidad de la causa de pérdida 
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alegada en el auto por falta de concurrencia de los presupuestos legales a que queda 
condicionada dicha pérdida. 

 
Previamente a la interposición del recurso, con fecha 30 de mayo de 2008 el 

recurrente incoa un expediente registral de rectificación de errores, solicitando la rectificación 
de su inscripción de nacimiento en el punto relativo a la mención de la nacionalidad de su 
madre, que figuraba como marroquí, en lugar de figurar como española, considerando que esta 
última condición es la correcta y correspondiente con la realidad extrarregistral. 

 
Como consecuencia de esta incoación, en el escrito de recurso contra el auto de 

pérdida se solicita la suspensión de su resolución hasta tanto no sea resuelto este expediente 
de rectificación de error, al entender que es determinante del fallo del recurso. 

 
Con fecha 24 de junio de 2008 se dicta por el Juez Encargado del Registro Civil de 

C. auto por el que se aprueba el expediente de rectificación de errores favorablemente para el 
interesado, pasando a modificarse las menciones de identidad del inscrito en el sentido de que 
la nacionalidad de su madre en el momento de su nacimiento era la española, y no la marroquí, 
lo que se hace constar por medio de inscripción marginal practicada en la inscripción de 
nacimiento del interesado el 2 de julio de 2008. 

 
En base a la anterior rectificación de su inscripción de nacimiento, el interesado 

incoa el 3 de julio de 2008 expediente de confirmación de su nacionalidad española a fin de 
que sea declarado con valor de simple presunción su nacionalidad española de origen por ser 
hijo de madre española al tiempo de su nacimiento (cfr. art. 17 nº 1 Cc). El 25 de agosto de 
2008 se dicta por el Encargado del Registro Civil de C. auto por el que se resuelve 
favorablemente dicho expediente y se declara con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen del inscrito. Esta declaración es objeto de constancia tabular por medio de 
la correspondiente anotación extendida el 29 de agosto de 2008 al margen de la inscripción de 
nacimiento del interesado, haciendo constar que en expediente 824/08 se ha declarado con 
valor de simple presunción la nacionalidad española de origen del inscrito. 

 
El 8 de septiembre de 2008 presenta el recurrente ante la Dirección General de los 

Registros y del Notariado un escrito solicitando, a la vista de los dos autos a que se viene de 
hacer referencia, el archivo de las actuaciones. El 18 de septiembre de 2008 presenta nuevo 
escrito aclarando el suplico del anterior en el sentido de que las actuaciones cuyo archivo 
interesa son las relativas al expediente de pérdida. Se argumenta básicamente en apoyo de tal 
solicitud la cosa juzgada material ganada por los dos mencionados autos, dada la identidad de 
objeto con el recurso contra el auto de pérdida de la nacionalidad española, y las limitaciones 
de las facultades de la Dirección General de los Registros y del Notariado al venir obligada a 
acatar las citadas resoluciones judiciales que han adquirido firmeza. 

 
III. Como cuestión previa se ha de examinar la procedencia del archivo de las 

actuaciones solicitadas por el recurrente. En esencia, apoya el interesado tal pretensión en el 
efecto de cosa juzgada del auto del Encargado del Registro Civil de C. de 25 de agosto de 
2008, de que se ha hecho méritos en el anterior apartado de los fundamentos de derecho de 
esta Resolución, en el que se declaraba con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen del interesado, que el recurrente considera vinculante para este Centro 
Directivo en la resolución de este recurso, y, como consecuencia derivada de lo anterior, la 
pérdida sobrevenida del objeto del propio recurso. Dos son las cuestiones que procede analizar 
para determinar la consistencia y viabilidad jurídica del archivo de actuaciones solicitado: en 
primer lugar, el valor y alcance jurídico de la declaración de la nacionalidad española del 
recurrente formulada por el citado auto de 25 de agosto de 2008, y, en segundo lugar, la 
naturaleza jurídica de las actuaciones registrales de los jueces encargados de los Registros 
Civiles. 
 
 IV. Pues bien, la declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción 
tiene como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto 
que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este 
sentido, en tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese 
definitiva. En efecto, si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su 
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Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, 
sólo puede proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo 
es que la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la 
declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un 
expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre 
nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) 
al margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar hasta 
anular la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que, en todo caso, están 
investidas del valor propio de las presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como 
ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción mientras no se destruya por 
prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como 
resulta infra, por otro expediente registral tramitado con tal finalidad en caso de que la inicial 
declaración de nacionalidad española se hubiera producido por una errónea apreciación de la 
prueba practicada en el expediente o por una desviada aplicación del Derecho, generando una 
eventual causa de nulidad o anulabilidad de la misma, extremo que no es preciso abordar a los 
efectos de resolver la cuestión previa de la solicitud de archivo. 
 
  A estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, una vez 
que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del 
Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 16 RRC), 
por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil permite 
alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida (vid. por todas Resoluciones de 4-3ª enero de 
2002 y 11-2 diciembre de 2003). Por eso ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del 
Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo expediente 
para declarar con valor de presunción que a los interesados no les corresponde la nacionalidad 
española.  

 
 V. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No 
es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil.  
 
 Partiendo de estas previsiones normativas, hay que concluir que si resulta posible 
la revisión de una previa declaración de nacionalidad española hecha en el expediente registral 
previsto por el artículo 96 de la Ley del Registro Civil, en razón a su carácter meramente 
presuntivo y al valor meramente informativo del asiento registral (anotación marginal) en que se 
refleja - que no queda cubierto por las presunciones de legalidad y exactitud propias de las 
inscripciones -, es evidente que tal declaración de españolidad no vincula a esta 
Administración, ni genera eficacia de cosa juzgada, ni determina el decaimiento del objeto del 
recurso, por lo que la pretensión de archivo, tal y como ha sido formulada – que, como se ha 
dicho, no implica desistimiento de la instancia – no puede ser admitida. 
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VI. Una última alegación del recurrente procede examinar antes de confirmar la 
desestimación de la solicitud de archivo. Sostiene el recurrente que esta Dirección General 
está obligada a acatar el fallo del auto dictado por el Encargado del Registro Civil de C. 
declarando su nacionalidad española de origen en virtud del deber genérico del cumplimiento 
de las resoluciones judiciales (cfr. art. 117 de la Constitución). Analizar el fundamento de tal 
alegación exige examinar la naturaleza jurídica e institucional de la función registral civil 
atribuida a los jueces y magistrados.  

 
 Pues bien, para definir la naturaleza jurídica de la función registral, hemos de partir 
necesariamente del artículo 117 de la Constitución. En su virtud, los Jueces, sometidos 
únicamente al imperio de la Ley, deberán aplicarla en su función de juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado. Este principio,  junto con los de exclusividad e integridad de la jurisdicción así como el 
de unidad jurisdiccional, se integran bajo la noción común de monopolio judicial de los 
Tribunales, expresión de la garantía de independencia en cuanto a su función exclusiva de 
juzgar. La dimensión positiva del principio de exclusividad e integridad de la jurisdicción se 
define en el apartado 3º del artículo 117 de la Constitución, que se completa desde la 
perspectiva negativa en el apartado 4 del mismo precepto constitucional. Por tanto, sólo los 
Juzgados y Tribunales predeterminados por la Ley pueden ejercer la potestad de juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado, con exclusión de los demás poderes del Estado.  
 
 Ahora bien, la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en su artículo 
2 concreta el principio de exclusividad puntualizando que Jueces y Tribunales podrán ejercer, 
además de la función jurisdiccional, las demás que expresamente les atribuyan las leyes en 
garantía de cualquier derecho y las del Registro civil. En relación con estas últimas, el artículo 
86.1 de la LOPJ dispone que el Registro Civil estará a cargo de los Jueces de Primera 
Instancia y por delegación de éstos, de los de Paz, de conformidad con lo que establezca la 
Ley sin perjuicio de lo que se disponga en ellas para los demás Registros Civiles en su caso.  
 

Así pues, las funciones del Registro Civil quedan institucionalmente atribuidas al 
Poder Judicial a pesar de la naturaleza no jurisdiccional del Registro Civil. El propio Tribunal 
Constitucional ha estimado conforme con el artículo 117.4  de la Constitución la atribución legal 
a los Jueces y Magistrados de funciones no exclusivamente jurisdiccionales, entre otras, en la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 56/1990, de 29 de marzo, en la que de acuerdo con el 
carácter no jurisdiccional de la función registral civil se afirma: “La circunstancia de que la 
función registral civil fuera encomendada cuando se creó esta institución en nuestro Derecho -
Ley de 17 de junio de 1870-, por razones que ahora es innecesario exponer, a los órganos 
judiciales, no convierten automáticamente aquella función en jurisdiccional. El Registro Civil, 
pese a estar encomendada su llevanza a órganos judiciales, no es función jurisdiccional, sino 
registral. Así expresamente se deduce del art. 2 de la LOPJ, que, tras precisar en su apartado 
1.º que el ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponde a los Juzgados y Tribunales, en el 
2.º puntualiza que éstos, además de la función jurisdiccional, no podrán ejercer más funciones 
que las del Registro Civil y las demás que expresamente les atribuya la ley en garantía de 
cualquier derecho. Los Jueces a los que, además del ejercicio de la correspondiente función 
jurisdiccional, se les encomienda la llevanza del Registro Civil, en esta función no actúan como 
órganos jurisdiccionales, sino como registradores o encargados del Registro”. 

 
Queda pues sentado que el Registro Civil, pese a estar encomendada su llevanza 

a órganos judiciales, no es función jurisdiccional sino registral.  
 

Pues bien, la función registral se halla al margen de la jurisdicción contenciosa, 
esto es, de la verdadera y genuina actividad jurisdiccional, perteneciendo más bien al ámbito 
de la función administrativa, sin que a ello obste el hecho de que, según sostiene nuestra 
doctrina científica, dentro de ella constituya una categoría especial integrada conjuntamente 
con la función registral por un agregado de actividades que se ha dado en llamar la 
Administración pública del Derecho privado, también identificada genéricamente como función 
legitimadora, y cuyas actividades vienen atribuidas por la Ley ya a órganos jurisdiccionales, ya 
a órganos administrativos, ya a notarios o registradores. Esta función legitimadora, como 
categoría propia del Estado y con autonomía específica dentro de la administrativa, pero 
claramente diferenciada de la jurisdiccional, ha sido explicada por la civilística moderna con 
precisión. Así se afirma que la misión del Estado en orden a la realización del Derecho no sólo 
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supone formular abstractamente la norma jurídica, tarea que entraña la función legislativa, y 
declarar el Derecho en los casos de violación de la norma, actividad consistente en la función 
jurisdiccional, sino que exige, además, coadyuvar a la “formación, demostración y plena 
eficacia” de los derechos en su desenvolvimiento ordinario y pacífico, no litigioso, mediante 
instituciones que garanticen su legitimidad, confieran autenticidad a los hechos y actos jurídicos 
que les dan origen y faciliten la publicidad de los derechos que tales actos originen. 
 

En esta función legitimadora, de carácter público, concurren en definitiva las notas 
genéricas de la administrativa, y la actividad registral, junto con la impropiamente denominada 
jurisdicción voluntaria o gubernativa, en tal órbita se inscribe, bien que dotada una autonomía y 
características propias, que han generado una amplia tendencia doctrinal a considerarla como 
“sui generis” o categoría autónoma. En este sentido, en materia de expedientes gubernativos y 
del procedimiento registral en general la doctrina más autorizada se muestra conforme en su 
naturaleza especial, en cuanto que no es un expediente administrativo, pues versa sobre 
cuestiones de Derecho privado y está excluido de la competencia de la jurisdicción contencioso-
administrativa, pero tampoco es un procedimiento judicial contencioso, al no existir contradicción 
entre partes. Así resulta también de la Sentencia del Tribunal Constitucional 97/89, de 30 de 
mayo, en la que siguiendo el criterio de anteriores resoluciones (SSTC 181/82, 33/82, 39/82) se 
dice "El Registro Civil, pese a estar encomendada su llevanza a órganos judiciales, no es 
función jurisdiccional sino registral”. Finalmente tampoco cabe afirmar que se trate en puridad de 
un procedimiento de jurisdicción voluntaria, pero sus analogías con estos últimos justifica que el 
artículo 16 del Reglamento del Registro Civil establezca la norma de que “en las actuaciones y 
expedientes [del Registro civil] son de aplicación supletoria las normas de jurisdicción voluntaria”. 
Pero, más allá de las variantes doctrinales y jurisprudenciales sobre la construcción dogmática de 
la naturaleza jurídica de la función registral, lo que importa retener a los efectos del presente caso 
es que de forma concluyente podemos afirmar que dicha función no es una función jurisdiccional, 
con independencia de la naturaleza de los órganos que la sirven, que en España, fuera de la 
atribución en el exterior a los Cónsules, presenta la singularidad, única entre los países de 
nuestro entorno, de venir asignada a funcionarios de la Carrera judicial. 
 

El corolario anterior se corrobora a la vista de la legislación sobre organización del 
servicio registral que la Ley sitúa bajo la dependencia del Ministerio de Justicia a través de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. Así, resulta de la Ley del Registro Civil, al 
disponer su artículo 9 que “El Registro Civil depende del Ministerio de Justicia. Todos los 
asuntos a él referentes están encomendados a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. Los encargados del Registro, cualesquiera que sean los cargos o empleos que 
desempeñen, deben cumplir para todo cuanto se refiere al Registro Civil, las órdenes e 
instrucciones del Ministerio de Justicia y de la Dirección General del ramo, aun cuando les 
fueren comunicadas directamente”. Igualmente le corresponden a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado “La inspección superior del Registro Civil” (vid. art. 13), y “en general, 
le corresponde cumplir y hacer cumplir la Ley, el Reglamento, preparar las propuestas de 
cuantas disposiciones en la materia hayan de revestir forma de Orden o Real Decreto e 
informar sobre las cuestiones propias del Registro Civil”, conforme al artículo 41 del 
Reglamento del Registro Civil. Finalmente, la Ley atribuye también a la Dirección General la 
competencia de la resolución de los recursos contra las decisiones de los Encargados en 
materia de calificación y de expedientes gubernativos (vid. arts. 29 y 97). Así lo confirma 
también el Decreto 1125/2008, de 4 de julio a la vista de las competencias que en materia del 
Registro Civil y respecto de sus Encargados (vid. art.7), en consonancia con las disposiciones 
de la legislación registral civil citadas, atribuye a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

Lo que se afirma genéricamente respecto de la función registral, vale no sólo para 
la que lo es en sentido estricto, como la de calificación, inscripción y publicidad formal, sino 
también para aquellas otras que sin ser registrales por naturaleza, vienen encomendadas a los 
titulares de los Registros civiles, como la de formación y documentación de los actos del estado 
civil, la de corrección del Registro a través de expedientes registrales rectificatorios y la de 
prueba de situaciones de estado civil mediante expedientes para la declaración de los mismos 
con valor de simple presunción, cual es el caso de los expedientes cuyo valor ahora se 
examina. En definitiva la pluralidad de funciones no dificulta el problema de la determinación de 
la naturaleza jurídica de las funciones registrales, ya que sustancialmente concurren en ellas 
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notas que presentan entre sí una fuerte analogía, lo que permite un tratamiento unitario del 
tema. 

 
Esta conclusión ha sido finalmente avalada por el propio Tribunal Constitucional 

en dos Autos de 13 de diciembre de 2005 (nº 5856 y 6661/2005) y en los que el Alto Tribunal 
realiza una exposición sustancialmente coincidente con la que aquí hemos acogido, dejando 
sentir en ambos casos su peso la previa doctrina constitucional sobre la naturaleza de la 
función registral contenida en la Sentencia del Tribunal Constitucional 56/1990, de 29 de 
marzo, en la que se afirma que “la circunstancia de que la función registral civil fuera 
encomendada cuando se creó esta institución en nuestro Derecho -Ley de 17 de junio de 1870-
, por razones que ahora es innecesario exponer, a los órganos judiciales, no convierten 
automáticamente aquella función en jurisdiccional. El Registro Civil, pese a estar encomendada 
su llevanza a órganos judiciales, no es función jurisdiccional, sino registral.  

 
Sirva como argumento final que el Reglamento del Registro Civil prevé el recurso 

ante la Dirección General de los Registros y del Notariado frente a las resoluciones del Juez 
Encargado del Registro Civil inadmitiendo el recurso inicial y poniendo fin al expediente. La 
facultad de un órgano administrativo como es la Dirección General para resolver recursos 
interpuestos contra las resoluciones del Encargado del Registro civil, evidencia que éste actúa 
desprovisto de funciones jurisdiccionales, toda vez que tal posición sería inadmisible si se 
tratara de ejercicio de potestad jurisdiccional.  
  

Alcanzada esta conclusión sobre el carácter no jurisdiccional de las funciones 
propias de los Encargados del Registro Civil, fácil es advertir la falta de verdadero fundamento 
de la alegación del recurrente relativa a la vinculación y obligado acatamiento de este Centro 
Directivo a lo resuelto por el juez de Ceuta Encargado de su Registro Civil en sede de 
expediente registral para la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 

 
VII. Por otra parte, desde otro punto de vista, alega el recurrente que el auto 

impugnado adolece de los defectos de falta de motivación y de arbitrariedad. Pues bien, en 
cuanto a la indefensión que pueda derivar de la supuesta falta de motivación del auto, hay que 
recordar que la Constitución consagra la necesidad de la motivación como una expresión del 
principio de "interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos" (artículo 9.3 de la 
Constitución). Los actos no motivados se tienen por arbitrarios (cfr. sentencias del Tribunal 
Supremo de 30 Junio de 1982 y 15 de Octubre y 29 de Noviembre de 1985 entre otras).  Es 
necesario motivar, singularmente los actos que limiten los derechos subjetivos o intereses 
legítimos cualquiera que sea el procedimiento en el que se dicten (cfr. art. 54.1 de la LRJ-PAC); 
la motivación de los autos denegatorios es una exigencia formal y material de los mismos (cfr. 
arts 208.2 y 209 3ª de la LEC.). La motivación es una garantía del derecho de defensa 
mediante el cuál “se puede comprobar que la resolución dada al caso es consecuencia de una 
exigencia racional del Ordenamiento Jurídico y no fruto de la arbitrariedad” (sentencia del 
Tribunal Constitucional 165/1993). 
  
 En tal sentido, para evitar la indefensión es preciso que la resolución contenga los 
extremos básicos que permitan al interesado evaluar cuáles han sido los presupuestos en los 
que la autoridad que ha dictado el acto ha apoyado su decisión. No basta, en consecuencia, la 
utilización de modelos o fórmulas genéricas (Resolución 2-6ª de octubre de 2007) en los que 
no se exprese la correlación entre hechos concretos y Fundamentos de Derecho para la 
singular decisión. La aplicación de esta doctrina al presente caso conduce a la desestimación 
de este motivo de impugnación, ya que lo cierto es que la resolución combatida está, aunque 
de forma sucinta, suficientemente razonada. En ella constan claramente determinados los 
hechos que sirven de base a la denegación y  los fundamentos de derecho y razonamientos 
jurídicos que se ha aplicado para decidirla.  

 
VIII. Examinadas y despejadas las cuestiones previas y formales invocadas por el 

recurrente, procede entrar ya en las cuestiones de fondo suscitadas en el mismo recurso. 
 

El interesado nació en C. el 27 de agosto de 1975, hijo de padre marroquí y madre 
española. Pues bien, es evidente que no adquirió al nacer la nacionalidad española de la 
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madre, pues le correspondía seguir, según la legislación vigente en aquel momento, la 
nacionalidad marroquí del padre, ya que conforme al artículo 17.2º del Código civil, en su 
redacción dada por Ley de 15 de julio de 1954, son españoles “los hijos de padre español” (vid. 
nº 1) y “los hijos de madre española, aunque el padre sea extranjero, cuando no sigan la 
nacionalidad del padre”.  

 
Por consiguiente, durante la vigencia de dicho precepto, que se extendió hasta la 

entrada en vigor de la reforma operada por la Ley 51/1982, de 13 de julio, y por tanto al tiempo 
del nacimiento del interesado acaecido en 1975, los hijos de madre española y padre 
extranjero sólo adquirían la nacionalidad española de la madre con carácter subsidiario y en 
defecto de la del padre, presupuesto que no concurrió en el interesado quien sí adquirió la 
nacionalidad marroquí del padre. En efecto, así resulta del hecho de que el Derecho marroquí 
asume el criterio de la transmisión de la nacionalidad iure sanguinis como regla preferente, si 
bien ello lo hace asumiendo el principio básico propio del Derecho de familia islámico de que el 
parentesco se transmite por línea masculina. En concreto en el artículo 6 del D. nº 250-58-1 de 6 
de septiembre de 1958, relativo al Código de nacionalidad marroquí, establece que tiene la 
nacionalidad marroquí de origen por filiación: “1º el niño nacido de un padre marroquí (y 2º el niño 
nacido de una madre marroquí y de un padre desconocido”), y ello sin exigencias adicionales 
relativas al lugar de nacimiento y, por tanto, también en el caso de que el alumbramiento del 
nacido tenga lugar en el extranjero. 

 
Aunque con base en la Resolución de este Centro Directivo de 13 de octubre de 

2001 la nacionalidad española puede atribuirse a los hijos de madre española nacidos después de 
la entrada en vigor de la Constitución de 1978, esta circunstancia en nada beneficia al recurrente 
que nació en 1975 y, por tanto, antes de la vigencia de la Constitución. 

   
Por otra parte, no importa que normas posteriores hayan seguido otro criterio en 

orden a la atribución de la nacionalidad española por filiación materna, pues ninguna de ellas 
está dotada de la eficacia retroactiva máxima de atribuir automáticamente la nacionalidad 
española a quienes no eran españoles cuando nacieron.  

 
IX. Ahora bien, el interesado pudo optar a la nacionalidad española por haber 

estado sujeto a la patria potestad de una española (cfr. art. 20 Cc), y esto es precisamente lo 
que realizó a través de declaración de opción formulada por su madre y legal representante a 
la sazón del interesado, titular exclusiva de su patria potestad por fallecimiento previo del 
marido, quien con fecha 7 de junio de 1982 compareció ante el Encargado del Registro Civil de 
C. optando por la nacionalidad española en nombre de su hijo y renunciando a la nacionalidad 
marroquí que ostentaba, la cual fue objeto de inscripción marginal (cfr. art. 46 LRC) extendida 
en el acta de nacimiento del recurrente, según es de ver en la certificación que de esta última 
se ha aportado a las presentes actuaciones. 

 
En consecuencia el interesado nunca ha ostentado una nacionalidad española 

originaria, sino derivativa, adquirida en virtud del ejercicio de la citada opción, conclusión que 
en nada queda afectada, según lo razonado, por el hecho de que la inscripción del nacimiento 
del recurrente haya sido rectificada para hacer constar la nacionalidad española de su madre. 

 
X. Despejada la cuestión anterior, el objeto de debate del presente recurso queda 

centrado en la posible concurrencia de la causa de pérdida de la nacionalidad española 
adquirida por opción en virtud de la utilización exclusiva de la nacionalidad marroquí que el 
interesado tenía atribuida desde su menor edad. 

 
El auto recurrido dictado por el Encargado del Registro Civil de C. el 6 de mayo de 

2008 declara la pérdida de la nacionalidad española de opción del recurrente en base a las 
siguientes circunstancias que se transcriben del fundamento jurídico cuarto de dicha 
resolución: “la documental obrante en las actuaciones pone de manifiesto que el interesado ha 
venido utilizando el documento nacional de identidad marroquí número LF12166 desde el cinco 
de enero de 2002, siendo su nombre original EL OUZZANI (testimonio de la ejecutoria 1/2002 y 
copia testimoniada de la documentación aportada por las autoridades marroquíes relativa a la 
negativa de la extradición). 
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En efecto - sigue diciendo el Auto -, la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de 
Cádiz, con sede en Ceuta, libró testimonio al Registro Civil, dado que M. que se encontraba en 
situación procesal de busca y captura en la ejecutoria número 1/2002, había sido hallado en 
Marruecos y tras solicitarse su extradición, la misma fue denegada por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y Cooperación del Reino de Marruecos por tratarse de ciudadano de dicho país, 
inscrito en el Registro del Estado Civil de F. y que era titular del documento nacional de 
identidad número LF 12166, efectuada el 5 de enero de 2002, su nombre original es “E.”. Hay 
que aclarar en relación con este último párrafo del auto que el Convenio de Extradición entre el 
Reino de España y el Reino de Marruecos, firmado en Madrid el 30 de mayo de 1997 (BOE.del 
25 de junio de 1997) establece que “las Partes Contratantes no concederán la extradición de 
sus nacionales respectivos” (cfr. art. 3-I), lo que justifica que la negativa por parte de Marruecos 
a extraditar al ahora recurrente implica una prueba evidente de su nacionalidad marroquí 
activa. 
 
 A tales circunstancias el auto recurrido entiende aplicable la causa de pérdida de 
la nacionalidad española prevista en el artículo 24 del Código civil al ostentar el interesado otra 
nacionalidad distinta por voluntad propia. Pues bien, de los hechos referidos cabe colegir la 
concurrencia de los presupuestos legales condicionantes de la pérdida de la nacionalidad 
española declarada. 
 
 XI. En efecto, el artículo 24 del Código civil, en su redacción dada por la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre, esto es en la redacción vigente al tiempo de la emancipación del 
recurrente, y al margen de los supuesto de renuncia expresa, disponía que “1. Pierden la 
nacionalidad española los emancipados que, residiendo habitualmente en el extranjero, 
adquieran voluntariamente otra nacionalidad o utilicen exclusivamente la nacionalidad 
extranjera que tuvieran atribuida antes de la emancipación. 2. La pérdida se producirá una vez 
transcurran tres años a contar, respectivamente, desde la adquisición de la nacionalidad 
extranjera o desde la emancipación”. 
 
 Esta norma dio carta de naturaleza normativa a la reiterada doctrina que durante 
la vigencia de la regulación anterior al 19 de agosto de 1982, fecha de la entrada en vigor de la 
Ley 51/1981, de 13 de agosto, había venido manteniendo este Centro Directivo en el sentido 
de que la utilización exclusiva por un emancipado de una nacionalidad extranjera que tuviera 
atribuida desde su minoría de edad debía quedar equiparada, a efectos de pérdida de la 
nacionalidad española, a la adquisición voluntaria de una nacionalidad extranjera que efectúe 
cualquier emancipado, pues aunque los conceptos de “asentimiento voluntario” y “utilización 
exclusiva” no sean idénticos, si guardan similitud y proximidad ya que generalmente la 
utilización exclusiva de una nacionalidad extranjera es el supuesto más claro de asentimiento 
voluntario a la misma. Debe por ello mantenerse respecto de la figura de la “utilización 
exclusiva” el mismo criterio que esta Dirección General ya había sostenido respecto del 
“asentimiento voluntario” en el sentido de afirmar su compatibilidad con el artículo 11.2 de la 
Constitución, cuando prescribe que “Ningún español de origen podrá ser privado de su 
nacionalidad” incompatibilidad o contradicción, obvio es decirlo, que no puede existir en casos 
como el presente en que, sobre lo anterior, falta la concurrencia del presupuesto jurídico básico 
del supuesto de hecho de la norma que es la españolidad de origen del interesado, condición 
que, como quedó expuesto supra, nunca concurrió en éste. 
 
 Se ha de observar el distinto tratamiento que, a efectos prácticos y legales, daba 
el artículo 24 del Código civil, en su redacción de 1990, a los supuestos de la adquisición 
voluntaria de otra nacionalidad y de la utilización exclusiva de una nacionalidad extranjera.  
 

En efecto, el hecho de que el apartado 2 computase el plazo legal de tres años 
desde la adquisición de la nacionalidad extranjera, en el primer caso, y desde la emancipación, 
en el segundo, determinaba que el trascurso del citado plazo desde la adquisición de la 
nacionalidad extranjera provocaba irremediablemente la pérdida de la española, en tanto que 
en los casos de utilización exclusiva dicha pérdida podía quedar interrumpida por actos propios 
del interesado expresivos de su voluntad de utilización de la nacionalidad española, aunque 
fuese de forma concurrente con la utilización de la nacionalidad extranjera. 
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 XII. La indicada regulación procedente de la Ley 18/1990 pasó a ser acogida 
íntegramente por la nueva y vigente redacción dada al mismo artículo 24 del Código civil por la 
Ley 36/2002, de 8 de octubre (que entró en vigor el 9 de enero de 2003), cuyo párrafo primero 
recoge literalmente el contenido de los apartados 1 y 2 del mismo artículo en su versión 
anterior, si bien, a fin de suprimir la inevitabilidad de la pérdida antes citada respecto de los 
supuestos de adquisición de nacionalidades extranjeras, dispone (extendiendo esta facultad 
también a los casos de utilización exclusiva) que “los interesados podrán evitar la pérdida si 
dentro del plazo indicado (de tres años desde la adquisición o desde la emancipación) declaran 
su voluntad de conservar la nacionalidad española al Encargado del Registro Civil”. 
 
 La aludida continuidad normativa de la regulación básica de esta causa de 
pérdida, al margen de la facultad de conservación novedosamente reconocida, que constituye 
una reformatio in bonus, hace innecesario entrar a valorar la particular situación de los 
supuestos en que el plazo de tres años de utilización exclusiva de la nacionalidad extranjera 
atribuida desde la minoría de edad del interesado se extienda a parte de los dos períodos 
normativos marcados por las respectivas vigencias de las leyes 18/1990 y 36/2002, como 
sucede en el presente caso en que el comienzo de la utilización exclusiva de la nacionalidad 
marroquí se data en el 5 de enero de 2002, fecha de la expedición del documento nacional de 
identidad marroquí, y se extiende a un momento posterior al 9 de enero de 2003, fecha de la 
entrada en vigor de la última ley referida. Prueba la aplicabilidad a este supuesto de la nueva 
regulación – idéntica en la tipología del supuesto de hecho a la anterior, como se ha dicho – es 
el hecho de que la Disposición Adicional Segunda de la Ley 36/2002 sólo establece una 
irretroactividad absoluta para los supuestos del apartado 3 del artículo 24 del Código civil, 
nuevamente redactado, que contempla una causa de pérdida novedosa y sin precedente en la 
normativa inmediata anterior, irretroactividad que ni queda impedida por la incorporación de la 
nueva facultad de conservación, que lejos de tener carácter perjudicial facilita la evitación de la 
pérdida, ni viene exigida por no existir una modificación en el tratamiento normativo de esta 
causa de pérdida de la nacionalidad española que obligue a fijar su régimen transitorio. 
 

Por lo demás, el conjunto de factores que integran el supuesto de hecho que 
provoca la pérdida de la nacionalidad española que estamos analizando coincide en su núcleo 
con los hechos que tipifican otra causa de pérdida recogida en el artículo 25 nº 1, apartado a) 
del Código civil, redactado por la Ley 36/2002, prevista con carácter exclusivo para los 
españoles que no lo sean de origen, como sucede en el caso del recurrente, y que consiste en 
la utilización exclusiva de la nacionalidad a que se hubiese declarado renunciar al adquirir la 
nacionalidad española, sin exigencias adicionales sobre el lugar de residencia ni sobre el 
cómputo del plazo de los tres años de utilización exclusiva, es decir, con independencia de que 
el momento de la emancipación sea anterior o posterior al mismo. Este supuesto de hecho se 
subsume también el presente caso dada la renuncia a la nacionalidad marroquí formulada por 
la madre del interesado en representación de éste al tiempo del ejercicio de la opción por la 
nacionalidad española en su comparecencia ante el Encargado del Registro Civil de C. el 7 de 
junio de 1982, siendo así que la pérdida de la nacionalidad se produce siempre de pleno 
derecho (cfr. art. 67 LRC), al margen de su documentación o inscripción, inscripción que no 
opera con carácter constitutivo, prevaleciendo en este tema la realidad extrarregistral. 

 
 En relación con el artículo 67 de la Ley de Registro Civil al que se acaba de aludir, 
la inscripción de la pérdida de la nacionalidad española está desprovista de todo efecto 
constitutivo, residenciando un mero efecto declarativo de una situación que se produce desde 
el momento de la concurrencia de los requisitos marcados por el Código Civil. Así lo manifiesta, 
interpretando el artículo citado, la resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 2 de diciembre de 1996: “Ha de advertirse que no importa que estas pérdidas de 
la nacionalidad española no hayan sido objeto de su inscripción obligatoria en el Registro Civil 
español, porque la pérdida de la nacionalidad española tiene lugar ipso iure» o 
automáticamente en cuanto concurran todos sus presupuestos de hecho”.  
 
 Este carácter automático de la pérdida se trasluce también en la Exposición de 
Motivos de la Ley 36/2002, de 8 de octubre, de modificación del Código Civil en materia de 
nacionalidad, cuando argumenta: “En el mismo orden de cosas, se ha modificado el artículo 24 
para establecer un sistema que permitiera al que se hallara en alguno de los supuestos 
contemplados en el apartado 1 de ese artículo, y antes de que se cumpliera el plazo 
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establecido en el 2, impedir la pérdida que, de otra forma, se producía automáticamente al 
transcurrir el plazo establecido”. 
 
 De tal modo, en el momento de anotación de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción, ya se había producido la pérdida de la nacionalidad española por opción. 
La pendencia del recurso interpuesto contra el auto que declara esta pérdida no contradice ni 
condiciona esta afirmación, puesto que la pérdida, como ha quedado apuntado, se produce 
ipso iure, con independencia de que luego se declare con la práctica de la correspondiente 
cancelación de la inscripción. 
 
 XIII. Sobre la concurrencia del presupuesto legal de la “utilización exclusiva” de la 
nacionalidad extranjera, ya hemos señalado que podía quedar interrumpida por actos propios 
del interesado expresivos de su voluntad de utilización de la nacionalidad española, aunque 
fuese de forma concurrente con la utilización de la nacionalidad extranjera. Estos hechos y las 
dudas que generen han de ventilarse en el correspondiente expediente registral (vid. apartado 
VI de la Instrucción de 20 de marzo de 1991), expediente que en el presente caso ha concluido 
con la declaración de pérdida, ahora debatida. Respecto de este punto de la pérdida por 
utilización exclusiva de otra nacionalidad, afirmaba la citada Instrucción que, por el carácter 
taxativo de las causas de pérdida que no pueden ser objeto de interpretación extensiva, no se 
producirá pérdida cuando el interesado justifique haber utilizado de algún modo, dentro del 
plazo de tres años que señala el artículo, la nacionalidad española. Determinados hechos o 
comportamientos como tener documentación española en vigor; haber otorgado como español 
algún documento público, haber comparecido con este carácter en el Consulado español y 
otras conductas semejantes, serán un índice de que el interesado no habrá podido incurrir en 
pérdida de la nacionalidad española.  
 

El recurrente a tal fin menciona una serie de documentos de los que pretende 
colegir la existencia de factores enervantes de la pérdida por implicar actos de utilización de la 
nacionalidad española y, por tanto, de falta de la utilización exclusiva de la extranjera.  
 

Sin embargo, un atento análisis de dicha documentación no permite corroborar tal 
conclusión. Partiendo de que el período que hemos de considerar es el de los tres años 
siguientes al 5 de enero de 2002 - es decir, el intervalo comprendido entre dicha fecha y el 5 de 
enero de 2005 - de tal análisis resulta que: o bien se trata de documentos referidos a hechos 
anteriores al inicio del indicado período o bien son posteriores a la finalización del mismo 
período – y por tanto referidos a un momento en que la pérdida de la nacionalidad ya se ha 
producido -, o bien se trata de documentos que, al margen de sus fechas y periodos en que 
fueron autorizados o expedidos, carecen por completo de transcendencia a efectos de la 
prueba de la utilización de la nacionalidad española, pues no presuponen en modo alguno la 
realización de actos o la obtención o prestación de servicios que sean exclusivos de los 
ciudadanos españoles. Esto es lo que sucede respecto de la tarjeta sanitaria, el certificado del 
padrón municipal, el contrato de trabajo, o el alta en la Seguridad Social. 
 

Cabe por ello concluir que del material probatorio aportado no ha quedado 
probada la utilización de la nacionalidad española concurrente con la utilización de la 
nacionalidad marroquí, acreditada, esta sí, por los hechos referidos en el fundamento de 
Derecho cuarto de la resolución combatida antes transcrito, por lo que, concurriendo la 
indicada causa de pérdida de la nacionalidad española no de origen del interesado, procede 
mantener la pérdida declarada por el auto recurrido. 
 
 XIV. Como consecuencia de lo anteriormente razonado y colegido debe 
entenderse que la anotación marginal a la inscripción de nacimiento del interesado reflejando la 
declaración con valor de presunción su nacionalidad de origen ha perdido su fundamento al 
haber quedado desvirtuada dicha presunción. Por lo cual procede su supresión y cancelación 
mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. Arts. 95.2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras 
del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de 
oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio Fiscal  
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Desestimar el recurso interpuesto. 
 2º. Denegar el archivo solicitado. 
 3º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la anotación marginal de declaración de 
nacionalidad española del interesado 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 18 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña M. nacida en Colombia el 21 de diciembre de 1971 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 14 de marzo de 2007 con Don A. nacido en España el 31 de marzo de 
1984. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento y declaración jurada de estado civil de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 31 de marzo de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
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1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado no 
sabe la dirección de la interesada. Discrepan en cuando se conocieron, cuando y como 
decidieron contraer matrimonio en si han convivido antes del matrimonio o no, en si se 
conocían antes del matrimonio o no. El interesado tan sólo ha viajado a Colombia para contraer 
matrimonio. El interesado no sabe los nombres de los hermanos de ella. Discrepan en gustos y 
aficiones. El interesado dice que trabaja en la hostelería como ayudante recepcionista en el 
hotel S. y ella dice que el interesado es estudiante y que trabaja como administrador de 
máquinas expendedoras en la empresa AMFM. También discrepan en estudios realizados por 
cada uno, en los ingresos que tienen, en la ayuda económica que el interesado presta a la 
interesada. Por otra parte no aportan prueba alguna de su relación. Todo ello hace pensar que 
el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 18 de junio de 2009, consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Doña F. nacida el 10 de febrero de 
1977 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y pasaporte. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
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actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido el 10 de 
febrero de 1977, en T. y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es impugnado por letrada sin que se 
halle acreditada la representación. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació fuera 
del territorio sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro ni consta que en algún 
momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. encontrándose la promotora en 
posesión de documentación argelina. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
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tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 “in fine” LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
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y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 18 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Doña S. nacida el 1 de enero de 
1951 en B. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
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Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1951 en 
N. (Mauritania) y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. 
dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
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 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 



 191

en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC.y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado 
la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente 
pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació fuera del territorio que había 
estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido acreditar los 
requisitos que establece el artículo 18 Cc. En efecto, no consta la existencia de título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos 
y duración que establece el citado artículo 18 Cc, poseyendo la interesada, a mayor 
abundamiento, documentación mauritana. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
  VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
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para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 18 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Doña F. nacida el 1 de enero de 
1957 en S. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
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presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de conformidad con el artículo 
18 del Código Civil procede proponer una resolución favorable al expediente. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1957 en 
S., y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso, que ha sido impugnado por letrado el 18 de junio de 
2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
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 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
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que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
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«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació fuera 
del territorio sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro ni consta que en algún 
momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanguinis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
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reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 IX. Finalmente la alegación del interesado basada en la invocación de los 
principios de seguridad jurídica y de confianza legítima tampoco puede prosperar ni alterar, en 
consecuencia, la conclusión antes alcanzada. 
 
 Es cierto que, como dice la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de marzo de 
1991, «en el conflicto que se suscita en orden a la prevalencia de los principios de «legalidad» 
y de «seguridad jurídica» tiene primacía el último -seguridad jurídica-, cuando concurre la 
circunstancia propia de otro que, aunque no extraño a la bona fides que informa a nuestro 
Ordenamiento jurídico, ha sido acuñado por reiteradas sentencias del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Europea, de la que España forma parte que consiste en el denominado principio de 
protección de la confianza legítima al que tiene derecho todo ciudadano en sus relaciones con 
la Administración», principio que posteriormente fue asumido por la jurisprudencia de nuestro 
Tribunal Supremo y finalmente incorporado a nuestro Derecho positivo, según resulta de la 
nueva redacción dada al artículo 3.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común por la Ley 4/1999, de 13 de enero, principio 
de confianza legítima que ha de ser aplicado, no cuando se produzca cualquier tipo de 
convicción psicológica en el particular afectado, sino más bien cuando se basa en signos 
externos producidos por la Administración lo suficientemente concluyentes para que le 
induzcan razonablemente a confiar en la legalidad de la actuación administrativa, unido a que, 
dada la ponderación de intereses en juego -interés individual e interés general- la revocación 
del acto, hace crecer en el beneficiario que confió razonablemente en dicha situación 
administrativa unos perjuicios que no tiene por qué soportar.  
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 Y, como ya tuvo ocasión de poner de manifiesto este Centro Directivo en sus 
Resoluciones de 17-2ª de abril de 2004 y 11 de mayo de 2006, no hay motivo para excluir la 
aplicación de tal principio del ámbito del Registro Civil, aunque no sea por la vía de la 
aplicación directa del artículo 3.1 párrafo segundo de la citada Ley 30/1992, dado que esta Ley 
no resulta directamente aplicable en el ámbito del Registro Civil (cfr. art. 16 RRC). 
 
 Ahora bien, dicho principio sólo será operativo cuando concurran los requisitos 
propios del mismo. Y entre los requisitos condicionantes de la eficacia del principio de 
confianza legítima, según la doctrina científica más autorizada, figura entre otros, el de que el 
interesado haya cumplido los deberes y obligaciones que le incumben en el caso y que, en 
consecuencia, el quebrantamiento de la confianza así generada origine en el afectado unos 
perjuicios que no deba soportar. 
 
 Es evidente que la condición relativa al cumplimiento de las obligaciones propias 
del administrado pone de manifiesto que este principio juega en el ámbito de la relaciones 
sinalagmáticas, en que hay un intercambio de prestaciones (do ut des), circunstancia que no 
concurre en el supuesto del presente recurso, en el que la declaración de la españolidad hecha 
a favor del interesado está ausente de toda idea de contrapartida, compensación o 
reciprocidad. Y ciertamente, faltando tal condición el principio de confianza legítima no puede 
imposibilitar la revisión, por la vía de los recursos previstos en la legislación, de las 
resoluciones ya adoptadas, pues ello provocaría la quiebra de todo el sistema de recursos con 
grave quebranto del principio de legalidad e, incluso, iría en contra de la verdadera naturaleza 
de la declaración de nacionalidad enjuiciada, que se emite con el carácter de meramente 
presuntiva y, por tanto, sujeta en su eficacia a la ausencia de prueba en contrario, prueba que 
en el presente caso, como se ha visto supra, ha existido en términos tales de no puede quedar 
incólume su eficacia enervadora de aquella declaración en base a un principio jurídico cuyos 
presupuestos legales no concurren. 
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 18 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 

 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Doña F., nacida el 28 de diciembre 
de 1978 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre, y 
diversa documentación que acredita que su padre trabajó para el gobierno español. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del 
Ministerio Fiscal, en el sentido de declarar con valor de simple presunción que la solicitante tiene la 
nacionalidad española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
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 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en diciembre 
de 1978 en A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
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de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 



 203

Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 18 de junio de 2009, sobre  conjunción “i” entre 
apellidos. 

 
 

       No debe hacerse constar para persona de vecindad civil común. 
 

En el expediente de cambio de apellidos remitido a este Centro en trámite de 
recurso en virtud del entablado por los promotores contra auto del encargado del Registro Civil 
de D. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante comparecencia el 11 de abril de 2008 en el Registro Civil de D., Don 

J. y Doña M., mayores de edad y con domicilio en D., solicitaban que se intercalara la partícula 
“i” entre los apellidos de su hijo menor de edad S. Aportaban como documentación acreditativa 
de su pretensión la Inscripción de nacimiento del menor en el Registro Civil de la misma 
localidad mencionada. 
 

2. Ratificados los promotores y una vez emitido informe negativo del ministerio 
fiscal, el encargado del Registro Civil dictó auto el 4 de julio de 2008 denegando la pretensión 
por ser el solicitado un derecho de las personas de vecindad civil catalana, circunstancia que 
no concurre en el presente caso. 
 

3. Notificada la resolución a los solicitantes, se presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que existen resoluciones, tanto de la DGRN, 
como del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional que admiten la tradición de intercalar 
una “i” entre los dos apellidos en la onomástica valenciana. 
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. La encargada del Registro Civil de Denia, emitió informe desfavorable a la 
pretensión y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 14 del Código civil (Cc); 55 y 68 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 198 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 19 de la Ley catalana 1/1998, de 7 de 
enero, de política lingüística; 1 del Decreto catalán 208/1998, de 30 de julio, por el que se 
regula la acreditación de la corrección lingüística de los apellidos y nombres, la Instrucción de 
11 de diciembre de 1998 y las resoluciones de 27 de febrero de 1998, 29 de septiembre de 
2000, 24-2ª de enero de 2006 y 9-4ª de marzo de 2009. 
 

II. Según resulta claramente de las normas catalanas citadas, la regularización 
ortográfica de los apellidos catalanes comprende no sólo la adaptación de éstos a las actuales 
reglas ortográficas catalanas, sino también el derecho de las personas de vecindad civil 
catalana a que se intercale entre sus dos apellidos la conjunción "i". Ambos modos de 
regularización ortográfica tienen hoy acceso al Registro Civil. La Instrucción citada determinó 
que cuando al amparo del artículo 19 de la Ley catalana 1/1998, de 7 de enero, se solicite la 
adecuación de la grafía incorrectamente escrita en catalán a la grafía normativa en dicha 
lengua, no será necesario otro trámite que la manifestación del interesado o de su 
representante legal por medio de comparecencia ante el juez encargado del Registro Civil con 
aportación de los certificados previstos en el Decreto de la Generalitat 208/1998, de 30 de julio. 
 

III. En el presente caso, los solicitantes, domiciliados en D., solicitaron la 
intercalación de la copulativa “i” entre los apellidos paterno y materno de su hijo menor de 
edad, nacido y domiciliado en D., sin estar acreditada por tanto su vecindad civil catalana. El 
encargado del registro, mediante auto de 4 de julio de 2008, denegó la petición, siendo este 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.  
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                  IV. Al contrario de lo que estiman los recurrentes, la doctrina de este centro directivo 
viene considerando que la intercalación de la copulativa “i” entre los apellidos es una facultad 
que se concede a los ciudadanos catalanes y hay que entender por tales, aquellos que tengan 
adquirida vecindad en dicha comunidad autónoma (art. 14 Cc). La resolución de 29 de 
septiembre de 2000, citada en el primero de los fundamentos de derecho, que estimó el 
recurso del interesado, señalaba que dicha intercalación era un derecho de las personas con 
vecindad civil catalana, y esta circunstancia ni está acreditada ni es posible presumirla en este 
caso, dado el lugar de nacimiento de los padres (art 68 LRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 18 de junio de 2009, sobre inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española. 
 
 

No es posible por razón de patria potestad alegando que el  presunto padre 
adquirió la nacionalidad española por residencia en 2004, por no resultar acreditada la filiación 
paterna y porque la certificación dominicana acompañada, por falta de garantías, no da fe de 
dicha filiación. 
 
 En el expediente sobre inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad 
española, remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el promotor, 
contra acuerdo del juez encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 15 de febrero de 
2008, Don A., mayor de edad y con nacionalidad española y dominicana, solicitó el ejercicio del 
derecho de opción a la nacionalidad española e inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español de su hijo E. por ser hijo de padre español. Adjuntaba la siguiente documentación: DNI 
e inscripción de nacimiento del promotor (padre del interesado) en el Registro Civil español con 
marginal de adquisición de la nacionalidad española en 2004, pasaporte y acta local de 
nacimiento del hijo, autorización de la madre del mismo y certificado de empadronamiento. 

 
2. El encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo el 18 de junio de 2008 

denegando la inscripción solicitada por existir dudas fundadas sobre la realidad del hecho 
inscrito. 
 

3. Notificada la parte interesada, se interpuso recurso ante la Dirección General de 
los Recursos y del Notariado alegando la veracidad de la certificación de nacimiento aportada. 
 

4. Notificado el recurso al ministerio fiscal, éste informa que procede confirmar la 
resolución apelada. El juez encargado del Registro Civil Central se ratificó en su resolución y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su 
resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 20 del Código civil; 15 y 23 de la Ley del Registro Civil; 66, 
68, 85, 226 y 227 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, 4-1ª y 21-3ª 
de enero y 8-2ª de febrero y 24-2ª, 24-3ª de abril de 2003; 2-1ª de septiembre de 2004; 15-1ª 
de noviembre de 2005; 17-4ª de enero, 30-5ª de junio de 2006; 21-5ª de mayo y 7-4ª de 
noviembre de 2007; 16-7ª de mayo, 6-2ª de junio, 16-5ª y 7ª de julio, 14-3ª de octubre y 13-1ª 
de noviembre de 2008; 28-4ª de enero y 8-1ª y 4ª de abril de 2009. 
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II. Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en el 
Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 
LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción fuera de 
plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero, “siempre 
que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley 
española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el registro extranjero “sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, RRC). 
 

 III. El supuesto padre adquirió la nacionalidad española por residencia en el año 
2004 y ahora se intenta inscribir en el Registro Civil español por medio de certificación 
dominicana, previa opción a la nacionalidad, el nacimiento de un varón en 1990 cuya 
inscripción en el registro local no se practicó hasta 1993. Por otro lado, el padre declaró en su 
solicitud de nacionalidad por residencia que tenía cuatro hijos, ninguna de cuyas identidades se 
corresponde con el que ahora pretende inscribir. Estas circunstancias llevan al juez a albergar 
dudas acerca de la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española.  
 

IV. En esta situación, y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en el expediente 
de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en él se puedan presentar, hay que 
concluir que la certificación dominicana acompañada no reúne las condiciones exigidas por los 
artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su reglamento para dar fe de la filiación paterna 
alegada. Por la misma razón no puede considerarse acreditado que el optante a la 
nacionalidad española haya estado sujeto a la patria potestad de un español (art. 20 Cc). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Desestimar el recurso y confirmar el acuerdo apelado. 
 2º. Dejar a salvo lo que pudiera decidirse en el expediente de inscripción fuera de 
plazo de nacimiento, siempre que en él se justifiquen los requisitos precisos. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª)  de 18 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 13 de noviembre de 
2007 Don N., de nacionalidad española, nacido el 29 de julio de 1961 en G., y la Sra. L., de 
nacionalidad filipina, nacida el 22 de octubre de 1976 en S. (Filipinas), iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: del promotor, declaración jurada de estado civil, certificación de nacimiento, fe 
de vida y estado y DNI; y, de la promotora declaración jurada de estado civil, certificado de 
nacimiento, certificación de estado civil expedida por el Consulado de Filipinas en M., 
pasaporte filipino y certificado de residencia en S. 
 
 2. El 19 de noviembre de 2007 los promotores ratificaron la solicitud y fueron oídos 
en audiencia reservada y comparecieron como testigos un conocido de ambos y un hermano 
de él, que manifestaron que no conocían impedimento legal alguno que se opusiera a la 
celebración del matrimonio. 
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 3. El Ministerio Fiscal no se opuso a la autorización y el 11 de enero de 2008 la 
Juez Encargada, considerando que no se cumplían los requisitos legalmente establecidos, 
dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la falta de motivación del auto dificulta probar en contrario y que llegan al matrimonio no por 
una conveniencia espuria sino de forma natural, tras una larga relación iniciada en Alemania y 
continuada en España; y aportando, documentación personal de ambos para acreditar que 
residieron simultáneamente en Alemania y testifical de su relación durante esos años, 
acompañada de tres fotografías.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación por sus propios fundamentos de la resolución apelada, y la Juez Encargada 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana filipina resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Declaran que se 
conocieron hace aproximadamente siete años (en el 2000) en Alemania, donde ambos residían 
y trabajaban, pero se advierten discrepancias sobre aspectos relevantes de la relación aducida: 
si la mantienen desde el principio o si la iniciaron en 2006, si se establecieron en España hace 
tres años o hace cuatro, o si vivieron juntos en el pueblo de él o ella fue a M. y él a G. Se 
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aprecia igualmente desconocimiento de datos importantes, que no se justifica fácilmente entre 
personas que alegan que se han relacionado durante un tiempo -siete años-, que puede 
estimarse que permite alcanzar un conocimiento profundo. Así el interesado invierte el orden 
de los apellidos de ella, “no recuerda” el nombre de su padre ni la fecha en la que ella nació, 
aunque sabe que tiene 28 años (tiene 31); “cree” que su madre se llama M., “no sabe” cuantos 
hermanos tiene y manifiesta que vive con sus tíos, con una prima y con otras cuatro personas, 
en tanto que ella dice que comparte piso con su tía y con una amiga. Y ninguno de los dos 
recuerda la calle en la que vive el otro. A mayor abundamiento, la presencia de ella en España, 
y concretamente en S., está acreditada solo a partir de abril de 2007, no ha solicitado tarjeta de 
residencia y, cuando se les pregunta por la causa, los dos responden que está esperando a 
casarse. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la 
finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en 
España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN 9ª) de 18 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra acuerdo del Juez Encargado 
del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 2 de noviembre de 2005 Doña J., de doble nacionalidad española y dominicana, 
nacida en V. (República Dominicana) el 7 de abril de 1962, presentó en el Registro Civil Central 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 5 
de septiembre de 2005 en su ciudad natal, según la ley local, con el Sr. M., de nacionalidad 
dominicana, nacido en V. el 16 de diciembre de 1976. Aportaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: acta de matrimonio local y certificación de nacimiento y DNI propios. 
 
 2. Las entrevistas en audiencia reservada, fijadas para el 26 de octubre de 2006, se 
suspendieron por incomparecencia de los interesados, cuya citación fue devuelta por ser 
desconocidos en el domicilio que constaba en el expediente. Finalmente la promotora fue oída el 
14 de junio de 2007 y el interesado el 1 de octubre de 2007 en el Registro Civil Consular de S. 
 

3. El 28 de diciembre de 2007 el Juez Encargado del Registro Civil Central, 
considerando que el resultado de las audiencias reservadas permitía razonablemente deducir 
que no había consentimiento matrimonial válido, dictó acuerdo denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la 
discrepancia entre la fecha de nacimiento de ella que él indica y la que consta en el expediente 
no obedece a desconocimiento de aquel sino a error de éste y que, tras el matrimonio, ha 
continuado la convivencia y la relación: ella estuvo en S. tres meses a contar desde septiembre 
de 2006, lo que le costó su puesto de trabajo; y aportando, como prueba documental, sentencia 
dictada por el Juzgado de lo Social nº 13 de M.  
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5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido y el Encargado del Registro 
Civil Central informó que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que 
aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, mas recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 5 de septiembre de 2005 entre una ciudadana de doble nacionalidad 
dominicana y española -adquirida por residencia el 22 de noviembre de 1995- y un nacional 
dominicano y del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los 
que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
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institución. Los dos manifiestan que se conocieron en agosto de 2001, durante unas 
vacaciones de ella, y que iniciaron la relación en 2003, añadiendo él que hablan a diario por 
teléfono, pero no consta que durante los dos años que transcurrieron hasta la celebración del 
matrimonio se relacionaran con regularidad ni que lo hayan hecho en los tres posteriores. 
Quizá la falta de una comunicación continuada sea la causa de que se advierta mutuo 
desconocimiento de datos: ella facilita una dirección y un número de teléfono de él distintos a 
los que él proporciona y él dice que ella trabaja en los Juzgados de la Plaza de Castilla desde 
hace un año y que antes trabajaba en otro sitio que no puede precisar pese a que, según 
justifica la documental aportada al interponer el recurso, tenía quince años de antigüedad. 
Dicha documental nada acredita sobre la autenticidad del consentimiento matrimonial prestado, 
porque en ella se vincula la estancia de tres meses de la interesada en S. a la hija que tiene 
allí, sin mención alguna a su reciente matrimonio, ni a la  residencia de su cónyuge en 
República Dominicana, ni al hecho de que ese fuera su primer encuentro en el año que 
llevaban casados. A lo que antecede se une lo que el Encargado del Registro Civil Consular de 
S. viene reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de 
matrimonios celebrados en República Dominicana entre ciudadanos dominicanos y españoles, 
sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal institución con fines migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Central que, por su inmediación 
a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su convicción respecto 
de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 

 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 19 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 

      Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de 
M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Don J. nacido el 2 de mayo 
de 1952 en M. y de nacionalidad española y Doña S. nacida el 1 de octubre de 1982 en Marruecos 
y de nacionalidad marroquí, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación:  Certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil y certificado de residencia de la interesada y certificado de nacimiento, 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y certificado de empadronamiento 
del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la autorización del matrimonio. La Juez Encargada 
del Registro Civil mediante auto de fecha 4 de marzo de 2008 deniega la autorización del 
matrimonio ya que los hechos comprobados en las audiencias reservadas son lo 
suficientemente clarificadores para deducir de ellos la existencia de simulación. 
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 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el interesado 
interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se 
autorice la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español y una marroquí y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada no recuerda el 
apellido de su pareja dice que es muy raro, desconoce la edad, fecha de nacimiento (tan sólo 
sabe el año), la calle donde vive, trabajo, salario, etc.; sabe que es divorciado y que tiene dos 
hijos pero desconoce todo lo relacionado con ellos. La interesada dice que celebraron una 
pedida de mano hace dos años, sin embargo el interesado lo niega. Dicha circunstancia es 
difícil que se produjera pues el interesado ha estado en prisión durante dos años y no salió 
hasta 2007. Discrepan en el tipo de coche que él tiene ya que ella dice que es de color azul 
marino y él dice que es verde, dato curioso si se tiene en cuenta que ella manifiesta que él va a 
recogerla semanalmente en dicho coche. También difieren en lo que hicieron el último día que 
se vieron porque ella declara que fueron de compras a N. y él que se quedaron en casa de su 
tío y no salieron. Todos estos hechos llevan a la conclusión de que el matrimonio proyectado 
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no persigue los fines propios de esta institución sino otros, muy probablemente de carácter 
migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 19 de Junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 
      1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 

 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Don B., nacido el 18 de septiembre 
de 1982 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre, 
certificado de parentesco y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
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el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1982 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
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de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nace después 
de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no haya 
acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en algún 
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momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose, además, en 
posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
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canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 19 de Junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 

 
En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C.. 
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H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don E. nacido el 2 de febrero de 
1983 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: certificado de parentesco y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 4.-
De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada del Registro 
Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en el sentido 
de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su 
anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1983 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
 

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, teniendo además 
documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
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ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 19 de Junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión  de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don L. nacido el 13 de octubre de 
1983 en B. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco, libro de familia y 
pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
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de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión  de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1983 en 
B., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio  de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
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libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto  de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento  de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose, además, en 
posesión de documentación argelina. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (certificado de nacimiento), 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 
RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
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competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe 
al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas 
integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
  Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
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imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento  de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso interpuesto. 
2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 

gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento  de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 19 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Don B. nacido el 9 de abril de 1980 
en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco, certificado de concordancia de 
nombre y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1980 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de Córdoba dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 



 231

 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
 

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 



 233

española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado La primera y fundamental es que el interesado nació después 
de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no haya 
acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en algún 
momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (certificado de paternidad y de 
concordancia de nombres), expedida por autoridades de la denominada República Arabe 
Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de 
actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en 
virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 



 234

los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 

 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 19 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. Interposición de recurso por medio de representante. 

 
 
 No se admite el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por el Letrado que actúa  en nombre de la interesada o bien el citado 
recurso sea ratificado por ésta última. 
 
 En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del Registro 
Civil Consular de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 5 de septiembre de 2007 Doña M., de nacionalidad española, nacida en N. el 17 
de noviembre de 1966, presentó en el Consulado General de España en S. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 17 de agosto 
de 2007 en S. (República Dominicana), según la ley local, con el Sr. G., de nacionalidad 
dominicana, nacido en M. (República Dominicana) el 6 de septiembre de 1968. Aportaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; del interesado, 
pasaporte, cédula de identidad electoral, acta de nacimiento inextensa y declaración jurada de 
soltería; y, propia, pasaporte, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio y fe de vida y estado. 
 
 2. El 7 de enero de 2008 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
interesado y la promotora fue oída en el Registro Civil de T. el 29 de febrero de 2008. 
  

3. El 28 de abril de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de Santo 
Domingo dictó auto denegando la inscripción, por haber llegado a la convicción de que el 
matrimonio era nulo por simulación. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada, representada por letrado, 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se 
conocen hace más de dos años, que han convivido largos periodos en la República 
Dominicana y que se han tomado por contradicciones entre ellos los malos entendidos que en 
las audiencias se produjeron entre entrevistadores y entrevistados; y aportando, como prueba 
documental, resguardos de remesas y fotografías. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso 
a la inscripción del matrimonio, y el Encargado del Registro Consular confirmó la resolución 
apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 24, 26 y 95 de la Ley de 
Registro Civil y 16 y 348 del Reglamento de Registro Civil, y las Resoluciones de 18-1ª de 
marzo de 1994, 7 de marzo de 1996, 27-1ª de febrero, 16 de mayo y 11 de julio de 1997, 23-1ª 
de junio de 1998, 11 de noviembre de 1999, 14-2ª de septiembre de 2004, 23-1ª de mayo y 4-
4ª de noviembre de 2005; 27-3ª de noviembre de 2006; y 15-4ª de febrero de 2007. 
 
 II. La admisibilidad del presente recurso requerirá la acreditación fehaciente de  la 
representación alegada por el Letrado que suscribe el escrito de interposición, o bien la 
ratificación de este último por parte de la promotora. En efecto, los procuradores y abogados 
pueden asistir a los interesados en los expedientes gubernativos con el carácter de apoderados 
o como auxiliares. En este caso el abogado actuante lo hace en el primero de los conceptos, 
pero no acredita la representación que ejerce. No puede darse trámite al recurso entablado por 
una tercera persona, aunque sea un Letrado que dice actuar en representación de la 
interesada, cuyo poder no consta auténticamente (cfr. art. 1280-5º Cc). 
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 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria 
que no procede admitir el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la representación 
alegada por el Letrado que actúa en nombre de la interesada o bien el citado recurso sea 
ratificado por ésta última. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (7ª) de 19 de junio de 200, sobre  competencia. 
 

 
EL Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la actuación registral 

instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del Padrón municipal respecto de la 
persona que promueve el expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia depende 
del domicilio del promotor al que se refiere la inexactitud. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, 
contra auto dictado por  la juez encargada del Registro Civil de T. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de T. el 10 de diciembre de 2007, R., 
mayor de edad y con domicilio en T., solicitaba la declaración con valor de simple presunción de 
su nacionalidad española por haber nacido en S. cuando era territorio español. Adjuntaba, entre 
otros, los siguientes documentos: Tarjeta de residencia, pasaporte marroquí, varios documentos 
relativos al padre del solicitante en los que consta su condición de militar al servicio del Ejército 
español desde 1926 hasta 1946, certificados de filiación, certificados de ciudadanía saharaui del 
solicitante y de su condición de perseguido por las autoridades marroquíes expedidos por la 
Delegación Saharaui para A., recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el referéndum del 
Sahara occidental y certificado de empadronamiento. 
 

2. Ratificado el promotor, la encargada del Registro Civil de T. remitió oficios a varios 
organismos solicitando información acerca de la identidad del padre del solicitante y de la 
nacionalidad efectiva y el domicilio del interesado. Tanto la Guardia Civil, como la Policía Foral y la 
Policía Nacional, informan en el sentido de que no consta acreditado el domicilio del promotor en 
T.  
 

3. La encargada del registro dicta auto el 26 de junio de 2008 declarando el archivo 
del expediente por falta de competencia territorial al no constar acreditado el domicilio indicado por 
el interesado. 
 

4. Notificada la resolución, se interpone recurso contra la misma ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que, si bien por motivos laborales el solicitante 
ha estado viviendo temporalmente en otro lugar, lo cierto es que figura empadronado en dicho 
municipio (aporta volante de empadronamiento), donde se encuentra su domicilio actual. 
 

5. Notificado el ministerio fiscal, impugna el recurso por considerar la resolución 
dictada conforme a derecho. La encargada del Registro Civil de T. remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
(LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 del Reglamento del Registro Civil (RRC) 
y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª de enero y 12-4ª de diciembre de 2007 y 14-6ª de octubre de 
2008. 
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II. El interesado solicitó ante el Registro Civil de Tudela la declaración con valor de 
simple presunción de la nacionalidad española, al haber nacido en 1976 en S. y cumplir los 
requisitos establecidos. La encargada del Registro Civil de T., tras solicitar y obtener varios 
informes acerca de la residencia efectiva del solicitante, dictó auto el 26 de junio de 2008 
declarando la incompetencia territorial de dicho registro por no estar acreditado el domicilio del 
interesado en su demarcación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. La cuestión que se plantea en el presente recurso es la posible divergencia 
entre el domicilio real del interesado y el declarado por el mismo en su solicitud, toda vez que 
dicha circunstancia es la que determina la competencia territorial del Registro Civil en los 
expedientes de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción. Siendo esto así, 
deben disiparse las dudas posibles sobre su veracidad mediante la práctica de las diligencias 
de investigación y comprobación que fuesen necesarias y, en ese sentido, la encargada del 
Registro Civil de T. solicitó informes a la Policía y la Guardia Civil acerca de la realidad del 
domicilio declarado por el interesado. 
 

IV. Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor probatorio 
de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de la Ley de Bases de Régimen 
Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de enero, dispone en su número 1 que "El padrón 
municipal es un registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo". 
Además se prevé que las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter de 
documento público y fehaciente. Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para 
"todos los efectos administrativos", pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del padrón 
municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del domicilio, ni como prueba 
privilegiada del mismo fuera del ámbito administrativo. 
 

Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de 
entender invocado por la legislación del Registro Civil, en general, y por el artículo 355 del 
Reglamento del Registro Civil, en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual "el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual", 
esto es, el lugar en el que la persona vive con cierta permanencia y que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
 

Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: a) así, el 
artículo 336.3 dispone que "el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación 
municipal o información testifical"; b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro 
Civil, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la 
Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará "por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal". 
 

V. En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del padrón 
municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares casos citados por la legislación 
del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia 
habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar establecimiento mercantil, tener 
casa abierta, actas notariales, censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, 
informes policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de mera 
estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio 
como lugar de ejercicio de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 C.c.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, 
especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar 
por simple declaración del interesado sin verificación fehaciente por parte de la Administración 
de la realidad de tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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VI. Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, 
investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste concurren las notas de estabilidad y 
permanencia que lo cualifican como residencia habitual a la vista de la fecha del 
empadronamiento. Ello supone la práctica de las diligencias que sean necesarias para 
comprobar la realidad del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de competencia para conocer y 
resolver el expediente si llega a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón 
municipal, bien, en caso afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. En el presente caso esas diligencias han sido requeridas y 
practicadas, obrando informes de las policías Foral y Judicial y de la Guardia Civil que in situ 
han comprobado que el interesado no residía en el domicilio que había hecho constar en el 
padrón municipal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la desestimación del recurso y la confirmación del auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN de 20 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 

  
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia.  

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Doña L. nacido el 12 de diciembre 
de 1977 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco, certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
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inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del 
Ministerio Fiscal, en el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la 
nacionalidad española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido el 12 de 
diciembre de 1977 en E., y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
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actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
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presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
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la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, y además 
fuera del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que 
no haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni 
consta que en algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
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rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 22 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
  
 

 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por el interesado, contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M., Don J. nacido el 26 de 
diciembre de 1968 en L. y de nacionalidad española y Doña D. nacida el 9 de octubre de 1982 en 
Marruecos y de nacionalidad marroquí, iniciaban expediente en solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil y certificado de residencia de la interesada y certificado de nacimiento, 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio y certificado de empadronamiento 
del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
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celebra la entrevista en audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la autorización del matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 10 
de marzo de 2008 deniega la autorización del matrimonio ya que los hechos comprobados en 
las audiencias reservadas son lo suficientemente clarificadores para deducir de ellos la 
existencia de simulación. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, el interesado 
interpone recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que se 
autorice la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación de la resolución 
recurrida. La Juez Encargada ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un español y una marroquí y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado manifiesta que 
trabajaba en una empresa llamada F., que se quedó en paro pero que trabajará en una 
empresa llamada S., la interesada dice que el interesado lleva cinco meses parado sin 
mencionar si va a trabajar o no en otra empresa. Mientras que el interesado declara que harán 
viaje de novios a España o Bélgica en coche o avión, ella afirma que no sabe si harán viaje de 
novios. Difieren en el lugar donde vive el interesado ya que ella dice que su novio vive en S. y 
que no sabe quien vive en M. y el interesado manifiesta que en la S. vive su compañero A. y en 
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la de M. vive su amigo D. Discrepan en el momento en que fueron a visitar a los hijos de él, en 
los estudios que tiene cada uno y donde los han realizado, en el salario que percibe el 
interesado, etc. Todos estos hechos llevan a la conclusión de que el matrimonio proyectado no 
persigue los fines propios de esta institución sino otros, muy probablemente de carácter 
migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
  
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 22 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

 
 
                  Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 16 de enero de 2008, Doña M. nacida en Cuba el 18 de mayo de 
1945 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 29 de agosto 
de 2007 con Don J., nacido en Cuba el 9 de abril de 1952 y de nacionalidad cubana. Adjuntan 
como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del interesado y 
certificado de nacimiento y certificado  de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 18 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
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 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un cubano y una cubana nacionalizada española y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en 
cuando se conocieron ya que el interesado manifiesta que se conocieron en 2005 y que 
comenzaron la relación ese mismo año, sin embargo ella declara que se conocen desde hace 
30 años y que la relación la comenzaron en 2005. Ella afirma que viven juntos desde que se 
casaron el 29 de agosto de 2005 rectificando después diciendo que fue el 29 de agosto de 
2007. Por su parte el interesado se contradice porque dice que viven juntos desde que se 
casaron, para luego decir que se juntaron en enero de 2005 y luego que a los dos o tres 
meses. Discrepan en cuanto al trabajo realizado por ella ya que el interesado afirma que nunca 
ha trabajado y ella dice que trabajó como camarera en un hotel y que se jubiló en 2005 a los 60 
años. El interesado dice que ella estuvo casada pero que no sabe cuanto tiempo ya que no se 
lo ha preguntado, cuando en realidad la interesada mantuvo una unión de 15 años de la cual 
no tuvo hijos. El interesado tiene dos hijos de dos relaciones anteriores, hecho que la 
interesada conoce, sin embargo desconoce los apellidos de los hijos, la fecha de nacimiento, 
donde viven y con quien. Ambos declaran que quieren inscribir el matrimonio porque quieren 
viajar a España porque tanto él como ella tienen familiares en España. No presentan prueba 
alguna de su relación. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene 
detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de 
deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
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apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 22 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
   

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 

 
En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, Don K. nacido el 10 de julio de 1985 
en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento de su padre, certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1985 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
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competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 

Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
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de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose el interesado 
en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
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regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (4ª) de 22 de junio de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don L. nacido el 24 de mayo de 
1981 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1981 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
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Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose el interesado 
en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
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ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 22 de junio de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 

octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C.. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don A. nacido el 18 de marzo de 
1978 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco e inscripción de 
nacimiento de su padre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 



 259

de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC, a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1978 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
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en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
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podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a al progenitor del interesado, los nacidos 
en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose, además, en 
posesión de documentación marroquí. Todo ello, obviando la existencia de un posible problema 
en la filiación señalada por el interesado.  

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
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practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 



 263

jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 22 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 

 
       Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 

ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 4 de julio de 2007 la Sra. L., de nacionalidad colombiana, nacida en P. 
(Colombia) el 14 de mayo de 1980, presentó en el Consulado General de España en B. impreso 
de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder el día 
22 de diciembre de 2006 en Z., según la ley local, con Don A., de nacionalidad española, nacido 
en L. el 11 de enero de 1954. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; del interesado, certificación de nacimiento, fe de vida y estado, 
pasaporte y DNI; y, propia, registro de nacimiento y certificado negativo de movimientos 
migratorios. 
 
 2. El 17 de julio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de L. el 15 de octubre de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 27 de 
marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que la denegación no está debidamente 
motivada, que gradualmente pasaron de conversar en un chat a la amistad y, con el tiempo, 
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iniciaron la relación; y que la negativa de otorgarle a ella visado para viajar a España les impide 
hacer vida matrimonial. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 22 de diciembre de 2006 entre un nacional español y una ciudadana 
colombiana y del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los 
que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
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institución. Según consta por las declaraciones de los interesados, en 2003 la madre de ella le 
habló a él de su hija, le enseño una foto y empezaron a comunicar por Internet y por teléfono; 
ninguno visitó al otro, tomaron a distancia la decisión de casarse, contrajeron matrimonio por 
poder sin haberse visto y diez meses después de la boda seguían sin conocerse. Precisamente 
el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado personalmente antes del matrimonio 
es uno de los factores que, de acuerdo con la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea, permite presumir que un matrimonio es de complacencia. Se advierten 
contradicciones sobre aspectos importantes de la relación: si comenzó al año o a los dos años 
de que la madre de la interesada le hablara de ella a él; si decidieron casarse tan pronto como 
se conocieron o si transcurrió un año entre uno y otro hecho; si comunicaban exclusivamente 
por teléfono o también por Internet, si una o dos, o dos o tres veces por semana, si disponen o 
no de vivienda, o si han hablado o no de cómo afrontarán los gastos familiares. Se aprecia 
igualmente mutuo desconocimiento de datos personales y familiares relevantes: él indica que 
ella, soltera, se ha casado dos veces; desconoce su domicilio, “cree” que la vivienda es propia -
no lo es- y que la comparte, además de con sus hijos y su hermano -ella- con su abuela; y ella 
facilita él número de teléfono de él, que afirma no tenerlo y llamarla por el aparato de la madre 
de ella o desde una cabina. A mayor abundamiento, consta en el expediente que la madre y las 
dos hermanas de la interesada, más jóvenes que ella, viven en España y, pese a que ella 
refiere que él vive solo, reside con la familia de ella, que manifiesta que “tiene fe” en que el 
matrimonio le permita residir en España. A lo que antecede se une, aunque se trata de un 
hecho por sí solo no determinante, que hay una considerable diferencia de edad entre ambos, 
concretamente veintiséis años.   
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 22 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
 
 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de Q. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 12 de febrero de 2007 Don C., de nacionalidad española, nacido en V. el 14 de 
octubre de 1982, presentó en el Consulado General de España en Q. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 22 de julio de 2006 en dicha 
ciudad, según la ley local, con la Sra. F., de nacionalidad ecuatoriana, nacida en G. (Ecuador) el 
17 de abril de 1985. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de 
matrimonio local; de la interesada, inscripción de nacimiento, cédula de ciudadanía y certificado 
positivo de movimientos migratorios; y propia, certificación de nacimiento, pasaporte y certificado 
de entradas y salidas del país expedido por las autoridades ecuatorianas. 
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 2. El 10 de julio de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 

3. El Ministerio Fiscal informó que las contradicciones entre las declaraciones de 
ambos proporcionaban indicios suficientes para considerar que no había verdadero 
consentimiento matrimonial y, con ese fundamento jurídico, la Encargada del Registro Civil 
Consular de Quito dictó auto denegatorio el 7 de enero de 2008. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que de las contradicciones en 
que incurrieron no se puede inferir flagrante desconocimiento mutuo y que durante los casi dos 
años transcurridos desde el matrimonio han convivido en el domicilio familiar de los padres de 
ella; y presentando, como prueba, documentación acreditativa de su estancia en Ecuador y 
fotografías. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que no 
formuló alegaciones, y la Encargada del Registro Consular emitió informe y ordenó la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de 
enero de 1995 y de 31 de enero de 2006 y las Resoluciones entre otras, 31-1ª y 5ª de mayo, 
23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre,    30-2ª de octubre, 11 de noviembre y 28-5ª 
de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 
1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª de diciembre de 
2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del Encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio. Especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia en los que el verdadero 
propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
requisitos de entrada y permanencia en España, el Encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En este caso concreto, en el que se solicita la inscripción de un matrimonio 
celebrado en Ecuador el 22 de julio de 2006 entre un nacional español y una ciudadana 
ecuatoriana, los hechos comprobados no son lo suficientemente clarificadores como para 
deducir de ellos, sin sombra de duda, la existencia de simulación. Las audiencias reservadas 
practicadas no han revelado contradicciones relevantes ni profundo desconocimiento entre los 
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contrayentes. Ciertamente la circunstancia de que la relación se estableciera y mantuviera 
básicamente a distancia es un indicio que razonablemente apunta hacia una finalidad 
migratoria por parte del promotor extranjero, pero las pruebas presentadas en la fase de 
recurso, sin acreditar fehacientemente que la prolongada estancia del interesado en Ecuador 
no es por motivos laborales sino personales, impiden llegar a la convicción plena de que no hay 
consentimiento matrimonial válido. 
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado.  

2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado el 
día 22 de julio de 2006 en Q. (Ecuador) entre Don C. y la Sra. F. 

 
 
 
 

 
RESOLUCIÓN (8ª) de 22 de junio de 2009, sobre rectificación de errores. 
 
 

En principio, hay que acudir a la vía judicial para rectificar la fecha de nacimiento en 
una inscripción de nacimiento. 
 

En el expediente sobre rectificación de fecha en inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el promotor contra auto de la 
encargada del Registro Civil de G. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado el 2 de febrero de 2007 en el Registro Civil de G., 
Don I., mayor de edad y con domicilio en L., solicitaba la rectificación de la fecha de nacimiento 
de su hijo menor de edad N., adoptado en Rusia, en la inscripción del Registro Civil español, 
alegando que, una vez realizadas varias pruebas médicas, resulta evidente que la edad real del 
menor es inferior a la consignada en sus documentos oficiales. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Sentencia de adopción de la Federación de Rusia, informes 
médicos y de evaluación psicopedagógica, certificado de adopción y certificado ruso de 
nacimiento. 
 

2. Ratificado el solicitante, se realizó examen médico por el equipo forense 
correspondiente al Registro Civil de G., cuyo informe se unió al expediente. El ministerio fiscal 
emitió informe desfavorable a la pretensión y la encargada del registro dictó auto denegatorio el 
4 de abril de 2008 basándose en el informe forense realizado que considera compatible con su 
desarrollo la edad fijada del menor. 
 

3. Notificada la resolución al promotor, se presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado aportando nuevos informes y alegando la experiencia 
del propio padre como docente en un centro de educación especial. 
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4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. La encargada del Registro Civil Central remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones, entre otras, de 16-2ª de febrero de 
2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1ª de diciembre de 2003; 14-4ª de mayo de 2004; 18-4ª y 
24-6ª de octubre de 2005; 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005; 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª de 
abril de 2006; 24-2ª de abril y 28-2ª de diciembre de 2007; 3-3ª de enero, 18-3ª de junio, 22-6ª 
de octubre y 25-8ª de noviembre de 2008, y 12-1ª de marzo de 2009. 
 

II. Pretende el recurrente la rectificación de la fecha de nacimiento de su hijo 
menor de edad, adoptado en Rusia, en el Registro Civil español alegando que, según se 
desprende de varios informes médicos y psico-pedagógicos, la edad real del niño es menor 
que la reflejada en sus documentos, por lo que solicita la rectificación de ese dato y que se 
haga constar como año de nacimiento 2001 y no 2000. La encargada del Registro Civil de G. 
dictó auto denegando la rectificación, constituyendo dicha resolución el objeto del presente 
recurso. 
 
 III. Es doctrina constante de este centro directivo que el dato sobre la fecha de 
nacimiento consignada en una inscripción de nacimiento no es una simple mención de 
identidad del nacido susceptible de rectificación, si fuera errónea, por expediente gubernativo 
con apoyo en el artículo 93 de la Ley del Registro Civil. Por el contrario, ese dato es una 
circunstancia esencial de la inscripción de nacimiento de la que ésta hace fe (art. 41 LRC), por 
lo que su rectificación, por muy evidente que pueda parecer el error, ha de obtenerse, en 
principio, acudiendo a la vía judicial ordinaria conforme al criterio general que proclama el 
artículo 92 de la Ley del Registro Civil. Si bien no se aporta al expediente la inscripción en el 
Registro Civil español, del resto de la documentación se deduce, además, que en este caso la 
inscripción se practicó teniendo en cuenta la certificación local de nacimiento, traducida, del 
menor, en la que consta como fecha de nacimiento el 12 de septiembre de 2000, la misma que 
ahora se pretende rectificar. Por tanto, no se advierte la existencia de un error registral que 
deba ser subsanado por la vía de este expediente gubernativo.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 23 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

 
 
                  Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 26 de junio de 2007, Doña C. nacida en Cuba el 17 de febrero de 
1985 y de nacionalidad cubana presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 7 de febrero de 
2007 con Don E., nacido en España el 21 de marzo de 1955 y de nacionalidad española. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
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certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento 
y certificado  de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 11 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
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declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana y un español y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado no 
se acuerda del día de la celebración del matrimonio, manifestando que cree que fue en el mes 
de febrero de 2007, declara que los testigos de la boda fueron un amigo suyo y una amiga de 
ella de la que no sabe el nombre. El interesado no sabe la fecha de nacimiento de la 
interesada. Por su parte la interesada manifiesta que conoció al interesado por un anuncio de 
Internet en el que solicitaba conocer con fines matrimoniales a un hombre mayor que ella. 
Declara que lo conoció personalmente en los meses de febrero y marzo de 2006, dato que 
según el Consulado no consta en el documento de Emigración y Extranjería, según el 
Consulado la única entrada que consta del interesado en la isla fue en febrero de 2007 fecha 
en la que contrajeron matrimonio. Por otra parte el interesado afirma que ella trabaja en la 
limpieza y que estudia, que los estudios que tiene son primarios y alguno de peluquería cuando 
lo cierto, según declaraciones de ella, es que se graduó del curso para superación de jóvenes y 
comienza los estudios de psicología en 2007.  Dadas las circunstancias de este caso y el 
hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre 
españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros 
fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y, en modo alguno, arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 23 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

 
 

 Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 4 de febrero de 2008, Doña J. nacida en Cuba el 11 de febrero de 
1970 y de nacionalidad cubana presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 5 de marzo de 
2007 con Don Y., nacido en Cuba el 21 de febrero de 1979 y de nacionalidad española. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada y 
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certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del 
interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 18 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías y facturas telefónicas 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio, sobre todo ante lo manifestado en los recursos que presentan y las 
pruebas aportadas. Por tanto, aunque como informa el Encargado del Registro es posible la 
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falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de dicha institución, lo cierto es 
que no existen elementos de juicio para afirmarlo con suficiente grado de certeza.  

 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante lal opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Cuba el 5 de marzo de 2007 entre Don Y. y Doña J. 
 
 
  
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 23 de junio de 2009, sobre consolidación de la 

nacionalidad española. 

 
 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don H. nacido el 24 de febrero de 
1979 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco e inscripción de 
nacimiento de su padre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
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Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I.- Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el  Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este 
Centro directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre 
otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de 
abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 
22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-
3ª y 16-1ª de enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC, a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo  para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1979 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso, que es impugnado por letrada sin que se halle acreditada la 
representación. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
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Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
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 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a 
los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
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estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, y además 
fuera del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que 
no haya podido acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro ni 
consta que en algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española 
encontrándose el promotor en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
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conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

 

RESOLUCIÓN (4ª) de 23 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

   
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
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por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don E. nacido el 1 de enero de 
1982 en Z. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y DNI de su padre y 
abuelos. 
 
 2. Ratificado  el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
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nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1982 en 
Z., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
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valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
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presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a sus progenitores, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
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inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
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 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 23 de Junio de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 
 

  
  1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Don M. nacido el 23 de marzo de 
1979 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre y 
certificado de parentesco. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 
inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC 
(recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días del 
año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1979 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
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ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
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correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a sus progenitores, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la interesada nació fuera 
del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no 
haya podido acreditar los requisitos que establece el artículo 18 Cc. En efecto, no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el citado artículo 18 Cc, 
encontrándose, además, el interesado en posesión de documentación marroquí. 
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                   Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
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para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 23 de junio de 2009, sobre  matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
 

1. Por exigencias del principio de concordancia entre el Registro y la realidad no 
puede tenerse en cuenta el desistimiento por la interesada a la inscripción del matrimonio. 

 
2. Examinado el fondo del asunto, se deniega la inscripción porque hay datos 

objetivos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento matrimonial válidamente 
prestado. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra acuerdo de la Juez Encargada del 
Registro Civil Central. 

 
H E C H O S 

 
 1. Doña J., de nacionalidad española, nacida en B.0 el 26 de agosto de 1976, 
presentó impreso de declaración de datos para la trascripción por el Registro Civil Central del 
matrimonio que había celebrado el día 8 de mayo de 2005 en R. (República Dominicana), según la 
ley local, con el Sr. R., de nacionalidad dominicana. Aportaba como documentación acreditativa de 
su pretensión: Acta de matrimonio local y certificación literal de nacimiento propia. 
 
 2. El 12 de junio de 2006 se celebró en el Registro Civil de B. la entrevista en 
audiencia reservada con la promotora, que manifestó que no se ratificaba en su solicitud y que no 
tenía ningún interés en que se reconociera en España el matrimonio que había celebrado en el 
extranjero, porque había tenido problemas con su cónyuge y no quería vivir con él. El interesado, 
por su parte, fue oído en el Registro Civil Consular de S. el 5 de junio de 2007.  
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3. El 29 de agosto de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil Central, 
considerando que el trámite de audiencia reservada permitía razonablemente deducir que no 
había verdadero consentimiento matrimonial, dictó acuerdo denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 

4. Notificada la resolución a la interesada, ésta interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que ha pasado un año desde que por una 
rabieta manifestó su oposición a la inscripción del matrimonio, que en la actualidad ambos 
tienen la firme voluntad de formar una familia y un hijo común que todavía no conoce a su 
padre, porque éste no ha obtenido visado para venir a España, y que es inverosímil el 
razonamiento, recogido en el acuerdo apelado, de que él desconoce la fecha de nacimiento de 
ella, ya que no ha dejado de felicitarla ningún año; y presentando diversa prueba documental. 

 
5. Mediante escrito de fecha 9 de mayo de 2008 la interesada comunicó a este 

Centro Directivo que acontecimientos personales sobrevenidos la llevaban a desistir del 
recurso, solicitando que se tomara nota de su desistimiento en el procedimiento en curso para 
la inscripción de su matrimonio. 
 

6. Visto que en el expediente no constaba documentación alguna, salvo copia de 
la resolución dictada, por el Registro Civil Central se acordó su reconstrucción, a cuyo fin se 
libró exhorto al Registro Civil de B., donde la promotora compareció el 16 de enero de 2009, 
manifestando que no aportaba el certificado literal de matrimonio ni el resto de la 
documentación que se le requería porque desistía de la solicitud de inscripción, y la Juez 
Encargada del Registro Civil Central informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª,    21-1ª y 5ª, 25-2ª de 
julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de 
febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 
30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; y las de 26-2ª de octubre de 2001, 13-4ª 
de octubre de 2003, 16-1ª de julio de 2007 y 18-4ª de enero de 2008, referidas al desistimiento. 
 

II. Mediante el presente expediente se pretende inscribir un matrimonio civil 
celebrado en República Dominicana el 8 de mayo de 2005 entre una ciudadana española y un 
nacional dominicano, aportándose el acta de inscripción del matrimonio en el Registro Civil 
local. Con fecha 29 de agosto de 2007 el Registro Civil Central dictó auto denegatorio contra el 
que la interesada interpuso recurso, presentando posteriormente ante esta Dirección General 
escrito de 9 de mayo de 2008 desistiendo del recurso. 
 

III. No cabe el desistimiento formulado por la recurrente, porque lo impide el 
carácter obligatorio de la inscripción y el principio de concordancia entre el Registro y la 
realidad jurídica extrarregistral (cfr. arts. 15 y 26 LRC), principio superior sustraído a la voluntad 
de los contrayentes. Refuerza la anterior conclusión el carácter obligatorio con que se impone 
en nuestra legislación el deber de promover la inscripción en el Registro Civil a aquellos a 
quienes se refiere el hecho inscribible, esto es, a los contrayentes en el caso del matrimonio 
(cfr. arts. 24 y 71 LRC). Por lo demás, no ha de olvidarse que, conforme a los artículos 61 del 
Código civil y 70 de la Ley del Registro Civil, los efectos civiles del matrimonio se producen 
desde su celebración. El desistimiento va referido en este caso al recurso presentado, pero el 
criterio a aplicar es necesariamente el mismo, porque la materia a que se refiere el expediente 
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promovido es de orden público y con la interposición del recurso se inició una cuestión procesal 
que, en tanto no sea resuelta, continúa abierta. 
 

IV. Conforme a reiterada doctrina oficial de esta Dirección General el llamado 
matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro derecho por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar en la medida de lo 
posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de enero de 1995 y, más 
recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 

V. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 

VI. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 VII. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 8 de mayo de 2005 entre una ciudadana española y un nacional 
dominicano. El título para practicar dicha inscripción ha de ser, en todo caso -art. 256 RRC-, la 
certificación expedida por la autoridad o funcionario del país de celebración y las declaraciones 
complementarias oportunas. Falta la certificación del Registro extranjero, porque el expediente 
se extravió y la promotora no ha aportado la documentación que se le solicitó para 
reconstruirlo. Por otra parte, del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines 
propios de esta institución. Según consta por las declaraciones de ambos, coincidieron 
casualmente en el hotel en el que él trabajaba y ella se hospedaba, el P., según ella, el H., 
según él. Aunque se aducen tres años de relación, se aprecia desconocimiento de 
circunstancias personales y familiares relevantes, más acusado en el interesado que ignora 
fecha y lugar de nacimiento de ella, nombres de su padre y de su única hermana, sueldo y 
número de teléfono, pese a que ella indica que comunican exclusivamente por ese medio, 
tratando de justificar el hecho de que “no conoce de memoria” la dirección de él. A mayor 
abundamiento, la madre, los hermanos y los tíos de él residen en España y la promotora 
manifiesta, al año de celebrarse el matrimonio, que éste persiste en República Dominicana 
pero que ella no convive con él ni tiene intención de hacerlo. A lo que antecede se une lo que el 
Encargado del Registro Civil Consular de S. viene reiteradamente informando, en estos 
supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en República Dominicana 
entre ciudadanos dominicanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de 
tal institución con fines migratorios. 
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 VIII. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Juez Encargada del Registro Civil Central que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 23 de junio de 2009, sobre consignación de apellido 
en inscripción de nacimiento. 
 

 
      Se admite una transliteración correcta de un apellido griego. 

 
En el expediente sobre rectificación de apellido en inscripción de nacimiento 

remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el interesado contra 
auto del encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante comparecencia el 9 de septiembre de 2004 en el Registro Civil 
Central, Don I., mayor de edad y con domicilio en el P., solicitaba la rectificación de su primer 
apellido en la inscripción de nacimiento del Registro Civil español, realizada por transcripción 
de certificado de nacimiento griego una vez obtenida la nacionalidad española, alegando que la 
consignación correcta de su apellido en caracteres latinos es C. y no la que consta. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Pasaporte griego, inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil español, certificado de empadronamiento, libro de familia y 
permiso de residencia en España. 
 

2. El ministerio fiscal emitió informe desfavorable a la pretensión y el encargado 
del Registro Civil Central dictó auto denegatorio el 19 de enero de 2005. 
 

3. Notificada la resolución al promotor, presentó recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que el solicitado es el apellido que consta en todos 
sus documentos personales y aportando certificado del consulado griego y traducción corregida 
del certificado de nacimiento griego. 
 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso 
a su estimación. El encargado del Registro Civil Central remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85, 86, 213 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil, la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 30 de 
marzo de 1993 y la resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 27 de 
octubre de 1999. 
 

II. El interesado, que adquirió la nacionalidad española por residencia en 2003, 
solicita la rectificación de su primer apellido consignado en la inscripción de nacimiento 
española alegando que la traducción correcta del mismo en caracteres latinos es C., como 
consta en el resto de su documentación personal, y que H., que figuraba en la primera 
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traducción aportada de su certificado de nacimiento local, no es más que una de las posibles 
formas de transcripción del apellido original. El encargado del Registro Civil Central denegó la 
rectificación, precisamente, porque H. es el apellido que figuraba en la traducción aportada 
para la realización de la inscripción. 
 

III. La cuestión planteada en el recurso es la transliteración o transcripción en 
caracteres latinos de un apellido consignado originalmente en un alfabeto distinto (el griego, en 
este caso). La sentencia arriba citada del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en un 
supuesto similar, consideró contrario al derecho comunitario que un nacional helénico se viera 
obligado, por la legislación alemana, a utilizar, en el ejercicio de su profesión, una grafía de su 
nombre cuya pronunciación en Alemania no se correspondía con la original griega, dando lugar 
a una deformación que podría derivar en riesgo de confusión de personas entre su clientela 
potencial. 

 
 En el caso que aquí se examina, consta acreditado por el consulado griego que la 
transcripción que aparecía en la primera traducción y que se tomó como referencia para la 
inscripción en España, es una de las posibles formas, pero no la única, de transliteración del 
apellido original. Por tanto, aunque H. es una transliteración correcta del apellido en cuestión, el 
resto de la documentación aportada prueba que la forma, también correcta, que ha venido 
utilizando el interesado hasta el momento es la que ahora solicita, esto es, C.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y autorizar la consignación del apellido solicitado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 23 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

         No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el juez encargado del Registro Civil de O. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de O., M., nacido el 10 de 

marzo de 1965, solicitaba la declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción, por haber nacido y vivido en el Sahara hasta 1976, mientras éste era territorio 
sometido a administración española, y haber poseído documentación de identidad española 
durante dicho periodo. Adjuntaba los siguientes documentos: DNI y extracto de inscripción de 
matrimonio en el Registro Civil de los padres del interesado, libro de familia, extracto de 
inscripción de nacimiento del promotor en el Registro Civil y certificado de nacionalidad de la 
República Árabe Saharaui Democrática. 
 

2. Ratificado el solicitante el 20 de diciembre de 2004, el encargado del Registro 
Civil de O. dictó auto el 18 de enero de 2005 denegando la pretensión de la solicitante por no 
considerar cumplidos los requisitos necesarios.  
 

3. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la revocación del auto. 
 



 293

4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del mismo. El encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª 
y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª de 
marzo de 2008. 
 

II. El interesado solicitó ante el Registro Civil de O. la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española por haber estado en posesión de 
documentación española y haber nacido y residido en territorio del Sahara hasta 1976. El 
encargado del Registro Civil dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del 
registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 

IV. En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesta de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 

V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente, pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente ni los padres del interesado optaron en su momento en nombre 
de su hijo (por ser éste entonces menor de edad) a la nacionalidad española conforme a lo que 
permitió el Real Decreto citado de 1976 ni el propio interesado ha acreditado haber estado en 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc. Aparte de ello, debe señalarse que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española.  

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 

de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 24 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 

                     Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 27 de febrero de 2008, Don R. nacido en Cuba el 15 de enero de 
1942 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 1 de octubre 
de 2007 con Doña D. nacida en Cuba el 15 de enero de 1945 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de defunción del primer marido de la interesada y 
certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 18 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
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reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un cubano nacionalizado español y una cubana y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Ambos 
coinciden en manifestar que se conocen desde los años 60 y cuando comenzaron a convivir 
como pareja, sin embargo a pesar de esto no queda demostrado que tengan un conocimiento 
suficiente de la vida del otro, así el interesado afirma que no puede decir nada de la vida de la 
interesada antes de conocerla afirmando que no han profundizado en esto, por su parte la 
interesada tampoco sabe nada de la vida de él antes de casarse afirmando que él nunca se 
casó. El interesado expone que ella no trabaja para luego rectificar manifestando que no sabe 
si está jubilada o no. Afirma que tienen visitas de una hermana y de la hija de ella, dice que la 
mejor amiga de ella se llama M. y que él no tiene amigos porque llega tardísimo. Por su parte la 
interesada declara que trabajó hace años, que ahora no trabaja pero que no está jubilada, que 
las visitas que reciben son de un hijo de ella y de un nieto y que sus mejores amigas son N. y 
M., desconociendo cuales son las amistades del interesado. No aportan prueba alguna de su 
relación. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este 
Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se 
ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 24 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio otorgado en el extranjero. 

 
 

1º. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración“, pero, aunque la forma sea válida, para 
poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos legales 
de fondo exigidos para la validez del vínculo. 

 
2º. Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el certificado 

de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio celebrado en Marruecos entre un 
marroquí y una  española, marroquí de origen. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra acuerdo deL Juez 
Encargado del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña S., nacida el 3 de septiembre de 1988 en Marruecos y de nacionalidad 
española, presentó impreso de declaración de datos para la inscripción del matrimonio que 
había celebrado el 23 de agosto de 2005 en Marruecos, según la ley local, con Don A. nacido 
el 15 de abril de 1980 en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Acompañaba como 
documentación acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio 
local, DNI, certificación de nacimiento y volante de empadronamiento de la interesada y 
pasaporte y certificado de nacimiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, la interesada manifiesta que contrajo matrimonio en 
Marruecos siendo menor de edad, que dio su consentimiento de contraer matrimonio sin ser 
coaccionada por nadie, que el Registro Civil de Marruecos la inscribió como marroquí ya que 
tenía pasaporte marroquí y no tenía DNI español. El Juez Encargado del Registro Civil Central 
mediante auto de fecha 22 de junio de 2007 deniega la inscripción del matrimonio pretendida 
ya que en este caso para un matrimonio celebrado en Marruecos cuando uno de los 
contrayentes es extranjero, la Ley marroquí exige un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, por lo que no cabe reconocer como único título inscribible la mera certificación de la 
autoridad extranjera en aplicación de la lex loci,  ante la ausencia de tal certificado de 
capacidad matrimonial. 
 
 3. Notificada la resolución, la interesada, con fecha 20 de septiembre de 2007, 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
 4. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido. El Juez Encargado del 
Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil relativo a la expedición de un certificado de capacidad 
matrimonial, firmado en Munich el 5 de septiembre de 1980 (BOE 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 
2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 
14-1ª de junio y 1-2ª de septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008. 

 
 II. Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 49-II Cc) pero, aunque la forma 
sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario comprobar que han concurrido los 
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requisitos legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 Cc), comprobación 
que puede hacerse mediante la calificación de la “certificación expedida por autoridad o 
funcionario del país de celebración” (cfr. art. 256 nº 3 RRC)  en las condiciones establecidas 
por dicho precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a través del 
expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.  

 
 III. En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Marruecos el 23 de agosto de 2005 entre un marroquí y una ciudadana española de origen  
marroquí que obtuvo la nacionalidad española por residencia el 27 de octubre de 2004, 
renunciando a su anterior nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades 
locales validez y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español se ha 
casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el certificado de capacidad, 
obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las autoridades españolas no pueden examinar la 
cuestión del mismo modo porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de facto, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los tratados internacionales, 
prevalece en todo caso la nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 Cc). Por tanto, para el 
ordenamiento jurídico español, se trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero 
con contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por parte de la ley marroquí 
de un certificado de capacidad matrimonial del extranjero, no cabe reconocer como título 
inscribible la mera certificación de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible 
extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del Registro Civil respecto del 
artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza con la excepción 
reconocida en el artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del presente recurso, la 
previa tramitación de expediente registral, a fin de obtener certeza sobre la capacidad matrimonial 
del contrayente español. Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 
del Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra para los supuestos 
internacionales en ella previstos, por efecto de la cual se “interiorizan” las normas de los 
ordenamientos jurídicos extranjeros que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se 
entiende que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han observado las 
exigencias para la celebración del matrimonio de la forma prevista por la lex loci.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 24 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que  el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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 5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1988 cuando se trata de personas que han nacido en el territorio del Sahara con 
posterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, Don S. nacido el 20 de octubre de 
1977 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre y 
certificado de parentesco. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central.  
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en 
el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad 
española y su anotación corresponde al Registro Civil Central.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
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practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido el 20 de 
octubre de 1977 en A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez 
Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
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extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
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 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, y con referencia a su padre, los nacidos en el territorio del 
Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de 
la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre 
el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -
recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado la concurrencia de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, entre ellos, posesión y utilización continuada de la 
nacionalidad española por el tiempo señalado en el mencionado artículo. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
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los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 24 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 

 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 

inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don B., nacido el 1 de enero de 
1974 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de las resoluciones de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en el sentido de declarar 
con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación 
corresponde al Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1974 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 



 305

artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C., para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
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Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació fuera 
del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no 
haya podido acreditar la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el citado artículo 18 Cc, encontrándose, además, el interesado en 
posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
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 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
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citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 24 de junio de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia 

 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don M. nacido el 13 de noviembre 
de 1981 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de parentesco, certificado de 
concordancia de nombre  y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de las resoluciones de la Dirección General de los 
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Registros y del Notariado, se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal, en el sentido de declarar 
con valor de simple presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación 
corresponde al Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1981 en T. 
y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto 
antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC, en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
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 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 



 311

artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació fuera 
del territorio que había estado sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no 
haya podido acreditar los requisitos que establece el artículo 18 Cc. En efecto, no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el citado artículo 18 Cc, 
encontrándose además el interesado en posesión de documentación marroquí. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
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imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 24 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 29 de marzo de 2006 Doña M., de doble nacionalidad española y dominicana, 
nacida en A. (República Dominicana) el 20 de octubre de 1971, presentó en el Registro Civil 
Central impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 
día 6 de agosto de 2005 en S. (República Dominicana) según la ley local, con el Sr. F., de 
nacionalidad dominicana, nacido en S. el 15 de octubre de 1968. Aportaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: Acta de matrimonio local y certificación de nacimiento y DNI propios. 
 
 2. El 24 de abril de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil Consular de S. el 17 de julio de 2007.  
 

3. El 27 de septiembre de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil Central, 
considerando que el resultado de las audiencias reservadas permitía razonablemente deducir 
que no había consentimiento matrimonial válido, dictó acuerdo denegando la inscripción del 
matrimonio. 
 



 314

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que las 
contradicciones en que incurrieron en el trámite de audiencia versan sobre pequeños detalles, 
que su única pretensión es dotar de plena legitimidad a su relación y que si en ellos hubiera 
habido voluntad de fraude no hubieran dejado transcurrir casi ocho meses entre la celebración 
del matrimonio y la solicitud de inscripción; y aportando, como prueba documental, resguardos 
de remesas y fotografías. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso al recurso, 
y el Encargado del Registro Civil Central informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, mas recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
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                    V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 6 de agosto de 2005 entre una ciudadana de doble nacionalidad 
dominicana y española -adquirida por residencia el 14 de octubre de 2004- y un nacional 
dominicano y del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los 
que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Los dos manifiestan que se conocieron en 1994 en una playa de S. en la que ella 
hacía trenzas a los turistas, que a los tres meses iniciaron la relación, que convivieron durante 
un año, hasta que en agosto de 1995 ella trasladó su residencia a España, y que, a partir de 
entonces, comunican semanalmente por teléfono y ella volvió a República Dominicana en dos 
ocasiones, la primera en 1998 y la segunda siete años después, para contraer matrimonio; y a 
la pregunta sobre sus planes de futuro, la interesada responde que a ella no le gusta el campo 
y que él no piensa venir a España porque allí tiene su negocio. Quizá la circunstancia de que 
no se hayan comunicado con regularidad sea la causa de que se advierta mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares importantes: ella cita erróneamente la 
población natal de él; dice que su hijo menor, de 15 años tiene “unos 13 años” y, por tanto, 
sería recién nacido y no de dos años en la fecha en que alegan haber empezado la relación y 
la convivencia; que sus dos hijos viven con su madre -él refiere que los dos viven con él, el 
mayor desde hace dos meses porque antes estaba con su madre-; y que tiene una hermana en 
España que vive cerca de ella y con la que a veces se junta, en tanto que él refiere que son 
tres las hermanas que tiene en España y que dos de ellas son amigas de la interesada; y él, 
por su parte, no sabe cuando obtuvo ella la nacionalidad española ni si ha cambiado alguna 
vez de domicilio desde que está en España; y señala que gana 900 €, que el alquiler del piso le 
cuesta 750 y que no puede explicar cómo lo paga, aunque “cree” que su hija mayor está 
trabajando. A lo que antecede se unen otros dos hechos, por si solos no determinantes: que la 
madre y tres hermanas del contrayente extranjero residen legalmente en España y que el 
Encargado del Registro Civil Consular de S. viene reiteradamente informando, en estos 
supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en República Dominicana 
entre ciudadanos dominicanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de 
tal institución con fines migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Central que, por su inmediación 
a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su convicción respecto 
de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 25 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra acuerdo de la Juez 
Encargada del Registro Civil Central. 
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H E C H O S 
 
 1. El 10 de mayo de 2006 Doña P., de doble nacionalidad española y dominicana, 
nacida en S. (República Dominicana) el 27 de noviembre de 1966, presentó en el Registro Civil 
Central impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el 
día  31 de diciembre de 2000 en Peralta (República Dominicana) según la ley local, con el Sr. S., 
de nacionalidad dominicana, nacido en P. (República Dominicana) el 24 de abril de 1966. 
Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Acta de matrimonio local y 
certificación literal de nacimiento y DNI propios. 
 
 2. El 23 de julio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil Consular de S. el 4 de octubre de 2007.  
 

3. El 13 de diciembre de 2007 la Juez Encargada del Registro Civil Central, 
considerando que de las actuaciones realizadas se desprendían indicios razonables de 
matrimonio de conveniencia, dictó acuerdo denegando la inscripción del matrimonio. 
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que el hecho de 
que dos personas casadas no sepan todo el uno del otro no es motivo suficiente para la 
denegación de la inscripción; que, dado que en su país no hay trabajo y que su cónyuge 
depende económicamente de ella, ha decidido inscribir el matrimonio para reagruparlo; y que lo 
normal es que hagan todo lo que esté a su alcance para compartir su vida. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación, por sus propios fundamentos, del acuerdo recurrido y el Juez Encargado del 
Registro Civil Central informó que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que 
aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, mas recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
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celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana a las 21:30 horas del día 31 de diciembre de 2000 entre una ciudadana 
de doble nacionalidad dominicana y española y un nacional dominicano. El título para practicar 
dicha inscripción ha de ser, en todo caso -art. 256 RRC-, la certificación expedida por la 
autoridad o funcionario del país de celebración y las declaraciones complementarias oportunas. 
La certificación del Registro extranjero aportada no ofrece garantías análogas a las exigidas 
por la ley española, porque los espacios reservados al estado civil de los contrayentes en el 
momento de la celebración del matrimonio, dato del que da fe la inscripción, aparecen en 
blanco y porque fue expedida dos años antes de iniciarse este expediente y, por tanto, no 
acredita que subsista el matrimonio en la fecha en que se solicita su inscripción. Por otra parte, 
del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado manifiesta que la promotora reside legalmente en España hace 7 u 8 años (1999-
2000), que se conocieron en 1999 en las fiestas patronales de A. -rectifica, en la localidad de 
H. -, que ella volvió a República Dominicana en 2000, para contraer matrimonio, y que, 
después de la boda, ha regresado a su país natal en una sola ocasión, en mayo de 2006, para 
una estancia de quince días. Se advierte desconocimiento de datos personales y familiares 
esenciales. Así él indica que tiene dos hijas de 9 y 5 años, E. y G., a la que llama 
abreviadamente G., y añade que ella las conoce personalmente y sabe sus nombres y edades; 
y ella, por su parte, refiere que de la primera no sabe nada, salvo que es la mayor y que la 
segunda, a la que llama A., ocasionó una pequeña riña porque nació cuando ya estaban 
casados pero que ella lo perdonó. Y dice también que reside en B., en tanto que él señala que 
lleva dos años y pico (desde 2005) viviendo en S. A lo que antecede se unen otros dos hechos, 
por si solos no determinantes: que el contrayente extranjero tiene cuatro hermanos en España 
y que el Encargado del Registro Civil Consular de S. viene reiteradamente informando, en 
estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios celebrados en República 
Dominicana entre ciudadanos dominicanos y españoles, sobre la utilización, consciente o 
inconsciente, de tal institución con fines migratorios. 
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Juez Encargada del Registro Civil Central que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 25 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de I. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Igualada el 6 de marzo de 
2008 el Sr. T., de nacionalidad nigeriana, nacido el 5 de abril de 1973 en B. (Nigeria), y Doña 
O., de nacionalidad española, nacida el 20 de septiembre de 1974 en B., iniciaban expediente 
en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor, pasaporte nigeriano, declaraciones juradas de edad y de estado 
civil, certificado de la Embajada de Nigeria en España sobre inexistencia de edictos en ese país 
y volante de empadronamiento; y, de la promotora, DNI, certificación de nacimiento y volante 
de empadronamiento en S. 
 
 2. Los promotores ratificaron la solicitud, hicieron declaración jurada de estado civil  
y fueron oídos en audiencia reservada. Compareció como testigo una amiga de ambos, que 
expresó su firme convicción de que no se hallaban incursos en impedimento ni prohibición 
alguna para contraer matrimonio, y se libró exhorto al Registro Civil de S. a fin de que se 
expusiera edicto, que fue devuelto a su procedencia sin exponer, junto con certificación de que 
la población supera los 25.000 habitantes. El Ministerio Fiscal interesó una nueva audiencia de 
las partes, en presencia Judicial y del Ministerio Fiscal, que se celebró el 14 de abril de 2008.  
 
 3. El 15 de abril de 2008 la Juez Encargada, a la vista del total desconocimiento 
que habían puesto de manifiesto las audiencias reservadas, dictó  auto denegatorio, por no 
concurrir los requisitos legalmente establecidos.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que se 
aman, que quieren estar juntos y que están de acuerdo en contraer nupcias; y  solicitando que 
se autorice la celebración del matrimonio.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso y la confirmación, por sus propios fundamentos, de la resolución 
impugnada y la Juez Encargada ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
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 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional nigeriano resultan del trámite de audiencia 
reservada determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
pretende contraer no persigue los fines propios de la institución matrimonial. Invitado al final de 
la primera entrevista a añadir lo que estimara oportuno, el promotor dice que ella habla un poco 
de inglés y él un poco de español y la interesada también alude al idioma, sin que se le 
pregunte expresamente, cuando indica que le van enseñando poco a poco “porque no la 
entiende mucho”, que no sabe los estudios que él ha cursado porque no entiende lo que él le 
dice o que no le ha sacado el tema de su familia porque “no se entiende mucho con él”. En la 
primera entrevista ella manifiesta que se conocieron en una discoteca-bar de T., sin precisar 
fecha, y él que en un bar musical de S. hace dos años; en la segunda coinciden en que fue en 
un restaurante chino de S., añadiendo ella que sería como hace un año y tres meses e 
indicando, en respuesta a otra pregunta, que él, que declara haber llegado a Igualada hace dos 
meses, ya residía en esa población cuando se conocieron. Sea por la dificultad que expresan 
que representa el idioma, por el escaso trato o por la confluencia de ambos factores, se 
advierte un mutuo desconocimiento de datos personales esenciales, incluso de identidad: 
ninguno de ellos dice correctamente el(los) apellido(s) del otro; y él manifiesta en la primera 
comparecencia que ella no trabaja -rectifica en la segunda-, supone que nació en la población 
en la que reside hace escasamente seis meses y donde dice no conocer a nadie, no sabe el 
nombre de sus padres y la hace sin hermanos -ambos tienen tres hermanas-; y ella, por su 
parte, sabe el país de origen pero no el lugar de nacimiento de él, “cree” que tiene dos 
hermanas y un hermano e ignora que es padre de dos hijos que viven en Nigeria. Refieren que 
se ven fundamentalmente en fin de semana por las obligaciones laborales de ella en otra 
población pero él, que no trabaja porque “no tiene papeles” y que recientemente ha dejado C., 
no ha trasladado su domicilio a la localidad en la que ella reside sino que se ha empadronado 
en I. una semana antes de iniciar este expediente. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para regularizar la estancia en España del promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 25 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 

No se autoriza porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 7 de febrero de 2005, Don T., nacido en Marruecos el 15 de marzo de 
1930 y de nacionalidad española y Doña H., nacida en Marruecos el 11 de enero de 1969 y de 
nacionalidad marroquí, solicitaban autorización para contraer matrimonio civil. Aportaban como 
documentación acreditativa de su pretensión: Certificación de nacimiento, volante de 
empadronamiento y certificado matrimonio y certificado de defunción de la anterior esposa del 
interesado y certificado de nacimiento, certificado de residencia y sentencia de divorcio de la 
interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tiene el 
pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio. Con fecha 3 de mayo de 2005 la Juez Encargada del Registro 
Civil dicta auto mediante el cual deniega la autorización del matrimonio. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, el interesado interpone recurso ante 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del 
matrimonio. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se opone 
al mismo. La Juez Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 



 321

realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un marroquí nacionalizado español y una ciudadana marroquí 
y los hechos comprobados son lo suficientemente clarificadores para denegar el matrimonio. El 
interesado manifiesta que se casa con ella para que le cuide, dice que no van a celebrar fiesta 
posterior a la boda porque está muy viejo, sin embargo ella dice que no van a vivir juntos hasta 
que celebren fiesta por el rito musulmán. El interesado, necesita traductor porque dice que 
cuando falleció su mujer no está bien de la cabeza y que muchas cosas no las recuerda. Tan 
sólo se ven una vez cada quince días. Por otra parte la interesada presenta un acta de divorcio 
no constando que sea irrevocable. Así mismo y aunque este hecho no sea definitivo, existe una 
diferencia de edad muy acusada entre los interesados. De todo ello se deduce que el 
matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 25 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el interesado, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don L. nacido en España el 4 de septiembre de 1959 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 1 de octubre de 2007 con Doña M. nacida en Colombia el 24 de julio de 
1980. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 13 de febrero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías, comprobantes de envíos de dinero, etc. 
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 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 
 5. Mediante escrito de fecha 1 de julio de 2008, el interesado Don L., desiste del 
recurso formulado. 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en las 
veces que el interesado ha viajado a Colombia y en el tiempo que estuvo cada vez, en cuanto 
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tiempo han convivido, etc. Discrepan en los regalos que se hicieron en la boda ya que ella dice 
que los anillos y él dice que les regalaron una placa y una esmeralda. La interesada dice que 
su madre es ama de casa y su padre conductor mientras que el interesado declara que su 
suegra es vendedora de lotería y su suegro no lo sabe porque no vive en casa y no lo conoce. 
Discrepan en gustos, aficiones, etc. No coinciden en los números de teléfono del otro. 
Tampoco coinciden en lo referente a los hermanos de ella y a que se dedican. Por otra parte y 
sin que sea determinante existe una clara diferencia de edad entre los interesados. Todo ello 
hace pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino 
otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN  (5ª) de 25 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don D. nacido en Colombia el 19 de abril de 1970 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 18 de diciembre de 2006 con Doña M. nacida en Colombia el 27 de 
agosto de 1962 y de nacionalidad española. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja 
declaratoria de datos para la inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado 
de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento del 
interesado. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 31 de marzo de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una española de origen colombiano y un ciudadano colombiano y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Ambos coinciden en que la interesada ha viajado tres veces a Colombia sin 
embargo difieren en fechas y el tiempo que estuvo. Discrepan en cuando y como decidieron 
contraer matrimonio, en los regalos que se han hecho. Tampoco coinciden en el número y 
nombre de los hermanos de cada uno, en gustos y aficiones. El interesado manifiesta que ella 
padece del corazón y sigue un tratamiento médico mientras que ella afirma que no padece 
enfermedad grave y no sigue tratamiento alguno. El interesado no sabe el teléfono de la 
interesada ni siquiera el suyo propio, también desconoce la empresa donde trabaja ella, los 
ingresos que tiene, etc. No aportan prueba alguna de su relación. Todo ello hace pensar que el 
matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio. 
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 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 26 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 4 de junio de 2007 Don F., de nacionalidad española, nacido en C. el 30 de 
diciembre de 1934, presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 30 de mayo de 2007 en dicha 
capital, según la ley local, con la Sra. M., de nacionalidad colombiana, nacida en C. (Colombia) el 8 
de enero de 1951. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de 
matrimonio local; de la interesada, registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado 
negativo de movimientos migratorios; y, propia, certificación de nacimiento, sentencia de divorcio y 
pasaporte. 
 
 2. El 19 de junio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
interesada y el promotor fue oído en el Registro Civil de T. el 4 de septiembre de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 26 de 
febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias 
de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a los interesados, éstos interpusieron recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su matrimonio es un acto de 
amor, compromiso y responsabilidad, tanto legal como moral; y aportando, como prueba 
documental, billetes de avión, cuatro facturas de teléfono, dos resguardos de remesas y cuatro 
fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 30 de mayo de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. Manifiestan 
que su primer contacto, telefónico, se produjo a finales de 2005, propiciado por una familia 
colombiana que por entonces vivía en la misma población que él; que en agosto de 2006 él 
viajó a B., se conocieron personalmente y tomaron la decisión casarse; y que durante su 
segunda estancia contrajeron matrimonio en acto al que no asistieron sus hijos, que viven con 
ella y con los que él dice mantener excelente relación. Se advierten contradicciones en 
aspectos importantes de la relación aducida: si han pactado cómo se repartirán los gastos de la 
unidad familiar -ella- o si no han hablado de ello pero será él el que se haga cargo; o si él la 
ayuda económicamente o no -él-. Hayan hablado por teléfono todos los días, como afirma ella, 
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o casi todos los días, como indica él, se aprecia desconocimiento de datos personales y 
familiares relevantes que no se justifica fácilmente entre personas que alegan haber 
comunicado con regularidad durante un tiempo -año y medio- que puede estimarse suficiente 
para un razonable conocimiento mutuo. Así él ignora la fecha de nacimiento de ella, facilita 
dirección y teléfono equivocados y dice que tiene “bastantes” hermanos, siete u ocho, cuyos 
nombres no sabe porque no los conoce. Ella, por su parte, desconoce el lugar de nacimiento 
de él, no sabe el nombre de ninguno de sus seis hermanos -son cinco- y dice que no habla 
más idioma que el propio, en tanto que él manifiesta que habla algo de alemán, ya que estuvo 
trabajando en ese país, que le paga la pensión de jubilación que percibe. Y las facturas de 
teléfono presentadas no acreditan la alegación de que se comunicaron con regularidad durante 
el año y medio que precedió al matrimonio porque la más antigua es de febrero de 2006 y la 
siguiente en orden cronológico, de julio de 2007, es posterior al matrimonio. A lo que antecede 
se unen otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que la interesada ha solicitado con 
anterioridad visado para viajar a España y que hay una significativa diferencia de edad entre 
ambos. De otro lado, no consta el estado civil de los contrayentes en el momento de la 
celebración del matrimonio: para acreditar debidamente su estado de divorciado el contrayente 
español tenía que haber aportado certificación de su anterior matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio y la contrayente extranjera no ha justificado su estado de viuda con 
registros de matrimonio y de defunción del cónyuge. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 26 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 23 de mayo de 2007 la Sra. D., de nacionalidad colombiana, nacida en I. 
(Colombia) el 5 de marzo de 1974, presentó en el Consulado General de España en B. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder el día 15 
de mayo de 2007 en M. (Colombia) según la ley local, con Don Á., de nacionalidad española, 
nacido en S. el 22 de mayo de 1955. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado 
de movimientos migratorios; y, del interesado, certificación de nacimiento, fe de vida y estado y 
pasaporte. 
 
 2. El 12 de junio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado compareció en el Registro Civil de M. el 10 de octubre de 2007, ratificó 
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la solicitud y, por expresa petición, se le facilitó y cumplimentó el modelo de cuestionario aprobado 
por la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 
  3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 27 de 
marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que tienen empadronamiento que 
demuestra que llevan cuatro años conviviendo en M. y que presume que se les ha denegado el 
visado de reagrupación familiar a ella y a sus hijos porque el interesado no contestó algunas 
preguntas referidas a su familia, no por desconocimiento sino por olvido, dados los nervios y la 
tensión del momento; y presentando como prueba documentación personal que acredita que 
vivió en M., en el domicilio de él, entre 2004 y 2006 y dos fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
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permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 15 de mayo de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y 
del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaraciones de los interesados, se conocieron en M., en M. convivieron durante tres 
años, en M. tomaron la decisión de casarse y un año después se casaron en Colombia, en 
fecha y población que él ignora, según explica, porque el matrimonio se celebró por poder. Se 
advierten contradicciones en aspectos importantes de la relación aducida: si se conocieron 
hace cinco años (2002) o hace cuatro, como refiere él cuatro meses después que ella; si la 
relación comenzó un año o un mes después; o si los ingresos mensuales de ella son los 1.000 
€ que él le envía -ella-  o sus remesas son de cuantía variable -él-. Se aprecia igualmente 
desconocimiento por el interesado de datos importantes de la promotora, que no se justifica 
fácilmente entre personas que alegan que han convivido durante un tiempo -tres años-, que 
puede estimarse que permite alcanzar un conocimiento profundo: escribe incorrectamente su 
primer apellido, equivoca la fecha de su nacimiento, da como nombre de su padre el de su hijo 
y no sabe que es odontóloga. Por otra parte la promotora, que estuvo en España hasta mayo 
de 2006 y que indica que fijarán su residencia en Madrid porque “allí vivimos”, no solicita en el 
recurso la inscripción del matrimonio sino la expedición, a ella y a sus hijos, de visados de 
reagrupación familiar. A lo que antecede se une, aunque retrata de un hecho por sí solo no 
determinante, que hay una significativa diferencia de edad entre ambos.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de  26 de Junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 

No se autoriza porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
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 1. Doña F. nacida en M. el 7 de mayo de 1965 y de nacionalidad española y Don M. 
nacido en Marruecos el 4 de mayo de 1975 y de nacionalidad marroquí, solicitaban autorización 
para contraer matrimonio civil. Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificación de nacimiento, certificado de residencia y certificado de estado civil del interesado y 
certificado de nacimiento, volante de empadronamiento y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tiene el 
pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la 
autorización del matrimonio. Con fecha 15 de marzo de 2005 la Juez Encargada del Registro 
Civil dicta auto mediante el cual deniega la autorización del matrimonio ya que de las 
declaraciones de ambos resulta que no conocen a los testigos de referencia que aportan, por lo 
que se incumple el requisito exigido en el artículo 244 del Reglamento de Registro Civil. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, éstos interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se opone 
al mismo. La Juez Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un ciudadano marroquí y una española y los hechos 
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comprobados son lo suficientemente clarificadores para denegar el matrimonio. El interesado 
dice que no han hecho fiesta de compromiso mientras que ella afirma que hicieron una fiesta 
de compromiso hace un año. El interesado vive ilegalmente en España. Por otra parte ninguno 
de los dos conoce a los testigos de referencia que aportan por lo que incumplen el requisito 
exigido en el artículo 244 del Reglamento del Registro Civil, que requiere que los testigos sean 
amigos, parientes o allegados al menos de alguno de los contrayentes. De todo ello se deduce 
que el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 26 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don D. nacido en Colombia el 6 de junio de 1975 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 15 de marzo de 2007 con Doña A. nacida en España el 3 de febrero de 
1968 y de nacionalidad española. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de 
datos para la inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio de la interesada y certificado de 
nacimiento del interesado. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 25 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
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 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una española de origen colombiano y un ciudadano colombiano y del trámite de 
audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de 
los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Difieren en la frecuencia con que hablan por teléfono, en cuando y como decidieron 
contraer matrimonio, en los regalos que se han hecho. Cada uno da una fecha diferente del 
enlace matrimonial. La interesada manifiesta que el interesado tiene siete hermanos, pero que 
casi todos han fallecido y tan sólo han quedado tres contando al contrayente, sin embargo el 
interesado afirma tener tres hermanos además de él mismo. El interesado declara a las 
preguntas que se le hace sobre hijos y hermanos de la contrayente, que nunca hablan de eso. 
Discrepan en aficiones, gustos personales, etc. El interesado dice que ella vive con su hijo y 
ella dice que con un compañero de trabajo. Ella manifiesta que él trabaja de repartidor de 
hamburguesas, que no sabe en que empresa trabaja y él dice que trabaja de mensajero 
domiciliario en la empresa R. Por su parte el interesado dice que ella trabaja de empleada 
desconociendo la empresa donde trabaja ni el salario que tiene. Difieren en la cantidad y 
frecuencia del dinero que ella le manda a él. Ella tan sólo ha viajado una vez a Colombia para 
casarse. No aportan prueba alguna de su relación. Todo ello hace pensar que el matrimonio 
proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy probablemente de 
carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
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además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 26 de junio de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 
 

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 24 de marzo de 2008, Don A. nacido en España el 20 de diciembre 
de 1969 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 6 de marzo de 
2008 con Doña M. nacida en Cuba el 21 de octubre de 1965 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento 
y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 17 de abril de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías, correos electrónicos, prueba de embarazo de la 
interesada. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
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efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio, así coinciden en como y dónde se conocieron, hermanos, hijos, etc. 
Por otra parte presentan numerosas pruebas documentales de que su relación se ha 
mantenido en el tiempo, entre ellas la prueba de embarazo de la interesada. Por tanto, aunque 
como informa el Encargado del Registro es posible la falta de intención de contraer matrimonio 
a los fines propios de dicha institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para 
afirmarlo con suficiente grado de certeza.  

 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante tal opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc.) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Cuba el 6 de marzo de 2008 entre Don A. y Doña M. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 26 de junio de 2009, sobre declaración sobre 
nacionalidad española. 
 
 No es española iure soli la nacida en España hija de padres mauritanos. 
 
 En el expediente sobre declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores 
contra auto de la juez encargada del Registro Civil de O. 
 

H E C H O S 
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 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de O. el 9 de febrero de 2005, M. y 
M., ambos mayores de edad y de nacionalidad mauritana, solicitaron la declaración, con valor de 
simple presunción, de la nacionalidad española de su hija K., nacida el 13 de enero de 2005 en O. 
Aportaban como documentos probatorios de la pretensión: Certificado de empadronamiento, 
inscripción de nacimiento de la menor en el Registro Civil español, permisos de residencia de los 
padres y certificado de la embajada de la República Islámica de Mauritania de que la menor no 
consta inscrita en la misma.  
 

 2. Ratificados los promotores y previo informe favorable del ministerio fiscal, la 
encargada del Registro Civil de O. dictó auto el 18 de febrero de 2005 por el que se denegaba la 
solicitud realizada. 
 

 3. Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando su 
origen saharaui. 
 

   4. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que no se 
opuso a la estimación del mismo. La encargada del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 
338 y 340 del Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones 20-5.ª de mayo, 10-5.ª de 
septiembre, 20-1.ª de noviembre y 5-1.ª de diciembre de 2002; 26-3.ª de marzo, 19 de mayo y 
23-3.ª de junio de 2003; 9-3.ª de junio, 15-3.ª y 4.ª de noviembre de 2005; 22-3.ª de febrero, 30-
1.ª de marzo y 10-4.ª de abril de 2006; 14-3ª de marzo de 2007 y 9-3ª de junio de 2008.  
 

II. Pretenden los promotores del expediente que se declare con valor de simple 
presunción que tiene la nacionalidad española de origen una niña nacida en España en 2005, 
hija de padre y madre que alegan ser saharauis, sin apoyar esta alegación en base documental 
alguna. De la aportada al expediente, que incluye la propia certificación literal de nacimiento de 
la interesada, lo que resulta es que la nacionalidad de los mencionados padres es la mauritana, 
dato del que se parte a fin de resolver el presente recurso. Como está determinada la filiación 
de la nacida, la atribución iure soli de la nacionalidad española sólo podría fundarse en el 
artículo 17.1c del Código civil, según el cual son españoles de origen «los nacidos en España 
de padres extranjeros, si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad». 
 

III. En este caso, la nacionalidad mauritana del padre es adquirida 
automáticamente por la hija. Así resulta de la legislación de dicho país, según el conocimiento 
adquirido por este centro directivo, que dispone que es mauritano “el hijo nacido de un padre 
mauritano” (cfr. art. 8 del Código de la Nacionalidad Mauritana, Ley, n.º 61.112, de 12 de junio 
de 1961 y modificaciones posteriores). Consiguientemente, siendo la hija de los promotores 
mauritana iure sanguinis, no se da la situación de apatridia originaria que justifica la atribución 
iure soli de la nacionalidad española en el Código civil. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 26 de junio de 2009, sobre inscripción de 
nacimiento.  
 
 

No es admisible el recurso presentado una vez transcurridos 30 días desde la 
correcta notificación de la resolución. 
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En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por la interesada, contra auto dictado por  el encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en C. 
 

 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Viceconsulado Honorario de España en M. 
(Venezuela), el 25 de octubre de 2004, H., nacida el 13 de julio de 1948 en Venezuela, solicitaba 
la inscripción de su nacimiento en el Registro Civil español por ser hija de padre español. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de partida de nacimiento de la interesada, 
inscripción de nacimiento de la madre, inscripción de nacimiento del presunto padre en el Registro 
Civil español, cédula de identidad e inscripción de defunción del mismo en el Registro Civil 
venezolano. 
 

2. El encargado del Registro Civil consular dicta auto el 4 de febrero de 2005 
denegando la petición por no quedar suficientemente acreditada la filiación de la interesada con 
respecto a un ciudadano español. 
 

3. Notificada la resolución el 9 de marzo de 2005, se interpone recurso contra la 
misma ante la Dirección General de los Registros y del Notariado con fecha de entrada en el 
registro de 11 de abril de 2005. 
 

4. Notificado el ministerio fiscal, estima que el recurso ha sido presentado fuera de 
plazo y que, en cuanto al fondo del asunto, procede la instrucción del correspondiente expediente 
gubernativo, en el curso del cual la interesada deberá aportar los medios de prueba pertinentes. El 
encargado del Registro Civil emitió informe desfavorable a la pretensión y remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 29 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343 y 355 del 
Reglamento del Registro Civil, y las resoluciones, entre otras, de 10 de marzo, 8 de abril,  10-4ª  
y 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y 18-2ª de septiembre de 2003, 20-3ª de febrero de 2004, 
23-1ª de marzo y 28-6ª de noviembre de 2006, 25-3ª de junio y 9-8ª de diciembre de 2008 y 9-
7ª de febrero de 2009. 

 
II. La promotora presentó solicitud ante el Registro Civil consular de España en 

Venezuela instando su inscripción de nacimiento en el mismo alegando que su padre era 
español de origen. El encargado del registro denegó la solicitud por no considerar 
suficientemente probada la filiación de la interesada con respecto a un ciudadano español. La 
resolución se notificó el 9 de marzo de 2005 y la promotora presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado el 11 de abril siguiente, según consta en el sello de 
entrada. No puede admitirse dicho recurso, toda vez que se presentó una vez transcurrido el 
plazo legalmente otorgado, habiéndose notificado el auto correctamente (consta firma de 
recepción por la interesada y ella misma declara haber sido notificada en esa fecha en el 
encabezamiento del recurso) con entrega de copia del mismo donde consta la indicación del 
recurso procedente ante esta dirección general y el plazo de 30 días para interponerlo. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, la no admisión del recurso por haber sido interpuesto fuera de plazo y la 
confirmación, por tanto, del auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 29 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega su inscripción porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo emitido por el 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 14 de noviembre de 2007,  Don D. nacido en España 4 de abril de 1958 
presentó impreso de declaración de datos para la transcripción de su matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 3 de noviembre de 2007 con Doña M. e nacida en República Dominicana 
el 1 de noviembre de 1981. Aportaban como documentación: Acta de matrimonio local, acta de 
nacimiento, certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la contrayente y certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del contrayente. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con los interesados. El 
Encargado del Registro Civil del Consulado General de España en S. dictó acuerdo con fecha 
10 de abril de 2008, denegando la inscripción del matrimonio por existir serias dudas de que 
ambos contrayentes vayan a vivir como pareja una vez que la ciudadana dominicana se 
encuentre en España, razones avaladas por las audiencias efectuadas a la ciudadana 
dominicana y al ciudadano español. 
 
 3. Notificado a los interesados, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio, aportando 
pruebas documentales como facturas telefónicas, fotografías, etc. 

 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la inscripción del matrimonio. El 
Encargado del Registro Civil Consular remite toda la documentación a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
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obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana, entre una dominicana y un español y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Los interesados se conocen físicamente unos días antes del enlace. Ambos 
coinciden en que se conocieron a través de una prima de ella en enero de 2006, pero en el 
recurso declaran que tenían conocimiento de la existencia del otro en primavera de 2006, por 
otra parte mientras que el interesado dice que comenzaron la relación sentimental desde esa 
fecha (enero de 2006), ella afirma que desde octubre de 2007; posteriormente en el recurso 
presentado el interesado dice que iniciaron la relación sentimental en primavera de 2007. Ella 
manifiesta que el interesado no ha tenido operaciones importantes, tan sólo de un tobillo 
cuando lo cierto es que el interesado ha sufrido varias operaciones: forúnculo, varices, hernia. 
Por su parte el interesado dice que ella sufrió un accidente grave por lo que la tuvieron que 
operar, cuando ella menciona que no ha tenido operaciones graves. Ella no sabe que estado 
civil tiene el interesado ya que primero dice que es divorciado y luego que es viudo cuando en 
realidad es soltero. El interesado da un nombre no correcto de uno de los hermanos de ella, 
diciendo que se llama A. cuando es S. El interesado nació en abril y no en marzo como declara 
ella. La interesada desconoce la pensión que como militar retirado cobra el interesado. La 
interesada manifiesta que él vive en un apartamento donde alquiló una habitación sin embargo, 
el interesado dice que vive en un piso alquilado. Por otra parte y sin que este hecho sea 
determinante, existe una gran diferencia de edad entre los interesados. Dadas las 
circunstancias de ese caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respectos de estos matrimonios entre españoles y dominicanos, ha de deducirse que se ha 
acudido al matrimonio persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter migratorio. 
 

VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
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además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 29 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 29 de mayo de 2007 la Sra. O., de nacionalidad colombiana, nacida en M. 
(Colombia) el 30 de diciembre de 1967, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 21 
de marzo de 2007 en su ciudad natal, según la ley local, con Don J., de nacionalidad española, 
nacido en B. el 24 de marzo de 1967. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, pasaporte colombiano y 
certificado de movimientos migratorios; y, del interesado, certificación de nacimiento, sentencia de 
divorcio y pasaporte. 
 
 2. El 14 de junio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de P. el 24 de septiembre de 2007. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 29 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su matrimonio se ajustó a 
todos los requisitos que la ley exige. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
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junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 21 de marzo de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Declaran que se encontraron casualmente en P. y ella concreta que fue el 1 de mayo de 2006 
en una reunión de cumpleaños, pero se advierten contradicciones en aspectos importantes de 
la relación aducida: si decidieron contraer matrimonio poco después de conocerse o al cabo de 
cuatro o cinco meses, si han vivido juntos -“compartido apartamento” en palabras de ella- 
durante un año o durante cinco o seis meses, si su comunicación ha sido siempre directa y 
personal o si han utilizado a diario teléfono e Internet. El interesado desconoce la fecha en la 
que se celebró el matrimonio -“entre el 6 y el 18, no se acuerda muy bien”-, manifiesta que ella, 
que se declara soltera, era viuda y dice que sus dos hijas, que según su madre viven con su 
abuela materna, viven con ella. La promotora, tras referir que ha tenido permiso de trabajo en 
España, que en Colombia no trabaja y que cuando trabaja en España gana 1.200 € mensuales, 
indica que de momento piensan fijar su residencia en España porque él tiene una hija de cinco 
años que necesita tratamiento médico y terapias, en tanto que él dice que vivirán en P. por 
ninguna razón en especial. De otro lado, no habiendo aportado el contrayente español 
certificación de su anterior matrimonio con inscripción marginal de divorcio, no está 
debidamente acreditado su estado civil de divorciado en el momento de la celebración del 
matrimonio cuya inscripción se solicita. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
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inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 29 de junio de 2009, sobre atribución de apellidos. 
 
 
 El nombre y apellidos de un español deben ajustarse a la legislación española, 
respetando las prohibiciones establecidas en la misma. 
 

En el expediente de cambio de apellidos en inscripción de nacimiento remitido a 
este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por el promotor contra la calificación 
realizada por el Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 10 de noviembre de 
2003, Don Á., mayor de edad y con domicilio en Cuenca, en calidad de representante legal de 
las menores T. y R. (inscritas con tales apellidos en el Registro Civil portugués y de 
nacionalidad hispano-portuguesa), solicitó la inscripción de nacimiento de las mismas en el 
Registro Civil español.  
 

2. El Registro Civil Central comunica la realización de las inscripciones solicitadas, 
conforme a la legislación española, con los apellidos C. S. (primero del padre y primero de la 
madre). Una vez notificado, el representante legal de las menores interpuso recurso solicitando 
la rectificación del segundo apellido en el sentido de hacer constar que el mismo debe ser D. 
(en lugar de S.), pues así fueron inscritos con anterioridad los otros dos hermanos de las 
interesadas en el Registro Civil español.  
 

3. De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que consideró 
ajustada a derecho la inscripción realizada. El Registro Civil Central remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 109 del Código Civil (Cc); 55, 57 y 97 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 194 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 
9-1ª de octubre de 2000, 25-3ª de enero de 2002, 28-4ª de mayo de 2003, 17-2ª de marzo de 
2004, 4-3ª de febrero de 2005,  20-5ª de octubre de 2006, 28-4ª de noviembre de 2007, 6-4ª de 
marzo, 18-9ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008 y 7-2ª de abril de 2009. 

 
II. En el caso examinado, el representante legal de dos hermanas hispano-

portuguesas inscritas en el Registro Civil portugués como T. y R., solicitó la inscripción de las 
mismas en el Registro Civil español. Realizada dicha inscripción en el Registro Civil Central con 
los apellidos C. S., se plantea recurso contra la calificación efectuada solicitando que el segundo 
apellido sea consignado como D., por ser éste el que ostentan otros dos hermanos de las 
interesadas inscritos con anterioridad en el Registro Civil español. 
 

III. Dispone el artículo 194 RRC que, si la filiación está determinada por ambas líneas 
y a salvo la opción prevista en el artículo 109 del Código Civil (que los padres acuerden la 
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inversión del orden de los apellidos antes de la inscripción), primer apellido de un español es el 
primero del padre y segundo apellido el primero de los personales de la madre, aunque sea 
extranjera.  
 

IV. De acuerdo con el fundamento anterior, las menores fueron inscritas con el primer 
apellido del padre y el primero de la madre, sin que en las inscripciones portuguesas figure el 
apellido de la madre precedido de la partícula da. Alega el promotor en el recurso que otros dos 
hermanos de las interesadas ya figuran inscritos en el Registro Civil español con los apellidos C. 
da S. Sin embargo, este extremo no puede ser confirmado dado que no se aportan al expediente 
dichas inscripciones, de modo que las menores fueron inscritas correctamente conforme a la 
legislación española.  
 
 V. No obstante, aun teniendo en cuenta el interés público en la estabilidad del 
nombre y los apellidos y en la determinación de los mismos por su función de identificación de 
las personas, la ley prevé y permite su modificación en determinados supuestos y, fuera de 
ellos, cuando se den circunstancias excepcionales. Por ello, ha de quedar a salvo la posibilidad 
de iniciar un expediente distinto de cambio de apellidos para las interesadas. Este expediente, 
que se instruye en el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y, delegadamente (Orden 
JUS/345/2005, de 7 de febrero), se resuelve por esta Dirección General, puede ser autorizado 
si se acredita la concurrencia de los requisitos legalmente establecidos (cfr. art. 57 LRC y 205 
RRC) o, ante la ausencia de alguno de ellos, cuando se den circunstancias excepcionales o 
cuando el apellido que se trata de alterar ocasione graves inconvenientes, lo que es notorio 
que ocurre cuando varios hermanos con la misma filiación ostentan apellidos distintos.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar la inscripción realizada. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN  (4ª) de 29 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del Registro 
Civil Consular de H. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 25 de marzo de 2008 el Sr. E., de nacionalidad cubana, nacido en R. (Cuba) el 4 
de junio de 1972, presentó en el Consulado General de España en H. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder el 29 de enero de 2008 en 
H. (Cuba), según la ley local, con Doña R., de nacionalidad española, nacida en C. el 28 de 
diciembre de 1966. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de 
matrimonio local; de la interesada, poder especial otorgado al padre de él ante notario cubano para 
contraer matrimonio civil en su nombre, certificaciones de nacimiento y de matrimonio, sentencia 
de divorcio, fe de vida y estado, certificado de entradas y salidas del país expedido por la 
Dirección de Inmigración y Extranjería de Cuba, pasaporte y DNI; y, propia, certificaciones 
literales de nacimiento y de matrimonio con nota marginal de divorcio, sentencia de divorcio y 
carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 25 de marzo de 2008, se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada. 

 
3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 

alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 8 de mayo de 2008 la 
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Encargada del Registro Civil Consular de H., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 

4. Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que llevan cuatro años manteniendo la 
relación a distancia por circunstancias ajenas a su voluntad, que su único deseo es convivir y 
formar una familia y que su matrimonio ha cumplido todos los requisitos exigidos tanto por la 
lex loci como por la legislación española. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y el Encargado del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 2, 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 
257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 
de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª 
de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
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de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Cuba el 29 de enero de 2008 entre una ciudadana española y un nacional cubano y, del 
trámite de audiencia reservada y de la documental obrante en el expediente, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha 
perseguido los fines propios de esta institución. Consta que la interesada permaneció en Cuba 
entre el 13 de marzo y el 1 de abril de 2003, contrayendo nupcias el día 17 de marzo; que hizo 
un segundo viaje en febrero de 2004, coincidiendo con la inscripción del matrimonio en el 
Registro Civil Consular; que, sobre este cónyuge, el interesado indica que es cubano, que está 
en España y nada más porque, según explica, ella no habla mucho de eso y él tampoco quiere 
saber nada de su pasado; que durante su tercera estancia en Cuba, entre el 4 y el 26 de 
octubre de 2007, otorgó poder al padre de él ante notario cubano para que contrajera 
matrimonio en su nombre; que el matrimonio se celebró por poder el 29 de enero de 2008 
porque, según indica, “ella no podía venir”; y que durante su cuarto viaje, en marzo de 2008, 
tramitan la inscripción de este matrimonio en el Registro Civil Consular. Y la alegación de que 
llevan cuatro años de relación -desde mayo de 2004- no queda acreditada y, además, 
discrepan sobre si conversan telefónicamente cada dos semanas o dos o tres veces por 
semana y consta que ella tuvo a su cuarto hijo en marzo de 2006. A lo que antecede se unen 
otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que  el  contrayente extranjero manifiesta que 
casi toda su familia reside en M. y que el Encargado del Registro Civil Consular viene 
reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de inscripción de matrimonios 
celebrados en Cuba entre ciudadanos cubanos y españoles, sobre la utilización, consciente o 
inconsciente, de tal institución con fines migratorios. De otro lado, no constando en la 
certificación del matrimonio anterior de la contrayente española inscripción marginal de divorcio 
(cfr. art. 2 LRC), no está debidamente acreditado su estado civil de divorciada en el momento 
de la celebración del matrimonio cuya inscripción se solicita.  
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 30 de junio de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 
 
 

No se autoriza porque hay datos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de L. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de L. el 21 de septiembre de 2004, 
Don S., nacido el 12 de abril de 1981 en A. (Ghana), de nacionalidad ghanesa, y Doña A., nacida 
el 8 de mayo de 1970 en L., de nacionalidad española, iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes documentos: Certificados de 
empadronamiento y declaraciones juradas de estado civil de ambos contrayentes; DNI, inscripción 
de nacimiento, de matrimonio anterior, con inscripción marginal de divorcio, correspondiente a la 
solicitante; y pasaporte, declaración estatutaria de estado civil y certificado de nacimiento 
correspondiente al solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, comparecieron dos testigos que manifestaron que el 
matrimonio proyectado no incurría en prohibición alguna. Se celebró la entrevista, en audiencia 
reservada, con los interesados. El Ministerio Fiscal informó que no veía inconveniente alguno 
para que se autorizara la celebración del matrimonio civil. El Juez Encargado del Registro Civil 
dictó auto en fecha 16 de diciembre de 2004 denegando la autorización para la celebración del 
matrimonio, ya que podía presumirse la inexistencia de verdadero consentimiento matrimonial. 
 
 3. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores, éstos 
presentaron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que 
se autorice la celebración del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesó la 
desestimación del mismo. El Juez Encargado del Registro Civil ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, remitiéndose a lo detallado 
en la resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de 
septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 
2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª 
de mayo, 11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de 
diciembre de 2007. 

 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
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siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un ghanés y una española y de las audiencias reservadas se 
dan hechos que son lo suficientemente clarificadores para denegar el matrimonio. Difieren en el 
tiempo que hace que se conocieron. El interesado dice que ella no ha sufrido ninguna 
enfermedad ni operación cuando fue operada del pecho a los 18 años, desconoce que ella está 
en el paro, manifestando que trabaja en una tienda. El interesado declara que ella conoce a su 
familia por teléfono cuando ella afirma que no ha podido hablar con ellos porque utilizan un 
dialecto. Discrepan en gustos, aficiones, lo que han hecho la última vez, etc. De todo ello se 
deduce que el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta institución sino 
otros muy probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 30 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña E. nacida en Colombia el 20 de febrero de 1974 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 11 de octubre de 20076 con Don J. nacido en España el 29 de abril de 
1930. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 26 de febrero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
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y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una ciudadana colombiana y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado dice que ella nació en marzo cuando fue en febrero, por su parte ella no sabe la 
fecha de nacimiento de él ni los apellidos de sus padres tan sólo da el nombre. Difieren en 
cuando se conocieron, cuando iniciaron su relación sentimental, cuando decidieron contraer 
matrimonio. Ambos coinciden en señalar que el interesado ha viajado tan sólo una vez a 
Colombia pero mientras que él dice que fue en septiembre de 2005 y que se quedó 14 días, 
ella dice que fue en 2006 y se quedó 20 días. Discrepan en la fecha de celebración del enlace 
matrimonial, ella dice que fue en noviembre y él que en octubre. Él señala que los gastos 
comunes los pagará él mientras que ella dice que juntos. El sabe que ella tiene una hija pero 
discrepan con quien vive la menor. Difieren en el número de hermanos que ella tiene, así como 
en el nombre de los mismos. Discrepan en gustos, aficiones, números de teléfono, profesión de 
cada uno, salario que perciben, ayuda económica, etc. Por otra parte y sin que sea 
determinante, existe una gran diferencia de edad entre los contrayentes, siendo el interesado 
44 años mayor que la contrayente. Todo ello hace pensar que el matrimonio proyectado no 
tiene los fines propios de esta institución sino otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
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Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 30 de junio de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 23 de mayo de 2007 Doña C., de nacionalidad española, nacida en T. el 20 de 
mayo de 1961, presentó en el Consulado General de España en S. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 19 de mayo de 2007 en V. 
(República Dominicana), según la ley local, con el Sr. P., de nacionalidad dominicana, nacido en 
G. (República Dominicana) el 1 de enero de 1971. Aportaba como documentación acreditativa de 
su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, acta de nacimiento en extracto, certificación 
de matrimonio con marginales de separación y de divorcio, pasaporte, DNI y certificado de 
empadronamiento en L.; y, del interesado, acta de nacimiento inextensa, declaración jurada de 
soltería, pasaporte dominicano y cédula de identidad electoral. 
 
 2. El 21 de febrero de 2008 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
interesado y la promotora fue oída en el Registro Civil de G. el 11 de abril de 2008.   

 
3. El 14 de mayo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de S. dictó 

auto denegando la inscripción, por haber llegado a la convicción de que el matrimonio era nulo 
por simulación. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que en su matrimonio ni hay ni ha 
habido nunca nada ilegal, que se ha casado por amor a una persona de sus mismas 
cualidades morales y que su felicidad depende de la decisión que sobre la inscripción de su 
matrimonio se adopte; y aportando, como prueba documental, informes médicos propios, 
resguardos de remesas y fotografías.   
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se opuso 
a la inscripción del matrimonio, y el Encargado del Registro Consular confirmó la resolución 
apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 
del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 
44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 
246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 
2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª 
de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de 
mayo y 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
República Dominicana el 19 de mayo de 2007 entre una ciudadana española y un nacional 
dominicano y del trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los 
que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Uno de los factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión 
Europea, permite presumir que un matrimonio es de complacencia es que los contrayentes no 
se hayan encontrado antes del matrimonio y, según consta por las declaraciones de los 
interesados, durante la primera y única estancia de ella en República Dominicana, de una 
semana de duración, se conocieron personalmente y contrajeron matrimonio al día siguiente de 
que ella llegara. Coinciden en señalar que los puso en contacto un sobrino de él que trabajaba 
en una obra cercana al domicilio de ella, pero discrepan sobre determinados aspectos de la 
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relación aducida. Así, él indica que ella le ha enviado dinero en cuatro ocasiones, en fechas y 
por conceptos que no recuerda, salvo que la última remesa precedió en dos días a la audiencia 
reserva; y ella refiere que le ha hecho dos transferencias puntuales: una de 150 € cuando su 
madre estuvo ingresada y otra para ayudarle con los gastos médicos que le ocasionaron las 
anginas de su hija. Se aprecia igualmente mutuo desconocimiento de datos personales, que no 
se justifica fácilmente entre personas que, según refiere el interesado, han hablado por teléfono 
todas las semanas a lo largo de cuatro años: ella indica que él, que manifiesta no haber 
estudiado y trabajar como ayudante de un veterinario, es veterinario y él señala que ella nació 
en A., añadiendo que no puede ser más preciso porque ella no le dijo nada más, e ignora la 
fecha de nacimiento, pese a que su cumpleaños fue al día siguiente de la celebración del 
matrimonio. A mayor abundamiento, manifiestan que cuatro hermanas del contrayente 
extranjero residen en España, que ella le mandó una carta de invitación, que le denegaron el 
visado, que entonces se plantearon que ella le hiciera un contrato de trabajo y que, como 
vieron que era complicado, decidieron casarse. A lo que antecede se une lo que el Encargado 
del Registro Consular viene reiteradamente informando, en estos supuestos de solicitud de 
inscripción de matrimonios celebrados en República Dominicana entre ciudadanos 
dominicanos y españoles, sobre la utilización, consciente o inconsciente, de tal institución con 
fines migratorios. 
  
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 4 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

   
 
                       Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

HECHOS 
 
 1.  Con fecha 8 de enero de 2008, Doña J. nacida en Cuba el 25 de junio de 1951 
y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en L.  impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 11 de agosto de 2007 con Don 
L., nacido en Cuba el 6 de febrero de 1960 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  
de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 12 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
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expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado dice que comenzaron la relación amorosa en el restaurante donde él trabaja, 
mientras que ella afirma que fue en un restaurante llamado L. Discrepan en el tiempo que ella 
trabajó como auxiliar de oficina ya que él manifiesta que trabajó allí nueve meses cuando 
fueron tres meses, la interesada antes trabajó como oficinista en una empresa eléctrica, sin 
embargo él dice que fue en una unidad militar. El interesado no sabe el nombre de una de las 
hijas de ella manifestando que se llama M. conocida por C. cuando en realidad se llama M., 
dice desconocer los apellidos de ellas. El interesado afirma no tener relación con las hijas de 
ella cuando ella dice que fue a través de ellas como conoció a su pareja. El dice que  
acompañó a la interesada a realizar los trámites para la obtención de la nacionalidad cuando 
ella declara que iba sola. Discrepan en como pasaron el fin de año ya que él dice que fue en la 
Iglesia sin las hijas de ella y ella  afirma que lo pasaron en casa de una de sus hijas y con sus 
nietos.  Difieren en los horarios de trabajo que él tiene, en el nombre de los amigos que ambos 
tienen, etc. Ámbos manifiestan que se casan para ir a vivir a  España. No presentan prueba 
alguna de su relación. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene 
detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de 
deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter 
migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (7ª) de 4 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

   
 

                      Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. En agosto de 2007 Don M., de nacionalidad española, nacido en M. el 28 de 
noviembre de 1961, presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración 
de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 26 de julio de 2007 en F. 
(Colombia), según la ley local, con la Sra. M., de nacionalidad colombiana, nacida en B. 
(Colombia) el 4 de abril de 1982. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; de la interesada, registro de nacimiento, pasaporte colombiano y 
certificado negativo de movimientos migratorios; y, propia, certificación de nacimiento, fe de vida y 
estado y pasaporte. 
 
 2. El 18 de septiembre de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
interesada y el promotor fue oído en el Registro Civil de B. el 10 de octubre de 2007. 
 
 3.  El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 27 de 
marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4.  Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, tras una larga relación a 
distancia, decidió conocerla personalmente y, después de varias semanas, convinieron en  que 
sería bueno aprovechar su estancia para contraer matrimonio; que ella falló en alguna de sus 
respuestas porque no conoce directamente a la familia de él, estaba nerviosa y ese día se 
encontraba mal; y que quieren vivir en familia y compartir lo bueno y lo malo que el futuro les 
depare; y presentando, como prueba documental, su pasaporte y factura de un billete de avión. 
 
 5.  De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el 
Encargado del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
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 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 C. c.) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 26 de julio de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. Consta por las 
declaraciones de ambos que su primer contacto -por Internet- se produjo en diciembre de 2006, 
que no se habían visto cuando él viajó a Colombia el 29 de junio 2007 con la documentación 
necesaria para contraer matrimonio y que, durante esa estancia, se conocieron personalmente 
y se casaron, en fecha que ella equivoca. Precisamente el hecho de que los contrayentes no se 
hayan encontrado antes del matrimonio es uno de los factores que, según la resolución arriba 
citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un matrimonio es de 
complacencia. Se advierten contradicciones en hechos relevantes de la relación aducida: si la 
persona que propició su primer contacto era una prima o una amiga común; si han comunicado 
por teléfono e Internet o exclusivamente por este último medio, tal como él indica y en otro 
momento de la audiencia reitera, al explicar porqué no sabe el número de teléfono de ella; si la 
única estancia de él, durante la que contrajeron matrimonio, duró mes y medio o dos meses, si 
convivieron o no antes del matrimonio o si fijarán su residencia en B. para estar juntos -él- o 
porque él es empleado público y vivirán mejor allá -ella-. Pese a que se alega que durante más 
de un año se han relacionado prácticamente a diario, se aprecia mutuo desconocimiento de 
datos personales y familiares relevantes, incluso de identidad: ella dice que el Sr. P. se apellida 
C., no recuerda su dirección, cree que la vivienda, de alquiler, es propia y que él, maestro, ha 
estudiado psicología e ignora la cuantía de los haberes que percibe, el número de hermanos 
que tiene y el nombre de sus padres, difuntos, de los que dice que viven en B. y que los conoce 
no personalmente. Y él cita correctamente en una ocasión los dos nombres del padre de ella y 
en otra en orden inverso. A lo que antecede se unen otros dos hechos, por sí solos no 
determinantes: que la madre de la interesada está residiendo en la misma población que él y 
que hay una significativa diferencia de edad entre los interesados.  
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 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 5 de mayo de 2009, sobre nacionalidad por 
residencia. 

  
 
 No procede la devolución de la solicitud inicial y de la documentación necesaria 
por el mero hecho de haber sido remitida por correo postal y no personalmente mediante el 
sistema de cita previa acordada por el Registro. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de autorización para instar la nacionalidad 
española por residencia a favor del hijo menor de catorce años, remitidas a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez  Encargada 
del Registro Civil de V. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito remitido por Correo Certificado al Registro Civil de V., Doña P., 
nacida el 11 de febrero de 1980 en Bolivia, solicita la nacionalidad española por residencia. Aporta 
como documentación: Tarjeta de residencia, contrato laboral, certificados de unión de parejas de 
hecho y certificado de nacimiento.  
 
 2. Con fecha 12 de mayo de 2008 el Registro Civil devuelve la solicitud de 
nacionalidad española a la interesada ya que la recepción de escritos de nacionalidad es mediante 
cita previa. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando se admita su escrito de petición de la nacionalidad 
española. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la estimación del recurso. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 221, 348 y 355 del Reglamento del Registro Civil y la 
Instrucción de 26 de julio de 2007. 
 
 II. La interesada remitió por correo postal desde Madrid al Registro Civil de V. 
solicitud de nacionalidad española por residencia, a la que adjuntaba determinada 
documentación exigida para dicha pretensión, conforme a lo establecido en los artículos 221 y 
siguientes del Reglamento del Registro Civil y en la Instrucción de este Centro Directivo de 26 
de julio de 2007, sobre tramitación de las solicitudes de adquisición de la nacionalidad por 
residencia. Recibida la solicitud y documentación adjunta por el Registro Civil de V., con fecha 
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12 de mayo de 2008, procedió a su devolución mediante oficio que justifica dicha actuación 
sobre la base de que “el sistema de recepción de escritos de nacionalidad decidido por este 
Registro Civil de V. es mediante cita previa, la cual se obtiene a través de los números que se 
adquieren por riguroso turno de llegada a las 9,00 horas, en la máquina de gestión de cola sita 
en el Registro Civil de V., en la Ciudad de la Justicia”. Esta inadmisión de la solicitud es la que 
constituye el objeto del presente recurso. 
 
 III. Prevé el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil que contra las 
resoluciones del Encargado no admitiendo el escrito inicial cabe recurso ante esta Dirección 
General en los quince días hábiles a partir de la notificación. Aún cuando, efectivamente, no 
pueda entenderse en sentido propio que el referido escrito de devolución tenga, al menos en 
cuanto a los aspectos formales, los caracteres propios de una resolución, lo cierto es que el 
efecto producido respecto de la solicitud presentada ha sido  la de su inadmisión, por lo que en 
tal sentido el recurso debe en principio considerarse procedente.  
 
 IV. Opone, no obstante, la Juez Encargada del Registro Civil a la admisión del 
recurso presentado dos objeciones, de forma y competencia, respectivamente. En cuanto a la 
primera, consiste en la falta de firma del recurso. Sin embargo, este hecho por sí sólo no puede 
erigirse en causa obstativa a la admisibilidad del recurso, toda vez que, si bien es cierto que los 
escritos de interposición del mismo, por remisión del artículo 358-I del Reglamento del Registro 
Civil, quedan sujetos a las normas que rigen los escritos de iniciación de los expedientes 
registrales y éstos deben venir firmados por la persona cuyos datos de identidad se hagan 
figurar en los mismos como propios del promotor, dado el régimen de restricción de 
legitimación para promover tales expedientes y recursos (cfr. art. 348 RRC, y de forma más 
explícita art. 70 nº 1, d de la Ley 30/1992), no es menos cierto que dicho defecto formal puede 
subsanarse en la forma prevista por el artículo 231 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (aplicable 
en este ámbito supletoriamente por la remisión que  a la legislación procesal establece el art. 
16 RRC), que incluso impone al órgano judicial – registral en este caso – una actuación de 
oficio en orden a promover la subsanación de los defectos en que incurran los actos procesales 
– registrales en este caso – de las partes. Subsanación que, por otra parte, ya se ha producido 
mediante el escrito de queja contra la denegación de la admisión que, paralelamente al recurso 
ahora enjuiciado, ha promovido la misma interesada. 
 
 V. Adicionalmente, la Juez Encargada del Registro Civil de V., en su informe 
preceptivo, opone una segunda causa de inadmisión del recurso cual es la relativa a la falta de 
competencia del citado Registro Civil para conocer y tramitar el expediente interesado de 
adquisición de la nacionalidad española por residencia, por venir ésta atribuida al Registro 
correspondiente al lugar del domicilio del promotor, falta de competencia que dicha Encargada 
colige del hecho de que el lugar de notificaciones indicado a los efectos del recurso se 
encuentra en M. y no en V.. Pero tampoco esta segunda causa de oposición se pueda admitir, 
toda vez que, por un lado, no cabe confundir los conceptos de “lugar que se señale a efectos 
de notificaciones”, que como mención debe figurar en el escrito del recurso del interesado (vid. 
art. 70 nº 1, a, de la Ley 30/1992), con el del domicilio o residencia habitual, determinante para 
fijar la competencia para la inscripción (vid. art. 16 nº 4, redactado por Ley 24/2005) y para la 
tramitación previa del expediente (vid. art. 342 RRC) y, por otro, el único dato relativo al 
domicilio de la interesada que obra en el expediente es el que figura en el modelo normalizado 
de solicitud, aprobado por Resolución de 7 de mayo de 2007 de la Subsecretaría del Ministerio 
de Justicia, en el que el consignado se corresponde con la localidad de Valencia, por lo que, 
sin perjuicio de la decisión de fondo, previa prueba verificatoria de la realidad de dicho domicilio 
- sobre lo que procede prejuzgar ahora - no existe base para rechazar de plano el escrito de 
solicitud por no ser manifiesta e incontrovertible dicha falta de competencia. Pero es que, en 
todo caso, centrado necesariamente el debate del recurso en las concretas causas en que se 
basó la denegación, por exigencias del artículo 358-II del Reglamento del Registro Civil que 
circunscribe la discusión del recurso a “las cuestiones relacionadas directa e inmediatamente 
con la decisión recurrida”, dicha objeción formulada en su posterior informe resulta 
incongruente con la alegada por la Encargada en el escrito de devolución de la solicitud inicial 
que, por ello y por carecer de apoyo legal, no puede ser mantenida en esta instancia. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar la decisión recurrida. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 5 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 
                     Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 27 de septiembre de 2007, Doña F. nacida en Cuba el 1 de mayo de 
1939 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 25 de agosto 
de 2004 con Don J., nacido en Cuba el 14 de enero de 1965 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de 
nacimiento y certificado  de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 21 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
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expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan 
en  como se conocieron. La interesada no sabe el segundo apellido de él ni su fecha de 
nacimiento, tampoco sabe los estudios que él tiene,  discrepan en los horarios de trabajo que él 
tiene, ella afirma que él ahora no trabaja porque está de baja médica pero no sabe el motivo (él 
tiene problemas de corazón). Manifiestan que se han comunicado por teléfono pero no 
presentan prueba alguna de ello. También difieren en los regalos que se hicieron. Es 
importante señalar que el interesado manifiesta que no han tramitado antes la inscripción del 
matrimonio porque no tenía interés en viajar pero que ahora quiere vivir en España, por su 
parte la interesada declara que está legalizando el matrimonio para que él pueda tener una 
residencia legal en España. Así mismo, aunque esto no es determinante existe una gran 
diferencia de edad entra los interesados, la interesada es 26 años mayor que el interesado. 
Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro 
Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha 
acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 6 de mayo de 2009, sobre constancia de títulos 
nobiliarios. 

  
 
                     Sólo pueden figurar en el asiento si consta o se justifica su posesión legal. 
 
 En las actuaciones para constancia en inscripción de nacimiento de títulos nobiliarios, 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
providencia de la Juez Encargada del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de M. el 24 de agosto de 2006, 
Don Á. solicita que en la inscripción de nacimiento de su hijo Á., nacido el 22 de agosto de 
2006, conste el título nobiliario de Vizconde de I. a continuación de los apellidos de los padres, 
por estar contemplado en el artículo 135 del Reglamento del Registro Civil. Adjunta como 
documentación: Certificado de su nacimiento, hoja declaratoria de datos para inscripción de 
nacimiento y Libro de Familia. 

 
 2. La Juez Encargada del Registro Civil de M. mediante providencia de fecha 11 
de septiembre de 2006 deniega lo solicitado por el interesado ya que en el artículo 135 del 
Reglamento del Registro Civil, en los asientos se expresarán los títulos nobiliarios o dignidades 
cuya posesión legal consta o se justifique debidamente en el acto, ahora bien, se estima que 
dicha anotación debe hacer referencia a los títulos que ostente legalmente el propio inscrito, sin 
que pueda extenderse a hacer referencia a los títulos nobiliarios que ostenten sus familiares, 
aunque sean sus progenitores. 

 
 3. Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, volviendo a solicitar que en la inscripción de nacimiento de su hijo 
figure el título nobiliario de Vizconde de Iznájar. 

 
 4. De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa su 
estimación. La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Visto el artículos 35 de la Ley del Registro Civil; 135 del Reglamento del Registro 
Civil; y la Resolución de 20-3ª de enero de 1997. 

 
II. La pretensión del promotor tiene por objeto que en la inscripción de nacimiento de 

su hijo, acaecido el 22 de agosto de 2006, se haga constar a continuación de los apellidos de los 
padres el título nobiliario de Conde de I. e, igualmente, en el apartado de “observaciones” se deje 
referencia de los títulos de los abuelos paternos (Condes de C., Marqueses de A. y Grandes de 
España). Por la Juez Encargada se dictó providencia haciendo constar que los títulos de los que 
es procedente la constancia son sólo aquellos que ostente el propio inscrito y no los que puedan 
poseer otros familiares. Esta providencia constituye el objeto del presente recurso. 
 

III. El párrafo tercero del artículo 135 del Reglamento establece que "en los asientos 
se expresarán los títulos nobiliarios o dignidades cuya posesión legal conste o se justifique 
debidamente en el acto". No cabe, como pretende el recurrente una interpretación extensiva del 
citado precepto de manera que deba hacerse constar en la inscripción de nacimiento los títulos 
nobiliarios que correspondan a los progenitores del nacido o a otros parientes de la línea recta 
ascendente. Una interpretación en este sentido sería contradictoria con las indicaciones que para 
la extensión de los asientos en general prevén los artículos 35 de la Ley del Registro Civil y 135.I 
de su Reglamento.  

 
IV. En efecto, la exégesis indicada de los citados preceptos legal y reglamentario no 

se desprende sólo de su literalidad, sino que es igualmente la que resulta de la naturaleza jurídica 
de los títulos nobiliarios y de los precedentes normativos en la materia. Así, hay que recordar que 
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la condición nobiliaria no tiene trascendencia alguna en el estado civil de la persona, ni otorga 
cualidad de eficacia jurídica alguna, más allá del singular tratamiento que atribuye y su valor 
honorífico y simbólico, y desde luego carece de toda relevancia en lo relativo a la capacidad de 
obrar de la persona que ostenta la posesión legal del título.  

 
A esta singular naturaleza jurídica del título nobiliario se refiere la Exposición de 

Motivos de la Ley 33/2006, de 30 de octubre, sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden 
de sucesión de los títulos nobiliarios, afirmando que “actualmente la posesión de un título 
nobiliario no otorga ningún estatuto de privilegio, al tratarse de una distinción meramente 
honorífica cuyo contenido se agota en el derecho a usarlo y a protegerlo frente a terceros. En la 
concesión de dignidades nobiliarias de carácter perpetuo, a su naturaleza honorífica hay que 
añadir la finalidad de mantener vivo el recuerdo histórico al que se debe su otorgamiento, razón 
por la cual la sucesión en el título queda vinculada a las personas que pertenezcan al linaje del 
beneficiario de la merced. Este valor puramente simbólico es el que justifica que los títulos 
nobiliarios perpetuos subsistan en la actual sociedad democrática, regida por el principio de 
igualdad de todos los ciudadanos ante la ley”. Es por ello que en el Derecho español, aplicable 
al caso como Lex Cartae Concessionis (vid. dictamen del Consejo de Estado de 10 de 
septiembre de 1981, y  Resolución DGRN de 20 de enero de 1997), la naturaleza jurídica de 
los títulos nobiliarios, a diferencia de los apellidos de la persona, no se corresponde con la que 
es propia de los “derechos de la personalidad”, como ya afirmó la Sentencia de nuestro 
Tribunal Supremo de 21 de mayo de 1971. Se trata de “concesiones” de la autoridad pública 
del Estado de que se trate, que se pueden usar como complementos del apellido, pero sin 
llegar a formar parte del mismo, por lo que no constituyen “signo identificativo de la persona”. 

 
V. Lo anterior permite comprender el hecho de que la Ley del Registro Civil no 

haga referencia alguna a los títulos nobiliarios, exclusión que igualmente se mantenía en el 
proyecto de Reglamento, a pesar de lo cual en la redacción final de éste se introdujo en el 
artículo 135 “in fine” la previsión de la mención en los asientos registrales de los títulos 
nobiliarios o dignidades cuya posesión legal conste o se justifique debidamente, como mención 
complementaria de las de identidad de la persona a que se refiere el acto o hecho del estado 
civil que tenga por objeto, a diferencia de lo que ocurría durante la vigencia del Real Decreto de 
28 de junio de 1915, en cuyo artículo primero se establecía que en las inscripciones referentes 
a personas que ostenten títulos nobiliarios, se hará constar la denominación del título o títulos 
que correspondan al interesado, a lo cual añadía que en las inscripciones de descendientes de 
personas que ostentes dichos títulos se harán constar los de los padres, previsión ésta relativa 
a las inscripciones de los descendientes de la persona que ostenta el título que falta en la 
regulación actual, privando así de cobertura normativa la pretensión objeto del presente 
recurso. 

 
Por ello ha de concluirse que, en una inscripción de nacimiento sólo cabe dejar 

constancia, si así se solicita, de aquellos títulos nobiliarios cuya posesión legal corresponda al 
inscrito. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar la providencia recurrida. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 6 de mayo de 2009, sobre adopción internacional. 

  
 
                  Siendo evidente la discordancia entre la fecha de nacimiento que consta en la 
inscripción y la edad biológica de los adoptados, procede que se haga constar en la inscripción 
de nacimiento la establecida por el informe del médico forense. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de M. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 15 de enero de 2007 Doña J. y Don L. solicita la 
inscripción de nacimiento de su tres hijos adoptados V., C. Y S., ampliando la solicitud de 
corrección de las edades de los mismos y que figura en sus partidas de nacimiento debidamente 
legalizadas, ya que existe un error en las partidas de nacimiento originales, de acuerdo con esto la 
fecha de nacimiento de los menores sería: V. el 9 de enero de 1995, C. el 19 de mayo de 1999 y 
S. el 10 de julio de 2002. Aportan como documentación: Certificados de nacimiento de los 
menores, certificados médicos y volante de empadronamiento. 
 
 2. El Ministerio Fiscal emite informe desfavorable. La Juez Encargada del Registro 
Civil mediante acuerdo de fecha 24 de agosto de 2007, acuerda la inscripción de nacimiento fuera 
de plazo de los menores con marginal de adopción y adquisición de la nacionalidad española. 
 
 3. Notificados los interesados y el Ministerio Fiscal, éste interpone recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que existen dudas sobre la verdadera 
edad de los menores, con datos poco precisos y contradictorios con los consignados en la fecha 
de nacimiento de los menores. 
 
 4. Notificados los interesados, éstos interesan la desestimación del recurso. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil; 12 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil y las Resoluciones de 4-1ª de enero y 10-5ª de septiembre de 
2001;28-2ª de marzo, 3-4ª de abril, 28-5ª y 30-2ª de noviembre de 2006; 19-7ª de septiembre 
de 2007. 
 
 II. Se ha pretendido por este expediente la inscripción de nacimiento fuera de plazo 
de tres menores etíopes, adoptados por los promotores, con rectificación de la fecha de 
nacimiento que consta en las inscripciones locales y que afecta a dos de ellos, porque alegan 
que no concuerda con la real en que dichos nacimientos acaecieron. Constan en el expediente 
los informes del médico forense interesados por la Juez Encargada del Registro Civil, basado 
en las características morfológicas de los menores, y también los informes médicos privados 
aportados por los promotores (exploración dental y radiológica sobre el proceso de osificación), 
todos ellos favorables por su contenido facultativo a la pretensión deducida por los citados 
promotores. 
 
 Por la Juez Encargada del Registro Civil español competente se dictó auto de 24 
de agosto de 2007 acordando la inscripción solicitada y estableciendo los datos que debían 
constar en los respectivos asientos, entre ellos las fechas de sus respectivos nacimientos. En 
cuanto a este dato, acordaba que la fecha de nacimiento del menor llamado V. sería la de 9 de 
septiembre de 1996 (en el certificado de nacimiento del Registro etíope figura la de 9-enero-
2000; el médico forense le atribuyó una edad de 10-11 años; y los informes médicos aportados, 
9 años, según la prueba ósea y 11 años, la dental). Respecto de la menor C., acordaba que su 
fecha de nacimiento sería la de 19 de mayo de 1999 (en el certificado de nacimiento de su país 
de origen figura la de 19-mayo-2001; el médico forense le atribuye una edad de 8 años; y los 
informes médicos aportados 7 y 8 años). Finalmente, respecto del tercero de los menores, S., 
no se planteó cuestión por ser coincidente la fecha de nacimiento que consta en el auto con la 
que figura en la certificación local de su nacimiento. 
 
 III. El auto citado constituye el objeto del recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, recurso al que han mostrado su oposición los padres adoptantes. Se fundamenta la 
impugnación del Fiscal en que estos no formularon objeción alguna ante los organismos o 
autoridades etíopes respecto de las edades que se hicieron constar en las certificaciones de 
sus nacimientos; en que la Encargada no ha razonado la edad atribuida al menor V.; y en que 
las edades asignadas a los menores en los informes médicos no son coincidentes. Por ello 
estima que debió diferirse la fijación de la verdadera edad, al existir dudas sobre ella, hasta su 
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determinación por la vía judicial ordinaria, por ser la fecha de nacimiento un dato esencial de la 
inscripción. 
 
     No hay impugnación por parte del Ministerio Fiscal respecto de la fecha de 
nacimiento del menor S., por lo cual el recurso va referido a las inscripciones de los otros dos 
hermanos. 
 
 IV. Es cierto que la fecha de nacimiento, determinante de la edad, no es una mera 
mención de identidad que pueda ser rectificada por expediente gubernativo, sino que 
constituye un dato esencial de la inscripción de nacimiento de la que ésta da fe (cfr. art. 41 
LRC), pero en este caso debe tenerse presente que la inscripción aún no ha sido practicada y 
que las actuaciones seguidas a instancia de los promotores han obedecido a la existencia de 
una evidente discordancia entre la edad aparente de los menores y la que se hizo constar por 
las autoridades etíopes en sus respectivas certificaciones de nacimiento, discordancia, que de 
no ser corregida podría ocasionar serios perjuicios al desarrollo de la personalidad de los 
menores, cuyo interés es el que debe tenerse prioritariamente en cuenta. 
 
 Las pruebas médicas efectuadas particularmente y la preceptiva del médico 
forense son coincidentes en el carácter erróneo del dato de las fechas de nacimiento que 
figuran en las certificaciones de nacimiento expedidas por el Registro local etíope. Repárese 
que en este caso el título de la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español no son 
aquellas certificaciones extranjeras, sino el propio auto con que finaliza el expediente de 
inscripción de nacimiento fuera de plazo, en cuya tramitación, regulada por los artículos 311 a 
316 del Reglamento del Registro Civil, se prevé expresamente que “en caso de duda sobre el 
sexo o edad del nacido, emitirá dictamen el Médico del Registro Civil o su sustituto” (referencia 
al Médico del Registro Civil que actualmente debe entenderse hecha al Médico Forense ex art. 
378 RRC y RD 181/1993, de 9 de febrero), precepto que guarda concordancia con la norma 
contenida en el artículo 169 del propio Reglamento del Registro Civil respecto de la inscripción 
de nacimiento promovida dentro del plazo legal cuando se ignore la fecha de nacimiento, en 
cuyo caso sólo procederá la inscripción en virtud de expediente en el que “en defecto de otras 
pruebas, se establecerá el día, mes y año del alumbramiento, de acuerdo con la edad 
aparente, según informe médico”, informe médico que, coincidentemente con el dictamen 
forense practicado en el presente caso, viene a confirmar el error sobre la fecha de nacimiento 
que figura en las certificaciones locales aquí debatidas denunciada por los promotores. 
 
 V. Por tanto, lo que antecede, unido a que las certificaciones del Registro local no 
ofrecen garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la legislación española (cfr. 
art. 85 RRC) y a que con esta modificación de las fechas de nacimiento se consigue una mayor 
concordancia del Registro con la realidad (cfr. art. 26 LRC), lleva a la conclusión de que el auto 
recurrido debe ser confirmado. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 6 de mayo de 2009, sobre inscripción de adopción. 

  
 
                   Las adopciones constituidas con arreglo al vigente Derecho etíope, en los casos 
en que los padres biológicos del menor adoptado han fallecido o se encuentran en situación de 
incapacidad para educar y criar a sus hijos, cumplen la regla de “correspondencia de efectos" 
impuesta por el artículo 9 n° 5 del Código civil y, por tanto, pueden ser reconocidas en España 
como verdaderas adopciones en el sentido pleno del término propio del Derecho español y, en 
su virtud, siempre que se cumplan los demás requisitos legales, ser inscritas en el Registro 
Civil español. 
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 En las actuaciones sobre inscripción de adopción remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de D. 
 

H E C H O S 
 
 1. J. de nacionalidad chilena y Doña E., de nacionalidad española, mediante escrito 
dirigido al Registro Civil de D., exponen que han adoptado una niña y solicitan de conformidad con 
el apartado 5 del artículo 16 de la Ley de Registro Civil se practique la inscripción de nacimiento y 
se inscriba en el Registro Civil del domicilio de Pego, con los siguientes datos de la menor 
adoptada: N., nacida el 31 de enero de 2005 en Etiopía. Asimismo solicitan se practique una 
nueva inscripción de nacimiento en la que conste solamente las circunstancias de los padres 
adoptivos y la oportuna referencia al matrimonio de estos. Aportan la siguiente documentación: 
DNI y certificados de nacimiento de los solicitantes, volante de empadronamiento, certificado de 
nacimiento de la menor y sentencia de adopción. 
 
 2. El Ministerio Fiscal emite informe desfavorable. La Juez Encargada del Registro 
Civil mediante acuerdo de fecha 29 de noviembre de 2007, deniega la inscripción de nacimiento 
solicitada ya que Etiopía es un estado que carece de convenios con España en materia de 
adopción, por tanto es de aplicación lo dispuesto en el artículo 9.5 del Código Civil. Con arreglo al 
Código de Familia etíope en la adopción, el adoptado conserva los vínculos con su familia de 
origen estando sujeta la adopción a numerosas causas de revocación, siendo ineficaz la adopción 
frente a aquellos familiares que se hayan opuesto a ella. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado solicitando la inscripción de nacimiento de su hija, alegando que 
conocen otros casos de adopciones de niños etíopes que se han inscrito en el Registro Civil igual 
que otro menor, que el padre biológico de la menor renunció a ella por no poder hacerse cargo 
económicamente y no solicitará de nuevo su paternidad en un futuro. Aportan pruebas 
documentales como otras resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
tomadas en este sentido. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, éste se adhiere al recurso en vista de la nueva 
postura más flexible adoptada por la Dirección General de los Registros y del Notariado. La Juez 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 9, 12, 175, 176, 178 y 180 del Código civil; 1, 15, 18, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil; 66, 68 y 342 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones 
de 11 de mayo de 1999, 5-2a de abril de 2000, 19 de mayo de 2001, 3 de abril de 2002, 23-4a 
de enero de 2 0 04 y 19 de noviembre de 2 0 05; y 6-1a de abril de 2006, y de 1-5a y 21-5a de febrero 
de 2007. 

 
 II. Se pretende por los interesados, un matrimonio chileno-español, la inscripción 
de la adopción constituida por ellos respecto de una menor etíope nacida el 31 de enero de 
2005. La constitución de la adopción, formalizada conforme a la ley local etíope mediante 
contrato entre los adoptantes y la Organization for Gold Age, fue ratificada por las autoridades 
judiciales etíopes competentes, en particular, por el Tribunal Federal de Primera Instancia 
mediante sentencia de 15 de octubre de 2007. En dicha resolución consta expresamente que 
la niña es huérfana, pero, contradictoriamente, se dice que se ha solicitado la autorización del 
padre de la menor quien ha dado su conformidad al contrato de adopción, por no poder educar 
a su hija. Esta contradicción, en términos lógicos, sólo se puede resolver entendiendo que la 
niña es huérfana de madre, pero no de padre. Por otra parte, los adoptantes habían obtenido 
en España el correspondiente certificado de idoneidad. La Juez Encargada del Registro Civil 
municipal español competente, por auto de 29 de noviembre de 2007, denegó la inscripción de 
la adopción por falta de correspondencia de efectos de la adopción etíope con la española y 
con apoyo en la resolución de este Centro Directivo de 6 de abril de 2006 -1a-. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
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III. La cuestión planteada versa sobre la posible inscripción en los Registros 

Civiles españoles de las adopciones que puedan constituirse en Etiopía por ciudadanos 
españoles residentes en España a favor de menores de nacionalidad etíope. Tales adopciones 
serán inscribibles siempre que se pueda alcanzar la conclusión de su validez jurídica y su 
documentación auténtica, y siempre que la adopción etíope pueda considerarse institución 
equivalente a la adopción española. 

 
     Tal validez jurídica será predicable en todos los supuestos en que la adopción 

respectiva se haya constituido ante la autoridad etíope competente en la forma establecida por 
la lex loci y que se haya aplicado la ley etíope del adoptando en cuanto a capacidad y 
consentimientos necesarios (cfr. arts. 9-5 y 11 Cc). Presupuesto lo anterior, la cuestión se 
centra en determinar si, dada la falta de ratificación por parte de Etiopía del Convenio de La 
Haya de 29 de mayo de 1993, relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de 
adopción internacional y la ausencia de Convenios bilaterales en la materia entre Etiopía y 
España, es aplicable al caso la previsión, introducida en el artículo 9-5 del Código civil por la 
Ley Orgánica 1/1.996, de 15 de enero (vigente a la fecha de constitución de la adopción 
debatida) en el sentido de que: "no será reconocida en España como adopción la constituida 
en el extranjero por adoptante español, si los efectos de aquélla no se corresponden con los 
previstos por la legislación española", lo cual no siempre resulta fácil de determinar, ya que si 
la simple aplicación del derecho extranjero plantea dificultades cuando se trata de acreditar su 
contenido y vigencia (cfr. art. 12-6 Cc), es evidente que la tarea es aún más delicada cuando 
no sólo hay que desentrañar el alcance de una institución extranjera sino que es necesario, 
además, efectuar una labor de comparación entre una determinada institución extranjera y la 
correlativa institución española. Esta labor requiere aquí confrontar si los efectos de la 
adopción etíope "se corresponden" con la adopción española, regulada por el Código civil. 
 

IV. Pues bien, sobre esta exigencia de "correspondencia de efectos" han recaído 
ya diversos pronunciamientos de esta Dirección General que, dado su valor interpretativo, 
resulta conveniente sistematizar: 

 
Primero. Los "concretos efectos" de la adopción extranjera que se deben 

corresponder con los previstos por la Ley española son los siguientes: 
 
1. Establecimiento del mismo vínculo de filiación que el que tienen los hijos por 

naturaleza. Se trata de un efecto absolutamente fundamental. La adopción debe ser en este 
sentido "una institución que procura el desarrollo integral del niño en el seno de una familia 
estableciendo el mismo vínculo de filiación que el que tienen los hijos por naturaleza" (cfr. 
Resoluciones de 4-3a de octubre de 1996, 30 de marzo de 1999, 9-9a de septiembre de 2002, 
y 24-3a de  septiembre de 2002). 

 
2. .   Extinción de vínculos jurídicos entre el adoptado y su familia anterior (art. 178 

Código Civil), como ha señalado esta Dirección General de los Registros y del Notariado (cfr. 
Resoluciones de 19 de mayo de 2001, 5-2a de abril de 2000, 30 de marzo de 1999, 9-9a de 
septiembre de 2002, y 4 de julio de 2005). Se trata de un efecto paralelo al anterior basado en 
la idea de que la filiación es indivisible y no compartida entre dos familias. 

 
3. Carácter irrevocable de la adopción. Así lo proclama con claridad el artículo 180 

del Código civil en su n° 1 conforme al cual "La adopción es irrevocable", y así lo ha venido 
interpretando la doctrina oficial de este Centro Directivo (vid. Resoluciones de 1-2a de 
septiembre 1995, 9-9a de septiembre de 2002, y Consulta DGRN de 22 de diciembre de 2004, 
entre otras). 

 
Una adopción revocable por los particulares no podrá acceder a los Registros 

españoles. Ahora bien, el mismo artículo 9 n° 5-IV del Código Civil indicaba que los adoptantes 
podían renunciar a la revocabilidad en documento público o por comparecencia ante el 
Encargado del Registro civil, con lo que la adopción extranjera en tales casos puede inscribirse 
en los Registros españoles y surte efectos en España (vid. Resolución de 6-2a de mayo de 
2000). En el caso de las revocaciones judiciales o decretadas por la autoridad judicial, es 
necesario un estudio caso por caso en función de las causas a que pueda responder dicha 
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revocación, partiendo en todo caso del dato de referencia de que incluso los supuestos de 
extinción judicial de la adopción presenta en nuestro Derecho un carácter excepcionalísimo, 
limitado a los casos en que el padre o la madre, sin culpa suya, no hubieren tenido la 
intervención en el expediente de adopción que prevé el Código civil - art. 180.2 Cc- (cfr. 
Resoluciones de 11-1a de marzo de 1997, 30 de marzo de 1999, y Consulta DGRN de 2 de 
diciembre de 2004). 

 
Segundo. La "correspondencia de efectos" no debe ser absoluta o total, pero sí 

"fundamental", y en este sentido resulta más apropiado hablar de "equivalencia" que de 
"igualdad" de efectos (cfr. Resoluciones de 9-9a de septiembre de 2002, 24-3a de septiembre 
2002 y Consulta DGRN de 2 de diciembre de 2004). 

 
V. Pues bien, existen "adopciones extranjeras" cuyos efectos no son equiparables 

a los que produce la adopción regulada en España y que, por tanto, no surten efectos en 
España como "adopciones". Este es el caso de las denominadas "adopciones simples" o 
"menos plenas". 

 
     El caso al que se refiere el presente recurso es el de la adopción regulada por la 

legislación de Etiopía y, en definitiva, se centra en determinar si los efectos que dicha 
legislación atribuye a las adopciones constituidas a su amparo se corresponden o no con los 
previstos por la legislación española a los efectos de lo establecido en el artículo 9.5 del 
Código civil español -en la redacción vigente en el momento de la constitución de la adopción-, 
esto es, a fin de poder reconocer tales adopciones en España, condición necesaria previa a su 
inscripción en el Registro Civil español (vid. Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor) . Como ya se ha indicado en la Resolución de esta Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 6-1a de abril de 2006, este Centro Directivo 
resolvió el recurso interpuesto contra una denegación de inscripción de una adopción 
constituida por un matrimonio español, él de origen etíope, de tres sobrinos del marido, 
etíopes, menores de edad, nacidos respectivamente en 1988, 1989 y 1991, partiendo de la 
prueba del Derecho etíope disponible en tal momento y procediendo a la compleja exégesis 
comparativa entre el Derecho extranjero - en este caso etíope - y el español en esta materia, 
alcanzando la conclusión en el caso examinado de la falta de correspondencia de efectos entre 
la adopción etíope concreta cuestionada y la regulada por el Derecho español. 

 
 En el enjuiciamiento de esta cuestión por parte de la citada Resolución un aspecto 
clave para llegar a la conclusión de la falta de correspondencia de efectos entre la adopción 
examinada y la prevista en la legislación española fue el dato de que la ley etíope no anuda a 
la adopción el efecto de producir la ruptura de los vínculos con la familia de origen. Antes, al 
contrario, expresamente se declara la subsistencia de tales vínculos. En concreto el Código de 
Familia Revisado (Proclamation n°213/2000, de 4 de julio) publicado en la Federal Negarit 
Gazetta (Addis Abeba) dispone en el número 1 de su artículo 183 que el niño adoptado 
conservará sus vínculos con la familia de origen ("The adopted child shall retain his bonds with the 
family of origin"). Ahora bien, éste es un dato que resultaba decisivo en el contexto de las 
circunstancias propias del caso concreto resuelto por la reiterada Resolución de 6-1a de abril de 2 
006, toda vez que los menores adoptados, de 16, 15 y 13 años de edad respectivamente en el 
momento de su adopción, no se encontraban ni en situación de desamparo ni en situación de 
acogimiento o tutela legal por parte de ningún orfanato o centro público o privado dedicado a la guarda 
de menores, sino, de acuerdo con el conocimiento adquirido por este Centro Directivo, plenamente 
integrados en su familia de origen, situación en la cual el mantenimiento de los vínculos con la 
misma adquiere una relevancia jurídica que no presenta en los supuestos de niños abandonados, o en 
situación de desamparo por fallecimiento, ausencia o incapacidad de sus progenitores y en aquellos 
otros casos de menores cuyos padres son desconocidos o respecto de los cuales no se ha podido 
determinar legalmente su relación de filiación. 
 

VI. La cuestión que ahora se plantea es la de si la doctrina oficial de este Centro Directivo 
contenida en la citada Resolución de 6-la de abril de 2006 es extrapolable a toda adopción constituida con 
arreglo a la legislación etíope o si, por el contrario, se debe entender limitada a los supuestos indicados 
de adopción de niños de padres conocidos y que no se encuentren incursos en ninguna de las 
circunstancias antes indicadas de fallecimiento, ausencia o incapacidad a que se refiere el artículo 191 
n° 2 del Código de Familia Revisado de Etiopía. A fin de dar respuesta general a este interrogante 
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examinaremos cada uno de estos tres aspectos de forma separada, no sin recordar que la 
"correspondencia de efectos" que exige el artículo 9.5 del Código civil en su anterior redacción, no implica 
una coincidencia absoluta o total, pero sí de sus elementos fundamentales, por lo que ha de apreciarse una 
situación de "equivalencia" de efectos, sin que llegue a ser exigible una "identidad" o "igualdad" plena de 
efectos. 

 
 1o. Establecimiento del mismo vínculo de filiación que el que tienen los hijos por 
naturaleza. Este es un requisito, como antes se indicó, absolutamente fundamental, esencial y que no 
admite excepción o modulación alguna. Requisito que no hay dificultad alguna en entender 
concurrente en el caso de las adopciones etíopes a la vista de lo dispuesto al respecto por el Código de 
Familia etíope, conforme al cual en la adopción etíope el niño adoptado será considerado, a todos los 
efectos, hijo del adoptante (art. 181. Effects: "an adopted child shall, for all  purposes, be deemed 
to be the child of the adopter"); en coherencia con tal postulado, el Código civil en su artículo 
556 sanciona la creación de vínculos no sólo de consanguinidad, sino también de afinidad en virtud 
del contrato de adopción - la adopción etíope parte de un contrato, "contract of adoption" o 
"agreement of adoption", pero que ha de ser aprobado judicialmente para devenir eficaz ex art. 
194 del Código de Familia - (art. 556: Relationship by adoption: "Bonds of consanguinity and 
affinity may be created by a contract of adoption"); este precepto, a su vez, se remite al artículo 796 
que confirma la creación del nuevo vínculo de filiación, al disponer en su número 1 que  "A bond of 
filiation may be created artificially by a  contract of adoption between the adopter and the 
adopted child/f. 

      Por lo demás, también el "contenido" de la filiación es idéntico en cuanto a derechos y 
deberes en el Derecho etíope y en el Derecho español, al no preverse ninguna restricción respecto de 
los adoptados en materia de orden sucesorio, derechos legitimarios, derecho de alimentos, formas de 
ejercicio o causas de extinción de la patria potestad, etc. 

 
     2o. Extinción de vínculos jurídicos entre el adoptado y su familia de origen. Se trata de un 

efecto que resulta en el Derecho español inequívocamente de lo dispuesto en el artículo 178 n° 1 del Código 
civil: "La adopción produce la extinción de los vínculos jurídicos entre el adoptado y su familia anterior". Se 
trata de un efecto complementario y paralelo al anterior por partirse de la premisa de que la filiación es 
indivisible y que, como regla general, no puede ser compartida por dos familias. 

 
 Y es justamente aquí dónde se produce el principal punto de fricción entre la regulación 
de las adopciones en el Derecho español y el Derecho etíope, ya que este último en el artículo 183 n° 1 
ya vimos que prescribe el mantenimiento de tales vínculos. Ahora bien, el problema tan sólo se 
planteará cuando se de el presupuesto previo de que los padres biológicos del menor adoptado sean 
conocidos -que es lo que sucede en el presente caso respecto del padre-. En defecto de filiación 
biológica conocida y legalmente determinada, por definición, no se producirá la concurrencia de filiaciones 
duplicadas o concurrentes entre los padres biológicos y los adoptivos, sin que la eventual determinación 
legal posterior a la adopción de la filiación materna y/o paterna por naturaleza pueda alterar la validez plena 
de la adopción, toda vez que en virtud de la adopción el menor adquiere la nacionalidad española de origen 
(cfr. art. 19 n° 1 Cc), lo que supone que el contenido de su filiación, incluso adoptiva, se rigen por la 
nueva ley personal del hijo (cfr. art. 9 n° 4 Cc), esto es, por la ley española, dando entrada a la previsión 
contenida en el artículo 180 n° 4 del Código civil, según el cual "la determinación de la filiación que 
por naturaleza corresponda al adoptado no afecta a la adopción". 
 

       La cuestión queda, por tanto, reducida a aquellos otros casos en que encontrándose 
el menor sujeto a un régimen de tutela o guarda legal (requerimiento que impone el artículo 185 del 
Código de Familia etíope que en cuanto a los requisitos subjetivos del adoptando los define 
estableciendo que "Any person who is less than eighteen years of age and under guardianship 
may be adopted"), y aún siendo conocida su filiación, se produzca la circunstancia de que ambos 
progenitores hayan fallecido, se encuentren ausentes o carezcan de la capacidad para prestar el 
consentimiento que, en ausencia de tales circunstancias, prescribe el artículo 191 del Código de 
Familia. Es en estas situaciones intermedias en que, incluso siendo conocida la filiación, los 
padres no se encuentran en condiciones aptas para atender las obligaciones de cuidado y educación del 
menor, generando una situación de desamparo que da lugar a la intervención de los centros públicos o 
privados a que se refiere el artículo 192 del Código de Familia a fin de poder asumir la custodia del menor, 
en las que la falta de ruptura de los vínculos con la familia de origen pueden plantear dudas en cuanto 
a su eficacia obstativa del juicio de equivalencia de efectos con respecto a las adopciones 
españolas, dado que aquellas circunstancias, no en el supuesto de fallecimiento de ambos progenitores, 
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pero sí en los de ausencia y de incapacidad pueden presentar una gradación muy diversa en los distintos 
casos de la realidad práctica, pudiendo darse el caso de la aparición sobrevenida del progenitor 
ausente o la recuperación de su capacidad y aptitud para el ejercicio de su deberes paterno-filiales y para 
la eventual reclamación de los derechos recíprocos del progenitor/es anteriormente incapaz. 
 Es aquí donde un minucioso examen del Derecho positivo etíope, con arreglo a los 
textos normativos de que ha adquirido conocimiento oficial este Centro Directivo, descubre la existencia 
de importantes argumentos jurídicos para sostener la escasa virtualidad práctica y la exigua relevancia 
jurídica del mantenimiento de los vínculos con la familia de origen según resulta del hecho de que 
conforme al apartado 3 del artículo 183 del Código de Familia etíope "Wherever a choise has to be 
made between the family of adoption and the family of origin, the family of adoption shall 
prevail", precepto del que resulta un claro principio de prelación o preferencia a favor del vínculo 
filial resultante de la adopción respecto del vínculo subsistente derivado de la procreación natural en 
cualquier caso de colisión, conflicto o incompatibilidad entre ambas filiaciones, según la interpretación 
más plausible del trascrito precepto. Desde esta perspectiva, reducida así la subsistencia de los vínculos 
con la familia de origen al ámbito de los efectos compatibles con la filiación adoptiva, desaparece la 
confrontación o falta de equivalencia con el Derecho español, ya que también en éste se mantiene un 
ámbito de eficacia residual de la filiación natural, en concreto exceptuándose tal ruptura de vínculos en 
cuanto a los impedimentos matrimoniales - por razón de parentesco - (cfr. art. 178 n° 3 y 47 n° 1 y 2 
Cc) y admitiendo la posibilidad de la reviviscencia de la patria potestad de los progenitores naturales y de 
extinción de la adopción cuando sin culpa del padre o de la madre no hubieren intervenido en el 
expediente de adopción a fin de expresar su consentimiento o asentimiento a la adopción (cfr. art. 180 n° 
3), sin perjuicio de la conservación de la nacionalidad y de los efectos patrimoniales ya producidos. 
 
 3o. Finalmente, se exige que la adopción constituida ante autoridad extranjera tenga 
carácter irrevocable. Así resulta del artículo 180 n° 1 del Código civil que categóricamente dispone que 
"La adopción es irrevocable". En la legislación etíope encontramos en este punto una clara antinomia, 
ya que si, por una parte, el artículo 195 del Código de Familia, titulado "Irrevocabilidad de la adopción", si 
bien comienza formulando la proposición de que "la adopción no puede ser revocada por ninguna 
razón", a continuación introduce diversas causas en presencia de las cuales se puede excepcionar dicha 
regla general, causas vinculadas al maltrato de que el adoptante pueda hacer objeto al adoptado 
(sometimiento a trato similar a la esclavitud, forzarle a realizar actos inmorales o cualquier otra actuación 
que pueda ir en detrimento de su futuro), es decir, que se admite la revocación de la adopción en 
presencia de actos que supongan un grave incumplimiento de los deberes de cuidado y educación del 
menor propios de la patria potestad (cfr. art. 154 Cc). Pero no es la admisión de excepciones a la 
regla general lo que determina la antinomia o contradicción normativa antes aludida, sino el hecho de que, 
frente a la admisión de tales excepciones por parte del uRevised Family Code", el Código Civil etíope en su 
artículo 806 de forma apodíctica y sin límite o excepción alguna declara que "Adoption may not be 
revoked for any reason". En cualquier caso, sea cual fuere el criterio jurídico interno utilizado por el 
Ordenamiento jurídico etíope para la superación de tal contradicción, lo que pone de manifiesto este último 
precepto es que frente a un principio general tan categórico cualquier excepción habrá de ser 
interpretada cautelosa y restrictivamente y siempre en beneficio e interés del menor. 
 
 Ahora bien, como se ha indicado más arriba, ha de distinguirse en esta materia entre 
los supuestos de revocación voluntaria por parte de/los adoptante/s de aquellos otros en que la 
revocación tiene lugar por resolución judicial. Son los primeros en los que la imposibilidad del acceso 
de la adopción internacional al Registro Civil español es manifiesta, salvo que se formalice la 
renuncia a la revocación en la forma prevista por el artículo 9 n° 5-IV del Código civil, según la 
fórmula que fue incorporada a su redacción por la Ley 18/1999, de 18 de mayo. Por el contrario, en el 
caso de las revocaciones judiciales, se hace preciso, a fin de verificar la concordancia o 
equivalencia de efectos con la adopción española, realizar un estudio detallado de las causas concretas 
que podrán ser invocadas ante el Tribunal para obtener la revocación e, incluso, de las reglas de 
legitimación procesal activa. En el caso de las adopciones etíopes es cierto que la enunciación de las 
causas de revocación, en alguno de sus extremos, es muy amplia (v. gr. al referirse a cualquier 
actuación del adoptante que puede suponer detrimento para el futuro del adoptado), pero también es 
cierto que en todo caso las citadas causas de revocación están inspiradas en el principio del interés 
superior del menor que, de forma sustancialmente coincidente a como se formula en la Ley 
Orgánica española 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, se manifiesta también 
en la regulación que sobre la adopción se contiene en el Código etíope de la Familia, curiosamente 
de forma aún más acentuada cuando el adoptante sea un ciudadano extranjero, en cuyo caso el Tribunal 
no deberá aprobar la adopción a menos que una autoridad competente para velar por el bienestar del 
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niño, después de haber obtenido y analizado toda la información personal, social y económica relevante 
del adoptante, llegue al convencimiento de que el acuerdo de adopción es beneficioso para el niño (cfr. 
art. 193 n° 1). Si a ello se añade que los adoptantes no figuran entre los legitimados 
procesalmente para promover la acción de revocación, correspondiendo la postulación activa al 
adoptado, a las autoridades públicas competentes para velar por el bienestar de los niños o a otros 
interesados, sin perjuicio de la obligada audiencia al adoptante (cfr. art. 196 Código de Familia) , se alcanza 
la conclusión de la falta de relevancia suficiente que, a fin de impedir un juicio favorable de 
equivalencia de efectos entre la adopción etíope y la española, presenta la admisión de las causas de 
revocación analizadas, al menos por sí solas, esto es, si no entran en concurrencia con otros motivos o 
elementos de falta de coincidencia entre ambas adopciones. 
 

VII. En el presente caso, en el que la niña es huérfana de madre y cuyo padre ha 
declarado formalmente, ante el Tribunal que ha aprobado la adopción, su incapacidad para asumir 
la crianza de su hija, concurre una de las situaciones intermedias a que nos referíamos en los Fundamentos 
de Derecho VII de la presente Resolución en que los padres no se encuentran en condiciones aptas 
para atender las obligaciones de cuidado y educación del menor, generando una situación de 
desamparo que da lugar a la intervención de los centros públicos o privados a que se refiere el artículo 
192 del Código de Familia a fin de poder asumir la custodia del menor, situaciones en las que 
habíamos concluido afirmando la escasa virtualidad práctica y exigua relevancia jurídica del 
mantenimiento de los vínculos con la familia de origen, lo que permite, en consecuencia, sostener que 
la adopción constituida con arreglo al vigente Derecho etíope en el caso examinado cumple la regla 
de "correspondencia de efectos" impuesta por el artículo 9 n° 5 del Código civil, a la sazón vigente, 
y, por tanto, puede ser reconocida en España como verdadera adopción en el sentido pleno del término 
propio del Derecho español y, en su virtud, siempre que se cumplan los demás requisitos legales, ser 
inscritas en el Registro Civil español.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso interpuesto y revocar la calificación apelada. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 6 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
                   Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de M. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 18 de junio de 2007 el 
Sr. M., de nacionalidad egipcia, nacido el 21 de octubre de 1980 en S. (Egipto), y Doña E., de 
nacionalidad española, nacida el 18 de diciembre de 1950 en Sevilla, iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del interesado, pasaporte egipcio, certificación administrativa de residencia en 
Egipto y declaración jurada de estado civil; y, de la interesada, DNI, certificaciones de 
nacimiento, de matrimonio y de defunción del cónyuge, certificado de inscripción en el padrón y 
declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por la promotora, fue requerida a fin de que aportara 
certificados literal de nacimiento y de soltería y acreditara la residencia del solicitante, 
documentación que se presentó y unió al expediente el 4 de julio de 2007, y compareció como 
testigo una hermana de la interesada, que expresó su convencimiento de que el matrimonio 
proyectado no incurría en ninguna prohibición legal. El promotor compareció en el Registro Civil 
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de A. (Egipto) el 30 de septiembre de 2007, ratificando la solicitud y siendo oído en audiencia 
reservada, trámite que con la interesada tuvo lugar el 19 de febrero de 2008.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que de lo actuado cabía razonablemente 
deducir que no existía verdadero consentimiento matrimonial, se opuso a la autorización y el 3 
de marzo de 2008 el Juez Encargado, habida cuenta del desconocimiento de datos esenciales 
y de las contradicciones que el trámite de audiencia había puesto de manifiesto y del contenido 
del informe emitido por el Encargado del Registro Civil Consular de A., dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, la promotora 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que el 
matrimonio, celebrado el 7 de mayo de 2007 conforme a la lex loci, existía cuando se inició el 
expediente y que, por tanto, la solicitud de autorización para contraer matrimonio se extiende a 
petición de inscripción del matrimonio ya celebrado; que forman una pareja feliz y que las 
contradicciones en que incurrieron, de escasa entidad y superficiales, no permiten inferir la 
existencia de un matrimonio simulado; y presentando, como prueba documental,  una 
denominada acta de matrimonio, billetes de avión, facturas de teléfono, tres sobres 
franqueados y fotografías.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, considerando que los 
razonamientos jurídicos del auto impugnado no habían quedado desvirtuados por las 
alegaciones formuladas, ratificó el informe que previamente había emitido, lo amplió resaltando 
la discrepancia sobre el estado civil inicialmente declarado y el ahora alegado e interesó la 
desestimación del recurso; y el Juez Encargado del Registro Civil informó que entendía que 
debía confirmarse la resolución recurrida y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
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hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional egipcio resultan, del trámite de audiencia 
y de la documental aportada, un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el 
matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta 
institución. Los dos refieren que contactaron en octubre de 2006 por Internet, que se 
conocieron personalmente e iniciaron la relación en febrero de 2007 y que resolvieron contraer 
matrimonio en mayo de 2007, durante el segundo viaje de ella a Egipto. Se advierten, no 
obstante, contradicciones en las declaraciones de ambos sobre hechos relevantes de la 
relación aducida: si la han cultivado mediante los encuentros que han propiciado los viajes de 
ella, como señala él, o principalmente por Internet y también a veces por teléfono y por 
mensajes de móvil, como indica ella; si han convivido en casa de él -él- o en la de sus padres y 
en un apartamento que alquilaron en E. -ella-; o si tomaron la decisión de casarse en dicho 
apartamento de E. o en el domicilio de él, sito en otra población. Se advierte también mutuo 
desconocimiento de las respectivas circunstancias vitales, más acusado en el interesado, que 
cree que ella, nacida en S., es de M.; ignora su segundo apellido, la fecha de nacimiento, el 
nombre de sus padres, los estudios que ha cursado y la cuantía de su pensión de jubilación; y 
no recuerda su número de teléfono. Y, aunque en el recurso se cambia la solicitud de 
autorización para contraer matrimonio en la Embajada de España en E. por la de inscripción de 
un matrimonio celebrado en Egipto conforme a la ley local antes de iniciarse este expediente, el 
documento aportado no es un acta de matrimonio expedida por la autoridad o el funcionario 
que lo celebró sino, tal como informa el Encargado del Registro Civil Consular de A., conocedor 
de la realidad y de las costumbres del país, una simple declaración firmada por ambas partes 
que, para adquirir eficacia, ha de ser convalidada por el Registro Civil local o en sede judicial. 
Dicha declaración privada, en la que como menciones de identidad de la interesada 
únicamente se han reflejado el nombre, el primer apellido y el lugar erróneo en que él cree que 
nació, viene acompaña de una autentificación de la firma de ella, quizá porque el documento 
está fechado el 7 de mayo de 2007 y la prueba documental aportada acredita que ella no viajó 
a Egipto hasta el día 11. Por otra parte, ella está jubilada, él trabaja en un barco turístico de su 
país natal y ambos señalan que fijarán su residencia en España, añadiendo ella que “cree” que 
él tiene intención de vivir con ella. A lo que antecede se une, aunque se trata de un hecho por 
sí solo no determinante, que hay una apreciable diferencia de edad entre ambos, 
concretamente 30 años. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está 
siendo instrumentalizado con finalidad migratoria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 6 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 
 

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 7 de enero de 2008, Doña O. nacida en Cuba el 10 de julio de 1940 y 
de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 8 de noviembre de 2007 con 
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Don D., nacido en Cuba el 24 de noviembre de 1953 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  
de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 22 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
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fraudulenta del matrimonio, así coinciden en como y dónde se conocieron, gustos, 
enfermedades que padece cada uno, etc. Por tanto, aunque como informa el Encargado del 
Registro es posible la falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de dicha 
institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para afirmarlo con suficiente grado 
de certeza.  

 
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Cuba el 8 de noviembre de 2007 entre Don D. y Doña O. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 6 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
                      No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la interesada 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de E. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de E., Doña F. nacido el 21 de 
enero de 1956 en A. (Sáhara Occidental), solicitaba que se le reconociese la nacionalidad 
española, con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado 
de empadronamiento, certificado del Archivo General de la Administración y recibo de Minurso. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal se muestra conforme a lo solicitado. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto con fecha 31 de enero de 2008 en el que 
deniega la nacionalidad española con valor de simple presunción a la interesada, ya que no 
concurren los requisitos exigidos por la normativa para la declaración de nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción. 
 
 3. Notificada la interesada, ésta presenta recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, la Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y 
las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 
20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª 
de marzo de 2008. 
 
 II. La interesada, por escrito de 13 de agosto de 2007 presentado en el Registro 
Civil de E., solicitó la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española, 
al haber nacido en el A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. El Juez 
Encargado dictó auto denegando la nacionalidad española del promotor.  
 
 III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 

 IV. En principio, a los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesta de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 

 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, a diferencia del caso de la sentencia, la interesada no ha probado que 
residiera en el territorio del Sahara en el tiempo en que estuvo en vigor el Real Decreto citado, 
de modo que quedara imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española. Además, y 
este es un dato decisivo, la promotora no ha probado haber estado en posesión y utilización de 
la nacionalidad española durante diez años, ni haber ostentado durante tal plazo documento 
oficial de identidad español, pues en el expediente consta la expedición de un Documento 
Nacional de Identidad en 1974, con un plazo de validez de cinco años, sin que se haya 
probado su renovación y posesión posterior. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los 
saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones 
anteriores. 

 
 VI. Finalmente, la documentación que aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la 
cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
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Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico 
estatal internacionalmente reconocido.   
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 6 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
                   No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el interesado 
hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de O. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de O., Don L. nacido el 17 de 
agosto de 1965 en el Sahara Occidental, solicitaba que se le reconociese la nacionalidad 
española, con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado 
de empadronamiento, certificado de nacimiento, certificado de nacionalidad, certificado de 
residencia, acta de prueba testifical y recibo de Minurso. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El Juez 
Encargado del Registro Civil dictó auto con fecha 10 de enero de 2008 en el que deniega la 
nacionalidad española con valor de simple presunción a la interesada, ya que no se acredita 
que sus padres residieran en el Sahara cuando estuvo en vigor el Real Decreto de 1976 de 
forma que estuviera imposibilitado para optar por la nacionalidad española, tampoco se 
cumplen los requisitos que exige el artículo 18 del Código Civil. 
 
 3. Notificado el interesado, éste presenta recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado volviendo a solicitar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugna 
el mismo. El Juez Encargado del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y 
las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 
20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero y 3-2ª y 4ª 
de marzo de 2008. 
 
 II. El interesado, por escrito de 25 de octubre de 2007 presentado en el Registro 
Civil de O., solicitó la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española, 
al haber nacido en el Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. El Juez 
Encargado dictó auto denegando la nacionalidad española del promotor. El Ministerio Fiscal 
emitió informe oponiéndose a la estimación del recurso. 
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 III. Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el Encargado del 
Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 
 

 IV. En principio, a los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores al 
abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesta de relieve, con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 

 V. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara 
la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad 
española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, a diferencia del caso de la sentencia, el interesado no ha probado que él 
ni sus padres residieran en el territorio del Sahara en el tiempo en que estuvo en vigor el Real 
Decreto citado, de modo que quedaran imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española. Además, y este es un dato decisivo, el promotor no ha probado haber estado en 
posesión y utilización de la nacionalidad española durante diez años, ni haber ostentado 
durante tal plazo documento oficial de identidad español. Las más recientes sentencias del 
Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo 
a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones 
anteriores. 

 
 VI. Finalmente, la documentación que aporta, expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la 
cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico 
estatal internacionalmente reconocido. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, que procede desestimar el recurso y confirmar el auto recurrido. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 7 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de L.  
 

H E C H O S 
 
 1. El 24 de marzo de 2006 el Sr. F., de nacionalidad peruana, nacido en L. (Perú) el 4 
de junio de 1972, presentó en el Consulado General de España en L. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 7 de marzo de 2006 en J. 
(Perú), según la ley local, con Doña B., de nacionalidad española, nacida en S. el 29 de enero de 
1955. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio 
local; de la interesada, certificación de nacimiento, Libro de Familia, certificación de defunción del 
cónyuge, fe de vida y estado, DNI y pasaporte; y, propia, partida de nacimiento, constancia de no 
inscripción de matrimonio en la municipalidad de J. y documento nacional de identidad peruano. 
 
 2. El 31 de marzo de 2006 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada y el 
interesado fue oído nuevamente el 27 de noviembre de 2006.  
 

3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción, por considerar que el resultado de 
las audiencias reservadas permitía concluir que el matrimonio era nulo por simulación, y el 19 
de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de L., estimando que no había 
verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto denegatorio. 
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, la interesada  
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que su 
matrimonio cumplió todos los requisitos exigidos por las leyes peruanas y que han establecido 
su domicilio conyugal en J. (Perú); y presentando, como prueba documental, declaración jurada 
al respecto del interesado, certificada por notario peruano. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó en todos 
los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo recurrido, y el Encargado del 
Registro Civil Consular informó que no habían quedado desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que aconsejaron dictar la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
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en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en Perú el 
7 de marzo de 2006 entre una ciudadana española y un nacional peruano y del trámite de 
audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Según consta por 
las declaraciones de ambos, contactaron por Internet, decidieron contraer matrimonio sin 
haberse visto y cuando ella viajó a Perú se conocieron e “hicieron los papeles para casarse”. 
Precisamente el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado directa y 
personalmente antes del matrimonio es uno de los factores que, según la resolución arriba 
citada del Consejo de la Unión Europea, permite presumir que un matrimonio es de 
complacencia, resultando irrelevante a estos efectos que durante esa primera estancia no 
pudieran casarse porque ella tenía cerrado el billete de vuelta y se desplazara nuevamente a 
Perú seis meses después para celebrar la boda. Se advierten contradicciones sobre aspectos 
relevantes de la relación aducida: él indica que cuando se conocieron era cobrador de 
microbús y ella que técnico contable en una empresa; él refiere que no llegó a ir ningún amigo 
suyo a la boda, apostillando que se debería a que es poco sociable, ella dice que sí que 
asistieron amigos de él, aunque no los conoce mucho, y en la segunda entrevista él también 
responde afirmativamente a esta pregunta; con respecto a los medios económicos del 
interesado ella señala que antes de casarse vivía con sus padres y él que ahora no está 
trabajando y que ella “le enviaba unos giros desde España”; y, sobre sus planes de futuro, él 
apunta que irá a España a trabajar y que tiene que mantener a su esposa, y ella dice, en 
singular, que “piensa” llegar a España y continuar haciendo negocios, aún no sabe de qué tipo. 
Se aprecia igualmente mutuo desconocimiento de las respectivas circunstancias personales y 
familiares: tras mucho pensar, ninguno de los dos facilita correctamente la edad ni la fecha de 
nacimiento del otro y, sobre el lugar de nacimiento de él, ella comenta que esas cosas no le 
interesan mucho, que él tiene sus papeles y que cree que “dicen” que nació en J. -dicen que en 
L. -; de las hijas de ella, que cuando conversan lo tratan muy bien y le preguntan cuando va a ir 
para allá -él-, que lo adoran -ella- él conoce únicamente el nombre y sobre su profesión y 
medios de vida indica que ha sido mucho tiempo gobernanta de hoteles, que ahora no trabaja y 
que “cree” que tiene unos ahorros, en tanto que ella dice haber regentado negocios varios -
librería, tabaquería, artículos de regalo y vivir actualmente de las rentas, por un “buen dinero “ 
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que obtuvo como indemnización por una negligencia médica. No consta que después de la 
celebración del matrimonio hayan vuelto a encontrarse ni tampoco que durante los dos años 
transcurridos se hayan relacionado con regularidad por algún otro medio y no queda acreditada 
la alegación sobre el domicilio conyugal en J., porque en el expediente constan otras señas, y 
distintas las de él y las de ella durante sus dos estancias, y porque en el recién renovado 
documento identificativo peruano del interesado sigue figurando la misma dirección que en el 
expediente y su estado civil de soltero.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 7 de mayo de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
                     Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de G. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de G. el 6 de junio de 2007 el Sr. 
J., de nacionalidad chilena, nacido el 19 de noviembre de 1975 en A. (Chile) y la Sra. S., de 
nacionalidad alemana, nacida el 16 de agosto de 1974 en E. (Alemania) iniciaban expediente, en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: 
Del promotor, pasaporte chileno, inscripción de nacimiento, declaración jurada de soltería y de 
residencia efectuada en el Consulado Honorario de Chile en S., certificado de dicho Consulado 
sobre inexistencia de edictos en Chile y de inscripción consular, certificado de empadronamiento 
en S. y declaración jurada de estado civil; y, de la promotora, NIE, extracto plurilingüe de acta de 
nacimiento, certificación del Consulado Honorario de Alemania en S. sobre inexistencia de edictos 
en ese país y certificación de empadronamiento en G. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron dos testigos, que manifestaron 
su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en prohibición legal alguna, se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada y se dispuso la publicación de edictos en ese 
Registro Civil y en el de S., a cuya devolución el Encargado remitió testimonio del auto que 
había dictado el 24 de mayo de 2007, por el que se denegaba autorización para contraer 
matrimonio a estos dos mismos solicitantes. El Ministerio Fiscal, al tener constancia de esta 
denegación, interesó que se aportara testimonio de la totalidad del expediente. 
 
 3. El 26 de septiembre de 2007 los interesados comparecieron con el fin de 
solicitar la devolución de toda la documentación aportada al expediente, por necesitarla para 
otros usos. El Ministerio Fiscal se opuso a la autorización, por considerar que la denegación de 
una autorización para contraer matrimonio con fecha 24 de mayo de 2007 y el inicio de otro 
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expediente por las mismas personas en junio de 2007 ponía de manifiesto la posible existencia 
de irregularidades legales en cuanto a su tramitación. Por el Juzgado de Instrucción nº 3 de los 
de A. se tramitó un procedimiento de diligencias previas de averiguación de un matrimonio de 
complacencia en el que los interesados se encontraban como imputados y que concluyó el 7 
de diciembre de 2007 con sobreseimiento provisional. El 9 de enero de 2008 los promotores 
comparecieron nuevamente solicitando que, a la vista del sobreseimiento, se procediera a la 
celebración del matrimonio interesado.  
 
 4. El Ministerio Fiscal se opuso a la autorización, por considerar que no habían 
cambiado las circunstancias -irregularidades legales- que habían motivado sus dos informes 
negativos anteriores, y el 27 de enero de 2008 el Juez Encargado dictó auto denegatorio.  
 
 5. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que 
la falta de motivación del auto les produce indefensión, que conviven en el domicilio que 
comparten, que no existe diferencia de edad entre ellos y que esperan un bebé; y presentando, 
como prueba documental, certificaciones de empadronamiento y fotocopia de certificado 
médico oficial de la promotora. 
 
 6. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Juez Encargado 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, de  30-2ª de diciembre de 2005; 23-1ª de febrero, 27-2ª 
de marzo, 5-3ª y 4ª de abril, 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-
4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª 
de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero de 2007. 
 
 II. En el expediente previo al matrimonio es trámite esencial e imprescindible (cfr. 
Instrucción de 9 de Enero de 1995, norma 3ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, norma VII), 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el 
Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de 
ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos ya que, 
mediante él, puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que los promotores extranjeros obtengan las ventajas que el 
matrimonio conlleva. Si, a través de este trámite, o de otros medios objetivos, el Encargado 
llega a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta 
de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). No obstante, son 
sobradamente conocidas las dificultades prácticas de la prueba de la simulación. No existiendo 
normalmente pruebas directas, es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, 
es decir, que ha de deducirse de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de consentimiento que se 
trata de probar (cfr. art. 386 LEC), a cuya finalidad es de gran importancia la cuidadosa práctica 
de las audiencias reservadas. 
 
 IV. En los supuestos en los que uno de los cónyuges de un matrimonio celebrado 
en el extranjero por extranjeros adquiere después la nacionalidad española, en los que el 
Registro Civil español pasa a ser sobrevenidamente competente para la inscripción del 
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matrimonio (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial que este Centro Directivo viene sosteniendo es 
que resulta improcedente que se intenten aplicar las normas españolas sobre ausencia de 
consentimiento matrimonial: no hay puntos de conexión que justifiquen tal aplicación porque la 
capacidad de los contrayentes, a la fecha de la celebración del matrimonio, que es cuando ha 
de ser valorada, se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 nº 1 Cc) y, por tanto, procede la 
inscripción de ese matrimonio. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha 
doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente en las Resoluciones de esta Dirección 
General, que no existan dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma 
exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán sido apreciados 
favorablemente por parte de las órganos registrales competentes extranjeros que primero 
autorizaron y después inscribieron el matrimonio.  
 
 V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse no sólo en los 
supuestos de matrimonios celebrados en el extranjero entre extranjeros, sino también cuando 
ciudadanos extranjeros solicitan autorización para contraer matrimonio en España con otros 
ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la ley aplicable a la capacidad y al 
consentimiento matrimoniales, determinada por el estatuto personal de los contrayentes, es la 
misma en uno y otro caso (cfr. art. 9 nº 1 Cc), y así ha de ratificarse ahora ante la evidencia de 
que, si bien nuestro Derecho positivo carece de una norma de conflicto específica y autónoma 
respecto del “consentimiento matrimonial”, no debe escapar a la consideración del intérprete 
que el citado consentimiento matrimonial, como elemento esencial en la celebración del 
matrimonio (cfr. art. 45 Cc), es materia directamente vinculada al “estado civil” y, como tal, 
sujeta al mismo estatuto personal de los contrayentes.  
 
 VI. Sin embargo lo anterior no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera 
que integra el citado estatuto personal de los contrayentes se haya de aplicar siempre y en 
todo caso, sino que en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional -que 
actúa con mayor intensidad cuando se trata de crear o constituir una nueva situación jurídica 
(en este caso un matrimonio todavía no celebrado) que cuando se pretender atribuir efectos a 
una relación jurídica ya perfeccionada al amparo de la ley extranjera- deberá dejar de aplicarse 
la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación pararía en la vulneración de 
principios esenciales, básicos e irrenunciables de nuestro ordenamiento jurídico. Y a este 
propósito no es vano recordar la doctrina de este Centro Directivo en el sentido de que el 
consentimiento matrimonial real y libre es cuestión que debe ser considerada materia de orden 
público, por su carácter esencial en nuestro Derecho (cfr. art. 45  Cc), en el Derecho 
Internacional Convencional y, en particular, en el Convenio relativo al consentimiento para el 
matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), 
cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de 
ambos contrayentes.  
 
 Dado que no cabe que las autoridades del foro autoricen un matrimonio cuando se 
pretenda celebrar contra la voluntad o sin el consentimiento real de los contrayentes, ha de 
denegarse la autorización en los supuestos de simulación, aunque los interesados estén 
sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede matrimonial una suerte de 
consentimiento abstracto, sin causa o desconectado de toda relación con la finalidad 
institucional del matrimonio (cfr. art. 12 nº 3 Cc), facilitando con ello que esta institución sea 
utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras de la nacionalidad o la 
extranjería o a otras de diversa índole. Pero, con ser esto último importante, lo determinante 
para excepcionar la aplicación de la ley extranjera es el hecho de que un consentimiento 
simulado supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos una discordancia 
consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, ipso iure e insubsanable del matrimonio 
celebrado (cfr. art. 74 Cc), y ello cualquiera sea la causa simulationis, o propósito práctico 
pretendido in casu, que actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección 
jurídica que del ius nubendi se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. Por 
ello no cabe excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. art. 246 
RRC), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la solicitud de autorización, 
con el fin de impedir la celebración de un matrimonio claudicante, que nacería con la tacha de 
nulidad de pleno derecho si realmente se constata la existencia de una simulación del 
consentimiento, extremo que en todo caso debe ser contrastado. 
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 VII. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España, conforme a la legislación de nuestro país, que cursan dos ciudadanos extranjeros, ella 
de nacionalidad alemana y él chilena, resultan, del trámite de audiencia y de la documental 
obrante en el expediente, determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que la 
finalidad perseguida no es la propia de la institución matrimonial. Se advierte un mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares relevantes que no se justifica fácilmente 
entre personas que manifiestan que comparten la vida cotidiana y que se califican 
recíprocamente de detallistas: él no sabe en qué población alemana nació ella, equivoca el día 
de su nacimiento, menciona incorrectamente el nombre de su padre, e ignora que sigue un 
tratamiento médico para el tiroides y que toca el piano; ella, por su parte, desconoce que él 
tiene un hijo que vive a escasa distancia de ellos y discrepan sobre si las comidas preferidas de 
él son a base de carne o a base de pescado; y cada uno de ellos omite sobre sí mismo y afirma 
del otro que tiene alergia al polvo. A mayor abundamiento, consta que el promotor no 
comunitario se encuentra en España en situación de estancia irregular; que su hijo, la madre de 
su hijo y sus padres residen en un complejo de apartamentos cercano y que este expediente se 
inició en el Registro Civil del domicilio de la interesada escasamente quince días después de 
que recayera resolución denegatoria en expediente similar promovido por las mismas personas 
en el Registro Civil del domicilio del interesado. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo 
instrumentalizado para facilitar al ciudadano no comunitario estancia regular en España.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 7 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

 
 
                   Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 6 de febrero de 2008, Don E. nacido en España el 18 de junio de 
1952, presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 11 de septiembre de 2007 con Doña E., 
nacida en Cuba el 28 de enero de 1959 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento y certificado 
de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 6 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
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El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada no 
sabe en que trabajaba el interesado manifestando que ahora no trabaja porque tuvo un 
accidente de tráfico, a este respecto el interesado dice que trabajaba en el transporte, pero que 
se quedaba ciego y que lo jubilaron. El interesado “no está seguro” de si la interesada estuvo 
casada anteriormente o no, afirma que ella tiene hijos que no sabe como se llaman y que  viven 
con su abuela, la interesada no menciona sobre si tiene o no hijos. El interesado declara que 
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se comunican por teléfono primero cada semana y después cada dos semanas, pero no 
aportan pruebas de ello, tampoco aportan otro tipo de prueba que haga pensar que su relación 
sea verdadera. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en 
este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que 
se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
Resolución (4ª) de 7 de Mayo de 2009, sobre consolidación de la 

nacionalidad española. 

   
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de marzo de 2008, Don A., nacido el 1 de enero de 
1961 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de 
nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
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 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de marzo de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1961 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
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tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
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diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
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 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, como son que no consta título 
inscrito en el Registro ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 Cc, poseyendo además el promotor 
documentación de Marruecos e, incluso, en la certificación de la inscripción de nacimiento 
aportada figura que su nacionalidad es la marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
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conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 7 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 

nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
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por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don H. nacido el 18 de agosto de 
1971 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba diversa documentación que demuestra que su padre tenía la nacionalidad 
española. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando a la vista de la documentación aportada, de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se adhiere al recurso del 
Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante 
tiene la nacionalidad española y que su anotación corresponde al Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
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de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1971 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
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electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
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 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está acreditada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
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declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 8 de mayo de 2009, sobre certificado de capacidad 
matrimonial. 

  
 
                        Se deniega su expedición porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre expedición de certificado de capacidad para contraer 
matrimonio remitido a este Centro en trámite de recurso, en virtud del interpuesto por el 
interesado contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de T. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de T. el 11 de septiembre de 2007, 
Don A., de nacionalidad española, nacido el 17 de enero de 1944 en S. solicitaba apertura de 
expediente de capacidad matrimonial para contraer matrimonio con la Sra. H., de nacionalidad 
marroquí, nacida el 13 de febrero de 1973 en M. (Argelia). Aportaba la siguiente 
documentación: Propia, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripción marginal 
de separación, certificado negativo de antecedentes penales, fe de vida y estado, volante de 
empadronamiento en T., DNI y pasaporte; y, de la interesada, certificados de soltería y de 
residencia en M. (Marruecos), ficha individual del Registro Civil que sustituye al extracto del 
acta de nacimiento y carta de identidad nacional marroquí. 
 
 2. El promotor ratificó la solicitud y fue oído audiencia reservada. Trasladadas las 
actuaciones al Ministerio Fiscal, éste informó que el expediente había de tramitarse conforme a 
las reglas generales e interesó que se requiriera a los contrayentes para que aportaran la 
misma documentación que se precisa en el expediente de matrimonio y que se celebrara 
también audiencia reservada con la interesada que, asistida por intérprete-traductor, ratificó la 
solicitud y fue oída en el Registro Civil Consular de R. el 21 de noviembre de 2007. El 26 de 
noviembre de 2007 el promotor aportó sentencia de divorcio y certificación de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, habida cuenta del desconocimiento mutuo que había puesto 
de manifiesto la audiencia reservada, se opuso a la expedición del certificado de capacidad 
matrimonial y el 18 de febrero de 2008 el Juez Encargado del Registro Civil dictó auto 
denegatorio, por entender que no había verdadero consentimiento matrimonial. 
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, desde que terminó la 
relación con su cónyuge, ha tenido otras, todas ellas con chicas de nacionalidad marroquí por 
la especial atracción que siempre ha sentido hacia ese país; y que la decisión de contraer 
matrimonio ha sido muy meditada y tomada dos años después de conocerse y tras saber que 
se aman; y presentando prueba documental de sus estancias en Marruecos y fotografías.  
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificándose en 
todos los extremos del informe emitido antes de que se dictara el auto apelado, interesó su 
confirmación y el Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 3-3ª de marzo, 26-4ª de octubre, 3-5ª de noviembre de 
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2005; 26-5ª de mayo, 13-4ª y 26-4ª de junio, 18-2ª y 3ª y 25-2ª de diciembre de 2006; 26-4ª de 
enero, 9-5ª de febrero, 30-3ª de abril, 10-6ª , 29-4ª de mayo y 22-6ª de junio, 21-8ª de 
septiembre, 13-5ª, 22 y 29 de diciembre de 2007. 
 
 II. Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con arreglo a la 
forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exige la presentación de un 
certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el expediente previo para la 
celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas generales (cfr. Instrucción de 
9 de Enero de 1995, norma 5ª e Instrucción de 31 de enero de 2006, VII. b), siendo, pues, 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, 
que debe efectuar el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen 
o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 
 
 III. La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos tiempos 
en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito de las partes, que 
no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia 
matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio puede 
proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción 
de que existe simulación, no debe autorizar -ni contribuir, como en este caso, a la autorización- 
un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano,  la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En este proyectado matrimonio entre un nacional español y una ciudadana 
marroquí resultan del trámite de audiencia reservada determinados hechos objetivos de los que 
cabe deducir que la finalidad perseguida no es la propia de la institución matrimonial. En las 
manifestaciones de los interesados se advierten importantes contradicciones que adveran la 
anterior afirmación. Así, sobre cuestión tan fundamental como la lengua en la que se 
comunican ella, que comparece asistida de intérprete-traductor, refiere que entre ellos hablan 
en español, en tanto que él, que le atribuye a ella grandes conocimientos de español, dice que 
conversan en francés, lengua que él declara hablar un poco y que no consta que ella sepa. 
Precisamente la inexistencia de una lengua común que permita comunicarse con normalidad 
es uno de los factores que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala 
como determinante para presumir que un matrimonio es de complacencia. Ella relata que se 
conocieron en la medina de Tánger, que la invitó a comer a un restaurante, que le dijo que 
quería casarse con una chica marroquí y que le propuso que salieran juntos; y él que, cuando 
él viaja a Marruecos, ni viven juntos ni salen juntos a la calle. También se percibe mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares relevantes, mucho más acusado en la 
interesada, que no recuerda el nombre de uno de los tres hijos del promotor, sabe que tiene 
“muchos” hermanos y, a las preguntas sobre sus proyectos de futuro una vez celebrado el 
matrimonio, responde que vivirán donde él quiera y que ella trabajará si él se lo permite. A todo 
ello se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no determinante, que hay una apreciable 
diferencia de edad entre ambos, concretamente 29 años.   
 
 VI. A la vista de lo que antecede, se considera que existe base suficiente para 
apreciar que no hay una voluntad de contraer matrimonio con los fines propios de esta 
institución. Su deducción no es ilógica ni arbitraria y siempre ha de tenerse en cuenta que, por 
razones de inmediación, las personas que han presenciado las manifestaciones de los 
interesados son las que están en mejores condiciones para apreciar una posible simulación. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª)  de 8 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio 

 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 21 de enero de 2008, Don M. nacido en Cuba el 6 de abril de 1942, y 
de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 26 de abril de 2007 con Doña 
Y., nacida en Cuba el 18 de agosto de 1969 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 15 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
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expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en el 
momento en que comenzaron su relación afectiva. Discrepan en el horario de trabajo que tiene 
la interesada, así el interesado dice que tiene turnos alterados que trabaja unos días y 
descansa otros, alegando no llevar la cuenta de sus turnos, mientras que ella dice que trabaja 
en un horario de ocho a cinco de lunes a sábado. El interesado dice que no ha ido nunca a 
recogerla al trabajo mientras que ella dice que sí ha ido a recogerla. El interesado dice que 
“cree” que ella no tiene problemas de salud declarando que no le gusta preguntar mucho. No 
aportan prueba alguna de su relación. Existe una gran diferencia de edad entre los interesados, 
aunque este hecho no es determinante. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que 
se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y 
cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 8 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Doña Z. nacida en 1974 en L. 
(Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. Adjuntaba 
como documentación: Pasaporte, recibo de MINURSO, Libro de familia y certificado de 
concordancia de nombre.  
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 22 de abril de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple presunción 
que el solicitante tiene la nacionalidad española y que su anotación corresponde al Registro 
Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
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de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 22 de abril de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 
1974 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
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pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de 
título inscrito ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc, ostentando la interesada documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 
2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
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habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanguinis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
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 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 8 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don M. nacido el 1 de agosto de 
1965 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba como documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de nombre.  
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
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simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando a la vista de la documentación aportada, de las resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se adhiere al recurso del 
Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple presunción que el solicitante 
tiene la nacionalidad española y que su anotación corresponde al Registro Civil Central. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1965 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
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 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
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del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
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consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc, encontrándose el interesado en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
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No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 8 de mayo de 2009, sobre Consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni  hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don M., nacido el 1 de enero de 
1945 en G. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, recibo de MINURSO y 
pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1945 en 
G., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
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Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto 
concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, como 
es que no consta la existencia de título inscrito en el Registro y no está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
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240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 8 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que la interesada hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Don M., nacido el 8 de junio de 
1977 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: DNI de su padre y pasaporte. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido el 8 de junio 
de 1977 en T. y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de C. 
dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es impugnado por 
escrito de 19 de junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
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previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitados por el 
hecho de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del 
interesado sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal 
declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la actuación registral 
instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal 
respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud 
administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante en el 
expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia que 
cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro 
Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 
16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que 
acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular correspondiente 
(cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento 
que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo 
lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal 
correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la 

Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado nació cuando era ya 
efectiva la descolonización del Sahara y fuera del territorio que había estado sujeto a la 
autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido acreditar los requisitos que 
establece el artículo 18 Cc. En efecto, no consta la existencia de título inscrito en el Registro 
Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el citado artículo 18 Cc, encontrándose además el interesado con 
documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 
2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto 
excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte la 
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carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto 
no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto 
si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de Mayo 
de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
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y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
  
RESOLUCIÓN (1ª) de 11 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

   
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 18 de enero de 2008, Don P. nacido en Cuba el 1 de agosto de 1941, 
y de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 20 de agosto de 2007 con 
Doña R., nacida en Cuba el 4 de octubre de 1961 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 20 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
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enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en el 
momento en que comenzaron su relación afectiva y desde cuando viven juntos manifestando el 
interesado que cuando iniciaron la relación ella todavía estaba casada, declarando ella que ya 
estaba divorciada. El interesado desconoce todo lo relacionado con los hijos de ella, así como 
todo lo relacionado con los padres de ella y hermanos, dice que ella no tiene sobrinos y ella 
manifiesta que tiene muchos sobrinos. También desconoce el nombre de las amistades de ella 
dando unos nombres diferentes a los que da ella, declara que no tiene amigos y ella dice que 
tiene un amigo que se llama Juan. Por su parte la interesada desconoce cuando se jubiló el 
interesado, los estudios que este tiene, etc. Es importante reseñar que ambos declaran que 
quieren inscribir el matrimonio para viajar a España. No aportan prueba alguna de su relación. 
Existe una gran diferencia de edad entre los interesados, aunque este hecho no es 
determinante. Dadas las circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en 
este Centro Directivo respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que 
se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
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cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 11 de mayo de 2009 autorización para contraer 
matrimonio. 

 
 
                   Se retrotraen las actuaciones para que se practique audiencia reservada a la 
contrayente. 
 

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este Centro 
en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Juez Encargado 
del Registro Civil de T. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de T. el 22 de mayo de 2007 
Don P., de nacionalidad española, nacido en dicha población el 23 de agosto de 1926, iniciaba 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil por poder con la Sra. B., 
de nacionalidad colombiana, nacida el 18 de noviembre de 1961 en C. (Colombia). 
Acompañaba la siguiente documentación: Propia, DNI, certificaciones de nacimiento, de 
matrimonio y de defunción de la cónyuge y certificación de inscripción en el padrón de T. y, de 
la interesada, cédula de ciudadanía, actas notariales de declaraciones juradas de estado civil y 
de residencia en S. (Colombia), registro de nacimiento, poder espacial para contraer 
matrimonio en su nombre otorgado ante notario colombiano, constancia de residencia en S. y 
pasaporte colombiano. 
 
 2. Ratificada la solicitud por el promotor y por la apoderada de la interesada, se 
remitieron las actuaciones al Ministerio Fiscal, que no se opuso a la celebración del matrimonio. 
Habida cuenta de las circunstancias que constaban en autos, se solicitó del Ministerio Fiscal un 
nuevo informe acerca de la incoación del expediente, a la que no se opuso. El 3 de octubre de 
2007  el promotor hizo declaración jurada de estado civil,  fueron oídos reservadamente la 
apoderada de la interesada y él y comparecieron dos testigos que manifestaron que conocían 
al promotor y desconocían total y absolutamente la personalidad y circunstancias personales 
de la interesada.   
 
 3. El Ministerio Fiscal, entendiendo que se trataba de un negocio jurídico simulado 
con fines distintos a los propiamente matrimoniales, se opuso y el 21 de noviembre de 2007 el 
Juez Encargado, no apreciando auténtico consentimiento matrimonial, dictó auto denegatorio.  

  
4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso recurso 

ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, aunque no hayan 
tenido la ocasión de encontrarse personalmente, se llevan conociendo desde hace años, que 
como cualquier matrimonio quieren vivir juntos y acompañados, que han creído más 
conveniente que sea ella la que se desplace a España para no poner en riesgo su salud con 
viajes agotadores y que, obviando sus sentimientos, se ha atendido a la interpretación que 
hacían de los mismos terceras personas, como la apoderada de la interesada.  
 

 
 
 



 74

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 49 y 56 del Código civil (Cc); 228 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (LEC); 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 243, 244 y 246 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, de 9-1ª y 2ª de julio, 19-2ª de octubre y 16 de diciembre de 1996; 13 
de marzo de 2000, 5-3ª de enero de 2002, 17-3ª de mayo de 2004, 29-1ª de enero de 2007, 2-
6ª de abril y 5-13ª de noviembre de 2008 y 27-1ª de enero de 2009. 

 
II. En el expediente previo al matrimonio es trámite imprescindible la audiencia 

personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, 
asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia de impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC). 

 
III. Como viene reiteradamente insistiendo esta Dirección General a través de su 

constante doctrina y mediante las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006, el trámite de audiencia es fundamental y su importancia ha aumentado en los últimos 
tiempos, especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él 
puede en ocasiones descubrirse el propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, por éste u otros medios, 
el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio 
nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73.1º  Cc). 

 
IV. En este expediente de autorización para la celebración de un matrimonio civil 

en España entre un nacional español y una ciudadana colombiana, ésta ha otorgado poder a 
otra persona para que comparezca en su nombre al acto de celebración del matrimonio. Sin 
embargo la apoderada no sustituye a la poderdante en trámites tan personalísimos como la 
ratificación y la audiencia, en la que han de ser oídos, reservadamente y por separado, ambos 
contrayentes. Habida cuenta de que no consta que haya sido oída la contrayente, no pueden 
contrastarse las declaraciones de ambos ni obtenerse los datos precisos para una decisión 
fundada. Procede, por tanto, dejar sin efecto el auto dictado y retrotraer las actuaciones para 
que se celebre la audiencia reservada con la interesada en el Registro Civil de su domicilio, tal 
como prevé el artículo 246 del RRC, y después se continúe con la tramitación reglamentaria. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1.   Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2. Retrotraer las actuaciones para que sea oída reservadamente la interesada, con 
notificación al Ministerio Fiscal. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 11 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil.  
 
 
                   Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de M. el 31 de julio de 2007 
Doña M., de doble nacionalidad española y dominicana, nacida en S. (República Dominicana) el 8 
de marzo de 1967, y el Sr. R., de nacionalidad dominicana, nacido en S. el 6 de septiembre de 
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1980, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. 
Acompañaban la siguiente documentación: Del promotor, pasaporte dominicano, acta de 
nacimiento inextensa, certificado individual de empadronamiento en M., certificados expedidos 
por el Consulado General de República Dominicana en Madrid de estado civil y de domicilio, 
sobre declaración jurada propia, y sobre inscripción consular y publicación de edictos; y 
declaración jurada de estado civil; y de la promotora, DNI, certificado individual de 
empadronamiento en M., certificación de matrimonio con inscripciones marginales de 
separación y de divorcio y declaración jurada de estado civil. 
  
 2. Ratificada la solicitud por ambos, compareció un testigo, que manifestó que 
conocía a los solicitantes en virtud de su relación de amistad y expresó su convencimiento de 
que el matrimonio proyectado no incurría en ninguna prohibición legal; y se requirió al 
contrayente a fin de que acreditara su domicilio durante los dos últimos años y a la contrayente 
para que aportara certificación de nacimiento, documentos que se unieron al expediente el 19 
de noviembre de 2007. El 3 de marzo de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia 
reservada. 
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que de lo actuado cabía razonablemente 
deducir que no existía verdadero consentimiento matrimonial, se opuso a la autorización y el 26 
de marzo de 2008 el Juez Encargado, habida cuenta de que las contradicciones y el 
desconocimiento de cuestiones fundamentales que el trámite de audiencia había puesto de 
manifiesto llevaban a la conclusión de que el matrimonio proyectado no perseguía los fines 
propios de esta institución, dictó auto denegatorio.  
  

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
las discrepancias en que pudieran haber incurrido fueron provocadas por el hecho de que se 
les formularon de manera distinta preguntas sobre situaciones idénticas y porque en República 
Dominicana se da a ciertas palabras un sentido que no es el habitual en España. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, no desvirtuados por las alegaciones, interesó la 
desestimación del recurso y el Juez Encargado del Registro Civil informó que entendía que 
debía confirmarse la resolución recurrida y ordenó la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
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 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana de doble nacionalidad dominicana y española, adquirida por 
residencia el 6 de febrero de 2002, y un nacional dominicano resultan del trámite de audiencia 
un conjunto de hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Ambos manifiestan que 
contactaron hace tres años (marzo de 2005) por Internet y que se conocieron personalmente 
cuando él llegó a España en febrero de 2007 y fue directamente a casa de ella, añadiendo él 
que no se empadronó en ese domicilio hasta julio de 2007 -mes en que se inicia este 
expediente- “porque antes ella no quería”. Se advierte desconocimiento de datos personales y 
familiares relevantes que no se justifica fácilmente entre personas que manifiestan que 
comparten la vida cotidiana desde hace un año. Él “cree” que ella es divorciada, no sabe si sus 
dos hijos tienen o no la misma filiación paterna, sobre el menor, nacido en España, ella dice 
que lo ha mandado a S. y él que vive con ella, en singular; él refiere que ella, que declara que 
le gusta la televisión y le encanta leer y viajar, no tiene aficiones y, de la persona que 
comparece como testigo, él señala que no sabe quién es y ella que se trata de una amiga de 
los dos. A mayor abundamiento no consta que el promotor extranjero se encuentre en España 
en situación de estancia regular y, preguntado por el motivo que lo lleva al matrimonio, 
responde que para tener la nacionalidad y poder trabajar. Todo ello lleva a la convicción de que 
el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para finalidades que no son las propias 
de la institución matrimonial. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 11 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
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 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don C. nacido el 1 de enero de 
1975 en V. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de nombres y certificado 
de nacimiento de su padre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
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 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1975 en 
V., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado por escrito de fecha 29 de junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
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los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
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materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc, tanto por razón de su fecha de nacimiento como porque está en posesión de 
documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
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LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 11 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

      1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don B. nacido el 6 de febrero de 
1966 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
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de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1966 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado por letrada sin que se halle acreditada la representación. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
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ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
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Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no está acreditada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código 
civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
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 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
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practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 12 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

   
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 30 de enero de 2008, Doña L. nacida en Cuba el 7 de agosto de 
1962, y de nacionalidad española, presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 19 de enero de 
2006 con Don N. nacido en Cuba el 26 de septiembre de 1947 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado y 
certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 28 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
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diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado no 
sabe precisar cuando ni donde comenzaron las relaciones de pareja, afirma que la interesada 
nunca ha trabajado y que se dedica a sus labores. Por su parte la interesada manifiesta que 
conoció al contrayente en casa de su hija y que comenzaron las relaciones al mes de 
conocerse, afirmando que trabaja como doméstica por cuenta propia. La interesada desconoce 
los apellidos de la hija de él y el nombre de su nieta ya que dice que se llama B. cuando es B. 
Es importante reseñar que ambos declaran que quieren inscribir el matrimonio para viajar a 
España, pero mientras que él dice que irán a P. donde tienen familia, ella declara que irán a B. 
donde tiene familia. No aportan prueba alguna de su relación. Existe una gran diferencia de 
edad entre los interesados, aunque este hecho no es determinante. Dadas las circunstancias 
de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de 
matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio 
persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
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 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 12 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de T.. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de T. el 9 de noviembre de 
2007, Don J., de nacionalidad española, nacido el 8 de marzo de 1954 en dicha población, y la 
Sra. D., al parecer de doble nacionalidad dominicana y venezolana, nacida el 9 de enero de 
1964 en S. (República Dominicana), iniciaban expediente en solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: Del promotor, DNI, 
volante de empadronamiento y certificaciones de nacimiento y de matrimonio con inscripciones 
marginales de separación y de divorcio; y de la promotora, pasaporte, cédula de identidad y 
acta de matrimonio con nota marginal de divorcio venezolanos, extracto de acta de nacimiento 
y constancia de movimientos migratorios dominicanos y volante de empadronamiento en T. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos dos hermanos 
del promotor, que manifestaron que conocían a la interesada desde hacía unos meses -tres, 
concreta uno de ellos- y que les constaba que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición legal alguna, y se libraron oficios al Ayuntamiento y a la Brigada de Extranjería de la 
Policía Nacional a fin de que informaran, respectivamente, sobre personas empadronadas en el 
domicilio común durante los dos últimos años y sobre la situación en España del contrayente 
extranjero, con el resultado de que en ese momento constaba inscrita una tercera habitante y 
resolución de expulsión de la promotora, de la que se dice que es de nacionalidad dominicana, 
suspendida cautelarmente por el Juzgado de lo Contencioso-administrativo número 2 de S. El 
11 de febrero de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 
  3. El Ministerio Fiscal se opuso a la autorización matrimonial solicitada, por 
entender que la falta de conocimiento mutuo que había puesto de manifiesto la audiencia 
reservada y el expediente de expulsión al que estaba sometido el promotor extranjero impedían 
considerar que el pretendido matrimonio se contrajera a los fines propios de dicha institución, y 
el 26 de febrero de 2008 la Juez Encargada dictó auto denegatorio, por entender que la 
apariencia de convivencia creada había quedado en evidencia con las respuestas dadas sobre 
hechos de la vida cotidiana.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, la promotora 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que las 
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contradicciones fueron en su mayoría sobre detalles nimios y que también incurrirían en ellas 
los matrimonios de españoles si se les exigiese para contraer nupcias el trámite de audiencia 
previa; y presentando, como prueba documental, sentencia que le sustituye la sanción de 
expulsión por la de multa, facturas de teléfono del interesado y fotografías. 
 
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, a la vista de la nueva 
documentación aportada, interesó la estimación del recurso y la consiguiente revocación de la 
resolución impugnada y la Juez Encargada, considerando que las alegaciones formuladas no 
desvirtuaban los fundamentos jurídicos del auto recurrido, lo ratificó y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y una ciudadana al parecer de doble nacionalidad 
dominicana y venezolana resultan del trámite de audiencia un conjunto de hechos que llevan a 
la convicción de que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de 
la propia de esta institución. Ambos manifiestan que se conocieron en diciembre de 2006, nada 
más llegar ella a España, en el bar “E.” pero discrepan sobre si la propietaria del 
establecimiento es una tía de ella llamada M. -él- o su prima C. -ella-; y ella señala que vivía 
con él dos meses antes de empadronarse en su domicilio, en tanto que él indica que 
convivencia y empadronamiento son hechos simultáneos acaecidos el 12 de julio de 2007. Son 
especialmente relevantes las contradicciones sobre aspectos concernientes a la vida cotidiana 
que se alega compartir: él refiere que la suele llevar en coche a su trabajo, una casa que está 
en el cruce de V., y también que su jornada laboral va de nueve de la noche a nueve de la 
mañana y que libra algún domingo mientras que ella indica que su horario es de ocho a ocho y 
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que no trabaja ningún domingo. Y ella, por su parte, no recuerda a 11 de febrero de 2008 el 
mes -diciembre- en que él disfrutó las vacaciones del año 2007. A lo que antecede se unen 
otros dos hechos, por sí solos no determinantes: que en el domicilio en el que afirman vivir 
ellos dos y nadie más el Ayuntamiento sitúa a una tercera persona y que se ha aportado 
prueba documental que acredita que la sanción de expulsión impuesta a la promotora 
extranjera ha sido sustituida por multa pero no consta que se encuentre en España en situación 
de estancia regular. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está 
siendo instrumentalizado para finalidades que no son las propias de la institución matrimonial. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 12 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don T. nacido el 1 de enero de 
1975 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y certificado de lazos de 
parentesco. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1975 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado mediante escrito de 18 de junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
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competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 

Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, no él, sino sus representantes legales -dada 
entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
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española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta título 
inscrito en el Registro Civil ni está acreditada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil, habida cuenta, sobre todo de 
la fecha de nacimiento del promotor y de la tenencia de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
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principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
Resolución (4ª) de 12 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don T. nacido el 12 de noviembre  
de 1968 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC 
(recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días del 
año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1968 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 



 98

 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
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anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta la posesión y utilización de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc, ostentando 
el interesado documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
  
 VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 12 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
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2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Doña M. nacida el 20 de agosto de 
1951 en H. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
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resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1951 en 
H., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
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derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
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española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto 
concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como 
son que no está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 del Código civil, poseyendo, además, documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
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gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
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 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 12 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don U. nacido el 1 de junio  de 1969 
en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de nombre y libro 
de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 

 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

 
 



 108

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1969 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado mediante escrito de 19 de Junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
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ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
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correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc. 

 



 111

 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
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normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
Resolución (7ª) de 12 de mayo de 2009 consolidación de la nacionalidad 
española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Doña F. nacida el 31 de marzo de 
1976 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido el 31 de 
marzo de 1976 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez 
Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 



 116

anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental diferencia es que la interesada 
nació con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. En el caso presente la interesada 
no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes 
legales -dada entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 Cc, sobre todo habida cuenta de la fecha de su nacimiento. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
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16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
  2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (8ª) de 12 de mayo de 2009, sobre  matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 

       Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del encargado del Registro Civil 
consular de S. (República Dominicana). 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de S. el 27 de agosto de 
2007, Doña M., nacida el 1 de septiembre de 1984 y con doble nacionalidad española y 
dominicana, solicitó la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio con el ciudadano 
dominicano W., nacido el 10 de abril de 1981, celebrado el día 4 de noviembre de 2006 en 
República Dominicana según la ley local. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; inscripción de nacimiento, declaración de estado civil y 
pasaporte del interesado; inscripción de nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte de la 
solicitante.  
 
 2. Ratificados los interesados, se realizó el trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dictó resolución el 26 de marzo de 
2008 denegando la inscripción solicitada por considerar que el matrimonio que se pretende 
inscribir es un negocio jurídico simulado. 

 
4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 

General de los Registros y del Notariado alegando la veracidad del matrimonio, así como la 
existencia de un hijo común y aportando como pruebas documentales, entre otros documentos, 
la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español de dicho hijo, certificados de 
empadronamiento, facturas de teléfono, facturas de gastos de celebración de la boda, billetes 
de avión y justificantes de envíos de dinero. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que no se opuso a su estimación. El encargado del Registro Civil consular 
emitió informe favorable y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª 
de diciembre de 2005; 16-1ª de marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de 
junio, 20-5ª, 22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de noviembre 
y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 
31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de 
diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 

 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
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también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio, especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia, en los que el verdadero 
propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
requisitos de entrada y permanencia en España. El encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la 
ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En el caso actual se trata de inscribir un matrimonio celebrado en República 
Dominicana el 4 de noviembre de 2006 entre un ciudadano dominicano y una ciudadana con 
doble nacionalidad dominicana y española. Los hechos comprobados por medio de esas 
declaraciones complementarias no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de simulación. Las audiencias reservadas practicadas 
no han revelado contradicciones sustanciales ni desconocimiento básico entre los 
contrayentes. Por otro lado, con el recurso se presenta la inscripción de nacimiento en 2006 de 
un hijo común de los solicitantes, el reconocimiento de paternidad realizado en República 
Dominicana y varios documentos en prueba de la realidad y el mantenimiento continuado de la 
relación. Finalmente, debe señalarse que, a la vista de dicha documentación, tanto el órgano 
en funciones de ministerio fiscal como el encargado del registro civil consular emitieron informe 
no oponiéndose a la inscripción del matrimonio en cuestión. 
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y ordenar que se inscriba en el Registro Civil el matrimonio 
celebrado el 4 de noviembre de 2006 en República Dominicana entre los solicitantes. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 13 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
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H E C H O S 
 
 1. Con fecha 5 de septiembre de 2007, Don M. nacido en Cuba el 12 de 
septiembre de 1963, presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de datos 
para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 31 de julio de 2006 con Doña M. 
nacida en España el 14 de abril de 1972. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de 
datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con 
inscripción marginal de divorcio de la interesada y certificado de nacimiento y certificado de 
estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 20 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I.  Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 
del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de 
diciembre de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión 
Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 
44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 
246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 
2005, 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de 
diciembre de 2006, 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª 
de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
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española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre un español y una cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Difieren en como y 
donde se conocieron. La interesada afirma que ha estado en dos ocasiones en Cuba del 13 de 
junio al 26 de agosto de 2006, dato que no se corresponde con el documento de entradas y 
salidas que aporta. Ambos dicen que tienen una hija en común que el contrayente no ha podido 
reconocer, el interesado dice que no sabe cuando nació su hija y que se llama María, mientras 
que ella dice que la niña nació el 10 de abril de 2007 y que se llama Rocío, la interesada no 
expresa que la menor sea hija del contrayente cubano. El interesado afirma que ella tiene otros 
dos hijos una niña llamada Amanda y un varón del que desconoce el nombre. La interesada 
declara que su pareja cubana se llama Daniel Ferry y que desconoce el lugar y el día que 
nació, tampoco sabe los estudios que tiene, y que el interesado trabaja en un matadero, por su 
parte el interesado dice que trabaja en un frigorífico estibador y que ella es camarera cuando 
es ama de casa. No aportan prueba alguna de su relación. Dadas las circunstancias de este 
caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios 
entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo 
otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 13 de mayo de 2009, sobre certificación de 
capacidad matrimonial. 

 
 
                   Se autoriza su expedición porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre expedición de certificado de capacidad para contraer 
matrimonio remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la 
interesada contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de T. 
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H E C H O S 
 
  1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de T. el 15 de mayo de 2007 
Doña B., de nacionalidad española, nacida el 24 de enero de 1980 en S., solicitaba certificado 
de capacidad matrimonial para contraer matrimonio en el extranjero con el Sr. N., de 
nacionalidad marroquí, nacido el 19 de octubre de 1982 en A. (Marruecos). Acompañaba la 
siguiente documentación: Declaración jurada de estado civil, pasaporte, DNI, volante de 
empadronamiento y certificación de nacimiento propios; y, del interesado, partida de 
nacimiento, fe de soltería, certificado administrativo de residencia en J. (Marruecos) y 
pasaporte marroquí.  
 
 2. Ratificada la solicitud por la promotora, comparecieron como testigos dos 
amigas suyas, que expresaron su convencimiento -una- y su creencia -la otra- de que el 
matrimonio proyectado no era de conveniencia. El 25 de mayo de 2007 la interesada aportó 
billetes y fotografías para justificar sus estancias en Marruecos y el 19 de octubre de 2007 se 
celebró la entrevista en audiencia reservada con ella. El interesado, por su parte, compareció el 
8 de enero de 2008 en el Registro Civil Consular de A. para ratificar la solicitud y ser oído.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la expedición del certificado de capacidad, por 
existir dudas sobre la verdadera finalidad del pretendido matrimonio, y el 29 de febrero de 2008 
la Juez Encargada, no apreciando auténtico consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que han 
mantenido relaciones personales durante los viajes que ella ha realizado a Marruecos y se han 
comunicado con fluidez por teléfono y por Internet y presentando, como prueba documental, 
billetes de avión, facturas de teléfono y fotografías.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que, a la vista 
de la nueva documentación aportada, interesó la estimación del recurso y la Juez Encargada, 
considerando que las alegaciones formuladas no desvirtuaban los fundamentos jurídicos del 
auto recurrido, informó solicitando su confirmación y ordenó la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 50, 73 y 
74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y 31 de enero de 2006 
y las Resoluciones, entre otras, 26-4ª y 29-1ª de mayo, 9-5ª de junio, 26-1ª de septiembre, 14 
de octubre, 21-4ª de diciembre de 2006; 7 de abril y 14-2ª de junio de 2007. 
 
 II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración del matrimonio 
civil existe un trámite esencial e imprescindible (cfr. Instrucción de 9 de Enero de 1995, norma 
3ª), como es la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La  importancia   de   este   trámite  ha  aumentado  en  los  últimos    tiempos  
-especialmente en los matrimonios entre español y extranjero- en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
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o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V.  En este proyectado matrimonio entre una ciudadana española y un nacional 
marroquí, los hechos comprobados no son lo suficientemente clarificadores como para deducir 
de ellos, sin sombra de duda, la existencia de simulación. Las audiencias reservadas 
practicadas no han revelado grandes contradicciones ni desconocimiento de datos que 
pudieran considerarse de importancia para deducir una utilización fraudulenta de la institución 
matrimonial. Ciertamente el escaso trato personal y el hecho de que la relación se haya 
establecido y mantenido preferentemente por Internet son indicios que apuntan hacia la 
finalidad de obtener la residencia para el promotor extranjero, pero las pruebas presentadas en 
la fase de recurso acreditan la existencia de una comunicación fluida y continua que impide 
llegar a la convicción plena de que no hay verdadero consentimiento matrimonial. 
 
 VI. Si se tienen en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en casos de duda, no poner trabas a la 
celebración del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución de 9-2ª de Octubre 
de 1993, "ante la opción de autorizar un matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o 
de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de elegir la primera alternativa".  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso.  
 2º. Declarar que no hay obstáculos para que la Juez Encargada expida el 
certificado de capacidad matrimonial. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 13 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don B. nacido el 1 de noviembre de 
1962 en V. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1962 en 
V., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
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Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 



 126

                    Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia 
impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (certificado de concordancia y de 
paternidad), expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden 
al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de 
cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este 
caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 



 128

valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
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 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 13 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, Doña J. nacida el 10 de julio  de 
1953 en I. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y certificado de concordancia de 
nombre. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sáhara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
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Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1953 en I., 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil 
de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC.1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
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esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
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podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, estuviese imposibilitada de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto 
concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como 
son que no consta el título inscrito en el Registro ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
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Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
  Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
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 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 13 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don M. nacido el 4 de enero  de 
1973 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
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 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1973 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
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tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
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diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
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                    Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
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 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (6ª) de 13 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don L. nacido el 13 de abril  de 
1976 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre, libro 
de familia y permiso de residencia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido el 13 de abril 
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de 1976 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso 
que es impugnado por letrada sin que esté acreditada su representación. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
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sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
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que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental diferencia es que la interesada 
nació con posterioridad a la Ley de descolonización de 1975. En el caso presente el interesado 
no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -
dada entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 Cc, sobre todo, habida cuenta de la fecha de su nacimiento. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (7ª)  de 13  de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado 
en el extranjero. 

  
 
                    Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del Registro Civil 
consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de B. el 22 de mayo de 
2007, la ciudadana colombiana E., nacida el 14 de junio de 1956, solicitó la inscripción en el 
Registro Civil español de su matrimonio con Don R., nacido el 9 de diciembre de 1957 y con doble 
nacionalidad española y colombiana, celebrado el día 4 de diciembre de 2006 en Colombia según 
la ley local. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de 
matrimonio local, inscripciones de nacimiento, pasaportes, declaración notarial de estado civil del 
solicitante  y certificado de entradas y salidas de Colombia de la interesada.  
 
 2. Ratificados los interesados, se realizó el trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dictó auto el 26 de febrero de 2008 
denegando la inscripción solicitada por inconsistencias durante la audiencia reservada. 
 

4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando la veracidad del matrimonio. 
 

5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal. El encargado del Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, 31-1ª y 
5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-
5ª de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª 
de mayo, 8-6ª de septiembre 22-1ª de diciembre de 2008; 29-8ª y 10ª de enero y 6-1ª de marzo 
de 2009. 

 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 R.R.C.), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio, especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia, en los que el verdadero 
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propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
requisitos de entrada y permanencia en España. El encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, es casi siempre 
necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la 
ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En el caso actual se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Colombia el 
4 de diciembre de 2006 entre una ciudadana colombiana y un ciudadano con doble 
nacionalidad española y colombiana. Los hechos comprobados por medio de esas 
declaraciones complementarias no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de 
ellos, sin sombra de duda, la existencia de simulación. Ciertamente, las entrevistas realizadas 
revelan contradicciones importantes entre los solicitantes que llevan al encargado del registro 
civil consular a denegar la inscripción del matrimonio. Sin embargo, la existencia de dos hijos 
comunes nacidos, respectivamente, en 1989 y 2001, la declaración notarial del interesado 
realizada a los pocos meses del nacimiento del primer hijo reconociendo su paternidad y 
manifestando una convivencia de 15 años con la madre del mismo, así como los envíos de 
dinero acreditados a la promotora al menos hasta el mes de abril de 2008, son elementos de 
juicio que llevan a considerar la realidad de la relación. 
 

V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad el 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la resolución 9-
2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este centro directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el ministerio fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y ordenar que se inscriba en el Registro Civil el matrimonio 
celebrado el 4 de diciembre de 2006 en Colombia entre los solicitantes. 
 
 
 
 
 

RESOLUCIÓN (1ª) de 14 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 

 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 13 de febrero de 2008, Don Á. nacido en Cuba el 20 de septiembre 
de 1958 y de nacionalidad cubana presentó en el Consulado español en L.  impreso de 
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declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 15 de 
noviembre de 2002 con Doña O.  nacida en Cuba el 7 de enero de 1951 y de nacionalidad 
española. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio 
local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de 
nacimiento y certificado  de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 6 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan 
en como se conocieron ya que él dice que se conocieron a través de B., mientras que ella 
declara que fue con un sobrino a comprar un helado en el quiosco donde trabajaba él. También 
difieren en el testigo de la boda, en lo referente al horario de trabajo de él, así como en la hora 
de almuerzo ( él dice que no tiene hora para comer y ella que tiene un horario de almuerzo de 
11 a 12  ). El interesado manifiesta que ella tiene dos hijos, que uno de ellos tiene una hija 
llamada D. y que su esposa se llama Y., por su parte la interesada declara que tiene dos hijos 
que uno de ellos tiene una hija llamada M. y que no tiene pareja. El interesado afirma que ella 
no tiene enfermedad alguna y ella dice que padece de la circulación y que se medica. Difieren 
en los trabajos y horarios de la interesada, así como en los estudios realizados por cada uno. 
Por otro lado no aportan prueba alguna de su relación. Dadas las circunstancias de este caso y 
el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios entre 
españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo otros 
fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
Resolución (2ª) de 14 de mayo de 2009, sobre inscripción de matrimonio. 

  
 
                    Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 22 de noviembre de 2007, Doña Y. nacida en Cuba el 14 de 
noviembre de 1989 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en L. 
impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 24 
de abril de 2007 con Don L. nacido en Cuba el 20 de enero de 1984 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
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certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de 
nacimiento y certificado  de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 28 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, 
aportando pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
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la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan 
en cuando se conocieron ya que mientras que el interesado manifiesta que se conocen desde 
hace muchos años pero que la relación afectiva comienza hace tres años, la interesada declara 
que se conocen desde hace tres años. El interesado manifiesta que lo que más le gustaría 
hacer a la interesada en un futuro es estudiar idiomas y que él no lo sabe, a este respecto la 
interesada dice que lo que más le gustaría hacer es estudiar psicología y al interesado ser 
chófer. La interesada comenta que el interesado no tiene familiares en España cuando en 
realidad tiene un primo. Difieren en si viajarán o no a España, pues el señor D. dice no tener 
interés en viajar mientras que ella afirma que tienen interés en viajar a España aunque no 
inmediatamente. También discrepan en lo referente al lugar donde salen pues declara que se 
llama “P”  y ella “E”. Ella dice que el padre de él era profesor aunque está de licencia porque es 
diabético y él dice que su padre no trabaja porque está operado de una pancreatitis, que antes 
era profesor pero que cambió de trabajo en una empresa de servicios. Dadas las 
circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 14 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 
                  Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de I. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 14 de agosto de 2007 Doña M. , de nacionalidad española, nacida en P. el 1 
de noviembre de 1956, presentó en la Embajada de España en I. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 31 de julio de 2007 en G. 
(Pakistán), según la ley local, con el Sr. S., de nacionalidad paquistaní, nacido en R. el 1 de 
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agosto de 1978. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Traducción al 
inglés de certificado de matrimonio local; certificaciones propias de nacimiento y de matrimonio 
con inscripciones marginales de separación y de divorcio; y certificado de nacimiento  del 
interesado. 
 
 2. El 15 de agosto de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada, 
al contrayente en urdu.  
 
 3. El 4 de abril de 2008 la Encargada del Registro Civil Consular de Islamabad 
dictó auto denegando la inscripción del matrimonio, por considerar que no había 
consentimiento verdadero. 
 
 4. Notificada la resolución a los interesados, la promotora interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que han mantenido una relación 
continuada desde el año 2005 y que contrajeron nupcias movidos únicamente por el deseo de 
convivir como matrimonio de pleno derecho y aportando, como prueba documental, 
justificantes de sus viajes a Pakistán, facturas de teléfono y resguardos de remesas. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que informó 
que concurrían elementos objetivos suficientes para concluir que no existía auténtico 
consentimiento matrimonial, y la Encargada del Registro Civil Consular ratificó la resolución 
apelada y ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RR.C), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
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española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Pakistán el 31 de julio de 2007 entre una ciudadana española y un nacional paquistaní y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según las declaraciones de ambos, el hermano de él era vecino de ella y le enseñó fotos, se 
conocieron personalmente cuando ella viajó a Pakistán con la documentación precisa y 
contrajeron matrimonio cinco días después de que ella llegara. Consta igualmente que no 
tienen una lengua común: la promotora manifiesta que los dos hablan inglés pero el interesado 
hubo de ser oído en urdu, tras constatar la Encargada del Registro Civil Consular que el poco 
inglés que él decía saber no le permitía expresarse en esa lengua ni siquiera en términos muy 
básicos. Concurren, por tanto, dos de los factores que la resolución arriba citada del Consejo 
de la Unión Europea señala como determinantes para presumir que un matrimonio es de 
complacencia: los contrayentes no se han encontrado directa y personalmente antes del 
matrimonio y no tienen una lengua común que les permita conversar. Quizá por el escaso trato, 
por la dificultad para entenderse o por la confluencia de ambas circunstancias se advierte 
contradicción en cuestión tan importante como el lugar en el que van a fijar su residencia, 
indicando él que aún no lo han decidido y la interesada que se instalarán en la residencia 
familiar de él porque ella quiere vivir en Pakistán -le gusta la montaña y “siempre le han atraído 
los países primitivos”- y que, de momento, tiene intención de pedir un año de excedencia. Se 
aprecia igualmente mutuo desconocimiento de datos personales y familiares relevantes. Así, 
ninguno de los dos acierta al decir con quién vive el otro y él ignora si ella tuvo o no hijos en su 
primer matrimonio. A todo ello se une, aunque se trata de un hecho por sí solo no 
determinante, que hay una apreciable diferencia de edad entre ambos, concretamente 21 años.   
 
  VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado la Encargada del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente  ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar los recursos y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
Resolución (4ª) de 14 de Mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 

  
     1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 

representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
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vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia 

 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

 
 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don M. nacido el 1 de enero de 
1976 en I. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de lazos de parentesco. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sáhara corresponde al Registro Civil Central. 
   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
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actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido el 1 de enero 
de 1976 en I., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso 
que es impugnado por letrada sin que conste en el expediente copia del poder. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
 V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto  no consta título inscrito en el 
Registro ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc, sobre todo, habida cuenta de la fecha de su 
nacimiento. Además, está en posesión de documentación de Marruecos e, incluso, en una de 
las certificaciones aportadas (certificado de parentela) consta su nacionalidad marroquí. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
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 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
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citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.   Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 14 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 

interesado, hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 

 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don M. nacido el 21 de junio de 
1948 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de filiación.  
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
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del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1948 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso, que es 
impugnado por el promotor mediante escrito de fecha 23 de junio de 2008. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
                   Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
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de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro Civil de 
C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº1 
LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que 
acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular correspondiente 
(cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº4 del artículo 16 LRC, en su redacción 
dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de 
nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por 
ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, 
en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a 
la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente 
registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
             VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una declaración 
de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 
LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas 
de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, esto es, 
cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo que obliga a 
contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo 
en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el presente caso concurre como circunstancia impeditiva 
para los efectos pretendidos por el recurrente, que no está probada la posesión y utilización de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc, 
encontrándose el interesado en posesión de documentación marroquí. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, el “certificado de filiación” que se aporta, expedido por autoridades 
de la denominada República Arabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad 
que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición 
con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos 
los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
             Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) 
el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
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              VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No 
es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones previstas 
en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por sentencia firme 
en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor eficacia y su 
valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, 
el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo que las 
anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los interesados o sus 
representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el 
hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de 
la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria:  
 1º.   Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
Resolución (7ª) de 14 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el 
plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
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 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 
 En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Doña N.  nacida el 25 de febrero de 
1962 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y diversa 
documentación que prueba que su padre tenía la nacionalidad española. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
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 III. La interesada, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1962 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
                    Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
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sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 
 Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
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que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto  no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está acreditada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (“partida de nacimiento”), expedida 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al 
respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado del 
Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia 
y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de 
un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
  
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
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que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
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 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN de 16 de mayo de 2009, sobre  rectificación de error en el 
apellido. 

 
 

1º. No prospera el expediente al no haberse acreditado el error denunciado. 
 
2º. El nombre y apellidos se rigen por la ley personal del interesado. 
 
3ª. La norma que aclara que el primer apellido materno es el primero de los 

personales de la madre se ha de entender en relación con la composición de los apellidos del 
hijo español de madre extranjera. 
 
 En el expediente sobre rectificación de errores en inscripción de nacimiento fuera 
de plazo, remitido a este Centro en trámite de recurso en virtud del entablado por los 
interesados, contra providencia de la Juez Encargada del Registro Civil de Z. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante providencia de fecha 4 de septiembre de 2007, la Juez Encargada del 
Registro Civil de Z. incoa expediente  para hacer constar que se han advertido los siguientes 
errores: en la inscripción de matrimonio de R. y M., se hizo constar como nombre propio de la 
esposa el de M. I. y como primer apellido el de B. en lugar del nombre propio M., el primer 
apellido I. y el segundo B., tal y como resulta del régimen de nombre y apellidos de los 
ciudadanos búlgaros. En la inscripción de nacimiento de R., se hizo constar como nombre de la 
madre M. y como primer apellido B. en lugar de nombre propio M-, el primer apellido I. y el 
segundo B., y como segundo apellido del inscrito B. en vez de I.. Adjunta como documentación: 
Certificado de nacimiento. 

 
2. Notificados los interesados, estos comparecen en el Registro Civil el 5 de 

octubre de 2007 manifestando que la inscripción que desean corregir es la de su hija M., ya 
que el día que el padre fue a inscribir a su hija deseaba inscribirla con el segundo apellido B., el 
Encargado del Registro observó que no le correspondía dicho apellido sino el de I. como así se 
inscribió a la niña, al comprobar que había una disparidad de apellidos con el hermano, se 
inició por parte del Registro un expediente de rectificación de error en la inscripción del 
hermano R. Los interesados alegan en esta comparecencia, que atendiendo a su pasaporte y 
DNI, el apellido de la madre de los menores es B. por lo que sus hijos deberán llevar como 
segundo apellido B. y no I., por lo que no está de acuerdo con la corrección en la inscripción de 
nacimiento de su hijo y solicitan se cambien en la inscripción de M., que su segundo apellido 
sea B. 

 
3. El Ministerio Fiscal estima que procede acceder a la solicitud de los promotores. 

Con fecha 6 de noviembre de 2007, la Juez Encargada del Registro Civil dicta auto mediante el 
cual acuerda la rectificación de errores en la inscripción de nacimiento del menor a fin de que 
en lo sucesivo aparezca como nombre de la madre M., como primer apellido de la madre I., 
como segundo apellido de la madre B. y como segundo apellido del inscrito R. I. 

 
4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del auto apelado. 

La Juez Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 2, 57, 60 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 194, 

200, 205, 206, 217, 218, 342 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones de esta Dirección General, entre otras, de 27-4ª de marzo, 12-1ª de abril; 30-6ª 
de mayo y 27-1ª de noviembre de 2006; 22-1ª de febrero, 8-3ª de noviembre y 28-2ª de 
diciembre de 2007;  21-5ª de mayo y 18-3ª de junio de 2008. 

 
II. Se incoa de oficio el expediente mediante providencia de 4 de septiembre de 2007 

dictada por la Juez Encargada del Registro Civil de Z. porque al practicarse la inscripción de 
nacimiento, acaecido en 2007, de la hija de los interesados, advierte que existe error en el apellido 
materno del hermano que había sido anteriormente inscrito, en 2004. Este, lo fue con el segundo 
apellido “B.” y debió serlo con el de “I.” Notificados los interesados en comparecencia de 5 de 
octubre de 2007, muestran su disconformidad con la incoación del expediente, porque consideran 
que el apellido que se debe rectificar no es el del hijo, sino el segundo de la hija “I.”, sustituyéndolo 
por  el de “B.” que sería el correcto. La citada providencia, y diligencia de la misma fecha en lo que 
afecta al segundo apellido de los hijos, constituyen el objeto del presente recurso. 

  
III. Los apellidos de una persona son en su inscripción de nacimiento una mención 

de identidad (cfr. art. 12 RRC), por lo que, si se demuestra que han sido consignados 
erróneamente, cabe su rectificación por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93-1º 
de la Ley.  

 
IV. El sistema de atribución de apellidos a los españoles viene establecido en el 

artículo 194 RRC y según éste, salvo que se acuerde por los progenitores la inversión de su 
orden, cuando está la filiación determinada por ambas líneas, como es el caso, el primer 
apellido de un español es el primero del padre y segundo apellido el primero de los personales 
de la madre, aunque sea extranjera. La cuestión se centra, por tanto, en determinar cual es el 
primer apellido de la madre, porque será el que haya que atribuir a los hijos. Esta 
determinación del materno apellido ha de hacerse sobre lo que conste en la certificación local 
de la inscripción de nacimiento de ella. Pues bien, en la certificación, traducida, consta que el 
nombre de la madre es M. y los apellidos I. B., por lo que los apellidos de los hijos conforme al 
citado artículo 194 deben ser los de “L.” como primero, por ser el primero del padre e “I. /a”, 
como segundo al ser el primero de la madre. Consecuentemente hay que estimar correcto el 
segundo apellido de la hija y no así el segundo del hijo. 

 
Conforme la conclusión anterior la consideración de que resulta errónea la 

interpretación del citado art. 194 del Reglamento del Registro Civil como una norma de conflicto 
que excepciona lo dispuesto en el art. 9 nº 1 del Código civil al someter el estado civil de las 
personas a su ley personal y su trascrito registral en materia de apellidos localizado en el art. 
219 del Reglamente del Registro Civil que de forma congruente con el precepto citado del 
Código civil, prescribe que: “El nombre y apellidos de un extranjero se rigen por su ley 
personal”. Decimos que se trata de una consideración incorrecta porque el artículo 194 del 
Reglamento registral es una norma de Derecho interno destinada a su aplicación exclusiva a 
personas de nacionalidad española, por lo que la determinación de que el primer apellido 
materno es el primero de los personales de la madre se ha de entender en relación con la 
composición de los apellidos del hijo español de madre extranjera, previsión que hace 
referencia a aquellos supuestos en que los apellidos de la madre, conforme a su ley personal, 
se hubieren perdido o alterado por razón de matrimonio (cfr. art. 137.2 RRC). 

 
Por otra parte, la claridad del sentido de la norma incorporada al artículo 194 del 

Reglamento del Registro Civil, de la misma forma que no puede verse alterada por el hecho de 
que las normas por las que se rija conservación o alteración de los apellidos de la mujer por 
razón de matrimonio sean diferentes a las españolas, tampoco puede verse afectada por la 
circunstancia de que las reglas legales relativas a la transmisión de los apellidos conforme a la 
legislación extranjera de la nacionalidad de la madre puedan diferir de las españolas. Así lo 
indicó ya esta Dirección General para el primer caso mencionado en su Resolución de 31 de 
marzo de 1995, que considera obligatoria la consignación de los apellidos que, según las leyes 
españolas, resulten de la filiación determinada (art.213, 1º, RRC), y así lo hemos de confirmar 
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ahora para el supuesto ahora contemplado en que la divergencia entre la norma foránea y la 
nacional se produce en sede de determinación de orden de transmisión de los respectivos 
apellidos paterno y materno. 

 
Mantener otro criterio implicaría admitir una interpretación finalista del citado 

artículo 194 RRC, que actualmente no parece pueda mantenerse y, por tanto, no procede 
aplicarla a este caso concreto en el que se atribuyó al nacido el segundo apellido materno y no 
el primero, como dispone el artículo citado, basándose en el sistema búlgaro de atribución de 
apellidos. La interpretación finalista del referido artículo, que podría compartirse en otros 
momentos, ahora no se estima conforme con las modificaciones y evolución habidas en 
materia de apellidos e, incluso, podría resultar discriminatoria. Basta pensar en la facultad de 
los progenitores para invertir el orden de los apellidos para poner en duda que el artículo 194 
RRC deba interpretarse actualmente en el sentido de que son los paternos los que han de 
transmitirse y que así ha de actuarse cuando se trate de extranjeros que adquieren la 
nacionalidad española, aún cuando los atribuidos no se correspondan con el primero del padre 
y el primero de la madre, como reza el artículo 194 RRC.  

 
V. En consecuencia no procede la estimación del recurso, bien que deba 

modificarse el auto recurrido en el sentido de que el apellido del inscrito debe ser “I.” en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 200 RRC, por ser esta la variante del apellido de origen extranjero 
que corresponde al género masculino del nacido. 

 
VI. Lo que antecede se entiende sin perjuicio de que si se cumplen los requisitos 

establecidos en el artículo 57 LRC y 205 RRC, puedan los interesados instar y obtener el cambio 
del mencionado apellido en expediente distinto previsto a tal fin, que se instruye en el Registro Civil 
del domicilio y se resuelve por el Ministro de Justicia, hoy, delegadamente, por esta Dirección 
General (ORDEN JUS/3770/2008, de 2 de diciembre). 

  
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado con la modificación parcial de 
que el segundo apellido del menor inscrito es “I.”. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 18 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 
                    Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 7 de enero de 2008, Doña L. nacida en Cuba el 28 de mayo de 1962 
y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 28 de septiembre de 2005 con 
Don G. nacido en Cuba el 22 de enero de 1962 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como 
documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  
de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 29 de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
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denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
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 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Ambos 
manifiestan que se conocen desde hace años pero mientras que él dice que comenzaron la 
relación de pareja en 2004, ella dice que iniciaron la relación de noviazgo en 1995. El 
interesado no sabe quienes fueron los testigos de la boda. El señor D. declara que se casó el 
28 de septiembre de 2005, luego rectifica y dice que fue una relación no formalizada de la cual 
nació un hijo el 6 de enero de 1985 y que la relación con la madre de su hijo finalizó en 1998, 
fecha en la que según la interesada ya convivían. Por otra parte la interesada también tuvo una 
hija que tiene 20 años que se casó el 16 de diciembre de 2007, según el interesado se casó el 
21 de diciembre de 2007. El interesado afirma que ella trabajó hasta 2006 como técnica de 
vivienda y que no ha trabajado en otra cosa, sin embargo la interesada dice que trabajó como 
técnica de vivienda y que luego trabajó como trabajadora civil en las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias. Ambos afirman que hacen este trámite porque quieren vivir en España porque 
él tiene varios hermanos allí. No aportan prueba alguna de su relación. Dadas las 
circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 18 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española  
 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don H. nacido el 25 de marzo de 
1966 en H. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y certificado de concordancia de 
nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1966 en 
H., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
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Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
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 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
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 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
  
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
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ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 18 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Don A., nacido el 20 de abril de 
1967 en H. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1967 en 
H., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de Córdoba dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
   Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
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previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
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apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
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la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
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y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 18 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española  
 
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don F., nacido el 5 de mayo de 
1965 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos 
del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1965 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
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desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
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base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
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cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil, teniendo la interesada documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
  VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
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con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
Resolución (5ª) de 18 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita título 
inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez 
años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don B. nacido el 22 de enero de 
1990 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de nacimiento y diversa 
documentación que acredita que su padre poseía la nacionalidad española. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las resoluciones de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, la Ley de Registro Civil y su Reglamento, 
se adhiere al recurso del Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española al haber nacido en 1990 en 
A., Sahara Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC,  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
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española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, porque sólo así cobra sentido que a 
los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la 
nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 
2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con rotunda 
claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud 
de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el interesado nació 
después de la descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí que no 
haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 Cc para la consolidación 
de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil ni consta que en 
algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad española, encontrándose el promotor 
en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
  VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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Resolución (6ª) de 18 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Don M. nacido el 26 de junio de 
1950 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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                     II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido, según 
manifiesta, en 1950 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez 
Encargada del Registro Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado “de facto” para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no 
está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece 
el artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 



 199

efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
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que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 18 de mayo de 2009, sobre  declaración de 
nacionalidad española. 

 
 

Es español iure soli el nacido en España de padres ecuatorianos antes de la 
entrada en vigor de la nueva constitución ecuatoriana el 20 de octubre de 2008, si su estancia 
en España no puede considerarse transitoria. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto dictado por la juez encargada del Registro Civil de R. 

 
H E C H O S 

 
1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de V. el 10 de agosto de 2007, B. 

y B., ambos de nacionalidad ecuatoriana, promovieron expediente para declarar con valor de 
simple presunción la nacionalidad española de su hijo A., nacido en L. el 3 de julio de 2007. 
Adjuntaban la siguiente documentación: Tarjetas de residencia, pasaportes, inscripciones de 
nacimiento, fe de vida y estado y certificado de empadronamiento de los padres, inscripción de 
nacimiento del menor y certificado del Consulado General del Ecuador en M. de que el interesado 
no consta inscrito en la oficina consular. 
 

2. Ratificados los promotores y previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la 
encargada del Registro Civil de R. dicta auto el 21 de enero de 2008 denegando la petición por no 
cumplir los requisitos del artículo 17.1c) del Código Civil. 
 

3. Notificada la resolución, se interpone recurso contra la misma ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
 

4. Notificado el ministerio fiscal, no se opone a lo solicitado. La encargada del 
Registro Civil de Reus remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 12 y 17 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335, 338 

y 340 del Reglamento del Registro Civil; 7 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos del Niño, y las resoluciones, entre otras, 4-4ª y 13-4ª de febrero, 13-1ª de mayo, 28-1ª y 
3ª de junio y 5-2ª de diciembre de 2003; 14-4ª de enero y 5-3ª de noviembre de 2004; 30-1ª de 
mayo, 30-3ª de junio y 12-2ª de julio de 2005; 12-4ª y 20-2ª de septiembre, 15-4ª de noviembre y 
27-5ª de diciembre de 2006; 3-8ª de abril, 21-5ª y 27-10ª de junio de 2007; 22-3ª de mayo, 3-2ª de 
septiembre y 19-3ª de diciembre de 2008. 
 

II. La cuestión que plantea el recurso es si puede declararse con valor de simple 
presunción que tiene la nacionalidad española de origen el nacido en España hijo de padres 
ecuatorianos nacidos fuera de España. 
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III. El artículo 17.1c) del Código Civil establece que son españoles de origen “los 

nacidos en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”, por lo cual resulta necesario precisar el 
alcance de las leyes ecuatorianas respecto de la atribución de la nacionalidad ecuatoriana a los 
nacidos fuera de Ecuador. 
 

IV. Conforme al conocimiento adquirido por este centro de la legislación ecuatoriana, 
hay que concluir que, hasta la reciente publicación de la nueva Constitución del país el 20 de 
octubre de 2008, sólo adquirían automáticamente la nacionalidad ecuatoriana los nacidos en el 
extranjero de padre o madre ecuatoriano por nacimiento, si alguno de ellos se encontraba al 
servicio del Ecuador o de un organismo internacional o “transitoriamente ausentes del país por 
cualquier causa”; en cualquier otro caso la nacionalidad ecuatoriana de los nacidos en el 
extranjero de padre o madre ecuatoriano por nacimiento sólo se adquiría por virtud de un acto 
posterior, como es, bien el hecho de domiciliarse en el Ecuador, bien una manifestación de 
voluntad de ser ecuatorianos formulada a partir de los dieciocho años de edad por los residentes 
en el extranjero. 
 

V. El caso actual está comprendido en estas últimas hipótesis. El nacido no tenía 
cuando nació, en julio de 2007, la nacionalidad ecuatoriana de sus progenitores porque no 
estaban al servicio del Ecuador o de un organismo internacional y porque su estancia fuera de 
Ecuador no puede calificarse de transitoria, a la vista de que su domicilio en España está 
acreditado por lo que se desprende del padrón municipal y de la misma inscripción de nacimiento 
acreditada. Se trata, pues, de una situación de apatridia originaria del nacido en la cual la 
atribución iure soli de la nacionalidad española se impone. No ha de importar que el interesado 
pueda adquirir más tarde iure sanguinis la nacionalidad ecuatoriana de sus progenitores, pues este 
hecho no puede llevar consigo por sí solo la pérdida de la nacionalidad española, atribuida ex lege 
y de modo definitivo en el momento del nacimiento. 
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
 2º Declarar con valor de simple presunción que el menor en cuestión es español de 
origen; la declaración se anotará al margen en la inscripción de nacimiento (cfr. art. 340 RRC). 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 18 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 
 

  
 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 

ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 5 de julio de 2007 la Sra. V., de nacionalidad colombiana, nacida en B. 
(Colombia) el 3 de febrero de 1984, presentó en el Consulado General de España en B. impreso 
de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 28 de junio 
de 2007 en T. (Colombia), según la ley local, con Don F., de nacionalidad española, nacido en M. 
el 1 de diciembre de 1967. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: 
Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado 
de movimientos migratorios; y, del interesado, certificación de nacimiento, fe de vida y estado y 
pasaporte. 
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 2. El 24 de julio de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con la 
promotora y el interesado fue oído en el Registro Civil de C. el 31 de agosto de 2007.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 29 de 
enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba no 
acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias de 
las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su matrimonio se ajustó a las 
exigencias de la legislación colombiana y que la denegación de la inscripción a él lo mantiene 
alejado de su ser querido y a ella la sume en continuos estados depresivos; y presentando, 
como prueba documental, resguardos de remesas y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 28 de junio de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según consta por las declaraciones de ambos, su primer contacto se produjo por Internet en 
agosto de 2006, tomaron la decisión de casarse sin haberse visto y cuando él viajó a Colombia 
para contraer matrimonio seguían sin conocerse directa y personalmente. Precisamente el 
hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio es uno de los 
factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite 
presumir que un matrimonio es de complacencia. Se advierten contradicciones en aspectos 
relevantes de la relación aducida: si comenzó tan pronto como se conocieron -agosto de 2006- 
o en febrero de 2007, si han comunicado a diario desde una u otra fecha, si convivieron o no la 
semana previa al matrimonio o si él la ayuda económicamente en cuantía fija y con 
periodicidad mensual o le envía una cantidad variable cada dos meses. Sobre sus respectivos 
hábitos, él manifiesta que no fuman ninguno de los dos y ella que ambos son fumadores. A 
mayor abundamiento, la interesada dice que ha pensado que la inscripción del matrimonio le 
permite residir en España, donde proyecta trabajar y, cuando se le pregunta si el enlace 
obedece a esa finalidad, contesta afirmativamente. A lo que antecede se unen otros dos 
hechos, por sí solos no determinantes: que la madre de la interesada, de filiación determinada 
por línea materna e hija única, reside, como el interesado, en el área metropolitana de Madrid y 
que hay una significativa diferencia de edad entre ambos. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 19 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio. 

  
 

Se deniega su autorización porque hay datos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre autorización de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto de la Juez Encargada 
del Registro Civil de A. 
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H E C H O S 
 
 1. Don M. nacido el 23 de julio de 1989 en Colombia, y de nacionalidad colombiana y 
Doña A. nacida en Colombia el 19 de octubre de 1989 y de nacionalidad española, presentan 
solicitud para contraer matrimonio civil. Aportaban como documentación: Certificado de 
nacimiento, certificado de estado civil y volante de empadronamiento de la interesada y certificado 
de nacimiento, certificado de estado civil y certificado de empadronamiento del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que tienen el 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna. Se 
celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con  los interesados. El Ministerio Fiscal se 
opone a la celebración del matrimonio. La Juez Encargada del Registro Civil mediante auto de 
fecha 25 de febrero de 2008, deniega la autorización del matrimonio ya que a la vista de la 
audiencia reservada practicada a los promotores del expediente no resulta acreditada la existencia 
de un vínculo entre los mismos, por lo que podría darse el caso de encontrarnos con un 
matrimonio de conveniencia. 
 
 3. Notificado a los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, solicitando la autorización del matrimonio. 
  
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, la Juez Encargada del Registro Civil remite toda 
la documentación a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código civil; 
386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª 
de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de 
enero, 2-1ª , 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª ,30-4ª de mayo, 11-3ª y 4ª, 
12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este  trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto que por él puede en 
ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, que no desean en 
realidad ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para 
obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de este trámite 
o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que existe simulación, no debe 
autorizar un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 
73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
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 V. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro país que cursan una española 
y un colombiano y de las audiencias reservadas practicadas se han puesto de manifiesto una 
serie de contradicciones que impiden que se autorice el matrimonio. El interesado dice que 
nunca ha conocido a su padre por lo que lleva los apellidos de su madre, a este respecto la 
interesada declara que el padre de él ha fallecido. Discrepan sobre como se conocieron, él 
afirma que por Internet y ella que en la playa, también discrepan sobre el tiempo que llevan 
siendo pareja, él dice que ocho meses y ella que diez meses. Difieren en gustos y aficiones, él 
dice que ella no fuma y ella dice que sí, él dice que a ella le gusta la estética y ella dice que le 
gusta el patinaje, él dice que le gusta la comida típica de su país y ella dice que él como de 
todo pero que no sabe cual es su comida preferida. Por su parte el interesado manifiesta que 
ella ha padecido una parálisis facial y que tiene pérdida de audición por lo que  tiene un 
tratamiento para el oído y ella declara al respecto que sólo toma pastillas anticonceptivas. Ella 
tampoco sabe que al interesado le falta un testículo tan sólo dice que le han operado de 
apendicitis. En el recurso manifiestan que el interesado vivía en M. antes de trasladarse a A., y 
que se llamaban constantemente por teléfono, pero no aportan pruebas de ello. Por todos 
estos hechos se deduce que el matrimonio proyectado no persigue los fines propios de esta 
institución sino otros probablemente de carácter migratorio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 19 de mayo de 2009, sobre  inscripción de 
matrimonio. 

 
 

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular en L. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 11 de enero de 2007 Don J., nacido en España el 11 de abril de 1968, 
presentó en el Consulado General de España en L. impreso de declaración de datos para la 
trascripción de su matrimonio celebrado el día 21 de diciembre de 2006 en  Perú, según la ley 
local, con Doña M. nacida en Perú el 28 de febrero de 1987. Aportaban como documentación 
acreditativa de su pretensión: Hoja declaratoria de datos para la inscripción del matrimonio, 
certificado de matrimonio local; certificación de nacimiento y certificado de estado civil del 
interesado y certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción del matrimonio, el Encargado del 
Registro Civil Consular mediante auto de fecha 4 de marzo de 2008 deniega la inscripción del 
matrimonio atendiendo a que los promotores han incurrido en diversas discrepancias y 
contradicciones en su declaraciones contenidas en las audiencias reservadas. 
 
 3. Notificada la resolución a los interesados, el interesado interpone recurso ante 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio, 
aportando pruebas documentales como fotografías, correos electrónicos, etc. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe presentado. El Encargado del Registro Consular ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 

Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Perú 
entre una ciudadana peruana y un ciudadano español, y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos que hacen pensar que se trata de un matrimonio 
simulado. La interesada no sabe o se equivoca en el apellido del interesado. Hay una gran 
diferencia de edad, aunque este hecho no es determinante. Existen discrepancias con respecto 
al modo y momento en que se conocieron ya que ella dice que fue en marzo de 2006 por 
Internet, sin embargo en una segunda entrevista dice que fue en febrero de 2006, el interesado 
dice al respecto que fue en el verano de 2005. El interesado manifiesta que viajó a Perú en dos 
ocasiones y que estuvo alojado en casa de la promotora, sin embargo ella declara que en el 
primer viaje estuvo alojado en un hotel y en un segundo viaje en su domicilio. A este respecto 
hay que señalar que la interesada manifiesta en una de las entrevistas, que en el primer viaje 
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que hizo el interesado en 2005 ella no le conoció ya que se encontraba de viaje en otra ciudad, 
y el interesado dice que en este primer viaje le fueron presentados todos los miembros de la 
familia de la interesada pero no ella. Difieren en la frecuencia de la comunicación por Internet y 
teléfono. Ninguno de los dos tiene trabajo, a este respecto, el interesado dijo no apoyar 
económicamente a la promotora y ella declara que el interesado le ha mandado dinero en 
alguna ocasión, aunque no tiene pruebas de ello. Difieren en lo concerniente a la petición de 
visado de ella, ya que ella dice no haberlo pedido mientras que él declara que si lo ha pedido. 
La interesada tiene tres hermanos viviendo en España y una tía, así mismo manifiesta que su 
madre también fue reagrupada por su tía, aunque la madre volvió a Perú porque se le habían 
acabado las vacaciones  y debía volver al trabajo, en este sentido la interesada declara que su 
madre quería que le dieran la tarjeta de residencia para ir y venir a Perú y España sin 
problemas de documentación. Por otra parte, en las pruebas presentadas con el recurso 
existen numerosas pruebas de que el matrimonio no cumple con los requisitos propios de la 
institución por ejemplo lo expresado en los correos electrónicos. Dadas las circunstancias de 
este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de los 
matrimonios entre peruanos y españoles, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio 
persiguiendo otros fines muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 19 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el 
plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 15 de abril de 2008, Don M. nacido el 11 de octubre de 
1969 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 15 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1969 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
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anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto  no consta acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (4ª) de 19 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

   
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Don E. nacida el 1 de enero de 
1944 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y documentación 
variada. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 



 214

                    II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1944 en 
Adrar, Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto 
concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por la recurrente, como 
son que no consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código 
civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
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la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
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Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 19 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don B. nacido el 25 de febrero de 
1930 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
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del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos del 
Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1930 en 
T., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
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de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, 
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no está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
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canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 19 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 

interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don J. nacido el 31 de marzo de 
1930 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
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presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos 
del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1930 
(1942, según documentación aportada) en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el auto antes citado 
declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
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Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
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Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
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porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente (obviando el problema de identidad que 
genera la disparidad respecto de la fecha de su nacimiento) la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 del Código civil, encontrándose la interesada en posesión de 
documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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  Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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Resolución (7ª) de 19 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 

informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de 
legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Doña A. nacida el 10 de abril de 
1962 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
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de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos 
del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1962 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
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pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil, teniendo la interesada documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
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habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
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 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 19 de mayo de 2009, sobre  inscripción de 
matrimonio celebrado en el extranjero. 
 

 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del encargado del 
Registro Civil consular de B. 
 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil consular de B. el 22 de agosto de 
2007, Don V., nacido el 10 de octubre de 1969 y de nacionalidad española, solicitó la inscripción 
en el Registro Civil español de su matrimonio con la ciudadana colombiana N., nacida el 31 de 
octubre de 1985, celebrado el día 16 de agosto de 2007 en Colombia según la ley local. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local, inscripciones 
de nacimiento, pasaportes, fe de vida y estado e inscripción de matrimonio anterior del solicitante 
con marginal de divorcio y certificado de entradas y salidas de Colombia de la interesada.  
 
 2. Ratificados los interesados, se celebró trámite de audiencia reservada por 
separado con ambos solicitantes. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dictó auto el 7 de febrero de 2008 
denegando la inscripción solicitada por inconsistencias durante la audiencia reservada. 

 
4. Notificada la resolución a los interesados, se interpone recurso ante la Dirección 

General de los Registros y del Notariado alegando que el matrimonio es verdadero. 
 

 5. De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones de 
ministerio fiscal. El encargado del Registro Civil consular se ratificó en su resolución y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª  y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-
4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre 
de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de 
noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009.  
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y más recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC.), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro consular o en el central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este centro directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea 
razonable deducir, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Colombia el 
16 de agosto de 2007 entre una ciudadana colombiana y un ciudadano español. Del trámite de 
audiencia reservada practicado a los interesados resultan determinados hechos objetivos de los 
que cabe deducir que la inscripción de matrimonio solicitada no se ajusta a los requisitos legales. 
Uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala 
como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho 
de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del matrimonio y eso es, precisamente, 
lo que sucede en este caso, dado que, aunque aseguran que se conocieron en junio de 2006, 
su primer contacto personal se produjo solo unos días antes de la boda, en agosto de 2007, 
cuando el contrayente viajó a Colombia, sin que se aporten pruebas de la existencia de una 
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relación anterior más allá del mes de julio del mismo año. A ello se añaden el desconocimiento 
y las contradicciones observadas con respecto a datos esenciales de la relación, como el 
hecho de que la promotora no sepa contestar a la pregunta acerca de cuáles son las cosas o 
los gustos que tienen en común ni conozca el nivel de estudios de su pareja. También resulta 
llamativo que el interesado manifieste que piensan tener dos hijos mientras que ella responde 
que no han hablado sobre ese aspecto, sin olvidar las contradicciones en cuanto al nombre de 
la mejor amiga de la solicitante (ella dice que se llama Y. y él dice que es E.) o sus costumbres 
a la hora de desayunar (ella dice que no desayuna y que él toma zumo de naranja y pan, en 
tanto que él responde que toma café y zumo de naranja y su cónyuge café y arepa con 
mantequilla). 
 
 VI. De estos hechos objetivos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil consular, quien por su 
inmediación a los hechos es el que más fácilmente puede apreciarlos y formar su convicción 
respecto a ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la 
celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 
257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía 
procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto 
este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 
del reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN de (9ª) 19 de mayo de 2009, sobre matrimonio islámico 
celebrado en España. 

  
 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de C. el 20 de septiembre de 
2007 Don M., de nacionalidad española, nacido el 12 de marzo de 1932 en C., y la Sra. A., de 
nacionalidad marroquí, nacida el 27 de febrero de 1967 en M. (Marruecos), solicitaban la 
inscripción del matrimonio islámico que habían celebrado en C. el 15 de abril de 2007. 
Acompañaban la siguiente documentación: Certificado del matrimonio islámico; del promotor, 
DNI y certificación de nacimiento españoles, acta de matrimonio y acta de rectificación de la 
identidad de la contrayente que consta en el acta de matrimonio marroquíes, certificación literal 
de defunción de la persona que figura en el acta de rectificación y certificación de inscripción en 
el padrón de C.; y, de la promotora, pasaporte y carta de identidad nacional marroquíes, copia 
literal del acta de nacimiento, certificado de fe de vida individual, actas de matrimonio, de 
divorcio revocable, dos sucesivas de revocación de divorcio y de divorcio definitivo; y 
certificado administrativo de residencia en M. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron dos testigos que manifestaron 
que, por razón de vecindad, les constaba el hecho de que los promotores habían contraído 
matrimonio islámico en C. el 15 de abril de 2007, se dispuso la publicación de edictos, se libró 
oficio a la Policía Local a fin de que informara acerca de la convivencia de los contrayentes, 
con el resultado de que residían en el mismo domicilio; y el 26 de noviembre de 2007 se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada. 
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 3. El Ministerio Fiscal, considerando que concurrían los requisitos exigidos por el 
Ordenamiento Jurídico Español, no se opuso a la inscripción del matrimonio y el 28 de 
noviembre de 2007 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por resultar de la audiencia 
reservada hechos objetivos de los que deducir que la finalidad pretendida con el matrimonio no 
era propia de la institución matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los promotores, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
apenas discreparon en las respuestas a las preguntas que se les formularon, que prestaron su 
consentimiento sincero y que desean dar validez a su matrimonio islámico, vivir en común y 
formar una familia. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugnó 
el recurso e interesó la confirmación de la resolución apelada y el Encargado del Registro Civil 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; 1, 3 y 7 de la Ley 26/1992, de 10 de noviembre por la que se 
aprueba el Acuerdo de Cooperación entre el Estado Español y la Comisión Islámica de 
España; la Instrucción de 10 de febrero de 1993,  los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 9, 
45, 49, 50, 63, 65, 73 y 78 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 
246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 2-2ª de diciembre de 2004; 
24-2ª, 25-4ª de enero, 3-3ª, 9-1ª de febrero, 2-1ª, 3-4ª, 17-1ª, 23-4ª de marzo, 19-1ª y 20-2ª y 3ª 
de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª de mayo, 8-4ª,   20-3ª de junio y 19-2ª de julio y 9-3ª de 
septiembre de 2005; 24-5ª de mayo de 2006; y 4-4ª de marzo y 11-9ª  y 24-6ª de noviembre de 
2008. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
  
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir un matrimonio celebrado en España según la forma 
religiosa de alguna de las confesiones que tienen suscrito un Acuerdo de Cooperación con el 
Estado Español legalmente prevista como suficiente por la ley española (art. 256-2º RRC). El 
Encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la 
celebración del matrimonio (cfr. art. 65 Cc) y esta comprobación requiere que por medio de la 
calificación de la certificación expedida y "de las declaraciones complementarias oportunas" se 
llegue a la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad 
conforme a la ley española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo 
criterio que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un 
Registro extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. El citado 
artículo 256 se remite al 63 Cc, el cual, con referencia a los matrimonios celebrados en España 
en forma religiosa, dispone en su párrafo II que “Se denegará la práctica del asiento cuando de 
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los documentos presentados o de los asientos del Registro conste que el matrimonio no reúne 
los requisitos que para su validez se exigen en este título” y uno de esos requisitos 
comprendidos en dicho título, esencial para la validez del matrimonio, es la existencia de 
consentimiento (cfr. art. 45 y 73.1º Cc). 
  
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro Directivo a partir de la 
Resolución de 30 de Mayo de 1.995, debiendo denegarse la inscripción cuando existan hechos 
objetivos comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las demás 
pruebas presentadas, de los que sea razonable deducir según las reglas del criterio humano 
(cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación.  
 
 V. En este caso se pretende inscribir un matrimonio islámico celebrado el 15 de 
abril de 2007 en España entre una ciudadana marroquí y un español, que adquirió la nacionalidad 
por residencia el 10 de diciembre de 1990 renunciando a su anterior nacionalidad marroquí, 
inscripción que es denegada por el Juez Encargado, por estimar que el matrimonio no se ha 
celebrado con las finalidades propias de de la institución matrimonial. El auto no suscita 
cuestión acerca de determinadas formalidades y requisitos que no resultan acreditados en el 
expediente y que derivan del Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de 
España. Si los contrayentes deseaban inscribir el matrimonio en el Registro Civil español para 
obtener el pleno reconocimiento de sus efectos civiles, deberían haber acreditado previamente 
su capacidad matrimonial mediante la correspondiente certificación expedida por el Registro 
(cfr. art. 7.2 del Acuerdo). No consta que en su momento se solicitase dicho documento, de 
modo que a posteriori se ha procedido por el Juez Encargado a comprobar la concurrencia de 
los requisitos exigidos por el Código Civil. Tampoco está acreditada la pertenencia del Imam 
ante el que los contrayentes expresaron su consentimiento a alguna Comunidad Islámica de 
las señaladas en el artículo 1.1 del referido Acuerdo de Cooperación (cfr. art. 7.1, en relación 
con el art. 3.1 del Acuerdo). Y el certificado de matrimonio presentado no ofrece las garantías 
legalmente exigidas: la mención del estado civil de la contrayente está enmendada y la 
enmienda sin salvar y en dicho documento figura la firma del contrayente, sustituida en todos 
los demás que obran en el expediente por la indicación de que no firma porque manifiesta que 
no sabe hacerlo. A estos defectos formales hay que sumar los hechos, deducidos del trámite 
de audiencia reservada y de los documentos aportados al expediente, en los que el Juez 
Encargado ha fundamentado la denegación. Los dos refieren que él se encuentra enfermo y 
quería contraer matrimonio con alguien que le ayudara en su vida diaria y que supieron el uno 
del otro por una tercera persona que los puso en relación pero discrepan sobre hecho tan 
fundamental como los miembros que componen la unidad familiar: la interesada dice que sus 
dos hijos viven “con ella” en la Barriada del Príncipe hace aproximadamente un año y el 
interesado que los hijos de su cónyuge no viven “con él”. A mayor abundamiento, no consta el 
estado civil de viudo del promotor porque no se ha acreditado la identidad de persona entre 
quien contrajo matrimonio con él en el extranjero en 1964 bajo el nombre de J., natural del R. y 
de 20 años de edad, y la difunta J., nacida el 1 de enero de 1939 en C. Por último, y aunque se 
trata de un hecho por sí solo no determinante, hay que señalar la notable diferencia de edad 
existente entre ambos contrayentes, concretamente treinta y cinco años.  
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Juez Encargado del Registro Civil que, por su inmediación a 
los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su convicción respecto de 
ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración 
del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de economía procesal 
(cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (10ª) de 19 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el Ministerio Fiscal contra auto del 
Juez Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 11 de junio de 2007 
Doña Y., de nacionalidad española, nacida el 4 de mayo de 1988 en F. (Marruecos), iniciaba 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil por poder con el Sr. C., 
de nacionalidad marroquí, nacido el 14 de noviembre de 1984 en F. (Marruecos). Acompañaba 
la siguiente documentación: Propia, DNI, certificación de nacimiento, certificado de 
empadronamiento y fe de vida y estado; y, del interesado, pasaporte marroquí, copia literal de 
acta de nacimiento, atestado de soltería, certificados administrativo de residencia en F. y del 
Consulado General de Marruecos en L. sobre inexistencia de edictos en ese país y poder 
especial otorgado ante notario de M. a su hermano para contraer matrimonio en su nombre. 
 
 2. Ratificada la solicitud por la interesada y por el apoderado, el 11 de julio de 
2007 se celebró en el Registro Civil Consular de N., por mediación de la traductora del 
Consulado, la entrevista en audiencia reservada con el interesado. El 20 de septiembre de 
2007 fue oída la promotora y comparecieron como testigos su padre y un familiar, que 
manifestaron su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en prohibición 
legal alguna.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, vistas las contradicciones sobre hechos esenciales que 
había puesto de manifiesto la audiencia reservada, se opuso a que se autorizara el matrimonio 
por poder y el 10 de diciembre de 2007 el Juez Encargado, considerando que no existían datos 
objetivos suficientes para deducir la ausencia de auténtico consentimiento matrimonial, dictó 
auto acordando autorizar la celebración del matrimonio.  
 
 4. Notificada la resolución a los interesados y al Ministerio Fiscal, éste interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, interesando la revocación 
del auto, por entender que existían indicios racionales objetivos, sustancialmente la previsión 
de celebración del matrimonio por poder, que denotaban la ausencia de verdadero 
consentimiento.  
 
 5.- De la interposición del recurso se dio traslado a los interesados, la promotora 
alegó que debe prevalecer su derecho a contraer matrimonio con la persona que desea y en la 
forma legalmente establecida que prefiera y el Juez Encargado ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
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3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración por poder de un 
matrimonio civil en España entre un nacional marroquí y una ciudadana española, marroquí de 
origen, resultan del trámite de audiencia un conjunto de hechos que llevan a la convicción de 
que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta 
institución. La promotora, que reside en España desde muy pequeña, señala que se conocen 
de siempre, porque él es vecino de la abuela de ella, en cuya casa suele pasar los tres meses 
de verano, mientras que él indica que se conocieron hace cinco años. Sea como fuere, resulta 
evidente, a partir de sus manifestaciones, que han tenido escaso trato. Se advierten 
contradicciones sobre hechos relevantes de la relación aducida: si decidieron casarse cuando 
llevaban un año saliendo juntos -en 2004- “una vez que él fue a casa de su abuela”- o hace dos 
años -en julio de 2005-; preguntados sobre si proyectan celebrar también matrimonio coránico, 
él responde que no, porque ella es española, y ella que tiene pensado hacer la fiesta pero que 
primero quieren celebrar el matrimonio civil en España; ella habla sin mucha convicción sobre 
su futura vida en común -“si viene para aquí él, ya buscarían una casa”-; y el desconocimiento 
de datos familiares esenciales llega al punto de que el interesado declara conocer al padre, a la 
madre y a los hermanos de ella, residentes todos en C., en tanto que ella indica que es 
huérfana de madre. A mayor abundamiento, tienen previsto celebrar el matrimonio por poder 
en S., a donde ha tenido que desplazarse en varias ocasiones desde M. el hermano 
apoderado, y no han considerado la posibilidad de celebrarlo personalmente en M., ciudad en 
la que él ha otorgado el poder, durante los tres meses al año que ambos indican que coinciden 
en F.; el interesado refiere que cuatro de sus ocho hermanos residen en Marruecos y los otros 
cuatro en M., casados; y señala que, tras el matrimonio, él piensa adquirir la nacionalidad 
española. A lo que antecede se une el informe que emite el Encargado del Registro Civil 
Consular de N., tras la audiencia reservada practicada al interesando, no descartando que el 
matrimonio proyectado sea de complacencia. Todo ello lleva a la convicción de que este 
matrimonio no persigue la finalidad que le es propia, sino que está siendo instrumentalizado, 
consciente o inconscientemente, con fines migratorios. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de  20 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

   
 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 15 de diciembre de 2007, Doña C. nacida en Cuba el 24 de 
diciembre de 1951 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. 
impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 8 
de junio de 2007 con Don R. nacido en Cuba el 22 de agosto de 1970 y de nacionalidad 
cubana. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio 
local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio y sentencia de divorcio de la 
interesada y certificado de nacimiento y certificado  de matrimonio y sentencia de divorcio del 
interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 10 de enero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 



 242

expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Existe una 
gran diferencia de edad entre los interesados. Lo más significativo es que la interesada obtiene 
la nacionalidad española con fecha 21 de junio de 2007, obtiene el divorcio de su anterior 
marido mediante escritura notaria el 8 de mayo de 2007 y el interesado obtiene el divorcio de 
su anterior esposa mediante escritura notarial el 12 de abril de 2007, y ambos contraen 
matrimonio el 8 de junio de 2007. A este respecto el interesado declara que obtuvo el divorcio a 
un mes de su posterior matrimonio, cuando son dos meses y que llevaba dos años con su 
actual compromiso, no supo decir la razón por la que se disolvió su vínculo matrimonial, 
también comenta que desea inscribir el matrimonio para ir a España a ver la familia de la 
interesada. Por su parte la interesada también declara que quiere ir a España pero no para 
quedarse a vivir. No aportan prueba alguna de su relación. Dadas las circunstancias de este 
caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de matrimonios 
entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio persiguiendo 
otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don B. nacido el 1 de enero de 
1952 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
                     2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos del 
Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1952 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
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artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
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Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, 
no está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código civil, poseyendo, además, el interesado documentación 
marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
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 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
  Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
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evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (3ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Doña F. nacida el 5 de mayo de 
1963 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
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inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1963 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
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Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
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base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
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cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
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con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 

 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don M., nacido el 30 de abril de 
1965 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1965 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
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 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
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actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
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anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc, poseyendo además el promotor documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  
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                    Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, Don M., nacido el 27 de noviembre 
de 1964 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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                   II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1964 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
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la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto  no consta acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc, encontrándose, de otro lado, el interesado en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 



 263

tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
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que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Doña L. nacida el 1 de enero de 
1949 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y diversa 
documentación. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede 
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proponer una resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado 
el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 
355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1949 en 
E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
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 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
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en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada “de facto” para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
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para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 20 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero.  
 
 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

 
H E C H O S 

 
 1. El 3 de octubre 2007 la Sra. L., de nacionalidad colombiana, nacida en A. 
(Colombia) el 24 de diciembre de 1981, presentó en el Consulado General de España en B. 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder 
el día 18 de agosto de 2007 en P. (Colombia), según la ley local, con Don J., de doble 
nacionalidad española y colombiana, nacido en P. (Colombia) el 28 de agosto de 1973. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; del interesado, 
certificación de nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte; y propia, pasaporte colombiano, 
certificado de movimientos migratorios y registro de nacimiento. 
 
 2. El 19 de febrero de 2008 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.   
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 26 de 
febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias 
de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
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4. Notificada la resolución a ambos, el interesado interpuso recurso ante la 

Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que coincidieron en la mayoría de 
las respuestas referidas a hechos fundamentales para apreciar que su relación es real, 
hobbies, color del coche, equipo de fútbol favorito y que, por el corto periodo de convivencia, 
discreparon en cuestiones baladíes, en las que también posiblemente fallarían parejas que 
llevan muchos años casadas; y presentando, como prueba documental, volantes de 
empadronamiento, reservas de vuelos y una fotografía.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
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deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 18 de agosto de 2007 entre un ciudadano de doble nacionalidad colombiana y 
española -adquirida por residencia el 23 de febrero de 2007- y una nacional colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según declaraciones de los interesados, se conocieron hace catorce meses (diciembre de 
2006) en España -ella- o en octubre de 2006 en L. -él-; tras seis meses juntos, ella regresó a su 
país, en el que él estuvo entre el 8 de junio y el 10 de agosto de 2007; una semana después de 
marcharse él, contrajeron matrimonio por poder y él vuelve a B. en febrero de 2008, 
coincidiendo con la audiencia en el Registro Civil Consular, aunque ella manifiesta que está allí 
desde el 6 de enero de 2008 y que su estancia va a durar dos meses. No consta que la 
interesada se encontrara en España en las fechas en que indican haberse conocido e iniciado 
la relación ni tampoco que comunicaran con regularidad antes del matrimonio ni en los seis 
meses transcurridos entre la boda y la audiencia. Quizá tan escaso trato sea la causa de que 
se advierta mutuo desconocimiento de datos personales, familiares y laborales relevantes: 
sobre sus respectivos trabajos anteriores, ella indica que él, empleado de una tienda de 
bricolaje, estaba en una empresa de seguridad y él que ella, manicura, trabajaba en un bar; y él 
equivoca la población natal de ella y la cree madre de una hija, en tanto que ella señala que 
“con su pareja tiene dos hijos”. A mayor abundamiento, la interesada dice que ha pensado que 
la inscripción del matrimonio le permite residir en España, donde tiene familiares y, cuando se 
le pregunta si el enlace obedece a esa finalidad, contesta afirmativamente. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (8ª) de 20 de mayo de 2009, sobre consolidación de la  
nacionalidad española. 

  
 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que las 
personas representantes legales del interesado, menor de edad, hubieran residido en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del 
domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 
 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción del nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
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 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de 
legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal, contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de C., Don E. nacido el 3 de julio 
de 1973 en B. (Sahara Occidental), solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en base a la utilización continuada de la misma durante más de diez 
años. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre expedido por 
Marruecos, en el que se hace constar que L., de nacionalidad marroquí y nacido el 3 de julio de 
1973, inscrito en el Registro Civil marroquí en el año 1977, figura como E., nacido el 7 de mayo de 
1974; pasaporte marroquí, Libro de Familia de sus padres en el que aparece el promotor con 
fecha de nacimiento 3 de julio de 1973.   

 
2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal informa que estima procedente la 

aprobación de la solicitud. El Encargado del Registro Civil dictó auto, con fecha 12 de mayo de 
2008, accediendo a lo solicitado por entender que concurrían en el caso las circunstancias 
contempladas en el artículo 18 del Código Civil. 

 
3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste interpuso 

recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de Notariado, alegando cuestiones de 
competencia y de alcance de la parte dispositiva de la citada resolución. De este recurso se dio 
traslado al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara convenientes, sin 
que transcurrido el plazo se presentara escrito alguno. 
 

4. El Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y de Notariado interesando la desestimación del recurso interpuesto. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 

 
 II.Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 30 de mayo inmediato, esto es fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento y recuérdese que conforme al artículo 32 de 
la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son hábiles. 
Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución del 
presente recurso. En cuanto a lo primero porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra 
Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
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practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fija el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del 
recurso. 
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 30 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1973 en B. Sáhara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de fecha 12 de mayo, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
  Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96.2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la resolución 
pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicas expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del domicilio del 
solicitante ( cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto para instruir como para 
resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil 
en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 

IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así  a) el artículo 
336.3º del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero 
del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, 
párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
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ausencias de visados o permisos de residencia –no de mera estancia- respecto de los 
extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración ( cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 

V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar de nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”. 
 
 Esta actuación plantea en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16.1 de la Ley del Registro Civil, los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, 
en el Consular correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin 
de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso del nº 4 del 
artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de 
noviembre, conforme a la cual “en inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país 
extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o 
promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que 
se haya instruido el oportuno expediente registral” 
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23.a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito este que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 198 del Reglamento del 
Registro Civil. 
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VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16  RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así resulta también de la diferenciación de 
“territorios” puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo de Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de 
sus administración a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional”. 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales, dada entonces su 
minoría de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras circunstancias 
impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, como son que no está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil al haber nacido en el año 1973. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 

VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal, vertida en su escrito de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese 
su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de Mayo 
de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los casos 
de adquisición originaria basada en el principio del ius sanginis, sólo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de que se ostenta la 
nacionalidad española (cfr. art. 96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de 
que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales declaraciones de 
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nacionalidad, ya que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los 
favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido. 
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 
 

VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC ), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo 
caso con notificación formal a los interesados o a sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine L.R.C), pues siendo éste el tipo de asiento 
correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil de 
C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, el nacimiento, acaecido en el extranjero 
y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que no debió practicarse en su momento, 
porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de un título 
manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no 
se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en que el interesado había 
pasado su petición. Por lo cual, procede su supresión y cancelación mediante el oportuno 
expediente gubernativo (cfr. arts. 95.2 LRC y 297.3 RRC) que, en aras del principio de 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este 
Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio Fiscal. 
 

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (9ª) de 20 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la  
nacionalidad española. 

 
 
 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que las 
personas representantes legales del interesado, menor de edad, hubieran residido en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 
 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 
 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción del nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal, contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil de C. 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de C., Don A., nacido el 1 de 
enero de 1970 en A. (Sahara Occidental), solicitaba que se le reconociese la nacionalidad 
española con valor de simple presunción en base a la utilización continuada de la misma durante 
más de diez años. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de concordancia de nombre 
expedido por Marruecos, en el que se hace constar que A., de nacionalidad marroquí y nacido el 5 
de octubre de 1972, inscrito en el Registro Civil marroquí en el año 1978, figura en lo sucesivo 
como A., nacido en 1970; pasaporte marroquí, Certificado de la Unidad Central de Documentación 
del Ministerio del Interior español, en el que se hace constar que al padre del promotor le fue 
expedido Documento Nacional de Identidad, el día 13 de marzo de 1972, documento que 
actualmente carece de validez y tarjeta de afiliación a la Seguridad Social española del padre del 
promotor, expedida el 13 de septiembre de 1974, en la que aparece el promotor con fecha de 
nacimiento 5 de octubre de 1972. 
 

2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal informa que estima procedente la 
aprobación de la solicitud. El Encargado del Registro Civil dictó auto, con fecha 13 de mayo de 
2008, accediendo a lo solicitado por entender que concurrían en el caso las circunstancias 
contempladas en el artículo 18 del Código Civil. 
 

3. Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste interpuso 
recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de Notariado, alegando cuestiones de 
competencia y de alcance de la parte dispositiva de la citada resolución. De este recurso se dio 
traslado al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara convenientes, sin 
que transcurrido el plazo se presentara escrito alguno. 
 

4. El Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y de Notariado interesando la desestimación del recurso interpuesto. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 335 y 338 
del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
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febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª 
de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 17-5ª de septiembre de 2008. 

 
 II.Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. Por otro 
lado, habiéndose dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 30 de mayo inmediato, esto es fuera del plazo de 15 días hábiles 
previsto por el artículo 355 del mismo Reglamento y recuérdese que conforme al artículo 32 de 
la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son hábiles. 
Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución del 
presente recurso. En cuanto a lo primero porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra 
Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fija el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del 
recurso. 
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1970 en A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
La Juez Encargada del Registro Civil de C. dictó auto de fecha 13 de mayo, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
  Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse si 
se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96.2º LRC y 338 RRC). 
 
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la resolución 
pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicas expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del domicilio del 
solicitante ( cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto para instruir como para 
resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil 
en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 

IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 L.E.C. 1/2000, de 
7 de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del Registro 
Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
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artículo 40 del Código civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba 
determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. 
Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así  a) el artículo 
336.3º del Reglamento del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero 
del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, 
párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencias de visados o permisos de residencia –no de mera estancia- respecto de los 
extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración ( cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 

V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar de nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”. 
 
 Esta actuación plantea en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16.1 de la Ley del Registro Civil, los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, 
en el Consular correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin 
de defender la competencia del Registro Civil de C. la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 
16 de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
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conforme a la cual “en inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los 
interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de 
fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya 
instruido el oportuno expediente registral” 
 
 Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23.a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito este que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 198 del Reglamento del 
Registro Civil. 
  

VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16  RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así resulta también de la diferenciación de 
“territorios” puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo de Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de 
sus administración a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional”. 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales, dada entonces su 
minoría de edad, estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, como son que no 
consta el título inscrito en el Registro Civil español, ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
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                  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal, vertida en su escrito de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese 
su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de Mayo 
de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los casos 
de adquisición originaria basada en el principio del ius sanginis, sólo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de que se ostenta la 
nacionalidad española (cfr. art. 96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de 
que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales declaraciones de 
nacionalidad, ya que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los 
favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
 Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido. 
 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 
 

VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo 
caso con notificación formal a los interesados o a sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. Tampoco 
puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la 
nacionalidad española se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente 
asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine L.R.C), pues siendo éste el tipo de asiento 
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correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los 
mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 

En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, el nacimiento, acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de 
un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de 
competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en que el 
interesado había pasado su petición. Por lo cual, procede su supresión y cancelación mediante 
el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95.2 LRC y 297.3 RRC) que, en aras del principio 
de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por 
este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio Fiscal. 
 

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 

1º. Estimar el recurso interpuesto. 
  2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 21 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 
                   Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H.. 
 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 9 de febrero de 2008, Doña I. nacida en Cuba el 23 de diciembre de 
1943 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 18 de octubre 
de 2005 con Don J. nacido en Cuba el 15 de diciembre de 1961 y de nacionalidad cubana. 
Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de 
nacimiento y certificado  de estado civil del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 13 de marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando 
la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC.), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La 
interesada manifiesta que no recuerda el nombre del hermano del interesado, que lo invitaron a 
su casa para comer el 31 de diciembre y que es el único hermano que tiene el contrayente 
siendo medio hermano. Sin embargo el interesado alega al respecto que él no tiene hermanos 
ni siquiera medio hermano. Por otra parte y sin que sea determinante existe una gran diferencia 
de edad entre los contrayentes. No presentan pruebas de su relación. Dadas las circunstancias 
de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo respecto de 
matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al matrimonio 
persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
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                    VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 21 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 
 
                   3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
 

 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, Don S., nacido el 9 de noviembre 
de 1964 en V. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 9 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
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 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 9 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1964 en 
V., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 9 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
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de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
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Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta acreditada la posesión y 
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utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc, estando el interesado en posesión de documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
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gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 21 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Don H., nacido el 18 de julio de 
1944 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Certificado de nacimiento y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo  para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1944 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
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Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
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Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
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porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, 
no está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
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extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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Resolución (4ª) de 21 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que el 
interesado, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Don Z., nacido el 11 de septiembre 
de 1952 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia y certificado de 
concordancia de nombre. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
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                   II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos del 
Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1952 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
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previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
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apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, estuviese imposibilitado de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, 
no consta la existencia de título inscrito ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código civil. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta para acreditar la filiación paterna 
(certificado de paternidad), expedida por autoridades de la denominada República Arabe 
Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de 
actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en 
virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. 
 



 299

  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
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art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 21 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don H., nacido el 7 de abril de 1964 
en I. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
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 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 6 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1964 en I., 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil 
de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
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tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
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diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
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 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
  
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
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                   VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 21 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, Don A., nacido el 22 de julio de 
1962 en T. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
 
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de 
junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1962 en 
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T., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
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sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 



 309

que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
  2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (7ª) de 21 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en el 
extranjero. 

   
 
                   Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial.  
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto de la Encargada del 
Registro Civil Consular de H. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 16 de noviembre de 2007, el Sr. N., de nacionalidad cubana, nacido en G. 
(Cuba) el 29 de enero de 1973, presentó en el Consulado General de España en H. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado el día 29 de junio 
de 2007 en H. (Cuba), según la ley local, con Doña M., de nacionalidad española, nacida en M. 
el 1 de abril de 1977. Aportaba como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado 
de matrimonio local; de la interesada, certificación de nacimiento, fe de vida y estado, 
pasaporte, DNI, y certificado de entrada y salida del país expedido por la Dirección de 
Inmigración y Extranjería de Cuba; y, propia, certificaciones literal de nacimiento y de soltería y 
carné de identidad cubano. 
 
 2. Ese mismo día, 16 de noviembre de 2007, se celebró la entrevista en audiencia 
reservada con el promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de B. el 25 de enero de 
2008. 

 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la inscripción del matrimonio, por haber 

alcanzado la certeza racional de que había vicios de consentimiento, y el 10 de abril de 2008 la 
Encargada del Registro Civil Consular de H., considerando que las audiencias reservadas 
habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, dictó auto 
denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que durante los catorce meses 
que precedieron al matrimonio comunicaron con regularidad y alcanzaron cercanía afectiva  y 
que contestaron con honestidad y exquisito apego a la verdad las preguntas que se les 
formularon; y presentando, como prueba documental, facturas de teléfono, correos 
electrónicos, resguardos de remesas y fotografías. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que se ratificó 
en todos los extremos del informe emitido con carácter previo al acuerdo que ahora se recurre, 
y el Encargado del Registro Civil Consular informó que no habían sido desvirtuados los 
razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar el auto apelado y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones del 9 de 
enero de 1995 y de 31 de enero de 2006 y las Resoluciones entre otras, 31-1ª y 5ª de mayo, 
23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de noviembre y 28-5ª de 
diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-
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2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª de diciembre de 2007; 
11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
 
 II. No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del trámite de 
la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente (art. 246 RRC), sino 
también cuando se intenta inscribir en el Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en 
el extranjero mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del Encargado cerciorarse de la inexistencia de 
impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad del matrimonio. Especialmente para 
evitar la inscripción de los llamados matrimonios de complacencia en los que el verdadero 
propósito de las partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del extranjero en relación con los 
requisitos de entrada y permanencia en España, el Encargado debe calificar, a través de las 
declaraciones complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), 
si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el contrario, se 
trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de dicho consentimiento matrimonial. 
 
 III. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 IV. En este caso concreto, en el que se solicita la inscripción de un matrimonio 
celebrado en Cuba el 29 de junio de 2007 entre una ciudadana española y un nacional cubano, 
los hechos comprobados no son lo suficientemente clarificadores como para deducir de ellos, 
sin sombra de duda, la existencia de simulación. Las audiencias reservadas practicadas no han 
revelado contradicciones relevantes ni profundo desconocimiento entre los contrayentes. 
Ciertamente el hecho de que la relación se estableciera y mantuviera a distancia y la 
circunstancia de que no se encontraran directamente y personalmente hasta que ella viajó para 
la boda son indicios que razonablemente apuntan hacia una finalidad migratoria por parte del 
promotor extranjero, pero las pruebas presentadas en la fase de recurso, en cantidad tan 
excesiva como innecesaria, acreditan la existencia de una comunicación regular y continuada 
durante el año que precedió al matrimonio e impiden llegar a la convicción plena de que no hay 
verdadero consentimiento matrimonial. 
 
 V. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta del obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aun en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de Octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha de 
elegir la primera alternativa”. “Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal 
inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. art. 74 Cc) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso.  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
el 29 de junio de 2007 en H. (Cuba) entre Doña M. y el Sr. N. 
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RESOLUCIÓN (8ª) de 21 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 11 de abril de 2007 el Sr. H., de nacionalidad colombiana, nacido en C. 
(Colombia) el 11 de enero de 1970, presentó en el Consulado General de España en Bogotá 
impreso de declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder 
el día 17 de enero de 2007 en su ciudad natal, según la ley local, con Doña G., de doble 
nacionalidad española y colombiana, nacida en B. (Colombia) el 9 de diciembre de 1966. Aportaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, 
registro de nacimiento, pasaporte colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, 
de la interesada, certificación literal  de nacimiento, acta de manifestaciones sobre estado civil y 
pasaporte. 
 
 2. El 22 de mayo de 2007 se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada compareció en el Registro Civil de M. el 11 de julio de 2007, ratificó la 
solicitud y, por expresa petición, se le facilitó  el modelo de cuestionario aprobado por la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
  
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 28 de 
diciembre de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que 
acordaba no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las 
inconsistencias de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de 
verdadero consentimiento. 
 

4. Notificada la resolución a ambos, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que, si fuera cierto el argumento 
en el que se fundamenta la denegación, habrían celebrado el matrimonio mediante poderes, se 
habría inscrito sin problemas y el interesado habría obtenido el correspondiente visado de 
familiar comunitario. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 
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2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado por poder 
en Colombia el 17 de enero de 2007 entre una ciudadana de doble nacionalidad colombiana y 
española -adquirida por residencia el 10 de septiembre de 2003- y un nacional colombiano y, 
del trámite de audiencia reservada, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Según manifiestan, se conocieron “hace más o menos 4 ó 5 años” (2002 ó 2003) en casa de la 
comadre de ella -ella-, el 24 de julio de 2004 en Cali, en una reunión de una cuñada -él-; 
salieron cuatro o cinco veces, cuando ella regresó a España continuaron en contacto por 
teléfono y por Internet, decidieron casarse en diciembre de 2006, contrajeron matrimonio por 
poder en enero de 2007 y no consta que en los dos años largos transcurridos desde la boda 
hayan tenido un segundo encuentro ni tampoco que se hayan comunicado con regularidad por 
algún otro medio. Se advierte mutuo desconocimiento de datos personales, familiares y 
laborales, discrepando sobre si él vive con una hermana o también con una sobrina o si trabaja 
por cuenta propia o ajena; y sobre si ella es secretaria en un bufete de abogados o perforadora 
de datos en C., si gana 400 ó 1.000 € o si vive con sus dos hijos o únicamente con la hija, 
menor de edad. Y acerca de sus planes de futuro, él dice que piensa fijar su residencia en 
Madrid, porque quiere reunirse con ella, y ella que, para estar juntos, vivirán en España, porque 
ella no se quiere ir para Colombia. 
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
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el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 22 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, Don M. nacido el 19 de junio de 
1965 en A (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de nombre y libro 
de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1965 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
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requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
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competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está acreditada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc, teniendo, además, el 
interesado documentación marroquí. 
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 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
  
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
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normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
  2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 22 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Don L. nacido el 1 de enero de 
1957 en E. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
nacimiento y de paternidad. 



 321

 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada procede proponer una 
resolución favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1957 en 
E., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
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 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
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que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  
 

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 
la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
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«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad, entonces la mayoría se alcanzaba a los 21 años- estuviesen imposibilitados “de facto” 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Aparte de esto no consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está acreditada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
 De otro lado, la documentación que se aporta (certificado de nacimiento y de 
paternidad), expedida por autoridades de la denominada República Arabe Saharaui 
Democrática, no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se extienden 
al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de 
cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este 
caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  
 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

 



 326

RESOLUCIÓN (3ª) de 22 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña S. nacida el 1 de enero de 
1960 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
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mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1960 en 
D., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
 
  Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
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norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
  VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
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habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
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extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 El Consejero Técnico entiende, de acuerdo con lo anteriormente expuesto, que 
procede: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 22 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña A. nacida el 28 de junio de 
1970 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: DNI saharaui, certificado de paternidad y 
diversa documentación que prueba que su padre era de nacionalidad española. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
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Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
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Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado 
que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este 
imprescindible requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 Cc, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia 
habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume 
para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es 
libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
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  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
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administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
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nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º. Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 22 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 
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                    4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 
favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don M. nacido el 10 de septiembre 
de 1973 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Pasaporte, certificado de concordancia de 
nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las resoluciones de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se adhiere al informe del 
recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple presunción que el 
solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, todos los días 
del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas 
de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, 
infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la 
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fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la 
interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1973 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
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extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, 
en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
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 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc, teniendo, además, el interesado documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
  
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
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presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (6ª) de 22 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña H. nacida el 28 de junio de 
1970 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
paternidad y certificado de nacimiento. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
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mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 13 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
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norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
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habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
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extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (7ª) de 22 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 15 de julio de 2004 el 
Sr. A., de nacionalidad marroquí, nacido el 14 de enero de 1968 en S. (Marruecos), y Doña M., 
de nacionalidad española, nacida el 18 de abril de 1959 en L., iniciaban expediente en solicitud 
de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente documentación: Del 
promotor, extracto de acta de nacimiento, acta de repudio revocable, certificado de 
empadronamiento, certificados del Consulado General de Marruecos en L. sobre inexistencia 
de edictos y sobre capacidad matrimonial en ese país, pasaporte marroquí y declaración jurada 
de estado civil; y, de la promotora, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con asientos 
marginales de separación y de divorcio, sentencia de divorcio, fe de vida y estado, certificado 
de empadronamiento y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, se dispuso la publicación de edictos y el 21 de 
julio de 2004 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada y comparecieron como 
testigos una amiga de ella y una hermana de él, que manifestaron su convencimiento de que el 
matrimonio proyectado no incurría en prohibición legal alguna.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, vistas las contradicciones que había puesto de manifiesto la 
audiencia reservada, interesó que se denegara la autorización, y el 9 de agosto de 2004 el 
Juez Encargado, considerando que de las diligencias instruidas se desprendía la existencia de 
impedimento de ligamen en el promotor, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
se conocen hace más de dieciocho meses, que conviven como pareja de hecho y que desean 
formar una familia.  
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 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación de la resolución recurrida, por considerarla ajustada a derecho, y el Juez 
Encargado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan, del trámite de 
audiencia y de la documental obrante en el expediente, un conjunto de hechos que llevan a la 
convicción de que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la 
propia de esta institución. Se advierten contradicciones en las declaraciones de ambos 
relativas a hechos importantes de la relación aducida: si se conocieron hace año y medio 
(enero de 2003) en un mitin o en las fiestas de las elecciones municipales del año pasado (25 
de mayo de 2003) en la sede del PSOE; si tomaron la decisión de casarse hace mes y medio o 
dos meses, o hace seis; o si los amigos que tienen en común son F. y S. o únicamente C. A 
mayor abundamiento, el interesado no acredita el estado civil de divorciado que dice tener, 
porque no ha aportado acta o sentencia de divorcio definitivo e irrevocable, sino un acta que 
recoge una declaración de su padre repudiando, en virtud de representación conferida por su 
hijo mediante poder privado, a la esposa de su hijo por una primera vez revocable. Todo ello 
lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es propia 
sino que está siendo instrumentalizado para facilitar al ciudadano extranjero, cuya situación de 
estancia irregular en España consta, estancia regular.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (8ª) de 22 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

  
 

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 15 de enero de 2008, Doña E. nacida en Cuba el 6 de diciembre de 
1959 y de nacionalidad española presentó en el Consulado español en H. impreso de 
declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 7 de octubre 
de 2004 con Don B. nacido en Cuba el 5 de junio de 1964 y de nacionalidad cubana. Adjuntan 
como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de estado civil de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  
de matrimonio y sentencia de divorcio del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 29  de febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto 
denegando la inscripción del matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los 
cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, los interesados interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio, 
aportando pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
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 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Cuba 
entre una cubana nacionalizada española y un cubano y del trámite de audiencia reservada 
practicada a los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir 
que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El 
interesado manifiesta que viven juntos con dos hijos de ella mientras que ella dice que viven 
juntos con una de sus hijas y el marido de ésta. Discrepan sobre el lugar y el horario de trabajo 
que tiene el interesado ya que él afirma que reside en C., que trabaja en S. y que se va los 
lunes y vuelve los viernes, a lo que ella declara que el contrayente trabaja como almacenero en 
un hotel de C. a y que regresa a casa a las cinco. Él dice que no salen nunca a almorzar y ella  
afirma que salen a almorzar algunas veces. Ella dice que suelen ir a visitar a su madre y él 
comenta que a quien van a visitar es a la hermana de ella llamada C. Ella manifiesta que 
suelen ver la televisión pero no recuerda la marca de ésta. Es significativo que la interesada 
declare que no conoce al padre del contrayente, dado el tiempo que llevan juntos. Dadas las 
circunstancias de este caso y el hecho que se viene detectando en este Centro Directivo 
respecto de matrimonios entre españoles y cubanos, ha de deducirse que se ha acudido al 
matrimonio persiguiendo otros fines probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN de 23 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Doña F. nacida el 1 de enero de 
1974 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y diversa documentación que demuestra que sus padres tenían la 
nacionalidad española. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
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de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. (recuérdese que conforme al artículo 32 LRC , a efectos del Registro Civil, 
todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, 
paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque 
conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, 
atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, normas, 
como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando 
fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1974 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de Córdoba dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC , que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
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de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
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Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
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carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
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 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 25 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales del interesado, ni éste, hubieran residido en el Sahara durante el plazo 
de vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni que hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión del interesado por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, Don H. nacido el 21 de marzo de 
1970 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
concordancia de nombre y libro de familia. 
 
 2. Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación al interesado. 
 
 3. Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
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Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La Juez Encargada 
del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las resoluciones de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se adhiere al informe del 
recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple presunción que el 
solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado al evacuar 
el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose dictado el 
auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 30 de 
mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 
RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada por 
nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. El interesado, mediante escrito de fecha 16 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 12 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
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                    IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio del 
interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean coincidentes 
ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro Civil 
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del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado del Registro 
Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso 
en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo 
la inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de “observaciones” 
que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
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consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría 
de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se plantea es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la 
inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del 
Ministerio Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido 
exprese su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración 
presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción 
de nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
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No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento del interesado 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 25 de mayo de 2009, sobre  consolidación de la 
nacionalidad española. 

 
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni éste hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
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En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, Doña E. nacida el 1 de enero de 
1974 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de lazos de 
parentesco y certificado de nacimiento de su padre. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 3 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y 
resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la doctrina sentada 
por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y 
al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas 
sobre competencia de los órganos registrales, normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente diligencia, no hay 
términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.  
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 III. La interesada, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1974 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 2008, declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC en particular, se encuentra definido en el artículo 40 Cc, conforme 
al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar 
en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba 
de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna 
norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el 
ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 



 364

de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia.  
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la 
Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 Cc, lo 
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que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y reiteradísima de este 
Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces su 
minoría de edad- estuviesen imposibilitados “de facto” para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de 
título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
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  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 LRC y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones 
normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente por medio de su 
constancia en el apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el 
tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la misma se han 
de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
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RESOLUCIÓN (3ª) de 25 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

    
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que la 
interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 2258/1976, 
de 10 de agosto ni hubiese poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
 3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
 4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña G. nacida el 1 de enero de 
1950 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
subsanación de nombre y certificado de paternidad. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 

   
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
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de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos 
del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1950 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 
96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC  en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
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pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC  dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
 
  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC  los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
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en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC. 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada “de facto” para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 18 
del Código civil. 
 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
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habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 



 372

 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 
 2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 
 
 
 
  
RESOLUCIÓN (4ª) de 25 de mayo de 2009, sobre consolidación de la 
nacionalidad española. 

  
 

 1º. No es aplicable el artículo 18 del Código civil cuando no se acredita que los 
representantes legales de la interesada, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni ésta hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años. 

 
 2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad española 

con valor de simple presunción corresponde al Encargado del Registro Civil del domicilio 
efectivo. El Encargado debe examinar de oficio su propia competencia. 

 
3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar la 

anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación el Encargado del Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de 
España. 

 
4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había informado 

favorablemente la pretensión de la interesada por razón del principio superior de legalidad. 
 

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
Ministerio Fiscal contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de C. 

 
H E C H O S 

 
 1. Mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, Doña B. nacida el 1 de enero de 
1964 en A. (Sahara Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: Permiso de residencia, certificado de 
subsanación de nombre y diversa documentación que prueba su arraigo. 
 
 2. Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 13 de mayo de 2008 acuerda reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación a la interesada. 
 
 3. Notificada la interesada y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la resolución del Juez 
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Encargado por la que se declare la consolidación de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, deberá acceder al Registro Civil mediante anotación marginal a la 
inscripción del nacimiento, de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde se produjo el 
nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara corresponde al Registro Civil Central. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado a la interesada. La Juez 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado informando que a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, esta Encargada se 
adhiere al informe del recurso del Ministerio Fiscal en el sentido de declarar con valor de simple 
presunción que el solicitante tiene la nacionalidad española y su anotación corresponde al 
Registro Civil Central. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 18 del Código civil (Cc); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el  
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro directivo 
de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las Resoluciones, entre otras, de 22-5ª 
de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre de 2008; 15-3ª y 16-1ª de 
enero de 2009. 
  
 II. Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite del 
recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, el Ministerio Fiscal, que 
actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión de la interesada al 
evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 13 de mayo de 2008, el recurso se formaliza mediante escrito 
fechado el 30 de mayo inmediato, esto es, fuera del plazo de quince días hábiles previsto por el 
artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos 
del Registro Civil, todos los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero, 
porque conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, 
procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su anterior dictamen 
favorable, atendiendo al principio de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por 
tanto de ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo segundo, porque no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato 
en la correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del 
plazo para la interposición del recurso.  
 
 III. La interesada, mediante escrito de fecha 21 de abril de 2008, solicitó ante el 
Registro Civil de C. la consolidación de la nacionalidad española, al haber nacido en 1964 en 
A., Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro 
Civil de C. dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
 
 Según el artículo 18 del Código civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después  es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es 
el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. 
art. 96-2º LRC y 338 RRC). 
  
 Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos expedientes para 
declaraciones con valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
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Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es 
tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 342 
del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. 
 
 IV. Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al igual que 
ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha nulidad se 
desprende de la aplicación de las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
competencia territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 
de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que contiene un 
llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
 
 En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio de la 
interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro Civil de C. dado que 
ninguna prueba o dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil en general 
y por el artículo 355 del RRC  en particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código 
civil, conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, 
salvo que alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o exima de 
pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en 
el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el 
domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el 
artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales 
de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”. 
 
 En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de los singulares casos 
citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil 
de que la residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en 
derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los Tribunales la 
valoración libre de los datos que hayan sido aportados y circunstancias acreditadas; como por 
ejemplo, tener en el lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes policiales adversos, 
ausencia de visados o permisos de residencia – no de mera estancia - respecto de los 
extranjeros, etc. (vid. sentencias del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de 
junio de 1952, entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Cc) puede fijarse arbitrariamente por 
los interesados dando lugar a supuestos de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho 
de que la inscripción en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de tal declaración (cfr. 
art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). 
 
 Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio  su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud del contenido del 
padrón municipal respecto de la persona que promueve expediente registral ante el Registro 
Civil cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y permanencia 
que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto de la interesada, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez Encargada para apreciar 
su competencia. 
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  V. La regla especial de competencia en materia de expediente sobre declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción comporta igualmente la necesidad de 
diferenciar entre la resolución del expediente y la anotación posterior de dicha resolución al 
margen de la inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del 
Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el Encargado 
del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el 
presente caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en 
base al mismo la inscripción de nacimiento de la interesada, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de origen”.  
 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia del 
Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar 
en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la 
competencia del Registro Civil de C., la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los interesados 
podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”.  

 
Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto 

la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del articulo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que 
la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la 
nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Cc), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil 
municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro incompetente, 
incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC . 
 
 VI. Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano registral incompetente 
(cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose 
respetado las reglas de la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina consolidada y 
reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la cuestión planteada. 
 
 Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre  de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a contar 
desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
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administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha 
formado parte del territorio nacional». 
 
 Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al 
caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en 
la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de 
título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc, teniendo, además, la 
interesada documentación marroquí. 

 
 Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de 
apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores. 
 
  VII. Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del camino 
adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple presunción y la inscripción 
practicada. Es desde esta perspectiva desde la que debe entenderse la petición del Ministerio 
Fiscal vertida en su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal declaración presuntiva 
habría de reflejarse registralmente mediante una anotación marginal a la inscripción de 
nacimiento, anotación para la cual sólo sería competente el Registro Civil Central. 
 
 La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene como 
efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte 
la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, en 
tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de nacional español , en los 
casos de adquisición originaria basada en la principio del ius sanginis, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración de 
que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente 
gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga 
valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del valor propio de las 
presunciones iuris tantum que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a 
los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta infra, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad. 
 
  Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de actuaciones, 
una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente registral, por la vía del artículo 
240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el 
ámbito del Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del Registro Civil 
permite alcanzar el resultado pretendido.  

 
 Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en 
el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con competencias 
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conexas con la materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde 
o no les corresponde la nacionalidad española.  

 
 VIII. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha 
de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo 
las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las "anotaciones", en congruencia 
con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un 
principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso 
a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española se haya 
reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. 
art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos 
legalmente para su corrección. 
 
 En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil 
de C. supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código civil en el que la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) 
que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe 
promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso interpuesto. 

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento de la interesada 
practicada con la mención de su nacionalidad española. 

 
 
 
 

RESOLUCIÓN (5ª) de 25 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

   
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en A. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña M., nacida en España el 12 de  marzo de 1966, presentó en el Consulado 
español en A. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado 
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en Argelia el 30 de diciembre de 2007 con Don T. nacido en Argelia el 10 de octubre de 1974 y 
de nacionalidad argelina. Adjuntan como documentación: Hoja declaratoria de datos, certificado 
de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio de la interesada y certificado de nacimiento y certificado  de estado civil 
del interesado. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. 
Con fecha 2 de abril de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando la 
inscripción del matrimonio, a la vista de los testimonios deducidos en las audiencias 
reservadas. 
 
 3. Notificados los interesados, la interesada interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El Encargado 
del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005, 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª,21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006, 
29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en Argelia 
entre una española y un argelino y del trámite de audiencia reservada practicada a los 
contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. No hablan el 
mismo idioma comunicándose por gestos y palabras sueltas en francés, en este sentido uno de 
los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor 
que permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el hecho de que los 
contrayentes no hablen el mismo idioma y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. 
Según la interesada conoció al contrayente en 2006 en uno de sus viajes a Argelia a través de 
un amigo común que conoció casualmente en B. La interesada estuvo casa anteriormente con 
un egipcio, matrimonio del cual el contrayente no quiere ni oír hablar, indicando que es muy 
religioso y que cuando va a su país, la obliga al ponerse el velo, dice al respecto que ella lo 
pidió, a pesar de ello la interesada no desea vivir en Argelia al lado del contrayente y quiere 
salir del país cuanto antes. El deseo del interesado es marcharse de Argelia cuanto antes. 
Según el informe del Cónsul español viendo como se comportaba el interesado con la señora 
D. en el curso de las entrevistas no parece que deseara establecer una comunidad permanente 
de vida sino más bien aprovecharse de su matrimonio para establecerse en España. Todo 
apuntaba a que el señor B. habría aprovechado la llegada de una española que podría 
facilitarle la salida de Argelia. Por otra parte no presentan prueba alguna de su relación.  
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 26 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
                                           

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el 
Encargado del Registro Civil Consular de B. 
 

 
 
 



 380

H E C H O S 
 
 1. Don R. nacido en España el 25 de febrero de 1986 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 22 de junio de 2007 con Doña I. nacida en Colombia el 3 de julio de 
1976. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado 
civil del interesado y certificado de nacimiento y declaración jurada de estado civil de la 
interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 31 de octubre de 2007 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías, billetes de avión, etc. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular remitió 
lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
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 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada se 
equivoca o no sabe la fecha de nacimiento del contrayente. Discrepan en las fechas en que 
decidieron contraer matrimonio y en el motivo por el cual quieren residir en España.  Difieren en 
los regalos que se han hecho mutuamente y en el motivo de ello. El interesado manifiesta que 
ella tiene tres hermanos y que uno de ellos C. está fallecido, cuando este hermano se llama D. 
y no ha fallecido. Difieren en gustos culinarios, aficiones, perfumes que utilizan, enfermedades 
y tratamientos médicos, etc. La interesada declara que el interesado trabaja de reponedor en 
un supermercado cuando es soldado de las Fuerzas Armadas. También discrepan en los 
estudios que tiene cada uno. Ella afirma que el sueldo de él es de 700 euros cuando son 1.200 
euros. Se da la circunstancia de que los interesados se conocieron en España en 2005, ya que 
la interesada vivía en España de manera ilegal y fue deportada el 6 de mayo de 2006. Todo 
ello hace pensar que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución 
sino otros muy probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 26 de mayo de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 

 
 

 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de A. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de A. el 4 de marzo de 2004 
Don Z., de nacionalidad española, nacido el 16 de abril de 1984 en dicha población, iniciaba 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil con la Sra. A., de 
nacionalidad marroquí, nacida el año 1974 en M. (Marruecos). Acompañaba la siguiente 
documentación: Propia, certificación de nacimiento, certificado de empadronamiento, 
declaración jurada de estado civil y DNI; y de la interesada, partida de nacimiento, actas de 
matrimonio y de fallecimiento del cónyuge, certificado administrativo de residencia en su 
población natal y carta de identidad nacional marroquí. 
 
 2. Ese mismo día, 4 de marzo de 2004, el promotor ratificó la solicitud y la 
interesada lo hizo el 11 de mayo de 2004 en el Registro Civil Consular de R., donde también 
tuvo lugar en esa fecha la entrevista en audiencia reservada. El 8 de julio de 2004 compareció 
una testigo, que expresó su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en 
prohibición legal alguna. El Ministerio Fiscal, asumiendo íntegramente la conclusión a la que 
había llegado el Encargado del Registro Civil Consular tras la audiencia a la interesada y 
entendiendo igualmente que no existía consentimiento válido, se opuso a la pretensión 
deducida. El 21 de septiembre de 2004 el promotor compareció en el Registro Civil manifestando 
que el matrimonio proyectado se celebraría por poder otorgado por la contrayente a un tío de él y 
que recientemente él había tenido un hijo con ella y aportando fotocopia del poder otorgado y de 
un acta de reconocimiento por él de un menor, y el 11 de octubre de 2004  fue oído en audiencia 
reservada.  
 
 3. El 25 de octubre de 2004 el Juez Encargado, apreciando vicios de 
consentimiento, dictó auto denegatorio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que la interesada conoce 
mucho mejor nuestro idioma que él el de ella pero que, como no lo conoce a la perfección, no 
se enteraba de las preguntas que se iban formulando y contestaba que sí a todo; solicitando 
que se declarara la nulidad de la audiencia reservada practicada a su pareja y que se realizara 
el trámite con la presencia de un interprete titulado; y presentando, como prueba documental, 
justificantes de transferencias de dinero.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo a la resolución impugnada y haciendo 
suyos los fundamentos jurídicos de ésta, interesó la desestimación del recurso y la Juez 
Encargada informó que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos que 
aconsejaron dictar el auto apelado ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
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efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración por poder de un 
matrimonio civil en España entre un nacional español y una ciudadana marroquí resultan, del 
trámite de audiencia y de la documental obrante en el expediente, un conjunto de hechos que 
llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad 
distinta de la propia de esta institución. En primer lugar se advierte discrepancia en las 
declaraciones de ambos sobre cuestión tan fundamental como la lengua en la que se 
comunican, manifestando él que ella sabe español y que en español hablan entre ellos y ella 
que hablan un poco en árabe. Precisamente la inexistencia de una lengua común es uno de los 
factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea, permite 
presumir que un matrimonio es de complacencia. En segundo lugar, se advierte mutuo 
desconocimiento de datos personales y familiares relevantes: ella cree que él, natural y vecino 
de A., nació y vive en C. y él no sabe que ella ha estado y tiene familia en España, ignora los 
nombres de sus padres, a los que dice conocer, y con acusada imprecisión indica que ella, 
nacida en 1974, nació en el año 79 “o por ahí” y que tiene “por lo menos” diez hermanos. Y la 
manifestación coincidente de que se conocieron porque eran compañeros de trabajo en un 
barco de los que hacen la travesía del Estrecho es contradicha en el escrito de interposición del 
recurso, en el que se alega que los compañeros de trabajo eran la interesada y un tío del 
interesado, que aparece en el expediente como apoderado de ella en la celebración del 
matrimonio y como ordenante de las transferencias que el promotor aduce haberle realizado a 
ella para el sostenimiento del hijo común, sobre el que consta un acta de reconocimiento 
paterno y cuyo nacimiento no se acredita con certificación literal del Registro Civil. Todo ello 
lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para 
finalidades que no son las propias de la institución matrimonial. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (3ª) de 26 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 

 Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
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H E C H O S 
 
 1. El 2 de mayo de 2007 Don B, de nacionalidad española, nacido en T.) el 9 de 
junio de 1977, presentó en el Consulado General de España en B. impreso de declaración de 
datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado en L. (Colombia) el día 14 de 
abril de 2007, según la ley local, con la Sra. S., de nacionalidad colombiana, nacida en A., 
(Colombia) el 25 de febrero de 1984. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; de la interesada, registro de nacimiento, pasaporte 
colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, propia, certificación de 
nacimiento, fe de vida y estado y pasaporte. 
 
 2. El 26 de junio de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 8 de 
agosto de 2007 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio, por considerar que las inconsistencias 
de las audiencias reservadas habían puesto de manifiesto la ausencia de verdadero 
consentimiento. 
 
 4. Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que antes de la boda vivió cinco meses y 
medio con ella en Colombia, que se antoja difícil valorar a partir de una entrevista si un 
matrimonio es o no de conveniencia y que el auto apelado no se fundamenta en motivaciones 
objetivas sino en apreciaciones subjetivas. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos jurídicos 
que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966, de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 
de diciembre de 1997, sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra 
los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de 
junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre,  29-2ª y 5ª de diciembre de 
2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo y 1-4ª de 
junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 
 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para 
evitar, en la medida de lo posible, la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción 
en el Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero 
de 1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un 
matrimonio simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
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celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos, comprobados por las declaraciones 
de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de los que sea razonable 
deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación.  
 
 V. En este caso concreto se pretende inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia el 14 de abril de 2007 entre un nacional español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio no ha perseguido los fines propios de esta institución. Consta por las 
declaraciones de ambos que su primer contacto -por Internet- se produjo en enero de 2006, 
que no se habían visto cuando él viajó a Colombia el 6 de abril de 2007 con la documentación 
necesaria para contraer matrimonio y que, durante esa estancia, se conocieron personalmente, 
se casaron e iniciaron en el Registro Civil Consular el expediente para la inscripción del 
matrimonio. Precisamente el hecho de que los contrayentes no se hayan encontrado antes del 
matrimonio es uno de los factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la 
Unión Europea, permite presumir que un matrimonio es de complacencia. Refieren también 
que durante el año anterior al matrimonio han comunicado a diario por teléfono e Internet, pese 
a lo cual ninguno de ellos facilita el número de teléfono ni la dirección de correo electrónico del 
otro y se advierten contradicciones sobre datos relevantes. Así él indica que actualmente no 
trabaja, no tiene ingresos y le presta ayuda económica a ella según lo va necesitando, en tanto 
que ella señala que trabaja en un taller, que percibe 1.000 € mensuales y que siempre le envía 
la misma cantidad. Y sobre ella, que se define como ama de casa, él dice que en España será 
dependienta de tienda y ella que se dedicará a ayudar a su esposo en el hogar. A mayor 
abundamiento, la interesada, que ha solicitado visado con anterioridad, manifiesta que ha 
pensado que la inscripción del matrimonio le permitirá residir en España y, cuando se le 
pregunta si el enlace obedece a esa finalidad, contesta afirmativamente.   
 
 VI. De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el Encargado del Registro Civil Consular que, por su 
inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más 
próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, 
el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de la vía judicial, 
quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (1ª) de 27 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

  
 

 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña D. nacida en Colombia el 22 de octubre de 1974 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 25 de noviembre de 2006 con Don J. nacido en España el 14 de junio de 
1964. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 7 de noviembre de 2007 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como facturas de teléfono, billetes de avión, etc. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
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adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Se conocieron 
físicamente pocos días antes de la boda. No acudieron familiares de ninguno de los dos a la 
boda. Comenzaron a contactar a través de Internet pero discrepan en el momento en que 
iniciaron su relación sentimental ya que él dice que fue inmediatamente y ella que fue poco a 
poco. También difieren en donde y como decidieron casarse, en como atenderán los gastos 
familiares, él dice que no lo han hablado pero que supone que mutuamente y ella dice que si lo 
han hablado. La interesada tiene dos hijos que viven con el padre pero el interesado dice que 
viven con sus abuelos. Él dice que no fuma y ella dice que ocasionalmente sí fuma, discrepan 
en gustos y aficiones. La interesada desconoce el número de teléfono, la dirección y los 
ingresos de él. Desconocen el uno del otro los estudios, los idiomas que hablan, etc. El 
interesado dice que envía dinero a la interesada cuando lo necesita y ella dice que depende 
económicamente de él y que le envía dinero semanalmente. La interesada manifiesta que la 
inscripción del matrimonio es el proceso para obtener la “visa”. Todo ello hace pensar que el 
matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (2ª) de 27 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 

 Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de G. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de G. el 7 de mayo de 2007 
Don J., de doble nacionalidad española y cubana, nacido el 26 de abril de 1975 en H. (Cuba), y 
la Sra. Y., de nacionalidad cubana, nacida el 22 de septiembre de 1971 en G., iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la 
siguiente documentación: Del promotor, DNI, certificaciones de nacimiento y de matrimonio con 
asiento marginal de divorcio, volante de empadronamiento y declaración jurada de estado civil; 
y de la promotora NIE., pasaporte cubano, certificación literal de nacimiento, fe de soltería, 
certificado médico, declaración jurada de residencia en Guanabacoa efectuada ante notario 
cubano, volante de empadronamiento y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. Ratificada la solicitud por ambos, comparecieron como testigos dos amigos, que 
expresaron su convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurría en ninguna 
prohibición legal, y ese mismo día, 7 de mayo de 2007, se celebraron las entrevistas en 
audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal se opuso a la autorización, por entender que las 
contradicciones que había puesto de manifiesto la audiencia reservada evidenciaban la 
ausencia de verdadero consentimiento matrimonial, y el 28 de junio de 2007 el Juez 
Encargado, considerando que los hechos comprobados permitían deducir que se trataba de un 
matrimonio de conveniencia, dictó auto denegatorio. 
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
quieren legalizar su situación al efecto de tener descendencia y que la denegación se ha 
basado en las mínimas contradicciones en las que incurrieron, dentro de un amplio 
cuestionario, a causa de los nervios; y aportando como prueba volante de empadronamiento en 
el  mismo domicilio y documentación personal de ella y laboral de él.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación por sus propios fundamentos del auto apelado, y el Juez Encargado acordó, 
con informe favorable, la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
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3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un ciudadano de doble nacionalidad cubana y española, adquirida por opción el 7 
de enero de 2000, y una nacional cubana resultan del trámite de audiencia un conjunto de 
hechos que llevan a la convicción de que el matrimonio que se pretende contraer persigue una 
finalidad distinta de la propia de esta institución. Coinciden en señalar que se conocen desde 
niños porque vivían en el mismo barrio de H. pero se advierten contradicciones en las 
declaraciones de ambos relativas a hechos relevantes de la relación aducida: si comenzaron a 
salir hace 6 ó 7 años (2001 ó 2000) o hace aproximadamente uno (mayo de 2006), durante una 
estancia de un mes de él en Cuba; si viven ellos dos solos o con una tercera persona; si 
cuando él no trabaja a veces salen a tomar vinos -ella- o a caminar con “el otro amigo” que 
comparte el piso con ellos -él-; o si han decidido casarse, como cualquier pareja que se quiere, 
porque llevan mucho tiempo saliendo -ella- o para tener legalizada su situación -él-. Y no se 
justifica fácilmente entre dos personas que manifiestan que comparten el día a día que 
discrepen sobre si ella trabaja o no fuera de casa. Todo ello lleva a la convicción de que el 
matrimonio proyectado está siendo instrumentalizado para finalidades que no son las propias 
de la institución matrimonial.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria, 
desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
  
RESOLUCIÓN (3ª) de 27 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 
 

   
Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 

ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de A. 
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H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de A. el 4 de octubre de 2007 
Don M., de nacionalidad española, nacido el 7 de julio de 1976 en P. iniciaba expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil por poder con la Sra. J., de nacionalidad 
marroquí, nacida el 15 de noviembre de 1979 en F. (Marruecos). Acompañaba la siguiente 
documentación: Propia, DNI, pasaporte, certificación de nacimiento, fe de vida y estado y 
certificado de empadronamiento; y, de la interesada, pasaporte marroquí, atestado de soltería, 
partida de nacimiento, certificados administrativo de residencia en su población natal y del 
Consulado General de Marruecos en L. sobre inexistencia de edictos en ese país, acta 
testimonial de capacidad, certificado médico, documento privado de otorgamiento de poder a 
otra persona para contraer matrimonio en su nombre y DNI del apoderado. 
 
 2. Ratificada la solicitud por el promotor y por el apoderado de la interesada, 
comparecieron dos testigos que expresaron su convencimiento de que el matrimonio 
proyectado no incurría en ninguna prohibición legal. El 30 de enero de 2008 se celebraron las 
entrevistas en audiencia reservada, a la interesada en el Registro Civil Consular de N., con 
mediación de la traductora del Consulado, por no conocer la compareciente la lengua 
española.  
 
 3. El 25 de marzo de 2008 el Juez Encargado dictó auto denegatorio, por entender 
que el desconocimiento mutuo que había puesto de manifiesto la audiencia reservada 
evidenciaba la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que en la audiencia 
reservada quedaron claramente demostrados su tácito deseo de convivencia matrimonial 
auténtica, su voluntad de formar una familia y que cada uno de ellos conoce los datos básicos 
del otro.  
  
 5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó la 
confirmación por sus propios fundamentos del auto recurrido, y el Juez Encargado ordenó la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
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puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración por poder de un 
matrimonio civil en España entre un nacional español, marroquí de origen, y una ciudadana 
marroquí resultan del trámite de audiencia determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad distinta de la propia 
de esta institución. Uno de los factores que, según la resolución arriba citada del Consejo de la 
Unión Europea, permite presumir que un matrimonio es de complacencia es la inexistencia de 
una lengua común que permita la comunicación y, en este caso, no consta que la haya. Él dice 
hablar francés, inglés y un poco de alemán y que ella sabe español y ”marroquí”; ella indica 
que él sabe muy poco chelkha  y que entre ellos hablan en español, idioma que ella ha 
aprendido en M., donde vive una hermana suya casada; y el acta de la audiencia practicada a 
la interesada en el Registro Civil Consular de N. refleja la circunstancia de que la 
compareciente no conoce la lengua española y hubo de ser asistida por la traductora del 
Consulado. Ambos señalan que se conocieron hace cuatro años en una boda celebrada en 
Marruecos, pero se advierten contradicciones en las declaraciones de ambos relativas a 
hechos relevantes de la relación aducida: si él ha viajado para verla en tres o en seis 
ocasiones, si han acordado o no el pago de una dote o si él le transfiere 300 ó 400 € cada tres 
meses -él- o le mandó 300 en 2007 y en enero de 2008 acaba de recibir 200 -ella-. Se advierte 
igualmente desconocimiento de datos personales y familiares relevantes que no se justifica 
fácilmente entre personas que refieren que han hablado por teléfono a diario durante cuatro 
años, tiempo que puede estimarse suficiente para un amplio conocimiento mutuo: sobre el 
domicilio de él ella únicamente sabe que está en T. y él ignora la fecha de nacimiento de ella y 
los nombres de sus hermanas y supone que su mejor amiga “será” la hermana que vive con 
ella en la casa paterna, de cuyo nombre tampoco se acuerda. A mayor abundamiento el 
Encargado del Registro Civil Consular de N., que practicó la audiencia reservada a la 
contrayente, informó que había apreciado en ella nulo conocimiento de la vida personal y social 
del interesado y respuestas confusas que denotaban la ausencia de una relación previa, 
concluyendo que no podía haber otra razón para este matrimonio que la migratoria.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 27 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
nacimiento y opción a la nacionalidad española. 

  
 

 No es posible inscribir el nacimiento de un ciudadano cubano nacido en 1953 que 
ejercita la opción a la nacionalidad española prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil 
porque no está acreditado que el padre fuese originariamente  español. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra auto dictado por el encargado del Registro Civil consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil del Consulado General de España 
en H. el 23 de noviembre de 2007, el ciudadano cubano M. solicitaba la adquisición de la 



 392

nacionalidad española por opción por ser hijo de español de origen. Adjuntaba la siguiente 
documentación: Inscripción de nacimiento del solicitante, carné de identidad, inscripciones de 
nacimiento de los padres en el Registro Civil español, certificados negativos de inscripción del 
padre del interesado en los registros de extranjeros y de ciudadanía cubanos y certificado de 
matrimonio de los padres. 
 

2. El interesado suscribe acta de opción a la nacionalidad española fechada el 3 de 
marzo de 2008. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dicta auto el 3 de marzo de 2008 
denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento registral de opción a la 
nacionalidad española por no quedar suficientemente probados los hechos a los que se refiere la 
declaración del peticionario, según lo establecido en los artículos 226 y 227 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 

4. Notificada la resolución al interesado, presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando ser hijo de padre y madre españoles. 
 

5. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, éste considera 
la resolución recurrida ajustada a derecho. El encargado del Registro Civil consular se ratifica 
en su decisión y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro 

Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, 4-5ª, 10-3ª de febrero y 18-5ª de noviembre de 2004; 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de 
enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo,  17-4ª de abril y 
28-5ª de noviembre de 2007; 7-1ª y 29-4ª de febrero, 11-4ª de abril, 29-8ª de mayo, 16-6ª y17-1ª 
de julio, 15-2ª y 22-1ª de octubre y 4-7ª de 2008; 27-5ª de enero, 4-7ª y 8ª y 9-3ª de marzo, 7-3ª y 
4ª y 14-1ª de abril de 2009. 
 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil español a 
un ciudadano cubano nacido en 1953 en virtud del ejercicio de la opción prevista por el artículo 
20.1b) Cc, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española “aquellas [personas] cuyo padre o madre hubiere 
sido originariamente español y nacido en España”. En este caso el derecho de opción se basa 
en que el padre del interesado, nacido en Las Palmas de Gran Canaria (España) en 1908, era 
español de origen. 
 

III. La pretensión no puede ser estimada porque no resulta acreditada la 
nacionalidad española originaria del progenitor, primer requisito que exige el citado precepto 
para que prospere el ejercicio del derecho de opción. En efecto, en la inscripción de nacimiento 
aportada consta que su padre, es decir, el abuelo del interesado, era natural de Cuba. La 
posibilidad de que prosperase la opción ejercitada precisaba que se hubiese acreditado (y no 
se ha hecho) que el abuelo era español y transmitió esta nacionalidad iure sanguinis al nacer 
su hijo (padre del peticionario). Sí consta en cambio la nacionalidad española de origen de la 
madre del interesado, si bien hay que tener en cuenta que, según la legislación vigente en el 
momento del nacimiento del mismo, la madre solamente transmitía la nacionalidad en defecto 
del padre. 
 
 Por tanto, al no quedar acreditado que el padre del solicitante hubiese adquirido 
de origen la nacionalidad española, no procede la opción basada en el artículo 20.1b) Cc.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
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RESOLUCIÓN (5ª) de 27 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
nacimiento y opción a la nacionalidad española. 

  
 

 No es posible inscribir el nacimiento de un ciudadano cubano nacido en 1944 que 
ejercita la opción a la nacionalidad española prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil 
porque no está acreditado que el padre fuese originariamente  español. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra auto dictado por el encargado del Registro Civil consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil del Consulado General de España 
en H. el 5 de diciembre de 2007, el ciudadano cubano O. solicitaba la adquisición de la 
nacionalidad española por opción por ser hijo de español de origen. Adjuntaba la siguiente 
documentación: Inscripción de nacimiento del solicitante, carné de identidad, inscripción de 
nacimiento del padre en el Registro Civil español, certificado negativo de obtención de ciudadanía 
cubana del mismo y certificado de matrimonio de los padres. 
 

2. El interesado suscribe acta de opción a la nacionalidad española fechada el 14 de 
marzo de 2008. 
 

3. El encargado del Registro Civil consular dicta auto el 14 de marzo de 2008 
denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento registral de opción a la 
nacionalidad española por no quedar suficientemente probados los hechos a los que se refiere la 
declaración del peticionario, según lo establecido en los artículos 226 y 227 del Reglamento del 
Registro Civil. 
 

4. Notificada la resolución al interesado, presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando ser hijo y nieto de españoles. 
 

5. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, éste considera 
la resolución recurrida ajustada a derecho. El encargado del Registro Civil consular se ratifica 
en su decisión y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 20 del Código civil (Cc); 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro 

Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, 4-5ª, 10-3ª de febrero y 18-5ª de noviembre de 2004; 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de 
enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo,  17-4ª de abril y 
28-5ª de noviembre de 2007; 7-1ª y 29-4ª de febrero, 11-4ª de abril, 29-8ª de mayo, 16-6ª y17-1ª 
de julio, 15-2ª y 22-1ª de octubre y 4-7ª de 2008; 27-5ª de enero, 4-7ª y 8ª y 9-3ª de marzo, 7-3ª y 
4ª y 14-1ª de abril de 2009. 
 

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil español a 
un ciudadano cubano nacido en 1944 en virtud del ejercicio de la opción prevista por el artículo 
20.1b) Cc, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española “aquellas [personas] cuyo padre o madre hubiere 
sido originariamente español y nacido en España”. En este caso el derecho de opción se basa 
en que el padre del interesado, nacido en España en 1905, era español de origen. 
 
 III. La pretensión no puede ser estimada porque no resulta acreditada la 
nacionalidad española originaria del progenitor, primer requisito que exige el citado precepto 
para que prospere el ejercicio del derecho de opción. En efecto, en la inscripción de nacimiento 
aportada consta que su padre, es decir, el abuelo del interesado, era natural de Cuba. La 
posibilidad de que prosperase la opción ejercitada precisaba que se hubiese acreditado que el 
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abuelo era español y transmitió esta nacionalidad iure sanguinis al nacer su hijo (padre del 
peticionario). Por tanto, al no quedar acreditado que el padre del solicitante hubiese adquirido 
de origen la nacionalidad española, no procede la opción basada en el artículo 20.1b) Cc.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 27 de mayo de 2009, sobre  inscripción de 
nacimiento y recuperación de la nacionalidad española. 

 
 

 No es posible inscribir el nacimiento en 1930 de una ciudadana cubana que 
pretende al propio tiempo la recuperación de la nacionalidad española porque no resulta 
suficientemente acreditada la filiación española de la solicitante. 
 
 En las actuaciones sobre solicitud de inscripción de nacimiento y recuperación de la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra auto dictado por el encargado del Registro Civil consular de H. (Cuba). 
 

H E C H O S 
 

1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil del Consulado General de España 
en H. el 27 de agosto de 2003, la ciudadana cubana J. solicitaba la inscripción de su nacimiento y 
la recuperación de la nacionalidad española por ser hija de español de origen que ostentaba dicha 
nacionalidad en el momento del nacimiento de la promotora. Adjuntaba la siguiente 
documentación: Inscripción de nacimiento cubana de la solicitante, carné de identidad, inscripción 
de nacimiento del padre en el Registro Civil español, certificado negativo de obtención de la 
ciudadanía cubana del mismo y declaración jurada notarial. 

 
2. La interesada suscribe acta de opción a la nacionalidad española fechada el 14 de 

marzo de 2007. 
 
3. El consulado requiere a la solicitante para aporte certificación de nacimiento local 

en la que conste la identidad del padre como J., dado que en la aportada al expediente la 
interesada figura como hija de R. 

 
4. El encargado del Registro Civil consular dicta auto el 12 de marzo de 2008 

denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento registral de opción a la 
nacionalidad española por no quedar suficientemente probados los hechos a los que se refiere la 
declaración de la peticionaria, según lo establecido en los artículos 226 y 227 del Reglamento del 
Registro Civil. 

 
5. Notificada la resolución a la interesada, presentó recurso ante la Dirección 

General de los Registros y del Notariado alegando que los nombres de José R. y R. 
corresponden a la misma persona, no habiendo sido posible subsanar el error en la inscripción 
de nacimiento de la promotora dentro del plazo concedido al efecto. 

 
6. Trasladado el recurso al órgano en funciones de ministerio fiscal, éste considera 

la resolución recurrida ajustada a derecho. El encargado del Registro Civil consular se ratifica 
en su decisión y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
I. Vistos los artículos 26 del Código civil (Cc); 15, 16 y 23 de la Ley del Registro 

Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
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otras, 17-1ª de junio de 2003, 21-1ª de abril de 2004, 24-1ª de mayo de 2005,  9-2ª de febrero 
de 2006, 29-1ª de junio de 2007, 11-3ª de abril de 2008 y 19-6ª de febrero de 2009. 

 
II. La interesada, nacida en Cuba en 1930, instó la recuperación de la nacionalidad 

española por ser hija de padre español de origen nacido en España. Por medio del consulado 
se le requirió para que aportase certificación literal de la inscripción de nacimiento en la que 
constase subsanada la mención de identidad de su padre, que debía ser J. y no R., como 
realmente consta, en evidente disparidad con la inscripción registral española aportada. El 
requerimiento no fue atendido en los términos demandados y el encargado del Registro Civil 
consular dictó auto denegando la solicitud al no quedar acreditada la concurrencia de los 
requisitos necesarios. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 

 
 III. Las alegaciones realizadas por la promotora no justifican ni relevan del deber 

de acreditar suficientemente aquellos hechos que sirven de fundamento a su petición por 
medio de los documentos requeridos. Existe, como se ha dicho, disparidad en cuanto al 
nombre del padre que, al no haber sido subsanada formalmente, impide que pueda dictarse 
una resolución favorable respecto del recurso presentado. Lo que se entiende sin perjuicio de 
que, si la interesada obtiene y presenta los documentos requeridos y subsanados en lo 
indicado, pueda solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC). 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 28 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

   
 

 Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Doña L. nacida en Colombia el 25 de septiembre de 1972 presentó en el 
Consulado General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado en Colombia el 28 de septiembre de 2006 con Don D. nacido en España el 
6 de agosto de 1974. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la 
inscripción de matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de 
estado civil del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 4 de octubre de 2007 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías, correos electrónicos, etc. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. La interesada no 
sabe o se equivoca en la fecha de nacimiento del interesado. El interesado no sabe o se 
equivoca en el lugar de nacimiento de ella, así como en su estado civil ya que dice que es 
divorciada cuando es soltera. El interesado manifiesta que hace dos años que se conocen y 
que lo hicieron por Internet, sin embargo la interesada declara que no recuerda desde cuando 
se conocen. También discrepan en el momento en que decidieron contraer matrimonio pues él 
dice que en septiembre, rectificando luego a julio y ella dice que en mayo. Difieren en los 
regalos que se hicieron mutuamente. La interesada no contesta a muchas preguntas por 
ejemplo las referentes a donde piensan fijar su residencia, si disponen o no de vivienda, si el 
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interesado tiene o no hijos de otras relaciones, si conoce o no a sus suegros, etc. Discrepan en 
gustos, aficiones y enfermedades y tratamientos médicos que tiene cada uno. Desconocen los 
números de teléfono, la interesada no sabe en que empresa trabaja él y los ingresos que tiene. 
Por su parte el interesado afirma que ella trabaja de relaciones públicas, aunque en la 
actualidad no trabaja, mientras que ella no contesta sobre este tema.  Todo ello hace pensar 
que el matrimonio proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy 
probablemente de carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 28 de mayo de 2009, sobre  autorización de 
matrimonio civil. 

 
 
                   Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados contra auto de la 
Juez Encargada del Registro Civil de S. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito recibido por correo ordinario en el Registro Civil de S. el 17 de 
agosto de 2007 Doña R., de nacionalidad española, nacida el 13 de marzo de 1974 en dicha 
población, y el Sr. A., de nacionalidad marroquí, nacido el 27 de septiembre de 1981 en T. 
(Marruecos), iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. 
Acompañaban la siguiente documentación: Del promotor, certificado de soltería, certificado de 
permanencia en el centro penitenciario de T. como H., nacido en C. (Marruecos) el 27 de 
septiembre de 1985; declaración jurada de estado civil y pasaporte marroquí; y de la 
promotora, certificación de nacimiento, certificado de permanencia en el centro penitenciario de 
T., DNI, volante de empadronamiento en Z. y declaración jurada de estado civil. 
 
 2. El 12 de septiembre de 2007 ambos ratificaron la solicitud y el promotor aportó 
certificación de nacimiento, que se le devolvió a fin de que fuera debidamente legalizada y 
traducida y que, cumplido el requerimiento, se incorporó al expediente el 30 de octubre de 
2007. El 30 de noviembre de 2007 se celebraron las entrevistas en audiencia reservada.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que no había quedado acreditada la 
existencia de verdadero consentimiento matrimonial, informó que no procedía autorizar el 
matrimonio y el 19 de diciembre de 2007 la Juez Encargada, dictó auto denegatorio, por 
apreciar que no concurrían los requisitos legales necesarios para la validez del matrimonio.  
 
 4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
su internamiento en distintos módulos no les permite encontrarse tantas veces como 
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desearían, que se han tomado por contradicciones los puntos de vista personales 
respondiendo a preguntas susceptibles de apreciación subjetiva o de ser interpretadas en 
sentido amplio, que tienen intención de formar una familia, incluyendo a los hijos de ella, que es 
viuda; y que sería absurdo pensar que ella ha arrostrado la ruptura drástica y definitiva con 
toda su familia por un matrimonio simulado.  
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que interesó 
la confirmación por sus propios fundamentos del auto recurrido, y la Juez Encargada informó 
que estimaba que debía mantenerse la resolución apelada y ordenó la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 
 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre una ciudadana española y un nacional marroquí resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Manifiestan que se 
conocieron en prisión -están en módulos contiguos-, añadiendo él que al poco tiempo ya 
iniciaron la relación y ella que no recuerda cuando la iniciaron. Se advierten contradicciones en 
las declaraciones de ambos relativas a aspectos importantes de la relación aducida: si su 
primer encuentro fue hace once meses o hace más de un año, quien propuso a quien el 
matrimonio, si parte de la familia de ella se muestra conforme con la boda y parte disconforme -
él- o si al principio no estaban de acuerdo pero ahora lo han entendido -ella- o si él conoce 
únicamente al hermano de ella que está internado en el mismo establecimiento o también a los 
que van a comunicar con ella. Es particularmente significativo que, mediando un proyecto de 
vida en común, ella indique que a él le queda por cumplir la mitad de la condena -dos años y 
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medio (hasta mayo de 2010)- y él señale que termina de cumplirla en julio de 2009. Se aprecia 
igualmente desconocimiento de datos personales relevantes, refiriendo él que llegó a A. en 
barco, que allí trabajó tres años en un taller y que después estuvo en M. otros dos años e 
indicando ella que no sabe ni cuando ni como vino y que no ha llegado a tener domicilio en 
España. Y consta por manifestación propia que el interesado vino porque en Marruecos estaba 
en busca y captura, que nunca ha tenido permiso de residencia ni de trabajo y que, una vez en 
libertad, piensa ir a vivir a M. Todo ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado 
no persigue la finalidad que le es propia sino que está siendo instrumentalizado para eludir la 
expulsión de España del ciudadano extranjero, una vez cumplida la pena de prisión. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (1ª) de 29 de mayo de 2009, sobre matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

   
 
                   Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia de 
consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso por virtud del entablado por los interesados, contra auto emitido por el Encargado del 
Registro Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. Don R. nacido en España el 16 de agosto de 1985 presentó en el Consulado 
General de España en B. impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en Colombia el 25 de noviembre de 2006 con Doña M. nacida en Colombia el 2 de julio 
de 1984. Adjuntaban la siguiente documentación: Hoja declaratoria de datos para la inscripción de 
matrimonio, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de estado civil 
del interesado y certificado de nacimiento de la interesada. 
 
 2. Se celebra el preceptivo trámite de audiencia con los interesados. El Ministerio 
Fiscal desestima la solicitud de los contrayentes. El Encargado del Registro Civil Consular dicta 
auto con fecha 22 de enero de 2008 denegando la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción de matrimonio, aportando 
pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado  del Registro Civil  de Consular 
remitió lo actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 
65, 73 y 74 del Código civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 
y 354 del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 25-2ª de julio, 
1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª de enero, 28-5ª de febrero, 
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31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 11-1ª de septiembre, 30-6ª de 
noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007. 

 
 II. El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en nuestro 
derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). Para evitar 
en la medida de lo posible la existencia aparente de estos matrimonios y su inscripción en el 
Registro Civil, esta Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos extranjeros 
obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella por medio de un matrimonio 
simulado con ciudadanos españoles.  
 
 III. Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios fraudulentos 
lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando la importancia que en el 
expediente previo a la celebración del matrimonio tiene el trámite de la audiencia personal, 
reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar 
cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Cc y 245 y 247 RRC), entre 
ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, análogas medidas deben 
adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en el Central un matrimonio ya 
celebrado en la forma extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del matrimonio (cfr. 
art. 65 Cc) y esta comprobación, si el matrimonio consta por "certificación expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración" (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la 
calificación de ese documento y "de las declaraciones complementarias oportunas" se llegue a 
la convicción de que no hay dudas "de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española". Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro extranjero, 
establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. 
 
 IV. Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios 
simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por 
la doctrina de este Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que sea 
razonable deducir según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es 
nulo por simulación.  
 
 V. En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un español y una colombiana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. El interesado no 
contesta a la pregunta sobre la fecha en que se celebró el matrimonio. Discrepan en donde, 
cuando y como decidieron contraer matrimonio. También difieren en gustos, aficiones, en la 
emisora de radio que escuchan, sobre si han convivido o no antes del matrimonio, 
enfermedades y tratamientos, etc. El interesado manifiesta que ni sus hermanos ni los de ella 
trabajan, sin  embargo ella declara que ella tiene una hermana que es niñera, otra que cuida 
niños y la mayor que tiene un trabajo independiente. El interesado afirma que trabajó en C. y 
que ahora es instalador de mamparas y ella dice que él trabaja en la C. No saben decir que 
cosas tiene en común, también difieren en si el interesado le envía dinero a la interesada ya 
que él dice que le envía dinero concretamente mil euros y ella dice que no le envía dinero. La 
interesada declara que sabe que la inscripción de este matrimonio en el Registro español, le 
permite residir en España, manifestando que es su intención contraer matrimonio con estos 
fines, “después que sea para estar con su esposo”. Todo ello hace pensar que el matrimonio 
proyectado no tiene los fines propios de esta institución sino otros muy probablemente de 
carácter migratorio. 
 
 VI. De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno arbitraria 
entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han estimado el Encargado del 
Registro Consular, quien por su inmediación a los hechos es el que más fácilmente pueden 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por 
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un expediente posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en la 
calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (2ª) de 29 de mayo de 2009, sobre inscripción de 
matrimonio. 

    
 
                   Se estima el recurso porque por que no hay datos objetivos bastantes para deducir 
la ausencia de consentimiento matrimonial. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en H. 
 

H E C H O S 
 
 1. Con fecha 22 de febrero de 2008, Don J. nacido en España el 3 de marzo de 
1973, presentó en el Consulado español en H. impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado  en Cuba el 15 de febrero de 2008 con Doña M., nacida 
en Cuba el 27 de enero de 1989 y de nacionalidad cubana. Adjuntan como documentación: 
Certificado de nacimiento y certificado de estado civil del interesado y certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil de la interesada. 
 
 2. Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia reservada con 
los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de matrimonio. Con fecha 18 de 
marzo de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges. 
 
 3. Notificados los interesados, el interesado interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio 
adjuntando pruebas documentales como fotografías. 
 
 4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que se ratifica 
en todos los extremos del informe emitido previo en su día y previo al acuerdo que se recurre. 
El Encargado del Registro Civil Consular confirma la resolución apelada y ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 
85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción del 9 de 
enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 31-1ª 
y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª y 2ª de febrero, 25-7ª de 
abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio 11-2ª, 5ª y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre, 28-5ª 
de diciembre de 2007; 11-1ª  y 31-1ª y 4ª de enero de 2008. 
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 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el 
extranjero. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega a la 
convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC). 
 

V. En el caso actual los hechos comprobados  por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha concurrido un verdadero 
consentimiento matrimonial. Si se comparan las declaraciones de uno y otro contrayente no se 
advierten contradicciones sino coincidencias en las respuestas dadas a las preguntas que se le 
formularon, lo que no proporciona elementos de juicio necesarios para deducir una utilización 
fraudulenta del matrimonio. Así coinciden en como y donde se conocieron, etc. Por otra parte 
presentan numerosas pruebas de su relación. Por tanto, aunque como informa el Encargado 
del Registro es posible la falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de dicha 
institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para afirmarlo con suficiente grado 
de certeza. 

  
 VI. Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius nubendi, 
como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado más 
que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al 
matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la 
celebración o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante tal opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido 
la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste 
judicialmente  la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 Cc.) en un juicio declarativo ordinario en el 
que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.  
 
Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta reglamentaria: 
 1º.  Estimar el recurso  
 2º. Ordenar que se inscriba en el Registro Civil Consular el matrimonio celebrado 
en Cuba el 15 de febrero de 2008 entre Don J. y Doña M.  
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RESOLUCIÓN (3ª) de 29 de mayo de 2009, sobre  matrimonio celebrado en 
el extranjero. 

 
 

 No es inscribible el matrimonio celebrado en La India por quien luego se hizo 
español, porque no hay certificación del Registro Indio y porque en el expediente del art. 257 
del Reglamento no se ha acreditado la celebración en forma del matrimonio. 
 
 En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil Central. 
 

H E C H O S 
 
 1. En fecha 15 de marzo de 2004, Don M., nacido en Pakistán  el  22 de mayo de 
1934, de nacionalidad española y Doña B. nacida el 14 de agosto de 1938 en India, de 
nacionalidad hindú, presentaron ante el Registro Civil de C. hoja de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado, por el rito hindú, el 4 de octubre de 1964, en India. 
Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: Certificado de nacimiento del 
interesado, certificado de nacimiento de la interesada, certificado de matrimonio y certificado de 
empadronamiento. 
 
 2. Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan que les 
consta que los interesados contrajeron matrimonio en India por el rito hindú el 4 de octubre de 
1964. El Ministerio Fiscal no se opone a la inscripción del matrimonio. 
 
 3. Recibida toda la documentación en el Registro Civil Central, el Juez Encargado 
dicta auto con fecha 2 de junio de 2004 denegando la inscripción de matrimonio, ya que se 
aporta un documento indio que consiste en una declaración jurada efectuada en el año 2004 
por parte de los promotores en el que manifiestan que están casados y viven como pareja 
desde 1964, pero no precisan circunstancias de celebración tales como lugar, fecha, hora, 
autoridad ante la que se celebró, etc. 
 
 4. Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio. 
 
 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
confirmación del auto recurrido. El Juez Encargado ordena  la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 9 y 65 del Código civil; 23, 35 y 73 de la Ley del Registro 
Civil; 85 y 256 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones de 4-2ª de junio de 2001; 
9-2ª  y 24-2ª de mayo de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de febrero, 31-5ª de mayo y 2-
2ª de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005; 7-1ª de febrero y 13-1ª de noviembre 
de 2006; y 30-2ª de enero de 2007. 
 
 II. En el presente caso, el interesado, de nacionalidad española adquirida por 
residencia, en 1999, pakistaní de origen, solicita la inscripción en el Registro Civil español de 
su matrimonio celebrado en India el 14 de agosto de 1995, inscripción que es denegada por el 
Juez Encargado por estimar que no está suficientemente probada la celebración del acto cuya 
inscripción se solicita ni acreditados determinados datos de los que la inscripción hace fe. 
 
 III. Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes de adquirir 
la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil español competente (cfr. arts. 15 
LRC y 66 RCC), siempre, claro es, que se cumplan los requisitos en cada caso exigidos. Por 
esta razón ha de examinarse la cuestión sobre si cumple estas exigencias el matrimonio de los 
promotores celebrado, según se dice, en La India en 1995. 
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 IV. La competencia para decidir la inscripción corresponde al Registro Civil 
Central, por estar el promotor domiciliado en España. (cfr. art. 68,II RRC) y la vía registral para 
obtener el asiento ha de consistir bien en la certificación del Registro extranjero, expedida por 
autoridad o funcionario del país de celebración (cfr. arts. 23 LRC y 85 y 256-3º RRC), bien en el 
expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento “en el que se acreditará 
debidamente la celebración en forma del matrimonio y la inexistencia de impedimentos”. 
 
 V. En el caso actual sólo se aporta un documento indio que consiste en una 
declaración jurada efectuada en el año 2004 por parte de los promotores del expediente en el 
que manifiestan que están casados y viven como pareja desde 1964, pero no precisan 
circunstancias de celebración como hora y lugar de celebración del enlace (cfr. art. 35 LRC) ni 
los datos de quien autorizó el matrimonio. Por todo ello no es susceptible de inscripción, ni 
tampoco de la anotación prevista en el artículo 271 del Reglamento o, a través de un 
expediente con valor de presunción (cfr. art. 38-2º LRC) de la regulada por los artículos 335, 
339 y 340 del propio Reglamento. Lo anterior no ha de impedir que, si llegan a suministrarse 
más pruebas, sea factible reiterar el expediente y obtener, bien la inscripción, bien la anotación 
del matrimonio.  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el acuerdo impugnado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (4ª) de 29 de mayo de 2009, sobre recurso fuera de plazo. 

   
 

 No cabe admitir el recurso interpuesto pasados 30 días naturales desde la 
notificación del auto. 
 

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de M. 
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante comparecencia en el Registro Civil de M. el 6 de septiembre de 2004, 
Don. V., nacido el 4 de abril de 1942 en G. y Doña. R., nacida el 12 de noviembre de 1975 en E. 
(Nigeria), de nacionalidad nigeriana, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes documentos: DNI del contrayente y pasaporte de la 
contrayente, y declaración jurada de estado civil de ambos. 
 
 2. Ratificados los interesados, se procedió a la práctica de la audiencia reservada a 
los contrayentes. Comparecieron dos testigos que manifestaron su convencimiento de que el 
matrimonio proyectado no incurría en prohibición legal alguna.  
 
 3. El Ministerio Fiscal interesó que se requiriese a los promotores para que aportasen 
certificados legalizados en España, se realizasen audiencias reservadas con interprete jurado si 
fuera necesario, y que el promotor presentase certificado de matrimonio anterior. Los promotores 
presentaron declaración legal de edad, de que es ciudadana nigeriana, volante de inscripción 
padronal y demanda de disolución del matrimonio anterior, correspondiente a la interesada, y 
certificado de nacimiento, de matrimonio anterior y de defunción del cónyuge anterior, 
correspondiente al interesado. No se pudo notificar a los interesados la celebración de la audiencia 
reservada. El 19 de noviembre de 2004, compareció la promotora, celebrándose la audiencia 
reservada. El promotor no compareció.   
 
 4. La Juez Encargada dictó auto con fecha 19 de noviembre de 2004, denegando 
la autorización para la celebración del matrimonio civil, ya que la interesada dijo querer casarse 
para cuidar de su pareja, lo cual indicaba una clara y notoria ausencia de “affectio maritales”, 
requisito si ne qua non para acceder a la unión matrimonial. Se indica que contra dicha 
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resolución cabe interponer recurso de apelación ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado.  

 
 5. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, con fecha 13 de 
diciembre de 2004,  éstos solicitaron la devolución de la documentación presentada, con fecha 
3 de enero de 2005. Con fecha 26 de enero de 2005 interpusieron recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando que se declarase nula la resolución en 
base a que no se había celebrado la audiencia reservada con el promotor, y en la resolución 
recurrida solo se mencionaba que contra la misma cabe recurso de apelación, sin plazo.  
 
 6. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que informó 
que no se había realizado el acta de audiencia reservada al promotor por culpa del mismo, al 
no haber sido encontrado en su domicilio, y el recurso se había presentado fuera del plazo 
establecido. El Juez Encargado del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, informando que el recurso se había 
presentado fuera del plazo establecido.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

I. Vistos los artículos 29 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343 y 355 del 
Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre otras, de 10 de marzo, 8 de abril,  10-
4ª  y 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y  18-2ª de septiembre de 2003, 20-3ª de febrero de 
2004 y 23-1ª de marzo de 2006. 

 
 II. El recurrente solicitó autorización para contraer matrimonio con R. de 
nacionalidad nigeriana, denegando éste dicha autorización mediante auto que se notificó a los 
interesados con fecha 13 de diciembre de 2004, siendo impugnado mediante escrito de recurso 
de fecha 25 de enero de 2005. Este recurso no puede admitirse porque fue presentado una vez 
transcurrido el plazo legalmente otorgado, ya que la notificación que se hizo fue correcta, 
aunque el interesado no se encontraba en su domicilio en el momento de la notificación. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso interpuesto  y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (5ª) de 29 de mayo de 2009, sobre autorización de 
matrimonio civil. 

  
 
                   Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.  
 
 En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los promotores contra auto del Juez 
Encargado del Registro Civil de S.  
 

H E C H O S 
 
 1. Mediante escrito presentado en el Registro Civil de S. el 11 de enero de 2008, 
el Sr. S., de nacionalidad venezolana, nacido el 4 de febrero de 1975 en L. (Venezuela), y Don 
J., de nacionalidad española, nacido el 21 de julio de 1964 en V., iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Acompañaban la siguiente 
documentación: Del promotor extranjero, certificado de empadronamiento, pasaporte 
venezolano, certificado del Consulado de Venezuela en las I. sobre inexistencia de edictos en 
ese país, acta de nacimiento, constancia de residencia en S. (Venezuela); acta de 
manifestaciones de testigos ante notario venezolano sobre estado civil y cédula de identidad 
venezolana; y, del promotor español, certificado de empadronamiento, DNI y certificaciones de 
nacimiento y de matrimonio con asientos marginales de separación y de divorcio.  
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                    2. Ratificada la solicitud por ambos, ese mismo día, 11 de enero de 2008, se 
celebraron las entrevistas en audiencia reservada, comparecieron como testigos dos amigas de 
los promotores, que expresaron su convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurría en prohibición legal alguna; y se dispuso la publicación de edictos.  
 
 3. El Ministerio Fiscal, considerando que se trataba de un matrimonio de 
conveniencia, se opuso a la autorización y el 1 de febrero de 2008 el Juez Encargado dictó 
auto denegatorio, por haber llegado a la conclusión, a la vista del resultado de la audiencia 
reservada, de que no había auténtico consentimiento matrimonial.  
 

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, éstos 
interpusieron recurso mediante representante ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, alegando que mantuvieron una relación habitual en la red y por teléfono, que su 
conocimiento recíproco es como el de cualquier pareja y que el recurso es prueba de su 
voluntad inequívoca de contraer matrimonio; y presentando, como prueba documental, una 
carta de invitación, certificación de empadronamiento en el mismo domicilio del municipio de B., 
cuenta bancaria indistinta y fotografías. 
 

5. De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal que, ratificando en todos 
los extremos el informe emitido con carácter previo al auto impugnado y atendiendo a los 
propios razonamientos jurídicos de éste, interesó la desestimación del recurso y el Juez 
Encargado del Registro Civil ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 12 del 
Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre protección de los derechos humanos y 
de las libertades fundamentales; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre 
de 1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha contra los 
matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 
del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del 
Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las Resoluciones, entre otras, 13-1ª y 20-3ª de julio, 1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-
1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; y 25-1ª, 
3ª y 4ª de enero, 2-1ª, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª, 30-4ª de mayo, 11-
3ª y 4ª y 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 26-5ª de diciembre de 
2007. 
 
 II. En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un trámite 
imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el Instructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 
RRC). 
 
 III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito fraudulento de las partes, 
que no desean en realidad ligarse con el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la 
apariencia matrimonial para que el promotor extranjero obtenga las ventajas que el matrimonio 
puede proporcionar. Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado llega 
a la convicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º Cc). 
 
 IV. Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de ésta, es casi 
siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos 
hechos demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del criterio 
humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LE C). 
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 V. En esta solicitud de autorización para la celebración de un matrimonio civil en 
España entre un nacional español y un ciudadano venezolano resultan del trámite de audiencia 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
contraer persigue una finalidad distinta de la propia de esta institución. Consta por sus 
declaraciones que contactaron por Internet seis meses antes de iniciar este expediente, que 
seis meses antes de iniciar este expediente tomaron la decisión de casarse y que se 
conocieron personalmente cuando el promotor extranjero viajó a España con toda la 
documentación precisa para la celebración del matrimonio. Se aprecia mutuo desconocimiento 
de aficiones relevantes y hábitos notorios que no se justifica fácilmente entre dos personas, 
ambas sin obligaciones laborales, que manifiestan que comparten el día a día. La alegación de 
que comunicaron regularmente en la red y por teléfono durante los seis meses que precedieron 
al encuentro no se acredita y la documental del periodo posterior es mayoritariamente 
preconstituida. No consta que mantengan una verdadera relación y consta, por afirmación de 
ambos, que el Sr. Z. no está trabajando actualmente y piensa trabajar una vez casados. Todo 
ello lleva a la convicción de que el matrimonio proyectado no persigue la finalidad que le es 
propia sino que está siendo instrumentalizado para regularizar la estancia en España del 
promotor extranjero. 
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso y confirmar el auto apelado. 
 
 
 
 
RESOLUCIÓN (6ª) de 29 de mayo de 2009, sobre  matrimonio celebrado en 
el extranjero. Interposición de recurso por medio de representante.   
 

 
                   No se admite el recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la 
representación alegada por el Letrado que actúa en nombre de la interesada o bien el citado 
recurso sea ratificado por ésta última. 
 
 En el expediente sobre inscripción de matrimonio remitido a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto del Encargado del Registro 
Civil Consular de B. 
 

H E C H O S 
 
 1. El 16 de mayo de 2007 el Sr. W., de nacionalidad colombiana, nacido en A. 
(Colombia) el 2 de marzo de 1986, presentó en el Consulado General de España en B. impreso de 
declaración de datos para la trascripción del matrimonio que había celebrado por poder en B. 
(Colombia) el día 2 de mayo de 2007, según la ley local, con Doña E., de nacionalidad española, 
nacida en M. el 18 de junio de 1973. Aportaba como documentación acreditativa de su 
pretensión: Certificado de matrimonio local; propia, registro de nacimiento, pasaporte 
colombiano y certificado negativo de movimientos migratorios; y, de la promotora, 
certificaciones de nacimiento y de matrimonio con asientos marginales de separación y de 
divorcio, sentencia de divorcio, pasaporte y DNI. 
 
 2. EL 14 de agosto de 2007, se celebró la entrevista en audiencia reservada con el 
promotor y la interesada fue oída en el Registro Civil de S. el 20 de septiembre de 2007. 
 
 3. El Ministerio Fiscal informó que procedía un acuerdo denegatorio y el 26 de 
febrero de 2008 el Encargado del Registro Civil Consular de B. dictó auto en el que acordaba 
no acceder a la solicitud de inscripción del matrimonio. 
 
 4. Notificada la resolución a ambos, la interesada, representada por letrado, 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando que 
fuera anulada por falta de motivación. 
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 5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal y el Encargado 
del Registro Civil Consular, estimando que no habían sido desvirtuados los razonamientos 
jurídicos que motivaron la decisión, confirmó la resolución apelada y ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 
 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 I. Vistos los artículos 25 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; 24, 26 y 95 de la Ley de 
Registro Civil y 16 y 348 del Reglamento de Registro Civil, y las Resoluciones de 18-1ª de 
marzo de 1994, 7 de marzo de 1996, 27-1ª de febrero, 16 de mayo y 11 de julio de 1997, 23-1ª 
de junio de 1998, 11 de noviembre de 1999, 14-2ª de septiembre de 2004, 23-1ª de mayo y 4-
4ª de noviembre de 2005; 27-3ª de noviembre de 2006; y 15-4ª de febrero de 2007. 
 
 II. La admisibilidad del presente recurso requerirá la acreditación fehaciente de la 
representación alegada por el Letrado que suscribe el escrito de interposición, o bien la 
ratificación de este último por parte de la promotora. En efecto, los procuradores y abogados 
pueden asistir a los interesados en los expedientes gubernativos con el carácter de apoderados 
o como auxiliares. En este caso el abogado actuante lo hace en el primero de los conceptos, 
pero no acredita la representación que ejerce. No puede, por tanto, darse trámite al recurso 
entablado por una tercera persona, aunque sea un Letrado que dice actuar en representación 
del interesado, cuyo poder no consta auténticamente (cfr. art. 1280-5º Cc).  
 
 Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, de acuerdo con lo anteriormente expuesto, entiende que no procede admitir el 
recurso en tanto no se acredite de forma auténtica la representación alegada por el Letrado 
que actúa en nombre de la interesada o bien el citado recurso sea ratificado por ésta última. 
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